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Presidencia de los señores Melero Abaroa, don Patricio,


Araya Guerrero, don Pedro, y Bertolino Rendic, don Mario.


Secretario accidental, el señor Álvarez Álvarez, don Adrián.



Prosecretario accidental, el señor Landeros Perkič, don Miguel.
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1.
Mensaje de S. E. el Presidente de la República por el cual da inicio a la tramitación del proyecto de “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Nicaragua sobre Autorización para el Ejercicio de Actividades Remuneradas para Familiares Dependientes del Personal Diplomático, Consular, Técnico y Administrativo de las Misiones Diplomáticas y Representaciones Consulares”, suscrito en Managua, 
Nicaragua, el 22 de febrero de 2011. (boletín N° 7987-10)




-
Oficios de S.E. el Presidente de la República por los cuales hace presente la urgencia “discusión inmediata”, para el despacho de los siguientes proyectos:

2.
el que “Fomenta el Mercado de Cruceros Turísticos.”. (boletínES N°s. 7528-06 y 7285-06 (419-359)




3.
el sobre el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Nicaragua sobre Autorización para el Ejercicio de Actividades Remuneradas para Familiares Dependientes del Personal Diplomático, Consular, Técnico y Administrativo de las Misiones Diplomáticas y Representaciones Consulares”, suscrito en Managua, Nicaragua, el 22 de febrero de 2011.”. (boletín N° 7987-10)




4.
Primer informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto, iniciado en mensaje, con urgencia “suma”, que “Regula la certificación de los artefactos para combustibles de leña y otros productos dendroenergéticos.”. (boletín N° 7141-08)




5.
Primer informe de la Comisión de Relaciones Exteriores recaído en el proyecto, iniciado en mensaje que aprueba la “Convención sobre la Conservación y Ordenamiento de los Recursos Pesqueros en Alta Mar en el Océano Pacífico Sur, hecha en Auckland, el 14 de noviembre de 2009.”. (boletín 
N° 7892-10)




6.
Primer informe de la Comisión de Relaciones Exteriores recaído en el proyecto, iniciado en mensaje, con urgencia “suma”, que aprueba el “Acuerdo Marco para la Implementación de Sistemas de Control Integrado y de Cooperación para la Facilitación del Tránsito en los Pasos de Frontera Habilitados entre la República de Chile y la República del Perú, suscrito en Santiago, el 19 de enero de 2011.”. (boletín N° 7967-10)




7.
Primer informe de la Comisión de Relaciones Exteriores recaído en el proyecto, iniciado en mensaje, con urgencia “suma”, que “Aprueba el Convenio de Cooperación Técnico- Militar entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la Federación de Rusia”, suscrito en Santiago, el 19 de noviembre de 2004. (boletín N° 7968-10)
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8.
Informe de la Comisión de Economía mandatada como “Investigadora con ocasión de la crisis financiera provocada por las malas prácticas crediticias de la empresa La Polar”




9.
Primer informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto, iniciado en moción que “Regula el pago de las tarifas eléctricas de las generadoras residenciales.”. (boletín N° 6041-08) (S)




10.
Informe de la Comisión de Educación recaído en el proyecto, iniciado en mensaje, con urgencia “discusión inmediata”, que “Modifica la ley 
N° 20.248, de Subvención Escolar Preferencial” ((boletín N° 7187-04). En Tabla




X.
Otros documentos de la Cuenta. 


1.
Notas y certificado


-
Nota de la diputada señora Rubilar, doña Karla, por la cual informa que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 35 del Reglamento de la Corporación, se ausentará del país por un plazo inferior a 30 días a contar del 7 de octubre próximo pasado, para dirigirse a Estados Unidos. Se tomó conocimiento.


-
Nota de la diputada señora Zalaquett, doña Mónica, por la cual informa que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 35 del Reglamento de la Corporación, se ausentará del país por un plazo inferior a 30 días a contar del 11 de octubre en curso, para dirigirse a Australia. Se tomó conocimiento.


-
Certificado de Gendarmería de Chile sobre materia que indica (1). Se tomó conocimiento.



Respuestas a oficios.



Contraloría General de la República:

-
Diputado Pérez don José, Reitera las solicitudes de información contenidas en los oficios 416, 457, 568, 749, 750, 752 y 753 (61993 al 1160).


-
Diputado Hasbún, Funcionamiento de un taller mecánico de desabolladura y pintura, ubicado en calle Trinidad Poniente N° 285, en la comuna de la 
Florida, colindante a un jardín infantil que atiende regularmente a 300 niños, informando a esta Cámara. (62010 al 4135).



Ministerio de Interior:


-
Diputado Ascencio, Posibilidad de implementar una política de Estado sobre zonas extremas, especialmente en materias de conectividad. (20380 al 2552).


-
Diputado Robles, Solicita informar acerca del cumplimiento por parte de la empresa Barrick Sudamérica, constructora del proyecto minero Pascua-Lama, de la legislación sobre transporte de explosivos; y, además, sobre los accidentes de tránsito en que se han visto involucrados los vehículos de las empresas que prestan servicios a dicha compañía, entre los años 2008 y 2010. (20431 al 2933).



Ministerio de Economía, Fomento y Turismo:


-
Diputado Díaz don Marcelo, Solicita informar sobre el estado de la denuncia presentada en las oficinas de la Dirección Regional de ese servicio, en la Región del Libertador Bernardo O'Higgins, el 13 de junio del año próximo pasado, debido a la práctica de captar adultos mayores en las afueras de los lugares de pago de sus pensiones, por parte de personal de cajas de compensación, para ofrecerles créditos y otros servicios. (10342 al 4317).


-
Diputada Turres doña Marisol, Número de centros de cultivo de salmones que se encuentran sin uso y abandonados en las comunas de Cochamó, Puerto Montt, Calbuco y Maullín; las medidas dispuestas para fiscalizar y caducar las concesiones acuícolas abandonadas que generan contaminación en el borde costero, el mar y el fondo marino; y, los recursos humanos, técnicos, científicos y de infraestructura con que cuentan la autoridad marítima y el Servicio Nacional de Pesca para cumplir con sus labores de fiscalización del correcto desarrollo ambiental de la salmonicultura. (16031611 al 4262).



Ministerio de Defensa Nacional:


-
Diputado Espinoza don Fidel, Solicita informar sobre las circunstancias de la muerte, ocurrida el pasado 16 de agosto, del conscripto señor Esteban Saitz Villanueva, perteneciente al Regimiento de Infantería N° 12, “Sangra”; asimismo, respecto de la eventual falta de una adecuada atención, en este caso, por parte del Ejército y, por último, acerca del personal de esa institución que puede atenderse en el Hospital Militar. (8628 al 4471).


-
Diputado Rincón, Ingreso, por el puerto de Antofagasta, de aproximadamente 30 toneladas de armamento, durante la madrugada del martes 23 de agosto, recién pasado; la habitualidad de dicho procedimiento; y, la posible omisión de trámites aduaneros. (8638 al 4605).



Ministerio de Bienes Nacionales:


-
Diputado Álvarez-Salamanca, Número de solicitudes de regularizaciones de títulos de dominio, acogidas a las disposiciones de la Ley N° 20.458, y la cantidad de finalizadas (300 al 4247).


-
Diputado Delmastro, Concesión de tiempo adicional a la familia del señor Altenor Wilson Fernández para abandonar la casa que ocupan en el Sitio 1, en calle Blanco N° 5 de Corral, adyacente al Fuerte de Corral. (690 al 4359).


-
Diputado Jaramillo, Solicita informar acerca de la denominada “Mesa Técnica Regional”, que se constituiría con el Ministerio de Obras Públicas, para evaluar la viabilidad de los estudios técnicos de la Dirección de Obras Hidráulicas, a fin de delimitar el cauce y extensión, así como los títulos de las propiedades ribereñas de los lagos Panguipulli y Ranco. (691 al 4298).


-
Diputada Hoffmann doña María José, Solicita informar sobre el estado de la solicitud formulada el 8 de octubre de 2009, por la junta de vecinos 2-6 Brisas Algarrobinas, para desafectar un terreno ubicado en Avenida Algarrobina s/n, en la comuna de Algarrobo, con la finalidad de construir en él una sede social y equipamiento de carácter vecinal. (692 al 4031).


-
Diputado Robles, Solicita informar sobre el estado de los títulos de dominio solicitados por vecinos del sector Callejón Martínez, en la comuna de Vallenar. (693 al 4380).


-
Diputado Álvarez-Salamanca, Extienda el plazo para las inscripciones gratuitas de propiedades rurales de la ley N° 20.458 y solicite a la Asociación de Notarios y Conservadores de Chile que se pronuncie en una próxima sesión sobre la gran cantidad de casos que han sido captados por la Seremi de Bienes Nacionales de la Región del Maule, pero no inscritos en el respectivo Conservador de Bienes Raíces. (694 al 4561).



Ministerio de Trabajo y Previsión Social:


-
Diputado Marinovic, Solicita gestionar la instalación de una instancia de trabajo en la Región de Magallanes y Antártica Chilena para el establecimiento de un plan regional de capacitación que permita abordar de buena manera el desarrollo de nuevos emprendimientos relacionados con las actividades de exploración y explotación de hidrocarburos, de explotación del carbón, y de la construcción; seguidamente, procurar el establecimiento, en las bases de licitaciones para la ejecución de obras, convocadas por instituciones públicas, de una cláusula que asegure cupos, hasta en un 90%, a trabajadores de la región; y, finalmente, disponer la fiscalización de las autorizaciones de trabajo otorgadas a extranjeros en la misma región. (1487 al 1129).


-
Diputado Díaz don Marcelo, Solicita informar sobre el estado de la denuncia presentada en las oficinas de la Dirección Regional de ese servicio, en la Región del Libertador Bernardo O'Higgins, el 13 de junio del año próximo pasado, debido a la práctica de captar adultos mayores en las afueras de los lugares de pago de sus pensiones, por parte de personal de cajas de compensación, para ofrecerles créditos y otros servicios. (59385 al 4317).


-
Diputado Robles, Solicita informar sobre las prácticas antisindicales que afectarían a los dirigentes del Sindicato Empresa Minera Hierro Atacama y, asimismo, respecto de la legalidad del despido por parte de la empresa antes señalada del trabajador señor Alexis Plaza. (882 al 3936).



Ministerio de Vivienda y Urbanismo:


-
Diputado Vallespín, Solicita informar acerca de la situación del subsidio en sitio residente; en especial, si se encuentra vigente, los requisitos y operatoria; y, además, sobre las razones por las que ha sido rechazada la postulación a este beneficio de personas que cumplieron, en su oportunidad, con los requisitos exigidos. (504 al 3665).



Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones:


-
Diputado De Urresti, Solicita informar sobre las razones de la instrucción que impide a los funcionarios de la Secretaría de Planificación de Transporte (Sectra) Regional Sur, ubicada en la ciudad de Valdivia, entregar información pública a un Diputado de la República y, si para la construcción del segundo puente a la Isla teja se consultará previamente a los vecinos de Valdivia; además, remita el informe denominado “Mejoramiento Interconexión vial Valdivia centro con Isla Teja” y copia del contrato celebrado entre Consultora Macro Ingenieros y Sectra, en el marco del programa de transporte urbano y vialidad para la ciudad de Valdivia. (4207 al 4222).


-
Diputado Meza, Fiscalice e informe acerca del cumplimiento de las normas de estabilidad laboral establecidas en las bases de licitación del servicio público de transporte privado de la Región de Valparaíso. (4231 al 4588).


-
Diputada Vidal doña Ximena, Informe sobre los estudios de densidad de potencia necesarios para la instalación de una antena de telefonía celular en calle Quitalmahue 0620, Puente Alto, y la empresa propietaria de la misma, además de si existen planes o permisos solicitados para la instalación de otras antenas en terrenos cercanos a la villa Sargento Menadier. (6731 al 4585).



Ministerio Secretaría General de la Presidencia:


-
Diputada Pacheco doña Clemira, Solicita remitir información relacionada con la reparación o reconstrucción, según el caso, de templos afectados por el cataclismo del 27 de febrero del año 2010. (1318 al 4132).


-
Diputado Pérez don José, Solicita informar las razones del eventual cierre de la oficina del Instituto de Desarrollo Agropecuario en Alto Biobío; al tiempo que solicita se reconsidere la medida, atendida la enorme utilidad social que presta la antedicha repartición en una de las comunas más pobre del país. (1587 al 2045).


-
Diputada Molina doña Andrea, Solicita informe sobre la entrega de ayuda a las comunas, de la Región de Valparaíso, declaradas en estado de “emergencia agrícola” (346 al 2979).



Ministerio Medio Ambiente:


-
Diputado Díaz don Marcelo, Solicita gestionar una solución a los problemas que ocasionan en la salud y calidad de vida de los vecinos del sector Punta Colorada, en la comuna de La Higuera, las emanaciones permanentes de humo y olores, que genera la operación de la planta termoeléctrica de la empresa minera Barrick, que en esa zona se ubica. (113043 al 2197).


-
Proyecto de Acuerdo 369, “Solicita declaración de río Achibueno como 
Santuaro de la Naturaleza.” (113062).



Intendencias:


-
Diputado Carmona, Informe a esta Cámara sobre las instrucciones impartidas a Carabineros de Chile para actuar frente a las manifestaciones de pobladores de la localidad de Paipote, de Copiapó, efectuadas el día 30 de agosto en la ruta C-37, en protesta por la falta de agua potable en el sector; y, si tenía conocimiento de la presencia del concejal señor Christián Guzmán, quien sufrió lesiones durante el operativo. (1060 al 4490).


Servicios:


-
Diputada Girardi doña Cristina, Solicita informar sobre las eventuales irregularidades cometidas por la empresa automotora Ya S.A. (108 al 4292).


-
Diputado Carmona, Existencia de prácticas antisindicales en el proceso de negociación colectiva que se lleva a cabo en la Planta Minera Hierro Atacama, disponiendo una investigación. (881 al 3906).



Municipalidad de Rancagua:


-
Diputado Rincón, Informar acerca de la situación financiera de los Departamentos de Educación y Salud de esa comuna al mes de julio de 2010. (646 al 1244).


-
Diputado Rincón, Solicita reiterar oficio No 1244, de 12 de agosto de 2010. (646 al 4683).



Municipalidad de Tortel:


-
Diputado Sandoval, Suspensión del suministro de energía eléctrica en la localidad de Caleta Tortel, Región de Aysén. (998 al 4417).

XI.
Peticiones de oficio. Artículos 9° y 9° A de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional. 


-
Diputada Girardi doña Cristina, Informe cómo se canalizó la denuncia de problemas en el colegio Dagoberto Godoy de Lo Prado, qué se solucionó y qué está en vías de hacerlo; además de realizar idéntica fiscalización en el colegio homónimo de El Bosque. (4815 de 04/10/2011). A Ministerio de Educación.


-
Diputado Martínez, Informe acerca de los estudios científicos sobre el impacto del proyecto de levantamiento de una planta de tratamiento de lodos en la cuenca hidrográfica del río Itata, sus características, su estado actual, la empresa a cargo, el cronograma establecido y sus consecuencias productivas y sobre la salud de los residentes, además de la adopción de medidas que incluyan la realización de un Estudio de Impacto Ambiental y la participación de la comunidad. (4831 de 05/10/2011). A Ministerio del Medio Ambiente.


-
Diputado Martínez, Informe acerca de los estudios científicos sobre el impacto del proyecto de levantamiento de una planta de tratamiento de lodos en la cuenca hidrográfica del río Itata, sus características, su estado actual, la empresa a cargo, el cronograma establecido y sus consecuencias productivas y sobre la salud de los residentes, además de la adopción de medidas que incluyan la realización de un Estudio de Impacto Ambiental y la participación de la comunidad. (4832 de 05/10/2011). A Ministerio de Agricultura.


-
Diputado Martínez, Informe acerca de los estudios científicos sobre el impacto del proyecto de levantamiento de una planta de tratamiento de lodos en la cuenca hidrográfica del río Itata, sus características, su estado actual, la empresa a cargo, el cronograma establecido y sus consecuencias productivas y sobre la salud de los residentes, además de la adopción de medidas que incluyan la realización de un Estudio de Impacto Ambiental y la participación de la comunidad. (4833 de 05/10/2011). A Ministerio de Salud.

I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (110)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Accorsi Opazo, Enrique
PPD
RM
24

Aguiló Melo, Sergio
IND
VII
37

Alinco Bustos René
PRO
XI
59

Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo
UDI
VII
38

Andrade Lara, Osvaldo
PS
RM
29

Araya Guerrero, Pedro
PRI
II
4

Arenas Hödar,  Gonzalo
UDI
IX
48

Ascencio Mansilla, Gabriel
PDC
X
58

Auth Stewart, Pepe
PPD
RM
20

Baltolu Rasera, Nino
UDI
XV
1

Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35

Bauer Jouanne, Eugenio
UDI
VI
33

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bertolino Rendic, Mario
RN
IV
7

Bobadilla Muñoz, Sergio
UDI
VIII
45

Browne Urrejola, Pedro
RN
RM
28

Burgos Varela, Jorge
PDC
RM
21

Calderón Bassi, Giovanni
UDI
III
6

Campos Jara, Cristián
PPD
VIII
43

Cardemil Herrera, Alberto
RN
RM
22

Carmona Soto, Lautaro
PC
III
5

Castro González, Juan Luis
PS
VI
32

Cerda García, Eduardo
PDC
V
10

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Cornejo González, Aldo
PDC
V
13

Cristi Marfil, María Angélica
UDI
RM
24

Chahín Valenzuela, Fuad
PDC
IX
49

De Urresti  Longton, Alfonso
PS
XIV
53

Delmastro Naso, Roberto
IND
XIV
53

Edwards Silva, José Manuel
RN
IX
51

Eluchans Urenda, Edmundo
UDI
V
14

Espinosa Monardes, Marcos
PRSD
II
3

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Estay Peñaloza, Enrique
UDI
IX
49

Farías Ponce, Ramón
PPD
RM
30

García García, René Manuel
RN
IX
52

García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
UDI
VI
32

Girardi Lavín, Cristina
PPD
RM
18

Godoy Ibáñez, Joaquín
RN
V
13

Goic Boroevic, Carolina
PDC
XII
60

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Gutiérrez Gálvez, Hugo
PC
I
2

Gutiérrez Pino, Romilio
UDI
VII
39

Hales Dib, Patricio
PPD
RM
19

Harboe Bascuñán, Felipe
PPD
RM
22

Hasbún Selume, Gustavo
UDI
RM
26

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Hoffmann Opazo, María José
UDI
V
15

Jaramillo  Becker, Enrique
PPD
XIV
54

Jarpa Wevar, Carlos Abel
PRSD
VIII
41

Jiménez Fuentes, Tucapel
PPD
RM
27

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
30

Latorre Carmona, Juan Carlos
PDC
VI
35

Lemus Aracena, Luis
PS
IV
9

León Ramírez, Roberto
PDC
VII
36

Rosales Guzmán, Joel
UDI
VIII
47

Lorenzini Basso, Pablo
PDC
VII
38

Macaya Danús, Javier
UDI
VI
34

Marinovic Solo de Zaldívar, Miodrag
IND
XII
60

Martínez Labbé, Rosauro
RN
VIII
41

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Meza Moncada, Fernando
PRSD
IX
52

Molina Oliva, Andrea
UDI
V
10

Monckeberg Bruner, Cristián
RN
RM
23

Monckeberg Díaz, Nicolás
RN
RM
18

Monsalve Benavides, Manuel
PS
VIII
46

Montes Cisternas, Carlos
PS
RM
26

Morales Muñoz Celso
UDI
VII
36

Moreira Barros, Iván
UDI
RM
27

Muñoz D'Albora, Adriana
PPD
IV
9

Nogueira Fernández, Claudia
UDI
RM
19

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Núñez Lozano, Marco Antonio
PPD
V
11

Ojeda Uribe, Sergio
PDC
X
55

Ortiz Novoa, José Miguel
PDC
VIII
44

Pacheco Rivas, Clemira
PS
VIII
45

Pascal Allende, Denise
PS
RM
31

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Pérez Lahsen, Leopoldo
RN
RM
29

Recondo Lavanderos, Carlos
UDI
X
56

Rincón González, Ricardo
PDC
VI
33

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Sabag Villalobos, Jorge
PDC
VIII
42

Sabat Fernández, Marcela
RN
RM
21

Saffirio Espinoza, René
PDC
IX
50

Salaberry Soto, Felipe
UDI
RM
25

Sandoval Plaza, David
UDI
XI
59

Santana Tirachini, Alejandro
RN
X
58

Sauerbaum Muñoz, Frank
RN
VIII
42

Schilling Rodríguez, Marcelo
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-Asistieron los ministros de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira 
Montes; de Educación Pública, señor Felipe Bulnes Serrano, y de Justicia, señor Teodoro Ribera Neumann.


-Estuvo presente el senador Juan Antonio Coloma Correa.-







II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 11.14 horas.

El señor MELERO (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS

El señor MELERO (Presidente).- El acta de la sesión 87ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 88ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA

El señor MELERO (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.

-El señor LANDEROS (Prosecretario accidental) da lectura a la Cuenta.

ACUERDOS DE LOS COMITÉS.
El señor MELERO (Presidente).- El señor Secretario va a dar lectura a los acuerdos de los Comités.

El señor ÁLVAREZ (Secretario accidental).- Reunidos los jefes de los Comités Parlamentarios, bajo la presidencia del diputado señor Patricio Melero, adoptaron los siguientes acuerdos:

1. Tomar conocimiento de las Tablas de la semana, documento que se acompaña en anexo.

2. Autorizar a la Comisión de Educación, Deportes y Recreación para sesionar en forma simultánea con la Sala en el día de hoy, sin necesidad de citar con cuatro horas de anticipación, para tratar el proyecto de ley que modifica la ley N° 20.248, de subvención escolar preferencial. (boletín 
N° 7187-04)

3. Trasladar al primer lugar de la Tabla de la sesión de hoy el proyecto de ley que fomenta el mercado de cruceros turísticos y modifica la ley N° 19.995, que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego. (boletines N°s 7528-06 y 7285-06, refundidos).

4. Iniciar en la sesión de hoy el debate sobre el proyecto de ley que perfecciona el sistema de Alta Dirección Pública (boletín N° 7822-05), sin perjuicio de suspender su discusión en el momento en que se dé cuenta del informe de la Comisión de Educación, Deportes y Recreación sobre el proyecto de ley que modifica la ley N° 20.248, de subvención escolar preferencial (boletín N° 7187-04).

5. Considerar, con preferencia, en la sesión de mañana miércoles 12 de octubre, el proyecto de acuerdo N° 461, que solicita a su excelencia el Presidente de la República un indulto particular para la pastora aimara Gabriela Blas.

El señor MELERO (Presidente).- Señores diputados, la Comisión de Educación está sesionando en forma simultánea con la Sala para conocer el proyecto que modifica la ley N° 20.248, de subvención escolar preferencial.

Vamos a iniciar el debate del proyecto de ley que fomenta el mercado de cruceros turísticos y modifica la ley N° 19.995. Si terminado este debate aún no ha concluido el trabajo de la Comisión de Educación 
-luego del cual debe dar conocer a la Sala el informe sobre el proyecto de subvención escolar preferencial-, vamos a iniciar el tratamiento del proyecto que perfecciona el Sistema de Alta Dirección Pública, debate que vamos a suspender apenas llegue el informe de la Comisión de Educación sobre el proyecto que modifica la ley N° 20.248, de subvención escolar preferencial, dada la urgencia con que fue calificado. 

El ministro de Economía, señor Pablo Longueira, tomó contacto con la Mesa, a fin de hacer presente su interés en participar en el debate del proyecto de ley que fomenta el mercado de cruceros turísticos y modifica la ley N° 19.995, y ya viene en camino. 

V. ORDEN DEL DÍA.

FOMENTO DEL MERCADO DE CRUCEROS TURÍSTICOS. Tercer trámite constitucional.

El señor MELERO (Presidente).- Corresponde tratar las modificaciones introducidas por el honorable Senado al proyecto de ley, iniciado en mensaje y moción refundidos, que fomenta el mercado de cruceros turísticos y modifica la ley N° 19.995, que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego. 

Antecedentes:

-Modificaciones del Senado, boletines 
Nos 7528-06 y 7285-06 (refundidos), sesión 92ª, en 6 de octubre de 2011. Documentos de la Cuenta N° 3.

El señor MELERO (Presidente).- Con el objeto de ilustrar a la Sala sobre algunos de los cambios que introdujo el Senado, tiene la palabra el señor Eugenio Bauer, quien oficio como diputado informante en el primer trámite constitucional.

El señor BAUER.- Señor Presidente, el 15 de marzo de 2011 ingresó al Congreso Nacional el proyecto de ley que modifica diversas normas legales para fomentar el mercado de cruceros turísticos extranjeros. En la Cámara, el proyecto fue estudiado por las comisiones Especial de Turismo, de Gobierno Interior y de Hacienda, y en el Senado, en las Comisiones Unidas de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y de Hacienda.

El pasado miércoles 5 de octubre, fue aprobado en la sala del Senado por 29 votos a favor y uno en contra.

La urgencia del proyecto se explica en que los itinerarios de las compañías de cruceros se planifican y comercializan con dos años de anticipación. En tal virtud, si la iniciativa no es promulgada y publicada, a más tardar, en noviembre próximo, Chile no estará contemplado en las rutas de los cruceros para 2013 y 2014.

Cifras nacionales. La industria del turismo mueve cerca de 11 mil millones de dólares al año, de los cuales 2 mil millones de dólares los aporta el ingreso de turistas extranjeros al país (personas que pernoctan al menos una noche en territorio nacional). Este turismo receptivo registra un aumento de 13 por ciento entre enero y julio del presente año.

Chile ha perdido competitividad a pasos agigantados. De 244 recaladas y 317.500 pasajeros en 2008, pasó a 155 recaladas y 145.000 pasajeros en la temporada 2010-2011. Es decir, entre 2008 y 2011, las recaladas sufrieron una caída acumulada de 40 por ciento, y la llegada de pasajeros, de 46 por ciento. Desde 2006 a la fecha, de 244 naves pasamos a 155. Esta pérdida de competitividad motivó al Ejecutivo a presentar el proyecto de ley en comento. 

El país dejó de percibir más de 35 millones de dólares anuales sólo por concepto de gastos de pasajeros y tripulantes en los puertos de recalada. Esto no incluye ingresos por servicios adicionales o de operación de las naves, tales como combustible, puertos, insumos, etcétera. Quince puertos nacionales son los afectados por la caída en la recalada de cruceros.

Las nuevas naves que surcarán las aguas del Pacífico en 2014 tendrán capacidad de 3.000 a 6.000 pasajeros, es decir, el doble del tamaño actual.

Beneficios sectoriales. Efectos en el turismo receptivo, dado que cada pasajero que baja a tierra gasta, en promedio, 100 dólares, por lo que se dejan de percibir alrededor de 300 mil dólares por cada nave de tamaño intermedio que no recala en puertos chilenos. Se genera un impacto en la oferta turística, que beneficia directamente a las pymes y mipymes locales (artesanos, restaurantes, comercio, transporte, etcétera), amén del impacto descentralizador, ya que en este caso los turistas ingresan directamente a las distintas regiones por los respectivos puertos.

El proyecto propone corregir distorsiones en tres aspectos de esta actividad económica: 

1.- Permiso para la explotación de juegos de azar en los casinos que se encuentran a bordo de cruceros internacionales. 

2.- Recuperación del IVA por servicios portuarios en las Regiones de Tarapacá, de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, de Magallanes y la Antártica Chilena o de Arica y Parinacota, cuando se tomen pasajeros en tránsito fuera de Chile, y la posibilidad de recuperar el IVA por los servicios de hotelería que presten a extranjeros sin domicilio ni residencia en Chile. Esto permite igualar la situación a la de los hoteles por los servicios de pernoctación, es decir, recuperación de IVA exportador. Propuesta: modificación del decreto ley N° 825.

3.- Incorporación de cruceros al cumplimiento de ley N° 19.913, que crea la Unidad de Análisis Financiero.

Explotación de juegos de azar en los casinos que se encuentran a bordo de cruceros internacionales. Modificación de la ley 
N° 19.995. 

1.- Flexibilizar la operación de juegos de azar en naves internacionales.

2.- Permitir la operación de casinos en naves internacionales.

3.- Eximir a las naves internacionales del pago de impuestos especiales establecidos en los artículos 58 y 59 de la ley N° 19.995.

En consecuencia, se agrega un nuevo artículo 63 bis respecto de los navíos internacionales, los que podrán desarrollar la explotación de juegos de azar en la medida en que:

a) Cuenten con la autorización para navegar en aguas sometidas a la jurisdicción nacional, otorgada por Directemar. 

b) Se encuentren navegando y no detenidas en puertos chilenos. 

c) El circuito turístico no tenga una duración inferior a tres días y su trayecto comprenda, a lo menos, un recorrido de 500 millas náuticas (926 kilómetros), y

d) Los operadores se registren ante la Superintendencia de Casinos de Juego, debiendo cumplir con los siguientes requisitos: acreditar una antigüedad de, a lo menos, tres años, demostrar la existencia y vigencia del operador, y adjuntar sus tres últimos balances y estados financieros.

La autorización de operación y explotación de juegos de azar tendrá una duración de cinco años, renovables por períodos iguales. Ella podrá ser denegada, revocada o no renovada, según corresponda, en caso de incumplimiento de las condiciones establecidas.

Nuevo artículo 63 ter, respecto de los impuestos a operaciones de casinos.

Se exime a las naves extranjeras del pago de los impuestos especiales establecidos en los artículos 58, 59 y 60 de la ley N° 19.995. 

Se sugiere aprobar el artículo 1° y que se acepte la modificación efectuada por el Senado.

Modificaciones al decreto ley N° 825, de 1974, Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios. Se modifica el artículo 36 del decreto ley N° 825 para permitir que las navieras chilenas tengan el mismo tratamiento tributario para la recuperación del IVA asociado al rancho de sus naves, en las regiones de Tarapacá, de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, de Magallanes y la Antártica Chilena o de Arica y Parinacota, cuando estas realicen trayectos que no impliquen tomar o dejar pasajeros dentro de Chile -por ejemplo, tomar y dejar pasajeros a Ushuaia, pero abastecidos en los puertos nacionales mencionados-, y la posibilidad de recuperar el IVA por los servicios de hotelería que presten a extranjeros sin domicilio ni residencia en Chile. Esto permite igualar su situación a la de los hoteles por los servicios de pernoctación, es decir, recuperación del IVA exportador.

El artículo 2° recoge una recomendación del Tribunal de la Libre Competencia, el cual exhortó a dar a los cruceros el mismo tratamiento que recibe la industria de hoteles, en atención a la similitud de los servicios que prestan en lo relativo a pernoctación y recuperación del IVA exportador.

Modificación de la ley N° 19.913, que crea la Unidad de Análisis Financiero. Se incorpora a dicha ley que los titulares de los permisos de operación de juegos de azar en naves autorizadas, tendrán la obligación de informar a la Unidad de Análisis Financiero sobre las operaciones sospechosas que se puedan producir en ellas.

Se obliga a tener oficial de cumplimiento que informe sobre actividades y operaciones sospechosas detectadas a bordo de los navíos, lo cual recoge la práctica internacional sobre la materia.

Es todo cuanto puedo informar.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Gabriel 
Ascencio.

El señor ASCENCIO.- Señor Presidente, me voy a referir a las modificaciones que sufrió el proyecto que despachó esta Cámara. 

La discusión y preocupación que surgen de las modificaciones del Senado dicen relación con si las naves nacionales, que no son muchas, que prestan servicios en el sur, entre la Región del Biobío y la Duodécima Región de Magallanes, también podrán operar salas de juego y casinos en aguas territoriales chilenas, tal como lo harán los cruceros internacionales.

Un grupo de parlamentarios, entre los cuales me incluyo, presentamos este proyecto de ley pensando en resolver el problema que se presenta a los cruceros para abrir sus salas de juegos y casinos en nuestras aguas territoriales, sin olvidarnos de los buques nacionales, que tienen su propia normativa sobre la materia en la actual ley de casinos. O sea, ellos podrían eventualmente operar salas de juego bajo la ley de casinos, pero no lo hacen por lo compleja que resulta la reglamentación existente, porque las normas que se aplican a los casinos de tierra, por decirlo de alguna manera, son las mismas que rigen a los casinos de juego de las naves.

Por lo tanto, mediante este proyecto, que pretende resolver la situación de los cruceros internacionales, que deben cerrar sus casinos apenas entran en aguas territoriales chilenas, nosotros pensamos que sería posible solucionar el problema de los buques nacionales, de manera que puedan operar casinos en las mismas condiciones que los cruceros internacionales.

Sin embargo, señor Presidente, el Senado hizo algo que, para ser franco, no entiendo, ya que eliminó la posibilidad de que los buques nacionales puedan, si lo desean, operar casinos de juego. O sea, los buques nacionales, que operan fundamentalmente en el sur de Chile -no deben ser más de cinco-, no tendrán la posibilidad de gozar de ese beneficio, si aprobamos las modificaciones del Senado. En consecuencia, en un tiempo más esteremos discutiendo un nuevo proyecto a fin de posibilitar a esos buques abrir salas de juego; o sea, lo único que estamos haciendo es postergar la discusión de una iniciativa que tendrá que producirse por razones de justicia.

Señor Presidente, las modificaciones del Senado tienen que ver fundamentalmente con que los buques nacionales no podrán abrir salas de juego, más algunas adecuaciones. Por lo tanto, todas las normas que aquí se establecieron, de fiscalización, de precaución o destinadas a que esas salas de juego de las naves no compitan con las de los casinos de tierra, han sido suprimidas por el Senado. Creo honestamente que eso no tiene ningún sentido.

Por lo anterior, votaré en contra todas las modificaciones del Senado, porque me gusta mucho más al texto aprobado por la Cámara de Diputados, que, a mi juicio, es mucho más sensato y no discrimina, ya que establece una misma regla para los cruceros internacionales y para los buques nacionales. No entiendo por qué el Senado discrimina en favor de los cruceros y en contra de los buques nacionales.

Por lo tanto, como creo que es mucho más juicioso y criterioso lo aprobado por la Cámara de Diputados, votaré en contra todas las modificaciones del Senado, con el objeto de ver si podemos solucionar ese aspecto en comisión mixta.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Pepe Auth.

El señor AUTH.- Señor Presidente, voté en contra el proyecto en su primer trámite constitucional, porque, so pretexto de igualar las posibilidades del turismo nacional con las que existen en los países vecinos, se permite a los cruceros internacionales operar salas de juegos de azar durante su navegación por las costas chilenas, siempre que sus trayectos superen los tres días, lo que violenta la relación que Chile tiene con los juegos de azar. Además, se establecen normas especiales para los operadores nacionales en materia de tributación y de las exigencias que dispone la ley de casinos.

Señor Presidente, el juego es una excepción en Chile; es decir, se considera socialmente negativo y se permite sólo bajo ciertos parámetros específicos, en que el operador compensa las externalidades negativas que éste tiene, por la vía de la compensación tributaria, y de la contribución que hace al desarrollo de las respectivas comunas y regiones.

Señor Presidente, votaré a favor las modificaciones, porque el Senado tuvo a bien suprimir el número 2) del artículo 1°, con lo que cancela la posibilidad de que los operadores nacionales no tengan que aplicar la ley de casinos, sino que más bien se allanen a la aplicación de las mismas normas que vamos a establecer para los cruceros internacionales, es decir, con ciertas exenciones tributarias y sin los niveles de control que se exige a los juegos en Chile.

Porque no se transgrede la relación que Chile tiene con el juego, votaré a favor las modificaciones del Senado, pues excluyen a las naves nacionales de este beneficio, que apunta correctamente al igualar las condiciones bajo las cuales se juega en los cruceros internacionales en los distintos países de América Latina.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor David Sandoval.

El señor SANDOVAL.- Señor Presidente, los miembros de la Comisión de Turismo trabajamos este proyecto, que es muy sustantivo para las regiones extremas. La prohibición del funcionamiento de los casinos en los cruceros internacionales ha significado la pérdida del 50 por ciento de la industria del turismo de nuestro país. En el caso de Aysén, las recaladas en Puerto Chacabuco cayeron en 60 y tantos por ciento, lo que ha afectado mucho a numerosos prestadores de diversos servicios, como transportes, cafeterías, artesanías y otros, lo cual debe ser corregido.

Sin duda, la Comisión de Turismo aprobó el proyecto pensando en la urgente necesidad de que los cruceros internacionales puedan operar sus casinos a bordo en igualdad de condiciones con las legislaciones de los países con los cuales competimos. En consecuencia, señor Presidente, su aprobación en la Sala es absolutamente necesaria.

Sin embargo, resulta incomprensible que se prohíba realizar esa misma labor a los cruceros nacionales; no tiene ninguna lógica permitir que cruceros con bandera internacional puedan operar casinos, pero negar esa posibilidad a las naves de emprendedores, empresarios, armadores o empresas navieras de nuestro país, a pesar de que tendrían que cumplir con las mismas exigencias legales que se aplican a los cruceros internacionales, incluso las que dicen relación con la Unidad de Análisis Financiero, que apuntan fundamentalmente a evitar problemas relativos al lavado de dinero, transparencia y otros. 

Considero que el Senado introdujo modificaciones que alteran esa situación, ya que se margina de esa actividad a operadores nacionales que cumplen las exigencias legales, tal como lo hacen los cruceros internacionales.

Por lo tanto, señor Presidente, considero que el proyecto sufrió un retroceso en el Senado, fundamentalmente por la situación en que deja a los empresarios nacionales, lo que estimo que debe ser corregido.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Pedro Velásquez.

El señor VELÁSQUEZ.- Señor Presidente, quiero destacar la importancia que tiene el proyecto para satisfacer una tremenda inquietud de los habitantes de nuestros puertos, principalmente del norte y del centro del país.

La legislación vigente impide a los cruceros internacionales, a esos grandes centros comerciales flotantes que dejan una cantidad importante de ingresos en nuestras ciudades puerto, el funcionamiento de sus casinos en aguas territoriales. Ello, sumado a los elevados costos marítimos y de pilotaje, ha significado una significativa disminución en la recalada de esas embarcaciones. 

La autorización para el funcionamiento de casinos en los cruceros, la diminución de una serie de costos y la remodelación y mejoramiento de los sitios de atraque, significará un tremendo repunte para la actividad turística. Al respecto, cabe señalar que los turistas norteamericanos y europeos gastan tres veces más que los latinoamericanos. 

La iniciativa es sumamente positiva, pues viene a reactivar una actividad que estaba en decadencia. Al respecto, deseo comentar que hace dos semanas, junto con el diputado Matías Walker, nos reunimos con la gerencia del puerto de Coquimbo, oportunidad en la que nos comentaron que de cero recalada, se pasará a más de quince. Eso significa que la iniciativa, de una u otra manera, incentivará la llegada de cruceros.

Por lo tanto, hago un llamado, en especial a los colegas en cuyos distritos existen puertos a votar a favor las modificaciones del Senado.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Schilling.

El señor SCHILLING.- Señor Presidente, tras un análisis sereno del proyecto de ley despachado por la Cámara y las modificaciones introducidas por el Senado, a mi juicio resulta recomendable, tal como lo hizo ver en su intervención el diputado Ascencio, rechazar dichas modificaciones para resolver las discrepancias en comisión mixta. 

En mi opinión, esto está resultando como si un comité hubiera dibujado un caballo, pero estuviera saliendo un camello. Me explico. La inquietud de los parlamentarios inicialmente era promover el retorno de los cruceros internacionales a nuestros puertos, a fin de fomentar el turismo.

El Gobierno introdujo la idea de extender a las naves nacionales los beneficios que se otorgan a los cruceros internacionales. El Senado rechazó las disposiciones respetivas, porque las normas de fiscalización en materia de juego y las normas tributarias, en perjuicio de la industria de casinos regulada en la ley vigente, y se introduciría el principio de la competencia desleal de los casinos que operarían al interior de los buques nacionales, respecto de los casinos instalados en tierra. Ese es el verdadero intríngulis de este proyecto.

Muchos parlamentarios nos opusimos a la idea de abrir paso a estas flexibilidades en relación con la industria de los casinos en las naves nacionales, porque eso traería consigo la llamada competencia desleal. Aquí no estamos hablando de regular la industria naviera ni cosa que se le parezca, sino de mantener vigente lo que ya está consagrado en la ley respecto de las naves nacionales que quieran tener casinos a bordo, es decir, que se les aplique la misma regla que opera para los casinos en tierra. 

Por eso, la Cámara, como siempre, debiera tratar de actuar sabiamente y rechazar las modificaciones del Senado, para resolver, adecuadamente en comisión mixta, los problemas que siguen pendientes en este proyecto.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor José Miguel Ortiz.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, el 15 de marzo de este año ingresó a tramitación en el Congreso Nacional el proyecto de ley en estudio, que es una abierta provocación a la ley N° 19.995, sobre casinos, cuya tramitación tardó muchísimos años en el Parlamento, pasando por las comisiones de Comisión de Turismo, de Gobierno Interior y de Hacienda. Daba vueltas y más vueltas. ¿Por qué? Porque en Chile, antes de que se dictara ese cuerpo legal, existían siete casinos sujetos al régimen de concesión municipal. Obviamente, todos sabíamos que al dictar con total y absoluta claridad, una ley de casinos con muchas exigencias, significaría que no habría mercado suficiente en el país para la actividad.

¿Qué ha significado la ley N° 19.995? La creación de quince casinos en el país, de los cuales a lo menos catorce han significado cambiar para bien la vida en las comunas en las que se encuentran ubicados. Por si acaso, en la comuna de Concepción no hay ningún casino, pero en Talcahuano, sí. ¿Qué habría pasado en Talcahuano, ciudad puerto que soportó un terremoto y un maremoto el 27 de febrero de 2010, en caso de no haber contado con su casino? No tendría el aporte de 10 por ciento que él entrega, que ha sido vital para desarrollar muchas obras y mejorar en algo la calidad de vida de los porteños. Eso mismo ha significado en el resto de las comunas que cuentan con casino.

Sin embargo, hay algo que no se ha dicho. Es necesario saber cómo se están distribuyendo los recursos, materia respecto de la cual pediremos el envío del respetivo oficio.. En la ley se contempla otro 10 por ciento que va al respectivo gobierno regional, que debe distribuirlo especialmente en las comunas de menores ingresos en su presupuesto y que presentan problemas más graves. Por eso, reitero, pediré el envío de un oficio para que se me informe de qué manera se está operando ese 10 por ciento en relación con estos quince casinos, pues las cosas deben ser claras y transparentes. En suma, se cumplió un buen objetivo y hubo una sorpresa, porque los resultados de los casinos han sido espectaculares. Al respecto, se han planteado legítimas preocupaciones en relación con la ludopatía. 

Existe una realidad comprobada en todos los países: cuando no se legisla en torno de esta materia, surge el juego clandestino, que es peor. El mejor ejemplo de esto son los verdaderos casinos chicos que funcionan en los centros de las ciudades, pero también en lugares poblacionales. Me refiero a las famosas maquinitas, cuyos ingresos son inmensos. Se trata de un asunto que, hasta el día de hoy, no se ha podido regular, no obstante que hace mucho tiempo se presentó un proyecto de ley al respecto en el Senado de la República.

 Es bueno recordar la diferencia entre los casinos establecidos y esas máquinas. Los dueños de ellas no colocan un peso de sus ingresos para el país, mientras los operadores de casinos aportan el 10 por ciento de sus ingresos brutos para su comuna y 10 por ciento restante para la región. 

Las exigencias establecidas en la ley N° 19.995 son inmensas. Incluso tienen que ver con lo establecido en la ley N° 19.913, que crea la Unidad de Análisis Financiero. 

¿Qué pasó cuando la iniciativa en estudio ingresó a tramitación? Se intentó ponerle urgencia. 

Respecto de lo que voy a señalar a continuación, mi amigo, colega y camarada, diputado Gabriel Ascencio, tiene toda la razón. Él fue quien, hace mucho tiempo, inició los intentos por regular lo concerniente a los cruceros nacionales, que no son más de cinco. En efecto, en la Comisión de Hacienda -ahí me correspondió negociar con el Gobierno-, advertimos que a nivel nacional no existen más naves que operen como cruceros. 

El Gobierno manifestó -tiene razón; ello también lo he escuchado aquí de parte de algunos colegas- que está comprobado que cuando los usuarios de cruceros internacionales bajan en nuestros puertos, gastan como mínimo 100 dólares. Ellos mueven la industria gastronómica y las pymes -se llevan recuerdos de Chile-, lo que genera mucha plata.

Estudios señalan que nuestro país ha dejado de percibir 35 millones de dólares anuales por concepto de gastos de pasajeros y tripulantes en los puertos de recalada. Esta cifra no incluye ingresos por servicios adicionales o de operación de las naves, tales como combustible, impuestos de puerto e insumos. 

Pero, ¿cuál es el tema de fondo? En ese instante se quería sacar rápidamente una legislación que no dispusiera ningún control para las salas de juego de los cruceros internacionales y nacionales, lo cual habría sido una injusticia muy grande. ¿Por qué exigir todo a los otros casinos y no hacer lo mismo respecto de los cruceros internacionales y nacionales? 

Al respecto, le recuerdo a la Sala que la ley N° 19.995 faculta al superintendente de Casinos de Juego para resolver las solicitudes que se presenten para colocar mesas de juego y casinos en cruceros, los que estarán afectos a esta misma legislación, que es lo que corresponde. 

En la Comisión de Hacienda comprobamos que hasta la fecha ningún crucero nacional ha hecho tal solicitud. Vale decir, se quiere otorgar garantías especiales que no tienen nada que ver con la legislación actual. 

En la Comisión, planteamos la homologación. Será lo mismo que establece la ley de casinos: las máquinas deben devolver a lo menos el 85 por ciento de la apuesta. No obstante, como la competencia entre los casinos es tan grande, normalmente dicha devolución oscila entre el 92 y el 94 por ciento. Sin embargo, los casinos y salas de juego de los cruceros internacionales y nacionales no tienen ninguna fiscalización; pueden devolver el 60 ó 70 por ciento de la apuesta lo que seguramente depende de la calidad de los apostadores.

En la Comisión de Hacienda introdujimos modificaciones. Hicimos ver que no era posible que en ello no tuviera nada que ver la Unidad de Análisis Financiero, que es muy exigente desde el punto de vista de la detección del lavado de dinero.

El proyecto se aprobó por amplia mayoría en la Cámara de Diputados y se envió al Senado, que le introdujo una modificación muy de fondo: propuso autorizar que en los cruceros internacionales funcionen salas de juego, pero no hizo lo mismo respecto de los nacionales.

De manera que el diputado Gabriel Ascencio tiene razón al reclamar que una vez más se discrimine a los nacionales respecto de los extranjeros. 

Me parece positiva la redacción del artículo 63 bis, nuevo, respecto de navíos internacionales, los que podrán desarrollar la explotación de juegos de azar siempre que cuenten con la autorización para navegar otorgada por Directemar, que se encuentren navegando y no detenidas en puertos chilenos, etcétera. 

Aquí no puede repetirse lo ocurrido en la República Argentina, donde Puerto Madero se transformó y hoy tiene anclados barcos casino que hacen competencia a los de tierra.

El señor MELERO (Presidente).- Señor diputado, ha terminado su tiempo. Le ruego redondear su discurso.

El señor ORTIZ.- Estoy de acuerdo con las modificaciones del Senado.

Lamento no contar con más tiempo para intervenir. Estudiamos profundamente esta materia y nuestra decisión es importante. 

En consecuencia, hasta el momento estoy por aprobar las enmiendas del Senado. 

No ha llegado a esta discusión el ministro de Economía, quien tiene tanta fuerza y tantas ganas de hacer cosas. A lo mejor, él podría tomar en cuenta lo que legítimamente plantearon colegas diputados, en el sentido de incorporar a las naves nacionales en las mismas condiciones, con iguales exigencias, con la misma seriedad y en la forma clara que se autoriza la operación y explotación de juegos de azar en naves mercantes mayores extranjeras; es decir, con circuitos turísticos de una duración inferior a tres días y un trayecto que comprenda a lo menos un recorrido de 500 millas náuticas…

El señor MELERO (Presidente).- Señor diputado, ha terminado su tiempo.

El señor ORTIZ.- He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Doy la bienvenida al ministro de Economía, don Pablo Longueira, quien se ha incorporado al debate del proyecto.

Tiene la palabra el diputado señor Jorge Ulloa.

El señor ULLOA.- Señor Presidente, nos encontramos ante una necesidad. Legislar hoy esta materia se ha constituido en un imperativo para quienes representamos ciudades puerto, fundamentalmente porque después de haber recibido una cantidad importante de cruceros en nuestros puertos, la cifra bajó en forma ostensible. Ello, por dos razones: una, la prohibición a dichas naves de abrir sus casinos en alta mar, en aguas jurisdiccionales chilenas, y la otra, por los altos costos asociados a faros y balizas.

El Gobierno revisó el aspecto vinculado a tales costos y, además, envió a trámite legislativo el presente proyecto que, en síntesis, permite a los cruceros internacionales, bajo ciertas condiciones, abrir sus casinos de juego cuando se encuentren en aguas jurisdiccionales chilenas. 

Ése fue el origen del proyecto y es lo que se legisló.

Por cierto, durante la discusión de la iniciativa en la Cámara se agregaron ciertas posibilidades para las naves nacionales. Al respecto, la ley de casinos contempla la opción señalada; por tanto, lo que hizo el Senado de la República es volver las cosas al estado original, es decir, a que no exista una competencia desleal a nivel nacional. 

Por esa razón, se hace indispensable aprobar las modificaciones introducidas por el Senado. 

Ciertamente, nos gustaría tener una mayor apertura, pero eso estaría en contra de la regulación que necesariamente debe existir y, sobre todo, de quienes han hecho inversiones sobre la base de la ley de casinos, que nosotros aprobamos.

Con el propósito de cuidar y potenciar la actividad de los casinos, que fueron creados por una ley especial, el Senado tomó la determinación -en términos generales, correcta- de introducir al proyecto las modificaciones que planteó.

Por esa razón, invito a los colegas a aprobar las modificaciones del Senado tal como vienen, porque existe la urgente necesidad de que los cruceros internacionales vuelvan a recalar en nuestros puertos. Si seguimos con estas restricciones y dilatando el despacho de este proyecto, una cantidad importante de cruceros no pasará por Chile, lo que naturalmente significa un costo para las ciudades puerto, que no es bueno que se mantenga.

Por ello, considerando la dinámica que van adquiriendo los puertos y el beneficio de las ciudades puerto, llamo a aprobar las modificaciones del Senado para que este proyecto sea ley de la República lo antes posible.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Alberto Cardemil.

El señor CARDEMIL.- Señor Presidente, se ha calculado que cada pasajero que baja a tierra de uno de estos cruceros internacionales de gran envergadura, deja en el puerto donde recala el barco a lo menos 100 dólares. Esto significa que por cada nave de tamaño intermedio, el puerto chileno que no la recibe pierde alrededor de 300 mil dólares. Para qué vamos a hablar del impacto que esto produce en la oferta turística que beneficia directamente a las pymes y mipymes locales, a los artesanos, a los restaurantes, al comercio, al transporte, etcétera, y del impacto descentralizador que produce la nave que recala, ya que, en estos casos, los turistas ingresan directamente a las distintas regiones por sus respectivos puertos.

Actualmente, existen quince puertos nacionales que están afectados por la caída en la recalada de cruceros. Me detengo principalmente en los puertos de las regiones extremas, especialmente en el de Arica. El fin de semana pasado, una delegación de diputados de Renovación Nacional visitó la región y uno de los puntos que surgió fue la necesidad de legislar para recuperar este aporte a la economía local y nacional.

Esto no es música, ya que Chile ha ido perdiendo competitividad a pasos agigantados en el mercado de cruceros turísticos, en el que está llamado a tener un gran papel. De 244 recaladas y 317.500 pasajeros en 2008, en la temporada 2010-2011 se pasó a sólo 155 recaladas y 145.000 pasajeros. O sea, hemos tenido una caída acumulada de 40 por ciento, y en la llegada de pasajeros a los puertos chilenos, la caída ha sido de 46 por ciento. Desde 2006 a la fecha, hemos pasado de 244 a 155 naves recaladas. Esa es la razón por la cual tenemos que reaccionar como corresponde, legislativamente, como se está haciendo por parte del Ejecutivo para revertir esta situación.

En otros datos, el país ha dejado de percibir más de 35 millones de dólares anuales sólo por concepto de gastos de pasajeros y tripulantes en los puertos de recalada. Esto no incluye ingresos por servicios adicionales o de operación de la nave.

Este buen proyecto de ley propone corregir, con sensatez y prudencia, tres aspectos de esta actividad económica. Consta de tres artículos permanentes y un artículo transitorio.

El artículo 1° permite la explotación de juegos de azar en los casinos que se encuentren a bordo de cruceros internacionales. Para ello, se modifica la ley N° 19.995, que fue aprobada ampliamente por el Congreso Nacional.

El artículo segundo se refiere a la recuperación del IVA por servicios portuarios en las regiones de Tarapacá, de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, de Magallanes y la Antártica Chilena, y de Arica y Parinacota, cuando se tomen pasajeros en tránsito fuera de Chile, y a la posibilidad de recuperar el IVA por los servicios de hotelería que se presten a extranjeros sin domicilio ni residencia en Chile.

Esto -como lo han destacado varios señores diputados- permitirá igualar la situación a la de los hoteles por los servicios de pernoctación, es decir, recuperación del IVA exportador. Por eso, se propone la modificación del decreto ley N°825, acogiendo la recomendación de un fallo del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, del año 2008.

El artículo tercero incorpora a los titulares de permisos de operación de juegos de azar en naves mercantes mayores, dentro de las personas naturales y jurídicas obligadas a informar sobre actos, transacciones u operaciones sospechosas, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 3° de la ley N° 19.913, que crea la Unidad de Análisis Financiero.

Estamos ante un proyecto de ley ampliamente positivo. Por ello, la bancada de Renovación Nacional propone aprobar la modificación introducida por el Senado al artículo 1°, con el objeto de avanzar en esta materia, porque se trata de una legislación que debe ser despachada en forma urgente.

El artículo 2°…

(Manifestaciones en las tribunas)

Protesto, señor Presidente. 

Por favor, le pido que tome las medidas correspondientes para poner orden en la Sala.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Señor diputado, voy a pedir a Carabineros que desaloje las tribunas.

Se suspende la sesión.

-Transcurrido el tiempo de suspensión:

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Continúa la sesión.

Retoma el uso de la palabra el diputado señor Alberto Cardemil.

El señor CARDEMIL.- Señor Presidente, decía que nuestra bancada va a votar favorablemente las modificaciones del Senado al artículo 1° y al artículo 2°, que recoge una recomendación del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, que exhortaba que a los cruceros se les diera el mismo tratamiento que a la industria de los hoteles, en atención a la similitud de los servicios que prestan, en lo relativo a pernoctación y recuperación del IVA exportador. Asimismo, la modificación recoge el fallo del Tribunal Constitucional.

El artículo 3° agrega en el inciso primero del artículo 3° de la ley N° 19.913, que los titulares de permisos de operación de juegos de azar en naves autorizadas tendrán la obligación de informar a la Unidad de Análisis Financiero sobre operaciones sospechosas que se puedan producir en ellas, con el objeto de no ceder en la necesaria fiscalización a esta actividad.

Reitero que nuestra bancada va a votar favorablemente las modificaciones del Senado, porque se trata de una iniciativa que requiere urgente aprobación.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Fernando Meza.

El señor MEZA.- Señor Presidente, a nuestra bancada le resulta incómodo aprobar las modificaciones del Senado a este proyecto de ley, que tiene que ver con la autorización para que los cruceros turísticos internacionales que recalen en puertos chilenos, puedan desarrollar juegos de azar a bordo. 

Digo esto, porque consideramos que en nuestro país todavía no se legisla adecuadamente al respecto, razón por la cual debemos perfeccionar la ley de casinos. Es más, tenemos serias dudas sobre el cumplimiento de las obligaciones que establece la ley por parte de los casinos de juego; dudamos seriamente -no sólo por experiencias personales, sino también por las de otras personas- de que los casinos de tierra entreguen el 85 por ciento de lo recaudado en los juegos a quienes participan en ellos; dudamos seriamente de las falacias que recorren Chile. Hace sólo dos días, en la Región de La Araucanía, un gran titular de prensa decía que el casino Dreams, de La Araucanía, prácticamente regala casi 2 mil millones de pesos a la región.

Me gustaría que los colegas se quitaran de la mente esta creencia que resulta bastante infantil, porque ningún casino regala ni un solo peso a la gente; ningún casino dona graciosamente el 10 por ciento de sus utilidades a las regiones; son los que juegan, los ludópatas, los que entregan el dinero, a través del impuesto indirecto que la ley obliga a recaudar a estas asociaciones, muy parecidas a las mafias que, valiéndose de la necesidad de los ciudadanos, obtienen los recursos que necesitan para vivir muy bien y, de paso, para entregar verdaderas limosnas a las regiones.

Con esto quiero decir que estamos un poco arrepentidos de haber aprobado la instalación de tantos casinos en Chile. Repito que dudamos de que el 85 por ciento sea devuelto, porque no existe fiscalización; los casinos hacen y deshacen a destajo con las necesidades de la gente sencilla.

Ya se mencionó aquí lo que sucede con las amas de casa, que en las famosas maquinitas, que nadie ha sido capaz de erradicar, se juegan el vuelto de las compras del día. Esto lleva a la ruina total, a la desesperación y, muchas veces, al suicidio, a personas de la clase media y a trabajadores. Pero de esto no se habla; no se dice lo que ocurre en Chile desde que aprobamos que se podía jugar libremente, sin fiscalización. En todo caso, si se fiscalizara, se comprobaría que es una industria más que está autorizada. Lo mismo ocurre con las isapres, con las AFP, con la banca, que obtienen utilidades multimillonarias en dólares, esquilmando a las personas de clase media, sin fiscalización alguna. Ejemplos: La Polar, los bancos, etcétera. Entonces, ¿de qué fiscalización y de qué donaciones de los casinos estamos hablando? 

Luego, tenemos la autorización para que los cruceros turísticos dejen 100 dólares por pasajero, cada vez que recalen en un puerto chileno. ¡Fantástico!, me parece muy bien. Pero, de paso, se les niega la posibilidad de hacer lo mismo a las pequeñas naves turísticas que operan en el sur de nuestro país, que, por ser chilenas, no pagarían 100 dólares por pasajero. Pero, ¿quién dijo que no pagan 100 dólares los chilenos, cada vez que se suben a uno de los barcos de Kochifas o de cualquier otro empresario naviero chileno? Pagan eso y mucho más, aparte del 19 por ciento de IVA, cada vez que compran un kilo de pan, un litro de aceite o un kilo de arroz. Es decir, el Impuesto de Segunda Categoría es más que suficiente para permitir que los chilenos jueguen legalmente en las naves chilenas.

Estimados colegas, nosotros no estamos en contra de los juegos, sino del libertinaje que existe en todos los casinos de juego con las famosas maquinitas. Hemos comprobado personalmente que hay muchas personas que se arruinan tratando de obtener ganancias que nunca llegan, ese 85 por ciento que deben devolver las máquinas en premios, evento que nunca sucede. Eso lo hemos podido comprobar.

Entonces, ¿el juego es para divertirse o para arruinarse? En Chile, mientras esas maquinitas que existen en todos los barrios de Santiago y en todas las ciudades del país no sean fiscalizadas, arruinarán a miles y miles de personas. Son maquinitas que le quitan cien, doscientos, mil, dos mil y tres mil pesos a la señora Juanita, que tiene la esperanza de mejorar sus condiciones de vida, porque recibe un sueldo miserable y porque es explotada en su lugar de trabajo. No podemos seguir permitiendo el libertinaje que hoy existe en el juego.

Si bien entendemos que es necesario que los cruceros turísticos recalen en Chile, es aún más necesaria la fiscalización, porque hay intereses creados. Como decía un colega, hace unos minutos, se trata de un juego de mucho interés que recorre cada uno de los asientos de este Hemiciclo, defendiendo los intereses de unos y otros. Mientras no haya fiscalización y mano dura de parte de la Superintendencia de Casinos de Juego, en verdad, los chilenos y las chilenas seguirán quedando a merced de aquellos que un día hicieron lo mismo que en Chicago, Las Vegas y otras ciudades del mundo, donde el juego se impuso de tal manera que, al final, ni siquiera pudo evitarlo el gobernante democráticamente elegido, que terminó siendo esclavo de esas tremendas cadenas de la usura y de la obtención de ganancias a costa de la necesidad de las personas.

Por lo tanto, los diputados de la bancada Radical nos vamos a abstener.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra al diputado señor Joaquín Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, ante todo, quiero saludar al ministro de Economía.

Este proyecto es un avance muy importante para el turismo. Quienes formamos parte de la Comisión de Turismo hemos estado trabajando para facilitar, precisamente, la recalada de los cruceros que se habían perdido. Hemos escuchado a algunos colegas que dieron la cifra: las recaladas han mermado en más del 40 por ciento, por un lado, porque no estaban dadas las condiciones económicas, por el alto costo que les significaba a los cruceros internacionales navegar por aguas chilenas y, por otro, la poca facilidad que se les daba para la operación de sus casinos.

Por lo tanto, aprobaremos el proyecto, aun cuando tengo mis serias discrepancias sobre las modificaciones del Senado, que redujo la operación de casinos para los barcos internacionales, quitándole la posibilidad de competir a los emprendedores chilenos, a los armadores chilenos, especialmente a los del sur de Chile, que navegan por aguas continentales y quienes, con mucho sacrificio, han creado empresas, como el caso que aquí se mencionaba de empresas que operan en los canales.

El Senado se ha hecho presa del lobby de los casinos. Tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado hubo lobbystas trabajando, y convencieron a los senadores para que les quitaran la posibilidad de operar algunas máquinas en pequeños barcos nacionales. ¿Saben cuántas máquinas se les autorizaba poner en funcionamiento? Entre siete y nueve máquinas. Ésa era la competencia para los casinos, y por eso se gastaban millones de pesos en lobbystas que estaban trabajando en la Cámara de Diputados y en el Senado, lo que me parece una vergüenza, una discriminación.

Por su intermedio, señor Presidente, quiero pedir al ministro de Economía, a pesar de que vamos a votar favorablemente el proyecto, para no entorpecer la nueva temporada de cruceros que vienen a nuestro territorio a conocer nuestra hermosa geografía, que se reponga definitivamente la posibilidad de que los emprendedores chilenos compitan con los barcos extranjeros. ¿Por qué discriminar? Los chilenos pueden cumplir las mismas normativas que se establecen para los extranjeros. En tanto no discriminemos, apoyaremos el emprendimiento que tanto necesita el país.

Mi voto es favorable, pero con el cuestionamiento y desafío que acabo de lanzar al ministro de Economía.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Edmundo 
Eluchans.

El señor ELUCHANS.- Señor Presidente, anuncio nuestro voto favorable a las enmiendas introducidas por el Senado al proyecto.

Quiero recordar que la iniciativa tiene como propósito adoptar medidas tendientes a fomentar el mercado de los cruceros turísticos extranjeros. Con ese propósito, el proyecto autoriza la operación de los casinos de esos cruceros cuando están en el mar chileno.

La circunstancia de que se haya prohibido que los cruceros extranjeros operaran casinos, creaba graves problemas a la actividad turística, con un perjuicio enorme a las ciudades puerto donde esos cruceros recalan, de manera que la iniciativa soluciona un problema que estaba viéndose a diario. Por lo tanto, creemos que merece nuestro urgente apoyo, porque el Ejecutivo nos ha hecho ver que para operar en la temporada que se inicia ahora, en noviembre próximo, es indispensable que el proyecto se apruebe.

Es cierto que hubo una iniciativa parlamentaria loable, que nos hizo votar favorablemente la posibilidad de que los cruceros nacionales también operaran casinos, pero en el Senado se rechazó, lo que es una lástima. Quizás el proyecto habría quedado mejor de otra manera, pero tenemos urgencia en su aprobación.

En todo caso, es digno de resaltar que los casinos nacionales, igualmente con el proyecto que espero aprobemos esta mañana, recibirán beneficios tributarios significativos.

Además, entendemos que los gremios de los cruceros nacionales han aceptado que el proyecto, con las modificaciones introducidas por el Senado, sólo beneficie a los cruceros extranjeros, y en función del número de pasajeros. La verdad es que los cruceros nacionales no están en condiciones de operar casinos como hacen los cruceros extranjeros.

De manera que reitero nuestro voto favorable a las modificaciones introducidas por el Senado, para que el proyecto sea ley a la brevedad.

Pero no quiero dejar pasar la oportunidad de referirme a la ley N° 19.995, de enero de 2005, nueva ley de casinos. El diputado Auth y otros señores diputados han aludido a esa ley para decir que la actividad de los casinos está reservada muy especialmente a determinados actores. Eso no es así; era así hasta la dictación de la ley citada. El artículo 1.466 del Código Civil dice que hay objeto ilícito en las deudas contraídas en juegos de azar, lo que significa que siempre los juegos de azar en nuestro país han estado prohibidos, y que leyes especiales los han permitido.

Antes de la dictación de esa ley existían siete casinos de juego en siete ciudades que tienen una importante actividad turística. La primera de ellas es Viña del Mar, que represento en esta Corporación. El Casino Municipal de Viña de Mar es el casino más tradicional de Chile.

Pues bien, esa ley, dictada en 2005, me parece una monstruosidad, porque cambió precisamente la filosofía a que hacía referencia el diputado Auth, cuando decía que era una actividad reservada y que por una serie de consideraciones sociales sólo leyes especiales pueden autorizar su funcionamiento.

No es así; antes era así. Con la ley 
N° 19.995, la actividad de casinos se convirtió en una actividad empresarial como cualquier otra, con ciertas restricciones y regulada; pero hoy puede haber hasta tres casinos en cada una de las regiones del país, con excepción de la Región Metropolitana. Por lo tanto, considero que esa ley ha venido a perturbar, a enrarecer una actividad reservada para las ciudades turísticas.

Creo que esa ley no constituyó una contribución, sino que, por el contrario, ha creado grave daño a ciudades como Viña del Mar y otras ciudades turísticas, cuyos casinos, conforme a lo que dispuso esa misma ley, deberán cesar en sus funciones en 2015.

He aprovechado esta oportunidad, habiendo dado mi opinión respecto de las modificaciones del Senado al proyecto para hacer este último comentario, porque aquí normalmente se oye decir que la nueva ley de casinos es una muy buena ley, en circunstancias de que es exactamente lo contrario, es decir, una muy mala ley.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Ramón Farías.

El señor FARÍAS.- Señor Presidente, como señalé en la primera oportunidad en que se debatió el proyecto, cuando fue discutido en la Comisión de Gobierno Interior, varios diputados nos opusimos a la manera en que se estaba gestando, porque la iniciativa partió con el propósito de normar el turismo de los cruceros provenientes del extranjero, y, extrañamente, aparece una normativa que pretende dar a los barcos nacionales la posibilidad de tener los mismos beneficios, aunque no en iguales condiciones, que los cruceros internacionales.

Digo que no en igualdad de condiciones, porque un crucero internacional viene a Chile, recala en un puerto y luego se va del país; en cambio, los cruceros nacionales se trasladan a través del territorio nacional. La diferencia entre unos y otros es que a los internacionales no se les podía ni se les iba a fiscalizar, y se estaba incluyendo a los nacionales para que tampoco se hiciera lo propio. Entonces, había una relación extraña de los nacionales con los internacionales y los motivos de éstos para no ser fiscalizados. 

Un señor diputado se refirió al lobby que hicieron los casinos de tierra respecto de la materia, y le encontraba razón cuando señalaba que había una incongruencia entre los que funcionaban en tierra y en barco, en cuanto a que los cruceros no irían a licitación, ni tampoco realizarían proceso alguno como los que deben hacerse para la instalación de un casino común y corriente en tierra.

Si existen esas diferencias, es evidente que la ley no es pareja para todos. Por lo tanto, si queremos que funcionen casinos en cruceros chilenos en aguas nacionales, debe ser en las mismas condiciones que tiene un casino común y corriente que se desempeña en tierra. Ahí, tendríamos igualdad de oportunidades para todos.

Estoy de acuerdo con las modificaciones propuestas por el Senado, porque son adecuadas y vuelve el proyecto en gran parte a su cauce principal.

Anuncio mi voto favorable y espero que sean aprobadas las modificaciones para que los cruceros internacionales puedan funcionar sin mayores problemas. No olvidemos que no abrirán sus casinos cuando la nave atraque en puertos nacionales, sino cuando estén en tránsito y a cierta cantidad de millas de tales puertos.

Por último, quiero señalar que me parece muy mal que se haya expulsado a nuestras secretarias de las tribunas. Me parece impropio que se haya actuado de esa manera, porque sólo estaban mostrando unos carteles.

Antes ha habido acciones graves en otros sectores de las tribunas y no se ha procedido de ese modo.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Patricio 
Vallespín.

El señor VALLESPÍN.- Señor Presidente, en la Comisión Especial de Turismo, con los diputados Walker, De Urresti, Tuma y otros colegas de regiones planteamos de manera recurrente la importancia de la industria de cruceros en el país.

La idea es fomentar la llegada de cruceros internacionales, pero, a su vez, reconocer la existencia de la industria de cruceros nacionales que opera, principalmente, en el sur austral, la que ha sido fundamental, pues desarrolló las rutas hacia el Chile austral.

Por eso, hay que recordar que esta iniciativa de avanzar en esa temática parte en esta Cámara de Diputados con un proyecto de los diputados Ascencio, Carolina Goic, 
Schilling, Browne y otros. Ellos presentaron la idea básica, el Gobierno la tomó, la mejoró y presentó esta iniciativa que va en la línea correcta.

Obviamente, hay un componente que tiene que ver con el sistema tarifario, al que se refirieron algunos diputados. Mediante una modificación a un decreto ley se rebajan las tarifas de los faros y balizas, lo que beneficia tanto a los cruceros nacionales como a los internacionales. O sea, no hay discriminación.

Eso está bien hecho, porque es bueno que los colegas sepan que la otra área de trabajo consistía en establecer incentivos para fomentar la llegada de cruceros que habían empezado a venir y se habían ido, algunos por razones de mercado o porque acá no creábamos los incentivos necesarios para hacer atractiva esta actividad en las costas chilenas. Por eso, era fundamental aumentar los incentivos. Los diputados del sur austral siempre dijimos que eso no podía ser, porque se discriminaba a la industria nacional de cruceros.

En ese sentido, el Ministerio de Economía hizo suya esa idea y la plasmó en un proyecto de ley que entregaba nuevos e iguales beneficios para incrementar la industria internacional de cruceros -¡qué bueno!, ¡bienvenido!-, pero también para la industria nacional de cruceros. En caso contrario, se generarían condiciones de competencia desleal.

Por eso, en la Cámara de Diputados la iniciativa se aprobó con la mirada de otorgar igualdad de condiciones, debido a que la industria de cruceros es una sola, con un componente nacional y otro internacional. En Chile y en otros países del mundo se opera de igual forma.

Por eso, voy a votar en contra de las modificaciones en materia de la operación de casinos, porque es una discriminación arbitraria e infundada.

La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, unidas, del Senado, cometieron el error garrafal de eliminar, incluso, beneficios tributarios para los cruceros nacionales. O sea, inviabiliza la industria nacional de cruceros, con una mirada sesgada, errada, equivocada, influida por el lobby. Es inaceptable que se abran a esa reflexión.

Por eso, fue importante que el Gobierno, a través del ministro de Economía, insistiera en la Sala en, al menos, reponer todo lo que tenía que ver con los otros beneficios para la industria de cruceros nacionales. Pero, malamente, a mi modo de ver, el Senado insistió en la exclusión respecto del funcionamiento de los casinos, con una argumentación errada y falsa. Se infundió miedo sobre el negocio de los cruceros, cuyo principal propósito es visitar la zona austral de Chile, y se dijo que aquel se mudaría por el negocio de los casinos. Eso es absurdo, porque las condiciones que se habían establecido hacían inviable que ése fuera el giro del negocio. Con todo, se obligó a que sólo se dedicaran a resguardar su negocio en forma absoluta e injusta. Además, el negocio de los casinos no es de gran relevancia para el país, como tampoco una actividad virtuosa en ninguna parte del mundo.

Acá se legisló sobre la materia y operan. Pero de ahí a decir que todo esto sería un negocio que, incluso, abarcaría casinos flotantes es absolutamente errado. No leyeron ni analizaron el proyecto, pues las condiciones que se establecían hacían imposible su operación.

Por eso, voy a votar en contra de las modificaciones del Senado, porque con ellas se comete una discriminación odiosa e infundada.

Por otro lado, quiero manifestarle al ministro de Economía una preocupación en un tema fundamental para el futuro. Lo conversamos latamente con los diputados Walker, Ascencio y De Urresti, estudiando la experiencia internacional.

¿Qué esperamos de la industria de cruceros al fomentarla con los incentivos que estamos poniendo sobre la mesa? Lo que todos queremos: que lleguen más cruceros a Chile. Pero ahí viene el desafío de la nueva normativa y de la nueva legislación.

Quiero que el ministro ponga atención en el desafío que viene por adelante, que es cómo hacemos que la normativa del landing, el derecho de los pasajeros a bajar de los cruceros internacionales, sea una actividad que se ejerza como en todas partes del mundo. Revisemos el caso de los de Oceanía y Argentina, donde la actividad queda en manos del operador nacional. Eso genera una industria virtuosa, desarrollada por una pyme prestadora de servicios que toma a los pasajeros de los cruceros y los lleva a recorrer los atractivos de Chile.

Así se hace en el mundo, y los cruceros nacionales tienen éxito. Los cruceros internacionales se complementan con esa industria. Se crea una pyme prestadora de servicios que transporta a los pasajeros a los atractivos de la costa.

Por lo tanto, insisto en que esta discriminación que hoy se da en materia de casinos, espero que no se dé a futuro cuando se discuta la normativa del landing, porque es ahí donde tendremos que generar condiciones para que la pyme prestadora de servicios a esos cruceros internacionales sea nacional.

De Arica a Punta Arenas, existe capacidad para prestar ese servicio. ¡Qué duda cabe que en Coquimbo, Valparaíso, Puerto Montt, Punta Arenas o Puerto Chacabuco se puede crear esa actividad de emprendedores nacionales!

En consecuencia, anuncio que votaré en contra de las modificaciones introducidas por el Senado y a favor del resto, aprobado acá en la Cámara. Con esa mirada integral de que la industria de cruceros es una sola, nacional o internacional, anuncio mi rechazo a las modificaciones planteadas por el Senado, y pongo la mirada de futuro para que todos los parlamentarios representantes de zonas costeras estén atentos a la normativa del landing. Si somos capaces de generar el desarrollo de las pymes, empresas prestadoras de servicios a los cruceros internacionales, tendremos una actividad nueva y de gran proyección para las comunidades costeras. 

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Recondo.

El señor RECONDO.- Señor Presidente, quiero hacer un reconocimiento al Ejecutivo por el esfuerzo emprendido para sacar adelante el proyecto que lleva varios meses de tramitación. 

Inicialmente, tenía como propósito despejar una serie de trabas que se venían dando para continuar desarrollando con éxito la industria del turismo de cruceros en nuestro país, que creció en forma significativa. Todas las regiones que tienen ciudades puerto y que habían sido beneficiadas con las recaladas de estos cruceros, pudieron constatar los beneficios que estaban recibiendo por el desarrollo del turismo en cada una de las regiones del país. Sin embargo, una serie de condicionantes que existían en Chile, producto de nuestra normativa, hizo que esta industria de cruceros internacionales retrocediera significativamente, bajando con ello la oferta y el número de recaladas de buques. Por tanto, se resintió significativamente una industria del turismo local, que es muy importante en cada una de nuestras regiones. 

Ante tal situación, se reacciona y se plantean una serie de modificaciones que permitirán recuperar la competitividad que nuestro país requiere para que esta industria de cruceros recupere la cantidad de recaladas y demanda que efectivamente necesita la industria del turismo para que siga creciendo, como lo estuvo haciendo durante el último tiempo. 

El proyecto recoge muy bien la modificación a la actual ley de casinos que permite, por una parte, que los cruceros internacionales desarrollen su modelo de negocio a bordo y abran sus salas de juegos, con algunas condicionantes que básicamente apuntan a que no sean una competencia desleal para la industria de casinos que existe en el país y que se encuentran instalados a lo largo de nuestro territorio nacional.

Por ello, este tipo de casinos sólo puede funcionar mientras los buques se encuentren navegando con bandera extranjera en aguas territoriales chilenas, pero fuera de las tres millas de nuestra costa. Asimismo, los tracks de navegación deben tener un mínimo, al igual que la cantidad de pasajeros que está establecida. Por lo tanto, se adoptaron todos los resguardos para que esto no sea una industria de casinos navegables, sino que un complemento, como funciona la industria de cruceros en todo el mundo. Ello permitirá desarrollar su modelo de negocios y recuperar el interés de volver a navegar por nuestro país. Además, se mantendrán todos los beneficios, como, por ejemplo, descontar IVA en todo lo que respecta al abastecimiento de buques propiamente tal, y el desarrollo de una serie de actividades que estaban prohibidas antes de la tramitación del proyecto.

Esto no consiste sólo en entregar beneficios y facilidades, sino, además, se establece un sistema de fiscalización y homologación, de manera que las salas de juegos que operen en estos buques no podrán prestarse para situaciones como lavado de dinero u otro tipo de irregularidades que, muchas veces, son dables en este tipo de industria. 

Por lo tanto, desde esa perspectiva, agradezco nuevamente al Ejecutivo por recoger esta situación y empujar esta normativa para que los cruceros retomen con fuerza su actividad. 

Al margen del propio proyecto de ley, el Gobierno recogió una serie de otras iniciativas que se han ido implementando por la vía de resoluciones o decretos. Por ejemplo, la rebaja de tarifas, faros, balizas, prácticos de bahía, derecho a puerto, etcétera. Por consiguiente, como la industria será bastante más competitiva, espero que estas medidas permitan recuperar el número de recaladas, la demanda y la actividad turística en muchas regiones.

Esto es lo que el Senado mantiene de las proposiciones de la Cámara de Diputados. 

Sin embargo, quiero manifestar mi total discrepancia con la modificación que hace al mostrarse favorable a discriminar a favor de los cruceros extranjeros y no aceptar que esas mismas condiciones se repitan para los buques y cruceros nacionales, que con gran esfuerzo han desarrollado una industria que ha permitido abrir un verdadero desarrollo del turismo en la Patagonia y sur de Chile. Se niega a equiparar condiciones que el proyecto sólo entrega a los cruceros internacionales, empresas extranjeras; se niega a quienes han desarrollado esta actividad bajo una bandera chilena, a pesar del tremendo esfuerzo que han realizado empresarios y emprendedores chilenos y han abierto una industria de cruceros en la Patagonia, que ha sido extraordinariamente favorable para el desarrollo del turismo en nuestro país, utilizando como argumento que pueden ser una amenaza a la industria de casinos en tierra. Nada de eso es verdad, ni tampoco realidad. Precisamente, el proyecto contiene una serie de normativas que impiden que esta industria a bordo pueda ser una competencia desleal.

Me llama poderosamente la atención que la fuerza del lobby y de algunos poderes se permita distorsionar la realidad del proyecto mismo, que es lo que ha ocurrido. La iniciativa jamás fue una amenaza para la industria de casinos en tierra. Está acotada por el tamaño del buque, por la cantidad de pasajeros, por el track de navegación, etcétera. Establece muchas exigencias que impiden que esto pueda ser una competencia desleal a la industria de casinos a bordo de buques y cruceros internacionales, o de casinos en tierra. De manera que no se debe discriminar en contra de los emprendedores nacionales que han desarrollado una industria importante en el sur de nuestro país.

Por otra parte, entiendo que es necesario aprobar rápidamente el proyecto, porque tenemos encima la temporada de cruceros, pero también es importante dar condiciones claras a la industria a fin de evitar un tercer trámite o una comisión mixta, que puede resultar ser valiosa en ese sentido. Sin embargo, me parece injusto perseverar en esta norma, no sólo en el proyecto mismo, sino con una moción posterior, en caso de que no se apruebe. 

Vamos a pedir al Ejecutivo la posibilidad de patrocinar que estos beneficios también se entreguen a los cruceros nacionales, porque el objetivo que está detrás de todo esto no es favorecer a la industria de casinos A o B, sino más bien generar condiciones para que este tipo de industrias permitan favorecer el desarrollo del turismo en el país, principalmente en las regiones y en las ciudades puerto, donde efectivamente se genera el mayor beneficio. 

Por lo tanto, reitero mi reconocimiento al Ejecutivo por haber empujado y sacado adelante la iniciativa, que tendrá efectos muy favorables, y mi rechazo a la modificación que el Senado ha implementado al respecto, que es discriminar en contra de los cruceros nacionales.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Miodrag Marinovic.

El señor MARINOVIC.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero saludar al ministro de Economía, señor Pablo Longueira, y a nuestras amigas representantes del Centro de Madres Juan Ladrillero, de Punta Arenas, quienes, con mucho esfuerzo, han recorrido más de 2.400 kilómetros de distancia.

En segundo término, quiero señalar que comparto lo dicho por mis colegas señores Ascencio, Sandoval, Recondo y Vallespín, entre otros, en el sentido de que el proyecto que tratamos es completo y redondo para incentivar el desarrollo de la industria de los cruceros, especialmente en las regiones de Aysén y Magallanes, las cuales requieren un gran desarrollo de esa industria. 

Sin embargo, con mucha fuerza, se ha ejercido una presión o lobby en el Senado, a fin de lograr una exclusión que nos parece inaceptable. Desde esa perspectiva, me sumo al anuncio del diputado señor Carlos Recondo para implementar otro proyecto a fin de terminar con esa discriminación.

Los magallánicos, con mucha tristeza, vemos cómo frente al querido y maravilloso Estrecho de Magallanes, circulan anualmente muchos cruceros llenos de turistas deseosos de gastar dólares o euros en los lugares de esparcimiento de Punta Arenas. Cada vez que llega un crucero al puerto de Punta Arenas éste le da “pega” a muchos compatriotas. Son más o menos 250 millones de pesos los que deja la recalada de un crucero grande en nuestra región. Además, significa empleo para los guías de turismo, para los transportistas, taxistas, restaurantes, locales de alimentación, tiendas de artesanías, etcétera.

Asimismo, permite abrir un horizonte a los estudiantes de los establecimientos politécnicos que estudian gastronomía o turismo para desempeñarse en esa actividad a futuro. Abre, también, un mayor movimiento para los supermercados y otras actividades. 

Por lo tanto, debemos favorecer el desarrollo de los cruceros, y que éstos lleguen a la región austral.

En tal sentido, quiero reconocer dos de tres aspectos que, en mi opinión, resultan fundamentales: primero, la eliminación de las franquicias del IVA exportador. No queremos exportar tributos, sino servicios y una serie de elementos del ámbito turístico. Además, no queremos que, injustamente, aumenten los costos de nuestros servicios turísticos en Magallanes.

En segundo lugar, la iniciativa, además, mejorará la posibilidad de que cruceros internacionales recalen en nuestros puertos y no en Ushuaia u otros lugares de la vecina República Argentina. Permitir que esos cruceros internacionales abran sus casinos dentro del territorio nacional va a generar más recaladas en Punta Arenas.

En tercer lugar, la exclusión de la industria nacional parece tremendamente compleja y discriminatoria. Por su intermedio, señor Presidente, pido al ministro de Economía que nos ayude a resolver el problema y patrocine una iniciativa para que las regiones de Aysén y Magallanes, con gran potencialidad de 
desarrollar cruceros pequeños y medianos, pueda recibir más visitantes en nuestros glaciares, ventisqueros, fiordos y canales. 

Por lo tanto, es fundamental que la autoridad tome una decisión sólida y brinde su apoyo.

Por último, pido votación separada para el artículo 63 ter, aprobado por el Senado, que excluye a los cruceros nacionales, de modo de manifestar nuestro rechazo a esa modificación.

He dicho.

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor 
Cristián Campos.

El señor CAMPOS.- Señor Presidente, el espíritu inicial del proyecto de ley tiene que ver con cómo hacer más atractivo y dar una mayor posibilidad para que los cruceros internacionales recalen en los distintos puertos de nuestro país. Al respecto, en la Comisión de Gobierno Interior hubo una amplia discusión y logramos ponernos de acuerdo. 

El tema se centró cuando empezamos a hablar sobre cómo le damos la posibilidad a los cruceros nacionales de contar con casinos. Esa discusión no tenía nada que ver con el origen del proyecto. En verdad, es lamentable escuchar a algunos diputados hablar de lobby, de presiones, etcétera. En efecto, eso no ha ocurrido. La ley Nº 19.995 tiene que ver con la regulación de los casinos, ya que establece normas impositivas para esa industria; tiene que ver con recursos para los municipios y, también, con el gobierno regional. Por otra parte, no tiene nada que ver con los casinos que podría haber en barcos nacionales. 

El Senado, a pesar del debate en la Cámara durante el primer trámite constitucional, devolvió, en su justa medida, el espíritu contenido en el proyecto original. 

Por lo tanto, anuncio mi voto favorable para aprobar las enmiendas del Senado, porque el proyecto abre las puertas para contar con una nueva legislación de puertos, a fin de que puedan recalar los barcos y cruceros internacionales, y se regule el tema de los casinos de juego. Ello no tenía nada que ver con la discusión parlamentaria, con algo que, al parecer, se refiere a hacer lobby. Porque se podría decir que hay personas que están esperando; que no están en la industria de los juegos de casinos, sino esperando que se legisle para ingresar a ese negocio que, al parecer, es bastante atractivo. 

Por lo tanto, anuncio que votaré favorablemente las enmiendas del honorable Senado.

He dicho.

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor 
Alejandro Santana.

El señor SANTANA.- Señor Presidente, este proyecto de ley, cuando lo analizamos en la Comisión Especial de Turismo, generó una motivación extraordinaria para sus integrantes, porque son de regiones. Es decir, la mayoría de ellos tiene algún grado de incidencia, interés o participación en esa industria. 

La iniciativa regula varios aspectos. Como se ha señalado, se incorporan los juegos de azar en los casinos nacionales e internacionales. Para eso, se determinó el número de máquinas por pasajero, el número de mesas por pasajero y ciertas condiciones de la nave; ello para generar economías de escala para todos quienes quieran participar en este negocio del desarrollo del turismo, y que, obviamente, como se ha indicado, también ha permitido que la zona sur de nuestro país sea conocida por los turistas extranjeros. 

Me da la impresión de que el Senado interpretó que los cruceros nacionales son demandados por el turismo local y no por el turismo extranjero, de manera que, como se ha señalado, podrían llegar a ser competidores de la industria de casinos en tierra. Sin embargo, se debe tener presente que no existe competencia entre los casinos que operan en alta mar y los que lo hacen en tierra. Además, no hay que olvidar que la principal demanda sobre las empresas nacionales que se dedican a esa actividad está focalizada en los turistas extranjeros. Pero ellos contratan esos servicios en empresas o cruceros internacionales, 

Desde ese punto de vista, se genera competencia desleal directa, puesto que, a nuestro juicio, con las enmiendas introducidas se coloca una barrera de entrada relevante para un mercado emprendedor y competitivo, debido a que las embarcaciones de menor tamaño, a diferencia de los buques grandes, logran acceder a puertos pequeños, como el de Chiloé. El aporte en materia turística que eso significa para esos mercados es importante. Como se ha mencionado, los turistas que bajan al puerto gastan, aproximadamente, cien dólares per cápita. Los pequeños empresarios vinculados a la actividad del turismo también se favorecen.

Desde ese punto de vista, todos tenemos conciencia de que el proyecto modificado por el Senado logrará disminuir el déficit generado en los últimos años en materia de recaladas y de competitividad con otros puertos, mercados y países del continente. Sin embargo, nos quedamos con una sensación amarga, puesto que en sus disposiciones se excluye a los emprendedores nacionales, lo cual, a mi juicio, atenta en contra de empresarios que han realizado inversiones importantes para lograr absorber un mercado internacional altamente contributivo. A ellos se les ha dejado cojos, porque el casino es parte de las actividades de entretención de los cruceros. Esos recintos existen en esas naves porque atraen el turismo e incrementan el número de pasajeros.

Los pasajeros internacionales, que son los que más aportan, deberán optar entre los cruceros locales que tienen y pueden prestar todos los servicios, incluido el de casino, y los cruceros internacionales, los cuales cuentan con todos los servicios a disposición.

Por lo tanto, si bien debemos aprobar las modificaciones introducidas al proyecto, para avanzar y no quedar al margen de las ofertas que en materia turística habrá en los dos próximos años, sentimos que la exclusión que estableció el Senado es absolutamente arbitraria y no favorece la competencia. Por eso, solicito la votación separada del artículo 63.

He dicho.

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Jorge Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, el proyecto enmendado por el Senado apunta en la dirección correcta, por cuanto fomenta el turismo y favorece a la pequeña y mediana empresa, la cual está encadenada, desde el punto de vista de la productividad, con los pequeños y medianos emprendedores, que son los que más se benefician con los cruceros, cuyas recaladas, según se nos ha informado, han disminuido en 40 por ciento de 2008 a la fecha.

En tal sentido, el levantamiento de la prohibición para los cruceros internacionales de operar casinos de juego durante la navegación permitirá recuperar la competitividad de nuestro país en comparación con nuestros vecinos, ya que los puertos del Callao y Ushuaia cuentan con ellos.

Hace dos semanas visitaron la Cámara de Diputados cinco parlamentarios de Kuwait, país pequeño, pero con mucho petróleo, los que nos señalaron que sus habitantes gastan 7,5 billones de dólares al año en turismo. Chile, no tiene una embajada en ese lugar, pero ellos están muy interesados en conocerlo. Al parecer, nuestro principal embajador es el vino. De hecho, una marca de vino chileno será el espónsor de un equipo de fútbol de Inglaterra.

Hay mucha gente interesada en conocer Chile. En ese sentido, lo que busca el proyecto, el cual ha sido objeto de modificaciones, es establecer igualdad competitiva y favorecer a los pequeños y medianos empresarios, que serán los principales beneficiados con la iniciativa.

Sin embargo, quiero consultar al ministro de Economía, quien se encuentra presente en la Sala, cómo se resolverá la falta de trato igualitario que establecen las modificaciones del Senado entre las naves nacionales y las extranjeras, problema que creo él sabrá resolver, porque posee mucha habilidad política.

He dicho.

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- Debo recordar a la Sala que los Comités Parlamentarios acordaron que cuando llegara el informe de la Comisión de Educación que contiene las modificaciones del Senado sobre el proyecto de ley que modifica la ley de subvención escolar preferencial se suspendería el debate de las modificaciones del Senado sobre el proyecto de ley que fomenta el mercado de cruceros turísticos, en debate. En este momento hemos recibido el informe. Por lo tanto, lo que corresponde es ofrecer la palabra a la diputada informante, señora María José Hoffmann.

El señor MONTES.- Pido la palabra, señor Presidente.

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- Tiene la palabra su señoría.

El señor MONTES.- A lo mejor quedan pocos diputados inscritos para hacer uso de la palabra, de modo que tal vez podríamos escucharlos y luego cerrar el debate.

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- Eso es efectivo; hay dos diputados inscritos, los señores Baltolu y Ascencio. El problema es que si procediéramos de esa manera a lo mejor nos puede faltar tiempo para llevar a cabo el debate de fondo sobre esas modificaciones.

El señor MONTES.- En ese caso, se podría prorrogar el tiempo destinado para su tratamiento.

Creo que sería mejor escuchar a los diputados que faltan por intervenir y a continuación conocer el informe de la Comisión de Educación sobre las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto que modifica la ley N° 20.248, de Subvención Escolar Preferencial.

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo para proceder de la forma indicada?

Acordado.

Tiene la palabra el diputado señor Baltolu.

El señor BALTOLU.- Señor Presidente, el proyecto modificado por el Senado es muy importante para nuestras comunidades costeras, especialmente para Arica, porque corrige un problema relacionado con la ley sobre la materia.

Los pasajeros no se suben a un barco de turismo para jugar en el casino; para eso cuentan con recintos de juego autorizados en las respectivas ciudades. El casino de los barcos de turismo constituye un atractivo más dentro de otros con los que cuentan esas naves, como lugares para el descanso y una variada oferta turística y gastronómica. Por lo tanto, era un error garrafal castigar a las empresas de turismo, especialmente a las internacionales, a obligarlas a tener que cerrar sus casinos de juego al momento de ingresar en aguas nacionales. Eso provocó que la recalada de naves internacionales disminuyera prácticamente en 50 por ciento.

Respecto la omisión que hay en las modificaciones del Senado respecto de los casinos de juego en navíos nacionales, tendremos tiempo para presentar nuevos proyectos con el objeto de mejorar esa situación relacionada con el turismo nacional, con el propósito de dar inicio a un nuevo segmento en ese negocio.

Esta ley no puede esperar, y por esa razón al proyecto se le ha otorgado la urgencia calificada de “suma”. De manera que hago un llamado a mis colegas para que aprobemos las modificaciones del Senado, puesto que -reitero- en el caso de las naves nacionales más adelante podremos efectuar las correcciones que sean necesarias, porque aquí no estamos analizando la ley de Casinos.

Quiero dejar claro que la gente no se sube a los barcos de turismo a jugar en los casinos. Esas naves son para vacacionar. Lo que se juega en esos recintos podría ser considerado como centésimas de dólar en comparación con lo que se juega en los otros casinos.

En consecuencia, pido el apoyo de los colegas a las modificaciones del Senado, puesto que lo que establece el proyecto favorece a nuestras comunidades. No podemos esperar más; hay muchas personas que están esperando la recalada de esas naves, quienes instalan muchas ferias para atender a sus pasajeros.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Para hacer una consulta, tiene la palabra el diputado señor Ascencio.

El señor ASCENCIO.- Señor Presidente, lamentablemente, no estaba presente el señor ministro cuando intervine hace un momento.

El punto es por qué los cruceros nacionales no se ven favorecidos por esta iniciativa y los cruceros internacionales sí. Parece una discriminación arbitraria. No hay razones lógicas para que ello sea así. Entonces, señor Presidente, por su intermedio, quiero consultarle al señor ministro, primero, por qué el gobierno acepta esta modificación. Si el Gobierno me dice que está apurado, yo le diría que es un poco injusto para la Cámara de Diputados, porque nosotros fuimos autores de este proyecto. De hecho, lo presentamos cuatro meses antes de que llegara el mensaje del Ejecutivo. Tuvimos tiempo suficiente, lo tramitamos bastantes meses y, reitero, parece injusto que ahora nos digan que están apurados, que no podemos hacer nada más y hay que resolver rápidamente.

Pero, a mí me gustaría más que me dijeran cómo lo vamos a resolver. No necesariamente debe ser a través de una moción de los diputados. Si el gobierno considera que esto representa algún grado de discriminación, ¿por qué no presenta un mensaje que resuelva este problema que afecta el sur del Chile? Quiero saber si el Gobierno tiene alguna idea o iniciativa al respecto que, luego, podamos apoyar. Para esta temporada no hay nada más que hacer. Por ello, quiero saber la opinión del gobierno sobre este tema.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el ministro Pablo Longueira.

El señor LONGUEIRA (ministro de Economía, Fomento y Turismo).- Señor Presidente, en el ánimo de no dilatar más la discusión, voy a responder la última pregunta y señalar la postura oficial del Gobierno frente al proyecto.

Tal como lo informé en el primer trámite aquí en esta Cámara, el 1 de noviembre es una fecha muy importante, puesto que desde ahí en adelante se cierran todas las rutas de los cruceros internacionales. De hecho, ya hay dos líneas internacionales que han incorporado a Chile con el compromiso oficial -que les hemos transmitido-, en el sentido de que vamos a tramitar este proyecto antes de fin de mes.

Quiero ser muy honesto. Aquí, lamentablemente, ha existido un lobby de la industria nacional de casinos que no tiene sentido y ha impedido hacer una equivalencia entre los cruceros internacionales y los nacionales. Nosotros hemos patrocinado las indicaciones que fueron fruto del trabajo desarrollado en esta Corporación, porque creemos que Chile tiene un potencial enorme con su industria de cruceros para mostrar nuestra Patagonia. 

Por eso, respondo en forma muy clara la inquietud planteada. Si se presenta una moción parlamentaria que recoja los puntos mencionados, el Ejecutivo y su Ministerio de Economía, Fomento y Turismo la van a patrocinar y le pondrá urgencia; si no se presenta la moción, el Ejecutivo presentará el mensaje correspondiente. Dejo planteado el punto porque -repito- esto es fruto del trabajo de muchos parlamentarios.

Me comprometo con los diputados que, con legítima razón, a lo mejor van a votar en contra de las modificaciones del Senado, a que si quieren que esto nazca de una moción parlamentaria -porque es importante que se prestigie la labor del Congreso Nacional-, el Ejecutivo la va a patrocinar y, si transcurren diez días y los diputados no la han presentado, El gobierno va insistir en aquellas modificaciones, porque nos interesa que esta industria se potencie.

Aquí se tomaron muchos resguardos. Hay gente que ha motejado estas modificaciones y ha señalado que van a haber casinos flotantes en Chile, etcétera. Seamos serios. En la Cámara de Diputados trabajaron tres Comisiones, en las que se hicieron modificaciones que permiten poner mesas y cierta cantidad de piezas en los cruceros nacionales y no hay ningún escenario en que esto constituya una competencia para los casinos. Incluso, en el trámite en el Senado, planteé establecer un paralelo -que podría ser desde Pargua o de Valdivia al sur-; en el fondo, ésta es una industria que nos permite potenciar el turismo en una zona del país. 

Asimismo, queremos aprovechar la próxima realización del Campeonato Mundial de Fútbol en Brasil, a objeto de disponer de una oferta turística que muestre nuestra Patagonia. Argentina tiene ventajas comparativas desde el punto de vista terrestre, pero si rentabilizamos mejor los cruceros nacionales, podemos tener una industria muy virtuosa que genere en nuestra Patagonia y en todo el sur de Chile, como lo han dicho varios señores diputados, cruceros nacionales y muchas pymes, lo que conlleva mucho desarrollo regional.

Insisto en que si se presenta una moción parlamentaria que recoja los puntos, el Ejecutivo la va a patrocinar; si eso no ocurre, vamos a insistir con un mensaje, porque es muy importante que vuelvan los cruceros internacionales. En la discusión anterior y hoy se han entregado cifras sobre lo que significa cada turista que baja al país -no las voy a repetir-; sí reconozco que si no tuviéramos como límite la fecha del 1 de noviembre, nos interesaría que el proyecto fuera a Comisión Mixta. Pero, no queremos poner en riesgo el hecho de que cruceros internacionales naveguen por rutas chilenas en esta temporada. De hecho, ya varios han incluido a Chile, por lo que habrá un incremento importante y queremos que sea el mayor posible, porque hemos creado los incentivos con la disminución de costos en faros y balizas para que, ojalá, recalen en dos o tres puertos chilenos con los positivos efectos económicos que ello implica. Ése es el compromiso del Ejecutivo. 

Finalmente, de antemano agradezco a todos los diputados que votarán favorablemente para que el proyecto se despache hoy, y también a aquellos que, con justa razón, votarán en contra, porque no comparten las modificaciones; pero a todos quiero dejarles muy en claro que, finalmente, aquellas normas que se cayeron en el Senado serán restituidas, ya sea por la vía de una moción o de un mensaje del Ejecutivo.

Muchas gracias.

El señor MELERO (Presidente).- Cerrado el debate.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto en los siguientes términos:

El señor MELERO (Presidente).- En votación las enmiendas del Senado al proyecto, iniciado en mensaje y moción refundidos, con urgencia calificada de suma, que fomenta el mercado de cruceros turísticos y modifica la ley N° 19.995, que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego, con excepción del numeral 2), del artículo 1°, que hace referencia al artículo 63 ter, para el cual se pidió votación separada.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 87 votos; por la negativa, 2 votos. Hubo 8 abstenciones.

El señor MELERO (Presidente).- Aprobadas.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Araya 
Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer 
Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela Jorge; Calderón Bassi Giovanni; Campos Jara Cristián; Cardemil Herrera Alberto; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; De Urresti Longton Alfonso; Delmastro Naso Roberto; Edwards 



Silva José Manuel; Eluchans Urenda 
Edmundo; Espinoza Sandoval Fidel; Estay Peñaloza Enrique; Farías Ponce Ramón; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Godoy Ibáñez Joaquín; González 
Torres Rodrigo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Jaramillo Becker Enrique; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús 
Javier; Marinovic Solo De Zaldívar 
Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Montes Cisternas Carlos; 
Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Lahsen Leopoldo; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza 
David; Santana Tirachini Alejandro; 
Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett 
Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Tuma Zedan Joaquín; Ulloa Aguillón Jorge; 
Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Vilches Guzmán Carlos; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Girardi Lavín Cristina; Vallespín López Patricio.


-Se abstuvieron los diputados señores:
Alinco Bustos René; Chahín Valenzuela Fuad; Espinosa Monardes Marcos; Goic Boroevic Carolina; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Pérez Arriagada José; Torres Jeldes Víctor.

El señor MELERO (Presidente).- En votación el numeral 2) del artículo 1° que hace referencia al artículo 63 ter.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 81 votos; por la negativa, 7 votos. Hubo 11 abstenciones.

El señor MELERO (Presidente).- Aprobado. 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Araya 
Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer 
Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela Jorge; Calderón Bassi Giovanni; Campos Jara Cristián; Cardemil Herrera Alberto; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Delmastro Naso Roberto; Eluchans Urenda Edmundo; Espinoza Sandoval Fidel; Estay Peñaloza Enrique; Farías Ponce Ramón; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino 
Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández 



Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Jaramillo Becker Enrique; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús 
Javier; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Pérez Lahsen 
Leopoldo; Robles Pantoja Alberto; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Salaberry Soto 
Felipe; Schilling Rodríguez Marcelo; Silber Romo Gabriel; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Tuma Zedan Joaquín; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Goic Boroevic Carolina; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Recondo Lavanderos Carlos; Sandoval Plaza David; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Torres Jeldes Víctor; Vallespín López Patricio.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Alinco Bustos René; Carmona Soto 
Lautaro; Espinosa Monardes Marcos; Girardi Lavín Cristina; Jarpa Wevar Carlos Abel; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada 
Fernando; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Teillier Del Valle 
Guillermo; Vidal Lázaro Ximena.


El señor MELERO (Presidente).- Despachado el proyecto.

INCREMENTO DE LA SUBVENCIÓN ESCOLAR PREFERENCIAL. Modificación de la ley N° 20.248. Tercer trámite Constitucional.

El señor MELERO (Presidente).- Corresponde considerar las modificaciones introducidas por el Senado al proyecto de ley, iniciado en mensaje, que modifica la ley N° 20.248, de subvención escolar preferencial.

Diputada informante de la Comisión de Educación, Deportes y Recreación es la señora María José Hoffmann.

Antecedentes:

-Modificaciones del Senado, boletín 
N° 7187-04. Documentos de la Cuenta 
N° 10 de esta sesión.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra la diputada informante.

La señora HOFFMANN (doña María José).- Señor Presidente, en sesión 92ª, de 6 de octubre de 2011, la Cámara de Diputados acordó remitir a esta Comisión el proyecto calificado de discusión inmediata en este trámite, para los efectos de lo establecido en el artículo 119 del Reglamento de la Corporación.

Con la asistencia de los diputados 
Becker, Bobadilla, Gutiérrez, don Romilio; Kast, Silber, Verdugo y quien habla, en sesión de esta fecha, 11 de octubre de 2011, la Comisión analizó las modificaciones del Senado al proyecto de la referencia, acordándose, por unanimidad, sugerir su aprobación por la Sala. 

Asimismo, en representación del Ejecutivo, asistió el ministro de Educación, señor Felipe Bulnes.


En relación con el quórum de aprobación del proyecto, cabe señalar que, coincidente con el criterio del Senado, el articulado del proyecto no contiene normas de carácter orgánico constitucional ni de quórum calificado.

El proyecto de ley en informe, originado en un mensaje del Presidente de la República, ingresó a la Cámara de Diputados el 7 de septiembre de 2010. Esta Corporación le dio la urgencia necesaria que permitió que fuera informado por las Comisiones de Educación, Deportes y Recreación y de Hacienda, el 2 de diciembre, y fue despachado al Senado después de ser aprobado en general y en particular.

Posteriormente, el 4 de octubre de 2011, el Senado despachó el proyecto en segundo trámite constitucional, dando cuenta a la Cámara de Diputados de las modificaciones introducidas. Dos días más tarde, los Comités parlamentarios de la Cámara de Diputados acordaron que el proyecto fuera conocido por la Comisión de Educación, Deportes y Recreación, con el objeto de que, en conformidad a lo establecido en el artículo 119 del Reglamento de la Corporación, se pronunciara sobre “el alcance de las modificaciones introducidas por el Senado y, si lo estimara conveniente, recomendara la aprobación o rechazo de las enmiendas propuestas.”. 

La idea matriz o central del proyecto se orienta a continuar mejorando la calidad de la educación de aquellos alumnos calificados como prioritarios, esta vez mediante un incremento de la subvención escolar preferencial (SEP) establecida en la ley Nº 20.248, que beneficia a los establecimientos educacionales subvencionados que atienden a dichos estudiantes prioritarios, esto es, a aquellos pertenecientes a familias socio-económicamente vulnerables. 

Con tal propósito, esta iniciativa introduce diversas modificaciones en la citada ley, las que tienen como principales objetivos aumentar la subvención escolar preferencial; perfeccionar algunos mecanismos establecidos en ella que dificultan los procedimientos que se llevan a cabo para su correcta implementación y, de este modo, hacer que dicha subvención escolar preferencial sea un instrumento que contribuya más eficazmente a la mejora de los resultados de aprendizaje de los estudiantes más vulnerables del país, y, finalmente, adecuar a la Ley General de Educación las referencias que en la ley 
N° 20.248 se hacen a la derogada ley orgánica constitucional de enseñanza.

Durante la tramitación de este proyecto, fue dictada la ley N° 20.529, que establece el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su fiscalización, el 27 de agosto de 2011, que introdujo diversas modificaciones a la ley N° 20.248, de subvención escolar preferencial, lo que hizo que varias disposiciones que había aprobado la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional fueran recogidas en un nuevo texto legal, y determinó que fueran suprimidas por el Senado.

En el tercer trámite legislativo, la Comisión inició el estudio de la iniciativa tomando como base las modificaciones de forma y de fondo introducidas por el Senado al texto aprobado por la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional.

En el debate en la Comisión el ministro de Educación, señor Felipe Bulnes, señaló que los principales ejes de las modificaciones introducidas por el Senado al proyecto dicen relación con los siguientes puntos: 

1. Aumento de los recursos. Se aumentan los aportes SEP en 21 por ciento parejo para todos los alumnos en todos los niveles.

Los recursos estatales vía subvención 
-esto incluye la subvención regular, la SEP y la subvención por concentración- a alumnos prioritarios entre 1° y 4° básico alcanzará la suma de 85.807 pesos mensuales. Este beneficio llega a más de 800 mil alumnos que pertenecen a las familias del 40 por ciento más vulnerable y significa, en régimen, un costo para el Estado de cerca de 52 mil millones de pesos anuales. 

2. Algunas de las disposiciones aprobadas en primer trámite constitucional por la Cámara de Diputados fueron recogidas en la ley N° 20.259, que establece el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su Fiscalización, razón por la cual fueron suprimidas en segundo trámite constitucional en el Senado.

3. Se regula la renovación de los convenios de igualdad de oportunidades y excelencia educativa entre el Ministerio de Educación y las municipalidades, mediante la incorporación de un nuevo artículo 7° bis, con requisitos copulativos y una duración de doce meses.

4. En el artículo decimoquinto transitorio se recogieron las solicitudes presentadas en forma transversal por distintas municipalidades. Sobre la base de una indicación presentada por el Ejecutivo y por los senadores señores Frei y Escalona se determinó que en la primera renovación de los Convenios de Igualdad de Oportunidades y de Excelencia Educativa vigentes a la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial, el porcentaje de gasto que deberá acreditarse para dar cumplimiento a lo dispuesto en la letra c) del artículo 7° bis será de, a lo menos, 50 por ciento. 

La norma agrega que para efectos del cálculo del cumplimiento del porcentaje de gasto indicado en el inciso anterior se podrán considerar gastos hasta por un 15 por ciento de la subvención y aportes recibidos, en fines distintos a los establecidos en el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, siempre que cumplan los siguientes requisitos copulativos: haber sido utilizados hasta el 31 de agosto de 2011 y haberse destinado de acuerdo a los usos previstos en el inciso primero del artículo 5° del decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 1998.

El ministro reconoció que las municipalidades, en razón de ciertas restricciones de carácter administrativo y legal, tuvieron algún grado de dificultad en la aplicación de la citada norma, lo que se estaría solucionando, por esta sola vez, en la propuesta.

La Comisión, por la unanimidad de los diputados presentes, acordó recomendar a la Sala la aprobación de las enmiendas introducidas por el Senado en el segundo trámite constitucional.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Dado que el proyecto que fomenta el mercado de cruceros turísticos concitó mucho interés y que el informe de la Comisión de Educación llegó hace pocos instantes, la Mesa propone que se dé un tiempo máximo de cinco minutos por bancada para referirse al proyecto de subvención escolar preferencial y que a las 14.00 horas se vote la iniciativa.

¿Habría acuerdo?

El señor ESPINOZA (don Fidel).- No hay acuerdo.

Mientras esté el diputado Estay en la Sala, no hay acuerdo.

-Manifestaciones en la Sala.

El señor MELERO (Presidente).- Señores diputados, me indican que no se requiere acuerdo.

Iniciando el debate, tiene la palabra la diputada señora Ximena Vidal. 

La señora VIDAL (doña Ximena).- Señor Presidente, en un país que tiene movilizados a sus estudiantes, que piden cambio más profundos que el realizado anteriormente al sistema educativo, según mi mirada, no es contradictorio votar a favor este proyecto sobre la subvención escolar preferencial. 

El proyecto no resuelve el tema de fondo, pero sí colabora, porque inyecta más recursos para los alumnos prioritarios y las escuelas que los reciben, con el objeto de mejorar la gestión educacional. 

Más recursos financieros, mejor gestión humana: es una ecuación que funciona, pero siempre y cuando vaya acompañada de un comportamiento cultural activo, comprometido, responsable y capaz de cumplir con los desafíos actuales y así alcanzar la calidad de educación buscada.

Todos los elementos necesarios para armar un diseño educacional coherente, con las exigencias de la sociedad actual, no están contenidos en este proyecto. Es sólo una parte del todo, pero una parte fundamental. 

Reconociendo los esfuerzos y avances logrados en los gobiernos anteriores para encontrarnos con la buena educación integral que queremos, voto a favor de la subvención escolar preferencial.

Desde mi punto de vista, éste es un paso legislativo ineludible, que representa a muchas personas. Por eso, reitero que votaremos favorablemente.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Marcos Espinosa.

El señor ESPINOSA (don Marcos).- Señor Presidente, la postura de la bancada del Partido Radical sobre el proyecto sobre subvención escolar preferencial será de abstención, opción coherente con lo que siempre hemos sostenido respecto de las reformas estructurales profundas que requiere el sistema educacional chileno. 

Sabemos que la subvención escolar preferencial está dirigida a los dos primeros quintiles, es decir, a los alumnos prioritarios o socioeconómicamente más vulnerables. El Estado entrega recursos adicionales para que los planteles educacionales en los cuales se forman esos menores cuenten con recursos adicionales. 

Sin embargo, hoy no hay claridad sobre el destino y el uso de esos recursos adicionales. De parte del Ministerio de Educación, no vemos una política de mayor rigurosidad a la hora de fiscalizar el adecuado y buen uso de esos recursos estatales.

Es efectivo que la ley N° 20.248, sobre subvención escolar preferencial, persigue una loable finalidad, pero falta claridad sobre el uso que se da a esos recursos, información que hasta la fecha no han recibido ni la Comisión de Educación ni esta Sala. 

Por lo tanto, en coherencia con la postura original de impulsar una reforma estructural al sistema educacional, con mayor presencia del Estado, nuestra bancada se va a abstener en esta votación.

He dicho. 

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Germán Verdugo. 

El señor VERDUGO.- Señor Presidente, sin duda, este proyecto, relacionado con la calidad de la educación, es uno de los de mayor importancia que esta Cámara ha conocido. 

Uno de los aspectos más relevantes de la ley SEP, amén de entregar más recursos, cuestión vital para el mejoramiento de la calidad de la educación, es la autonomía que da a las unidades educativas y a los sostenedores para elaborar los planes de mejoramiento de la educación. 

El proyecto insiste en este aspecto, lo confirma, porque faculta que los planes se elaboren también con la participación de los directores y las unidades educativas correspondientes. Por lo tanto, permite una mayor flexibilidad tanto en la de elaboración los planes de mejoramiento como en las inversiones que se realicen. 

En definitiva, serán los sostenedores y los directores de los establecimientos los que propondrán el plan de mejoramiento educativo y también los que decidirán cómo y en qué áreas se invertirán los recursos. La ley actual obliga a hacerlo en las cuatro áreas; en cambio, el proyecto dispone que se inviertan en aquello que los sostenedores, junto con la unidad educativa, determinen como necesario e importante que se debe reforzar. 

La aprobación de este proyecto beneficiará a más de 800 mil alumnos, fundamentalmente los alumnos más vulnerables. Por lo tanto, restarse a su aprobación es restarse a entregar el apoyo que requieren los que menos tienen, es no escuchar el grito de la calle que exige mayores recursos para mejorar los resultados de aprendizaje de los estudiantes más vulnerables.

Es nuestra obligación moral contribuir y apoyar este tipo de normas que, sin duda, van en la dirección de lo que la comunidad solicita: más recursos para los que menos tienen. 

Ése el sentido del proyecto, además de reafirmar la autonomía que requieren las unidades educativas para elaborar planes de mejoramiento y realizar inversiones de acuerdo con lo que estimen necesario y conveniente.

En paralelo con la Sala, estuvimos en una reunión conjunta de las Comisiones de Educación del Senado y la Cámara de Diputados. Escuchamos a dos profesores de Finlandia, quienes nos dieron a conocer cómo funciona el sistema educativo en ese país. Nos señalaron que la clave no estaba en más horas de clases, sino que en la preparación de los profesores y en la autonomía que tienen en las unidades educativas para utilizar las metodologías que estimen necesarias para transferir el conocimiento que los alumnos requieren.

Ésa es la clave de la calidad de la educación y a eso aspiramos. Es decir, la solución no está en tirar piedras en las calles, sino que está en la sala de clases, en los profesores y alumnos, con la participación activa de padres y apoderados preocupados de la educación de sus hijos. Ésa es la clave que nos dieron a conocer los finlandeses y que nosotros deberíamos asumir, entregando mayores recursos para los que menos tienen.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Pedro 
Velásquez.

El señor VELÁSQUEZ.- Señor Presidente, el proyecto de ley tiene por objeto aumentar la subvención escolar preferencial, con el objeto de continuar con el plan de mejoramiento de la educación para los sectores que más lo necesitan, ya que, como es sabido, la subvención escolar preferencial se destina a los alumnos más vulnerables, para incentivar a los padres, a los apoderados y al colegio, así como para superar esa indiferencia que muchas veces existe en los establecimientos educacionales cuando los recursos no alcanzan.

Por tanto, por intermedio del señor Presidente, solicito al señor ministro de Educación una mayor fiscalización sobre el destino de la subvención escolar preferencial, ya que tengo antecedentes de que algunos alcaldes y jefes de los departamentos de educación gastan esos recursos en otras materias, en lugar de invertirlos en el mejoramiento de la educación para los sectores más vulnerables.

Reitero que, al igual que los recursos que se entregan en los meses de enero y febrero para el mejoramiento, reparación y mantención de los colegios, muchos de los alcaldes o jefes de los departamentos de educación de esos establecimientos no están cumpliendo en cuanto al destino de esos recursos. De hecho, he tenido que recurrir a la Contraloría General de la República para que algunas comunas den fiel cumplimiento a lo dispuesto para la inversión de esos dineros. De manera que lo más importante es que esa subvención escolar preferencial se destine a los colegios, que los directores generen programas y que se concreten.

Tal como ha dicho la diputada Ximena Vidal, no obstante el problema que existe a nivel nacional en la educación, debemos entregar esos recursos con prontitud para el mejoramiento de la educación de nuestros jóvenes más vulnerables.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Aldo Cornejo.

El señor CORNEJO.- Señor Presidente, no cabe ninguna duda de que la aprobación del proyecto sobre aumento de la subvención escolar preferencial no resuelve en su integralidad el debate que existe en el país respecto de las reformas estructurales de la educación. No obstante, tenemos perfecta claridad de que el aumento de la subvención constituye un paso muy importante, toda vez que está destinada a mejorar y privilegiar la educación de los sectores más vulnerables, razón por la cual la Democracia Cristiana va a aprobar las modificaciones del Senado al proyecto de ley que aumenta la subvención escolar preferencial.

En segundo término, el motivo de mi intervención, entre otros, es destacar lo que establece el artículo decimoquinto transitorio, que permite cierta flexibilidad para destinar hasta el 15 por ciento de la subvención escolar preferencial para usos educacionales no definidos en la ley, lo que nos parece un avance.

Sin embargo, no obstante que la modificación del Senado establece un guarismo límite, también uno tiene que ser justo en reconocer y señalar que es muy probable 
-quiero dejarlo establecido para la historia fidedigna de la ley- que para muchos municipios del país, cualquiera sea el color político del alcalde que lo conduzca, este guarismo no será suficiente para cubrir todos los recursos que se utilizaron en financiar materias educacionales que no están detalladas en la ley. En consecuencia, me parece muy importante fijar un criterio de flexibilidad, toda vez que esta Cámara pidió a la Contraloría General de la República investigar el uso de esos recursos, porque lo más seguro es que muchos alcaldes, de buena fe, invirtieron recursos en necesidades educacionales no señaladas expresamente en la ley. La misma flexibilidad solicito respecto de la fiscalización e investigación que están efectuando la Contraloría General de la República y el Consejo de Defensa del Estado sobre el destino de esos dineros.

Dicho de otro modo, debe quedar meridianamente claro que el proyecto, bajo ninguna circunstancia, tiende a remediar las situaciones irregulares en que se encuentran quienes gastaron esos recursos en materias que nada tienen que ver con la educación. Por otra parte, también nos consta a muchos de los diputados que estamos presentes que algunas autoridades han usado recursos en materias educacionales, pero es muy probable que ese guarismo no le vaya a resolver el problema; no obstante, en mi opinión, de-
bieran tener un tratamiento distinto de quienes gastaron recursos en materias que no tenían que ver con la educación municipal.

Por esas razones, anuncio que la bancada demócrata cristiana votará favorablemente el proyecto.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Romilio 
Gutiérrez.

El señor GUTIÉRREZ (don Romilio).- Señor Presidente, valoro este importante proyecto de ley -espero que hoy se apruebe-, ya que si bien no resuelve el problema global que afecta a la educación chilena, sí avanza en uno de sus aspectos, en el cual coincidimos, cual es la falta de recursos financieros para atacar las múltiples necesidades que se presentan en los establecimientos educacionales. 

Siempre hemos recibido la inquietud de los sostenedores, directores y profesores sobre la falta de recursos financieros para implementar acciones que tiendan a mejorar el aprendizaje de sus alumnos. La iniciativa recoge uno de esos clamores del sistema educacional y también focaliza los recursos en el grupo que más ayuda requiere, que son los alumnos que pertenecen a los sectores más vulnerables de nuestro sistema educacional, que alcanzan a una cifra superior a 800 mil alumnos.

Por ello valoramos el esfuerzo que está haciendo nuestro Gobierno para acrecentar los recursos que se otorgan vía subvención para las necesidades que existen en nuestro sistema educacional.

Por otro lado, el proyecto de ley también recoge la experiencia que se ha acumulado en estos años de vigencia de la ley sobre subvención escolar preferencial y la práctica que se ha llevado a cabo en los establecimientos educacionales.

La iniciativa flexibiliza el uso de los recursos financieros y recoge las variables que los propios sostenedores han hecho presente, que son fundamentales para beneficiar en forma efectiva, clara y provechosa a los alumnos a nivel de los establecimientos educacionales con la contratación, por ejemplo, de los propios profesores del establecimiento educacional para extender las jornadas y para satisfacer otras necesidades que se han hecho presente.

Por último, también valoramos positivamente que se contemple la alternativa de que los sostenedores hayan destinado a otros fines hasta el 15 por ciento de los recursos recibidos, pero siempre que sean educacionales, como en acciones, programas y medidas que se hayan tomado a nivel de establecimientos educacionales y que permitan mejorar nuestro sistema educativo.

En ese aspecto, estimamos que el proyecto de ley recoge plenamente lo que se ha hecho presente, especialmente por los alcaldes de diversas comunas. Esperamos que la mayor cantidad de recursos a nivel de establecimientos educacionales contribuya a que los planes de mejoras sean correctamente implementados y, a su vez, se avance rápidamente en tener un sistema educacional de calidad.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Carlos Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, la subvención escolar preferencial (SEP) fue aprobada durante el gobierno de la Presidenta Bachelet. Quizás esto se debió aprobar mucho antes, al igual que la Jornada Escolar Completa (JEC), pues son muy necesarias.

Este proyecto de ley aumenta los recursos, flexibiliza su uso en las necesidades pedagógicas de los alumnos prioritarios, flexibiliza la renovación de convenio y regula el registro de asesorías técnicas.

La bancada del Partido Socialista votó a favor del proyecto en el debate anterior. Pero hay muchos parlamentarios que no quisieran votarlo a favor porque irrita que la Cámara de Diputados haya tenido menos de dos meses para su debate, pues consideramos que es fundamental conocer una evaluación de la subvención escolar preferencial antes de legislar. No hubo tal evaluación y se presenta el proyecto sin conocerla. En todo caso, lo aprobamos. Por su parte, el Senado se demoró nueve meses, pero a nosotros se nos fuerza a votar. Anteriormente, algunos diputados nos acusaron de que estábamos en contra de todo. 

Pensamos que la SEP es fundamental y nos parece raro que en el primer semestre solamente se haya ejecutado el 37,4 por ciento del presupuesto de la subvención, y es preocupante que se haya ejecutado el 55,7 por ciento de la subvención de concentración, por lo que creemos que faltarán recursos para el segundo semestre.

Tenemos cuatro observaciones al proyecto y nos gustaría que el señor ministro las clarificara.

En primer lugar, el costo adicional. La Cámara aprobó un presupuesto. Es cierto que ahora queda con 52 mil millones, pero ¿cuál es el diferencial entre lo que aprobó la Cámara y lo que aumentó el Senado? Pido que se aclare eso, que es propio de las decisiones que debe tomar la Corporación.

En segundo término, a mi juicio, uno de los grandes errores que ha habido en la implementación de la subvención escolar preferencial es que se quiso poner todo el acento en el lenguaje y se ordenó todo en función de él, pero la realidad de las escuelas es más compleja. El concepto de educación y de calidad de educación es de estándares, pero también de otros indicadores de calidad. Es fundamental que el ministerio no cometa el error que cometió antes al centrar todo en el lenguaje. Existen colegios que requieren otro tipo de dinámica, otro tipo de estímulos que, lamentablemente, no tengo tiempo para explicitar.

En tercer lugar, me parece preocupante el tema del registro de la Asistencia Técnica Educativa (ATE). ¿Cuál es el problema? Que en la ley de aseguramiento de la calidad se estableció que el Ministerio de Educación tenía que crear una unidad para diagnosticar y apoyar a los colegios públicos y a los alumnos más vulnerables. En verdad, el registro tiene que ver con las instancias más bien privadas o no ministeriales. Pero el ministerio -entiendo que algunos recursos vienen en esta dirección en el presupuesto- tiene que fortalecer su capacidad para apoyar directamente a los establecimientos, pues, muchas veces, las ATE no han cumplido un papel adecuado y el ministerio debe reforzarlo. Así quedó en la ley de aseguramiento de la calidad de la educación y me parece extraño que esto no haya quedado explicitado, como otras cuestiones de la ley de aseguramiento que aquí se incorporaron.

En cuarto lugar, ¿qué pasa con los recursos que los municipios y sostenedores han usado para otros fines? Quizás recordarán que se flexibilizó el uso de los recursos de la JEC dos años hacia atrás y dos años hacia delante en las zonas de reconstrucción. Además, ahora se les permite rendir hasta un 15 por ciento con fines educativos distintos a los del plan. Pero lo serio hubiera sido que existiera plena transparencia y saber exactamente en qué se gastaron los recursos. De eso debe haber un informe. Si se destinaron a otros fines, por lo menos se debe saber cuáles fueron, de manera que por lo menos se tenga un control de los gastos.

Finalmente, estimo que se debe aprobar el proyecto, porque refuerza la ley de subvención escolar referencial de la entonces Presidenta Bachelet. O sea, la prioridad son los alumnos que tienen una situación socioeconómica y cultural de mayores exigencias. Por lo tanto, la iniciativa es necesaria, pero se deben corregir algunos de sus aspectos, facultad que le corresponde al ministerio.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Sergio Aguiló.

El señor AGUILÓ.- Señor Presidente, los diputados de nuestra bancada hemos anunciado -y lo reiteramos en esta sesión- que nos opondremos a legislar sobre cualquier nuevo proyecto de ley en materia de educación en tanto el Gobierno no escuche las demandas del 80 por ciento de los ciudadanos y del movimiento estudiantil. 

Chile vive momento decisivos; la sociedad entera está reclamando cambios de fondo en la estructura educacional chilena y nos parece que el Parlamento no puede quedar de espaldas a la ciudadanía. Por lo mismo, reiteramos esta disposición a no legislar en tanto los proyectos de ley no surjan de un acuerdo de la comunidad social entera.

Sin embargo, como se ha recordado, este proyecto se está tramitando desde hace más de un año y, por lo tanto, no corresponde sino pronunciarse hoy en los términos en que ha sido planteado. 

Efectivamente, el proyecto aumenta la subvención escolar preferencial y, por lo tanto, destina más recursos a los sectores más vulnerables del país. Pero como lo hicimos ver en su oportunidad, la iniciativa no distingue entre escuelas públicas y particulares subvencionadas con fines de lucro; es decir, así como aumenta la subvención para las escuelas municipalizadas, las escuelas públicas, también aumenta la subvención para aquellas escuelas que, aunque sean particulares subvencionadas con fines de lucro, tienen alumnos con serias carencias. Desde ese punto de vista, constituye también, por desgracia, un incentivo para que se vaya privatizando cada día más la educación chilena.

Como se sabe hoy, Chile es el único país del mundo que tiene apenas un 36 por ciento de sus niños en la educación pública. Apenas un tercio de los niños del país se educan en lo que en el resto de los países del mundo sería dos tercios o el 80 por ciento de sus niños. De manera que aquellos analistas, incluso parlamentarios -como el diputado Verdugo-, que vienen de una reunión con profesores finlandeses y que tienen un oído selectivo, no han escuchado la demanda ni la experiencia de otros países del mundo.

En Europa, como en Norteamérica, el 80 ó 90 por ciento de los niños se educan en la educación pública, en las escuelas públicas. En Chile, lo hace apenas un tercio.

Si esta iniciativa no es bien implementada, puede incentivar una reducción aun más drástica de la educación pública. 

Por esa razón, en el entendido de que tenemos que favorecer la educación pública chilena, nos vamos a abstener en este proyecto de ley.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Enrique Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, he escuchado con mucha atención los breves discursos de mis colegas y saco una conclusión: esto no resuelve el problema, pero significa un avance. Refuerza la fiscalización, tema del que estamos muy pendientes. 

¿Por qué tengo dudas? Porque los convenios de igualdad de oportunidades para recibir esta subvención efectivamente tienen la seria intención de cumplir con los compromisos que se establecen en dichos convenios. ¿Por qué menciono esto? Porque en el distrito que represento de la Región de Los Ríos, algunos colegios particulares subvencionados señalan a los apoderados y a los alumnos que se hacen acreedores de esta subvención que el colegio les está entregando una beca y que para seguir recibiéndola deben cumplir con algunos compromisos como, por ejemplo, la asistencia y un mejor rendimiento. Es decir, se traspasa a los apoderados la responsabilidad del colegio, la que, sin duda, debe ser compartida. Además, se les indica que es el sostenedor el que les está entregando una concesión graciosa para permanecer en el establecimiento. Ése es el punto.

Por ello, es importante que el Ministerio de Educación, además de exigir el cumplimiento de los compromisos adquiridos en el convenio y en el plan de mejoramiento educacional que presente el establecimiento, exija a los sostenedores informar a los alumnos y a los apoderados que es el Estado el que está colocando mayores recursos para que mejoren su rendimiento y sobre cuáles son los compromisos que adquirió el establecimiento para recibir esa subvención escolar preferencial.

Por eso, he escuchado muy atento lo que aquí se pide: mayor fiscalización.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra la diputada señora Alejandra Sepúlveda. 

La señora SEPÚLVEDA (doña 
Alejandra).- Señor Presidente, me gustaría que el ministro respondiera las distintas preguntas formuladas por representantes de las distintas bancadas. Por lo menos, quiero estar tranquila cuando emita mi voto.

Aquí se habló de la fiscalización, del sentido de la evaluación de esta nueva subvención, y considero importante que el ministro se comprometa al respecto. Además, nuevamente entregaremos recursos a los municipios, pero no sabemos cómo se va a realizar eso. Además, se establece una flexibilización del gasto, de 15 por ciento. 

Por lo tanto, me gustaría que el ministro respondiera las consultas planteadas por los distintos diputados. 

El señor MELERO (Presidente).- Señores diputados, ustedes saben que los señores ministros pueden pedir la palabra en cualquier momento de la sesión. 

Hago presente a la Sala que el diputado señor Harboe ha solicitado votación separada del artículo decimoquinto transitorio. 

Por consiguiente, se procederá en tal sentido.

Ofrezco la palabra. 

Tiene la palabra el ministro de Educación. 

El señor BULNES (ministro de Educación).- Señor Presidente, en primer lugar, quiero señalar que existe una coincidencia en general en los distintos comentarios formulados por los señores diputados en cuanto a la necesidad de este proyecto. 

La iniciativa no resuelve todos los problemas educacionales, pero avanza en una materia fundamental, que son los alumnos prioritarios. Además, logra incrementar la subvención escolar preferencial en 20 por ciento, una innovación del Senado respecto de lo que había aprobado la Cámara de Diputados y de lo que había presentado el Ejecutivo, que inicialmente planteó un incremento de 28 por ciento para el primer quintil y de 14 por ciento para el segundo. Finalmente, se optó en igualar dicho aumento en 21 por ciento para ambos quintiles. Creo que se trató de una innovación positiva.

Respecto del uso de los recursos, materia aludida en forma recurrente y que viene planteada desde el mismo momento en que se implementó la subvención escolar, considero que el proyecto implica una mejora, porque aumenta las posibilidades de uso del beneficio. También regula -y esto es una innovación del artículo 7° bis, que se incorporó en el Senado- los requisitos para tener por rendidas las subvenciones escolares; trae distintas condiciones copulativas. 

Efectivamente, existen problemas en el uso de la subvención escolar preferencial desde el momento en que se implementó. Muchos de quienes participaron en la elaboración de esa ley coinciden en que originalmente la legislación tenía ciertas rigideces y problemas que en parte explican las dificultades que se dieron en esta materia. 

Pero se debe tener tranquilidad, por lo siguiente: 

Primero, la Contraloría General de la República y el Consejo de Defensa del Estado están actuando respecto de cualquier irregularidad que se haya producido en el uso de esos recursos. 

Segundo, contamos con que el próximo año la Superintendencia de Educación se encuentre funcionando, lo que mejorará sustancialmente las capacidades fiscalizadoras del Ministerio de Educación. La subvención escolar representa una gran parte, el 10 por ciento, del Presupuesto de la Nación; por lo tanto, todo lo que podamos hacer para mejorar el control, obviamente, significará una ayuda.

Y tercero, respecto del criterio excepcional que se establece en el artículo 15 transitorio para la primera renovación de los convenios, me interesa señalar que se autoriza que el 15 por ciento de la subvención escolar preferencial se destine siempre a fines educacionales, los fines generales de la subvención escolar, pero no de aquellos que estaban previstos en el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa. Vale decir, se está dando una cierta holgura, pero bajo la condición de que ese 15 por ciento haya estado destinado a fines educacionales y no a fines diversos. 

Insisto en la voluntad del Estado, más que solamente de un gobierno, de que se utilicen lo mejor posible las subvenciones escolares. Creemos que hoy, con la Contraloría General de la República, con el Consejo de Defensa, y el día de mañana también con la Superintendencia de Educación, vamos a tener un andamiaje institucional que permita fiscalizar mejor el uso de estos recursos. 

El diputado Montes preguntó sobre el incremento de la subvención respecto del informe financiero inicial que se conoció en la Cámara de Diputados y después en el Senado. El monto inicial era de 41 mil 566 millones de pesos, porque no incluía a los séptimos básicos; pero ahora se incorpora este segmento para ponerse al día en el rezago que ha tenido, y eso lleva a que su monto sea del orden de los 52 mil millones de pesos. 

Esos son los puntos que quería precisar. 

Muchas gracias.

El señor MELERO (Presidente).- Cerrado el debate. 

En votación las modificaciones introducidas por el honorable Senado al proyecto de ley, iniciado en mensaje, con urgencia de discusión inmediata, que modifica la ley 
N° 20.248, de subvención escolar preferencial, con excepción del artículo decimoquinto transitorio, cuya votación separada ha sido solicitada.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 84 votos; por la negativa, 1 voto. Hubo 19 abstenciones. 

El señor MELERO (Presidente).- Aprobadas.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Araya 
Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela Jorge; Calderón Bassi Giovanni; Campos Jara Cristián; Cardemil Herrera Alberto; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Estay Peñaloza Enrique; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Godoy Ibáñez Joaquín; Goic Boroevic Carolina; Gutiérrez Pino Romilio; Harboe Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Jaramillo Becker Enrique; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; León Ramírez Roberto; Rosales Guzmán Joel; Lorenzini Basso Pablo; 
Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva 
Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Montes Cisternas Carlos; Morales Muñoz Celso; Moreira 
Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza 
David; Santana Tirachini Alejandro; 
Sauerbaum Muñoz Frank; Schilling 
Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; 
Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar 
Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; 
Vilches Guzmán Carlos; Walker Prieto 
Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votó por la negativa el diputado señor Robles Pantoja Alberto.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; De Urresti Longton Alfonso; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Muñoz D’Albora Adriana; Pérez Arriagada José; Teillier Del Valle Guillermo; Vargas Pizarro Orlando.

El señor MELERO (Presidente).- En votación el artículo decimoquinto transitorio.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 69 votos; por la negativa, 25 votos. Hubo 11 abstenciones. 

El señor MELERO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Arenas Hödar Gonzalo; Baltolu Rasera Nino; 
Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela 
Jorge; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Cerda García Eduardo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda 
Edmundo; Estay Peñaloza Enrique; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Godoy Ibáñez Joaquín; Gutiérrez Pino 
Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Latorre 
Carmona Juan Carlos; León Ramírez Roberto; Rosales Guzmán Joel; Lorenzini Basso 
Pablo; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Montes Cisternas Carlos; Morales Muñoz Celso; Moreira 
Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González 
Ricardo; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; 



Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza 
David; Santana Tirachini Alejandro; 
Sauerbaum Muñoz Frank; Sepúlveda 
Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Squella Ovalle Arturo; Torres Jeldes Víctor; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar 
Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Van 
Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Vilches Guzmán Carlos; Walker Prieto Matías; Ward Edwards 
Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Carmona Soto Lautaro; 
Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; De Urresti Longton Alfonso; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Girardi Lavín Cristina; Goic 
Boroevic Carolina; González Torres 
Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hales Dib Patricio; Harboe Bascuñán Felipe; Jiménez Fuentes Tucapel; Monsalve Benavides 
Manuel; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Robles Pantoja Alberto; Teillier Del Valle Guillermo; Tuma Zedan Joaquín; Vargas Pizarro Orlando.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Alinco Bustos René; Araya Guerrero 
Pedro; Campos Jara Cristián; Espinosa 
Monardes Marcos; Jaramillo Becker 
Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Lemus Aracena Luis; Meza Moncada Fernando; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Tarud Daccarett Jorge.

El señor MELERO (Presidente).- Despachado el proyecto.


VI. PROYECTOS DE ACUERDO.

PROGRAMA GUBERNAMENTAL DE AYUDAS TÉCNICAS PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN SITUACIÓN DE DEPENDENCIA. Votación.

El señor MELERO (Presidente).- Corresponde votar, por última vez, el proyecto de acuerdo N° 435, que pide un programa gubernamental de ayudas técnicas para personas con discapacidad en situación de dependencia. 

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 59 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones. 

El señor MELERO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Araya 
Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Bobadilla Muñoz Sergio; Burgos Varela Jorge; Calderón Bassi Giovanni; Campos Jara Cristián; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahín 
Valenzuela Fuad; Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; Espinosa 
Monardes Marcos; Kort Garriga Issa; Goic Boroevic Carolina; Gutiérrez Gálvez Hugo; Harboe Bascuñán Felipe; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Rosales Guzmán Joel; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; 
Norambuena Farías Iván; Ojeda Uribe 
Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Robles Pantoja Alberto; 
Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Sauerbaum Muñoz Frank; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; 
Vilches Guzmán Carlos; Walker Prieto 
Matías

MANTENCIÓN DE POSICIÓN DE ESTADO CHILENO EN MATERIAS LIMÍTROFES.

El señor MELERO (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la parte dispositiva del proyecto de acuerdo 
N° 433, que solicita que Chile mantenga su posición en orden a que los temas de límites deben ser definidos en negociaciones directas entre las partes. 

El señor LANDEROS (Prosecretario accidental).- Proyecto de acuerdo N° 433, del diputado señor Farías, de la diputada señora María José Hoffmann y de los diputados señores Torres, Kast, Lorenzini, Meza, Espinosa, don Marcos; Jarpa, Ortiz y León, que en su parte dispositiva dice lo siguiente:

“La Cámara de Diputados acuerda:

Solicitar a S.E. el Presidente de la República de que Chile mantenga su posición en el sentido que las fronteras y los temas pendientes deben ser definidos en negociaciones directas entre las partes.”
El señor MELERO (Presidente).- Para apoyar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Ramón Farías. 

El señor FARÍAS.- Señor Presidente, esto es solo un llamado a recordar que en la gira que hicimos por Palestina e Israel el Presidente de la República y su canciller mencionaron la necesidad de reconocer el derecho del Estado Palestino a existir, no en lo relativo a las fronteras, lo cual sería entrometerse en un problema bilateral desde una óptica multilateral. 

Debemos tener presente la bilateralidad. Si aprobamos un acuerdo relacionado con una decisión sobre las fronteras de otro país, podría ocurrirnos lo mismo: que a través de las Naciones Unidas se determinara qué fronteras deberíamos tener con Perú y/o Bolivia, con quienes tenemos algún litigio. Evidentemente, eso no lo podemos aceptar. 

Así también lo ha manifestado el canciller.

Por eso, se solicita a través de este proyecto de acuerdo que la Cancillería refrende lo que señaló hace algunos meses: que Chile aprueba y reconoce la necesidad de que exista el Estado Palestino, pero no en lo que se refiere a sus fronteras, las cuales deben ser fijadas de común acuerdo por las partes, en virtud del Tratado suscrito en Oslo entre Israel y la Autoridad Nacional Palestina.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Ofrezco la palabra para hablar a favor del proyecto de acuerdo.

Ofrezco la palabra.

Para impugnarlo, tiene la palabra el diputado Jorge Burgos.

El señor BURGOS.- Señor Presidente, no me parece adecuada la forma en que está fraseada la solicitud al Presidente de la República.

Es altamente complejo que la Cámara de Diputados le pida al Presidente de la República que “Chile mantenga su posición en el sentido de que las fronteras y los temas pendientes deben ser definidos en negociaciones directas entre las partes.” Podríamos dar la sensación de que Chile cambió su posición. ¿Qué razón tendríamos para ello?

Además, se ha hecho una referencia a una situación que algunos vecinos estiman pendiente; en cambio, Chile no lo considera así, ya que hay tratados claros sobre la materia. Para nuestro país, esto es muy confuso.

Entiendo que son legítimas las posiciones respecto del conflicto palestino-israelí. Incluso, aquí se han manifestado. Pero a la hora de dar una señal aparente de apoyo a una determinada posición sobre el Medio Oriente, me parece muy grave, particularmente, si lo hace la Cámara de Diputados de la República, mezclar esa situación con nuestro país y respecto de la cual, más allá de las cuestiones de fondo, otro país ha manifestado tendencia a no reconocer la existencia de un tratado. 

Por eso, debemos votar en contra de este proyecto de acuerdo.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Iván Moreira.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, agradezco las expresiones vertidas por el diputado Jorge Burgos, porque ha planteado el punto desde otra perspectiva. Es muy importante lo que ha señalado.

Esto es muy simple. Seamos directos. Nuestro país no tiene problemas limítrofes con Perú ni con Bolivia. No tenemos nada pendiente. Existen tratados internacionales que están vigentes. Esta es una excusa para colocar trabas desde Chile, por el reconocimiento al Estado Palestino. En Naciones Unidas, nuestro país dio su apoyo para que el Estado Palestino se integre como miembro permanente, respecto de lo cual, hasta el día de hoy no hay respuesta. Pero sabemos que lo va a vetar Estados Unidos y otros países. Esto es una excusa, un pretexto para tratar de neutralizar a nuestro Gobierno, respecto de la demanda marítima de Perú interpuesta en el Tribunal Internacional de La Haya. 

Por lo tanto, cuando se habla de bilateralidad, quiero recordar, a través de la Mesa, al presidente del grupo chileno israelí, que Israel, con fronteras, se creó por una resolución de Naciones Unidas. ¡Qué injusticia más grande! El mundo palestino está cercado por un gran muro, cuando en el mundo todos los muros han caído. Pero no confundamos la política exterior con la jurisprudencia en esta materia.

Todos queremos la paz. El pueblo palestino quiere vivir en paz y en democracia. Pero, si está ocupado ¿cómo va a negociar la paz? ¿Cómo va a negociar la paz, cuando cada día se construyen asentamientos en territorio palestino? Tiene que haber una actitud y una voluntad del Gobierno israelí, de lo contrario, nunca vamos a alcanzar la paz en el Medio Oriente.

Los mismos que planteamos que el Gobierno de Sebastián Piñera, nuestro Presidente, reconociera el Estado Palestino, porque sabemos lo que está detrás de este proyecto de acuerdo, tenemos la obligación moral de decir que no y rechazarlo. Sí a Abbas, pero no a esta táctica que no corresponde y que quiere pasar inadvertida por el Congreso Nacional. 

Probablemente, no somos diplomáticos, ni conocedores de la jurisprudencia y de la política exterior con tanta exactitud, pero no nos van a engañar con una actitud como la que se ha presentado a través de este proyecto de acuerdo.

Por eso, invito a todos los que votaron en favor del reconocimiento del Estado Palestino a rechazar el proyecto de acuerdo.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 27 votos; por la negativa, 45 votos. Hubo 2 abstenciones.

El señor MELERO (Presidente).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Bobadilla Muñoz Sergio; Calderón Bassi Giovanni; Campos Jara Cristián; Ceroni Fuentes Guillermo; Espinosa Monardes Marcos; Farías Ponce Ramón; Gutiérrez Pino Romilio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; 
Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ortiz Novoa José Miguel; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Salaberry Soto Felipe; Santana Tirachini Alejandro; Silber Romo Gabriel; Torres Jeldes Víctor; Ulloa Aguillón Jorge; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Bertolino Rendic Mario; Burgos Varela 
Jorge; Cardemil Herrera Alberto; Carmona Soto Lautaro; Cerda García Eduardo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti 
Longton Alfonso; Eluchans Urenda 
Edmundo; Espinoza Sandoval Fidel; Estay Peñaloza Enrique; Kort Garriga Issa; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Hales Dib 
Patricio; Hasbún Selume Gustavo; Lemus Aracena Luis; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Monsalve 
Benavides Manuel; Montes Cisternas 
Carlos; Moreira Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; Ojeda Uribe Sergio; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez 
Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Tarud Daccarett Jorge; Tuma Zedan Joaquín; Vallespín López Patricio; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Alinco Bustos René; Molina Oliva 
Andrea.

INICIATIVA PARA FORTALECER Y MODERNIZAR GENDARMERÍA DE CHILE.

El señor MELERO (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura al siguiente proyecto de acuerdo.

El señor LANDEROS (Prosecretario accidental).- Proyecto de acuerdo N° 436, de la diputada señora Carolina Goic, y de los diputados señores León, Silber, Chahín, Castro, Jaramillo, Lorenzini, Velásquez, Jarpa y Rincón, en cuya parte dispositiva dice lo siguiente:

“La Cámara de Diputados acuerda:

Oficiar al Ejecutivo instándolo a presentar, a la mayor brevedad, un proyecto de ley de fortalecimiento y modernización de Gendarmería, que dé cuenta del estado en que ese cuerpo realiza su labor, profesionalizando a sus componentes y haciéndose cargo de las mejoras necesarias, tanto en las condiciones en que desarrollan su labor como en las compensaciones económicas y sociales asociadas a su oficio.

Demandar del Ejecutivo la introducción, en el marco de la discusión presupuestaria 2012, una asignación de riesgo para su personal, equivalente a las dificultades y responsabilidad de su gestión.

Requerir del Ministerio de Justicia obtener ante el Ministerio de Educación el reconocimiento de la escuela de Gendarmería como una institución de educación superior la Escuela de Formación de Gendarmes, como una institución de educación técnica ambas con reconocimiento oficial. Asimismo, el estudio e implementación de una Escuela de Suboficiales.

Revisar la implementación de la ley N°20.426, que no ha permitido terminar con el estancamiento de los ascensos, tanto del escalafón de Suboficiales y Gendarmes como en el de los Oficiales Penitenciarios. (Revisión del Escalafón; DFL N° 1791 incluyendo mecanismos que solucionen en forma definitiva el tema de los recursos)

Instar al Ejecutivo a cumplir con el compromiso suscrito por el candidato señor Sebastián Piñera con la Asociación Nacional de Suboficiales de Gendarmería, el 10 de enero de 2010, que estableció la decisión de recuperar la asignación de riesgo, mejorar la capacitación para el personal uniformado y profesionalizar la institución y readecuar el escalafón.

Instar al Ministerio de Justicia para que disponga la formación de a lo menos 2000 nuevos funcionarios que puedan reforzar los servicios existentes y hacer frente a las necesidades que surgirán de la construcción de nuevos penales, como ha sido anunciado.”.

El señor MELERO (Presidente).- Para apoyar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado Sergio Ojeda.

El señor OJEDA.- Señor Presidente, un grupo de diputados, en forma transversal, ha estimado oportuno preocuparse de la situación de Gendarmería de Chile que, desde hace mucho tiempo, viene atravesando por situaciones de postergación respecto de sus remuneraciones y de sus derechos.

Hace algún tiempo, el personal de Gendarmería de Chile perdió ciertos derechos en cuanto a remuneraciones, los que ha ido recuperando. Sin embargo, creemos que el incremento de la población carcelaria, que actualmente es de 54 mil y tantos internos, es excesivo y desproporcionado; asimismo, el aumento de los turnos, hace que el personal de Gendarmería de Chile no pueda cumplir sus funciones de manera cómoda y tranquila, porque esa población penal ha provocado, por supuesto, la necesidad de reforzarlos, con el objeto, no sólo de cuidar a los reclusos, sino también de lograr los objetivos que exige la modernidad penitenciaria, es decir, su rehabilitación y reinserción social.

Mediante este proyecto de acuerdo se solicita el cumplimiento del compromiso que se suscribió con el Ejecutivo, a fin de mejorar la capacitación del personal uniformado y profesional de la institución, de readecuar el escalafón y, fundamentalmente, de que el Ministerio de Justicia disponga la contratación de, por lo menos, dos mil nuevos funcionarios que refuercen los servicios existentes.

Ha llegado la hora de atender las demandas de Gendarmería de Chile que, hace algún tiempo, realizó un movimiento sin lograr en plenitud sus demandas. Ésta es la oportunidad para que todos apoyemos las justas peticiones del personal de la institución.

Por eso, anuncio que, gustosamente, toda la bancada democratacristiana va a votar a favor del proyecto de acuerdo. 

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el honorable diputado Felipe Ward.

El señor WARD.- Señor Presidente, no soy firmante de este proyecto de acuerdo, pero comparto su contenido, porque dice relación con pretensiones, requerimientos y demandas muy antiguas de esta institución que depende del Ministerio de Justicia. 

No se pide nada nuevo. Tal vez, habría modificado algunas formas verbales del petitorio; pero su contenido es compartido por la Cámara. En ocasiones anteriores, también ha sido así al momento de votar, en sesiones especiales y ordinarias, proyectos de acuerdo de la misma naturaleza que, simplemente, solicitan que Gendarmería de Chile deje de ser el hermano pobre en el circuito de seguridad pública de Chile. Es lo que ha sido la institución, durante el último tiempo. Hay demandas que son compartidas por todas las asociaciones de funcionarios de Gendarmería: la Anop, la Anfup, la 
Ansog y la Adiptgen. 

Por eso, me parece pertinente que se haga este planteamiento respetuoso al Ejecutivo, a fin de que lo considere, en forma escalonada, de manera posible. Debemos entender que hay requerimientos que tienen un alto costo, pero que han sido conversados en gobiernos anteriores y respecto de los cuales hubo disposición y voluntad de diálogo. Creemos que es el momento oportuno para plasmar esta voluntad en hechos concretos, y me parece que el Gobierno está en condiciones de hacerlo.

Por eso, hago un llamado a apoyar este proyecto de acuerdo.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Para impugnar el proyecto de acuerdo, ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 55 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor MELERO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Calderón Bassi Giovanni; Campos Jara Cristián; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Chahín 
Valenzuela Fuad; De Urresti Longton 
Alfonso; Eluchans Urenda Edmundo; Kort Garriga Issa; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Pino Romilio; Hernández 
Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa 
Wevar Carlos Abel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva 
Andrea; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz 
Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón 
González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; 
Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Torres Jeldes Víctor; Ulloa Aguillón Jorge; Vallespín López Patricio; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías; Ward 
Edwards Felipe.

-Los textos íntegros de los proyectos de acuerdo figuran en la página de internet de la Cámara de Diputados, cuya dirección es:

http://www.camara.cl/trabajamos/pacuerdos.aspx

VII. INCIDENTES

INSTALACIÓN DE SUCURSAL DEL BANCO DEL ESTADO EN COMUNA DE PICHIDEGUA. Oficios.

El señor MELERO (Presidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Independientes-PRI.

Tiene la palabra la diputada señora 
Alejandra Sepúlveda.

La señora SEPÚLVEDA (doña 
Alejandra).- Señor Presidente, el jueves de la semana pasada sostuve una reunión muy importante con un grupo de vecinos de la comuna de Pichidegua, en la cual me manifestaron con mucha preocupación la situación que viven, debido a que allí no existe una sucursal del Banco del Estado. Creo que es una de las pocas comunas del país que no cuentan con un servicio tan importante.

Existe la posibilidad de disponer de un local que pertenecería al municipio para instalarla o, en su defecto, una oficina del denominado ServiEstado. En todo caso, la idea es disponer del servicio bancario que requieren los habitantes de la comuna, debido a que, en la actualidad, para realizar sus trámites deben viajar a las comunas adyacentes, San Vicente de Tagua Tagua o Las Cabras. Como se trata de diligencias que deben realizar diariamente, es indispensable que cuenten con una sucursal del Banco del Estado o de un servicio de menor envergadura que también les serviría, es decir, una oficina de ServiEstado.

Como me lo pidieron vecinos de Pichidegua, solicito oficiar al ministro de Hacienda y al presidente del Banco del Estado, a fin de que consideren la posibilidad de abrir una sucursal en esa comuna.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados que así lo solicitan a la Mesa.

FISCALIZACIÓN A PROGRAMA DE PROTECCIÓN DEL PATRIMONIO FAMILIAR EN POBLACIÓN CARDENAL CARO, COMUNA DE SAN FERNANDO. Oficio.
La señora SEPÚLVEDA (doña 
Alejandra).- En segundo lugar, pido que se oficie al ministro de Vivienda y Urbanismo, con el objeto de que ordene fiscalizar la realización del Programa de Protección del Patrimonio Familiar (PPF), en la población Cardenal Caro, comuna de San Fernando, gracias al cual alrededor de 24 personas recibirán el subsidio para mejoramiento y ampliación de sus viviendas.

La población es una de las más antiguas de la comuna y los propietarios de las viviendas son, fundamentalmente, adultos mayores. Los arreglos que deben hacer dicen relación con cambio de techumbres y mejoramiento de las viviendas, en general.

Por eso, dado que los vecinos de la población, en particular, los que conforman el Comité de Vivienda Manuel Meneses, han tenido problemas para recibir el subsidio que se está entregando, solicitan que el Serviu realice una fiscalización y emita un informe sobre las condiciones en que están realizando el mejoramiento de las viviendas, y una carta Gantt sobre lo que demorarán los trabajos.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados que así lo indican a la Mesa. 

CONTRATACIÓN A HONORARIOS DE FUNCIONARIA DE MUNICIPALIDAD DE RECOLETA POR MUNICIPIO DE SAN FRANCISCO DE MOSTAZAL. Oficio.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- En el turno del Comité Demócrata Cristiano, tiene la palabra el diputado señor Ricardo Rincón.

El señor RINCÓN.- Señor Presidente, la Ilustre Municipalidad de San Francisco de Mostazal contrató la prestación de servicios, según documento que voy a acompañar, de Rocío Omegna Seitz, por una suma cercana a un millón de pesos -exactamente, 935 mil pesos-, para cumplir diversas funciones de asesoría al alcalde, en relación con las organizaciones comunitarias; a las organizaciones comunitarias de la comuna en todas las materias propias de su constitución y funcionamiento, de acuerdo con lo establecido en la ley N° 19.418, sobre Juntas de Vecinos y Organizaciones Comunitarias; respecto de la formulación, postulación y ejecución de los proyectos presentados por ellas; para fomentar su desarrollo y efectiva participación con el municipio, para asesorar al alcalde en actividades de carácter relevante y territorial como, por ejemplo, festivales, aniversarios, etcétera -así lo dice el contrato-, y otras actividades que el alcalde le encomiende. 

¿Cuál es el punto? Que estamos hablando de una funcionaria de planta de la Municipalidad de Recoleta, según listado del propio municipio, con sus membretes -también lo voy a adjuntar-, jefatura grado 10, con una remuneración de 744 mil pesos. 

Al analizar dictámenes anteriores de la Contraloría General de la República puede concluirse jurídicamente que los contratos a honorarios son compatibles con los contratos de planta, pero en la medida en que aquellos digan relación con labores realizadas fuera del horario establecido en los respectivos contratos de planta, lo que es refrendado por la Contraloría en una fiscalización realizada a la Municipalidad de Recoleta. 

Entonces, la pregunta que surge es, ¿cómo una funcionaria de planta de Recoleta, que realiza funciones de jefatura, puede desempeñar todas las tareas que mencioné en San Francisco de Mostazal, después de cumplir su horario en la Municipalidad de Recoleta, distante a no menos de una hora y media de la otra comuna? Me parece que sería posible si dichas funciones, al estilo de una mentada frase, que más de alguna risa ha causado, valgan callampa, o que, en definitiva, no se cumplan.

Reitero que, al menos, hay una hora y media de distancia entre la Municipalidad de Recoleta y San Francisco de Mostazal, y sólo estoy contabilizando ida, no retorno, porque al día siguiente hay que laborar nuevamente en Recoleta.

La Contraloría señala que esa funcionaria, incumplió sus labores contractuales con la municipalidad. 

Por lo expuesto, solicito que se oficie al contralor general de la República sobre lo señalado; además, pongo a su disposición los antecedentes del caso.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

PRECISIÓN SOBRE ANUNCIO DE AMPLIACIÓN Y REMODELACIÓN DE COMISARÍA Y CONSTRUCCIÓN DE SUBCOMIARÍA EN QUILICURA. Oficios.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Gabriel Silber.

El señor SILBER.- Señor Presidente, a fines de septiembre Quilicura apareció mencionada en hechos de carácter policial. Se produjo un apagón a nivel nacional, como consecuencia de lo cual en esa comuna, con una población cercana a los 220 mil habitantes y que ha crecido de manera explosiva, se cometieron una serie de saqueos, en particular en un punto bastante conflictivo.

Dentro de sus demandas por falta de servicios y de infraestructura, de manera histórica la comunidad ha sostenido la imperiosa necesidad de contar con un nuevo cuartel policial.

A raíz de los hechos, que por cierto no nos gustó haber presenciado por la televisión ni que los vecinos hayan sido testigos de aquello, el pasado 27 de septiembre el ministro del Interior, en compañía del general director de Carabineros, Gustavo González, visitó la 49ª Comisaría, donde el propio ministro Hinzpeter señaló: “vamos a planificar para 2012 la remodelación y la ampliación de esta comisaría y adelantar también el inicio de la construcción de una subcomisaría. Vamos a intentar aumentar la dotación de Carabineros de Chile, para llevarla a niveles más óptimos”.

Para la comuna de Quilicura no es bueno que se generen expectativas que no corresponden a la realidad, por eso queremos que se precisen las condiciones bajo las cuales se va a remodelar y ampliar la dotación de la actual 49ª Comisaría existente, fecha, plazo, condiciones y lugar de ubicación de la nueva subcomisaría o cuartel policial a emplazarse en la comuna.

Ésta es una demanda reiterada. El ministro ha hecho declaraciones que constituyen una promesa a la comunidad quilicurana formulada ante los medios. Queremos que se precise su sentido y alcance.

Por ello, solicito que se oficie al ministro del Interior y al general director de Carabineros para que precisen el sentido y alcance de lo señalado en la 49ª Comisaría.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

RECURSOS PÚBLICOS PARA MANTENIMIENTO DE HOGAR DE ADULTOS MAYORES DEL HOGAR DE CRISTO EN PUNTA ARENAS. Oficio.
El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora Carolina Goic.

La señora GOIC (doña Carolina).- Señor Presidente, el hogar para adultos mayores del Hogar de Cristo en Punta Arenas atraviesa por una situación crítica. Se ha conocido la decisión de cerrarlo como muchas otras residencias a nivel nacional, básicamente por motivos presupuestarios.

En nuestra región hay elementos que deberían ser considerados, porque justifican absolutamente la entrega de un aporte que permita la subsistencia de esta obra.

Teníamos un centro de larga estadía, que se construyó -estuvo listo en 2010- y cuyo inicio costó mucho trabajo; de hecho, más de un año demoró la suscripción de su reglamento de operación. Finalmente, buena parte de los setenta cupos que se suponían disponibles para la lista de espera existente en la región, se llenaron con personas provenientes del Hospital Geriátrico, a su cierre, que era la otra institución que existía, junto con el Hogar de Cristo, para albergar a los adultos mayores de escasos recursos abandonados.

En definitiva no hubo capacidad para acoger a gran cantidad de personas que estaban incluso en el Hogar de Cristo.

Allí no sólo existe la necesidad de que el Estado se haga cargo de los adultos mayores y de que se implemente una política pública que derive en instrumentos tanto para los que están postrados como para los semivalentes y, por tanto, al financiamiento per cápita en centros de larga estadía y también espero en el futuro a centros diurnos, sino también de la obra del Padre Hurtado.

Cabe recordar que el edificio donde funcionan en Punta Arenas la hospedería y el hogar fue entregado a la comunidad cuando el Papa Juan Pablo Segundo visitó Punta Arenas.

Hemos hecho gestiones ante el Presidente de la República, quien asumió un compromiso al respecto, y con la directora nacional del Senama.

Por lo expresado, solicito que se oficie al ministro de Planificación, para que asigne un monto de recursos que permita que ese hogar opere durante el próximo año, mientras debatimos y logremos aprobar en el Congreso una política pública destinada a los adultos mayores, que implique generar, a partir de 2013, financiamiento permanente para las distintas instituciones de apoyo a la comunidad, de caridad y, también, para una red de centros de larga estadía financiados por el Estado.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.
PRONUNCIAMIENTO DE AUTORIDAD SOBRE INTEGRACIÓN DE RECURSOS ADEUDADOS POR CONCEPTO DE ZONA FRANCA AL PRESUPUESTO REGIONAL. Oficios.

La señora GOIC (doña Carolina).- Señor Presidente, solicito que se oficie al ministro de Hacienda y al subsecretario de Desarrollo Regional, para que informen cuál es la situación de los recursos cercanos a 4.200 millones de pesos que se adeudan por concepto de zona franca.


Se requiere un pronunciamiento respecto de cuándo se van a integrar esos recursos al presupuesto regional.

El subsecretario de Desarrollo Regional, en un diario local, dijo que no se le había informado sobre la materia; sin embargo, la situación estaba en su conocimiento, puesto que fue informado personalmente por la diputada que habla.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- El turno siguiente corresponde al Partido por la Democracia.

Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 14.37 horas.

TOMÁS PALOMINOS BESOAÍN,

Jefe de la Redacción de Sesiones.


VIII. ANEXO DE SESIÓN

COMISIÓN ESPECIAL DE SOLICITUDES DE INFORMACIÓN Y DE ANTECEDENTES.

-Se abrió la sesión a las 14.25 horas.

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

INFORMACIÓN SOBRE PLAN DE INVERSIONES EN RIEGO PARA LA PROVINCIA DE COPIAPÓ ENTRE 2009 Y 2013. Oficios.

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor 
Lautaro Carmona.

El señor CARMONA.- Señor Presidente, es de amplio conocimiento y alarma pública que los recursos hídricos escasean a lo largo de Chile. Esta realidad es más aguda en la Región de Atacama. Entre algunas medidas que se han tomado, una de las más importantes es el plan de inversiones en riego para la provincia de Copiapó, a implementarse entre 2009 y 2013.

El objetivo del proyecto es muy trascendente. Ante la crisis hídrica, se pone como objetivo racionalizar el uso el agua en la cuenca del río Copiapó. Su trascendencia está determinada porque, en régimen, va a permitir contar con un 20 por ciento más de agua. Este logro se deberá a que, al intervenir los viaductos, evitará la natural evaporación de este recurso. Algo tan simple e importante, que requiere una obra de ingeniería relevante, tendrá un resultado muy significativo como el señalado.

Este proyecto contempla una inversión de 12.250 millones de pesos, unos 25 millones de dólares. Según el diseño de recursos, estos provienen del Ministerio de Obras Públicas, del Ministerio de Agricultura, del Fondo Nacional para el Desarrollo Regional y del Instituto de Desarrollo Agropecuario.

El fundamento normativo de la realización del proyecto es la Ley de Riego.

Pero no todo ha sido miel sobre hojuelas. Cualquier persona atenta a esta crisis hídrica podría deducir que en las actuales condiciones este proyecto debería ser calificado como prioritario. Es más, si su aceleración dependiera de recursos adicionales, bienvenidos sean. Sin embargo, el proyecto tiene un grave atraso, fundamentalmente, debido a la falta de gestión del gobierno regional.

Esta carencia de gestión se debe a la incapacidad de la seremia de Obras Públicas para superar los escollos que presenta el convenio. Estamos ante una grave ineficacia de la Dirección de Riego, la que, entre otras, tiene como tarea hacer las licitaciones del caso para la aplicación de sus recursos.

Según los antecedentes conocidos, el proyecto no ha contado con la prioridad requerida. Este hecho demostraría que la preocupación publicitada por el gobierno regional acerca de su sensibilidad ante la crisis de agua, no es sincera. De lo contrario, estaríamos ante una inaceptable ineficacia, por la cual alguien debe dar una explicación.

Por ello, pido oficiar a la intendenta para que haga llegar a la Cámara de Diputados la información que explique las razones de los atrasos que he denunciado; de la gestión concreta llevada a cabo y lo que señalan los estudios sobre la real proyección de puesta en marcha de las obras.

También solicito enviar copia de este oficio al seremi de Obras Públicas, al ministro de Obras Públicas, al director de Riego, al director del Indap, a los consejeros regionales de Atacama, a los alcaldes y concejales de la región, a la Mesa del Agua, a la Unión Comunal de Juntas de Vecinos y a las CUT provinciales de la Región de Atacama.

He dicho. 

El señor ESPINOZA, don Fidel (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención y la adhesión del diputado 
Alfonso de Urresti.

INFORMACIÓN SOBRE EJECUCIÓN DE OBRAS DE ASFALTADO EN RUTA DE CORRAL A SAN CARLOS. Oficios.

El señor ESPINOZA, don Fidel (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Alfonso de Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, con satisfacción hemos visto en estos días que la seremi de Obras Públicas anunció el asfaltado de diez kilómetros de la localidad de Chaihuín hasta la comuna de Corral.

Los vecinos habían solicitado permanentemente su ejecución, que considero será un gran avance para la comuna, a fin de ir ganando más espacio que, en definitiva, es lo que siempre han pedido las juntas de vecinos y los distintos sindicatos de pescadores del litoral de la comuna de Corral. 

Por ello, resulta fundamental tener información respecto del asfaltado que se va a realizar desde Corral hacia San Carlos, que es donde se está construyendo un gran hospital que llenará de orgullo a la comuna, gran anhelo de los corraleños.

Por las razones expuestas, pido que se oficie al ministro de Obras Públicas y al director de Vialidad, a fin de que informe sobre el calendario de ejecución de las obras que se van a realizar en esa ruta y su fecha de inicio. 

Como se trata de una obra fundamental para la comuna, pido que se envíe copia de mi intervención al concejo y a los presidentes de las juntas de vecinos de San Carlos, Amargo, Huape y Chaihuín, cuya dirección dejaré a disposición de la Secretaría.

El señor ESPINOZA, don Fidel (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención.

INFORMACIÓN SOBRE EJECUCIÓN DE PROYECTOS DE AGUA POTABLE RURAL EN LA REGIÓN DE LOS RÍOS. Oficios.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, en segundo lugar, pido que se oficie al ministro de Obras Públicas y al gobernador de la Región de Los Ríos para que informen acerca de los proyectos de agua potable rural de la región, como asimismo de la etapa de desarrollo en lo que respecta a sondaje, inversión y ejecución.

Con alegría hemos visto el avance y el término de proyectos largamente postergados. Por ejemplo, en La Punta de San José de la Mariquina, un llamado a licitación en Punucapa, en Valdivia, como asimismo en Ciruelos, Dollinco, Puile, Puile Alto de San José de la Mariquina.

Existen muchas localidades que aún carecen del vital elemento. Por ello, en forma permanente, distintas agrupaciones me han solicitado conocer el calendario de inversiones, a fin de saber cuál es el proceso y la cartera de proyectos, tanto de sondajes como de diseño y ejecución de los proyectos de APR en la Región de Los Ríos. 

El señor ESPINOZA, don Fidel (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

CALENDARIO DE INVERSIONES EN MEJORAMIENTO DE RED DE ATENCIÓN DE TURISMO EN LA REGIÓN DE LOS RÍOS. Oficio.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, por último, la semana pasada me reuní con los concejales de la comuna de Panguipulli para comunicarles que la subsecretaria de Turismo anunció la reparación de las oficinas de atención de turismo en muchas ciudades del país. Entre ellas, la de Valdivia, lo que me parece muy importante para una mejor atención, especialmente en el verano. Sin embargo, la idea es atender durante todo el año.

Por las razones expuestas, pido que se oficie a la subsecretaria de Turismo para que, junto con mis felicitaciones por la iniciativa, informe el calendario de inversiones para la red de atención turística. Ojalá sea muy amplia y atienda todo el año en la Región de Los Ríos. También pido que nos informe si en ella están contempladas otras oficinas. Por el destino turístico propiamente tal, especial importancia revisten las localidades de Panguipulli, Futrono, Valdivia y Corral.

He dicho.

El señor ESPINOZA, don Fidel (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

OCTOGÉSIMO SEGUNDO ANIVERSARIO DE COYHAIQUE. Notas de saludo.

El señor ESPINOZA, don Fidel (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor David Sandoval.

El señor SANDOVAL.- Señor Presidente, mañana se celebra el octogésimo segundo aniversario de Coyhaique. 

Fue fundada el 12 de octubre de 1929 y en ella participó el ex intendente Luis Marchant, quien dejó una importante huella. Hace 82 años se reunieron en el sector denominado La Cancha, hoy pleno centro de la ciudad de Coyhaique, un grupo de hombres y mujeres esforzadas que creyeron y pensaron que en esa tierra y en esos lugares tan apartados era posible construir sus vidas, sus familias y lo que hoy es la hermosa ciudad de Coyhaique, en el corazón de la Patagonia occidental de nuestro país.

En esta ocasión, quiero destacar el aporte y el trabajo durante estos 82 años de los dirigentes sociales, de los jóvenes, de los trabajadores, de los empresarios, de los pescadores, de los pobladores y pobladoras, de los pioneros y pioneras, quienes con su visión estratégica, se asentaron en esos lejanos lugares para construir sus vidas, concretar sus proyectos y dejar un importante legado al país y a nuestra región: una ciudad y una comuna pujante con todo lo que ello significa.

Pido que se oficie al alcalde y a cada uno de los integrantes del concejo para hacerles llegar un afectuoso saludo. Tuve el privilegio y el honor de ser alcalde de la ciudad en el período 2000-2008. Por lo tanto, puedo reconocer en cada uno de ellos el positivo avance y trabajo que han desarrollado en pos del mejoramiento de las condiciones de vida de las comunidades australes que habitan ese territorio.

He dicho.

El señor ESPINOZA, don Fidel (Presidente accidental).- Se enviarán los saludos solicitados por su señoría.

PREOCUPACIÓN DE PESCADORES ARTESANALES POR NUEVA MODALIDAD EN LA ENTREGA DE CONCESIONES ACUÍCOLAS. Oficios.

El señor SANDOVAL (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Fidel Espinoza.

El señor ESPINOZA (don Fidel).- Señor Presidente, quiero expresar la enorme preocupación de los pescadores artesanales de mi región, particularmente de los merluceros, agrupados en diferentes organizaciones, por lo que está ocurriendo con la nueva modalidad en la entrega de concesiones de la salmonicultura, sobre todo en las zonas de caladero de pesca artesanal. 

Todos sabemos que la merluza del sur es primordial en el sustento de miles de familias en la ciudad de Puerto Montt y alrededores. Sin embargo, habría dificultades con algunas nuevas concesiones otorgadas con posterioridad a la entrada en vigencia de la nueva ley de salmonicultura, que pondrían en riesgo la perdurabilidad y sustentabilidad de la actividad artesanal de esos pescadores.

En una reunión en la caleta de Anahuac, hace un par de semanas, me pidieron iniciar las acciones pertinentes y representar todos sus intereses, tendientes a hacer ver esta situación a los organismos pertinentes y encargados de otorgar dichas concesiones. 

Por lo señalado, pido que se oficie al subsecretario de Marina, con el objeto de evitar superposiciones en la entrega de estas concesiones con las zonas de caladeros, por cuanto ello puede provocar una situación muy compleja, basta recordar los daños medioambientales que se generaron en la primera etapa de la salmonicultura. 

Los salmoneros están en una nueva etapa de su desarrollo empresarial, que denominan “salmón 2.0”. Queremos que ello también se vea graficado con el respeto a la zona en que desarrollan su actividad los pescadores artesanales.


También solicito que se oficie al subsecretario de Pesca y al director de Sernapesca, con el objeto de que se nos envíe copia de las resoluciones de las futuras concesiones de acuicultura en la Décima Región de Los Lagos, a fin de dar tranquilidad a los pescadores artesanales que, agrupados en diferentes organizaciones, sindicatos de pescadores, Prodelmar y otros organismos, manifiestan su enorme preocupación por el tema.

Por último, pido que copia de mi intervención se envíe a los pescadores artesanales de mi región.

He dicho.

El señor SANDOVAL (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 14.39 horas.

TOMÁS PALOMINOS BESOAÍN,

Jefe de la Redacción de Sesiones.
IX. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que inicia un proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Nicaragua sobre autorización para el ejercicio de actividades remuneradas para familiares dependientes del personal diplomático, consular, técnico y administrativo de las misiones diplomáticas y representaciones consulares”, suscrito en Managua, Nicaragua, el 22 de febrero de 2011. (boletín N° 7987-10)
“Honorable Cámara de Diputados:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Nicaragua sobre Autorización para el Ejercicio de Actividades Remuneradas para Familiares Dependientes del Personal Diplomático, Consular, Técnico y Administrativo de las Misiones Diplomáticas y Representaciones Consulares”, suscrito en Managua, Nicaragua, el 22 de febrero de 2011.

I. ANTECEDENTES


Este instrumento reconoce los vínculos de amistad entre ambos países y recoge además el interés de ambas Partes de permitir, sobre la base de un tratamiento recíproco, el ejercicio de un trabajo remunerado a los familiares dependientes a cargo del personal de las misiones diplomáticas y representaciones consulares. Con ello se facilita la vida familiar de dichos funcionarios y se establece un marco jurídico que mejora sus condiciones de vida, haciendo posible, asimismo, una mayor integración entre las sociedades de Chile y de Nicaragua.

II. ESTRUCTURA Y CONTENIDO

Este Acuerdo consta de un Preámbulo, el cual consigna el motivo por el cual las Partes decidieron suscribirlo, y 8 Artículos, donde se despliegan las normas que conforman su cuerpo principal y dispositivo.

Preámbulo

Las Partes reconocen en el Preámbulo el interés de ambos países de facilitar la contratación de los familiares dependientes a cargo del personal de las Misiones Diplomáticas y Representaciones Consulares en actividades remuneradas en el Estado receptor.

Artículo 1 Autorización para dedicarse a actividades remuneradas


Este Artículo dispone que los familia-res dependientes del personal diplomático, consular, técnico y administrativo de las misiones diplomáticas y representaciones consulares de Chile en Nicaragua y de Nicaragua en Chile, quedarán autorizados para ejercer actividades remuneradas en el Estado receptor, en las mismas condiciones que los nacionales de dicho Estado, una vez que obtengan la correspondiente autorización de conformidad a lo que dispone el presente Acuerdo.

Artículo 2 Definiciones

El Artículo 2 define ciertos conceptos que se estiman necesarios para su aplicación: “Miembros de una misión diplomática o representación consular”; y “Familiar dependiente”.

Artículo 3 Procedimientos

El Artículo 3, por su parte, establece el procedimiento para autorizar la contratación de un familiar dependiente en una actividad remunerada en el Estado receptor. Cabe destacar que la autorización para ejercer una actividad remunerada no exime al titular de ella del cumplimiento de los requisitos usuales o reglamentarios en materia de antecedentes personales, calificación profesional u otra para ejercer dicha actividad. Igualmente, las disposiciones de este Acuerdo no podrán ser interpretadas en el sentido de implicar el reconocimiento de títulos, grados o estudios entre los dos Estados.

Artículo 4 Privilegios e inmunidades civiles o administrativas

El Artículo 4 regula el alcance de la inmunidad de jurisdicción civil o administrativa de que goza el titular de la autorización para ejercer una actividad remunerada, consignando que tal inmunidad no se aplicará respecto de ningún acto u omisión realizado en el desarrollo de la actividad remunerada que se enmarquen en el derecho civil y administrativo del Estado Receptor.

Artículo 5 Inmunidad penal

El Artículo 5 trata de la inmunidad de jurisdicción en materia penal de que goza el titular de la autorización en el Estado receptor, la que se seguirá aplicando con respecto a cualquier acto realizado en el curso de la actividad remunerada. Sin embargo, tratándose de delitos graves, a solicitud por escrito del Estado receptor, el Estado que envía deberá considerar retirar la inmunidad al familiar dependiente. La renuncia a la inmunidad de jurisdicción penal no se entenderá extensiva a la ejecución de la sentencia, para la cual se requerirá una renuncia específica.

Artículo 6 Regímenes tributarios y seguridad social

Con respecto a la legislación aplicable en materia tributaria y de seguridad social, el Artículo 6 estipula que el beneficiario de este Acuerdo estará sujeto en el ejercicio de su actividad remunerada a la legislación nacional del Estado receptor.

Artículo 7 Solución de diferencias

El Artículo 7 prevé que en caso de diferencias en la interpretación o aplicación del presente Acuerdo estás se resuelvan a través de consultas mutuas.

Artículo 8 Entrada en vigor, duración y término

Finalmente, el Artículo 8 se refiere a la entrada en vigor del presente Acuerdo, disponiendo que el mismo regirá 60 días después de la fecha del intercambio de la última Nota en que las Partes se comuniquen el cumplimiento de los procedimientos legales internos. Asimismo, dispone este Artículo que el Acuerdo tendrá una duración indefinida y podrá ser denunciado en cualquier momento.

En mérito de lo expuesto, y teniendo presente la importancia de este instrumento para los familiares dependientes del personal diplomático, consular, técnico y administrativo de ambos países, ya que establece un marco jurídico que permite mejorar las condiciones de vida, haciendo posible, asimismo, una mayor integración entre nuestras sociedades, solicito a Vuestras Señorías aprobar el siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:

“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Nicaragua sobre Autorización para el Ejercicio de Actividades Remuneradas para Familiares Dependientes del Personal Diplomático, Consular, Técnico y Administrativo de las Misiones Diplomáticas y Representaciones Consulares”, suscrito en Managua, Nicaragua, el 22 de febrero de 2011.”.

Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; ALFREDO MORENO CHARME, Ministro de Relaciones Exteriores.”
2. Oficio de S.E. el Presidente de la República.

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto poner urgencia para el despacho de los siguientes proyectos de ley:

	7528-06
	Fomenta el Mercado de Cruceros Turísticos.



Hago presente esta urgencia para todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en la H. Cámara de Diputados-, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “discusión inmediata”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; CRISTIAN LARROULET VIGNAU, Ministro Secretario General de la Presidencia.”
3. Oficio de S.E. el Presidente de la República.

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto poner urgencia para el despacho del siguiente proyecto de ley:

	131-359
	Proyecto de acuerdo que aprueba el acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Nicaragua sobre autorización para el ejercicio de actividades remuneradas para familiares dependientes del personal, diplomático, consular, técnico y administrativo de las misiones diplomáticas y representaciones consulares, suscrito en Managua, Nicaragua, el 22 de febrero de 2011.



Hago presente esta urgencia para todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en la H. Cámara de Diputados-, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Ministro Secretario General de la Presidencia.”
5. Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto de ley que regula la certificación de los artefactos para combustión de leña y otros productos dendroenergéticos. (boletín Nº 7141-08).

“Honorable Cámara:


La Comisión de Hacienda informa el proyecto de ley mencionado en el epígrafe, en cumplimiento del inciso segundo del artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y conforme a lo dispuesto en los artículos 220 y siguientes del Reglamento de la Corporación.

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS


1.- Origen y urgencia


La iniciativa tuvo su origen en la Cámara de Diputados por un mensaje de S.E. el Presidente de la República, calificada de “suma urgencia” para su tramitación legislativa.


2.- Disposiciones o indicaciones rechazadas


Ninguna.


3.- Disposiciones que no fueron aprobadas por unanimidad


Ninguna.


4.- Se designó Diputado Informante al señor Auth, don Pepe.

-o-

Asistieron a la Comisión durante el estudio del proyecto la señora María Ignacia Benítez, Ministra del Medio Ambiente y el señor Arturo Matte, Jefe de Gabinete.


El propósito de la iniciativa consiste en regular la certificación de los artefactos para combustión de leña y otros productos dendroenergéticos a través de nuevas facultades que se otorgan a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos, con fecha 11 de agosto de 2011, señala que la aplicación del proyecto implica el siguiente gasto para la Superintendencia de Electricidad y Combustibles:

	
	Mill. $

	
	Año 1
	Año 2 
	Año 3
	Año 4
	Año 5

	Gastos en personal
	36,0
	57,6
	68,4
	79,2
	90,0

	Bienes y servicios de consumo
	9,0
	18,0
	18,0
	18,0
	18,0

	Inversión
	5,0
	5,0
	2,5
	2,5
	2,5

	Total
	50,0
	80,6
	88,9
	99,7
	110,5



Este mayor gasto será financiado con los recursos que se contemplen anualmente en el presupuesto de esa Superintendencia.


En el debate de la Comisión la señora María Ignacia Benítez sostuvo que el proyecto en estudio se enmarca en la estrategia de combate a la contaminación de las ciudades del sur de Chile por material particulado (PM), que es provocada básicamente por la combustión de leña. Al efecto, se ha elaborado una norma de emisión de PM para todos los calefactores nuevos, que ya fue vista por el Consejo de Ministros para la Sustentabilidad y está en revisión por el Presidente de la República para su promulgación y posterior toma de razón por la Contraloría General de la República. Sin embargo, dicha normativa no podrá entrar en vigencia mientras no haya un organismo que certifique que los artefactos nuevos cumplen sus exigencias, siendo la SEC uno de los más indicados para hacerlo, dada la experiencia que tiene para establecer los protocolos y regulaciones pertinentes. De ahí que el proyecto le confiere tal atribución.


Intervinieron sucesivamente a continuación los Diputados señores Robles, Marinovic, Jaramillo, Ortiz y Godoy, quienes plantearon diversas inquietudes e interrogantes relacionadas, entre otras materias, con el uso masivo de leña en los hogares de mayores ingresos de Santiago, que afecta sin embargo la calidad del aire de las comunas más pobres; la necesidad de garantizar que este proyecto no tendrá impacto en el precio de la leña en aquellas regiones que no estén declaradas zonas saturadas y que tampoco se aplicará a los artefactos antiguos actualmente en uso en la gran mayoría de los hogares del sur de Chile; la dificultad para conseguir leña seca en las zonas que registran mayor demanda de este combustible y la gran contaminación que produce el uso de leña húmeda, y la forma en que la SEC cumplirá el cometido de certificar los artefactos nuevos, teniendo en cuenta que el gasto en personal informado por la Dipres es de poco más de 30 millones anuales por los próximos cinco años.


La Ministra del Medio Ambiente respondió que la contaminación de las ciudades del centro y sur del país es un problema grave, que va a perdurar por mucho tiempo y que costará mucho solucionar, puesto que la principal fuente de calefacción en ellas, si no la única, es la leña y su situación geográfica tampoco ayuda.


Aclaró que el proyecto apunta solamente a la certificación de aparatos nuevos y no se aplicará a los artefactos antiguos, los que sin embargo serán objeto de programas de recambio que permitan ir mejorando el stock, porque utilizar calefactores nuevos con leña húmeda tiene un impacto positivo mayor que seguir usando los antiguos con leña seca.


Comprendiendo además que la leña plantea un problema social importante en todo el centro-sur del país, pues no sólo constituye el medio principal de calefacción, sino que da trabajo a mucha gente, no se está regulando su calidad. Acotó que en Nueva Zelandia lo que se hace es educar a las personas para apilar la leña de modo que se pueda secar. En Chile, a través de Sercotec se está dando apoyo a los pequeños y medianos productores para que puedan mejorar sus centros de acopio y tener mayor disponibilidad de leña seca, pero esto va a demorar al menos cinco años porque la diferencia entre lo que se produce y lo que se consume es hoy enorme y la leña necesita seis o siete meses para secarse, razón por la cual no existe capacidad para hacer stock de un año para otro. 


Reiteró, en todo caso, que el proyecto no tiene relación alguna con la regulación o el precio de la leña, pues lo que hace es facultar a la SEC para certificar el cumplimiento de la norma de emisión de entrada para calefactores nuevos establecida por la autoridad, a través de laboratorios de ensayo y organismos de certificación privados que cumplirán esta labor previa licitación del servicio, siendo fiscalizados por el organismo estatal.


Confirmó, por último, que el mayor consumo de leña corresponde a los sectores de más altos ingresos, pero eso ocurre en todo el país. En el caso de Santiago, se da en las comunas del sector oriente, pero también en todas las periféricas, donde resulta más fácil acceder al recurso leña.


Consultada sobre la conveniencia de disponer el retiro de los calefactores a leña que no cumplan con la nueva norma de emisión al cabo de un tiempo de su entrada en vigencia, señaló que el Plan de Descontaminación de la Región Metropolitana contempla precisamente el retiro de ellos transcurrido un año desde la promulgación de aquélla, pero en el sur del país no se puede hacer lo mismo porque el 90 por ciento de la población utiliza allí calefactores antiguos. Lo que se prevé para esa zona es implementar un programa de recambio donde se subsidie la adquisición de calefactores nuevos certificados, para lo cual se ha diseñado un plan piloto porque, además de retirar los calefactores antiguos, se requiere destruirlos para evitar su reutilización.


Las Comisiones de Minería y Energía y de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente dispusieron que esta Comisión tomara conocimiento del artículo único del proyecto.


Puesto en votación el artículo único del proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señores Godoy, don Joaquín; señora Goic, doña Carolina; Jaramillo, don Enrique; Macaya, don Javier; Marinovic, don Miodrag; Ortiz, don José Miguel; Robles, don Alberto; Santana, don Alejandro; Silva, don Ernesto, y Von Mühlenbrock, don Gastón.


Tratado y acordado en sesión de fecha 4 de octubre de 2011, con la asistencia de los Diputados señores Godoy, don Joaquín (Presidente); Auth, don Pepe; Goic, doña Carolina; Jaramillo, don Enrique; Macaya, don Javier; Marinovic, don Miodrag; Montes, don Carlos; Ortiz, don José Miguel; Robles, don Alberto; Santana, don Alejandro; Silva, don Ernesto, y Von Mühlenbrock, don Gastón, según consta en el acta respectiva.


Sala de la Comisión, a 7 de octubre de 2011.

(Fdo.): JAVIER ROSSELOT JARAMILLO, Abogado Secretario de la Comisión.”
5. Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana sobre el proyecto de acuerdo que aprueba la convención sobre la conservación y ordenamiento de los recursos pesqueros en alta mar en el Océano Pacífico sur, adoptada en Auckland, el 14 de noviembre de 2009. (boletín N° 7892-10-1).

“Honorable Cámara:

Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informar sobre el proyecto de acuerdo del epígrafe, que se encuentra sometido a la consideración de la H. Cámara, en primer trámite constitucional, sin urgencia, y de conformidad con lo establecido en los artículos 32, N° 15 y 54, N° 1, de la Constitución Política de la República.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.

Para los efectos constitucionales, legales y reglamentarios correspondientes, y previamente al análisis de fondo de este instrumento, se hace constar lo siguiente:

1°) Que la idea matriz o fundamental de este Proyecto de Acuerdo, como su nombre lo indica, es aprobar la “Convención Sobre la Conservación y Ordenamiento de los Recursos Pesqueros en Alta Mar en el Océano Pacífico Sur, adoptada en Auckland, el 14 de noviembre de 2009.”.

2°) Que este Proyecto de Acuerdo no contiene normas de carácter orgánico constitucional o de quórum calificado, ni requiere ser conocido por la Comisión de Hacienda, de acuerdo con lo dispuesto por el inciso segundo del artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

3°) Que la Comisión aprobó el Proyecto de Acuerdo por la unanimidad de las Diputadas y Diputados presentes (7) señora Zalaquett, doña Mónica, y señores Bauer, don Eugenio; 
Jarpa, don Carlos Abel; Moreira, don Iván; Saffirio, don René; Tarud, don Jorge, y Teillier, don Guillermo.

4°) Que Diputado Informante fue designado el señor Teillier, don Guillermo.

II. ANTECEDENTES.

1.- Consideraciones preliminares.-

Según lo señala el propio Mensaje, desde el año 2000 se ha observado un incremento en la presencia de flotas extranjeras operando en la alta mar adyacente a Chile. Este aumento sostenido del esfuerzo de pesca se ha desarrollado sin sujeción a normas de conservación y ordenamiento. Chile, por su parte, efectúa una explotación de jurel y otros recursos pesqueros en el Pacífico Sur desde hace más de cinco décadas y aproximadamente desde 1980 ha implementado progresivamente un régimen normativo de conservación y ordenamiento que ha consolidado su desarrollo en la actualidad. En particular, para el recurso jurel las medidas de administración pesqueras establecidas para la flota nacional en la zona económica exclusiva (ZEE), fueron extendidas hacia la alta mar en 1999, dando así coherencia al régimen administrativo, en términos de ajustar sus medidas a todo el rango de la población de este recurso transzonal.

Agrega el Mensaje que la comunidad internacional, a través de instrumentos jurídicos de derecho internacional tales como la “Convención de la Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar de 1982” (Convemar) y el “Acuerdo sobre la Aplicación de las Disposiciones de la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar” de 10 de diciembre de 1982 relativas a la Conservación y Ordenación de las Poblaciones de Peces Transzonales y las Poblaciones de Peces Altamente Migratorios de 4 de diciembre de 1995 (Acuerdo de Nueva York), ha generado un sistema de gobernabilidad en la alta mar, basado en la cooperación y el derecho internacional, a través de Organizaciones Regionales de Ordenamiento Pesquero (Orops). Estos órganos son los llamados a administrar los recursos pesqueros en alta mar.

Señala que, considerando el aumento sustancial y sostenido del esfuerzo de pesca en el área de alta mar del Pacífico sur y los instrumentos jurídicos internacionales antes mencionados, los gobiernos de Australia, Chile y Nueva Zelanda patrocinaron en el año 2006 la negociación multilateral internacional destinada a adoptar una convención para la conservación y ordenamiento de los recursos pesqueros transzonales en la alta mar del Océano Pacífico sur, que permita el establecimiento de una OROP. 

2.- La Convención. 

El texto de la Convención sobre la Conservación y Ordenamiento de los Recursos Pesqueros en Alta Mar en el Océano Pacífico Sur, fue adoptado el 14 de noviembre de 2009 en la ciudad de Auckland, Nueva Zelanda. El proceso de negociación de la Convención se extendió por cuatro años (2006-2009), a través de ocho rondas internacionales, contó con la participación de 32 países, territorios y posesiones, así como de observadores de organizaciones intergubernamentales y no gubernamentales. Mediante la Convención se crea la Organización Regional de Ordenamiento Pesquero del Pacífico Sur.

La Convención presenta desde un punto de vista formal una estructura similar a otras convenciones sobre conservación y ordenamiento de recursos pesqueros. Comienza con las definiciones, el objetivo y los principios de conservación y ordenamiento, para luego tratar particularmente la implementación de la compatibilidad y delimitar el área geográfica competencial de la futura organización. 

Más adelante se considera el marco orgánico, esto es, la Comisión, sus funciones y los órganos subsidiarios, los aspectos financieros y presupuestarios, como también aquellos relativos a la Secretaría. 

Seguidamente, se desarrollan los aspectos funcionales, es decir, el proceso de toma de decisiones, la adopción de medidas de conservación y ordenamiento, su implementación, criterios para la participación en la pesca, así como aspectos relativos a la transparencia, los datos e información, y un especial reconocimiento de los Estados en desarrollo y pequeños Estados insulares en desarrollo.

A continuación, se establecen las obligaciones específicas para los Estados Parte, del pabellón y del puerto, así como materias de cumplimiento, control, monitoreo y fiscalización.

Luego, se desarrollan aspectos relativos a la evaluación y revisión del desempeño de los resultados obtenidos por la Organización, reportes anuales y cooperación con otras organizaciones.

Por último, el texto recoge las cláusulas finales habituales y necesarias contenidas en los acuerdos internacionales de esta naturaleza donde se detallan elementos asociados a los Estados no Parte de la Convención, la relación con otros acuerdos y convenciones, la solución de las controversias, el procedimiento de enmiendas a la Convención, la firma, la ratificación y la aprobación de la propia Convención, así como la accesión, entrada en vigencia, reservas, declaraciones y una sección final con IV Anexos.

La Convención establece un mecanismo que articula la cooperación entre Estados costeros y la organización regional de pesca. Mediante este mecanismo, deberán adoptarse las principales decisiones relativas a la conservación y ordenamiento. Para ello se crean los Comités de Manejo Subregionales. En dichos órganos deberán participar los principales Estados costeros y pesqueros distantes que sean miembros de la Comisión. Cabe recordar que la Convención tiene por objetivo la conservación y uso sustentable de los recursos pesqueros de la alta mar del Pacífico sur. Sin perjuicio de ello, es la propia Convención la que regula específicamente (Artículo 20 y Anexo III) un régimen excepcional de aplicación competencial, que consiste en la posibilidad de que las medidas de conservación y manejo (por ejemplo, la cuota anual de pesca) puedan ser implementadas en el área de la Convención (alta mar) y en las aguas jurisdiccionales nacionales (ZEE) de los Estados costeros relevantes. Para ello, se requiere que el Estado costero relevante presente formalmente su consentimiento, obligándose a cumplir con la medida en cuestión. Desde el punto de vista de los intereses de Chile, esta alternativa constituirá una herramienta fundamental para lograr un manejo conjunto de los recursos transzonales, que permitiría aplicar una medida tanto en la alta mar como en la ZEE. El sistema estructurado en la Convención requiere que el Estado costero relevante presente su consentimiento cada vez que se pretendan adoptar medidas por la Comisión. 

El mecanismo antes explicado conlleva, por una parte, la implementación practica de la obligación de cooperación establecida en Convemar y, por otra, la compatibilidad de las medidas que se adopten recogida en el Acuerdo de Nueva York. Es primera vez que se establece en una Convención pesquera una implementación de ambas disposiciones de forma específica, a través de la creación de un mecanismo para dicho fin, lo que constituye un gran avance en materias de cooperación internacional para la conservación de recursos pesqueros transzonales, constituyendo también una alternativa de manejo pesquero para la alta mar que favorece los intereses de Chile.

III. CONTENIDO DE LA CONVENCION

La Convención se encuentra estructurada por un Preámbulo, en el cual se establecen los motivos que tuvieron en consideración las Partes para adoptarla; 45 artículos, que conforman su cuerpo principal y dispositivo; y, IV Anexos, que forman parte integrante de ella.

A.- Preámbulo

El Preámbulo establece los lineamientos generales que sirven de marco referencial para el texto de la Convención, destacándose que la misma se crea teniendo como bases fundamentales el acervo de derecho internacional que regula la materia (instrumentos vinculantes y no vinculantes), conforme al cual los Estados tienen el deber de cooperar entre sí en lo relativo a la conservación y ordenamiento de los recursos vivos en las áreas de alta mar. Entre dichos instrumentos están los siguientes: Convención sobre el Derecho del Mar (CONVEMAR), y los derechos y obligaciones que dicho instrumento internacional establece, en particular, el reconocimiento de que los Estados costeros tienen aguas jurisdiccionales en las cuales ejercen derechos soberanos para la exploración, explotación, conservación y manejo de los recursos pesqueros y la conservación de los recursos marinos vivos sobre los cuales la pesca tiene impacto; el Acuerdo para la Implementación de las Disposiciones de la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar de 10 de diciembre de 1982 relativas a la Conservación y Ordenación de las Poblaciones de Peces Transzonales y Altamente Migratorios de 4 de diciembre de 1995; el Acuerdo para Promover el Cumplimento de las Medidas Internacionales de Conservación y Ordenación por los Buques Pesqueros que Pescan en Alta Mar de 24 de noviembre de 1993; y, el Código de Conducta para la Pesca Responsable adoptado por la Conferencia de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación de 31 de octubre de 1995.

Asimismo, se mencionan compromisos, requerimientos y consideraciones que la Convención recoge en sus disposiciones: la conservación, la importancia de los Estados costeros y en desarrollo, la evaluación de los resultados que la Organización obtenga en el ejercicio de su mandato, la cooperación entre Estados, el combate a la Pesca Ilegal No Declarada y No Regulada (Indnr), la protección del ambiente marino y la importancia de la información científica para la adopción de medidas de conservación.

B. Principales disposiciones de la convención.

1.- Definiciones.

Para los efectos de la Convención, ésta define en su Artículo 1 una serie de conceptos necesarios para su aplicación: “Convención de 1982”; “Acuerdo de 1995”; “Comisión”; “Área de la Convención”; “Código de Conducta”; “Recursos pesqueros”; “Pesca”; “Nave pesquera”; “Estado del pabellón”; “Pesca INDNR”; “Nacionales”; “Puerto”; “Organización de integración económica regional”; “Violación grave”; “Trasbordo”; “Parte contratante”. 
2.- Objetivo.

El Artículo 2 establece el objetivo de la Convención, cual es garantizar la conservación en el largo plazo y el uso sostenido de los recursos pesqueros mediante la aplicación del enfoque precautorio (EP) y de un enfoque ecosistémico (EE) en el ordenamiento pesquero, lo que resulta fundamental y marca la diferencia entre este instrumento y otros acuerdos pesqueros del sistema de las OROPs, pues es la primera vez que ambos conceptos son integrados como parte del objetivo de un tratado pesquero.

El enfoque precautorio fue recogido por primera vez en el Código de Conducta de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO), instrumento no vinculante, y posteriormente en el Acuerdo de Nueva York de 1995. Éste ha tenido un importante desarrollo e implementación en el sistema OROPs y es un concepto de amplia y reconocida utilización en la administración de las pesquerías a nivel mundial y para esta Convención, que en particular ofrece en su Artículo 3 (2), una definición operativa que permite su aplicación concreta. En tanto el enfoque ecosistémico, si bien no ha tenido un tratamiento jurídico similar al EP, es un concepto de manejo pesquero plenamente válido desde la perspectiva técnica y ampliamente desarrollado por la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO) y otras Organizaciones como la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OECD), el Foro de Cooperación Económica Asía-Pacífico (APEC) y la Comisión de la Convención sobre la Conservación de los Recursos Vivos Marinos Antárticos (Ccamlr), aunque su implementación, ya sea a nivel regional o por parte de los Estados, ha sido difícil. Sin perjuicio de lo anterior, y de forma vanguardista, el texto de la Convención impulsa y refuerza la implementación del EE; evidencia de ello es, como se ha mencionado, su inclusión en el objetivo de la Convención y en numerosas disposiciones del texto. Entonces, tanto el enfoque ecosistémico como el enfoque precautorio constituyen una herramienta, objetivo y límite para el desempeño de la organización. 

3.- Principios y criterios de conservación y ordenamiento. 

El Artículo 3 consagra los principios que constituyen la base axiológica estructural de la Convención. Dicho artículo los enumera, señalando que las Partes Contratantes, la Comisión y los órganos subsidiarios, deberán aplicar, entre otros: la conservación, la sustentabilidad, la transparencia, la inclusividad, la base científica de las decisiones, la cooperación, el cumplimiento de las medidas de protección del ecosistema marino, los intereses de Estados costeros y Estados en desarrollo, el enfoque precautorio y el ecosistémico. 

4.- Compatibilidad de las medidas de 
conservación y ordenamiento.

Un segundo elemento caracterizador de la Convención y de gran relevancia para Chile está constituido por el reconocimiento que realiza el Artículo 4 del concepto de “compatibilidad”, recogido originariamente por el Artículo 7 del Acuerdo de Nueva York de 1995. 

La compatibilidad es un concepto jurídico cuya aplicación operativa resulta compleja. Ésta presupone los siguientes dos elementos esenciales: uno, la existencia, por una parte, de las zonas económicas exclusivas, donde los Estados costeros ejercen derechos soberanos, y por otra, de la alta mar, espacio marítimo donde existe libertad de pesca sujeta a ciertas condiciones. Tanto las zonas marítimas mencionadas como las condiciones sobre las cuales operan están reconocidas y reguladas por la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar (Convemar); el segundo, que la compatibilidad opera sobre los recursos transzonales, que son aquellos que desarrollan su ciclo biológico de forma compartida en aguas de la zona económica exclusiva (ZEE) y en la alta mar. 

En consideración a lo anteriormente expresado, podríamos señalar, en términos genéricos, que la compatibilidad se traduce en que tanto las medidas de conservación y manejo que adopten, por una parte, el Estado costero en sus aguas jurisdiccionales y, por otra, la ORP para la alta mar, deben ser compatibles, es decir, deben tener un efecto equivalente, esto con la finalidad de que se logre la conservación y manejo de los recursos transzonales.

El Artículo 4 de la Convención es muy favorable para Chile, ya que garantiza de forma inicial y con posibilidades de proyección en el tiempo el régimen de conservación y manejo implementado por Chile, y porque elimina posibles elementos distractores de la implementación de la compatibilidad que estaban presentes en el Acuerdo de Nueva York, estableciendo una “encapsulación” del concepto, centrándose sólo en lo fundamental, que está recogido en el numeral 3 del Artículo 4 de la Convención, que establece que: las primeras medidas de conservación y manejo que la Comisión adopte, deberán tomar debida cuenta y no menoscabar la efectividad de las medidas existentes y establecidas por los Estados costeros relevantes respecto de su aguas jurisdiccionales. Hay entonces un reconocimiento explícito sobre los resguardos y limitaciones que la Comisión deberá considerar para la adopción de las primeras medidas de conservación y manejo.

5.- Área de aplicación.

El Artículo 5 determina el área de aplicación de la Convención, estipulando que la misma regirá para las aguas del Océano Pacífico, más allá de las áreas de jurisdicción nacional, de acuerdo con el derecho internacional.

Se entrega la competencia geográfica a la Organización para regular los recursos pesqueros transzonales y discretos, con los siguientes límites: las áreas de alta mar adyacentes a las aguas jurisdiccionales de los Estados costeros de la parte este y oeste del océano Pacífico sur, como límite sur, hasta el límite competencial de la Comisión de la Convención sobre la Conservación de los Recursos Vivos Marinos Antárticos (CCAMLR) y por el norte, el paralelo 2º latitud norte, extendiéndose hacia el oeste hasta el meridiano 150º longitud oeste, punto a partir del cual el área se amplía hasta el paralelo 10º latitud norte, hasta llegar al borde de las aguas jurisdiccionales de los Estados isla del oeste del Pacífico. 

Cabe destacar que este precepto, en su párrafo final, dispone que: “Ninguna disposición de esta Convención constituirá un reconocimiento de reclamaciones o posiciones de alguna de las Partes contratantes de esta Convención respecto de la situación legal y extensión de las aguas y áreas reclamadas por alguna de dichas Partes Contratantes”.

En relación con esta disposición es del caso aludir al Artículo 1 letra (f), que establece que los recursos pesqueros a regular serán todos aquellos que se encuentren presentes en el “Área de la Convención”, con la excepción de las siguientes especies: las altamente migratorias incluidas en el Anexo I de la Convemar; las sedentarias que estén presentes en aguas jurisdiccionales de los Estados costeros; así como, las anádromas y catádromas. Entre las especies más importantes a regular por la futura OROP se encuentran: el jurel (Trachurus 
murphyi) y el orange roughy (Hoplosthethus atlanticus).

6.- Organización.

La estructura y funcionamiento de la Organización está contemplada entre los Artículos 6 y 15 de la Convención, siendo ésta muy similar a lo que ofrecen otras OROPs. La Organización tendrá personalidad jurídica de derecho internacional, y contará con los siguientes órganos:

i) La Comisión: que es el órgano supremo en la cual participan todas las partes en igualdad de condiciones y en cuyo seno se adoptan las decisiones (Artículos 7 y 8).

ii) Los órganos subsidiarios son (Artículo 9):

a) el Comité Científico (Artículo 10).

b) el Comité Técnico y de Cumplimiento (Artículo 11).

c) los Comités de Ordenamiento Subregional Este y Oeste (Artículo 12). 

d) el Comité de Finanzas y Administración (Artículo 13).

Los Comités Subregionales están destinados a cumplir un rol impulsador de las medidas de conservación y manejo, sirviendo además como instancia previa a la Comisión. En estos Comités se discutirán y propondrán las recomendaciones de medidas de conservación y manejo. 

La dinámica práctica de funcionamiento de la Organización será la siguiente: el Comité Científico efectuará la recopilación de antecedentes científicos a partir de los datos e información que aporten las partes. Luego procederá a efectuar evaluaciones biológico-pesqueras, así como del estatus de los respectivos recursos pesqueros, y entregará una recomendación científica para la adopción de medidas de conservación y manejo, pudiendo incluir, entre otras, específicamente una recomendación sobre una Cuota Total Permisible (TAC) o Esfuerzo Total Permisible (TAFE) determinado. Esta recomendación, deberá ser remitida de forma paralela, tanto a la Comisión como también al respectivo Comité Subregional de Administración (Este u Oeste). En dicho órgano subsidiario, se discutirá la recomendación científica, debiendo adoptarse una decisión por consenso o, a falta de éste, por la regla de votación de los dos tercios de los miembros del Comité. Una vez adoptada una recomendación por parte del Comité Subregional (ejemplo: un TAC o su asignación de cuotas de pesca), deberá enviarse a la Comisión, órgano que deberá tomar la decisión final, adoptando o rechazando la propuesta del Comité Subregional. De acuerdo con lo establecido en la propia Convención, si la medida a adoptar es calificada como materia sustancial, la propuesta deberá ser aprobada por consenso, y si este no se logra, se aplicará la regla de votación favorable de los tres cuartos de los miembros de la Comisión.

Cabe señalar que este proceso de adopción de medidas de administración tuvo una larga discusión durante el proceso de negociación y sus elementos fundamentales fueron defendidos por nuestro país, quedando finalmente bajo una estructura que satisface los intereses de Chile. 

Los aspectos relativos al cumplimiento e implementación de las medidas, deberán ser evaluados por el Comité Técnico de Cumplimiento, que deberá reportar sus resultados y recomendaciones a los Comités Subregionales y a la Comisión.

Finalmente, el Artículo 14 trata de la Secretaría, señalando cuáles serán sus funciones y quienes la integran.

7.- Presupuesto.

El Artículo 15 alude al presupuesto. Dispone al efecto que la Comisión, en su primera reunión, adoptará un presupuesto para financiarse y para sus órganos subsidiarios, y adoptará también las regulaciones financieras. 

Asimismo, esta disposición contiene: el mecanismo para la adopción de las decisiones sobre presupuesto y normas financieras; quiénes son los que contribuyen al presupuesto; los criterios a considerar para el cálculo de los aportes; la presentación del anteproyecto del presupuesto anual; el mecanismo en caso que no se pueda adoptar un nuevo presupuesto; la notificación a cada miembro del aporte adeudado; la moneda en que se realiza el pago del aporte; la situación en caso de mora en el pago de los dineros adeudados a la Organización; y, la sujeción de la actividad financiera de la organización a las regulaciones financieras adoptadas por la Comisión y a una auditoria anual de auditores independientes nombrados por la Comisión.

8.- Toma de decisiones.

El Artículo 16 dispone como norma general la adopción de las decisiones de la Comisión por consenso, que significa “inexistencia de objeción formal al momento de adoptar una decisión”.

Si el Presidente considera que se han agotado todos los esfuerzos para llegar a una decisión por consenso y, salvo que se establezca expresamente que la decisión deberá adoptarse por consenso, las decisiones de la Comisión sobre materias de procedimiento se adoptarán por la mayoría de los miembros y las decisiones sobre cuestiones de fondo se adoptarán por una mayoría de tres cuartas partes de los miembros. 
9.- Implementación de las decisiones de la Comisión.

En relación con la implementación de las decisiones de la Comisión, el Artículo 17 trata sobre las cuestiones de fondo y de la tramitación de la objeción a una decisión.

En cuanto a las cuestiones de fondo, se estipula que las decisiones de la Comisión serán vinculantes para sus miembros cumpliéndose las exigencias allí fijadas.

En tanto, las objeciones constituyen un mecanismo mediante el cual una Parte manifiesta formalmente que no cumplirá o implementará una medida aprobada por la Comisión de acuerdo con las reglas establecidas, mecanismo que constituye una derivación de las denominadas “reservas”, reguladas en la Convención de Viena de 1969 sobre Derecho de los Tratados. 

El procedimiento de objeción es de carácter excepcional, acotado y moderno, que preserva la esencia de las “reservas”, es decir, el derecho de un Estado a no aplicar, en determinado caso y con ciertas condiciones, una determinada medida.

10.- Transparencia.

El Artículo 18 promueve la transparencia en los procesos llevados a cabo por la Comisión en la toma de decisiones y demás actividades realizadas en conformidad con la presente Convención. Con esto se impulsa una amplia participación y se generan mecanismos para que las decisiones se adopten con publicidad y circulen a todos los interesados. 

11.- Reconocimiento de las necesidades especiales de los Estados en desarrollo.

El Artículo 19 preceptúa que la Comisión dará pleno reconocimiento a las necesidades especiales de las Partes Contratantes que sean Estados en desarrollo en la región, en relación con la conservación y ordenamiento de los recursos pesqueros en el Área de la Convención y la utilización sostenible de esos recursos.

De igual manera, los miembros de la Comisión cooperarán directamente o a través de la Comisión y otras organizaciones regionales o subregionales a fin de: i) mejorar la capacidad de tales Estados para conservar y manejar los recursos pesqueros y desarrollar su propia pesquería de esos recursos; ii) ayudarlos para que puedan participar en la captura de recursos pesqueros, lo que incluye facilitar el acceso a esos recursos pesqueros y iii) facilitar su participación en el trabajo de la Comisión y de sus órganos subsidiarios.

Finalmente, para los fines establecidos en el mismo Artículo, la cooperación puede incluir el otorgamiento de asistencia financiera, asistencia en materia de desarrollo de recursos humanos, asistencia técnica, transferencia de tecnología, incluidos acuerdos de joint venture, y servicios de asesoría y consultoría. 

12.- Medidas de conservación y ordenamiento.

El Artículo 20, en el párrafo 1, se refiere a las medidas de conservación y ordenamiento adoptadas por la Comisión, las que deberán: i) garantizar la sostenibilidad a largo plazo de los recursos pesqueros y promover el objetivo de su utilización responsable; ii) evitar o eliminar la pesca excesiva y la capacidad de pesca excesiva a fin de garantizar que los niveles del esfuerzo de pesca no superen aquellos acordes con el uso sostenible de los recursos pesqueros; iii) mantener o restablecer las poblaciones de especies incidentales y asociadas o dependientes a niveles superiores a aquellos en que su reproducción pudiera estar gravemente amenazada, y iv) proteger del impacto de la pesca el hábitat y los ecosistemas marinos en que se encuentran los recursos pesqueros y las especies incidentales y asociadas o dependientes, lo que incluye medidas para evitar el impacto adverso significativo en los ecosistemas marinos vulnerables y medidas precautorias cuando no pueda determinarse adecuadamente si existen ecosistemas marinos vulnerables o si la pesca podría provocar efectos adversos significativos en ecosistemas marinos vulnerables. 

Seguidamente, el párrafo 2 de la disposición en comento estipula lo que deben incluir las medidas, entre ellas: los puntos de referencia, las acciones que deben adoptarse si esos puntos de referencia se alcanzan o exceden; la naturaleza y alcance de la pesca de algún recurso pesquero, incluido el establecimiento de una captura total permisible o esfuerzo total permisible de pesca; los lugares y los períodos en que se puede o no pescar; los límites de tamaño; y los tipos de aparejos de pesca, tecnología de pesca, o prácticas de pesca que pueden utilizarse.

A su turno, el párrafo 3 del mismo Artículo prescribe que al determinar una captura total permisible o un esfuerzo total permisible de pesca respecto de cualquier recurso pesquero conforme al párrafo 2 c), la Comisión considerará determinados factores, tales como: la situación y etapa de desarrollo del recurso pesquero; los patrones de pesca del recurso pesquero; la captura del mismo recurso pesquero en áreas de jurisdicción nacional, cuando proceda; una deducción por desechos y cualquier otra mortalidad incidental; entre otros. 

Luego, el párrafo 4 prevé que:

a) para un recurso pesquero transzonal del Área de la Convención y de un área de jurisdicción nacional de una o más Partes Contratantes que sean Estados Ribereños: i) la Comisión establecerá una captura total permisible o un esfuerzo total permisible de pesca y otras medidas de conservación y ordenamiento, según proceda, para el Área de la Convención. La Comisión y la o las pertinentes Partes Contratantes que sean Estados Ribereños cooperarán en la coordinación de sus respectivas medidas de conservación y ordenamiento en conformidad con el Artículo 4 de la Convención; ii) con el expreso consentimiento de la o las Partes Contratantes que sean Estados ribereños interesados, la Comisión podrá establecer, de acuerdo con el Anexo III de esta Convención, y según proceda, una captura total permisible o un esfuerzo total permisible de pesca aplicable a todo el ámbito del recurso pesquero; y, iii) en el caso en que una o más Partes Contratantes que sean Estados ribereños no dieran su consentimiento respecto de una captura total permisible o esfuerzo total permisible de pesca aplicable a todo el ámbito del recurso pesquero, la Comisión podrá establecer, cuando corresponda, una captura total permisible o un esfuerzo total permisible de pesca aplicable a las áreas de jurisdicción nacional de la o las Partes Contratantes que sean Estados ribereños que hayan dado su consentimiento y al Área de la Convención. El Anexo III regirá mutatis mutandis para el establecimiento por parte de la Comisión de esta captura total permisible o esfuerzo total permisible de pesca.

b) en los casos contemplados en la cláusula ii) o iii), podrán adoptarse otras medidas complementarias de conservación y ordenamiento a fin de garantizar la conservación y ordenamiento sostenible de los recursos pesqueros en todo su ámbito. Para hacer efectivo este párrafo, esas medidas, en conformidad con los principios de compatibilidad indicados en el artículo 4, podrán ser adoptadas por la Comisión en el caso de alta mar, por la o las Partes Contratantes que sean Estados ribereños interesados en el caso de las áreas de jurisdicción nacional, y por la Comisión con el consentimiento de la o las Partes Contratantes que sean Estados ribereños interesados, en el caso de medidas aplicables a todo el ámbito del recurso pesquero. 

c) todas las medidas de conservación y ordenamiento, incluido la captura total permisible o el esfuerzo total permisible de pesca que apruebe la Comisión en conformidad con las cláusulas antes referidas son sin perjuicio y sin afectar los derechos de soberanía de los Estados ribereños para fines de exploración y explotación, conservación y ordenamiento de recursos marinos vivos en las áreas de jurisdicción nacional, en conformidad con el derecho internacional, según se refleja en las disposiciones pertinentes de la Convención de 1982 y del Acuerdo de 1995, y no afectan en ningún otro aspecto el Área de aplicación de la Convención establecida en su Artículo 5.

Posteriormente, el párrafo 5 del señalado Artículo 20 considera la posibilidad de adopción por parte de la Comisión de medidas para su aplicación en casos de emergencia. Éstas se basarán en la mejor evidencia científica disponible, serán temporales, deberán ser reconsideradas para adoptar una decisión en la siguiente reunión de la Comisión tras su adopción, serán vinculantes para los miembros de la Comisión en conformidad con el Artículo 17 y no estarán sujetas al procedimiento de objeción contemplado en el mismo Artículo 17, pero podrán ser objeto de procedimientos de resolución de conflictos conforme a esta Convención.

Finalmente, el párrafo 6 indica que las medidas de conservación y ordenamiento adoptadas por la Comisión se elaborarán progresivamente y se integrarán a las estrategias o planes de ordenamiento que establecen los objetivos de ordenamiento de cada recurso pesquero, los puntos de referencia para medir el progreso en relación con esos objetivos, los indicadores que habrán de utilizarse en relación con esos puntos de referencia y las medidas que deberán adoptarse en respuesta a niveles específicos de los indicadores.

13.- Participación en captura de recursos pesqueros.

El Artículo 21 abarca las decisiones relativas a la participación en la captura de cualquier recurso pesquero, para lo cual la Comisión considerará la situación del referido recurso, su nivel actual de esfuerzo de pesca y una serie de criterios, entre los cuales se consideran: la captura histórica, los patrones de pesca pasados y actuales, y las prácticas en el Área de la Convención, el cumplimiento de las medidas de conservación y ordenamiento conforme a la Convención; la contribución a la conservación y ordenamiento de los recursos pesqueros, incluido el suministro de datos precisos, y efectivo seguimiento, control, vigilancia y ejecución; las aspiraciones e intereses de fomento pesquero, etc.

Para Chile, resulta favorable y muy relevante el criterio de las capturas históricas, y se estima que deberá ser preponderante al momento en que se negocie la asignación de la cuota por Estados.

14.- Pesquerías nuevas o exploratorias.

El Artículo 22 señala que sólo cuando la Comisión haya adoptado medidas precautorias preliminares de conservación y ordenamiento con respecto a la pesquería que no ha sido sometida a pesca o que no ha sido sometida a pesca con un tipo en particular de aparejo o técnica durante diez o más años, será disponible como pesquería o para pesca con ese tipo de aparejo o esa técnica. Añade este precepto que dichas medidas deberán ser coherentes con el objetivo y los principios de conservación y ordenamiento y los enfoques de esta Convención, y además, deberán garantizar que el nuevo recurso pesquero se desarrolle sobre una base precautoria y gradual hasta que la Comisión pueda tomar las medidas de conservación y ordenamiento.

15.- Recopilación, compilación e intercambio de datos.

El Artículo 23 se refiere al desarrollo por parte de la Comisión de normas, reglamentos y procedimientos con el fin de ampliar la base de información para la conservación y ordenamiento de los recursos pesqueros, especies incidentales y asociadas o dependientes, y para la protección de los ecosistemas marinos en los que esos recursos existen, y contribuir a la eliminación o reducción de la pesca INDNR y su impacto negativo en dichos recursos. Dichas normas, reglamentos y procedimiento son para, entre otras cosas: recopilar, verificar y entregar información oportuna a la Comisión por parte de sus miembros; compilar y manejar datos precisos para facilitar la efectiva evaluación de poblaciones; la seguridad, el acceso y la divulgación de datos de manera que se tenga confidencialidad cuando sea pertinente, etc. La Comisión se asegurará de que estén disponibles públicamente, entre otros, los datos sobre el número de naves que operan en el área de la Convención.

16.- Obligaciones de los miembros de la Comisión.

El Artículo 24 trata en su párrafo primero de las obligaciones de los miembros de la Comisión en lo que respecta a sus actividades de pesca en el área de la Convención, enumerándolas: i) implementar la Convención y las medidas de conservación y ordenamiento adoptadas por la Comisión, y adoptar todas las medidas necesarias para garantizar su efectividad; ii) cooperar en la promoción del objetivo de esta Convención; iii) adoptar todas las medidas necesarias para apoyar los esfuerzos destinados a evitar, desincentivar y eliminar la pesca Indnr, y iv) recopilar, verificar e informar los datos científicos, técnicos y estadísticos relativos a los recursos pesqueros y ecosistemas marinos en el Área de la Convención, en conformidad con las normas, reglamentos y procedimientos establecidos por la Comisión.

El párrafo 2 del mismo Artículo establece que cada miembro de la Comisión presentará anualmente un informe a la Comisión en que indique la forma en que ha implementado las medidas de conservación y ordenamiento y los procedimientos de cumplimiento y ejecución aprobados por la Comisión. Para el caso de las Partes Contratantes que sean Estados ribereños, el informe deberá incluir información relativa a las medidas de conservación y ordenamiento que hayan adoptado para los recursos pesqueros transzonales en aguas bajo su jurisdicción adyacentes al Área de la Convención, en conformidad con el párrafo 4 del Artículo 20 y el Artículo 4. Dichos informes se pondrán a disposición del público.

El párrafo 3 dispone a su vez que, sin perjuicio de la responsabilidad primordial del Estado del pabellón, en la mayor medida posible, cada miembro de la Comisión adoptará medidas y cooperará para garantizar que sus nacionales o las naves pesqueras de propiedad de sus nacionales u operadas o controladas por éstos cumplan con las disposiciones de la Convención y las medidas de conservación y ordenamiento adoptadas por la Comisión, e investigará de inmediato cualquier supuesta violación de esas disposiciones y medidas. Los miembros de la Comisión presentarán informes sobre los avances de la investigación a la Comisión y a los miembros pertinentes de la Comisión a intervalos regulares apropiados, en la medida en que lo permita la legislación nacional, y asimismo un informe final sobre el resultado de la investigación cuando ésta concluya.

Luego, el párrafo 4 prescribe que, en la medida en que lo permitan sus leyes y reglamentos nacionales, cada miembro de la Comisión fijará acuerdos para poner a disposición de las autoridades judiciales de otros miembros de la Comisión las pruebas relativas a presuntas violaciones de las disposiciones de la Convención y de alguna medida de conservación y ordenamiento adoptada por la Comisión, incluida la información disponible sobre la propiedad de las naves que enarbolen su pabellón.

Finalmente, cada miembro de la Comisión deberá cumplir de buena fe las obligaciones contraídas en virtud de la presente Convención y ejercerá los derechos reconocidos en esta Convención de manera que no constituyan un abuso de derecho.

17.- Deberes del Estado del pabellón.

El Artículo 25 contiene los deberes del Estado del pabellón, consignando en su párrafo 1 que cada miembro de la Comisión adoptará todas las medidas necesarias para garantizar que las naves pesqueras que enarbolen su pabellón: i) cumplan con las disposiciones de la presente Convención y las medidas de conservación y ordenamiento adoptadas por la Comisión, y que esas naves no participen en ninguna actividad que debilite la efectividad de esas medidas cuando operen en el Área de la Convención; ii) no realicen pesca no autorizada en aguas de jurisdicción nacional adyacentes al Área de la Convención; iii) transporten y operen el equipo suficiente para cumplir con las normas y procedimientos del sistema de supervisión de naves adoptadas por la Comisión, y iv) desembarquen o hagan trasbordo de los recursos pesqueros capturados en el Área de la Convención en conformidad con las normas y procedimientos adoptados por de la Comisión.

Seguidamente, su párrafo 2 prescribe que ningún miembro de la Comisión permitirá que las naves pesqueras autorizados para enarbolar su pabellón se utilicen para pescar en el Área de la Convención a menos que haya sido autorizada para ello por la autoridad o las autoridades competentes de ese miembro de la Comisión. 

A su vez, el párrafo 3 indica que cada miembro de la Comisión:

a) autorizará el uso de naves pesqueras que enarbolen su pabellón para pescar en el Área de la Convención sólo cuando pueda ejercer de manera efectiva sus responsabilidades con respecto a esas naves en conformidad con esta Convención y de acuerdo con el derecho internacional;

b) mantendrá un registro de las naves pesqueras autorizadas para enarbolar su pabellón y para capturar recursos pesqueros, y garantizará, en el caso de todas esas naves, que se ingrese en ese registro la información que pueda especificar la Comisión; 

c) en conformidad con las medidas adoptadas por la Comisión, investigará de inmediato e informará plenamente sobre las medidas adoptadas en respuesta a cualquier supuesta violación de las disposiciones de la presente Convención o de cualquier medida de conservación y ordenamiento adoptada por la Comisión en que hubieran incurrido naves pesqueras que enarbolen su pabellón. Dicha entrega de información incluirá informes a la Comisión, a intervalos regulares apropiados, sobre el avance de la investigación, en la medida en que lo permita la legislación nacional, y un informe final sobre los resultados, una vez completada la investigación;

d) garantizará que las penas aplicables por esas violaciones sean de una severidad adecuada, considerando los factores pertinentes, incluido el valor de la captura, a fin de garantizar el cumplimiento, desincentivar otras violaciones y privar a los infractores de los beneficios derivados de sus actividades ilegales; y 

e) garantizará en particular cuando se haya establecido, en conformidad con sus leyes, que una nave pesquera que enarbole su pabellón participó en una violación grave de la disposiciones de la presente Convención o de cualquier medida de conservación y ordenamiento adoptada por la Comisión- que la nave en cuestión cese en sus operaciones de pesca y no realice esas actividades en el Área de la Convención hasta que haya cumplido con todas las sanciones pendientes impuestas por el miembro de la Comisión en relación con la violación.

A su turno, el párrafo 4 del Artículo 5 insta a cada miembro de la Comisión a garantizar que las naves pesqueras que enarbolen su pabellón operen en el Área de la Convención en conformidad con las obligaciones internacionales aplicables y en el marco de las correspondientes recomendaciones y directrices en materia de seguridad en el mar para las naves y sus tripulaciones. 

Por último, su párrafo 5 contempla la obligación para cada miembro de la Comisión de garantizar que las naves pesqueras que enarbolen su pabellón y que participen o tengan la intención de participar en investigaciones sobre recursos pesqueros cumplan con los procedimientos establecidos por la Comisión para la realización de investigaciones científicas en el Área de la Convención.

18.- Obligaciones del Estado del Puerto.

El Artículo 26, en su párrafo 1, consagra el derecho y el deber de la Parte Contratante que sea Estado del puerto de adoptar medidas para promover la efectividad de las medidas de conservación y ordenamiento subregionales, regionales y mundiales. Al adoptar esas medidas una Parte Contratante que sea el Estado del puerto, no hará discriminaciones en cuanto a forma ni en la práctica en contra de las naves de ningún Estado. 

Seguidamente, el párrafo 2 del mismo Artículo contiene los requerimientos para cada miembro de la Comisión de: i) hacer efectivas las medidas de conservación y ordenamiento adoptadas por la Comisión en relación con la entrada y el uso de sus puertos por parte de naves pesqueras que se hayan dedicado a la pesca en el Área de la Convención, lo que incluye, entre otras cosas, con respecto al desembarque y trasbordo de recursos pesqueros, inspección de naves de pesca, documentos, capturas y aparejos a bordo, y uso de servicios portuarios; y ii) prestar asistencia a los Estados del pabellón, en la medida en que sea razonablemente posible y en conformidad con su legislación nacional y el derecho internacional, cuando una nave pesquera se encuentre voluntariamente en sus puertos y el Estado del pabellón de la nave le solicite brindar asistencia para garantizar el cumplimiento de las disposiciones de esta Convención y de las medidas de conservación y ordenamiento adoptadas por la Comisión. 

Luego, el párrafo 3 comprende el procedimiento a seguir en caso que un miembro de la Comisión considere que una nave pesquera que hace uso de sus puertos ha violado una disposición de esta Convención o una medida de conservación y ordenamiento adoptada por la Comisión.

Para finalizar, su numeral 4 consigna que ninguna disposición del Artículo impedirá que las Partes Contratantes ejerzan su soberanía en los puertos situados en su territorio, en conformidad con el derecho internacional.

19.- Supervisión, cumplimiento y ejecución.

El Artículo 27 contiene la obligación de la Comisión de establecer procedimientos de cooperación apropiados para una efectiva supervisión, control y vigilancia de la pesca, y para garantizar el cumplimiento de esta Convención y de las medidas de conservación y ordenamiento adoptadas por la Comisión, mencionando lo que debe incluir. La Comisión también podrá adoptar procedimientos para permitir que los miembros de la Comisión apliquen medidas, las que deberán contener una gama de respuestas posibles a fin de que pueda considerarse la razón y el grado de incumplimiento, y deben incluir, según proceda, iniciativas de cooperación en cuanto a creación de capacidad. 

20.- Programa de observadores.

El Artículo 28 estipula que la Comisión deberá establecer un programa de observadores, dentro de los tres años posteriores a la entrada en vigor de esta Convención o dentro de otro plazo que la Comisión pudiera acordar, a fin de recopilar datos verificados de captura y de esfuerzo, datos científicos e información adicional relacionada con la actividad pesquera en el Área de la Convención, y su impacto en el medio ambiente marino. La información recopilada por el programa de observadores también se utilizará, según proceda, para respaldar las funciones de la Comisión y de sus entidades auxiliares, incluido el Comité Técnico y de Cumplimiento. El programa de observadores será coordinado por la Secretaría de la Comisión, y se organizará de una manera flexible que considere la naturaleza de los recursos pesqueros y otros factores pertinentes. 

El programa de observadores consistirá en observadores independientes e imparciales provenientes de los programas o proveedores de servicios acreditados por la Comisión y será coordinado, en la mayor medida posible, con otros programas de observadores regionales, subregionales y nacionales.

La Comisión elaborará el programa de observadores considerando las recomendaciones del Comité Científico y del Comité Técnico y de Cumplimiento. El programa se administrará de acuerdo con las normas, reglamentos y procedimientos que establezca la Comisión, lo que incluye, inter alia:

a) acuerdos para la colocación de observadores por parte de un miembro de la Comisión en naves que enarbolen el pabellón de otro miembro de la Comisión con el consentimiento de ese miembro;

b) niveles apropiados de cobertura para los distintos recursos pesqueros a fin de controlar y verificar la captura, el esfuerzo, la composición de la captura, y otros detalles de las operaciones de pesca;

c) requisitos para la recopilación, validación y entrega de información y datos científicos pertinentes para la implementación de las disposiciones de esta Convención y de las medidas de conservación y ordenamiento adoptadas por la Comisión; y

d) requisitos para garantizar la seguridad y la capacitación de los observadores, para el alojamiento de los observadores durante su estadía bordo de la nave, y para garantizar que los observadores tengan pleno acceso y puedan utilizar todas las instalaciones y equipos pertinentes a bordo de la nave a fin de cumplir eficazmente sus funciones.

21.- Informe anual de la Comisión.

El Artículo 29 determina que la Comisión publicará un informe anual que incluirá detalles de las decisiones adoptadas por la Comisión para lograr el objetivo de la Convención. El informe también proporcionará antecedentes sobre las acciones adoptadas por la Comisión en respuesta a las recomendaciones de la Asamblea General de las Naciones Unidas o la FAO. 

22.- Revisiones.

El Artículo 30 establece que la Comisión revisará, al menos cada cinco años, la efectividad de las medidas de conservación y ordenamiento adoptadas en cuanto al cumplimiento del objetivo de la Convención, e indica la manera en que dichas evaluaciones deben llevarse a cabo. De esta manera, la Convención recoge los llamados internacionales efectuados en diversos foros con objeto de que las OROPs revisen su desempeño, lo evalúen y adopten mejoras.

23.- Cooperación con otras organizaciones.

La Convención, en su Artículo 31, consigna que la Comisión, según proceda, cooperará con otras organizaciones regionales de ordenamiento pesquero, la FAO, otros organismos especializados de las Naciones Unidas y otras organizaciones pertinentes en materia de mutuo interés. 

24.- Artículos finales.

Desde el Artículo 32 al 45 se contienen las cláusulas usuales para esta clase de acuerdos internacionales, las que tratan, respectivamente: de las partes no contratantes; relación con otros acuerdos; solución de conflictos; modificaciones; firma, ratificación, aceptación y aprobación; adhesión; entrada en vigor; depositario; participación de los territorios; retiro; terminación; reserva; declaraciones y afirmaciones; y, Anexos.

C. Anexos

La Convención posee IV Anexos, que forman parte integrante de la misma, tal como lo señala el Artículo 45.

El Anexo I trata de las “Partes del área de la Convención respecto de las cuales tienen responsabilidades los Comités de Ordenamiento Subregional Este y Oeste”; el Anexo II se refiere al “Panel de revisión”; el Anexo III comprende los “Procedimientos para el establecimiento e implementación de una captura total permisible o un esfuerzo total permisible de pesca respecto de un recurso pesquero transzonal al aplicarse en todo su ámbito”; y, finalmente, el Anexo IV regula las “Entidades pesqueras”.

IV. DISCUSIÓN EN LA COMISIÓN Y DECISIÓN ADOPTADA.

En el estudio de este Proyecto de Acuerdo la Comisión contó con la asistencia y colaboración del señor Ministro (S) de Relaciones Exteriores, don Fernando Schmidt Ariztía, y del señor José Aníbal Fernández Barahona, Subdirector de la Dirección de Medio Ambiente, Antártica y Asuntos Marítimos.

El señor Schmidt, don Fernando, además de refrendar los fundamentos del Mensaje que le da origen, señaló que la Convención que se somete a consideración de la Comisión corresponde a un antiguo anhelo chileno por proteger jurídicamente los recursos marinos de nuestras costas. En efecto, indicó que el Pacífico Sur no se encontraba regulado por ningún tipo de instrumento jurídico, a diferencia de los demás océanos, incluido el Antártico.


Agregó el señor Ministro (S) de Relaciones Exteriores que las negociaciones de esta Convención, abierta a ser suscrita por los Estados interesados, comenzaron en el año 2006 en conjunto con Australia y Nueva Zelanda, y tiene por objeto asegurar que los recursos marinos puedan tener conservación a través de su correcta explotación.


Asimismo, afirmó que el jurel es una especie altamente migratoria y objeto de una fuerte explotación por parte de Estados no ribereños, por lo cual, el establecimiento de una regulación jurídica sobre los recursos del Pacífico Sur será determinante para asegurar su conservación.


Del mismo modo, destacó que el objetivo del proyecto es regular y ordenar la explotación de un recurso de vital importancia para Chile, como lo es el Jurel. Asimismo, afirmó que la Convención contiene todos los intereses que a nuestro país le interesa proteger, como por ejemplo, la compatibilidad de nuestra legislación interna con la internacional en esta materia y el respeto a los derechos nacionales sobre la Zona Económica Exclusiva (ZEE) teniendo por objeto fundamental evitar la depredación que ejercen terceros sobre los recursos contenidos en el Océano Pacífico sur más allá de las 200 millas de las costas de los Estados ribereños, situación que estaba generando la desaparición del principal recurso pesquero de nuestras costas. 

Por otra parte, señaló que el incumplimiento de las medidas de conservación se sancionan a través de los propios Estados firmantes, quienes pueden recurrir a los Tribunales Internacionales y a la Organización Mundial de Comercio, entre otras.

Asimismo, afirmó que la Convención ha sido firmada por prácticamente la totalidad de los grandes Estados pesqueros, con la excepción de Japón, y ella entrará en vigencia cuando haya sido ratificado por al menos 8 Estados, de los cuales tres deben ser ribereños. 

Por último, el señor Schimdt afirmó que Chile, como país impulsor de la iniciativa, debería tener la Convención ratificada lo antes posible, especialmente considerando que nuestro país será sede de una reunión al respecto en febrero del año 2012.

Por su parte, la señora Diputada y señores Diputados presentes expresaron unánimemente su decisión favorable a la aprobación de este Proyecto de Acuerdo, que viene a ratificar el objetivo estratégico del país que tiene entre sus finalidades proteger jurídicamente los recursos marinos de nuestras costas y que ellos puedan tener conservación a través de una correcta explotación, lo que es particularmente relevante en el caso de los recursos transzonales y los altamente migratorios.

Por ello, por 7 votos a favor, ningún voto en contra y cero abstención prestaron su aprobación al Proyecto de Acuerdo en informe, la Diputada señora Zalaquett, doña Mónica, y los señores Bauer, don Eugenio; Jarpa, don Carlos Abel; Moreira, don Iván; Saffirio, don René; Tarud, don Jorge, y Teillier, don Guillermo.

V. MENCIONES REGLAMENTARIAS.

En conformidad con lo preceptuado por el artículo 289 del Reglamento de la Corporación, se hace presente que vuestra Comisión no calificó como normas de carácter orgánico o de quórum calificado ningún precepto contenido en Proyecto de Acuerdo en informe. Del mismo modo, determinó que sus preceptos no deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda por no tener incidencia en materia presupuestaria o financiera del Estado.

Como consecuencia de los antecedentes expuestos y visto el contenido formativo del Acuerdo en trámite, la Comisión decidió por la unanimidad antes señalada recomendar a la H. Cámara aprobar dicho instrumento, para lo cual propone adoptar el artículo único del Proyecto de Acuerdo, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Artículo único.- Apruébase la “Convención Sobre la Conservación y Ordenamiento de los Recursos Pesqueros en Alta Mar en el Océano Pacífico Sur, hecha en Auckland, el 14 de noviembre de 2009.”.

-o-
Discutido y despachado en sesión de fecha 4 de octubre de 2011, celebradas bajo la presidencia del H. Diputado don Carlos Abel Jarpa Wevar, y con la asistencia de la Diputada señora Zalaquett, doña Mónica, y los Diputados señores Bauer, don Eugenio; Cerda, don Eduardo; Díaz, don Marcelo; Edwards, don José Manuel; Moreira, don Iván; Nuñez, don Marco Antonio; Saffirio, don René; Tarud, don Jorge, y Teillier, don Guillermo.

Se designó Diputado Informante al señor Teillier, don Guillermo.

Sala de la Comisión, a 4 de octubre de 2011.

(Fdo.): PEDRO N. MUGA RAMÍREZ, Abogado, Secretario de la Comisión.”
6. Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana sobre el proyecto de acuerdo que aprueba el acuerdo marco para la implementación de sistemas de control integrado y de cooperación para la facilitación del tránsito en los pasos de frontera habilitados entre la República de Chile y la República del Perú, suscrito en Santiago, el 19 de enero de 2011. 
(boletín N° 7967-10-1).

“Honorable Cámara:

Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informar sobre el proyecto de acuerdo del epígrafe, que se encuentra sometido a la consideración de la H. Cámara, en primer trámite constitucional, con urgencia calificada de “suma”, y de conformidad con lo establecido en los artículos 32, N° 15 y 54, 
N° 1, de la Constitución Política de la República.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.

Para los efectos constitucionales, legales y reglamentarios correspondientes, y previamente al análisis de fondo de este instrumento, se hace constar lo siguiente:

1°) Que la idea matriz o fundamental de este Proyecto de Acuerdo, como su nombre lo indica, es aprobar el “Acuerdo Marco para la Implementación de Sistemas de Control Integrado y de Cooperación para la Facilitación del Tránsito en los Pasos de Frontera Habilitados entre la Republica de Chile y la Republica del Perú, suscrito en Santiago, el 19 de enero de 2011.”.

2°) Que este Proyecto de Acuerdo no contiene normas de carácter orgánico constitucional o de quórum calificado, ni requiere ser conocido por la Comisión de Hacienda, de acuerdo con lo dispuesto por el inciso segundo del artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

3°) Que la Comisión aprobó el Proyecto de Acuerdo por la unanimidad de los Diputados presentes (7) señores Bauer, don Eugenio; Jarpa, don Carlos Abel; Moreira, don Iván; 
Nuñez, don Marco Antonio; Saffirio, don René, y Tarud, don Jorge.

4°) Que Diputado Informante fue designado el señor Bauer, don Eugenio.

II. ANTECEDENTES.

Según lo señala el propio Mensaje, el presente Acuerdo, firmado por los Cancilleres de Chile y Perú, con ocasión de la visita de Estado que efectuó al país el Presidente Alan García en la segunda quincena de enero del año en curso, descansa en la voluntad común de los Gobiernos de ambas naciones de seguir avanzando por la senda de la integración física.

En particular, agrega, mediante este instrumento internacional se pretende fortalecer y facilitar el tránsito de personas, mercancías y vehículos por los pasos fronterizos habilitados entre ambas Partes, con procedimientos ágiles, confiables y eficientes que regulen los aspectos jurídicos, administrativos y operativos aplicables a los pasos de fronteras.

III. CONTENIDO DEL ACUERDO.

El Acuerdo se estructura sobre la base de un Preámbulo, que da cuenta del interés de ambos países por profundizar la integración física y crear condiciones más favorables para el tránsito de personas, vehículos y bienes, y XV Capítulos, en los que se distribuyen los 50 Artículos y Disposiciones Finales, que lo conforman.

El Capítulo I, denominado “Definiciones”, contiene en su artículo primero y única disposición, los conceptos básicos para su aplicación. Se conceptualiza para ello lo que se entenderá por: “Área de Control Integrado”, “Centro de Control Integrado en Frontera (CCIF)”, “Comité de Coordinación Bilateral (CCB) del CCIF”, “Comité de Frontera”, “Control”, “Control Integrado”, “Funcionario Nacional Competente”, “Instalaciones”, “Libramiento/ levante”, “Modelo secuencial”, “Modelo yuxtapuesto”, “Organismo Coordinador”, “Organismos de Frontera”, “País Sede”, “País Limítrofe”, “Paso de Frontera”, “Ruta”, “Servicios Complementarios” y “Usuario”.

Se crea así, el Centro de Control Integrado de Frontera (CCIF), entendiendo que son “las instalaciones físicas ubicadas en el área de control integrado del País Sede, emplazada en una zona debidamente delimitada y cercada, en la cual se realiza, la acción de control de salida del País Limítrofe y la acción de control de ingreso del País Sede, sobre la base del respeto de la jurisdicción de ambas Partes”.

A su vez, el Área de Control Integrado es concebida como “la parte del territorio del País Sede que comprende las instalaciones y la ruta entre éstas y el límite internacional, debidamente delimitada y cercada”. En la mencionada área se realizarán las actividades de control integrado a cargo de los funcionarios nacionales competentes del País Limítrofe y del País Sede. Para estos efectos, se considera por País Limítrofe “el otro Estado”, es decir, aquel Estado en donde no se ubica el área mencionada con anterioridad.

El Capítulo II titulado “Objeto”, prevé que el fin de este Acuerdo es establecer normas que regulen el funcionamiento de los centros de control integrado de frontera (CCIF) en los pasos fronterizos que las Partes determinen, así como las disposiciones relativas a los aspectos jurídicos, administrativos, operacionales y otros necesarios para su funcionamiento.

El Capítulo III, relativo a las “Disposiciones Generales”, está compuesto por los Artículos 3º al 15º. Los primeros seis, aluden a los organismos nacionales competentes que estarán a cargo del control, orden y seguridad en el CCIF; al establecimiento de un Comité de Coordinación Bilateral (CCB) del CCIF; al funcionamiento del CCIF, el cual será permanente; a los acuerdos que puedan realizar los organismos nacionales competentes en el marco del CCB; y a las propuestas y resoluciones del CCB.

A continuación, se señala, en los Artículos siguientes, que los procedimientos de control integrado que correspondan a la salida y al ingreso de las personas, equipajes, vehículos y mercancías se aplicarán de tal forma que las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas del País Limítrofe y del País Sede tendrán plena vigencia en las áreas de control integrado; que los funcionarios de los organismos de frontera se sujetarán al régimen laboral, de remuneraciones y de seguridad social de su respectivo Estado y que éstos se deberán prestar ayuda mutua para el ejercicio de sus funciones en el CCIF. Seguidamente, se regula la modalidad secuencial y la modalidad yuxtapuesta, a los efectos de las actividades de control. Por otro lado, se dispone que el País Sede queda obligado a prestar su colaboración para el pleno ejercicio de todas las atribuciones legales, reglamentarias y administrativas de los funcionarios del País Limítrofe y que ambas Partes se comprometen a perfeccionar y/o desarrollar nuevas acciones orientadas a evitar la salida e ingreso ilegal de personas, equipajes, vehículos y mercancías.

El Capítulo IV alude a la “Percepción de Tributos, Tasas y Otros Gravámenes”. Su Artículo único faculta a los organismos competentes del control fronterizo para recaudar en el CCIF los importes correspondientes a los tributos, tasas y otros gravámenes que imponen las legislaciones nacionales respectivas, señalándose además que los montos recaudados serán trasladados o transferidos libremente por dichos organismos al Estado del cual dependen.

El Capítulo V trata de los “Delitos e Infracciones en las Áreas de Control Integrado”, estableciendo que los funcionarios que cometan delitos o infracciones en el área de control integrado, vinculados al ejercicio de o con motivo de sus funciones, serán sometidos a los tribunales de su propio Estado y juzgados por sus leyes. En cambio, los delitos e infracciones de los usuarios vinculados a las actividades de control fronterizo detectados por los funcionarios nacionales competentes en el área de control integrado, quedarán sujetos a la jurisdicción del Estado en que se encuentra efectuado el control o a la del que le corresponde efectuarlo. Se precisa, además, que los delitos o infracciones no relacionados con las actividades de control que tengan lugar en el área de control integrado, estarán sujetos a las reglas generales de jurisdicción vigente en el País Sede.

El Capítulo VI, intitulado “Disposiciones Relativas a las Funciones Policiales de los Ministerios Públicos”, dispone que las fuerzas de orden público de cada Parte cumplirán con las atribuciones que les confiere el ordenamiento jurídico de sus respectivos Estados relativos al restablecimiento del orden público y privado, la seguridad y detención de las personas y cualquier otra acción represiva o de fuerza, en el área de control integrado. Sin embargo, no podrán ejercer las acciones descritas en el área de Control Integrado del otro Estado. Igualmente podrán desplazarse dentro del área de control integrado, pero solo podrán portar armas en el área de su correspondiente Estado. Asimismo, este Capítulo reitera la cooperación que debe existir entre los distintos organismos de cada Estado Parte, en este caso, entre las autoridades de orden público y los Ministerios Públicos respectivos.

El Capítulo VII, referido al “Comité de Coordinación Bilateral del CCIF”, precisa que el CCB podrá establecer los mecanismos necesarios para compatibilizar los procedimientos de trabajo de los organismos de frontera, así como convenir fórmulas que garanticen la plena operatividad del CCIF; que la instalación de servicios complementarios se regirá conforme a las leyes del País Sede; que cada Estado deberá extender una credencial que identifique a sus funcionarios; que se intercambiarán nominas de funcionarios y de los vehículos utilizados por éstos para que puedan permanecer o circular libremente en las áreas de control integrado; y finalmente que las autoridades del País Sede concederán a los funcionarios nacionales competentes del País Limítrofe la misma protección y ayuda que otorga a los suyos.

El Capítulo VIII, sobre “Instalaciones, Materiales, Equipos y Bienes para el Ejercicio del Control Integrado”, dispone que el País Sede pondrá a disposición de los organismos de frontera del País Limítrofe las instalaciones donde éstos llevarán a cabo sus actividades de control. Asimismo el País Sede autorizará, a título gratuito, la instalación y conservación por los organismos de frontera del País Limítrofe de los equipos de telecomunicaciones necesarios para el cumplimiento de sus funciones.

El Capítulo IX versa sobre las “Disposiciones Relativas al Control Migratorio” y otorga la labor de administración, coordinación y control del movimiento migratorio a los funcionarios de Investigaciones de Chile y de la Dirección General de Migraciones y Naturalización del Perú. Éstos en el marco de sus funciones podrán exigir, según corresponda, la documentación idónea de viaje aplicable a la nacionalidad de la persona que se trate. Para la realización del control migratorio se entregará al usuario una Tarjeta de Migración que le autorizará su ingreso al país, la cual operará bajo un formato único, reduciéndose así el número de copias.

El Capítulo X se refiere a las “Disposiciones Relativas al Control Aduanero”. Esta tarea la realizarán el Servicio Nacional de Aduanas de Chile y la Superintendencia Nacional de Administración Tributaria del Perú, de conformidad a los Acuerdos Internacionales en los que ambos Estados bilateralmente y multilateralmente sean Parte y las respectivas legislaciones nacionales, según sea el caso. En el mismo Capítulo se establece un mecanismo de registro aduanero para el ingreso y salida de vehículos particulares de turistas y vehículos de transporte público de pasajeros y de carga, y que ambos Estados deberán intercambiar la actualización de las mercancías cuya importación esté prohibida.

El Capítulo XI, titulado “Disposiciones Relativas a los Controles de Sanidad Agropecuaria, Forestal e Inocuidad Alimentaría”, prevé que el comercio internacional de productos e insumos silvo-agropecuarios se regirá por las normas internacionales referidas a estos temas, incluyendo los Acuerdos sobre la Aplicación de Medidas Sanitarias y las disposiciones de la Organización Mundial de Sanidad Animal, entre otros. Más adelante se señala que las faenas de control fito y zoosanitario la realizarán el Servicio de Sanidad Agraria del Perú y el Servicio Agrícola y Ganadero de Chile, y que el ingreso de productos o insumos silvo-agropecuarios será amparado por el respectivo Permiso o Autorización o Documento Fito o Zoosanitario para ingreso o importación cuando corresponda, y por el Certificado Fito o Zoosanitario de Exportación, en el cual se deberá dejar constancia del cumplimiento de los requisitos establecidos por el país importador.

Los productos que no cuenten con los permisos, autorizaciones, documentos de ingreso / importación, así como con las certificaciones oficiales requeridas por el País Sede, serán rechazados y deberán retornar al País Limítrofe. Se establece que los Estados efectuarán acciones de vigilancia y control sobre los medios de transporte, cargas y equipajes y que los productos e insumos silvo-agropecuarios, en tránsito internacional, deberán contar con la documentación oficial de respaldo exigida por el Estado por cuyo territorio transitará la mercadería.

El Capítulo XII trata sobre las “Disposiciones Relativas a los Controles de Flora y Fauna Silvestre”. En su artículo único, se precisa que el movimiento transfronterizo de especímenes de flora y fauna silvestre, vivos o muertos, así como cualquier parte o derivado fácilmente identificable, deben estar amparados por el respectivo Permiso de Exportación CITES emitido por la Dirección General Forestal y de Fauna Silvestre (DGFFS) del Ministerio de Agricultura del Perú o el Servicio Agrícola y Ganadero (SAG) de Chile.

El Capítulo XIII, denominado “Disposiciones Especiales”, consigna que el País Sede asumirá los costos de mantenimiento de la infraestructura y de los servicios generales (luz, agua y aseo) del área de control integrado ubicado en su territorio; que los funcionarios autorizados del País Limítrofe que se encuentren laborando en el CCIF podrán hacer uso de los servicios de expendio de alimentos que los ofrezcan, bajo su costo; que ambas Partes acordaron poner en práctica el control integrado bajo la modalidad yuxtapuesta por pares de entidades nacionales con responsabilidades análogas en el paso de frontera Santa Rosa-Chacalluta, una vez que entre en vigor el presente Acuerdo; y que las disposiciones del presente Acuerdo podrán aplicarse en los pasos de frontera que se habiliten entre las Partes bajo la modalidad de control que se acuerde para él por la vía diplomática.

El Capítulo XIV establece una “Disposición Transitoria”, la que otorga a las autoridades competentes de los Organismos de Frontera la facultad de procurar adoptar procedimientos únicos de control integrado. En tanto no lo consigan, deberán aplicar procedimientos similares o compatibles.

Finalmente el Capítulo XV, relativo a las “Disposiciones Finales”, regula la entrada en vigor, la cual corresponde a la fecha de la última Nota en que una de las Partes le comunique a la otra el cumplimiento de los requisitos jurídicos internos; la duración del Acuerdo Marco, que será indefinida; que el Acuerdo no deroga ni modifica lo establecido por tratados internacionales entre las Partes específicamente aplicables al tránsito de personas, equipajes, mercancías y vehículos entre las ciudades de Tacna y Arica, y que toda propuesta de modificación de las disposiciones de este instrumento será sometida previamente al Comité de Frontera Chile-Perú para su evaluación y a los Ministerios de Relaciones Exteriores de cada Estado Parte.

IV. DISCUSIÓN EN LA COMISIÓN Y DECISIÓN ADOPTADA.

En el estudio de este Proyecto de Acuerdo la Comisión contó con la asistencia y colaboración del señor Ministro (S) de Relaciones Exteriores, don Fernando Schmidt Ariztía, quien, además de refrendar los fundamentos del Mensaje que le da origen, señaló que el Acuerdo que se somete a consideración de la Comisión tiene por objeto la creación de un control integrado de frontera en el paso Chacalluta-Santa Rosa, por donde transitan alrededor de 4,5 millones de personas anualmente, lo cual favorecería el tránsito de personas entre las ciudades de Arica y Tacna, distantes a escasos 60 kilómetros.


Agregó que hoy en día existen dos puestos fronterizos, uno en Chile y otro en Perú, distantes a sólo 150 metros uno del otro, que ralentizan considerablemente el paso entre ambas naciones, por lo que se hace muy necesario dar satisfacción a una anhelada aspiración de la población de Arica. 

Concluyó el señor Ministro (S) de Relaciones Exteriores señalando que no se había procedido de esta manera con anterioridad no sólo por razones políticas, sino también por los precarios sistemas de control de identidad y por la fragilidad del sistema informático del Perú, recalcando que la creación de un punto integrado de frontera no se desarrollará sacrificando ningún tipo de control aduanero o fito-sanitario.

Por su parte, los señores Diputados presentes expresaron unánimemente su decisión favorable a la aprobación de este Proyecto de Acuerdo, que viene, por una parte, a satisfacer un viejo anhelo de la población de Arica, y por otra, a dar cuenta del interés de ambos países por profundizar la integración física y crear condiciones más favorables para el tránsito de personas, vehículos y bienes, por los pasos fronterizos habilitados entre ambas Partes, con procedimientos ágiles, confiables y eficientes que regulen los aspectos jurídicos, administrativos y operativos aplicables a los pasos de fronteras.

Por ello, por 6 votos a favor, ningún voto en contra y cero abstención prestaron su aprobación al Proyecto de Acuerdo en informe, los Diputados señores Bauer, don Eugenio; Jarpa, don Carlos Abel; Moreira, don Iván; Nuñez, don Marco Antonio; Saffirio, don René, y Tarud, don Jorge.

V. MENCIONES REGLAMENTARIAS.

En conformidad con lo preceptuado por el artículo 289 del Reglamento de la Corporación, se hace presente que vuestra Comisión no calificó como normas de carácter orgánico o de quórum calificado ningún precepto contenido en Proyecto de Acuerdo en informe. Del mismo modo, determinó que sus preceptos no deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda por no tener incidencia en materia presupuestaria o financiera del Estado.

Como consecuencia de los antecedentes expuestos y visto el contenido formativo del Acuerdo en trámite, la Comisión decidió por la unanimidad antes señalada recomendar a la H. Cámara aprobar dicho instrumento, para lo cual propone adoptar el artículo único del Proyecto de Acuerdo, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo Marco para la Implementación de Sistemas de Control Integrado y de Cooperación para la Facilitación del Tránsito en los Pasos de Frontera Habilitados entre la República de Chile y la República del Perú, suscrito en Santiago, el 19 de enero de 2011.”.

-o-
Discutido y despachado en sesión de fecha 4 de octubre de 2011, celebradas bajo la presidencia del H. Diputado don Carlos Abel Jarpa Wevar, y con la asistencia de la Diputada señora Zalaquett, doña Mónica, y los Diputados señores Bauer, don Eugenio; Cerda, don Eduardo; Díaz, don Marcelo; Edwards, don José Manuel; Moreira, don Iván; Nuñez, don Marco Antonio; Saffirio, don René; Tarud, don Jorge, y Teillier, don Guillermo.

Se designó Diputado Informante al señor Bauer, don Eugenio.

Sala de la Comisión, a 4 de octubre de 2011.

(Fdo.): PEDRO N. MUGA RAMÍREZ, Abogado, Secretario de la Comisión.”
7. Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana sobre el proyecto de acuerdo que aprueba el convenio de cooperación técnico-militar entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la Federación de Rusia, suscrito en Santiago, el 19 de noviembre de 2004. (boletín N° 7968-10-1).

“Honorable Cámara:

Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informar sobre el proyecto de acuerdo del epígrafe, que se encuentra sometido a la consideración de la H. Cámara, en primer trámite constitucional, con urgencia calificada de “suma”, y de conformidad con lo establecido en los artículos 32, N° 15 y 54, 
N° 1, de la Constitución Política de la República.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.

Para los efectos constitucionales, legales y reglamentarios correspondientes, y previamente al análisis de fondo de este instrumento, se hace constar lo siguiente:

1°) Que la idea matriz o fundamental de este Proyecto de Acuerdo, como su nombre lo indica, es aprobar el “Convenio de Cooperación Técnico-Militar entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la Federación de Rusia, suscrito en Santiago, el 19 de noviembre de 2004.”.

2°) Que este Proyecto de Acuerdo no contiene normas de carácter orgánico constitucional o de quórum calificado, ni requiere ser conocido por la Comisión de Hacienda, de acuerdo con lo dispuesto por el inciso segundo del artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

3°) Que la Comisión aprobó el Proyecto de Acuerdo por la unanimidad de los Diputados presentes (6) señores Bauer, don Eugenio; Jarpa, don Carlos Abel; Moreira, don Iván; 
Nuñez, don Marco Antonio; Saffirio, don René, y Tarud, don Jorge.

4°) Que Diputado Informante fue designado el señor Cerda, don Eduardo.

II. ANTECEDENTES.

Según lo señala el propio Mensaje, este instrumento internacional se celebró con el objeto de dar cumplimiento al Memorándum de Intenciones en la Esfera de la Cooperación Técnico-Militar suscrito entre Chile y la Federación de Rusia con fecha 4 de octubre de 2002.

Así, agrega, el presente Convenio materializa el interés de ambas Partes de facilitar los procedimientos para relacionarse en el ámbito de la Defensa.

Consigna, asimismo, que la Federación de Rusia comunicó, con fecha 15 de febrero de 2011, el cumplimiento de sus procedimientos oficiales internos para la entrada en vigor internacional del Convenio, restando que Chile efectúe igualmente dicho trámite.

III. CONTENIDO DEL ACUERDO.

Este Convenio consta de un Preámbulo, el cual consigna los motivos por los cuales las Partes decidieron suscribirlo, y ocho Artículos, donde se despliegan las normas que conforman su cuerpo principal y dispositivo.

Preámbulo

Las Partes reconocen en el Preámbulo la mutua aspiración de desarrollar y fortalecer sus relaciones amistosas, manifestando su disposición de cooperar en el ámbito militar y técnico sobre la base del respeto mutuo, la confianza y los intereses de cada Parte, confirmando para tales propósitos el respectivo apego a los objetivos y principios de la Carta de la Organización de las Naciones Unidas.

Artículo 1

En el Artículo 1 las Partes señalan las áreas dentro de las cuales se realizará la cooperación técnico-militar: i) suministro, modernización y reparación de armamento y equipo militar; ii) capacitación de especialistas militares; iii) trabajos conjuntos de investigación científica, de diseño y pruebas; iv) fabricación conjunta de artefactos de carácter militar para equipamiento de sus propias Fuerzas Armadas y para suministrarlo a terceros países; v) prestación de asistencia técnica en la creación y el equipamiento de los objetos de carácter militar; y vi) otras esferas respecto de las cuales las Partes alcancen el entendimiento.

Artículo 2

El Artículo 2 se refiere a los organismos de las Partes encargados de cumplir el presente instrumento: por la parte chilena el Ministerio de Defensa y, por la parte Rusa, el Servicio Federal de Cooperación Técnico-Militar.

Artículo 3

El Artículo 3, por su parte, consigna que para poner en ejecución el presente Convenio las Partes celebrarán los acuerdos específicos que requieran en las áreas de interés que definan, e indica al mismo tiempo que la cooperación, en el marco de este Convenio, se ajustará a las disposiciones internacionales vigentes, a la normativa de derecho internacional consuetudinario y la legislación de cada Parte.

Artículo 4

El Artículo 4 trata de la protección de la información, estableciéndose que las Partes se comprometen a garantizar la protección de la información confidencial o de carácter de secreto estatal recibida en razón de este Convenio, de conformidad con la legislación vigente en sus respectivos Estados. Asimismo, cada Parte asume la obligación de no vender, ceder y no entregar a cualquier título a los organismos internacionales, terceros países, personas jurídicas y físicas la producción de aplicación militar y la información, recibida y/o adquirida en el marco del cumplimiento del presente Convenio, sin consentimiento previo por escrito de la Parte que suministra la producción o información recién mencionadas. Finalmente, el intercambio de información de carácter secreto estatal o confidencial o la protección de la información se determinaran por acuerdos separados y se basarán en la legislación interna de las Partes.

Artículo 5

El Artículo 5 señala que, de conformidad a su legislación interna, las Partes resguardarán la propiedad intelectual creada, entregada u obtenida en el marco del presente Convenio, además de la obtenida antes de la entrada en vigor del mismo. De esta manera, serán objeto de Acuerdos separados, orden de uso, protección y defensa jurídica, así como distribución de los derechos de las Partes sobre resultados de actividad intelectual y de recursos informativos, recibidos en el marco del presente Convenio.

Artículo 6

El Artículo 6 dispone que este Convenio no afectará los derechos y obligaciones de Chile y la Federación de Rusia establecidos en otros Acuerdos en que sean Partes. Asimismo, las Partes entienden y aceptan que la suscripción del presente Convenio no implica una obligación para cualquiera de ellas de adquirir equipo militar producido como consecuencia de programas de cooperación desarrollas en virtud de este instrumento.

Artículo 7

El Artículo 7 contempla las negociaciones o consultas directas para el caso de solucionar las controversias en la aplicación o interpretación de las disposiciones del presente Convenio y/u otros actos bilaterales firmados sobre la base del mismo y, en caso alguno, serán sometidos a una tercera Parte para su resolución.

Artículo 8

Finalmente, el Artículo 8 se refiere a la duración, entrada en vigor y prórroga del presente Convenio y especifica que, en caso de término, las disposiciones de los Artículos 4 y 5 permanecerán en vigencia y no afectará el cumplimiento de las obligaciones asumidas por las Partes de conformidad a instrumentos firmados en correspondencia con el presente Convenio, salvo que las Partes consigan otros Acuerdos.

IV. DISCUSIÓN EN LA COMISIÓN Y DECISIÓN ADOPTADA.

En el estudio de este Proyecto de Acuerdo la Comisión contó con la asistencia y colaboración del señor Ministro (S) de Relaciones Exteriores, don Fernando Schmidt Ariztía, quien, además de refrendar los fundamentos del Mensaje que le da origen, señaló que el Convenio que se somete a consideración de la Comisión tiene por objeto la cooperación a nivel estratégico con el Gobierno de la Federación de Rusia, que es un país tremendamente sofisticado en materia de equipamiento y tácticas militares, no incluyéndose en él la venta o transacción de armamento.

Por su parte, los señores Diputados presentes expresaron unánimemente su decisión favorable a la aprobación de este Proyecto de Acuerdo, que viene a consolidar los lazos de amistad con la Federación de Rusia y constituye un valioso aporte en materia militar por el alto nivel de sofisticación que tiene su industria militar.

Por ello, por 6 votos a favor, ningún voto en contra y cero abstención prestaron su aprobación al Proyecto de Acuerdo en informe, los Diputados señores Bauer, don Eugenio; Jarpa, don Carlos Abel; Moreira, don Iván; Nuñez, don Marco Antonio; Saffirio, don René, y 
Tarud, don Jorge.

V. MENCIONES REGLAMENTARIAS.

En conformidad con lo preceptuado por el artículo 289 del Reglamento de la Corporación, se hace presente que vuestra Comisión no calificó como normas de carácter orgánico o de quórum calificado ningún precepto contenido en Proyecto de Acuerdo en informe. Del mismo modo, determinó que sus preceptos no deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda por no tener incidencia en materia presupuestaria o financiera del Estado.

Como consecuencia de los antecedentes expuestos y visto el contenido formativo del Acuerdo en trámite, la Comisión decidió por la unanimidad antes señalada recomendar a la H. Cámara aprobar dicho instrumento, para lo cual propone adoptar el artículo único del Proyecto de Acuerdo, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Artículo único.- Apruébase el “Convenio de Cooperación Técnico-Militar entre el 
Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la Federación de Rusia, suscrito en 
Santiago, el 19 de noviembre de 2004.”. 

-o-
Discutido y despachado en sesión de fecha 4 de octubre de 2011, celebradas bajo la presidencia del H. Diputado don Carlos Abel Jarpa Wevar, y con la asistencia de la Diputada señora Zalaquett, doña Mónica, y los Diputados señores Bauer, don Eugenio; Cerda, don Eduardo; Díaz, don Marcelo; Edwards, don José Manuel; Moreira, don Iván; Nuñez, don Marco Antonio; Saffirio, don René; Tarud, don Jorge, y Teillier, don Guillermo.

Se designó Diputado Informante al señor Cerda, don Eduardo.

Sala de la Comisión, a 4 de octubre de 2011.

(Fdo.): PEDRO N. MUGA RAMÍREZ, Abogado, Secretario de la Comisión.”
8. Informe de la Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo constituida en especial investigadora con ocasión de la crisis financiera provocada por las malas prácticas crediticias de la empresa La Polar.

“Honorable Cámara:

La Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo constituida en especial investigadora con ocasión de la crisis financiera provocada por las malas prácticas crediticias de la empresa La Polar, cumple con emitir su informe -según la competencia que le fuera asignada por acuerdo de la Cámara de Diputados-, planteando las conclusiones y recomendaciones que al final se indican.

De conformidad con lo prescrito en el artículo 301 del reglamento de la Corporación, corresponde consignar lo siguiente:

I. COMPETENCIA DE LA COMISIÓN.

En su sesión Nº 42 de 15 de junio de 2011, la Cámara de Diputados ante la solicitud de cuarenta y ocho Diputados, y en virtud de lo señalado en la letra c) del N° 1 del artículo 52 de la Constitución Política de la República, acordó la creación de una Comisión Especial, conforme a los antecedentes y objetivos referidos en el Oficio N° 9.522, que es del tenor que sigue:

“En virtud de lo dispuesto en los artículos 52, N° 1, letra c) de la Constitución Política de la República, y 297 y siguientes del reglamento de la Corporación, ha dado su aprobación a la petición de 48 señores Diputados, para que la Comisión que US. preside se constituya en investigadora “con el objeto de analizar, indagar, investigar y determinar los errores, omisiones o negligencias de los encargados de la supervisión financiera del país, y las posibles fallas o vacíos en la actual legislación sobre la Ley de Sociedades Anónimas, Ley de Mercado de Valores, Ley N° 18.010, de Operaciones de Créditos, de Protección al Consumidor y de las atribuciones de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, Superintendencia de valores y Seguros, de la normativa dictada por el Banco Central y sobre la regulación y fiscalización de las empresas de auditoría externa y clasificadora de riesgo, con ocasión de la crisis financiera provocada por las malas prácticas crediticias de la Empresa la Polar, lo que ha causado incertidumbre en el sistema financiero y un perjuicio no cuantificable a deudores de la referida casa comercial”.

Para el cumplimiento del referido propósito, la Comisión deberá rendir su informe en un plazo no superior a 60 días y para el desempeño del mandato podrá constituirse en cualquier lugar del territorio nacional”.

II. RELACIÓN DEL TRABAJO EFECTUADO POR LA COMISIÓN. 

La Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo se integró con las siguientes señoras Diputadas y señores Diputados:

Arenas, don Gonzalo Ceroni, don Guillermo Chahín, don Fuad, Edwards, don José 
Manuel Girardi, doña Cristina Marinovic, don Miodrag Montes, don Carlos Sauerbaum, don Frank Tuma, don Joaquín, Vallespín, don Patricio Velásquez, don Pedro, Van Rysselberghe, don Enrique, Zalaquett, doña Mónica.

La Secretaría de la Comisión estuvo integrada por el Abogado Secretario de Comisiones don Roberto Fuentes Innocenti; el Abogado Ayudante de Comisiones don Álvaro Halabí Diuana, y la Secretaria Ejecutiva doña Mabel Mesías Chacano.

Asimismo, la Comisión contó con la cooperación permanente de doña Alicia Gariazzo, economista y los funcionarios de la Biblioteca del Congreso Nacional, señores Rodrigo Bermúdez, abogado y Carlos Balladares, ingeniero.

Cabe precisar que la Comisión celebró un total de 16 sesiones.

Igualmente, la Comisión acordó el despacho de diversos oficios sobre materias relacionadas con la investigación, los que se consideran con indicación de si hubo o no respuesta.

A) Personas recibidas.

Señores Felipe Larraín, Ministro de Hacienda; Pablo Correa, Felipe Bravo y Pablo 
Santiago, asesores, y Andrés Venegas, Periodista.

Señores Enrique Marshall, Presidente (s) del Banco Central de Chile, Miguel Ángel 
Nacrur, Fiscal, Luís Álvarez, Gerente Asesor de Comunicaciones, y Kevin Cowan, Gerente División Política Financiera.

Señor Carlos Budnevich, Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras.

Señores Fernando Coloma, Superintendente de Valores y Seguros, Hernán López, Intendente de Valores, doña Rosario Celedón, Jefe de Gabinete del Superintendente de Valores y Seguros, Armando Massarente, Fiscal de Valores, y doña María Luisa Iriarte, Jefe de área de Comunicaciones y Prensa de la Superintendencia de Valores y Seguros.

Señores Juan Antonio Peribonio, Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, Lucas del Villar, Subdirector y doña Carolina Norambuena, abogada de la División Jurídica.

Señores Alejandro Arriagada y Eduardo Escalona, abogados asesores del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.

Señora Solange Berstein, Superintendente de Pensiones y señores Alejandro Charme, Fiscal y Superintendente de Pensiones subrogante y doña Matilde Oliva, Jefa de Gabinete de la Superintendencia de Pensiones.

Señor José Roa, ex Director del Servicio Nacional del Consumidor.

De la empresa clasificadora de riesgos Feller Rates, señores Álvaro Feller, presidente; Oscar Mejías, gerente general; Marcelo Arias, director ejecutivo, doña Valeria García, director senior, corporaciones y financiamiento de proyectos, y Álvaro Bofill, abogado.

De la empresa clasificadora de riesgos Fitch Chile, don Alejandro Bertuol, gerente General y doña Rina Jarufe, senior director.

De la empresa auditora PricewaterhouseCoopers, Consultores, Auditores y Compañía Ltda., los socios señores Sergio Tubío, Luis Enrique Álamos, Renzo Corona, Javier Gatica y Alejandro Joignant.

Señor Hernán Calderón, Presidente de la Corporación Nacional de Consumidores y Usuarios (Conadecus)

Señor Stefan Larenas, Presidente y Alejandro Puja, coordinador de la Organización de Consumidores (Odecu).

Señores Héctor Gutiérrez, Presidente, René Tapia, Enrique Lareé y Jorge Thomas, integrantes de la Asociación de Protección a los Consumidores (Aproc Viña).

De Gutiérrez y Silva Abogados, señores Andrés Sepúlveda y Edgardo Gutiérrez.

B) Documentos recibidos.


Oficio N° 126.

Institución: Superintendente de Valores y Seguros, don Fernando Coloma C.

Materia : Se acordó dirigir oficio con el objeto que, entretanto se realiza la investigación que está llevando a cabo esa Superintendencia, se suspenda del registro de auditores externos a la empresa PricewaterhouseCoopers, ello considerando la participación que le cupo en los procesos de revisión contable y financiera, y los últimos antecedentes que se han hecho públicos relativo con el manejo económico de aquélla.

Respuesta: Sesión 51ª. Oficio 17.875 de fecha 01.07.11 Responde, en síntesis, que “no se han configurado a la fecha los supuestos legales para que esta Superintendencia pueda ejercer su facultad de suspender a la empresa auditora”.

Oficio N° 129.

Institución: Fiscal Nacional Económico, don Felipe Irarrázabal P.

Materia: Se acordó dirigir oficio con el objeto que se sirva investigar los mercados de auditorías externas y clasificadoras de riesgos, en especial los referidos a las sociedades anónimas abiertas, toda vez que se ha advertido que existiría una alta concentración de los actores que participan en ellos.

Respuesta: Sesión 57ª, Ord. 0965 de fecha 18.07.11. Responde a este oficio y al posterior enviado el día 7 de julio, complementando la información.

Oficio N° 133.

Institución: Ministro del Interior y Seguridad Pública, don Rodrigo Hinzpeter K.

Materia: Informar si integra o formó parte de algún bufete de abogados y, en su caso, si la oficina asumió la defensa del ex Presidente del Directorio de la empresa La Polar S.A., don Pablo Alcalde.

Respuesta: Sesión 54ª. Ord. N°15.803, de 12.07.11. Informa que hasta comienzos del año 2009 formó parte activa del estudio de abogados Boffil Mir & Álvarez, Hinzpeter Jana. En esa fecha congeló su participación, y en marzo de 2010 enajenó todos sus derechos en esa oficina, cesando su participación total y definitiva en la misma y añade que en lo tocante a una eventual representación judicial o defensa del ex presidente de la Empresa La Polar, no tiene ninguna información al respecto, sin perjuicio de haber leído en la prensa que uno de los socios (Jorge Boffil) habría asumido la representación de don Pablo Alcalde.

Oficio N° 134. 

Institución: Fiscal Nacional Económico, don Felipe Irarrázabal P.

Materia: Remitir el informe evacuado por esa entidad sobre las clasificadoras de riesgos, y que se encontraría archivado hace aproximadamente cinco años.

Respuesta: Sesión 57ª. Oficio 0965 de 18.07.11. Responde oficios N°129 y 134, mediante el cual remite copia de la resolución N° 719, de diciembre de 2003, de la Comisión Resolutiva (antecesora del Tribunal de Defensa Libre Competencia), a raíz de una denuncia interpuesta por Renta Nacional Compañía de Seguros de Vida S.A. y del informe respectivo evacuado por esa Fiscalía y precisa que “ese proceso constituye a la fecha el único relativo al mercado de clasificadoras de riesgos y no han existido con posterioridad otras investigaciones respecto de estas empresas.

Oficio N° 135.

Institución: Presidente del Sistema de Empresas Públicas, don Sergio Guzmán Lagos.

Materia: Indicar los miembros del Directorio de empresa La Polar S.A. que, a su vez, formaban parte de directorios de empresas públicas, desde el año 2003 a la fecha.

Respuesta: Sesión 57ª. Ord. 00306 de 14.07.11., mediante el cual informa sobre lo consultado.

Oficio N° 136.

Institución: Superintendenta de Pensiones, doña Solange Berstein J.

Materia: Manifestar la opinión de esa Superintendencia en cuanto a la suscripción de aumento de capital, en acciones u otros instrumentos financieros, por parte de la empresa La Polar S.A., donde hayan participado las Administradoras de Fondos de Pensiones, ello en relación con el límite contemplado en la artículo 47 del decreto ley N° 3.500.

Respuesta: Sesión 54ª. Ord. 16201, de fecha 12.07.11., informa “que esa Superintendencia carece de competencia para emitir opinión acerca de las inversiones que efectúan las administradoras con los recursos de los fondos de pensiones, correspondiéndole velar porque dichas inversiones se sujeten a los límites de inversión establecidos en el artículo 47 del decreto ley N° 3.500 de 1980” y explica que en el caso específico de La Polar SA, se vota favorablemente por el aumento de capital, pero no lo han suscrito.

Oficio N° 146.

Institución: Ex Presidenta de la República, doña Michelle Bachelet J.

Materia: Informar si al 10 de marzo de 2010, tuvo conocimiento de hechos o situaciones irregulares que digan relación con el manejo financiero de la empresa La Polar S.A., que pudieron haber sido constitutivos de delitos y, en su caso, si procedió a realizar la correspondiente denuncia ante el Ministerio Público.

Respuesta: Sesión 61ª. Carta de fecha 08.08.11, de doña Michelle Bachelet, por la que informa que hasta el 10 de marzo de 2010 no tuvo conocimiento de hechos o situaciones irregulares que dijeran relación con el manejo financiero de la empresa La Polar S.A. que pudieren haber sido constitutivos de delitos.

Oficio N° 148.

Institución: Director del Servicio Nacional del Consumidor, don Juan Antonio Peribonio P.

Materia: Se acordó dirigir oficio con el propósito que se sirva remitir toda la información de que disponga sobre los casos presentados ante ese Servicio, desde el año 2005 al 10 de marzo de 2010, referidos a denuncias o reclamos en contra de la empresa La Polar SA.; en especial, señalar las resoluciones que esa entidad adoptó respecto de cada uno de ellos.

Respuesta: Sesión 57ª. Respuesta a dicha solicitud, referida en el memorándum N° 16, fechado el 29.07.11, suscrito por don Nelson Lafuente, jefe del Departamento de Gestión Territorial y Canales del Sernac, donde se recepcionan y se hace el tratamiento de todos los reclamos. Este es un informe complementario del anterior, efectuado por este mismo departamento con fecha 17 de junio. El documento detalla los reclamos recepcionados en contra de La Polar por repactaciones unilaterales: En 2005 llegaron 21 reclamos; en 2006, 53 reclamos; en 2007, 194 reclamos; en 2008, 280 reclamos; en 2009, 582 reclamos y hasta marzo de 2010, 137 reclamos. El total de reclamos recibidos supera los 1.130, en el período solicitado por la Comisión.

Oficio N° 149.

Institución: Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, don Carlos Budnevic Le-Fort.

Materia: Remitir un listado detallado de la documentación ingresada a esa entidad fiscalizadora durante el mes de enero de 2010, indicando la providencia y resolución que recayó en cada caso.

Respuesta: Sesión 61 ª Ord. N°248 de 08.08.11. Remite copia de los documentos ingresados a esa entidad en el mes de enero de 2010.

Oficio N° 154-A.

Institución:, Superintendente de Valores y Seguros, don Fernando Coloma C.

Materia: Se sirva informar sobre los casos presentados ante esa entidad fiscalizadora, que guarden atingencia con el ámbito investigativo de esta Comisión; las indagaciones que hayan sido llevadas a cabo y los cargos que, en su caso, se formularon en contra de personas naturales o jurídicas, en especial, respecto de la empresa auditora Erns & Young.

Respuesta: Sesión 68ª. Oficio 20.714, de fecha 08.08.11., por el que señala que han difundido públicamente el hecho de haberse iniciado una investigación administrativo y de las personas involucradas e instituciones en el caso La Polar.

Oficio N° 154.

Institución: Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, don Carlos Budnevic Le-Fort.

Materia: Se sirva informar sobre los casos presentados ante esa entidad fiscalizadora, que guarden atingencia con el ámbito investigativo de esta Comisión; las indagaciones que hayan sido llevadas a cabo y los cargos que, en su caso, se formularon en contra de personas naturales o jurídicas, en especial, respecto de la empresa auditora Erns & Young.

Respuesta: Sesión 64ª. Responde por Ord. 2204 de fecha 23. 08.11. Informa que para que opere adecuadamente la fiscalización directa de esa entidad, se requieren cambios regulatorios; en el período agosto 2006 y junio 2011 se interpusieron 23 reclamos en contra de Inversiones SCG SA los que fueron resueltos por la vía de la mediación; no se han efectuado cargos en contra de Pricewaterhouse; Ernst & Young no tiene autoría en los informes de procedimientos acordados remitir por el emisor Inversiones SCG SA.

Oficio N° 157. 

Institución: Presidente de empresas La Polar S.A., don César Barros M. Materia : Se invita a exponer al tenor de la materia contenida en el mandato.

Respuesta: Carta de fecha 09.08.11. Excusa de inasistencia a la sesión de la Comisión Investigadora referida a La Polar de don César Barros, Presidente de la empresa La Polar S.A.

Oficio N° 160.

Institución: Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, don Carlos Budnevic Le-Fort.

Materia: Oficio con el propósito que se sirva informar lo siguiente:

1) Sobre comunicaciones de esa entidad al Banco Central en meses previos a junio de 2011 en que se haya indicado tanto la debilidad del mecanismo de fiscalización aplicable a los emisores no bancarios de tarjetas de crédito a través de los auditores externos como la necesidad de modificar el mencionado régimen de fiscalización.

2) Sobre el número de fiscalizaciones anuales en terreno que esa entidad efectuó a los emisores de tarjetas de crédito no bancarias que actualmente están en su registro desde el año 2000 a la fecha, a su vez indicar el propósito de la fiscalización realizada e identificar el emisor fiscalizado.

Respuesta: Sesión 64ª. Respuesta Ord. N°2605, de fecha 04.08.11. la SBIF no realizó fiscalizaciones en terreno en periodo enero 2000 a mayo 2011. A junio de 2011 la SBIF solicitó información complementaria a emisores de tarjetas de crédito no bancarias sobre informes de procedimientos acordados realizar por auditores externos, con el propósito de contrastar la información.

Oficio N° 166.

Institución: Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, don Carlos Budnevic Le-Fort.

Materia: Se sirva informar lo siguiente:

A) Respecto de la composición de la cartera de créditos que mantiene el mercado y de los cuales esa entidad, mantiene registros, indicar:

1.- Banca de personas.

1:1.- En relación con los créditos bajo la característica de banca de personas, el total de créditos de consumo, hipotecarios y comerciales personales; los porcentajes de dichos créditos por cada categoría que están siendo pagados de acuerdo al plan de pago originalmente pactado; y qué porcentajes de los créditos han sido renegociados una o más veces, desglosándose por la cantidad de veces que se hayan repactado.

1.2.- Para líneas de créditos y tarjetas de créditos bancarias, el porcentaje de los clientes de dichos instrumentos que operan más de un año con una ocupación completa del instrumento (uso permanente de la capacidad crediticia asignada al instrumento, tarjeta o línea copada); la cantidad de clientes que aumenta su capacidad de crédito de este tipo de instrumentos al año; y cuántos clientes se han traspasado a crédito comercial con pago único y repactación posterior, indicando un desglose por cantidad de veces que se haya repactado.

2.- Banca de empresas.

2.1.- En relación con el crédito para empresas, en todas sus formas y por categoría, señalar qué porcentaje de los créditos están siendo pagados de acuerdo al plan original del crédito y los porcentajes de renegociación de acuerdo al número de renegociaciones.

2.2. Respecto de las empresas, se solicita una clasificación de las colocaciones por tamaño de empresas, pymes, pequeñas, medianas y grandes.

B) Asimismo, se solicita a esa entidad que realice, con urgencia, una revisión del total de la cartera de crédito tanto de la banca como del retail, con el desglose anterior.

Respuesta: Sesión 66ª. Ord. 2645 de fecha 31.8.11 Remite información acerca de la composición de la cartera de créditos que mantiene el mercado y de los cuales esa entidad mantiene registros y sobre la solicitud de realizar una revisión del total de la cartera de crédito tanto de la banca como del retail.

Oficio N° 167.

Institución: Superintendente de Valores y Seguros, don Fernando Coloma C.

Materia: Con el objeto que, entretanto se realiza la investigación que está llevando a cabo esa Superintendencia, se suspenda del registro de auditores externos a la empresa PricewaterhouseCoopers, ello considerando la participación que le cupo en los procesos de revisión contable y financiera, y los últimos antecedentes que se han hecho públicos relativo con el manejo económico de aquélla.

Respuesta: Sesión 68ª. Oficio 21368, de fecha 16.08.11. Indica que con fecha 13 de julio pasado formuló cargos en contra de la empresa auditora PricewatherhouseCoopers por infracción a la ley de mercados y las Normas de Auditoria Generalmente Aceptadas y se dio inicio a un procedimiento administrativo de carácter sancionatorio.

Oficio N° 170.

Institución: Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, don Carlos Budnevic Le-Fort.

Materia: Con el objeto que se sirva informar acerca de las normas que exigen a esa entidad publicar la composición de ingresos y colocaciones de las sociedades anónimas en su página web, en especial, en el caso de la empresa La Polar S.A. que sólo registraría una publicación de estas características en el año 2007.

Respuesta: Sesión 66ª en 06.09.11. Ord. 2723 de fecha 2.9.11. Respuesta respecto de las normas que exigen publicar la composición de ingresos y colocaciones de las sociedades anónimas en la página web de esa entidad.

III. SÍNTESIS DE LAS PONENCIAS REALIZADAS EN EL SENO DE LA COMISIÓN. 

A continuación, se hace un resumen de las exposiciones vertidas en el seno de la Comisión.

Don Felipe Larraín, Ministro de Hacienda. Empresa La Polar S.A.

Informó que empresas La Polar S.A. es una sociedad anónima abierta, emisor de valores y de títulos de deuda, cuyos principales accionistas son inversionistas institucionales -AFP, fondos mutuos, fondos de inversión y compañías de seguros- y corredores de bolsa, por cuenta propia y de terceros.

Su patrimonio bursátil, al 31 de diciembre de 2010, alcanzaba a 844 mil millones de pesos -unos mil 800 millones de dólares-. El Ministro muestra una diapositiva para que se vea cómo estaba distribuido.

Agregó que las corredoras de bolsa tienen carteras de terceros y no propia. En general, son inversionistas individuales, pero también pueden ser institucionales.

El problema.

Manifestó que la primera falla de La Polar estuvo en la gestión de su cartera de crédito y en el manejo contable que hizo de su cartera de clientes.

Se sobreestimó el valor de sus activos -debido a que parte de sus cuentas por cobrar eran incobrables- y en sus ingresos, porque los intereses devengados por esos créditos nunca se transformarían en pagos efectivos. Desde el punto de vista técnico, hay algunos activos inflados, porque las cuentas por cobrar que se dice que están vigentes, en realidad, no lo están, porque son incobrables. Un segundo problema es que los ingresos son menores a los que se están reportando, porque los intereses que están imputados a esa cartera vigente no corresponde imputarlos, porque la cartera no está vigente. Entonces, hay un doble problema.

Parte de la cartera morosa fue registrada contablemente como “nuevos clientes”, por montos superiores, a través de la figura de la repactación unilateral de las deudas, cubriendo el capital adeudado originalmente, intereses penales y reajustes.

Precisó que el siguiente punto es muy importante. El 17 de junio, el directorio dio a conocer, a través de un hecho esencial, la divergencia entre la información financiera presentada por la administración y la real, con lo que se reconoce la existencia de un delito. El día 17 de junio se ignora quiénes son responsables, pero cuando la propia administración indica, a través de un hecho esencial, que se entrega en la Superintendencia de Valores, que la cartera que se había informado como vigente, en realidad, corresponde a una cartera con repactaciones unilaterales que datan al menos de 2007 y, probablemente, de 2003, se tiene la figura de un delito reconocido por la propia administración de la empresa. Reitera el señor Ministro: esta situación data aparentemente desde 2007 -aunque las primeras repactaciones datan de 2003- y se fue incrementando después de la crisis de 2008.

La industria de las tarjetas de crédito no bancarias.

Explicó que en Chile la industria crediticia se encuentra segmentada por nivel de ingresos y por tipo de generador de crédito, fundamentalmente por bancos y comercio, aunque también hay cajas de compensación, cooperativas y otros entes que entregan crédito, incluso, las compañías de seguros a través de los créditos hipotecarios. Esto es un caso particular en el mundo, ya que el modelo chileno implica un tamaño de la cartera del comercio cercano al 30 por ciento de las deudas de los consumidores.

La industria del retail no comparte su información comercial, como sí lo hacen los bancos. De esta manera, es difícil hacer una buena evaluación de los riesgos sistémicos para este tipo de clientes.

Lo anterior da espacio a que no pueda haber manejos óptimos del riesgo crédito de las carteras. No permite una buena diferenciación entre los clientes, lo que implica altas tasas de interés para los segmentos bajos y un subsidio cruzado de los buenos pagadores a los malos pagadores al no permitirse distinguir la tasa promedio. Incluso, se podría pensar que la tasa promedio tiene una prima de riesgo, por lo tanto, es mayor, pero el buen pagador está subsidiando al mal pagador en modelos con opacidad.

Al no haber información para este tipo de créditos, hay poco espacio para competir por este tipo de clientes, lo que finalmente es perjudicial para los mismos. Al no poder competir adecuadamente, no se permite que haya ofertas que puedan llegar en mejores condiciones y, en definitiva, un menor costo del crédito.

La coordinación entre los reguladores para abordar este tipo de situaciones presenta oportunidades de mejora. De hecho, hace menos de una semana el Ministerio de Hacienda ha implementado una medida muy importante en materia de coordinación entre reguladores.

El Sernac no cuenta con todas las herramientas y atribuciones para proteger de la manera más adecuada al consumidor financiero y por eso está el Sernac financiero.

Añadió que existen aún problemas respecto de lo opaco del mercado crediticio -comisiones, seguros, entre otros cobros que no se ven claramente reflejados en las tasas de interés-. Por ello, el Ministro mencionó dos proyectos vigentes.

El primero es el reglamento del crédito universal, que parte el 1 de octubre y que es parte de la reforma al MK3. Al Ministerio le correspondió terminar la implementación del MK3. Fue un proyecto que se aprobó y que fue un acuerdo que adoptaron con las autoridades del Gobierno anterior, que lo habían impulsado. Les pareció un proyecto razonable. Se le hicieron algunas observaciones. Finalmente, se aprobó el reglamento del crédito universal, que establece el costo anual equivalente y la obligación de los bancos de publicitarlo adecuadamente para tres tipos de crédito, que son los más importantes: el crédito de consumo, el crédito hipotecario y las tarjetas de crédito. Es un avance en esta materia.

El segundo avance importante es un proyecto que ya salió de la Cámara y que en este momento está en el Senado. Se refirió al que establece la obligación de licitar los seguros asociados a los créditos hipotecarios.

Hay un último punto que constituye un desafío importante para el regulador y para la autoridad, cual es la educación financiera por parte de los consumidores. De hecho, las encuestas en materia de educación financiera revelan un bajo nivel de comprensión de los productos financieros y baja posibilidad de comparar términos entre distintos productos financieros.

Cronología de hechos.

Relató que en julio de 2010, el Sernac informó a La Polar sobre 123 denuncias de los consumidores que acusaban a la firma de repactar unilateralmente las deudas. Luego vino un proceso de mediación.

En noviembre de 2010, La Polar entregó una propuesta que fue aceptada por los involucrados.

En febrero de 2011, el Sernac requirió una auditoría para ver el cumplimiento del acuerdo, y en abril se constató que no se cumplió de manera satisfactoria y oportuna la propuesta de solución ofrecida. O sea, había un acuerdo entre el Sernac y los denunciantes y La Polar, pero esta empresa no implementó en forma satisfactoria lo que había prometido.

En junio de 2011, el Sernac demandó de manera colectiva a la multitienda. El día 3 de junio, la Superintendencia de Valores y Seguros recibió una presentación de un estudio de abogados, dirigida también a Empresas La Polar S.A., a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y Banco Central, mediante la cual efectuó una serie de consultas relativas al comportamiento de la cartera crediticia de Empresas La Polar S.A. y la suficiencia de sus provisiones.

En cuanto tomaron conocimiento de la situación, las superintendencias iniciaron procesos de levantamiento de información relevante e investigación de posibles infracciones administrativas. También se realizó una fiscalización in situ a todos los emisores de tarjetas de crédito no bancarias.

En tanto, la Superintendencia de Valores y Seguros ha centrado su investigación en los accionistas de La Polar, en la participación y rol de inversionistas institucionales, en el endeudamiento de la sociedad -bonos, efectos de comercio, bonos securitizados-, y en la revisión y stress test de covenants financieros, esto es, endeudamiento y cobertura de gastos financieros; en los planes de compensación de ejecutivos y directores de la sociedad y sus posiciones accionarias -bonos por desempeño y stock options-, en el rol y la responsabilidad del directorio y de los auditores externos, así como de potenciales abusos de mercado, como el uso de información privilegiada, que transgrede el artículo 60 de la Ley de Mercado de Valores.

También ha centrado su estudio en la determinación de la situación financiera de La Polar a través de reuniones periódicas con la administración, a efectos de que presente una cuantificación precisa de la condición financiera de la empresa. En este sentido, luego de conocer los hechos del 17 de junio pasado, solicitó rehacer estados financieros y aclarar la situación de los seguros asociados a las tarjetas de crédito.

Posteriormente, se presentaron los antecedentes a la Fiscalía Centro Norte por hechos que revisten caracteres de delito, y el 13 de julio se formularon cargos a 18 ejecutivos y directores de la empresa, así como contra PricewaterhouseCoopers.

Sostuvo que adicionalmente, el 26 de julio se formularon cargos a 8 ejecutivos por uso de información privilegiada. Incluso, algunos de los hechos denunciados a la Fiscalía Centro Norte revisten infracciones contra el artículo 59, es decir, entrega de información falsa, y otras infracciones contra el artículo 60, por uso de información privilegiada.

Por su parte, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras se enfocó en monitorear el control de pagos en comercios asociados con La Polar, por ejemplo, en el control semanal de condiciones de liquidez y ventas y capital mínimo. También requirió información a los auditores externos sobre los procedimientos para verificar la suficiencia de las provisiones y la metodología utilizada en ese proceso.

Además, el 29 de junio, se presentaron antecedentes ante la Fiscalía Centro Norte por presuntas violaciones a la Ley General de Bancos.

La Superintendencia de Pensiones centró su revisión en que las AFP vendan activos de la categoría “instrumentos restringidos”, cuyo límite se traspasó al pasar los bonos de La Polar a la categoría de high yield. En el caso de los fondos A, B, C y D el plazo es de un año; en el caso del fondo E, es de tres años.

La Polar tiene cerca de 560 millones de dólares en deuda, de los cuales 370 millones de dólares están en manos de las AFP.

Dado que se activaron los covenants, se está realizando una renegociación de los mismos.

Añadió que ante la falta de información confiable y los requerimientos realizados por la Superintendencia de Valores y Seguros de acuerdo a la ley, no fue posible materializar la capitalización acordada por la junta de accionistas el 22 de junio.

Surgió, además, otra arista relacionada con la venta de una base de datos del IPS, por lo que se pusieron los antecedentes en manos del Consejo de Defensa del Estado.

El 28 de julio, la empresa acordó con sus acreedores la presentación de un Convenio Judicial Preventivo, con el objeto de renegociar los pasivos de la compañía.

Mecanismos de control en el mundo de la empresa.

Indicó que, primero, está la plana ejecutiva y, en orden decreciente, el directorio y el comité de directores, los auditores externos, las clasificadoras de riesgo, los inversionistas, los acreedores -también, en algunos casos, inversionistas institucionales, que tienen acabada capacidad de análisis-, y, finalmente, los fiscalizadores.

Describió las responsabilidades de la siguiente manera:

En primer lugar, están quienes idearon y ejecutaron el fraude. La primera responsabilidad es de quienes idearon un sistema en que los resultados financieros de la empresa eran falsos, y entregaron información falsa al mercado y a los reguladores.

Esto implica una manipulación de datos y de los libros contables de la empresa, lo que constituye un delito contemplado en la letra a) del artículo 59 de la ley de Mercado de Valores, que es sancionado con penas de cárcel, que van desde 541 días a 10 años.

La propia empresa, a través del hecho esencial del 17 de junio, comprobó que la información entregada a las bolsas, a la Superintendencia de Valores y Seguros y al mercado en general no se condecía con la realidad, o sea, era información falsa.

En síntesis, este primer tipo de responsabilidad es el de los que adulteran la información.

En segundo lugar, están los responsables de la preparación y difusión de la información financiera y de los mecanismos de control interno de la compañía. En consecuencia, es responsabilidad de la propia administración del emisor de valores, es decir, de los ejecutivos, directores y comité de directores.

La Ley de Sociedades Anónimas establece el deber de los directores de diligencia y lealtad para con la compañía, que se traduce en la obligación de estar informados y pedir los antecedentes que sean necesarios.

Desde la reforma a los gobiernos corporativos, aprobada el año 2009, los directorios y comités de auditoría se ven enfrentados a nuevas exigencias, deberes y niveles de control.

El directorio debe definir una política conforme a la cual la información esencial sea comunicada y difundida inmediatamente. Por ejemplo, no es excusa para no informar el que no haya sesión de directorio.

Más allá de la prohibición legal de transar con información privilegiada, se hace responsable al directorio de velar por que no se abuse de los accionistas, para lo cual deberán adoptar una política interna que determine las reglas conforme a las cuales los ejecutivos principales podrán adquirir o enajenar, directa o indirectamente, valores de la sociedad.

Se establece que el comité de directores debe estar siempre integrado por una mayoría de independientes. En caso de haber un solo independiente, éste elige a los otros miembros del comité de directores de entre los demás directores.

El rol del comité de directores es importante, porque permite tener mayores oportunidades de revisar aspectos relacionados con la marcha de la empresa, analizar las operaciones con partes relacionadas y la interacción con los auditores, proponiendo al directorio la mejor forma de proceder en cada caso.

En conclusión, la ignorancia no exime de responsabilidad, salvo que se demuestre que se tomaron todas las medidas razonables tendientes a estar plenamente informados y entender a cabalidad los procesos internos y de control de la empresa.

Los auditores externos.

La labor del auditor externo consiste, principalmente, en pronunciarse sobre los estados financieros, como también respecto del control de riesgos al interior de la empresa, verificando si existen procedimientos, si éstos son adecuados y si se cumplen.

Señaló que el auditor externo no es un buzón que recibe información y debe, simplemente, ponerle un sello. Debe efectuar una labor mayor. Para eso es contratado.

De acuerdo a los estados financieros de La Polar, además de los modelos de scoring, la política de créditos depende “de la capacidad de pago, el comportamiento de pago, y las condiciones de mercado”.

Se refirió al cuadro que mostró en pantalla, aclarando: desde 2006 todos los estados financieros y los informes de los auditores externos figuran sin observaciones. Es decir, estaban limpios. Hay una frase que se usa habitualmente en estos casos, que dice algo así como que representan adecuadamente o razonablemente la situación financiera y contable de la empresa. Hubo una sola salvedad, que es la de 2009, pero que tiene que ver con el tránsito de un sistema contable a otro. La única observación es ese tránsito a IFRS que ocurrió en 2009 en el caso de La Polar.

Las clasificadoras de riesgo.

Aseveró que al igual que los auditores externos, son empresas contratadas por el emisor. Se les paga por el servicio de analizar las empresas en profundidad y determinar el nivel de riesgo de invertir en ellas. No queda claro qué tipos de antecedentes solicitaron a la empresa y tuvieron a la vista para la emisión de sus opiniones.

Opinó que resulta difícil entender cómo empresas de servicios especializados, como son las clasificadoras de riesgo, pudieron bajar la clasificación de riesgo de manera tan drástica: en ocho días la deuda bajó desde AA- a C, que es categoría de “bono basura”.

En cuanto al rol de la regulación, expresó que quería ser muy franco, porque consideró que en la discusión pareció que bastaría con tener un muy buen sistema legal, una muy buena regulación y profesionales muy competentes a cargo, para evitar cualquier delito. Pero eso no es cierto, afirmó. A lo que se puede aspirar es a minimizar, a tener una forma de detectar a tiempo, pero no se puede prevenir completamente ni asegurar que no ocurrirán hechos como éste en el futuro. Así como el mejor sistema de seguridad no puede evitar completamente el robo, la legislación y el resto de la normativa sólo pueden buscar establecer un equilibrio óptimo entre reglas claras, sanciones estrictas y flexibilidad necesaria para que el mercado financiero pueda desenvolverse normalmente. Aún las economías más desarrolladas y con altos niveles de regulación y fiscalización han enfrentado situaciones en que se defrauda y abusa del sistema. Recordó los casos de Enron y Worldcom en Estados Unidos, y de 
Blackrock y Barings en Reino Unido.

Por supuesto, el haber constatado esto no significa que no haya espacio para mejoras. Dijo quiere sacar lecciones de este caso, así es que el Ministerio está estudiando los antecedentes y la evidencia que surge de la investigación. Luego de tener todos los antecedentes, revisarán la normativa y las leyes para ver qué hace falta, de modo de disminuir al máximo las probabilidades de que esto ocurra nuevamente. Pero eso no significa que se pueda asegurar que un delito no pueda volver a ocurrir, porque es algo que ni el mejor sistema del mundo puede hacer.

La Superintendencia de Valores y Seguros.

Empresas La Polar es una sociedad anónima abierta, por lo que ella y sus acciones se encuentran, desde 2003, inscritas en el Registro de Valores que lleva la Superintendencia de Valores y Seguros.

En cuanto se puso en conocimiento de la Superintendencia de Valores y Seguros la situación que conocemos, ésta adoptó medidas de distinta índole.

Lo primero fue ordenar un seguimiento a la situación financiera de La Polar, que incluyó el monitoreo del plan de contingencia implementado por la empresa para lograr una cuantificación precisa de su condición financiera, de las provisiones adicionales que se requieren y el tratamiento contable que corresponde dar a la mismas. Asimismo, incluyó el monitoreo del endeudamiento de la empresa, tanto en bonos, efectos de comercio, bonos securitizados, como la revisión y sensibilidad de los covenants financieros: endeudamiento y cobertura de gastos financieros.

Otra medida que adoptó fue el análisis de efectos de situación de La Polar en el mercado, que consideró el seguimiento del comportamiento bursátil y la posición de riesgo de inversionistas institucionales y otros supervisados por esa Superintendencia.

Procedimientos de investigación administrativa en La Polar:

Revisión de la actuación de la administración de la sociedad, su gobierno corporativo, los auditores externos y clasificadores de riesgo involucrados, a efectos de determinar las responsabilidades que les pudiera caber en este caso por infracciones a la ley de mercado de valores, la ley de sociedades anónimas y la ley orgánica de la Superintendencia de Valores y Seguros.

Requerimiento de copias de actas de sesiones del directorio y del comité de directores de La Polar.

Revisión de sistemas de incentivos y planes de compensación a ejecutivos. Se refiere a bonos y stock options.

Solicitud de lista de personas involucradas en la administración y el proceso de toma de conocimiento de la situación de La Polar.

Requerimiento al auditor externo de sus papeles de trabajo.
Requerimiento a clasificadores de riesgo de información considerada para efectos de emitir opiniones.

Revisión de recomendaciones de acciones de La Polar por parte de corredoras.

Reforzamiento de equipo de supervisión y auditoría en terreno.

Reuniones indagatorias y toma de declaraciones a principales involucrados.
Verificación de sistemas de información y registro de datos de la empresa.
Marco de regulación y supervisión de emisores.
Indicó que la supervisión desarrollada por la Superintendencia de Valores y Seguros a emisores de diversas industrias bajo su control se construye en gran medida sobre la base de la opinión emitida por los auditores externos y las clasificadoras de riesgo y, complementariamente, con revisiones selectivas de la información financiera proporcionada por los emisores. Es decir, no es rol de la Superintendencia de Valores y Seguros recabar directamente la información de la empresa; para eso están los auditores externos, fundamentalmente, pero también los clasificadores de riesgo. Ésa es la información de la que se nutre la Superintendencia de Valores y Seguros, pero, en forma selectiva y complementaria, puede llegar a investigar a una empresa para obtener más información.

En materia regulatoria, a la Superintendencia de Valores y Seguros le corresponde liderar procesos de mejora de estándares de la información financiera proporcionada por los emisores, como la convergencia a IFRS, que ocurrió en 2009 en el caso de esta empresa.

La Superintendencia de Valores y Seguros entregó todos los antecedentes a la Fiscalía Centro Norte respecto a hechos que, a su juicio, revisten el carácter del delito contemplado en el artículo 59, letra a) de la ley de mercado de valores, que consiste en la provisión de información falsa.

Se han formulado cargos contra 27 personas y contra PricewaterhouseCoopers por presuntas violaciones a la ley de mercado de valores.

Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.

Añadió que de acuerdo al marco regulatorio vigente desde febrero de 2006, a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras le corresponde velar por el normal funcionamiento de la cadena de pagos, que incluye el uso de la tarjeta como medio de pago en comercios asociados distintos del emisor y velar por que las obligaciones que contrae con esos comercios se paguen oportunamente.

Asimismo, a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras le corresponde fiscalizar a emisores no bancarios de tarjetas de crédito que pagan hasta 3 días hábiles después de la compra a comercios adheridos. El objeto de esto es proteger al comercio afiliado, de manera que reciba un pago oportuno.

El ámbito de fiscalización comprende a emisores de tarjetas de crédito no bancarias con ventas sobre un millón de unidades de fomento al año.

El propósito de esta regulación no es regular el crédito ni la solvencia de los emisores de tarjetas no bancarias, sino ver el efecto en el sistema de pago en el uso de la tarjeta en otros comercios. No vela por la solvencia del emisor, que es una cosa distinta.

A la fecha hay ocho sociedades inscritas en el Registro de Emisores y Operadores de Tarjetas de Crédito, en conformidad al Capítulo III.J1 del Compendio de Normas Financieras del Banco Central de Chile y la circular N° 17 de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.

Dijo que las herramientas de fiscalización que provee la normativa del Banco Central consisten en: fiscalización delegada en auditores externos que verifican el cumplimiento de políticas, procedimientos y las normas del Banco Central; evaluación por parte de la SBIF de la consistencia del informe del auditor. La fiscalización es realizada mediante un informe de procedimientos acordados por los auditores externos de la compañía.

Dicho informe consiste, básicamente, en verificar el cumplimiento de exigencias normativas, describir y verificar el cumplimiento de las políticas y en procedimientos de control y gestión de riesgos; recomendar correcciones en caso de incumplimiento de las políticas y procedimientos establecidos; analizar la suficiencia de las políticas anteriores y su aplicación para asegurar el íntegro y oportuno cumplimiento de las obligaciones de pago del emisor con las entidades afiliadas no relacionadas.

Medidas adoptadas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones
Financieras en el caso de La Polar.

Señaló que el 9 de junio la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras citó a los auditores externos encargados del informe de procedimientos acordados. Se les solicitó un informe detallado del trabajo efectuado en Inversiones SGC S.A., que es el emisor de las tarjetas, informe que fue entregado el 14 de junio y que hoy está en proceso de análisis por parte de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. El presidente y directores de la empresa fueron citados y se les requirió mayores antecedentes por el hecho esencial publicado el 17 de junio.

Con fecha 14 de junio, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras se constituyó en terreno en Inversiones SGC S.A., con el fin de obtener información actualizada de la empresa que permita: verificar el fiel cumplimiento de los compromisos de pagos por ventas en comercios afiliados distintos a Empresas La Polar, con una periodicidad estricta; verificar la mantención del capital mínimo exigido por las normas del Banco Central, y recabar información sobre las políticas y procedimientos de crédito, así como otras materias relacionadas con la normativa que rige al referido emisor.

La Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras está aplicando todos los instrumentos, medidas e investigaciones que la ley le permite para esclarecer este caso, en el ámbito que le compete. Hasta el momento no hay ningún indicio de interrupción de la cadena de pagos, que al 9 de junio eran de aproximadamente 2 millones de dólares, en monto de transacciones que se utilizaban con la tarjeta La Polar en otros comercios. En eso no ha habido ninguna interrupción en la cadena de pago.

Con fecha 17 de junio la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras comunicó al emisor de las tarjetas, SGC, filial de La Polar, que tiene 5 días hábiles para aclarar cómo enterará el capital mínimo de 100.000 UF, bajo el apercibimiento de revocar la licencia para emitir tarjetas de crédito.

El 24 de junio SGC pide 5 días de plazo adicional a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, que se conceden en paralelo a tomar como medida preventiva la no autorización a afiliar a otros comercios. El plan de regularización fue entregado a la SBIF el 5 de julio, que suspendió la entrega de nuevas tarjetas hasta su total materialización. Este es un punto importante, pues hoy está suspendida la emisión y entrega de nuevas tarjetas por parte de La Polar mientras no se cumpla el requisito del capital mínimo.

El 29 de junio la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras presenta una denuncia al Ministerio Público, en contra de quienes resulten responsables de presuntas violaciones a los artículos 157 y 158 de la ley general de bancos.

En paralelo, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras pidió al auditor Pricewaterhousecoopers un informe sobre su actuación en la elaboración del informe de procedimientos acordados de SGC. Se solicitan el envío de los papeles de trabajo, un informe de descargos y explicaciones, se cita a declarar a dos auditores y se toman declaraciones de otros dos funcionarios de Pricewaterhousecoopers.

Adicionalmente, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, entre el 20 y 28 de junio, realizó una fiscalización in situ de los 8 emisores de tarjetas de crédito no bancarios, en coordinación con la Superintendencia de Valores y Seguros. Se solicita también a los directorios de los emisores que se pronuncien sobre la suficiencia de provisiones de sus carteras.

En cuanto a la Superintendencia de Pensiones, las acciones de La Polar tienen presencia bursátil del ciento por ciento, por lo que la inversión que realicen los Fondos de Pensiones en ella se computa en el límite general de inversiones, tanto por instrumento como por emisor, en conformidad a lo dispuesto en el decreto ley N° 3.500 y en el Régimen de Inversión de los Fondos de Pensiones. Siguen siendo elegibles y representan, al 30 de junio, un 0,07 por ciento del total de los activos de las AFP.

En materia de bonos, los de La Polar actualmente poseen la clasificación de riesgo C, alto riesgo. Por lo tanto, deben eliminar esta inversión en 3 años por quedar fuera de los límites establecidos.

Medidas adoptadas por la Superintendencia de Pensiones.


Informó que mediante el oficio N° 13.869 solicitó a las Administradoras informar gestiones emprendidas en relación con la inversión en La Polar para asegurar una adecuada rentabilidad y seguridad de los fondos administrados. Se citó en forma separada a cada una de las AFP para conocer su actuar en este caso. Se está fiscalizando el actuar de las AFP y el cumplimiento de sus obligaciones legales en relación a este caso.

Ministerio de Hacienda.

Acotó que en cuanto al rol del Ministerio de Hacienda, es velar por la estabilidad del sistema financiero y diseñar las políticas y proponer la legislación adecuada para el buen funcionamiento del mercado financiero. A su vez, nuestro foco también son los consumidores.

Una vez conocidas las graves denuncias, el ministerio adoptó todas las medidas para evaluar los antecedentes y descartar una crisis financiera, así como un posible riesgo sistémico. Ambas cosas se verificaron en muy poco tiempo, luego de recibidas las denuncias, con el fin de saber si se trataba de un fenómeno puntual, localizado o uno que podría poner en riesgo el funcionamiento del sistema de pago o el sistema financiero. Ambas fueron descartadas.

También se citó a sesiones extraordinarias del Comité de Mercado de Capitales en reiteradas oportunidades y se solicitó la entrega de antecedentes en base a la cual se coordinó la labor de los entes fiscalizadores, fundamentalmente las Superintendencias de Valores y Seguros, de Bancos e Instituciones Financieras, y de Pensiones. A este Comité de Mercado de Capitales también asiste el Banco Central y el Ministerio de Hacienda.

Impacto sobre las personas.

Agregó que en cuanto al impacto sobre las personas, el retail tiene una participación importante en el mercado de las colocaciones de consumo, el 57 por ciento corresponde a los bancos, pero el 15 por ciento corresponde al retail. A marzo de 2011, Falabella tenía el 28,8 por ciento y La Polar el 28,6 por ciento de las colocaciones. Luego viene Cencosud, Ripley, Presto, Johnson’s, Consorcio, Abcdin.

En cuanto al número de empleados de cada cadena, Cencosud tiene un poco más de 100.000; Falabella, 80.000; La Polar, más de 8.000 empleados.

Observa la evolución de las acciones del retail y La Polar. Si el mercado percibiera que hay un problema marginalizado, se habría dado un castigo general al retail, pero sucede que otros eventos externos han hecho que las bolsas estén afectadas, como situaciones internacionales que en los últimos días han provocado caídas importantes de los índices bursátiles. Pero el caso La Polar está por abajo.

Otro tema es ver los índices bursátiles de la banca y de algunos de los bancos que están más expuestos, y hay una indicación de efecto en los precios de las acciones bancarias. Se puede decir que un poco más en el retail que en la banca, pero sucede que los bancos no tienen transacción bursátil. Hay dos bancos que están más expuestos. Muestra una diapositiva y explica que las instituciones allí señaladas tienen transacción bursátil, que son Security, de Chile, BCI, el IPSA y La Polar.

Hubo una razonable incertidumbre por parte del mercado respecto del retail. Manifestó que el Ministerio en conjunto con las Superintendencias se han constituido in situ y han recabado toda la información sobre las carteras de crédito, el retail, los mecanismos utilizados, las provisiones y, hasta el momento, informó, que no tiene ninguna información de que el problema de La Polar sea generalizado y todo indica que es un tema comparti mental izado, con la información disponible hasta el momento de exponer frente a la Comisión.

El Ministro muestra otro gráfico donde se ven los bonos del sector comercio. Ésta es otra manera de mirar el retail, no sólo a través de las acciones, sino del TIR de los bonos del sector comercio. Se observa, claramente, que en lo fundamental no hay contagio, los bonos del sector comercio, tal vez con un poco más de volatilidad, mantienen su TIR, y los bonos de La Polar están por arriba. Claramente hay un problema respecto de La Polar. En el comportamiento del mercado no hay un castigo a los bonos del sector comercio, si bien es cierto se podría decir que hay mayor volatilidad.

Respecto de los bonos del sector bancario, hay más evidencias, porque hay más bonos bancarios transados que acciones bancarias transadas. Por lo tanto, tampoco se ve un efecto de bajas en los TIR de los bonos del sector bancario.

Efectos sobre el sistema financiero.

Comentó que se puede ver que hay deudas y acciones. Las AFP tienen el 56, 6 por ciento de los efectos en el sector financiero de La Polar, si se suman bonos y acciones.

También hay exposición de la banca, que tiene sólo deudas. En cuanto a los fondos de pensiones tienen deudas y acciones. Los fondos mutuos tienen deudas y acciones, asimismo, las compañías de seguros y los fondos de inversiones.

Acciones que emprenderá el Ministerio.

Consignó que el viernes 29 de julio presentaron públicamente el decreto que crea el Consejo de Estabilidad Financiera, el cual permitirá controlar los riesgos sistémicos del sistema financiero, aumentando el nivel de coordinación entre los reguladores y supervisión consolidada sobre grupos financieros. Está conformado por los superintendentes de Valores, de Bancos, y de Pensiones, más el presidente del Banco Central de Chile, que asiste por invitación, y el ministro de Hacienda, quien lo preside con una secretaría técnica que está basada en Hacienda. En este momento el decreto está para toma de razón en Contraloría.

Esta es una institucionalidad nueva que va a permitir coordinar mejor la labor de los reguladores, tener un control más claro sobre el riesgo sistémico y supervisar mejor los conglomerados.

Además, existe una serie de propuestas legislativas que se han estado trabajando desde hace bastante tiempo, y que dicen relación con las situaciones que dejó en evidencia el caso de La Polar.

Estos temas se vienen trabajando desde antes del caso de La Polar. Lo que hace la situación de La Polar es darle un mayor sentido de importancia y urgencia. Pero en el caso del Consejo de Estabilidad Financiera, es una propuesta de la Comisión Desormeaux. El Ministerio de Hacienda llamó a una comisión de regulación financiera para proponer mejoras a la regulación y supervisión financiera en agosto de 2010. En enero de 2011 les entregaron el informe y en marzo de este año informaron que crearían un Consejo de Estabilidad Financiera, que finalmente se hizo por la vía de un decreto hace pocos días.

Dentro de las soluciones legislativas, cabe señalar el proyecto de ley, que está muy avanzado, sobre información comercial a través de la consolidación de la deuda negativa y positiva de las personas -uno de los temas que vieron era que tenían información incompleta en el mercado del crédito-, que se hace cargo del problema de sobreendeudamiento y de la ausencia de información agregada de la banca y el retail. Fue una de las causas que permitieron que La Polar tuviera niveles de deuda por cliente muy superiores a la real capacidad de pago de éstos.

En forma adicional, pone un regulador y fiscalizador claro para las materias relativas al tratamiento de datos crediticios, que es la Superintendencia de Bancos, y otro para relación con los consumidores, que es el Sernac. Agregó que están usando la institucionalidad existente, pero también potenciándola y dándole nuevas herramientas.

Elaboraron el proyecto de ley que transforma la Superintendencia de Valores y Seguros en la Comisión de Valores y Seguros, cuya dirección será no unipersonal, sino colegiada, y que moderniza a la Superintendencia de Valores y Seguros, y la dota de mayor autonomía, recursos, capacidad normativa, fiscalizadora y sancionatoria. También es una recomendación de la Comisión Desormeaux, información entregada en marzo de este año. El Ministerio recibió el informe en enero.

El proyecto de ley sobre supervisión basada en riesgos para compañías de seguros -están ad portas de darlo a conocer-, que avanza en incrementar el rol y la responsabilidad del directorio -que debe diseñar una política de control de riesgo y fiscalizar su cumplimiento-, los ejecutivos principales, auditores externos y actuarios, al mismo tiempo que incrementa las herramientas, recursos y facultades de la Superintendencia de Valores y Seguros para actuar en forma preventiva en caso de que una compañía vea incremento en su riesgo.

Señaló que el Sernac Financiero que crea el sello Sernac es un aporte al apoyo al consumidor.

Conclusiones.

Opinó que se está en presencia de un delito que provoca en el Gobierno, en la opinión pública, en el Ministerio de Hacienda la mayor indignación, porque hay un abuso cometido con los consumidores y no sólo con ellos, sino que también con los accionistas, accionistas pequeños, pensionados o futuros pensionados, ahorrantes previsionales. Además, genera un grave daño a la confianza del mercado y sus agentes.

De acuerdo a los antecedentes aportados aseveró, que no están frente a una crisis financiera ni existe riesgo sistémico ni sobre el sistema de pago.

Hasta la fecha y con información disponible se puede descartar que otras casas comerciales se encuentren en situaciones similares.

El Ministerio de Hacienda ha adoptado y seguirá impulsando todas las medidas necesarias tendientes a hacer cumplir la normativa y legislación vigente, perseguir a los infractores y detectar cualquier espacio regulatorio que requiera mayor análisis, presentando a la brevedad los proyectos de ley que han anunciado.

Respuestas varias.

Se expresó optimista respecto a la posibilidad de avanzar en materias legislativas para establecer mayores controles, Sin embargo, criticó la lógica aristotélica, o más bien prearistotélica planteada por un señor Diputado, al referirse a un fenómeno que ocurre desde el 2003, pues las repactaciones se vienen produciendo a partir de ese año, y responsabilizar al Gobierno actual, agregado que mal podría pensarse que este gobierno, que lleva un año y cinco meses en el poder, pudiera haber enfrentado un terremoto, el proceso de reconstrucción y, a la vez, haber superado todos los problemas regulatorios y legislativos que existían en el sistema financiero.

Destacó que se ha vivido un largo período de gobiernos que tampoco pudieron superar este problema.

Respecto del rol de las superintendencias, señaló que no hay ningún sistema en el mundo, ningún esquema regulatorio y legislativo, que logre prevenir completamente y asegurar la comisión de un delito. Lo que sí se puede pedir al sistema es que minimice la probabilidad de ocurrencia de delitos. Pero que asegure que no se cometan delitos, es algo imposible; es algo que no se puede pedir. El mejor esquema de protección policial y de seguridad no puede evitar completamente el robo.

En cuanto a la disyuntiva entre el Banco Central y el superintendente de Bancos, el Ministro suscribe lo que dijo el representante del instituto emisor que dijo: “La regulaciyn establecida por el Banco Central de Chile en materia de tarjetas de crédito guarda estricta relación con velar por el normal funcionamiento del sistema de pago, y, por lo tanto, su foco de atención son las obligaciones que un emisor de tarjetas asume cuando ésta se usa para efectuar pagos en otros establecimientos comerciales, por lo que no se vincula con el crédito que otorga a sus clientes titulares de tarjetas de crédito”.

Es decir, hay facultades para fiscalizar el sistema de pago, el efecto en el sistema de pago en otros comercios. Se han adoptado medidas al respecto, como no afiliar a otros comercios, pero no respecto de la solvencia del emisor.

Enseguida, señala el Presidente del Banco Central, comentó el Ministro: “La supervisiyn de la regulaciyn dictada por el Banco Central de Chile se encuentra encomendada por la ley a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras con las facultades generales que se otorgan con tal finalidad en el Título I de la ley General de Bancos”. Al efecto, El Ministro consideró correcto lo que señala, pero en el ámbito de lo que establece el Capítulo I I I.J.1, en relación con los medios de pago, no desde el punto de vista de la solvencia.

Asimismo, afirmó que hay facultades, pero respecto de un tema específico, sin perjuicio de que se pueda mejorar nuestra legislación, porque hay un área en la que hay regulaciones distintas, para distintos tipos de emisores, dependiendo de si son bancarios o no. Sin embargo, dentro de este escenario, las superintendencias han actuado de acuerdo con las facultades que les confiere la legislación vigente.

Aclaró que el delito no fue evidente para la mayoría. Hubo auditores externos, clasificadores de riesgo, analistas de mercado, corredores de bolsa que recomendaban los títulos de La Polar, también hubo inversionistas institucionales, que son inversionistas sofisticados que analizan y no invierten en cualquier papel.

Hubo indicios para una oficina de abogados. Pero hubo una cantidad enorme de agentes, como inversionistas sofisticados, clasificadores, auditores y directores para los cuales nada de esto fue evidente No obstante, se dice que debió haber sido evidente para el regulador.

Agregó que si bien es cierto había información pública, como que la cartera de clientes de La Polar había crecido bastante, que podía haber servido de indicio, aunque puede haber crecimientos importantes de carteras, lo concreto es que detrás de este caso hubo una falsificación de información a nivel base, y esa falsificación era tan fácil de advertir.

Por otra parte, se planteó la necesidad de que haya sanciones ejemplares, lo que también quiere el Gobierno, pero el Ministro no pudo asegurarlo, porque no es un área de su competencia, sino de otro poder del Estado. Sin embargo, algunas de las conductas que se investigan son constitutivas de delitos sancionados con cárcel. Pero ello corresponde al Poder Judicial y al Ministerio Público. Al Ministerio Público le corresponde perseguir la responsabilidad penal, para lo cual el Ministerio de Hacienda le ha entregado toda la información que tienen disponible, y a la Superintendencia le corresponde perseguir las responsabilidades administrativas.

Estimó que habría sido positivo que la Superintendencia contara un año antes con información del Sernac. También que no habría sido posible detectar el fraude con 123 casos de repactaciones unilaterales.

Aclaró que uno es un tema de derechos del consumidor, el otro es un problema de la solvencia de la empresa.

Acotó que lo que el Gobierno debe hacer es perseguir a los responsables, lograr reparar el daño provocado a los consumidores, en la medida que se pueda, y cree que al final el consumidor va a quedar bastante protegido. El problema está en los accionistas pequeños y, a través de las AFP, en los trabajadores, porque los consumidores, gracias a todo lo que se ha hecho, tienen la sensación de que serán compensados y reparados.

Pero a la vez se han sacado lecciones, por lo que se ha decidido mejorar la institucionalidad, la legislación y la regulación. No necesariamente hay que crear nuevas superintendencias, lo que hay que discutir son las atribuciones. La idea del Ministerio no es crear una nueva superintendencia, sino mejorar la legislación con una serie de proyectos.

Se mencionó la ley MK III. Lo que hicieron fue tomar la ley MK III. Había un acuerdo. Se trabajó fundamentalmente durante el gobierno anterior. Tiene muchos elementos positivos. Lo que pasa es que la autorregulación no es suficiente. En eso hay acuerdo.

Ahora, debe haber una sana autorregulación. Eso también es razonable, pero tiene que haber mecanismos de control y mecanismos de regulación por parte de la autoridad que lo apoye.

Dijo que se actuó con diligencia cuando se tuvo conocimiento de los hechos. Sacarán más lecciones a futuro, porque éste es un proceso continuo. No tiene un juicio definitivo, ya que faltan todavía elementos.

Se autorizó la capitalización; pero no se ha materializado mientras no exista la información.

En cuanto a las transacciones de acciones, es complicado suspenderlas. Ha ocurrido, y se hizo en este caso en particular, cuando la empresa dice que la información no es la adecuada y luego el viernes 17 de julio se envía la nueva información, que dice que había 418 mil afectados. Ahí se sincera la información. Hay gente que plantea que es un caso bastante extremo, pesimista, porque el escenario que plantea la empresa o los análisis que se realizan hablaría de una no recuperación. A su juicio, es importante rehacer los estados financiero, que es lo que está ocurriendo hoy día.

En cuanto al riesgo sistémico, fue claro al sostener que no hay riesgo sistémico. No hay riesgo en el sistema de pagos, porque incluso cuando la tarjeta de La Polar se utilizó para pagar en otros comercios, las transacciones eran del orden de 2 millones de dólares, que no es mucho. No ha habido ningún problema en el pago. Entonces, no hay problemas respecto del tema del sistema de pagos. Lo que hay es un problema con la política crediticia del emisor de la tarjeta respecto de sus propios clientes, que es una situación distinta. Ahora, con la mejor información disponible a esta fecha, todo lleva a concluir que esta práctica no está generalizada a otros medios. No sabe si hay abusos puntuales en otros casos.

Aseveró que las superintendencias están trabajando en la revisión de toda la cartera del retail para cerciorarse que las provisiones sean las adecuadas.

El hecho de que haya una renegociación en sí no hace que sea un mal crédito. La renegociación en sí misma no es mala. Si ha sido una repactación unilateral, por supuesto que sí, pero habiendo consentimiento, bajo determinadas condiciones, es un crédito como cualquiera.

Ahora, tiene provisiones distintas un crédito que es renegociado de uno que no lo es. Entonces, tienen que estar bien establecidas las provisiones y tiene que haber voluntad de las partes. Eso es básico.

Había instancias formales de coordinación entre los reguladores y, de hecho, existe una instancia que es el comité de mercado de capitales, que si bien funciona, no es un comité formal, ya que ha sido creado como un comité ad hoc. Por eso, decidieron crear a una instancia más formal con participación del presidente del Banco Central.

Los tres superintendentes también se reúnen, pero en el comité del mercado de capitales participa además el ministro de Hacienda y un representante del Banco Central. Quieren avanzar en la institucionalidad, realizar reuniones periódicas, probablemente una mensual, y reuniones extraordinarias cuando sean requeridas, con el presidente del Banco Central, los tres superintendentes y el ministro de Hacienda.

Por otra parte, le parece que no hay una buena razón para excluir a Ernst & Young, que fue el auditor en 2006, y a quien se le encargaron las revisiones de los estados financieros. En realidad, hay otro auditor que es el que ha tenido durante 2007, 2008, 2009, 2010 y hasta el año en curso.

Respecto a las AFP, el decreto ley 3.500, en la causal de negligencia, si es que se llega al convencimiento de que existe, establece ese mecanismo. Por lo tanto, existe una institucionalidad que lo permite, pero para eso el regulador debe llegar al convencimiento de que ha existido la causal de negligencia y hay una investigación en curso.


Sobre las competencias del mercado financiero, hace bastante tiempo encargaron un informe en derecho acerca del estado de la competencia en el sistema bancario. Están decididos a avanzar, a mejorar, a aumentar la competencia en el sistema bancario, donde vean que hay elementos que disminuyen esa competencia están dispuestos a actuar. Están analizando el tema y, encargaron hace bastante tiempo un informe en derecho.

En relación con la información comercial, se viene discutiendo hace mucho tiempo ese tema. Se dice que se han demorado mucho, pero primero tiene que formarse una opinión al respecto y analizar el tema.

Acerca de la tasa máxima, afirmó estar dispuesto a revisar el tema, porque cae de lleno en sus responsabilidades, sin perjuicio de que puedan conversar con otras reparticiones y con otras autoridades para recabar sus opiniones. ¿Qué significa reducir la tasa máxima convencional? El riesgo que se corre es dejar fuera -hay un tema de cálculo- del mercado formal del crédito a muchas personas si la tasa máxima es muy restrictiva. Pueden caer en el mercado informal de crédito, que tiene tasas todavía mucho más altas y está fuera de la regulación. Hay disposición para analizar la situación, pero hay riesgos por los dos lados. Por ello, deben cuidar de no dejar fuera del mercado formal del crédito a las personas de más alto riesgo y que, por lo tanto, tienen tasas de interés más elevadas.

No hay una interpretación única respecto de las facultades que se confieren entre los distintos actores. Eso es algo que, en caso de ser así, debería dejar como conclusión que hay que aclarar la norma. El Ministerio necesita hacer un trabajo un poco más amplio, porque el hecho de que venga una autoridad del Banco Central y diga que ésa es la interpretación, no la convierte en sí misma en la interpretación de la norma. No es la verdad revelada, sino que es una opinión y en caso de que ésta tuviera una contradicción o diferencias de interpretación, su conclusión es que, en aras del futuro y sin entrar en discusiones interminables respecto de si hay o no diferencias de opinión, lo mejor es aclarar lo que corresponde para que no existan esas diferencias a futuro.

Acerca del decreto del Consejo de Estabilidad Financiera, éste se requiere porque aunque existe un comité, se trata de una instancia ad hoc. El decreto crea un consejo con reuniones regulares, en el que participa en forma no delegada el presidente del Banco Central. En ese sentido, es importante la presencia de las máximas autoridades económicas del país respecto de los temas financieros como son el presidente del Banco Central, el Ministro de Hacienda, los superintendentes; en los temas de riesgo sistémico que preocupan, en la supervisión de conglomerados. No existía en el Comité de Mercado de Capitales como un mandato la supervisión de conglomerados, es una atribución que se le da en este decreto, es una responsabilidad. Entonces, el Ministro cree que están avanzando. No piensa que sea la panacea, que tengan una solución mágica, pero cree que han progresado.

Reiteró que la existencia de 123 casos detectados en julio de 2010 de abusos por repactaciones unilaterales no basta para colegir que existe un problema sistémico con 418 mil clientes. ¿Es preferible tener la información? Sí, pero no le parece bien extremar el argumento, sosteniendo que la existencia y el conocimiento de esos casos hubieran permitido a los superintendentes determinar que había un problema de riesgo mayor que el abuso de los consumidores.

Con respecto del Sernac financiero, ha examinado este proyecto, ha firmado las indicaciones y, en su opinión, han avanzado en forma importante.

Sobre las normas existentes, concuerda con los principios generales, cree que siempre se debe estar disponible para examinar las normas, pero de ahí a llegar a la conclusión que los problemas derivan de allí, es otra cosa.

Cuando se plantea que se han formulado cargos en contra de un socio de una auditora, no es necesariamente por connivencia. Dejó claro que la connivencia es distinta de la falsificación de información. Es un delito que tiene un nivel superior y que la investigación tendrá que determinar. Es falta de diligencia o negligencia que no es lo mismo que la connivencia, aunque haya una rima en los tres vocablos. Desde el punto de vista racional, le cuesta aceptar la idea de que alguien piense que no le conviene revelar algo que no descubrió en el pasado y nadie lo va pillar. Las penas serán las que determine la justicia. La formulación de cargos tendrá toda la cooperación para perseguir con el máximo rigor de la ley a los que resulten responsables y quiso dejar claro ese punto.

Respecto de la información y las transacciones, estas últimas han sido suspendidas por determinados períodos. En particular, en la semana que termina el 17 de junio con el hecho esencial en que se aclara y se dice esto es. Ahí se abren las transacciones nuevamente.

Hoy efectivamente existen estados financieros que se están rehaciendo, pero también todos los agentes que están en el mercado tienen los mismos niveles de información. Si hubo casos de información privilegiada, esto ocurrió en el pasado. Hoy no hay presunción de que existan niveles de información distinta en el sentido de que haya alguien con información privilegiada respecto de la situación actual.

Don Enrique Marshall, Presidente Subrrogante del Banco Central de Chile.

Marco jurídico que rige a los emisores de valores de oferta pública
Se refirió al marco jurídico aplicable al emisor de valores de oferta pública La Polar S.A., y a su filial Inversiones SCG S.A.

Sostuvo que, en primer término, cabe considerar que la empresa La Polar S.A. es una sociedad anónima abierta que realiza oferta pública de valores, y como tal queda sujeta a las normas de orden público económico, contenidas en la legislación que rige al mercado de valores y a las sociedades anónimas. Por su parte, el negocio financiero de tarjetas de crédito, se encuentra radicado en la sociedad filial Inversiones SCG. S.A., sociedad anónima cerrada, emisora de la Tarjeta de Crédito Dorada La Polar, la que constituye un medio de pago regido por la regulación establecida por el Banco Central de Chile y sujeta a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras en los términos que se analizarán más adelante.

La referida legislación del mercado de valores y sociedades anónimas contiene diversas disposiciones destinadas a proteger el interés social, como también los derechos de los accionistas y de los titulares de valores de oferta pública, de manera de cautelar el adecuado funcionamiento del mercado de valores del país, atendida la fe pública depositada en el mismo.

Esta legislación tiene por objeto resguardar que la dirección de la empresa se ejerza privilegiando el interés de la sociedad emisora por sobre cualquier otro de índole particular, de manera de alinear su actuar con los intereses del universo de tenedores de valores e inversionistas, y asegurar un adecuado flujo de información al mercado. Con tal objeto, se obliga al emisor a proporcionar información veraz, suficiente y oportuna, respecto de su situación jurídica, financiera y económica, tanto al público como a la autoridad supervisora.

La aplicación de esta legislación se extiende no sólo a la matriz, sino también a sus filiales. Así ocurre en el caso del negocio financiero de tarjetas de crédito de La Polar S.A. radicado en su filial Inversiones SCG. S.A., ya que ésta, en su carácter de sociedad anónima cerrada, controlada por la matriz, debe consolidar sus estados financieros en el balance de La Polar S.A. Por ende, las obligaciones de entrega de información antedichas comprenden también a la de sus filiales, en cuanto ello incida en la situación jurídica, financiera o económica de la matriz.

Explicó que en este ámbito, le corresponde a la Superintendencia de Valores y Seguros un rol de supervisión de la sociedad matriz La Polar S.A., como asimismo, en los términos descritos sobre entrega de información, respecto de sus sociedades filiales.

Expresó que la situación que se generó en esta empresa emisora de valores de oferta pública, conforme a la información que se ha difundido, obedecería fundamentalmente al incumplimiento y omisión de los deberes esenciales de diligencia y lealtad contemplados en la legislación indicada, en que habrían incurrido algunos personeros de esa empresa Dichos personeros, abusando del ejercicio de sus funciones y con notable negligencia en el cumplimiento de éstas, habrían disimulado la situación financiera de la referida sociedad en beneficio propio de índole patrimonial, lo que configuraría una situación de fraude o corrupción en el sector privado. Ello, por cuanto se actuó anteponiendo el interés particular por sobre el interés general del emisor de valores, para lo cual se habría omitido dar cumplimiento a disposiciones legales perentorias de orden público económico, lo que contraviene no sólo el marco jurídico reseñado, sino también las sanas prácticas de mercado y de ética mercantil, que constituyen parte fundamental del universo moral de un país.

La relevancia del bien jurídico consignado precedentemente, que ha conducido a prevenir y sancionar las conductas constitutivas de fraude del sector privado, se encuentra contemplado en la Convención de las Naciones Unidas sobre la Corrupción, la que fue ratificada por Chile, y, por ende, pasó a formar parte del ordenamiento jurídico nacional con fecha 13 de diciembre de 2006.

Acotó que conforme a lo expuesto, la responsabilidad legal de los eventos ocurridos le asiste a los personeros a quienes correspondió la dirección y administración superior de la Polar S.A.; como también, a los auditores externos encargados por ley de verificar la consistencia y razonabilidad de los referidos estados financieros, otorgando confianza pública sobre su contenido.

También, cabría considerar el rol desempeñado por las empresas clasificadoras de riesgo, cuya opinión constituyó un elemento fundamental para la colocación en el mercado de los títulos de deuda emitidos por La Polar S.A. En este aspecto, cabe tener presente que en la legislación sobre sociedades anónimas y de mercado de valores, se contempla la aplicación de severas sanciones en caso de contravenirse las referidas obligaciones legales.

Regulación del Banco Central.

Indicó que Inversiones SCG S.A., en su carácter de emisor de la Tarjeta de Crédito Dorada La Polar, está sujeta a la regulación establecida por el Banco Central de Chile en el año 2006, en uso de la potestad normativa que le confiere el número 7 del artículo 35 de la ley orgánica constitucional que lo rige, la que, a su vez, se relaciona con el artículo 2° de la Ley General de Bancos.

Dicha reglamentación fue dictada por el Consejo una vez emitido el informe previo de la Superintendencia a que se hace mención en el inciso final del referido artículo 35, luego del trabajo conjunto de ambas instituciones que fue objeto de consulta pública.

Con ello se reguló la utilización de las tarjetas de crédito no bancarias como medio de pago, con motivo de ampliarse progresivamente su recepción en comercios no relacionados al emisor.

Conforme con el objeto legal asignado al Banco Central, consistente en velar por el normal funcionamiento de los pagos internos y externos, el bien público que se resguarda es la continuidad de los pagos que se encuentra obligado a efectuar el emisor a los establecimientos comerciales afiliados que aceptan el respectivo medio de pago en la compra de bienes o en la prestación de servicios.

Por lo expuesto, en el contexto del orden público económico del país, el bien jurídico que fundamenta la regulación y fiscalización antedicha radica en la responsabilidad de pago contraída por los establecimientos afiliados al utilizarse la tarjeta de crédito como instrumento de pago, y no se refiere al crédito que se otorga a su titular por parte del emisor.

Por consiguiente, si la Tarjeta de Crédito Dorada La Polar sólo fuera utilizada en los establecimientos comerciales de la matriz, a Inversiones SCG S.A. no le sería aplicable la regulación dictada por el Banco Central ni la fiscalización de la Superintendencia. Quedaría sujeta únicamente a la normativa sobre operaciones de crédito de dinero de que trata la ley 
N° 18.010, a la legislación sobre defensa del consumidor y a las exigencias contempladas en materia de libre competencia.

Señaló que la normativa del Banco Central incide en la función de supervisión encomendada a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras en el inciso segundo del artículo 2° de la Ley General de Bancos respecto de los emisores no bancarios, que sujeta a su fiscalización a las empresas cuyo giro consista en la emisión u operación de tarjetas de crédito o de cualquier otro sistema similar, siempre que dicho sistema importe que el emisor u operador contraiga habitualmente obligaciones de dinero para con el público o ciertos sectores o grupos específicos de él.

Instituciones Financieras cuenta con las potestades contenidas en el Título I de la Ley General de Bancos, respecto de las instituciones fiscalizadas, en todos aquellos aspectos relacionados con la emisión y operación de tarjetas de crédito, en su carácter de instrumento de pago.

En uso de dichas atribuciones legales, la Superintendencia de Bancos está facultada para dictar las disposiciones e instrucciones destinadas a la aplicación de las normas impartidas por el Banco Central a este respecto. Esas instrucciones están contenidas en la Circular 
N° 17, de 2006, y sus modificaciones posteriores.

Conforme con lo expresado, cabe considerar que las referidas instrucciones de la Superintendencia de Bancos han sido impartidas de acuerdo con el mandato amplio establecido en el artículo 12 de la Ley General de Bancos, en cuanto a que a la Superintendencia le corresponde velar por el cumplimiento de las leyes y demás disposiciones que rijan a las instituciones fiscalizadas, como asimismo, la de aplicar e interpretar dichas normas, lo cual es sin perjuicio, además, de las facultades sancionadoras que le confiere el artículo 19 de esa legislación respecto de las referidas entidades.

Síntesis de la normativa dictada por el Banco aplicable a emisores no bancarios.

Comentó que la regulación que se ha establecido se aplica a todos aquellos emisores no bancarios que presenten un monto total de pagos en un período anual a entidades afiliadas no relacionadas igual o superior a un millón de UF. Sin embargo, los requisitos exigidos a dichas entidades dependen fundamentalmente del plazo de pago al comercio que acepta dicho instrumento.

Por tal razón, en el caso del pago del emisor u operador de la tarjeta al contado o en el plazo máximo de tres días, los requisitos para los emisores son:

1. Estar inscritos en el Registro de Emisores y Operadores de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras,

2. Contemplar en su objeto social la emisión de tarjetas,

3. Mantener un capital pagado y reservas igual o superior a 100.000 UF, lo que debe acreditarse semestralmente a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras mediante informe de un auditor externo inscrito en dicha Superintendencia, y

4. Presentar a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras un informe anual de evaluación de gestión y control de riesgo emanado de un auditor externo, en los términos previstos en el Capítulo III.J.1 del Compendio de Normas Financieras del Banco Central, lo que también se permite cumplir mediante un informe de procedimientos acordados, en los términos que establezca la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.

En el caso del pago al comercio en un plazo superior a tres días, la normativa establece requisitos más estrictos, tales como objeto exclusivo de la institución emisora, capital mínimo de 200.000 UF -que es el monto aproximado que se les exigía anteriormente a las sociedades financieras, cuando éstas existían-, requerimientos de liquidez, margen de endeudamiento con terceros y sujeción a normas específicas de gestión y control de riesgos impartidas por la Superintendencia de Bancos.

Sin embargo, esa modalidad de regulación no se encuentra actualmente en aplicación, ya que todos los emisores han optado por pagar al comercio no relacionado en un plazo de hasta tres días e incluso una fracción importante de ellos lo hace al contado, situación que también se observa tratándose de Inversiones SCG S.A.

Producto de lo anterior, la exposición del comercio afiliado a Inversiones SCG S.A. ha permanecido en niveles muy acotados, tal como consta en la presentación del Informe de Estabilidad Financiera ante la Comisión de Hacienda del Senado en junio de este año. Por lo tanto, el cumplimiento de la función pública encomendada al Banco, cuya normativa dictada en esta materia ha sido objeto de fiscalización por parte de la Superintendencia de Bancos, no se ha visto afectado por los hechos materia de esta investigación.

Por otra parte, el Capítulo III.J.1 del Compendio de Normas Financieras del Banco Central también considera disposiciones especiales de resguardo, referidas fundamentalmente al contenido mínimo exigido respecto de los contratos de apertura de crédito celebrados entre el emisor y los titulares para el otorgamiento de tarjetas de crédito, a fin de dar certeza jurídica al medio de pago. Ese mismo Capítulo fija el ámbito de las instrucciones que puede dictar la Superintendencia para reglamentar estas materias, de conformidad con sus facultades legales.

Dicha normativa incorpora, de manera expresa, en esos contenidos mínimos, la aplicación supletoria de la ley sobre Protección de los Derechos del Consumidor, en cuanto a la prohibición de incorporar cláusulas abusivas en los contratos de adhesión. Conforme a ello se entiende lo expresado en el Capítulo III.J.1 del Compendio de Normas Financieras del Banco Central, en cuanto a que tanto la Superintendencia como el Sernac podrán adoptar, de conformidad con sus atribuciones legales, los acuerdos o convenios de cooperación que se requieran.

Esa regulación difiere en cuanto a sus objetivos y alcances a la aplicada a la actividad bancaria. En efecto, en el caso de los emisores de tarjetas de crédito no bancarias corresponde normar su rol e incidencia en el sistema de pagos, para la cual se establecen condiciones que reducen los riesgos al comercio afiliado que acepta dicho instrumento, en cuanto a los plazos de pago involucrados, que determinan, a su vez, los requisitos aplicables en este ámbito específico, así como ciertos aspectos sobre contenidos mínimos de los contratos establecidos con los titulares de las tarjetas, fundado en la seguridad jurídica de los pagos efectuados con dicho instrumento.
Por otro lado, en el caso de una empresa bancaria, su actividad se somete a regulación en razón del interés público involucrado en la captación de depósitos del público y en la intermediación de dinero y de crédito que efectúan dichas instituciones financieras, atendido su giro único autorizado por ley.

Finalmente, tras la dictación de la normativa del Banco Central y de acuerdo con lo dispuesto por las instrucciones de la Superintendencia, quedó delimitado el grupo de emisores no bancarios de tarjetas de crédito que representan un rol potencialmente relevante para el normal funcionamiento del sistema de pagos, y a los cuales se aplica el marco de regulación y fiscalización en comento.

Del mismo modo, la referida normativa ha conducido a que el plazo de pago a los comercios afiliados no exceda de tres días y que, en muchos casos se efectúe al contado, todo ello sin perjuicio de los montos totales de pagos comprometidos, lo que acota la preocupación por el eventual alcance sistémico que pudiere derivarse de la insolvencia o iliquidez de un emisor de tarjetas no bancarias.

Expresó que en relación con el mandato conferido al Banco Central de Chile, se puede concluir lo siguiente:

La situación que afecta a la empresa La Polar S.A. en su carácter de matriz de la emisora de tarjetas de crédito Inversiones SCG S.A., obedece a actuaciones ilícitas en que incurrieron algunos directivos y personeros de esa empresa para disimular la real situación financiera del conglomerado, con lo cual infringieron normas expresas de orden público económico que se contemplan en el ordenamiento jurídico aplicable a los emisores de valores de oferta pública. Por ende, corresponde establecer las responsabilidades administrativas, civiles y penales que sean aplicables por parte de las Superintendencias y los Tribunales de Justicia, respectivamente.

No obstante la severidad de esos hechos, que han causado un perjuicio patrimonial aún no cuantificable para inversionistas y deudores, cabe considerar que las irregularidades indicadas no han comprometido la estabilidad del sistema financiero, y sus implicancias sobre el sistema de pagos han resultado acotadas.

La regulación establecida por el Banco Central de Chile en materia de tarjetas de crédito guarda estricta relación con el objeto legal que se le ha asignado, de velar por el normal funcionamiento del sistema de pagos, de manera que su foco de atención son las obligaciones que un emisor de tarjetas asume cuando ésta se usa para efectuar pagos en otros establecimientos comerciales, por lo que no se vincula con el crédito que otorga a sus clientes titulares de tarjetas de crédito.

Consignó que el cumplimiento de la función pública encomendada al Banco, cuya normativa dictada en esta materia ha sido objeto de fiscalización por parte de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, no se ha visto afectada por los hechos materia de esta investigación.

Instituciones Financieras con las facultades generales que se otorgan con
tal finalidad en el Título 1 de la Ley General de Bancos.

Las irregularidades investigadas, configuran un caso grave y complejo, de cuyo análisis corresponderá extraer lecciones y, de conformidad con ello, efectuar las adecuaciones que correspondan en materia regulatoria. En tal sentido, el proyecto de ley que fortalece las atribuciones del Sernac en materia de proveedores de servicios financieros, actualmente en trámite en el Honorable Congreso Nacional, puede contribuir a fortalecer la protección general de los derechos del consumidor de productos financieros.

Dejó constancia que el Consejo del Banco Central de Chile igualmente ha dispuesto efectuar una revisión exhaustiva de la normativa vigente en el ámbito de su competencia, y en un plazo prudente incorporará los ajustes y perfeccionamientos necesarios en aspectos o materias que guardan relaciyn con su mandato y las facultades legales que se les han conferido.”
El mandato del Banco Central dice relación con velar por la estabilidad de la moneda, lo que se relaciona directamente con la inflación.

Adicionalmente, el mandato habla de velar por el normal funcionamiento de los pagos internos y externos. La normativa del Banco Central apunta en esta segunda dirección.

La fiscalización rige en la misma forma para aquel grupo que paga al contado a tres días como para ese otro grupo que quedó como un conjunto vacío. En ambos grupos existe la obligación de la Superintendencia de ejercer funciones fiscalizadoras. El único que queda completamente al margen de las regulaciones y las fiscalizaciones es un tercer grupo que corresponde a los que registran menos días.

¿Por qué se estableció ese umbral de 1 millón de unidades de fomento? Porque cuando se hizo el levantamiento de los sistemas de tarjetas no bancarias -en ese momento no existía el grado de concentración que existe hoy en la industria- se pudo comprobar que existían en regiones pequeños sistemas de tarjetas. Como al Banco Central le interesa el sistema en su conjunto, la mayor parte de los sistemas y de los tarjetahabientes quedaron comprendidos dentro del sistema de regulación y fiscalización que quedó definido el 2006.

Esta regulación se estableció de común acuerdo entre el Banco Central y la Superintendencia de Bancos, es decir, no fue una regulación que dictase el Banco Central y que después le dijera a la Superintendencia de Bancos que se hiciera cargo de esto. Se dictó de común acuerdo. Además, así lo exige la propia ley, porque para dictar una regulación sobre esta materia, la ley obliga al Banco Central a consultar a la Superintendencia. Pero no sólo existió una consulta de carácter formal, que es la que contempla la ley, sino que los equipos de trabajo del Banco Central y de la Superintendencia de Bancos trabajaron durante largos meses en esta materia. Finalmente, cuando se estableció esta regulación, el propio presidente del Banco Central y el superintendente de Bancos dieron una conferencia de prensa y emitieron un comunicado conjunto de manera tal que no había ninguna duda, ningún equívoco respecto de lo que se estaba haciendo y de la fiscalización de las obligaciones que asumía la Superintendencia de Bancos en ese momento.

Las facultades de fiscalización de la Superintendencia de Bancos no las otorga el Banco Central. Las facultades de fiscalización se las confiere la Ley General de Bancos, de manera tal que es propio decir que el Banco Central no les da facultades. Las facultades se las confiere la Ley General de Bancos Lo que define el Banco Central son las regulaciones en el caso de los emisores que pagan en los tres días. Son cuatro los requisitos y la Superintendencia tiene facultades de fiscalización más allá del informe que se exige que emane de un auditor externo, porque una labor de fiscalización tiene varias etapas, una de ellas es el levantamiento de la información. Esa información puede provenir de los estados financieros que presenta la compañía, de los propios inspectores de la superintendencia o de auditores externos. Eso lo contempla el ordenamiento legal. Después viene la etapa de formarse una opinión respecto de si esos antecedentes son razonables o si se requieren acciones de fiscalización o de corrección. De manera que la fiscalización va más allá de lo que pueden aportar los auditores externos por la vía de emitir un informe o de verificar los estados financieros.

Respecto de los tres días: la razón por la cual se estableció ese criterio, que en ningún caso exime de fiscalización, fue tirar una línea para hacer el pago contado, lo cual conlleva un menor riesgo. A la luz de la práctica de pagos, eso era lo razonable para efectos de recabar la información, ordenar el pago y que los fondos estuvieran disponibles. Por ejemplo, si se paga con cheque, todo el mundo entiende que es un pago al contado. Si se deposita al día siguiente, los fondos están disponibles al subsiguiente. De manera que se habla de dos o tres días que es el plazo normal para que se materialice el pago. Por supuesto, dicho plazo puede ser discutible, pero eso fue lo que se tuvo en mente: el plazo necesario para que se recabe la información y los fondos se pongan a disposición. Hace diez años, los fondos, en regiones, demoraban diez o veinte días en estar disponibles. Sin embargo, eso se ha ido acortando, porque actualmente hay normas más estrictas y sistemas electrónicos. Pero eso no hace una diferencia significativa, porque la fiscalización rige de todas maneras respecto del segundo grupo de emisores no bancarios.

Si bien es cierto, el foco de la fiscalización, la preocupación del Banco Central es el sistema de pagos. La normativa del Banco Central es antigua, porque los sistemas de tarjetas de crédito no comenzaron al amparo de los bancos. Desde un comienzo hubo emisores no bancarios. Lo que se hizo en 2006 fue incorporar a las casas comerciales, después de un cierto debate. Cabe recordar que en 2003 se presentó un proyecto de ley a la consideración del Congreso Nacional, para dejar más claro el ámbito de regulación y fiscalización de las casas comerciales, y como dicha iniciativa legal comprendía al Banco Central en lo que se refiere a la dictación de la regulación, requería un quórum especial, el cual no se obtuvo, y finalmente no se logró legislar. Ahí surgió ese planteamiento, dado el desarrollo que habían adquirido esos sistemas. Éstos partieron como sistemas de tarjetas cerradas, que sólo se utilizaban en el comercio respectivo. Después comenzaron a ampliarse a un número determinado de establecimientos. Por eso, surge la normativa del Banco Central. O sea, la normativa del Banco Central responde al desarrollo que tuvieron esos sistemas, desde la calidad de instrumento cerrado a un instrumento de pago que se abre y que comienza a ser utilizado no sólo en La Polar, sino que también en otros establecimientos.

Señaló que si bien el caso La Polar se abrió, el número de establecimientos no es muy grande, pues son sólo 25. O sea, La Polar tenía convenios con un número bastante reducido, pero se podía utilizar. Entonces, eso justifica la aplicación de esa normativa y por eso se introduce. Si bien el foco es la continuidad de los pagos, la cadena de pagos, el normal funcionamiento del instrumento de pagos, el Banco Central y su normativa hace referencia a normas mínimas que deben estar contenidas en los siguientes tipos de contratos: primero, el contrato entre el emisor y los establecimientos afiliados, para efecto de los pagos, y segundo, el contrato entre el emisor y los tarjetahabientes, los clientes, que establece los contenidos mínimos a que deben hacer expresa mención los contratos. Eso está contenido en la norma del Banco Central y recogido por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, como, por ejemplo, los plazos, el cobro de comisiones y de intereses, etcétera.

En el año 2006, como el Sernac había tenido un desarrollo, el Banco Central hizo una referencia a dicho servicio, contenida en la regulación, que señala que las cláusulas en ningún caso pueden infringir las normas contenidas en la ley N° 19.496. O sea, hace una referencia, aun cuando podría haberla omitido, porque es una ley de la República. De manera que el Banco Central no le va a dar más fuerza porque hace una mención, pero la hace para aclarar, para dar certidumbre jurídica a ese sector en el sentido de que la Superintendencia va a reglamentar algunos aspectos, pero que en los otros queda completamente sometida a las normas del Sernac.

Ahora bien, dado que había dos fiscalizadores en juego, por decirlo de algún modo, el Banco Central se anticipa y dice que la Superintendencia podrá establecer los convenios que corresponda para efectos de coordinar adecuadamente, lo que implica que uno va a regular un aspecto y que el otro tiene que velar por el cumplimiento de las normas contenidas ley N° 19.496.

Si bien el foco del Banco Central es la continuidad de pago, entiende que hay contratos y que éstos deben tener algunas referencias mínimas para darles certeza jurídica y fuerza en el marco del ordenamiento legal del país. Entonces, para el Banco, el tema de que todas las empresas hayan quedado en la categoría de los tres días, en sí no es materia de complacencia, porque entiende que todas están fiscalizadas, sobre todo el aspecto de las cláusulas, porque, además, éstas rigen para las bancarias. O sea, otra razón por la cual era importante incorporarlo, es porque el capítulo respectivo del Banco Central no hace distinción entre bancarias y no bancarias, se aplica a todas. Cuando habla de contenidos mínimos, se refiere a las bancarias y a las no bancarias. Ésa es otra razón por la que es importante que las casas comerciales también queden contenidas, por simetría. Una de las discusiones que tuvo lugar en el pasado era que aquellas quedaban en una situación desmejorada, no había un campo de competencia parejo, porque algunas estaban reguladas y otras no. entidad no tiene facultades para entregar atribuciones a la Superintendencia de Bancos, sino que son aquellas que le confiere la ley.

Si el Banco Central quiere establecer regulaciones más estrictas, parecidas a las de los bancos y tener un sistema, un marco o un régimen que comprenda más integralmente todos los aspectos que dicen relación con el funcionamiento de las casas comerciales se requeriría alguna definición legal. Las facultades del Banco no permiten imponer a las casas comerciales una regulación que comprenda todos los aspectos que dicen relación con su funcionamiento.

Señaló que si quisiera aplicar las recomendaciones del Comité de Basilea, que son para los bancos, se requeriría una reforma legal, pero no puede poner normas tan estrictas como esas a dichas empresas. El Banco Central no tiene facultades para hacer eso; ni siquiera para establecer regulaciones de esa naturaleza a los bancos.

Las facultades de la Superintendencia las confiere la ley, no el Banco Central. Son las que están contenidas en el título I de la Ley General de Bancos, que en muchos aspectos son las mismas que se aplican a los bancos.

La Superintendencia es una entidad autónoma, al igual que el Banco Central. Así lo establece la ley; por lo tanto, no corresponde que el Banco Central se pronuncie respecto de criterios o metodologías de fiscalización, ni de asignación de prioridades o de recursos para realizar esa tarea, porque es obligación de la Superintendencia.

Aclaró que el Banco Central no puede ir más allá de señalar las facultades que tiene que son las que determina la ley y dicha institución no agrega ni resta facultades a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.

Desde hace varios años, el Banco Central emite un informe semestral, denominado Informe de Estabilidad Financiera, que en algunos de sus capítulos hace referencia explícita al endeudamiento y a las casas comerciales. Proporciona una visión bastante comprensiva del tema; no sólo con relación a los bancos. Se ha hecho un esfuerzo para levantar información y estadísticas que permitan tener una perspectiva completa, porque, en la actualidad, parte importante del endeudamiento se genera por esa vía, de manera que la parte bancaria ofrece una visión completamente parcial.

Más aún, desde hace tres o cuatro años el Banco Central puso en aplicación una encuesta denominada Encuesta Financiera de Hogares.

Ahora, cuando se habla de riesgo sistémico, o se dice que no se ha producido un compromiso significativo para el sistema financiero, se está mirando el conjunto. La preocupación del Banco Central es por la estabilidad financiera, que no quiere decir que se reduce a cero la probabilidad de ocurrencia de crisis, porque de pronto lo que puede estar incidiendo es el ciclo económico, que puede afectar los desarrollos financieros. Asimismo, las instituciones pueden incurrir en fallas de gestión. Además, están los fraudes. Todo eso puede ocurrir, pero lo importante es que se adopten los resguardos necesarios ante un episodio de crisis. Lo deseable es que la probabilidad de ocurrencia sea lo más baja posible, que el impacto de dicho episodio de crisis sea acotado, especialmente en el sistema económico real, en términos de empleo, de ingreso y de crecimiento de la economía.

Dicho eso, también habría que señalar que el pilar del sistema financiero es el sistema bancario, porque es el que recibe los depósitos en cuentas corrientes, el que provee la mayor parte de los medios de pago y el material de trabajo para las empresas. En ese caso, no hay un compromiso para el sistema financiero y, en particular, para el bancario, por las cifras involucradas. La deuda de La Polar con el sistema bancario es una cifra acotada; es baja en relación con el total de activos de los bancos y relativamente baja en relación con los patrimonios. Entonces, no se derivaría un efecto para el sistema bancario, el cual, es el pilar de este edificio.

Opinó que evidentemente, hubo daños, y después de un terremoto es importante que los pilares estén sólidos, aunque puede haber daño en la tabiquería Aunque hay perjuicios importantes para los deudores y los inversionistas.

Visto en su conjunto, el marco de regulación y fiscalización, tomando en cuenta que hay distintos aspectos involucrados, como el mercado de valores y la protección de los consumidores, se mostró insuficiente.

Por otro lado, hay aspectos sobre los cuales el Banco Central no tiene tuición directa. Ayer, el superintendente de Valores y Seguros comentó que habrá reformas en los gobiernos corporativos Es bueno que exista esa reacción. En el ámbito del Sernac, sobre protección de los derechos de los consumidores, hay un proyecto en trámite en el Congreso Nacional. Es una buena instancia para perfeccionar esa parte.

El Banco Central está haciendo los estudios respectivos para efectuar los perfeccionamientos.

Es importante puntualizar que muchos de los aspectos en que se han producido problemas se refieren a materias que están más allá del ámbito de aplicación del Banco. Por ejemplo, el crédito no es objeto de una regulación y fiscalización sistemática en el país. ¿Su otorgamiento debe ser objeto de regulación y fiscalización sistemática, comprensiva e integral? Es una pregunta legítima. Algunos países han determinado que así debe ser. De hecho, al instalarse en países vecinos, lo primero que deben hacer esas casas comerciales es reportarse a la Superintendencia de Bancos respectiva. O sea, en esos países existe una fiscalización comprensiva e integral de esos operadores. No es el caso de Chile. En todo caso, no es el Banco Central el que debe fijar esa regulación; debe ser establecida por ley.

Hay temas de responsabilidad en el otorgamiento de crédito, que son muy importantes, en el sentido de que es un excelente instrumento de promoción y de desarrollo, pero si es mal implementado puede ocasionar mucho daño. Eso supone responsabilidad para los que proveen el crédito y conlleva ciertas obligaciones para quienes lo demandan. Hay que tener educación financiera, aspecto que no está sistemáticamente establecida en Chile. En otros países existe como una tarea importante de parte de las autoridades. Hay temas de información y protección -es lo que hace el Sernac- y de resolución de controversias. Muchas veces se deja todo a los Tribunales. Pero cuando está en disputa la aplicación de una comisión de 50 mil pesos o de 100 mil pesos, una persona modesta no puede ir a un Tribunal a reclamar por dicho cobro. También, se requieren mecanismos de resolución de controversias más expeditos y al alcance del grueso de la población.

Respecto de los requisitos adicionales para quienes solicitan el pago a tres días, es absolutamente claro que la fiscalización rige de la misma manera. Hay requisitos adicionales que no se refieren a la relación entre el emisor y el cliente, sino a aspectos financieros. Por ejemplo, se exige que la sociedad tenga como giro único la emisión de tarjetas de crédito; hay normas financieras de calce de las operaciones; hay un capital más alto, pero están en una línea de tipo financiero; no es que se exija más a los emisores respecto del cliente; se exige exactamente lo mismo a los bancos, a los que están a más de tres días y a los que están a menos de tres días. Son las mismas normas para todos ellos.

En cuanto al millón de UF, se refiere a las ventas totales en un período anual. No es una cifra muy grande, lo que permite que los grandes operadores queden dentro; los chicos quedarían fuera, cuya fiscalización, en estos detalles, no parece relevante desde el punto de vista del sistema.

Don Miguel Ángel Nacrur, Fiscal del Banco Central de Chile.

Normas que rigen al Banco Central.
Precisó que hay dos ámbitos en el orden público económico relevantes de considerar: la regulación que se establece en materia de orden público para determinadas actividades, de conformidad a las normas contenidas en el N° 21, del artículo 19, de la Constitución Política y la fiscalización.

Regulación.

Sostuvo que en el caso de los bancos, las normas de regulación de orden público económico, en general, están en la ley, sobre la base de lo que se dispone en el artículo 35 de la ley orgánica Banco Central, una de las cuales es dictar las normas y condiciones en materia de tarjetas de crédito.

Por lo tanto, ese es el ámbito regulatorio en materia bancaria; pero el de la supervisión está entregado por ley a la Superintendencia de Bancos, que tiene todas las facultades para los efectos de resguardar, como lo dice el artículo 12 de la Ley General de Bancos, el interés de los depositantes, de los demás acreedores y el interés público comprometido en la actividad bancaria.

Dicta el Banco Central en uso de la potestad normativa que le delega la misma ley para dictar ciertas normas, y otra es la supervisión. Ésta es ejercida por un organismo autónomo, independiente del Banco Central, que es la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, a la cual se le confieren las funciones y atribuciones que establece la Ley General de Bancos, dándole el valor a una norma dictada por el Banco Central equivalente para los efectos de su cumplimiento por parte de las instituciones fiscalizadas. Es lo que se llama la potestad normativa de los organismos autónomos.

¿Qué ocurre con los emisores de tarjetas de crédito? A diferencia de la actividad bancaria que está regulada desde la organización de un banco, las operaciones que puede realizar éste con relación al capital y a una serie de funciones que están en la propia ley, hasta la liquidación del banco en materia de la actividad vinculada con la emisión de tarjetas de crédito, sólo se contemplan dos normas en la legislación, que son simétricas y que fueron agregadas por la ley Nº 18.576 con posterioridad a la crisis financiera que vivió nuestro país en los años 80.

Sin embargo, el objetivo de esa ley, deja claro que la actividad de los emisores de tarjetas de crédito y de las casas comerciales se encuentra sujeta a una regulación especial, en la medida en que las obligaciones de dinero que asuma el emisor comprometa al público o a cierto sector del público, en este caso, al comercio que se ha afiliado a este medio de pago respecto de los bienes y servicios que presta a los titulares de las tarjetas.

Por lo tanto, la regulación de esa actividad, tal como está en la ley, tiene un objetivo muy preciso: resguardar la calidad del medio de pago masivo involucrado con el emisor de una tarjeta de crédito y aceptada como tal en establecimientos comerciales distintos del grupo relacionado con aquél y que el cumplimiento de sus obligaciones no ocasione trastornos en el sistema de pago.

El objeto de esa norma, introducida en la ley orgánica del Banco Central en 1986 y en la Ley General de Bancos, quedó más claro cuando se dictó la actual ley orgánica constitucional, porque ésta limita el objeto, esto es, la función pública que se encomienda al Banco Central como institución de derecho público, cual es velar por el normal funcionamiento del sistema de pagos.

En consecuencia, esa atribución normativa, contenida en el artículo 35, Nº 7, para dictar las normas y condiciones aplicables a las tarjetas de crédito, o a cualquier medio de pago masivo, está estrictamente vinculada con la función pública que se le asignó, la cual consiste en velar por el normal funcionamiento del sistema de pago, esto es, que no haya interrupciones en la cadena de pago, y lo que interesa a los bancos es fundamentalmente el sistema de pago. De ahí la regulación del Banco Central respecto de esos emisores cuando contraen obligaciones de dinero con cierto sector del público que tenga un grado de relevancia que pueda provocar trastornos en la cadena de pago.

Se entiende que se haya incluido, primero en la ley orgánica de la Superintendencia y actualmente en el texto refundido, en el artículo 2º de la Ley General de Bancos, respecto de las instituciones fiscalizadas por la Superintendencia emisoras de tarjetas de crédito que no sean bancos, pero que contraigan habitualmente obligaciones de dinero con un cierto sector del público de tamaño relativamente relevante, con el objeto de evitar que su insolvencia o su falta de pago oportuno pueda provocar trastornos en la cadena de pago de la economía.

Por tanto, hay dos normas: una regulatoria, que dicta el Banco Central, y otra relativa a la supervisión. Dicho organismo no puede delegar funciones propias en otro organismo. La ley asigna la facultad de supervisión, en los casos que así lo estima, por tratarse de comercio regulado, al ente encargado de ejecutarlas.

Explicó que, por lo tanto, lo que hizo el Banco fue establecer una regulación, que incluso fue objeto de consulta pública dada su importancia.

Esa regulación, acordada con la Superintendencia de Bancos, estuvo expuesta a consulta pública durante más de un mes, y luego se dictó la normativa del Banco Central que apunta a dos conceptos esenciales, ambos vinculados con el objeto del Banco: establecer normas respecto de emisores bancarios y no bancarios de tarjetas de crédito.

Hay que recordar que el Banco había regulado hacía muchos años las tarjetas de crédito bancarias y establecido las normas aplicables a los contratos. ¿Por qué el Banco Central se refirió a normas aplicables a contratos? En ese tiempo no regía la ley de protección al consumidor, pero las normas del Banco -se pueden revisar en la propia reglamentación- dicen relación con otorgar certeza jurídica a la tarjeta de crédito como medio de pago y dotar al titular de ella de ciertas condiciones y requisitos esenciales para conocer las modalidades del contrato de apertura de crédito y la reglamentación aplicable.

En febrero de 2006, el Banco Central dictó dicha norma, en razón de que ese medio de pago, denominado tarjetas de crédito, emitido por casas comerciales, había avanzado progresivamente, primero, en el ámbito del propio establecimiento comercial. Nacieron para documentar operaciones de crédito que otorgaba el mismo establecimiento.

Por eso, la Superintendencia de Bancos, en la circular del 27 de noviembre de 1986, al día siguiente de la dictación de la ley N° 18.576, dijo que esa tarjeta no quedaba sujeta ni a regulación ni a supervisión, en la medida en que se usara únicamente como instrumento de pago para documentar ventas a crédito otorgadas por el establecimiento comercial emisor de la misma tarjeta o por el grupo relacionado.

En definitiva, el Banco Central dictó esa reglamentación cuando la tarjeta empezó a ser utilizada como medio de pago masivo.

Por eso se entiende que se haya delimitado el ámbito de montos de ventas anuales al comercio no relacionado, que se fijó en un millón de unidades de fomento para dar cumplimiento a la ley, la cual regula las obligaciones de dinero que habitualmente contraiga con el público.
Contraer habitualmente obligaciones de dinero se conceptualizó con un monto, sin perjuicio de que otros emisores pudieran inscribirse en un registro.

Para explicar y precisar ciertos aspectos que pueden haber provocado dudas, en la normativa se distinguió entre aquellos emisores que pagaban al contado al comercio y los que lo hacían a plazo.

Eso de al contado o a tres días, es al contado, porque en esa época el sistema de pago chileno funcionaba fundamentalmente con las normas de canje bancario, que requerían que se depositara un cheque. En el primer día es la recepción de los cobros por parte del emisor; en el segundo es el depósito del cheque en un banco, y en el tercero la liberación de fondos, una vez efectuada la cámara.

Actualmente, esa norma no tiene la vigencia que tenía en ese entonces, pero hay emisores que pagan al contado o a plazo.

No es que no exista regulación en el primer caso, sino que es una que establece menos requisitos, menos exigencias mínimas, porque se supone que el bien jurídico que se le encomendó cautelar al Banco, está resguardado, cual es el normal funcionamiento del sistema de pagos. Es perfectible, pero en ese entonces se determinó regular aquellos aspectos que la ley había encomendado al Banco Central.

Regulación de los contratos.

Indicó que el Banco Central extendió a las tarjetas no bancarias la regulación que había establecido para las tarjetas de créditos bancarias, por la vía de fijar en la reglamentación los requisitos y contenidos mínimos aplicables en los contratos que celebren el emisor con los establecimientos afiliados y éstos con el titular de la tarjeta de crédito.

Hay ciertos requisitos que son los mismos que se estaban tocando en el proyecto de ley comentado. Esos eran los que estaban regulados.

La Superintendencia, en la circular N° 17, reglamentó ambas materias, tanto la regulación respecto del emisor de las tarjetas como la relativa a los contratos.

Acá hay una materia en la que, respecto de los que pagan al contado, pueden caber ciertas dudas: el informe de los auditores sobre los denominados procedimientos acordados.

La reglamentación del Banco se dictó a fines de febrero de 2006. Luego, la Superintendencia, una vez dictada y para efectos de implementarla, solicitó al Banco Central fue que interpretara el acuerdo anterior, permitiendo que la supervisión se ajustara a ciertos aspectos de un informe de los auditores sobre procedimientos acordados, porque los auditores hicieron ver a la Superintendencia que se debía determinar específicamente aquellos aspectos sobre los cuales debía versar su informe, conforme al artículo 26 de la Ley General de Bancos, en relación con las facultades que tiene el superintendente de Valores y Seguros respecto de los auditores externos y que podía ejercer la Superintendencia para efectos de dar cumplimiento a sus funciones de supervisión.

Por lo tanto, tampoco están en una supervisión delegada, porque el Banco Central no puede delegarla; no tiene facultades legales para hacerlo y afectaría principios básicos que están en los artículos 6° y 7° de la Constitución Política.

Los procedimientos acordados con los auditores externos sólo tienden a determinar el marco específico respecto del cual debe versar su informe. Existen normas claras en la ley que permiten al superintendente hacerlo y sobre la responsabilidad de los auditores externos.

Don Carlos Budnevich, Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras.

Escándalo financiero.
Expresó que este es un hecho que constituye uno de los peores escándalos financieros que se ha visto en el país. El caso es grave, porque se ha afectado la fe pública, a los clientes y se ha puesto en riesgo a los trabajadores. La Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras está indignada y se siente engañada.

Marco regulador.

Expresó que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras tiene atribuciones supervisoras y de regulación emanadas de dos facultades: una, la ley General de Bancos, que permite fiscalizar a los bancos y, dos, el compendio de normas financiera del Banco Central de Chile, que regula a los emisores de tarjetas de crédito no bancarias.

Igualmente, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras tiene dos vertientes de las cuales recibe las atribuciones fiscalizadoras en las distintas instituciones financieras: los bancos y los emisores de tarjetas de crédito no bancarias.

Los mecanismos de control para las sociedades anónimas abiertas del retail son los siguientes:

En la primera línea de defensa y control está el directorio de la misma compañía y su gobierno corporativo, y en la segunda línea, el comité de auditoría. Ambas líneas, pero en especial el directorio, deben velar por la buena marcha de la empresa y controlar que se cumplan las políticas que el propio directorio ha dado para el funcionamiento de ésta.

En la tercera línea de los mecanismos de control, están los auditores externos de la sociedad. A ellos les corresponde revisar los estados financieros que ésta les presenta, a fin de comprobar que reflejan su real situación económica y, además, verificar que los mecanismos de control interno sean los adecuados.

En la cuarta línea están las clasificadoras de riesgo, que evalúan el riesgo de insolvencia de las compañías y les asignan una letra de clasificación que permite que el mercado tenga una noción de cuál es la situación de riesgo de una empresa y el riesgo que presenta de caer en insolvencia.

La quinta línea de los mecanismos de control y evaluación está constituida por los inversionistas y acreedores, que analizan el riesgo y el retorno de sus inversiones. En sus evaluaciones utilizan las clasificaciones de riesgo, pero también sus propias evaluaciones internas, con mecanismos, modelos, etcétera.

Para finalizar, en la sexta línea, están los reguladores y fiscalizadores públicos.

Hay una clasificación de los emisores de tarjetas de crédito no bancarias según la regulación que se les aplica.

Los “emisores de tarjetas de créditos abiertas”, se definen por regulación como aquéllos cuyas tarjetas de crédito registran transacciones anuales con comercios afiliados por más de 1 millón de unidades de fomento. Estas instituciones son fiscalizadas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones financieras.

Los “emisores de tarjetas de crédito cerradas”, son aquéllos que registran transacciones anuales con comercios afiliados por montos inferiores a 1 millón de unidades de fomento. En este caso la fiscalización no la realiza la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.

Añadió que dentro de los emisores fiscalizados, la regulación distingue entre los emisores que pagan a más de 3 días hábiles bancarios y los que pagan a menos de ese plazo.

Hay una distinción importante en el rol que el marco regulatorio asigna a la fiscalización que efectúa la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.

Las instituciones públicas fiscalizadoras están constituidas por el Sernac, en los temas que le competen, y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.

Las instituciones públicas reguladoras son la Superintendencia de Valores y Seguros y el Banco Central de Chile.

Rol de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.

Indicó que en el caso de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, le compete el rol respecto a pagos de comercios adheridos, distintos al emisor de la tarjeta de crédito, que tengan más de 1 millón de unidades de fomento con esa tarjeta durante un año.

La regulación y fiscalización -éste es un punto fundamental- distingue entre aquellos emisores que pagan a más de tres días y aquellos que pagan a menos de tres días.

En el caso de aquellos emisores de tarjetas de créditos no bancarias que pagan a los comercios afiliados a más de tres días, el foco de la regulación y de la supervisión está en la solvencia y pago. Es algo similar a lo que hace la Superintendencia de Bancos en el caso de la fiscalización y supervisión de los bancos. En ese régimen de regulación y fiscalización no se encuentra ningún emisor de tarjetas de créditos no bancarias.

Aquellos emisores de tarjetas de créditos no bancarias que pagan a los comercios adheridos, como empresas SCG, que tienen como comercio adherido por ejemplo una ferretería, deben pagarle dentro de los tres días a esos ferreteros o a esos comercios que no tienen nada que ver con la empresa La Polar. En este caso, la regulación y la fiscalización que realiza la Superintendencia de Bancos e Instituciones financieras es, básicamente, de cumplimiento, pues su foco está puesto en el cumplimiento de la cadena de pago, esto es, en que los pagos a los comercios adheridos a la tarjeta de la empresa emisora fluyan normalmente y se realicen dentro de los tres días hábiles bancarios.

Todos los emisores de tarjetas de crédito no bancarias registrados e inscritos en la Superintendencia son fiscalizados por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, pero con un régimen que es absolutamente distinto del que aplica a los bancos.

La distinción fundamental para la regulación y la fiscalización se encuentra entre los emisores y operadores de tarjetas de crédito no bancarias que pagan con plazos superiores a tres días y aquéllos que pagan al contado, esto es, los que pagan en menos de ese plazo.

En el caso de pagos de obligaciones con los comercios adheridos a más de 3 días, el resguardo y la fiscalización son realizados directamente por la Superintendencia y están enfocados a velar por la solvencia y estabilidad de esas instituciones. En este caso se hace una supervisión tipo banco, pero no existe ninguno en ese régimen.

En el caso de pagos al contado, esto es, a menos de 3 días, el resguardo y la fiscalización tienen por objeto velar por que se pague al comercio adherido, y eso se ha venido cumpliendo. Lo que se realiza es una verificación de que esos pagos se hagan dentro de los 3 días que establece la norma. También se verifica el cumplimiento de un control de capital mínimo, que en el caso de los que pagan a menos de 3 días es de 100 mil unidades de fomento.

Los auditores externos.

Esa información fluye a través de una fiscalización delegada a auditores externos. ¿Qué entrega ese auditor externo a la Superintendencia? Entrega un informe de procedimientos acordados, que básicamente verifica el cumplimiento del pago a los comercios adheridos dentro de los tres días; también verifica el cumplimiento del capital normativo de 100 mil UF y, por último, verifica que se cumplan las políticas y procedimientos que ha definido el propio gobierno corporativo de la empresa.

Ese informe es un listado amplio que versa sobre un sinnúmero de materias, pero no contiene una evaluación de riesgo de la empresa, sino que sólo es un check list para verificar cumplimientos normativos tales como el pago de los tres días, el capital mínimo y el cumplimiento de las políticas que el propio gobierno corporativo de esa empresa se ha dado.

Objeto de la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.

El objeto de la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras son las filiales de los retails. Un retail tiene dos componentes básicos: venden productos y entregan financiamiento a los clientes.

Los retails se organizan con una matriz que consolida sus estados financieros con las filiales que esa matriz tiene y cuenta con una filial especializada, de objeto exclusivo, dedicada a la emisión de tarjetas de crédito.

En el caso de la supervisión y fiscalización que realiza el informe de procedimiento acordado, que delega la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras en los auditores externos, el foco se centra en el cumplimiento de los niveles patrimoniales y en el cumplimiento de las obligaciones con otro comercio.

Se entiende como sistema de pagos, las obligaciones que contrae el emisor de la tarjeta de crédito con el resto del comercio no vinculado, pero afiliado al sistema de la tarjeta de crédito. Eso se entiende como una tarjeta de crédito abierta y es, en ese entendido, que emergen la regulación y la fiscalización.

Si no hubiera ventas por debajo de un millón de unidades de fomento en los comercios adheridos, no habría fiscalización y regulación alguna. Podría haber una empresa de retail y un emisor de tarjetas de crédito grande, importante, pero cien por ciento o en su gran mayoría dedicado a transacciones en el propio comercio. Esta regulación y fiscalización no llega a ese tipo de comercio.

La fiscalización para aquéllos que pagan con menos de tres días es de cumplimiento normativo, de cumplimiento del capital, de cumplimiento de las obligaciones con los comercios afiliados y de un chequeo de los procedimientos que realiza la empresa en términos de sus políticas y controles, así como la adecuación de ellos.

El otro régimen, que es teórico -puesto que no hay ninguno con ese régimen-, es el de regulación y fiscalización a los que pagan con más de tres días. El foco de la regulación emanaba del Banco Central; y el foco de la fiscalización por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras sería una fiscalización por solvencia. En ese caso, se miraría la integralidad del balance, la cartera de créditos, la calidad de la cartera, las provisiones, los adecuados resguardos, el patrimonio, las distintas obligaciones; el balance integral de la compañía. Y se verían los riesgos que emergen de la emisión de tarjetas de crédito no bancarias.

Hoy, todos los emisores de tarjetas de créditos no bancarias pagan a menos de tres días, por lo tanto, no se les aplica esta fiscalización ni esta regulación.

La nómina de quienes registran efectivamente ventas con tarjetas de créditos de la empresa emisora con comercios afiliados de más de un millón de unidades de fomento son: ABCDIN, Cencosud, CMR Falabella, Consorcio, Johnson’s; La Polar, Presto y Ripley. Todos están en el régimen de pago a menos de tres días.

Hay emisores de tarjetas de crédito que no están registrados en la Superintendencia, porque no califican de acuerdo a la norma del Banco Central. Ellos venden con la tarjeta de crédito de esos emisores menos de un millón de UF anuales en comercios adheridos, como Corona, Hites y Tricot. Son algunos ejemplos, no es el universo completo, pero se trata de actores que no están sujetos a ningún régimen de fiscalización y regulación por parte de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.

En síntesis, el marco regulatorio de los emisores de tarjetas de crédito no bancarias con la característica de vender en comercios afiliados, no vinculados al emisor, por más de un millón de UF anuales, pero que pagan a menos de tres días, está vigente desde 2006, lo rige el Capítulo II I.J.1. del Banco Central. No ha tenido ninguna modificación desde entonces.

Ese marco regulatorio le asigna a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, en concordancia con la ley orgánica del Banco Central, la función de velar por el normal funcionamiento de la cadena de pagos. Esta última entendida como que fluyan y se paguen las obligaciones con los comercios adheridos, justamente por el hecho de que en esas circunstancias esa tarjeta de crédito tiende a ser abierta, de uso más masivo.

Había previamente una distinción entre tarjetas cerradas y tarjetas abiertas. La tarjeta cerrada es para uso solamente en el propio comercio vinculado. La tarjeta abierta es para uso en distintos comercios no vinculados, esto es, diferente emisor de la tarjeta de crédito.

La fiscalización, en este caso, se realiza mediante el informe de procedimientos acordados de los auditores externos. Son informes grandes, que abordan un sinnúmero de temas, pero que no entregan una opinión respecto de la solvencia del emisor ni tampoco respecto de una evaluación de si su gestión es adecuada o no.

El caso de la Polar.

Comentó que la malla de empresas La Polar tiene filiales en Chile y en Colombia. El foco de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras es Inversiones SCG S.A, el emisor de la tarjeta de crédito. Eso quiere decir con todas sus letras que la SBIF no tiene atribuciones para mirar ninguna de las otras empresas.

Inversiones SCG S.A. se fiscaliza bajo el prisma del informe de procedimientos acordados que entrega el auditor externo, no con el prisma de la supervisión y fiscalización que realiza la Superintendencia de Bancos cuando fiscaliza a los bancos.

Precisó que La Polar tiene doce filiales, pero la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras sólo fiscaliza al emisor de las tarjetas de crédito no bancarias, llamado Inversiones SCG S.A., que es una filial de Empresas La Polar Sociedad Anónima.

Agregó que Inversiones SCG S.A. es una sociedad anónima cerrada. Por lo tanto, no emite instrumentos de oferta pública. Su objeto social se define en el marco regulatorio, el que no es más que la emisión de tarjetas de crédito. Obviamente, al ser un emisor de tarjetas de crédito que contrata la posibilidad con comercios afiliados de utilizar su tarjeta de crédito, contrae por ese mismo hecho obligaciones con comercios afiliados no vinculados. Y ése es el punto fundamental. Ahí emerge el tema del sistema de pagos. Si no contrajera ni un peso con comercios afiliados no vinculados, no habría ningún foco de fiscalización.

Se entiende como emisor de tarjeta de crédito que contrae obligaciones con comercios afiliados solamente cuando hay transacciones con esa tarjeta en comercios no vinculados por más de 1 millón de UF anuales.

Además, se distingue el régimen de pago a más de tres días y a menos de tres días.

Se entiende que el régimen de a menos de tres días es como si fuera “un pago al contado”. Pero es una definición arbitraria.

Por último, Inversiones SCG S.A. consolida sus estados financieros con su matriz Empresas La Polar Sociedad Anónima, que es una anónima abierta, que transa valores de oferta pública en el mercado, emite bonos y transa sus acciones en el mercado accionario chileno.

Acciones de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.

Destacó que anualmente, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras recibe de todos los emisores registrados el informe de procedimientos acordados. Eso ocurre normalmente hacia fines de abril y comienzos de mayo. Lo que hace la Superintendencia con esos informes es revisarlos y analizarlos de tal manera de ver si contienen excepciones, entendidas como luces de alerta respecto de ciertas políticas, políticas de riesgo, políticas de riesgo de crédito, políticas que la propia compañía se ha dado en este ámbito.

En el caso del análisis del informe de procedimientos acordados, ese informe llegó a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras el 29 de abril de 2011 a la Superintendencia. Es un informe de Pricewaterhousecoopers que es el mismo auditor que audita los estados financiaros de Empresas La Polar. La regulación no contiene ninguna disposición que establezca que pueda ser diferente o que no pueda ser diferente, sino que lo deja en forma libre.

Ese informe de procedimientos acordados fue recibido junto con siete u ocho informes de procedimientos acordados de otros auditores externos, de los otros emisores de tarjetas de crédito no bancarias.

Lo que hace la Superintendencia es revisarlos para identificar si existen excepciones, que es el lenguaje de los auditores.

Básicamente, lo que se hace es evaluar al conjunto de los emisores no bancarios y ver si efectivamente hay luces de alerta en término de excepciones en esos procedimientos acordados.

Segundo, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras recibió una comunicación el 31 de mayo, ingresada a la Oficina de Partes el 1 de junio, de parte del estudio de abogados Gutiérrez, con lo que se inició de inmediato el análisis del contenido de esa carta, tanto desde el punto de vista legal como desde el punto de vista técnico financiero, al igual como se realiza con toda la correspondencia que llega a la Superintendencia.

Esta carta llegó cuando estaban evaluando el informe de procedimientos acordados de Inversiones SCG S.A., ponía cierta atención sobre hechos que se calificaban de delicados y fijaba un horizonte temporal de respuesta para el 22 de junio, que es la fecha con la cual se había acordado llamar a junta de accionistas para el aumento de capital.

Esta carta constituía una alerta, pero de los propios datos que ella entregaba no era posible identificar o desprender todo lo ocurrido con posterioridad.

A continuación, conocido el hecho esencial de Empresas La Polar, el 9 de junio, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras requirió inmediatamente ese mismo día, a los auditores externos encargados del informe de procedimientos acordados, un informe detallado del trabajo que efectuaron en Inversiones SCG S.A., para analizar lo que habían hecho, cómo no se dieron cuenta.

La Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras lo está investigando a fondo. Exigiendo explicaciones y van a dar a conocer las conclusiones de esa investigación.

Llama la atención cómo los auditores externos no pudieron haberse dado cuenta de un problema de la magnitud de 428 mil renegociaciones unilaterales con una cartera de tarjetas de créditos de alrededor de 1 millón 600 mil.

Junto con ello, ese mismo día la SBIF citó al presidente y al vicepresidente de Empresas La Polar, y les pidieron mayores antecedentes por el hecho esencial publicado ese día. Ellos informaron haber sido sorprendidos y que había un error. En ese momento no se conocían los hechos que se conocieron el viernes.

Dada la magnitud de los hechos, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras se sorprendió por esa respuesta. Les parece indignante lo que ha pasado con la labor de los auditores externos, así como las explicaciones que han dado el presidente y el vicepresidente de la compañía.

El martes pasado, dado que el informe de procedimientos acordados no daba ninguna luz respecto del escándalo conocido con posterioridad, un equipo de la Superintendencia de Bancos se constituyó en Inversiones SCG S.A. para efectuar un trabajo en terreno, con el objetivo de contrastar la labor que realizó el auditor externo, responsable de hacer y formular el informe de procedimientos acordados, y recabar información complementaria de las políticas y procedimientos de la empresa. Se quería contrastar lo señalado, porque ha habido un engaño y se quiere investigar de dónde proviene.

A su vez, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras citó a las empresas clasificadoras de riesgo el mismo día en que junto con otros superintendentes del área financiera comparecieron ante la Comisión Mixta de Hacienda y Trabajo del Senado. Eso ocurrió el miércoles de la semana anterior.

Por lo tanto, un equipo de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras se reunió con los clasificadores de riesgo de la empresa La Polar, los que habían clasificado el riesgo de esa empresa de una manera bastante positiva, como de baja clasificación de riesgo.

A continuación, conocido un nuevo hecho esencial por parte de la empresa La Polar S.A., el viernes 17 de junio la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras se enteró que las provisiones de la cartera de crédito en lugar de ser entre 150 mil y 200 mil millones de pesos eran más del doble, de 400 mil millones de pesos adicionales.

En ese mismo instante, de acuerdo con la normativa emanada del Banco Central, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras envió una carta al gerente general de Inversiones SCG, para requerirle un plan de regularización del capital mínimo que deben cumplir, en este caso, 100 mil unidades de fomento. Debido a la magnitud de las provisiones que se anunciaron ese mismo día, el capital de la empresa quedaba negativo. La normativa sobre la materia dispone que si el capital de una empresa emisora de tarjetas de crédito cae por debajo del capital mínimo exigido se le debe requerir un plan de regularización. Cuando les entreguen el plan evaluarán si es aceptable, y entre las facultades de la SBIF está la de suspender o revocar del registro al emisor de tarjetas de crédito no bancarias. En el caso de la revocación, ésta se hace con un acuerdo con el Banco Central.

La Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras en el ámbito del equipo de trabajo que se encuentra en terreno está realizando lo siguiente:

-Primero, y es el foco fundamental respecto de lo que establece la normativa del Banco Central, verificar el fiel cumplimiento de los compromisos de pagos por ventas en comercios afiliados distintos a empresas La Polar, lo que se lleva a cabo con una periodicidad muy estricta, es decir, en forma diaria. El rol que encarga el Banco Central a la SBIF es que la cadena de pagos del emisor no bancario fluya normalmente.

-Segundo, verificar la mantención del capital mínimo exigido por las normas del Banco Central y exigirles un plan de regularización y restauración del capital, para que vuelva a los niveles exigidos. Dieron a La Polar un plazo de cinco días hábiles, contados desde el viernes previo.

Allí, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras evaluará si el plan es viable, razonable, situación que darán a conocer.

Además, están en Inversiones SCG, en terreno, recabando información sobre las políticas y procedimientos de crédito y su cumplimiento, así como otras materias relacionadas con la normativa que rige al referido emisor.

Como corolario, con la información de la fiscalización en terreno que vayan recabando, van a evaluar la posibilidad de suspender o revocar del registro a ese emisor.

En resumen, el informe de Price sobre procedimientos acordados no daba cuenta de incumplimientos de Inversiones SCG al marco normativo establecido por el Banco Central.

Ese informe daba cuenta, de acuerdo con los auditores externos, que Inversiones SCG, filial de Empresas La Polar, se encontraba en situación de pago a los comercios afiliados, no vinculados, dentro de los tres días hábiles bancarios que establece la norma del Banco Central.

Si bien hasta el momento no hay indicios de interrupción de la cadena de pagos a los comercios no relacionados, pero afiliados, se está monitoreando con los equipos en terreno que esa situación se mantenga, porque ese es el foco de la regulación y la fiscalización que deben llevar a cabo en ese ámbito.

Por el lado bancario, un foco es el hecho de que el sistema de pagos siga funcionando con normalidad. De acuerdo con la información que tiene la SBIF, continúa así, pero están monitoreando en terreno, estrechamente y diariamente, que se mantenga.

El otro foco que le corresponde evaluar a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras dice relación con el impacto de la situación que ha ocurrido en el sistema bancario.

Las acreencias bancarias de Empresas La Polar y sus filiales chilenas son del orden del 1,5 por ciento del total de patrimonio efectivo de los bancos involucrados, no del total del sistema. Al referirse a todo el sistema el número baja, de modo que se habla del 1,5 por ciento del patrimonio efectivo del total de bancos acreedores con Empresas La Polar y sus filiales.

Eso quiere decir que es una exposición relevante, pero acotada. Como corresponde a la labor de fiscalización de la Superintendencia de Bancos de velar por la estabilidad del sistema bancario, lo que se está monitoreando permanentemente.

También, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras evalúa las provisiones, los resguardos que deben constituir los bancos por el riesgo de cartera, que sean acordes con la situación de Empresas La Polar. Esa es una labor que hace en forma permanente con todos los bancos en relación con la cartera de créditos, ya que es una manera de resguardar la solvencia y estabilidad del sistema financiero.

Asimismo, frente a la rebaja de capital que anunció Empresas La Polar, el viernes 17 de junio la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras requirió de inmediato a Inversiones SCG S.A. el plan de reposición de capital, de conformidad con las exigencias que establece el marco normativo.

Por último, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras estudia iniciar acciones legales debido a la información que ha podido recabar en las inspecciones en terreno, lo que va a anunciar en su debido momento. Con toda esa información, ha pedido al director jurídico de la Superintendencia de Bancos que analice los antecedentes y determine si amerita iniciar, desde ya, las acciones legales.

Respuestas varias.

Las normas que rigen a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.
Expresó que las normas sobre protección de derechos de titulares y usuarios de tarjetas de crédito se refieren al fortalecimiento de los derechos del consumidor financiero, no a materias relacionadas con estabilidad y solvencia de los emisores, menos aún a facultades para vigilar dicha estabilidad y solvencia.

La Superintendencia de Bancos estimaba conveniente realizar un estudio profundo que pudiera concluir en una institucionalidad jurídica que creara un regulador y fiscalizador independiente y autónomo, que afectara en su accionar la protección de los derechos de las personas y unidades económicas de menor tamaño, tanto en las operaciones de crédito como en otros productos.

La referida institucionalidad jurídica debería contemplar la experiencia y opinión de los reguladores involucrados, de modo que la reglamentación única que se generaría asegurara, al igual que los derechos de los consumidores, el adecuado desarrollo y estabilidad de la industria.

Por otra parte, como es de público conocimiento, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras apoya la creación de un Sernac financiero. Asimismo, fue el coordinador del tema del mercado de capitales de los grupos Tantauco. De hecho, ésta fue una de las sugerencias que se hizo al programa de gobierno del entonces candidato presidencial, hoy Presidente, Su Excelencia Sebastián Piñera.

El marco de regulación de la SBIF lo establece el Banco Central, a través de lo que dispone el capítulo II I.J.1, del Compendio de Normas Financieras. La circular N° 17 de la Superintendencia de Bancos lo que hace es operacionalizar lo normado por el Banco Central. Por ello, entra en mayores detalles dentro del marco establecido por el instituto emisor.

Las facultades que tiene la Superintendencia de Bancos para casos como el de La Polar son las de un fiscalizador y hacen lo que les encomiendan las normas y las leyes. Además, si el objetivo de supervisión que realiza la Superintendencia es la solvencia, también debería tener posibilidades de fiscalizar a los emisores no bancarios, lo que no ocurre.

El principal objetivo y la función principal que hoy desempeña la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras es la fiscalización de los bancos. Si se estima que lo que hay fiscalizar como objetivo primordial es la cadena de pagos, entonces, lo importante es velar porque el emisor de las tarjetas de crédito cuente con los fondos necesarios para pagar normalmente al comercio afiliado, y eso es lo que hace la norma que emana del Banco Central.

En términos de iniciativas, la Superintendencia ha estudiado e intercambiado opiniones con otras autoridades. Internamente, han dado a conocer a las autoridades respectivas la necesidad de regular y supervisar por solvencia a instituciones financieras no bancarias que generen riesgo sistémico, y también a los conglomerados financieros. En ese ámbito, el Ministerio de Hacienda ha anunciado el pronto despacho de una iniciativa legal que va abordar, en forma integral, los temas de riesgo sistémico y de conglomerados financieros, aunque esas materias venían trabajándose antes del caso La Polar.

La Superintendencia ha apoyado el sistema de información comercial integral. De hecho, el Superintendente hizo una presentación -disponible en la página WEB-, el 16 de agosto del año pasado, ante la Comisión de Economía del Senado, en la que dio a conocer la necesidad de avanzar en esa materia, para lo cual se han coordinado con el Ministerio de Hacienda en la elaboración de un proyecto que éste ha anunciado y que será enviado próximamente al Congreso Nacional.

Además, se han coordinado estrechamente con los ministerios de Economía y de Hacienda respecto del proyecto que crea el Sernac financiero, puesto que si bien esa materia no es iniciativa de la Superintendencia, pues no le corresponde tomar iniciativas legales, sí le corresponde colaborar y hacer comentarios en esa materia.

Cronología de todas las actividades que ha realizado la Superintendencia tanto antes como después del caso La Polar.
Relató que el 1 de junio les llegó la carta del estudio de abogados Gutiérrez y Silva, pero, en definitiva, la dimensión del problema sólo se pudo saber con el hecho esencial que se conoció el 9 de junio, momento en el que tomaron conocimiento del problema.

No realizaron acciones en terreno, pero solicitaron a los emisores de tarjetas de crédito no bancarias, inscritas en la Superintendencia, el cumplimiento del informe de procedimientos acordados de los auditores externos, que es la fuente que tiene la Superintendencia para fiscalizar. Es evidente que la disposición mostrada por dichos emisores tiene muy presente la situación actual.

Informó que en el caso de Inversiones SCG S.A., la Superintendencia se constituyó en terreno para verificar el informe de procedimientos acordados del auditor PriceWaterhouseCoopers, porque esa auditoría tenía fallas importantes y, por lo tanto, era natural para contrastar ese informe con la información directa de Inversiones SCG, filial emisora de las tarjetas de crédito La Polar.

La razón por la cual la Superintendencia no realizó acciones en terreno dada la gran diferencia en los datos de Inversiones SCG versus el resto de la industria que se constataba al observar los datos publicados por la Superintendencia de Bancos, se debió a:

A marzo 2011, la morosidad de inversiones SCG era básicamente del 8,2 por ciento de la cartera y el promedio del sector era 7,5 por ciento. Por lo tanto, esa información no daba cuenta de una diferencia relevante en términos de morosidad.

De hecho, a partir de esa diferencia no se puede concluir que la empresa estuviera en riesgo de incumplir sus obligaciones con el comercio asociado, que es el foco central de la regulación y de la fiscalización.

Respecto de por qué la empresa de auditoría externa es la misma en el caso de los informes de procedimientos acordados que el de los estados financieros de la empresa, el Superintendente expuso que la norma del Banco Central no lo cuestiona y como Superintendente no puede ser más restrictivo que las normas que tiene el Banco Central, por ende, no puede generar una incompatibilidad donde la norma no lo establece.

La empresa tampoco la elige la Superintendencia. En ambos casos la auditora es contratada y pagada por la propia empresa. Es decir, la fiscalización la hace una empresa contratada por el fiscalizado.


La Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras cuenta con múltiples herramientas de supervisión, así como gran cantidad de información, ya sea individual de deudores con sus deudas, de deudores con sus operaciones, normativas específicas referidas a exigencias de provisiones por riesgo de crédito, etcétera. Es por ello que uno de los trabajos principales que realiza es supervisar que éstos constituyan las provisiones necesarias para enfrentar las pérdidas esperadas de la cartera crediticia, pues la Ley de Bancos le permite verificar directamente e inspeccionar en terreno la calidad de la cartera, la confiabilidad de la información e, inclusive, controlar a los auditores externos.

Adicional a lo anterior, los propios directorios de los bancos deben pronunciarse anualmente respecto de la suficiencia de las provisiones para cubrir las pérdidas esperadas de sus carteras de créditos. Entonces, la responsabilidad radica en los directores quienes se deben pronunciar acerca de que efectivamente las provisiones, que son los riesgos de cartera, sean las suficientes para enfrentar esos riesgos.

Además, a los bancos, a diferencia de los emisores de tarjetas no bancarias, se les regula y fiscaliza con los requisitos establecidos en el Acuerdo de Capital de Basilea, mediante exigencias de liquidez, límites a las exposiciones de riesgo financiero, exigencias en materia de suficiencia de provisiones y requisitos de integridad y solvencia para los accionistas Es decir, hay una batería de regulaciones y mecanismos de fiscalización que son mucho más amplios y frondosos que lo que hay para el caso de los emisores de tarjetas de crédito no bancarias.

La Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras ha colaborado activamente con el Gobierno en la elaboración de varios proyectos, como el de supervisión, que regula y vigila el riesgo sistémico y a los conglomerados financieros; el del sistema de información comercial y el relativo al Sernac financiero, en actual tramitación en el Congreso Nacional.

Para dotar de más facultades a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras habría que legislar.

Los proyectos de ley son de iniciativa del Congreso Nacional o del Presidente de la República, pero si el objetivo fiscalizador es velar porque los emisores de tarjetas de créditos no bancarias sean solventes y estables, opina el señor Superintendente, se debería apuntar a contar con una fiscalización similar a la que se aplica a los bancos. Si el objetivo es velar porque los pagos a los comercios adheridos funcionen, la situación es totalmente distinta y requiere una fiscalización diferente, mucho más acotada, parecida a la que existe en la actualidad.

La Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras fiscaliza a través del informe de procedimientos acordados con los auditores externos, que tiene el objetivo claro y preciso de velar por el normal funcionamiento de los pagos al comercio afiliado. En el caso de inversiones SCG, filial de empresas La Polar, emisora de la tarjeta de crédito, los pagos con el comercio adherido se han cumplido y se siguen cumpliendo. Ésa es la información con que cuenta la Superintendencia y no tiene evidencia de que lo mismo haya sucedido o esté sucediendo en otras empresas emisoras de tarjetas no bancarias.

Hay pocos auditores externos, porque la industria tiene pocos actores, incluso a nivel internacional. La realidad del mercado de las auditorías externas a nivel internacional muestra que, básicamente, son las mismas empresas que están en Chile. Y son pocas.

Sobre los fundamentos que tuvo el Banco Central para determinar la norma de más de 3 días o menos de 3 días, la respuesta corresponde a dicha entidad.

La Superintendencia de Bancos se enteró de la situación que estaba viviendo en La Polar el 2 de junio, a través de la denuncia pública que hizo el Sernac en los Tribunales. Y se enteró de la dimensión del problema, el 9 de junio, cuando se comunicó el hecho esencial de que a empresas La Polar le faltaban provisiones por un monto de entre 150.000 y 200.000 millones de pesos.

En ese caso la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras concurrió a terreno para analizar la situación, porque era extraordinaria, y ante una situación extraordinaria la instancia fiscalizadora toma medidas excepcionales. Si falló el mecanismo de fiscalización de los auditores externos, porque no le alertó de ningún evento extraño en esta materia, la Superintendencia debe ir a contrastar en la misma empresa la información correspondiente.

Ahora, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras realiza visitas coordinadas con la Superintendencia de Valores y Seguros a los emisores de tarjetas de crédito no bancarias registrados en la Superintendencia, para contrastar los informes de procedimientos acordados de los auditores externos, que es el mecanismo de supervisión con el cual cuenta y contrastar la información que contienen documentos con la de la empresa.

En ese sentido, hay tres ámbitos que se están monitoreando: 1. el cumplimiento del nivel de capital mínimo que exige la regulación del Banco Central, que es de 100.000 unidades de fomento para los emisores de tarjetas de crédito no bancarias; 2. que se esté pagando dentro de los tres días a los comercios afiliados, que es la cadena de pagos que hay que proteger, y 3. que los informes de procedimientos acordados sean consistentes con la información que tienen los emisores no bancarios, de tal manera de verificar que no haya problemas en ese ámbito en términos de los mecanismos de control y de las políticas que se aplican.

Si se quiere resguardar con mayor acuciosidad la estabilidad y solvencia de los emisores no bancarios, si es ése el objetivo que se da la sociedad a través del Congreso Nacional y el Ejecutivo, se requieren facultades claras y precisas para que la Superintendencia pueda examinar en terreno las carteras, lo que es la especialidad, y determinar la suficiencia de sus provisiones.

La Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras está pidiendo explicaciones e informes respecto de la actuación de los auditores externos en sus informes de procedimiento acordado y también está contrastando esas opiniones que aparecen en sus informes entregados o por entregar con lo que verifican en terreno. No se han formulado cargos hasta el momento, pero estar en proceso de investigación.

De acuerdo con el informe de procedimientos acordados de PricewaterhouseCoopers, hay cincuenta comercios asociados a la tarjeta La Polar.

El cálculo correcto de la deuda promedio se obtiene al dividir el saldo total de la cartera de crédito por el número de tarjetas con deuda. Ese cálculo, que ya lo ha hecho la Dirección de Estudios de la Superintendencia, concluye que, en el caso de Inversiones SCG, la deuda promedio sería de cerca de 335.000 pesos a marzo de 2011 y de cerca de 134.000 pesos para el promedio del sistema.

Evidentemente, hay una diferencia, pero no es la observada en los estudios que presentaron los abogados.

La misión del Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, a través de la normativa del Banco Central, que es que la cadena de pagos se vea afectada y esa cadena de pagos se mantiene, pues Inversiones SCG sigue pagando a sus comercios adheridos. No existe ningún emisor de tarjetas de crédito no bancarias que pague a más de tres días. Corresponde al Congreso Nacional, al Gobierno y al Banco Central decidir sobre las atribuciones de fiscalización adicionales que se requieran en vista de este caso.

Si el objetivo supervisor es velar por la estabilidad y solvencia de los emisores no bancarios, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras requeriría tener facultades similares de fiscalización como las que cuenta en el caso de los bancos. En cambio, si el objetivo de supervisión es básicamente la cadena de pagos, las atribuciones son suficientes.

El ex director del Sernac, señor José Roa, dejó su cargo, el 11 de marzo de 2010, y envió un documento a la Superintendencia y al Ministerio de Economía en que advertía sobre las irregularidades en el crédito del retail y proponía con urgencia la creación de mesas de trabajo periódicas entre el Sernac, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, la Superintendencia de Valores y Seguros y la Superintendencia de Seguridad Social.

Dicho documento señala textualmente: “Resulta altamente necesario un trabajo de coordinación periódico entre esos organismos, de manera que puedan identificarse las malas prácticas o los proveedores de crédito.”
Estos documentos, recibidos por parte del anterior Director Nacional del Sernac, se refieren a materias propias de la protección al consumidor y no al objetivo supervisor que tiene la Superintendencia de Bancos e Instituciones financieras, que es el normal funcionamiento de los pagos o que la cadena de pagos a los comercios adheridos funcione.

La Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras no encargará auditorías para otras casas comerciales emisoras de tarjetas de crédito después de este caso, puesto que esas entidades, que pudieran ser matrices de las empresas emisoras, no están dentro de su ámbito, pero se está coordinando con la Superintendencia de Valores y Seguros y realizando visitas a los emisores no bancarios en el ámbito que les corresponde, que son las filiales de las empresas de retails.

En relación con el pago a tres días y menos de tres días, el Superintendente insistió en que esa regulación fue dictada por el Banco Central, por lo cual la norma debe ser explicada por el mismo presidente del banco.

Respecto del promedio de deuda, la entidad especializada para hacer la fiscalización era el auditor externo. La SBIF descansaba en el auditor especializado en dichos temas. Ése es el instrumento de fiscalización con que se cuenta y que nunca antes tuvo problemas.

Las actuales visitas a terreno de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras han surgido dado que hay un estado de preocupación pública, hay una situación excepcional, por lo que están solicitando información a los emisores no bancarios y ésta se ha entregado voluntariamente. En una situación de normalidad, esto no se podría hacer sin cambios regulatorios previos.

La Superintendencia informa en su web acerca de estadísticas públicas para contribuir a la información a la ciudadanía, pero para fiscalizar, en este caso en particular de los emisores no bancarios, se utiliza el informe de procedimientos acordado.

La Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras está monitoreando el retail en lo que compete a sus facultades respecto de las emisoras de tarjetas de crédito. En el caso de los bancos, por mandato legal, monitorea que las provisiones que constituyen los bancos sean suficientes.

En el caso particular de las exposiciones que tienen con Empresas La Polar, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras está monitoreando estrechamente que dado el riesgo que tiene, sean constituidas las provisiones que correspondan, de acuerdo al riesgo que tiene Empresas La Polar y sus filiales. Ésa es la labor continua, y lo están haciendo como en otras situaciones, en sectores como el salmón, etcétera, para que se reconozcan los riesgos que están enfrentando en las operaciones de crédito vinculadas a este caso.

Acotó que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras está siempre en terreno en el caso de la Banca. Desde el 2006 en adelante, y desde antes, en el caso de los emisores no bancarios, nunca hubo un caso de fiscalización en terreno. Han revisado siempre las categorizaciones de cartera normal no renegociada y cartera renegociada. A nivel de la supervisión no han tomado conocimiento de que exista una práctica en que los bancos renegocien unilateralmente. Para ello, cuenta con muchas herramientas para verificar este tipo de comportamientos. No así para el caso de los emisores de tarjetas de crédito no bancarias.

Precisó que miran los créditos renegociados con mucha detención. Pero uno de los aspectos que se verifican en terreno, para determinar que las provisiones sean las que deben constituirse en forma adecuada y suficiente, es la renegociación.

La información comercial tiene un ámbito que permite tener una visión más completa de la situación de endeudamiento de las personas, lo cual siempre es un indicador útil, desde el punto de vista de fiscalización, solvencia, comportamiento de pago, pero, por otro lado, está el problema de la privacidad. Ahí hay dos bienes jurídicos que contrapesar y ver cómo se resuelve ese dilema. Desde el punto de vista de la fiscalización y de la supervisión, para evitar situaciones de sobreendeudamiento, una consolidación o un sistema de información comercial integrado sería bastante útil.

Afirmó que en la legislación chilena se distinguen aquellas instituciones que captan dinero del público de aquéllas que no lo hacen. Tradicionalmente, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras siempre ha supervisado a aquéllas que captan dinero del público, en este caso los bancos y las cooperativas de cierto tamaño. Pero en el caso de los emisores de tarjetas de crédito no bancarias, hay dos clases de pasivos: pasivos con la propia tienda, porque se usa la tarjeta de crédito de la propia tienda, o pasivos con el comercio afiliado. Y la regulación y fiscalización emerge, justamente, porque surgen estos comercios afiliados, con los cuales el emisor de tarjetas de crédito comienza a tener obligaciones, por eso la fiscalización y la regulación son de naturaleza totalmente distinta.

Don Fernando Coloma, Superintendente de Valores y Seguros.

Funciones de la Superintendencia de Valores y Seguros.
Señaló que de acuerdo con la ley orgánica, “La Superintendencia de Valores y Seguros es una institución autónoma, que se relaciona con el Gobierno a través del Ministerio de Hacienda, y que tiene por objeto la superior fiscalización de las actividades y entidades de los mercados de valores y de seguros en Chile.”
Tiene una serie de funciones:

-La función normativa, que es la capacidad de la Superintendencia de Valores de efectuar una función reguladora, mediante la dictación de normas o instrucciones para el mercado y las entidades que lo integran.

-La función supervisora, que se refiere al control y vigilancia que realiza respecto del cumplimiento de las normas legales.

-La función de exigencia del cumplimiento de la ley, para lo cual la Superintendencia dispone de todo el marco regulatorio y sancionatorio que le permite aplicar las sanciones correspondientes.

-La función de protección de los inversionistas y asegurados, lo que ha llevado a generar espacios de atención a ellos y la creación de instancias de educación e información.

-La función de promoción de los mercados, de manera que sean transparentes e informados. Para la Superintendencia y bajo esta administración ha sido uno de los ejes principales velar por mercados transparentes e informados. Por eso es particularmente grave lo ocurrido en este caso. Las instancias en que ha velado por mercados más transparentes e informados son de público conocimiento. Hay una serie de normativas que ha sacado en esa dirección, en el mercado, en las ejecuciones de las órdenes de compra en la bolsa de valores. También ha participado activamente en la licitación de los seguros asociados a créditos hipotecarios, lo que propende a generar mayor transparencia en la administración de los seguros, en términos de que haya más competencia y transparencia en todo el sistema de comisiones.

Han fiscalizado 6.823 entidades, separadas en la Intendencia de Valores y en la Intendencia de Seguros.

Comentó que el área de control financiero, vinculada a los problemas de La Polar en el área de información financiera, fiscaliza a 374 emisores de valores y sociedades securitizadoras. Hay patrimonios separados de securitización; empresas de auditoría externa, auditores externos, clasificadoras de riesgo. En el área de control financiero están las entidades informantes, que son concesionarias, casinos, sanitarias, etcétera; organizaciones deportivas profesionales, empresas públicas, en que no se incluye a emisoras de valores ni entidades informantes. Todo esto se lleva a cabo con una dotación de 296 funcionarios y su presupuesto es de 12.417.140.000 de pesos.

En cuanto al marco de regulación y supervisión de emisores, hay diferentes artículos legales que fundamentan las atribuciones de cada uno de los entes como: directores, comité de directores, ejecutivos, auditores externos, clasificadoras de riesgo y la Superintendencia de Valores y Seguros.

Marco regulatorio.

Precisó que la ley es sumamente clara en determinar que el directorio, el gobierno corporativo, es el principal responsable de entregar información veraz, suficiente y oportuna. Por excelencia tiene esa responsabilidad.

Luego, está la responsabilidad de los auditores externos, que son los primeros fiscalizadores externos. La Superintendencia tomó como referencia importantísima el informe de los auditores externos, pues es un insumo básico para su actuación; no es la única referencia que toma, pero es muy importante.

Este sistema es usado en todas partes del mundo en esta materia.

Es impensable, en cualquier parte del mundo, que en la generación de la información básica entre la Superintendencia en una forma más intensiva, es decir, fiscalizando las cifras de las que se alimentan los estados financieros. Sería una forma de entrabar el desarrollo empresarial, económico.

Por eso el sistema de asignar responsabilidades es clave en el mecanismo de regulación y de entrega de información. La responsabilidad recae en alguien y, por cierto, su incumplimiento da origen a sanciones que deben ser ejemplarizadoras.

En ese sentido, la labor de la Superintendencia de Valores y Seguros es muy importante y fundamental, dado cómo se estructura el sistema.

De la misma manera, los auditores externos juegan el rol de ser los primeros fiscalizadores que velan por la veracidad de la información. Hay una serie de requerimientos que se hace a los auditores externos en cuanto al estándar de su auditoría. Ellos son quienes deben visar la validación. Para ello miran con un instrumental muy desarrollado y deben hacer una serie de chequeos, de acuerdo a las normas de contabilidad, que son las que les permiten validar una información o hacer los reparos si corresponde.

Por tanto, el incumplimiento que pueda haber en esa fase, en el sentido de que los auditores externos no hagan bien su trabajo, tiene como consecuencia que la Superintendencia aplique las sanciones correspondientes por la vía administrativa. Tanto el directorio como los auditores externos están sujetos a sanciones administrativas frente a incumplimientos. La Superintendencia es la encargada de ello. Pero eso no obsta a que en determinados casos pueda haber responsabilidades penales, con lo cual el Ministerio Público participa en esa fase del proceso. De hecho, se hizo una denuncia para el caso de La Polar, toda vez que habría hechos que revisten carácter de delito y que han sido traspasados al Ministerio Público. Básicamente, esta es la explicación de la forma en que se organiza el sistema.

En relación con la responsabilidad primaria del gobierno corporativo, el artículo 9 de la ley de mercado de valores establece la obligación de entrega de información esencial. El artículo 10 de la misma ley, respecto de la responsabilidad del directorio, señala: “Las entidades inscritas en el Registro de Valores quedarán sujetas a esta ley y a sus normas complementarias y deberán proporcionar la información que establece la ley a la Superintendencia y al público en general con la periodicidad, publicidad y en la forma que la Superintendencia establezca.

Las entidades comprendidas en él deberán divulgar en forma veraz, suficiente y oportuna, todo hecho o información esencial respecto de ellas mismas y de sus negocios al momento que él ocurra o llegue a su conocimiento. Será responsabilidad del directorio de cada entidad adoptar una norma interna que contemple los procedimientos, mecanismos de control y responsabilidades que aseguren dicha divulgación.”
El artículo 59 establece la responsabilidad penal por entrega de información falsa a la Superintendencia de Valores y Seguros.

El artículo 41 de la ley de sociedades anónimas, sobre el deber de cuidado, señala: “Los directores deberán emplear en el ejercicio de sus funciones el cuidado y diligencia que los hombres emplean ordinariamente en sus propios negocios...”. El artículo 50 se refiere a la responsabilidad de los gerentes y ejecutivos. La responsabilidad del director y de los auditores externos fue reforzada con la última reforma a los gobiernos corporativos, lo que revela que este modelo de supervisión fue recientemente confirmado y profundizado en el Parlamento Ésta es la manera como se ha ordenado el sistema y ha sido estipulado en términos de la ley. Muchos parlamentarios concurrieron a esta estructura regulatoria respecto de responsabilidad en la entrega de información.

El artículo 46, sobre responsabilidad civil y administrativa de los directores, señala: “El directorio deberá proporcionar a los accionistas y al público, las informaciones suficientes, fidedignas y oportunas que la ley y, en su caso, la Superintendencia determine, respecto de la situación legal, económica y financiera de la sociedad. Si la infracción a esta obligación causa perjuicio a la sociedad, a los accionistas o a terceros, los directores infractores serán solidariamente responsables de los perjuicios causados. Lo anterior no obsta a las sanciones administrativas que pueda aplicar, en su caso, la Superintendencia y a las demás penas que establezca la ley.” Entonces, se refuerza esta responsabilidad de entrega de información.

Luego, se otorgó una responsabilidad adicional al comité de directores. El artículo 50 bis dispone: “Examinar los informes de los auditores externos, el balance y demás estados financieros presentados por los administradores a los accionistas, y pronunciarse respecto de éstos en forma previa a su presentación a los accionistas para su aprobación.”. O sea, se refuerza la responsabilidad en el caso del comité de directores respecto de aprobar los balances.

En relación con los auditores externos, según la última ley de gobiernos corporativos, se establece la metodología de trabajo y los elementos que deben tener en cuenta.

En cuanto a la responsabilidad de los auditores, el artículo 248 dispone: “Toda opinión, certificación, informe o dictamen de la empresa de auditoría externa deberá fundarse en técnicas y procedimientos de auditoría que otorguen un grado razonable de confiabilidad, proporcionen elementos de juicio suficientes, y su contenido sea veraz, completo y objetivo.”
El artículo 249, en relación con la responsabilidad, dispone: “Las empresas de auditoría externa, y las personas que en su nombre participen en dicha auditoría, responderán, hasta de la culpa leve por los perjuicios que causaren.”
El artículo 59 letra d) establece: “Sufrirán las penas de presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo: d) Los contadores y auditores que dictaminen falsamente sobre la situación financiera de una persona sujeta a obligación de registro de conformidad a esta ley.”
Está claro que la ley establece responsabilidades muy precisas frente al incumplimiento en la entrega de información veraz.

La Ley de Mercado de Valores establece disposiciones sobre metodología de trabajo. La letra A del artículo 246 dispone: “Señalar a la administración de la entidad auditada y al comité de directores las deficiencias que se detecten dentro del desarrollo de la auditoría externa en la adopción y mantenimiento de prácticas contables, sistemas administrativos y de auditoría interna, identificar las discrepancias entre los criterios contables aplicados en los estados financieros y los criterios relevantes aplicados generalmente en la industria en que dicha entidad desarrolla su actividad.”
O sea, es muy precisa la responsabilidad que se da a las auditoras externas. Hay una serie de artículos adicionales en que esto claramente se refuerza, al igual que lo relativo a la independencia. Existe un artículo referido a la importancia de la independencia. Y no puede ser de otra manera, porque es el primer fiscalizador externo; pero tiene que ser absolutamente independiente del regulado o auditado en este caso particular. Es de la esencia del sistema que haya una opinión externa validada en cuanto a que es independiente y que pueda pronunciarse respecto a la validez de los estados financieros. El sistema así está construido.

Por otra parte, están las clasificadoras de riesgo, que entran en empresas que emiten títulos de deuda. Cuando hay títulos de deuda, bonos, tiene que haber clasificaciones de riesgo en estos bonos y también de solvencia del emisor.

La metodología de trabajo está establecida en el artículo 84. Las responsabilidades de las clasificadoras están contenidas en el artículo 93.

Los emisores de valores y la Superintendencia de Valores y Seguros.

Indicó que la Superintendencia de Valores y Seguros, a través de su División de Control Financiero, tiene a su cargo la supervisión y regulación de la información financiera que deben proporcionar los emisores de valores de oferta pública y sociedades anónimas inscritas en el Registro de Valores a los inversionistas y público en general.

Esta responsabilidad no implica que la Superintendencia sea un buzón. Tiene una actitud y una acción muy proactiva con la generación de información. La Superintendencia permanentemente está velando por incorporar los mejores estándares de información y hacerlos exigibles.

En estos últimos años la Superintendencia de Valores y Seguros ha estado transitando hacia la IFRS, las normas internacionales de contabilidad, las nuevas normas, que permiten una mayor apertura de los balances en cuanto a la información que sea relevante para los inversionistas. En las notas de los balances hoy se explicitan muchas cosas que antes no se hacían.

Todo ese proceso de convergencia ha sido liderado por esta Superintendencia y es su responsabilidad tratar de brindar a las personas la mejor información. Es un rol absolutamente irrenunciable que se propenda a que los inversionistas, los que operan en el mercado de valores, tengan la mejor información disponible. Ello tiene que ver con los estándares de información, con la apertura que se haga, en los balances, de los aspectos económicamente relevantes, en lo cual se ha mejorado mucho en los últimos años. También tiene que ver con una actitud vigilante a través del tiempo respecto de ir exigiendo a las empresas que expliquen eventos que puedan haber ido ocurriendo. A modo de ejemplo, si en el diario surge un rumor o aparece como que una determinada empresa estaría pensando hacer un negocio en otro país, la Superintendencia en ese mismo momento notifica a esa empresa y le pide que se pronuncie sobre la veracidad de esa información. La empresa tiene que comunicar mediante hecho esencial, de forma tal que el mercado esté adecuadamente informado. Ese es su rol: que el mercado tenga toda la información disponible.

Además, debe haber información simétrica, elemento sustancial de la actuación de la Superintendencia de Valores y Seguros. Si hay alguna información reservada, si hay alguna fusión, que no se puede saber, porque desde el momento en que se sabe, se cae, y es importante para el desarrollo de la empresa, esa información debe ser entregada en carácter de reservado, llega al Superintendente y éste la deriva a la división correspondiente; si es de valores a Valores si es de seguros a Seguros, porque la Superintendencia está con las dos partes.

Ahora, esa información reservada, el hecho reservado, indica todas las personas que están en posesión de esa información, por ejemplo, todos los miembros del directorio, abogados, etcétera. La Superintendencia de Valores y Seguros cuenta con dicha información, porque inmediatamente empezaron a monitorear todos los movimientos accionarios, y si esas personas han hecho algún tipo de transacción, porque si la hubiesen hecho sería uso de información privilegiada.

La Superintendencia de Valores y Seguros está cautelando que haya simetría en el uso de información. Esa información reservada no se puede usar. Sólo como hecho esencial pasa a ser pública; pero no mientras sea reservada. Es parte muy importante del quehacer de la Superintendencia de Valores y Seguros garantizar que haya simetría de información y preocuparse permanentemente de que se esté informando, vía los distintos mecanismos, y que la calidad y los estándares de esa información sean cada vez mejores. Por eso la Superintendencia de Valores y Seguros está en un proceso de permanente actualización de los estándares de información y es lo que han estado haciendo durante el último periodo.

La responsabilidad de la Superintendencia es proveer de toda la información disponible. A veces esta información es negativa. Si algún auditor o clasificador informa que hay una situación negativa en una determinada empresa, lo que a la Superintendencia le importa es que eso se informe y que el mercado sepa a qué atenerse. No es que se comuniquen las buenas noticias y que en las malas intervengan. La Superintendencia existe para que se provea la información. Su actuación no está determinada por que la información sea mala y empezar a cogestionar la empresa. La responsabilidad de la Superintendencia de Valores y Seguros está únicamente en que la información fluya y la reciba el mercado.

En el caso de La Polar la información no fluyó. Y hay evidencia de que hubo información que no se comunicó y que era absolutamente relevante.

Complementariamente, a la Superintendencia le corresponde supervisar y regular el rol que desarrollan los auditores externos y las clasificadoras de riesgo en relación a las opiniones que emiten respecto de la razonabilidad de los estados financieros o de la capacidad de pago de los instrumentos emitidos respectivamente por las entidades antes mencionadas.

La tercera función de fiscalización básica es que la supervisión desarrollada por la Superintendencia a emisores de diversas industrias bajo su control se construye sobre la base de la opinión emitida por los auditores externos y clasificadores de riesgo y complementariamente con revisiones selectivas de la información financiera proporcionada por los emisores.

La información que den los auditores externos, que son los primeros fiscalizadores externos, es clave para la Superintendencia de Valores y Seguros. Es un insumo clave, al igual que los clasificadores de riesgo, que toman como insumo los balances auditados; pero además ellos tienen la capacidad de hacer más preguntas al emisor. Si hay información que podría estar incompleta o que haya ocurrido entre el balance último y el momento mismo de la clasificación, que es continua, o si hay una emisión de bonos y se requiere una clasificación que esté fundamentada, el clasificador tiene que pedir la información relevante y cualquier información adicional que se pueda agregar a la que ya es pública a través de los balances.

Toda esa información es esencial para la Superintendencia de Valores y Seguros, lo que no obsta a que haga adicionalmente supervisión en forma selectiva. No pueden revisar a todos los emisores. La idea es precisamente asignar responsabilidades, y el sistema se sustenta en que cada uno asuma sus responsabilidades. Por cierto, el incumplimiento tiene que ser justamente sancionado.

Hay una serie de actividades en relación con la fiscalización de los emisores de valores en el control financiero. En esas actividades cabe señalar: la fiscalización permanente de información financiera y derechos de los inversionistas: de orden preventivo, por denuncias o investigaciones. Para la Superintendencia los reclamos que se reciban son muy importantes y son una fuente de información relevante. De hecho, hay un departamento especial, un área de protección de inversionistas y asegurados, a la que llegan reclamos, en especial, en lo relativo a seguros. En el caso de La Polar no llegó ningún reclamo. Para la Superintendencia de Valores y Seguros constituyen un insumo muy importante, porque, a partir de ello, puede mirar el cuadro en un contexto más amplio.

Entre las otras actividades cabe señalar: el desarrollo legal y normativo, respecto de materias de información de emisores y de orden contable; la resolución de consultas de inversionistas y legítimos interesados; la elaboración de información para difusión.

Las actividades de control de información financiera son las siguientes: control del envío de totalidad de información financiera trimestral y anual entregada por las sociedades emisoras. Revisión selectiva del contenido y calidad de la información financiera trimestral y anual entregada por las emisoras. Control de hechos esenciales, información de prensa y hechos reservados, efectuando requerimientos de información complementaria para lograr que los inversionistas cuenten con información suficiente y oportuna. En fin, hay muchas actividades que desarrolla la Superintendencia.

Por ejemplo, en 2010 hubo 518 oficios con consultas sobre información financiera (estados financieros, memorias). En 2010 hubo 931 Informes de auditoría y de revisión interina. 30 visitas a terreno en 2010. Hay un cambio sustancial en este punto, pues se está tratando de ir más a terreno. No pueden ir a todas partes, pero están tratando de aumentar la presencia en terreno, en las mismas empresas, especialmente, verificando cómo se está implementando el IFRS. Es importante saber cómo están entregando la información disponible. Evidentemente, 30 es un gran número al lado de lo que había antes.

El caso de La Polar.

Detalló que La Polar tiene matriz y filiales y la empresa donde se produjo el problema fue en la filial “Inversiones SCG S.A.”, emisor de tarjetas de créditos. La Superintendencia de Valores y Seguros no regula al emisor de tarjetas de crédito; él consolida en la matriz.

Composición accionaria de empresas La Polar S.A. al 31 de marzo de 2011.
DETALLE DE COMPOSICIÓN ACCIONARIA POR TIPO DE ACCIONISTA

31.03.2011

	AFP
	50.965.885
	20,50%

	Fondos Mutuos
	11.963.910
	4,81%

	Compañías de Seguros
	2.012.553
	0,81

	Corredores de Bolsa
	84.957.322
	34,17

	AdministradorasGenerales de Fondos
	10.266.723
	4,13

	Bancos por Cuenta de Inversionistas Externos
	45.447.472
	18,28

	Bolsas de Valores
	10.194.320
	4,10

	Otros accionistas
	32.809.337
	13,20

	TOTAL
	248.617.522
	100,00


Deuda Vigente al 3 de junio 2011.

La Polar ha emitido bonos. En total, entre bonos y efectos de comercio, tienen 700 millones de dólares puestos en el mercado a junio 2011. Además, ha habido bonos securitizados por 74 millones de dólares. Esta información ha sido profusamente difundida.

EFECTOS DE COMERCIO
	Línea
	Serie
	Monto MM$
	Vencimiento

	63
	A3
	5.000
	19.10.011

	63
	B6
	14.950
	26.10.011

	63
	B7
	15.000
	30.11.011

	63
	B8
	15.000
	14.12.011

	63
	B9
	15.000
	26.12.011

	TOTAL
	
	64.950
	


BONOS

	Línea
	Serie
	Monto 000UF
	Vencimiento

	512
	A
	2.000
	10.10.012

	512
	B
	5.000
	10.10.017

	647
	C
	1.000
	10.12.016

	647
	D
	1.000
	10.12.020

	648
	E
	3.000
	10.12031

	TOTAL
	
	12.000
	


BCI SECURITIZADORA

	Serie
	Monto Vigente
	Vencimiento

	A Preferente
	$ 34.500.000.000
	1.04.2016

	C Subordinada
	$ 30.958.640.700
	1.06.2016

	TOTAL
	$ 65.458.640.700
	


En este cuadro se puede ver la participación de los inversionistas institucionales. ¿Qué pasa con los fondos mutuos? En otras palabras, qué posición tienen en acciones, en bonos, en efectos de comercio, en bonos securitizados. En los fondos mutuos hay distintos títulos o valores asociados a La Polar. Tienen cerca de 168 millones de dólares. En fondo de inversión, tienen 47 millones de dólares, pero en acciones solamente. En fondo de inversión de capital extranjero, 11 millones de dólares en acciones. En compañía de seguros, 118 millones de dólares en bonos, acciones, efectos de comercio, leasing, fondos mutuos. Eso es en todas las compañías de seguros. En corredores de bolsa, está el tema de operaciones simultáneas, que están suspendidas. No obstante, son 9 millones de dólares.

El balance consolidado al 31 de marzo de 2011 es de aproximadamente 892 mil millones de activos. El patrimonio es de alrededor de 360 mil millones de pesos, cifra relevante a la luz de lo que va a venir en la discusión posterior.

Información periódica presentada por La Polar durante 2009 al 2011.

En el siguiente cuadro se encuentra toda la información que entregaron.
	14
	Envío de Estados Financieros trimestrales.

	3
	Memoria anual.

	43
	Hechos esenciales

	3
	Acta Junta de Accionistas

	3
	Respuesta circular nómina de ejecutivos.

	6
	Respuesta circular información respecto de grupo empresarial

	10
	Respuesta circular informes financieros para inversión de fondos de pensiones

	28
	Respuesta circular estado de emisiones y colocación de efectos de comercio

	3
	Respuesta circular información relativa al reparto de dividendos

	31
	Respuesta circular estado de aumentos de capital vigente.

	31
	Respuesta circular estado de emisiones y colocaciones de bonos.

	3
	Respuesta circular sobre honorarios auditores externos.

	10
	Respuesta circular registro público de presidentes, directores, gerentes, administradores y liquidadores.


Luego, está la lista de requerimientos de información adicionales que hizo la Superintendencia desde 2006 hasta ahora. Allí, aparecen los distintos temas que se observaron y los períodos de tiempo.

Detalle de reportes de auditores externos de La Polar S.A. de 2006 a 2010.

Explicó que en 2006, Ernst & Young se encontraba bajo la norma antigua PCGA; a partir de 2010 cambia a IFRS, que es lo más moderno. Tipo de opinión: sin salvedades. En 2007, 2008, 2009 y 2010, PricewaterhouseCopper, en tipo de opinión también figura sin salvedades en todos los estados financieros. Sólo en 2009 aparece en tipo de opinión sin salvedades con un párrafo de explicación. Esto se debe al cambio de PCGA a IFRS, sin embargo, todos los balances fueron sin salvedades.

En los informes de los auditores externos a los estados financieros de empresas La Polar S.A. al 31 de marzo de 2011 aparece que no hubo ningún problema.

Evolución de las clasificadoras de riesgo.

Informó que en diciembre de 2010 a marzo de 2011 la clasificaciyn de Fitch baja de “A” a “A-.”
Si los clasificadores externos mostraron que había un deterioro, era porque veían que 
había un aumento en el endeudamiento, en la cartera, y tenían sus dudas, y las explicitaron con una bajada de A a A-. Y dicen que esto ocurrió porque estaba tomando más posiciones, lo cual les pareció medio riesgoso. Pero el propósito era informar y no lo hicieron.

Si la empresa está tomando un riesgo mayor en determinados negocios y la situación está debidamente informada eso no constituye un problema. Ciertamente, el directorio tendrá que analizarlo, porque los bonos tienen ciertos convenants que pueden activarse si se toman posiciones muy riesgosas, pero lo relevante es que el mercado lo sepa, que esté la información.

Si bien en este caso las bajas en la clasificación de riesgo se registraron, eso no significa que se haya capturado exactamente lo que estaba pasando. Es perfectamente normal que se baje una clasificación si esa decisión está bien sustentada. Aunque es una mala noticia que la clasificación haya pasado de “A” a “A-”, en este caso, los títulos siguen siendo buenos, porque la clasificación de riesgo en letra A es una buena calificación, pues significa que hay una alta posibilidad de que esos bonos se paguen.

Coherente con esa baja en la clasificación, en diciembre de 2010 la empresa aumentó sus provisiones en 118.000 millones de pesos, lo cual evidentemente se relaciona con lo que está pasando ahora, puesto que demuestra que se estaba percibiendo un mayor riesgo de la cartera. El problema es que se provisionó mucho menos de lo que se necesitaba.

Sin embargo, a la Superintendencia de Valores y Seguros llegó la información el 3 de junio, fecha en que ingresó a la oficina de partes el documento de los abogados, el cual estaba fechado el 31 de mayo. Ése fue el momento en que tomaron conocimiento de estos hechos y comenzaron a analizar el informe. En forma paralela, pidieron a la empresa que explicaran los hechos, los que estaban sistemática y ordenadamente planteados, porque querían saber qué justificación podía dar.

El miércoles 8, los directivos llegaron a la Superintendencia de Valores y Seguros, cinco días después de que había entrado el documento. Llegaron en la tarde, a última hora e informaron que en función de lo que les habían preguntado y del análisis interno que se estaba realizando en la empresa, por orden del directorio, pudieron constatar que había un gran desorden, malas prácticas. Ellos las calificaron como malas prácticas, situación que hacía dudar absolutamente de los números y debido a la cual se requerían provisiones adicionales.

En ese mismo instante se les dijo que debían informar esa situación como un hecho esencial, pero con mayor precisión, pues no bastaba con decir que se harían provisiones adicionales, ya que las provisiones adicionales podían ser por 1.000 millones o por 500 mil millones, pero esa información no era suficiente, de manera que debían acotarla al máximo posible.

Podían dar un rango, pero era necesario que se la jugaran por un número, porque ésa era la única forma de informar al mercado.

Fue en ese momento en el que señalaron una cifra entre 150 mil y 200 mil millones de pesos. Ese fue el número que plantearon de acuerdo con la información que tenían, pero que, de acuerdo con lo que dijeron, no era fácil determinar, dado el gran desorden que había.

Con eso se suspendieron las transacciones de los títulos de La Polar en la Bolsa. Ese hecho esencial lo comunicaron el jueves a primera hora, antes de que abriera la Bolsa. Se dio un par de horas para que el mercado asimilara la información y luego se reanudaron las transacciones, a las 11.00 horas.

La Superintendencia de Valores y Seguros tomó la decisión de suspender las transacciones en la Bolsa, debido a la evidente falta de información. Lo que ellos nos habían explicitado el miércoles a las cinco de la tarde, debían informarlo como un hecho esencial. Si no lo hacían, no se podían seguir transando sus títulos, porque se trataba de información esencial que no estaba en conocimiento del mercado. Por eso, la Superintendencia de Valores y Seguros les dijo que informaran antes de que abriera la Bolsa. Sin embargo, como eso no era suficiente, porque podían avisar a las nueve, pero a las nueve y media ya se podrían estas transando esos instrumentos, la Superintendencia de Valores y Seguros decidió dar un par de horas para que el mercado asimilara la información. Por eso, permitieron que se reanudaran las transacciones a las 11.00 de la mañana de ese mismo día, el jueves. El viernes también se pudieron transar, pues no había ninguna información adicional.

La Superintendencia de Valores y Seguros les consultó cómo iban a computar la pérdida, porque, en definitiva, las provisiones van a pérdida. La Superintendencia quería saber si computarían esa pérdida en el resultado acumulado o en el resultado del ejercicio, aspecto que es muy relevante en relación con los convenants.

Quedaron de responder el lunes a primera hora, pero no lo hicieron. Llegaron a las oficinas de la Superintendencia de Valores y Seguros a las diez de la mañana, e informaron que no eran capaces de contestar esa consulta, porque el desorden era mayor del que pensaban. No estaban en posición de validar los números que les habían entregado con anterioridad, por lo que la Superintendencia de Valores y Seguros los conminó a dar la mejor predicción que tuvieran. Sin embargo, respondieron que, después de analizar más a fondo, la verdad era que la información no estaba clara, que no tenían confianza en esa información, razón por la cual en ese mismo instante se suspendieron las transacciones de esa acción, ya que, claramente, la información con la que contaba el mercado en ese momento para tomar decisiones en torno a ese título no era suficiente.

Fue así como se suspendió hasta el viernes de la semana previa a la exposición, día en que se explicitó de mucho mejor manera la verdadera situación de la empresa y en el que se establecieron las provisiones efectivas que se debían hacer. Además, se señaló que la cartera se había manejando de una forma que no era conocida por el directorio, puesto que a ellos les habían informado que la cartera no tenía mayores problemas, que tenía vencimientos normales, y que si bien había algunas renegociaciones, todo estaba dentro de los estándares normales, en circunstancias de que era una cartera en la cual, por ejemplo, aparecían deudores con mora de un mes, cuando en realidad llevaban más de uno o dos años en esa situación.

Eso fue lo que explicitaron, y señalaron cuál era la provisión que debían hacer en ese momento. Según ellos, el monto ascendía a 538 mil millones de pesos, pero como ya se había provisionado por 118 mil millones de pesos faltaban 430 mil millones de pesos por provisionar. Ésa fue la provisión adicional que avisaron.

En consecuencia, de los 150 mil millones ó 200 mil millones de pesos que habían calculado el jueves, pasaron a 430 mil millones de pesos. Por lo tanto, debían provisionar como 200 mil millones de pesos más de lo que originalmente habían supuesto.

Obviamente, esa información era muy relevante y fue un insumo importante que permitió a la Superintendencia de Valores y Seguros, junto con otros antecedentes: las conversaciones que estaban sosteniendo con los tenedores de bonos para negociar con ellos, a fin de que no ejercieran los convenants, las conversaciones que estaban realizando con los bancos, las publicaciones en su página web de un plan de compensación a los clientes y la nueva clasificación de riesgo que se había dado a conocer ese viernes en la tarde, permitir que se abrieran nuevamente las transacciones de los títulos de La Polar a partir del lunes, porque ya estaba toda la información.

La información era mala, pero suficiente como para que el mercado parara las transacciones. No se trata de que se deje de operar sólo si la información no es buena. Eso no tiene ningún sentido; hay que usar la información que haya, aunque sea mala, en tanto sea verdadera y correcta.

Eso fue lo que permitió que se volvieran a transar las acciones, el lunes y el martes. El día de la exposición se realizó una junta de accionistas de La Polar, por lo que la Bolsa de Comercio, aplicando una norma prudencial de autorregulación, decidió suspender las transacciones durante el desarrollo de la junta, que había sido convocada para decidir un aumento de capital de 200 mil millones de pesos. Al final aprobaron 100 mil millones, pero con una serie de condiciones. Explicitaron esa información como un hecho esencial, pero como se conoció a última hora, a las cuatro o cuatro y media de la tarde, cuando la Bolsa ya estaba cerrando, ello permitirá que al día siguiente se transen normalmente los instrumentos. Esa última decisión se adoptó en aplicación de una norma de autorregulación que tienen las bolsas.

Una vez destapado este escándalo se realizó un seguimiento de la situación financiera de esa compañía, el que incluyó un monitoreo del plan de contingencia implementado por la empresa para lograr una cuantificación precisa de su situación financiera, de las provisiones adicionales que se requerían y el tratamiento contable que corresponde dar a la misma.

Las medidas adoptadas por la Superintendencia en relación con Empresas La Polar SA fueron las siguientes:

-Revisión de actuación de la administración de la sociedad, su gobierno corporativo, y de los auditores externos y clasificadores de riesgo involucrados a efecto de determinar las responsabilidades que les pudiera caber en este caso por infracciones a Ley de Mercado de Valores, Ley de Sociedades Anónimas y Ley Orgánica SVS.

-Requerimiento de copias de actas de sesiones de directorio y de Comité de Directores de La Polar.

-Revisión de sistemas de incentivos y planes de compensación a ejecutivos.

-Solicitud de lista de personas involucradas y proceso de toma de conocimiento de situación de La Polar

-Requerimiento a auditor externo de papeles de trabajo.

-Requerimiento a Clasificadores de Riesgo de información considerada para efectos de emitir opiniones.

Revisión de recomendaciones de acciones La Polar.

-Reforzamiento de equipo de supervisión y auditoría en terreno.

-Denuncia a Ministerio Público por hechos que revestirían carácter de delito de presentación de información falsa a SVS.

-Reuniones indagatorias y toma de declaraciones a principales involucrados.

-Verificación de sistemas de información y registro de datos de la empresa.

También, se efectuó un monitoreo del endeudamiento de La Polar, en el cual se analizó la situación de los bonos, el efecto en el comercio y los bonos securitizados; se realizó una revisión y se captó la sensibilidad de los convenants financieros, esto es, el endeudamiento y la cobertura de gastos financieros.

Otra medida adoptada por la Superintendencia de Valores y Seguros fue el monitoreo de la situación de La Polar en el mercado, lo que incluyó el seguimiento del comportamiento bursátil, la posición de riesgo de los inversionistas institucionales y otros supervisados por la Superintendencia y el seguimiento de la situación de otras empresas de retail.

La tercera medida adoptada consistió en el procedimiento de investigación administrativa. Al respecto, se está revisando - proceso que es muy largo- la actuación de la administración de la sociedad, de su gobierno corporativo, y de los auditores externos y de los clasificadores de riesgo involucrados, con el objeto de determinar las responsabilidades que les pudiera caber en este caso por infracciones a la ley de Mercado de Valores, a la ley de Sociedades Anónimas y a la ley orgánica de la Superintendencia de Valores y Seguros.

Se han requerido copias de actas de sesiones de directorio y del comité de directores de La Polar; se ha hecho una revisión de los sistemas de incentivos y planes de compensación a ejecutivos; se solicitó la lista de personas involucradas y el proceso de toma de conocimiento de situación de La Polar.

Asimismo, se realizó un requerimiento a un auditor externo de papeles de trabajo, se solicitó un requerimiento a clasificadores de riesgo de información considerada para efectos de emitir opiniones y se hizo una revisión de las recomendaciones de acciones La Polar.

Otras medidas son el reforzamiento del equipo de supervisión y de auditoría en terreno y la denuncia al Ministerio Público de hechos que revestirían carácter de delito, por la presentación de información falsa a la Superintendencia de Valores y Seguros.

Lo anterior no quiere decir que sea la única acción que puedan hacer ante el Ministerio Público, sino que es lo primero que está en la línea y que es evidente que se debe llevar a cabo, a la luz del mismo hecho esencial, que hay información falsa. Sin embargo, hay otros elementos que a futuro se irán aportando al Ministerio Público, en la medida en que surjan otras figuras delictivas.

Otras medidas adoptadas por la Superintendencia dentro del proceso de investigación administrativa son las reuniones indagatorias y la toma de declaraciones a los principales involucrados, así como la verificación de sistemas de información y el registro de datos de la empresa.

Hay un proceso de investigación administrativo seguido por la Superintendencia que tiene carácter de reservado. Lo que tiene carácter de delito se pasó al Ministerio Público, pero la responsabilidad administrativa la sigue analizando la Superintendencia.

Un tema de público conocimiento, pero que es bueno tener presente, es que esta Superintendencia, no sólo ahora, sino que desde hace varios años ha propuesto mejoras al marco regulatorio. No es una reacción de ahora, puesto que desde hace bastante tiempo se vienen proponiendo mejoras. De hecho, la Superintendencia de Valores y Seguros, a partir de agosto de 2008, bajo la anterior administración, propuso transformarse en una comisión de valores, tema que fue retomado por esta administración y potenciado.

La propuesta incluye un aspecto que considera esencial, como es el fortalecimiento de la autonomía institucional, así como el otorgamiento de mayores garantías de estabilidad de supervisión y regulación en el tiempo, mayores facultades de investigación y mejoras al proceso sancionatorio, mayor espacio normativo para adecuar la regulación al dinamismo del mercado, mayor continuidad y eficiencia de políticas de gestión interna, y la adopción de mejores prácticas, las que han sido sugeridas por OCDE, IOSCO, IAIS y FMI, organismos internacionales que permanentemente han insistido en la conveniencia de tener una comisión de valores, por las razones que aparecen señaladas en la transparencia.

Ha habido muchísimos cambios en el mercado de capitales, se han aprobado muchísimas leyes que le han otorgado, a través del tiempo, grandes responsabilidades a la Superintendencia, y muchas de ellas las pueden reconocer porque el Congreso participó en su elaboración.

Sostuvo que en los últimos años, diversas leyes han profundizado el modelo de marco regulatorio de emisores de valores, reforzando la responsabilidad del directorio, de los auditores externos y de los clasificadores de riesgo, al igual que en legislaciones comparadas. Junto con dar más responsabilidades a la Superintendencia de Valores y Seguros.

Además, ha habido una serie de leyes especiales que han ampliado el ámbito de supervisión de la Superintendencia, entregándole nuevas funciones de regulación y de fiscalización sobre diversas entidades informantes. La Superintendencia está regulando a las concesionarias, a los casinos, a las empresas sanitarias, a las empresas públicas, por la ley de Transparencia, a las sociedades acogidas a royalty minero, a Televisión Nacional de Chile, a la Empresa de los Ferrocarriles del Estado y a organizaciones deportivas profesionales.

Sobre ese último caso, el Superintendente asistió a la Comisión de Deportes, hace 3 ó 4 meses, ocasión en la que planteó, a propósito de la reforma a las organizaciones deportivas profesionales, que respecto de esa situación no hay un tema de confianza pública, de manera que no tenía sentido que la SVS las regulara, aprensión que también se manifestó en su momento.

Se han dado muchísimas responsabilidades adicionales, pero es bueno tener presente cuáles han sido las responsabilidades que el Congreso Nacional le ha asignado a través del tiempo a la Superintendencia de Valores y Seguros, cuya labor debería estar mucho más enfocada hacia donde está la confianza pública involucrada.

Ése es su rol fundamental, pero evidentemente que casos como éstos no ayudan muchas veces a focalizarse. Se debe ampliar la mirada respecto del estado actual de la Superintendencia, porque si de estas cosas alguna lección se puede sacar, es bueno captarlas; de estas desgracias uno puede potenciar algunas instituciones.

El informe de la Comisión de Expertos, convocada por el Ministerio de Hacienda y presidida por el señor Jorge Desormeaux, va exactamente en la línea planteada, acerca de los aspectos en los que se requiere avanzar para mejorar los gobiernos corporativos y modernizar los sistemas de regulación, los que la SVS ha hecho propios.

Dijo que a pesar de los cambios que en el 2010 se introdujeron a la ley sobre gobiernos corporativos, los cuales se encuentran vigentes, hay formas para mejorarlos y potenciarlos, y así lo plantearon. Lo mismo sucede con los auditores externos, cuya normativa también se modificó el 2010. Hay que fortalecer todavía más la independencia, en términos de conflicto de interés de los clasificadores de riesgo, como lo plantearon públicamente.

Por último, lo anterior está en la agenda de la SVS desde hace seis, siete u ocho, tal como lo han hecho ver públicamente. Están trabajando en aspectos que son materia de proyectos de ley para presentarlos al Ministerio de Hacienda en el menor tiempo posible, las cuales se relacionan con el tema La Polar, no obedecen a una reacción que haya surgido ahora, sino a algo que la SVS ha venido planteando hace mucho tiempo.

Rol de supervisión preventiva de la Superintendencia de Valores y Seguros

Señaló que la legislación establece que el primer responsable de proveer información veraz, suficiente y oportuna es el gobierno corporativo de la empresa, particularmente, el directorio. Esta responsabilidad también va acompañada de una serie de medidas que tiene que tomar el directorio de la administración para garantizar que la información fluya.

Los mecanismos de control interno y todos los procesos que conducen a que la información se pueda expresar y manifestar en forma veraz, oportuna y suficiente. Hay toda una regulación bastante precisa. Ése es el primer responsable.

El segundo responsable es el primer fiscalizador externo, esto es, las auditoras externas. Hay una serie de disposiciones legales que establecen cómo deben operar, cómo ejercer su rol, la independencia que deben tener, los requerimientos que tienen para operar y el tipo de información que deben tener a la vista.

A partir de eso, tienen que hacer un juicio respecto a la veracidad de los estados financieros. En eso, la regulación es absolutamente precisa: el segundo responsable es el primer fiscalizador externo.

Enseguida, están los clasificadores de riesgo, instancia que no es para todos los emisores, sino sólo para aquéllos que emiten títulos de deuda. Hoy la regulación es exigible cuando se emiten títulos de deuda, independiente de si son bonos, efectos de comercio o si requieren dos clasificaciones o una clasificación, y hay una serie de disposiciones que están asociadas a ellos, pero en ese rol, clasificar títulos de deuda. Es voluntario que un emisor se clasifique o no. En los títulos de deuda es obligatorio.

Después, entra la Superintendencia de Valores y Seguros, instancia en la cual juega un rol importante el informe del auditor externo. Es un insumo fundamental, para que ejerza su rol, lo que diga el informe del auditor externo. No es el único mecanismo a través del cual ejerce supervisión, pues también están las supervisiones selectivas. La SVS regula a trescientos setenta y tantos emisores en esta materia.

Otra fuente de información es la que viene del mercado de reclamos de personas y de entidades. Es un insumo relevante para ejercer el rol supervisor de la SVS, que luego verifica que la información sea veraz. Hace lo mismo cuando algún hecho sale a la luz pública extra oficialmente

El tema de fondo es que toda esa información, que se entrega a través de los hechos esenciales, es parte fundamental de la base de datos que necesitan los inversionistas para tomar sus decisiones, y la SVS es absolutamente proactiva en ese proceso.

Desde el punto de vista de la SVS la información fluye, aunque sea mala y es información que fluye al mercado. Eso, es lo que a la Superintendencia le importa y compete.

Razonabilidad de los estados financieras de La Polar.

Precisó que en marzo de 2011, el BCI, en uno de sus informes: En conjunto con el comportamiento de pago de la cartera de crédito es importante analizar los montos promedio por tarjeta, como también la compra promedio, donde un aumento podría ser indicativo de compras de bienes durables de mayor valor y de un aumento en el nivel de endeudamiento por parte de los clientes.

Además de la morosidad y de los montos involucrados asociados a las tarjetas crédito, lo importante era atacar el riesgo potencial que implicaría, un proceso de refinanciamiento de aquellos créditos morosos, reestructurando su deuda en montos mayores y plazos más largos. Lo anterior, dado que se estaría reintegrando la cartera al día a clientes con perfil crediticio de menor capacidad de pago, lo que incubaría un riesgo potencial, pudiendo generarse un deterioro del flujo futuro.

En el caso de La Polar había indicadores que mostraban saldos de promedio de deuda altos, relación de ventas a crédito versus las ventas totales, provisiones, plazos promedio para pagar deudas elevados, porcentajes de cartera renegociada más altos que los de las demás empresas del sector. Pero ello estaba en conocimiento del público. Lo que no estaba en conocimiento del público era el verdadero porcentaje de la cartera renegociada y el carácter unilateral de la misma, y eso hacía una diferencia sustancial desde el punto de vista de los resultados. Había una cartera, que aparecía como nueva, como renegociada, o vigenciada -se le ha dado una serie de nombres-, básicamente vencida, que tenía una antigüedad de más de un año -así lo plantearon en el hecho esencial-, pero era una cartera muy cuantiosa, y eso debería haber sido provisionado y tirado a incobrable, cosa que no se había hecho.

Empresas La Polar SA, en su calidad de emisor de valores, de oferta pública, consolida su información financiera con su filial Inversiones SCG SA, que es la emisora de tarjetas de créditos, regulada y registrada en la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.

La Superintendencia efectuó una serie de controles en materia de revisión de hechos esenciales de la compañía, revisión en carácter selectivo de la información y revisión parcial de los estados financieros. De 374 sociedades emisoras, y cerca de 200 adicionales, que son entidades informantes que también remiten estados financieros. En consecuencia, un universo de más de 500 sociedades para lo que hay un equipo de trabajo, en esta área, de aproximadamente 30 profesionales.

El trabajo se basa en un elemento de revisión de algunos antecedentes en forma total, por ejemplo, la revisión de los informes de opinión de los auditores y de una revisión selectiva, que incluye tanto trabajo de oficina, desde el punto de vista de revisión de los antecedentes, que envía la compañía, así como en algunas ocasiones de trabajo in situ, en terreno, de auditoría, sobre la información que ha sido remitida.

En cuanto a la razonabilidad de los estados financieros de La Polar, a fin de año pagaron 50.000 millones de pesos a pasivos de corto plazo; los activos fijos son sólo el 8 por ciento de todos los activos, lo que significa que claramente no es un negocio, con locales instalados y con maquinaria del tipo productivo. En los pasivos, se observa que no hay emisión de bonos entre enero y marzo; son los mismos 300.000 millones de pesos que están en pasivo. No hay en ese trimestre, de lo contrario, estaría reflejado en la auditoría. Lo que sí existe es una disminución de pasivos de corto plazo respecto de lo cual no conozco la preferencia de a quién le pagaron, porque se tomaron 50.000 millones y a alguien le pagaron.

Un pequeño análisis de estas cifras indicaría que estas cifras no corresponden a la realidad.

El estado de caja, al 31 de diciembre, era de 84.000 millones de pesos. Al analizar las variaciones de los saldos entre el 31 de diciembre y el 31 de marzo, se puede inferir que se pagaron durante el primer trimestre de ese año pasivos financieros que incluyen bancos, bonos, leasing y derivados por 53.000 millones de pesos, que se descomponen en préstamos bancarios, pagarés, leasing, etcétera; pero al final es una descomposición de los 53.000 millones. Y respecto de a quién fueron a pagar, en la parte bancaria hubo unos pagos significativos al BBVA y al BCI, durante ese período.

Pero esto es parte del giro propio de una empresa que tenía la caja suficiente, con bono emitido no hace mucho tiempo, y fue renegociando, o sea, pagando pasivos y otro tipo de obligaciones, como préstamos bancarios.

En los últimos años, la SVS verificó en el caso de La Polar, la veracidad de las publicaciones de prensa, las presentaciones frente a inversionistas y la complementación de hechos esenciales. Hubo seis ocasiones, antes de la denuncia del estudio de abogados Gutiérrez y Silva, en las cuales la Superintendencia requirió, información por publicaciones de la prensa. Por ejemplo, en el caso de la incursión en el extranjero, en Colombia, en Perú, antecedentes para complementar la información que había entregado la sociedad.

A su vez, durante este período se efectuaron una serie de emisiones de valores, de bonos y efectos de comercio, y esas emisiones pasaron por un proceso de registro en la Superintendencia. Dentro de ello se hicieron una serie de observaciones a los antecedentes de la inscripción de esos valores y que tenían relación con la información de esos valores.

En esa ocasión, hubo cuatro acciones de oficio mediante las cuales la Superintendencia requirió precisiones en la presentación de los antecedentes.

En materia de la entrega de los primeros estados financieros con información en base a IFRS, la Superintendencia de Valores y Seguros hizo una revisión parcial de la información contenida en los estado financieros al 31 de marzo de 2010 y evacuó una serie de observaciones en materia de revelación de notas a los estados financieros, relacionadas con observaciones por la falta de revelación de ciertos antecedentes, dentro de las notas a los estados financieros.

Estas observaciones llevaron a la Superintendencia de Valores y Seguros a requerir la información financiera del período marzo de 2010 y posteriormente se verificó que esas observaciones también se encontraban superadas en los estados financieros posteriores, de junio y de diciembre.

Respecto de las actividades de fiscalización que hubo durante los últimos cinco años, año tras año, y solamente como mera referencia, en materia de estados financieros, se enviaron 212 oficios a emisores de valores de oferta pública durante el 2010. También se realizaron memorias acerca de 80 entidades durante 2010 y, desde el punto de vista de la entrega de información financiera, de las organizaciones deportivas profesionales, respecto de las cuales, justamente durante el año pasado, hubo un fuerte cuestionamiento sobre la entrega de información de algunas de estas entidades. Por lo tanto, también se reforzó durante todo este período la supervisión y fiscalización de la información financiera que éstas entregaban.

Hubo 54 oficios a todas estas entidades con motivo de algún tipo de complementación a información sobre hechos esenciales.

Lo que importa es ver los diferenciales que se observaron cuando se reconoció la cartera que estaba oculta y la necesidad de provisionarla. En diciembre de 2010, según el balance de los estados financieros, estaban reconocidos 118 mil millones, que era la provisión especial que se había hecho para el 2010. Eso estaba en los balances de los estados financieros.

Después de la información del hecho esencial, se dijo que la cifra estaba entre 150 y 200 mil millones, pero después dijeron estar equivocados y se suspendió la acción. Al final, dijeron que el tamaño del problema era mucho más grande y lo que había que provisionar no era en realidad 118 mil millones, sino que eran 538 mil millones, o sea, había un diferencial de 420 mil millones de pesos. Eso es lo importante respecto de las provisiones que se habían hecho anteriormente.

El patrimonio de la empresa al 31 de marzo era de 360 mil millones de pesos, cifra inferior a los 420 mil millones de los que se había hablado antes, por lo que quedaría un patrimonio negativo de 60 mil millones de pesos. Ahora, con el aumento de capital en 100 mil millones, la empresa pasaría a tener un capital positivo de 40 mil millones de pesos. Hay otros elementos adicionales para tener en cuenta y uno de ellos es que esta provisión se hizo por toda la cartera.

Además, hubo negociación con los bancos para ganar más plazo y eso fue parte del plan que presentó la empresa antes de la aprobación del aumento de capital. También, hubo negociaciones con los tenedores de bonos, de forma tal de evitar que los covenants pudieran gatillar los pagos frente a determinados incumplimientos, que es lo que sucede cuando algunos índices se salen de lo establecido. Efectivamente, aquí pasaba eso y tendría que ir a resultado acumulado, porque venía de un buen tiempo a esta parte. Los covenants dijeron que no lo iban a ejercer por lo que otorgaron viabilidad.

El que una empresa tenga patrimonio negativo contable no significa que no tenga valor y, de hecho, hoy en el mercado hay un patrimonio bursátil de 600 pesos la acción.

A la Superintendencia no le corresponde ni es su labor cuestionar las estrategias de negocios de cada compañía. Ahora, que tenga un EBITDA por sobre el mercado, se produce, a veces, bajo determinadas circunstancias. Lo que preocupa en este caso es que eran cuentas por cobrar, pero en otras circunstancias es altamente valorado que tenga un alto EBITDA.

Hay muchos otros indicadores financieros por lo que no es un tema que por sí solo motive preocupación y uno deba escandalizarse. Pero si uno dice que se trataba de cuentas por cobrar y que se abultaba todo por repactaciones unilaterales, evidentemente, el hecho es grave. Si hubieran sido cuentas por cobrar, que hubieran aumentado con plazos razonables sería distinto. De hecho, entre las estrategias de negocios de los retails está el otorgar mucho más plazo para pagar, de modo que la gente puede absorber mayores créditos, mayores compromisos a futuro, de una forma más suave.

Rol de auditores externos y su control.

La Superintendencia de Valores y Seguros descansa en los trabajos de auditoría de los auditores. En el caso de Empresas La Polar, la información de los auditores no había sido sujeta a revisión. Durante el año 2010, la Superintendencia solicitó a los distintos auditores, entre ellos a PricewaterhouseCoopers, sus papeles de trabajo, para revisar la forma en que había hecho esa tarea, para verificar la valorización de una serie de activos fijos de una serie de otras compañías, porque uno de los elementos relevantes en materia de revelación de la aplicación del nuevo estándar de información financiera internacional, era revisar de qué forma ellos, a través de la primera aplicación, estaban reflejando el real valor de esos activos. Y ahí se hizo un trabajo fuerte durante 2010. Además, la Superintendencia de Valores y Seguros hizo una revisión en terreno de cerca de 30 entidades, para verificar la fiabilidad de esa información, tanto las actividades de esas sociedades, como la información y el trabajo que efectuaron los auditores externos.

A los auditores externos les compete la responsabilidad de dar cuenta de la fiabilidad de los estados financieros preparados por la sociedad emisora y proporcionados a la SVS y al público en general. En el cumplimiento de sus funciones, el auditor externo debe examinar la contabilidad de la empresa, a fin de verificar la forma en que ésta se ha llevado a cabo, evaluar los principios de contabilidad aplicados, su consistencia, así como las estimaciones significativas hechas por la administración, debiendo emitir su opinión profesional e independiente. Este último es un aspecto que no destaqué antes, pero que es clave: los auditores externos tienen que ser independientes. Ésa es la gracia de toda su gestión. El fiscalizador externo tiene que ser independiente, ésa es la esencia de su función.

La ley de Mercado de Valores detalla ampliamente la metodología de trabajo que deben seguir los auditores externos, la cual se complementa con las normas de auditoría generalmente aceptadas, llamadas NAGAS.

En ese sentido, el artículo 239 de dicha ley señala que las empresas de auditoría deben examinar los montos, respaldos y antecedentes que conforman la contabilidad de los estados financieros; evaluar los principios de contabilidad utilizados y la consistencia de su aplicación; emitir sus conclusiones respecto de la presentación general de la contabilidad y de los estados financieros, indicando, con un razonable grado de seguridad, si están exentos de errores significativos y cumplen con estándares en forma cabal, consistente y confiable.

Asimismo, en el artículo 246 de la ley de Mercado de Valores se imponen deberes especiales a los auditores externos. A las empresas de auditoría externa les corresponde examinar y expresar su opinión profesional e independiente sobre la contabilidad, inventarios, balances y otros estados financieros, conforme a las normas de auditoría generalmente aceptadas. La administración de la entidad auditada debe señalar al comité de directores las deficiencias que se detecten durante el desarrollo de la auditoría, identificar las discrepancias entre los criterios contables aplicados en los estados financieros y los criterios relevantes aplicados generalmente a la industria en que dicha entidad desarrolla su actividad o si hay una comparación con la industria, en el sentido de que es parte de la obligación; comunicar a los organismos supervisores.

En el caso particular de empresas La Polar, en el ejercicio de 2010 los auditores externos emitieron un informe limpio, es decir, sin ningún tipo de salvedad. Sin embargo, para determinar si a ellos les cupo algún grado de responsabilidad, es necesario evaluar el trabajo efectuado en sus procesos de auditoría, materia a la que ya está abocada la Superintendencia, para lo cual se ha solicitado a PricewaterhouseCoopers hacer entrega de los papeles de trabajo de la auditoría realizada.

Las auditorías efectuadas con el fin de detectar irregularidades, fraudes y corrupción de organizaciones implican que los profesionales que participan en ellas deben utilizar técnicas y procedimientos que requieren una gran especialización, conocimientos y habilidades de diversas materias, lo cual conlleva un altísimo costo. Desde el punto de vista operativo, sería bastante complejo y tremendamente costoso.

Pero cuando hay un hecho indicativo, constituyen elementos útiles de investigación. Tener un muestreo aleatorio y permanente es algo que habría que analizar mucho, debido a los altísimos costos que involucra.

Los abogados, Gutiérrez y Silva, presentaron hechos que la Superintendencia de Valores y Seguros podría haber detectado, pero esos mismos hechos fueron observados por los analistas y el BCI cuando entregó su informe. De hecho, el mercado tenía esa información. Por ello, se requirió una explicación de la empresa. Respondieron a la Superintendencia que habían hecho una revisión interna y que había un tremendo problema. De ahí surgió todo. No se trata de que se desprendiera de lo informado por los abogados, en forma inequívoca e inmediata. Ello precipitó una pregunta.

Según los registros de la Superintendencia, actualmente existen 61 empresas de auditoría externa. Sin embargo, el mercado de emisores ha tendido a concentrar la actividad básicamente en cuatro: PricewaterhouseCoopers, Ernst & Young, Deloitte y KPMG, que tienen el 23 por ciento, el 22 por ciento, el 21 por ciento y el 10 por ciento del mercado de los emisores, respectivamente. El 24 por ciento restante se distribuye en 25 firmas de auditoría externa.

En general, las más grandes están concentradas, pero hay algunas empresas auditoras de menor tamaño que tienen cuatro o seis emisores.

Rol de las clasificadoras de riesgo y su control.

Señaló que la empresa Feller Rate, una de las clasificadoras de riesgo, explicó en octubre de 2010, la baja en la clasificación de riesgo de deuda de la empresa: “La baja respondió a las políticas de negocio y financieras más agresivas, asociadas principalmente a la gestión y al fuerte desarrollo del negocio financiero. El perfil de negocio mostraba una mayor exposición al desempeño de su cartera, que, a su vez, presentaba un incremento en la deuda promedio por cliente, mayores plazos promedio de pagos y un afectado nivel de recaudación”.

De conformidad con el artículo 86 de la ley de Mercado de Valores, las entidades clasificadoras de riesgo y sus respectivos consejos de clasificación quedarán sometidas a la fiscalización de la Superintendencia con todas las atribuciones y facultades que a ésta le confieren las leyes.

Eso los limita a títulos de deudas. Si se trata de bonos, deben tener dos clasificaciones. Ahí se ve el espectro y donde entra la ley. Hay toda una descripción legal.

La Comisión Clasificadora de Riesgo no se pronuncia sobre los aumentos de capital, ni si las AFP suscriben el aumento de capital y traspasan el límite establecido en el artículo 47 del decreto ley 3500.

Rol de corredores de bolsa y su control.

Dijo que os agentes colocadores de bonos operan como mandatarios del emisor de valores de oferta pública, razón por la cual la ley de Mercado de Valores no les asigna ninguna responsabilidad particular en esto, sino que hace responsable al emisor por las colocaciones.

Por otra parte, los agentes colocadores tienen la obligación, en el prospecto de emisión de bonos, de adecuar la leyenda de responsabilidad para los casos en que hayan participado en la elaboración del prospecto, o bien, si éste contiene información de los intermediarios.

Además, se debe identificar a los intermediarios que estarán a cargo del proceso de colocación, informando sobre cualquier relación significativa que exista con el emisor, distinta a la originada por el contrato colocación, como algún conflicto de interés y cuestiones de ese tipo.

En el caso de la colocación de bonos de La Polar, informada a la SVS durante diciembre de 2010, los colocadores fueron BBVA Corredores de Bolsa Limitada. En el caso de los efectos de comercio colocados a principios de junio de 2011, los agentes colocadores informados fueron BCI Corredor de Bolsa y Scotia Sudamericano Corredores de Bolsa S.A.

Con respecto al prospecto de bonos, se señaló que no existía relación significativa distinta con el emisor de la originada por el contrato de colocación.

En el caso de los pagarés, se indicó que no había relación con el emisor.

Muchos corredores de bolsa tienen cartera propia, las que constituyen información relevante para clasificadores de riesgo. Por lo tanto, se debe saber resolver estos conflictos de interés entre las corredoras de bolsa que tienen departamento de estudio y cómo se está comportando su cartera.

Uno de los ejes principales de la acción de la Superintendencia es velar permanentemente por los mercados transparentes e informados, instando a que los conflictos de interés que pudieran presentarse

Después, tomó rumbo propio, libre, y la Bolsa, en virtud de la autorregulación, cortó las colocaciones mientras estaba la junta de en los agentes de mercado de valores sean suficientemente ejercitados para que los inversionistas puedan tomar decisiones informadas.

Algunos conflictos de interés son de tal magnitud que ameritan regulación en base a prohibiciones, inhabilidades o incompatibilidades. En otras ocasiones, lo relevante es que los conflictos de interés sean explicitados en forma clara, de modo que los inversionistas tengan claridad e del marco en que están operando.

La normativa que se dictó en 2010, circular Nº 1.985, sobre ejecución de órdenes, entre otras cosas, persigue que en la transacción que hace una persona cuando da una orden, se diga quien fue la contraparte. Si es una operación directa con el mismo corredor de bolsa, con su propia cartera, o si es de otro cliente, o de alguien que tiene que ver con otro corredor.

En la actualidad, esa normativa es muchísimo más exigente, como conocimiento del mercado financiero, de la ley de Mercado de Valores, de la ley de Sociedades Anónimas. En verdad, es un tremendo avance en las calificaciones de las personas que trabajan como intermediarios de valores. Prontamente va a entrar en vigencia. Aún no, porque se dio un período para que los corredores de la bolsa enseñen los mecanismos y la forma de acreditación, porque hay un elemento de autorregulación que les exige que apliquen y supervisen.

Información de inversionistas y junta extraordinaria de accionistas.

Cuando Álvaro Saieh estaba llegando al 10 por ciento de acciones de La Polar compradas, la SVS le ofició para que informara sobre lo que había detrás de esa compra. Informó que descartaba la intención de la toma de control, y entregó el detalle de las transacciones de compra, que en la Superintendencia fueron catalogadas como hechos esenciales.

En verdad, en esta materia, la Superintendencia ha actuado con total prudencia en todo el proceso de suspensión, porque cuando se suspendió la información que inicialmente se había dado, en el minuto en que se les dijo que tenían dudas fundadas, lunes 13, se cortaron las transacciones hasta el viernes siguiente.

En toda esa semana no se transó. Se volvió a transar cuando ellos informaron por hecho esencial la información respecto de toda esta cartera, que estaba oculta, de su verdadera realidad y de que se iba a provisionar; además, de todo el plan que había detrás para el aumento de capital; de que se iba a negociar con los bancos, de que se iba a negociar con los tenedores de bonos, que habían planteado un plan para resolver la situación de “compensaciyn”. Así fue definido por ellos.

Además, los clasificadores de riesgo habían hecho un cambio en la clasificación y se habían referido a la liquidez, que era otro tema que no estaba presente en la información.

Después, tomó rumbo propio, libre, y la Bolsa, en virtud de la autorregulación, cortó las colocaciones mientras estaba la junta de accionistas, porque las colocaciones de capital estaban cambiando de 200 mil millones a 100 mil millones, lo cual es un hecho relevante.

Lo que la Superintendencia de Valores y Seguros tiene que lograr es que el mercado transe con información adecuada. Es evidente que, en la liquidez del mercado, los inversionistas tienen derecho a entrar y salir cuando quieren. Así está diseñado. Si necesito vender y no lo puedo hacer, no es fácil.

Todo ha sido absolutamente transparente. El mercado ha tenido toda la información. El hecho de que las acciones hayan bajado a 380 pesos, o subido a 450, son distintas estimaciones de los efectos que puede tener y de la recuperabilidad de esa cartera provisoria.

Según la empresa, la verdadera recuperabilidad se va a determinar, primeramente, dentro de los tres meses posteriores a esta exposición del Superintendente. Contrataron a Deloitte para evaluar cuánto se puede recuperar. Esa información es útil para que el mercado funcione y la SVS no paralice, y que el derecho de las personas de transar esté debidamente cautelado.

Coordinación con el Sernac.

Opinó que habría sido útil que el Sernac hubiese informado a la SVS. Pero incluso los miembros del directorio de La Polar dijeron que ignoraban la información de las repactaciones y de toda la mediación. Formalmente, el Sernac no tiene la obligación de entregar información a la SVS. Puede haber estimado que el número de casos no era suficientemente importante como para alertar. Pero el Sernac habrá tenido sus razones.

Situación del resto del retail.

La Superintendencia de Valores y Seguros está en un proceso de análisis de todos los emisores de valores en conjunto con la Superintendencia de Bancos.

Respecto de los retails más grandes, el negocio financiero es muy poco importante como parte de sus negocios; no más del diez por ciento. Muchos tienen negocios afuera. Por ejemplo, en Chile, la proporción de los ingresos en uno de los retails de Cencosud es de 40 por ciento; el resto es de afuera. En Falabella el negocio financiero también es poco importante. Algunos no son emisores de bonos, como Hites. Abcdin no tiene bonos. Tiene uno securitizado, pero no transa acciones; está inscrito como emisor de bonos, pero, en ese caso, no securitizado.

En términos globales, los niveles de exposición y la importancia del negocio financiero son bien distintos. No es que sean bajos en todos los negocios financieros; hay algunos que son más altos, pero en ningún caso en La Polar. En La Polar llegó a ser alrededor del 60 y más.

Mejoras en el marco regulatorio.

Siempre va haber algún vericueto a través del cual se va a poder manifestar. Lo único que se puede hacer es tratar de disminuir la probabilidad de que ello ocurra, o que los controles estén mejor estructurados.

Efectivamente, la Superintendencia de Valores y Seguros venía hacía más de 6 ó 7 meses estudiando, no para el caso del fraude, sino en términos generales, las formas de mejorar la regulación de las auditoras externas, a pesar de que ello fue reformado en 2010 en la ley de gobiernos corporativos, pues parecía que la independencia, el rigor, y la profundidad del análisis, era insuficiente. Esto se ha venido trabajando, junto con el proyecto de las clasificadoras de riesgo.

En el caso de las auditoras habrá que pensar mucho más en un sistema como se está implementando en seguros. Ahora, se está implementando uno y, de hecho, se ha anunciado próximamente un proyecto para avanzar hacia la supervisión basado en riesgos y también de intermediarios financieros. Entonces, puede ser el momento de dar un paso de ese tipo, dado que el sistema descansa en forma importante.

En cuanto a la opinión independiente externa de la auditora, hay que tratar de mejorar el sistema de supervisión basado en riesgos de acuerdo a lo nuevo que está apareciendo en seguros y a nivel internacional.

La Superintendencia de Valores y Seguros tiene una serie de propuestas, muchas relacionadas con elementos legales que deben pasar por el Ministerio de Hacienda.

Doña Solange Berstein, Superintendenta de Pensiones,

Impacto de los sucesos La Polar en los fondos de pensiones.
Subrayó que la Superintendencia está preocupada e indagando con lo que pasó y las responsabilidades, porque la fe pública está comprometida, aun cuando los porcentajes expuestos no son tan elevados.

Explicó que el impacto en los fondos de pensiones por lo sucedido con Empresas La Polar se produce debido a lo expuesto tanto en acciones como en bonos, las que representan 0,21 y 0,24 por ciento del total del fondo, respectivamente. El total expuesto alcanza a 0,46 por ciento del total del fondo. Por lo tanto, la diversificación ayuda. El 0,46 por ciento corresponde a 700 millones de dólares.

Las acciones de Empresas La Polar siguen siendo elegibles para los fondos de pensiones, puesto que son acciones líquidas, cuyo precio debería reflejar, pero no es el caso, toda la información disponible en el mercado, la que debe tener un carácter fidedigno.

Por lo tanto, el precio refleja el riesgo y la volatilidad del instrumento. Las acciones son elegibles puesto que tienen cien por ciento de presencia bursátil y son líquidas porque su precio refleja correctamente su valor.

Hasta hace muy poco los bonos eran elegibles para los fondos de pensiones, con el máximo límite disponible, puesto que tenían una clasificación de riesgo elevada, la que fue cayendo en el tiempo.

De hecho, el 2010 ya tenían clasificación “A-”. Antes habían caído levemente y ahora lo han hecho más fuertemente, pero ya tenían esa clasificación de riesgo, que no es el límite máximo, sino un límite establecido por un factor de riesgo. Se puede invertir hasta el 5 por ciento del valor del fondo en bonos, pero dependiendo de la clasificación de riesgo ese límite puede ser inferior.

Como ahora tienen categoría “C”, pasan a la categoría que se denomina “restringido”. Al haber bajado su clasificación de riesgo ya no son elegibles, incluso, en el caso del Fondo E, que es el más conservador. En el caso de ese fondo, las administradoras tienen tres años para eliminar la inversión en ese instrumento.

Por tratarse de un instrumento restringido, los fondos A, B, C y D tienen una inversión limitada al 0,5 por ciento del valor del fondo. Además, entran a una categoría de límite de todos los instrumentos que son restringidos, límite que en la actualidad está en su máximo. Por lo tanto, ese instrumento de riesgo u otro de igual categoría de todas maneras debería ser eliminado en esos cuatro fondos.

En el plazo de un año. En el caso del Fondo E, el plazo es de tres años.

En cuanto a los tres años, no es malo un plazo suficientemente largo, porque una empresa eventualmente puede entrar en una reestructuración, de modo que hay mayores probabilidades de cobrar el bono en un plazo un poco más largo, para poder recuperar los dineros de los fondos de pensiones.

En ese sentido, los cambios recientes son muy importantes, porque apuntan justamente a la dirección que la Superintendencia. Muchos vienen de la Reforma Previsional de 2008, que entraron en vigencia en marzo de este año, referidos a los gobiernos corporativos.

La Superintendencia tenía la preocupación, así como el Consejo Técnico de Inversiones, que también analiza el régimen de inversiones, respecto de los gobiernos corporativos de las empresas en las cuales invierten los fondos de pensiones, y se estableció en el régimen de inversiones, en forma explícita, que en las políticas de inversión tenía que haber consideraciones respecto de los gobiernos corporativos de las empresas en las cuales se invertían los fondos.

Esas políticas de inversión hoy se están fiscalizando, para ver de qué manera -puesto que las modificaciones sobre la sobre la materia entraron en vigencia en marzo- están incorporando medidas de gobierno corporativo de las empresas en las cuales se invertían los fondos.

A su vez, el límite de inversión, el 5 por ciento del valor del fondo por instrumento, en beneficio de la diversificación se había bajado de 7 por ciento a 5 por ciento. Ninguna AFP ha estado topada en el límite del 7 por ciento en La Polar. Antes tenían menos, incluso con el 5 por ciento tenían holgura en su momento, pero se bajó justamente pensando en beneficiar la diversificación de 7 por ciento a 5 por ciento el límite por emisor para el caso de bonos, y sobre ese límite se aplica el factor de riesgo, que en el caso de instrumentos “A-”, como sucedió con La Polar en 2010, el factor de riesgo que bajaba ese límite de 5 por ciento se bajó de 0,8 a 0,4 por ciento. Por lo tanto, en el caso de La Polar bajaba de 5 por ciento por 0,8 a 5 por ciento por 0,4. O sea bajaban a la mitad, de 4 por ciento a 2 por ciento el límite por instrumento cuando la clasificaciyn de riesgo era “A-”.

También, se bajó el límite de clasificación de riesgo para instrumentos que tuvieran clasificación de riesgo BBB, bajándolos de 0,6 a 0,2. Por lo tanto, el límite cuando era BBB bajaba del 2 por ciento a 1 por ciento, y hoy ya están en un límite de 0,5 porque es un instrumento restringido.

Sin embargo, los planteados eran temas que ya habían visto, puesto que dadas las clasificaciones de riesgo y esos límites, en beneficio de la diversificación, para instrumentos con mayores categorías de riesgo, a partir de marzo se habían bajado los límites.

Para ver el impacto sobre los fondos de pensiones se hace un ejercicio como ejemplo, puesto que los números no son definitivos, tomando como base un día en particular, porque como la actividad es tan dinámica cambia minuto a minuto. Por lo tanto, si se toma la foto en un momento del tiempo, se ve un caso en el que el valor de la acción había caído, en promedio, 80 por ciento, a partir de lo cual observaremos cuál es el impacto sobre los fondos, dada la exposición que tienen los fondos de pensiones.

Varía la exposición en acciones para los distintos tipos de fondos, desde 0,25 por ciento de caída a 0,03 por ciento de caída, tanto para el Fondo A, que sería el más expuesto a acciones, como para el Fondo E, respectivamente, que es el menos expuesto a acciones.

En los períodos de transacciones abiertas ha habido operaciones, pero en la Superintendencia se ven todas las operaciones efectuadas antes, durante y después. Todas las operaciones se están vigilando y están siendo sustentadas.

Entonces, en teoría, si en definitiva cayera el precio de la acción en 80 por ciento, esa sería la forma en que se vería reflejado en la rentabilidad. Lo importante es la diversificación, donde se ve que el impacto es distinto.

Si bien el impacto en el caso de las acciones es relativamente bajo, intraday se pueden mover esos porcentajes por movimientos en distintos instrumentos financieros, por otros motivos, de manera que para la Superintendencia es clave y sumamente importante analizar este caso en particular, porque no se trata del movimiento habitual de mercado del precio de una acción, sino que está pasando algo bastante complejo al interior de una empresa en la cual están invertidos los fondos, por eso nuestra preocupación es no proporcional al impacto que tiene en el fondo.

Respecto de los bonos, la exposición a bonos es distinta también a través de las distintas administradoras y para los distintos fondos. La exposición a bonos es mayor en el fondo tipo E.

Por defecto, las personas más jóvenes están en el Fondo B, las personas de mediana edad están en el Fondo C y los que están próximos a pensionarse están en el Fondo D.

El Fondo A y el Fondo E son fondos voluntarios, es decir, las personas voluntariamente podrían suscribirse en esos fondos, pero no están dentro del plan de ciclo de vida de fondos por defecto.

Las personas en general no escogen fondos. La mayoría de las personas están en los fondos B, C y D. De hecho, en el Fondo E, en particular, tenemos 2 por ciento de los cotizantes, y es el fondo que tiene la mayor exposición a bonos de esta empresa en promedio, pero no todas las AFP son iguales.

Con las distintas reformas legales que ha habido a lo largo del tiempo si en algo se ha avanzado es en la diversificación de los fondos. Incluso, se aprobó un aumento de la inversión extranjera en la última reforma previsional importante. Justamente, eso habla en favor de que la mejor protección para los fondos es la diversificación, puesto que nunca se sabe lo que puede ocurrir en una empresa chilena, como en este caso, situación que nadie quiere que pase, o en empresas extranjeras en las cuales se invierte. Por lo tanto, la diversificación es crucial.

Los fondos de pensiones están invertidos en 90 empresas nacionales y en 245 fondos mutuos extranjeros, los cuales, a su vez, están invertidos en cientos de empresas.

Los fondos de pensiones son inversionistas de portafolios, es decir, invierten en instrumentos financieros y deciden inversiones de acuerdo con la variabilidad de cada uno de los precios, los que reflejan la característica del instrumento. Los inversionistas de portafolios no se meten en la administración de cada una de las empresas en las que invierten, sino que efectúan inversiones diversificadas en portafolios diversificados.

Sobre las actividades de la Superintendencia, he señalado que nos tiene muy preocupados la proporción en que están invertidos los fondos.

Fiscalización.

Añadió que la Superintendencia está cumpliendo sus actividades habituales, las que se han hecho siempre respecto de este instrumento o de cualquier otro.

-Control de límites, con el objeto de que cada una de las AFP esté invirtiendo de acuerdo con los límites establecidos por la ley o por el régimen de inversiones.

-Generación de precios diarios. Son proveedores de precios y entregan los precios de mercado, de modo que tienen el registro de los precios de todos los instrumentos y van viendo si existen situaciones que alarmen respecto de movimientos de precios en determinados instrumentos.

En el caso de La Polar nunca se dio alguna alerta, porque los movimientos de precios eran naturales, no hubo saltos ni cambios importantes o bajas significativas. No hubo alertas en los movimientos de precios, más allá de los cambios habituales de los instrumentos que se transan en el mercado.

-Control de transacciones. Se hace en forma permanente. Supervigilan que las transacciones que hacen las Administradoras de Fondos de Pensiones con recursos de los fondos sean a precios de mercado. Es decir, constantemente revisan si hay alguna transacción que se desvía del precio de mercado, situación que los alerta y les permite tomar acciones.

Señaló que nada los alertó en relación con La Polar, pero retrospectivamente están analizando todo, porque tal vez algo que no los sorprendió con anterioridad, con la información actual disponible ahora les va a llamar la atención.

-Control de prohibiciones. Es una acción que hacen siempre, porque hay una serie de prohibiciones establecidas en el Decreto Ley 3.500, en el título conflictos de interés, para las personas relacionadas con las Administradoras de Fondos de Pensiones, respecto de sus transacciones. No pueden transar instrumentos transados por los fondos de pensiones, ni cinco días antes ni cinco días después, a un precio que le sea más favorable a la persona relacionada con aquel fondo.

Entonces, existe una serie de prohibiciones y deberes de informar transacciones por parte de personas relacionadas. Es un control que hacen todo el tiempo, pero han vuelto hacia atrás, para recabar información y revisar nuevamente una materia que revisan en forma habitual.

-Participación en juntas de accionistas. Revisan la participación de las AFP, cuyos representantes tienen el deber de asistir y votar a mano alzada.

En el caso de La Polar, la Superintendencia fue a la junta de accionistas que se realizó en abril, en forma presencial. No lo hacen todo el tiempo, pero selectivamente van a determinadas juntas, y como en este caso, los estados financieros de diciembre habían reconocido mayores provisiones que los habituales y por esa razón fueron a la última junta de accionistas, que se realizó antes de la de hoy, a la que también asistieron.

-Riesgo de crédito. También miran las clasificaciones de riesgo y ven si existen cambios significativos.

Hasta hace muy poco no había cambios significativos en las clasificaciones de riesgo, un tema al que dan seguimiento, porque es una luz de alerta.

Actividades realizadas después del 9 de junio de 2011.

Comentó que el 9 de junio se emitió un oficio a todas las Administradoras de Fondo de Pensiones, para saber qué estaban haciendo y cuáles eran las acciones que estaban adoptando frente a la situación que se presentaba en ese momento.

Posteriormente, se citó a cada una de las Administradoras de Fondos de Pensiones, en forma separada, para conocer su impresión respecto del tema y las acciones que pensaban tomar, así como la estimación de los impactos y los planes a seguir a futuro.

El 17 de junio se envió un oficio a la Bolsa de Comercio de Santiago, con el objeto de solicitar información respecto de las transacciones en las que fueron contraparte los fondos de pensiones y para revisar hacia atrás y también hacia adelante las transacciones que se hacen con recursos de los fondos.

Asimismo, el 17 de junio se envió un oficio a todas las AFP, en el que se instruía informar la posición que adoptarían en la junta de accionista, la que se realizó hoy, y en la junta de tenedores de bonos, a fin de saber ex ante la forma de actuar de la AFP frente a los hitos importantes que irán aconteciendo.

También, han llevado a cabo la actualización de la base de datos con las clasificaciones de riesgo y han participado en comités de monitoreo de mercado, en el comité de mercado de capitales y en el de superintendentes, en el que participan como Superintendencia de Pensiones.

Se ha dado respuesta a algunos afiliados, aunque han sido pocas las demandas de información. Han recibido alrededor de 20 consultas sobre el mercado y 10 de ellas relacionadas con el caso de La Polar. Si bien se trata de un volumen relativamente bajo, están atentos para responder las preguntas de todas las personas.

Se envió un oficio a todas las Administradoras de Fondos de Pensiones, para que se reporten y justifiquen las transacciones pasadas. Respecto de las que realizarán, deberán justificarlas y enviarles todos los análisis que hagan. En ese sentido, si bien no van a visarlas, es importante estar informados de los argumentos de las posiciones que decidan tomar las AFP. Dijo que se asistirá a las juntas de accionistas y tenedores de bonos.

Eso es lo que la Superintendencia ha estado haciendo, debido a las preocupaciones que tienen y a los niveles de exposición de los fondos a la empresa La Polar.

Don Alejandro Charme, Superintendente de Pensiones subrogante.

Respuestas varias.
Indicó que las interrogantes fueron respondidas a través del oficio N° 16-203, de 12 de julio de 2011. En ese oficio informaron sobre la inversión que tenían los fondos de pensiones en las empresas La Polar, refiriéndose a las inversiones en dicha empresa y en las empresas de retail de parte de los fondos de pensiones y se explicaba un poco el rol de las clasificadoras privadas de riesgo.

También remitieron el oficio N° 16-201, que entrega la opinión de la Superintendencia de Pensiones en cuanto a la suscripción del aumento de capital que se celebró en la junta extraordinaria de accionistas de La Polar. También en éste se informó que el rol de la Superintendencia en materias de inversiones era velar por la seguridad y la adecuada rentabilidad en los fondos de pensiones, que es el objetivo de las inversiones de los fondos de pensiones, y que la responsabilidad de las administradoras en la administración de esos fondos correspondía a culpa leve. La Superintendencia no emite una opinión respecto de la administración propiamente tal, sino que tiene un rol supervisor de las inversiones, de manera que se adecúen al marco de la ley, que es uno de los objetivos que establece la norma. Es lo que la Superintendencia está fiscalizando respecto de las inversiones de La Polar.

Como el Oficio se refería a la participación de las AFP en la junta de accionistas de La Polar, se mencionó cada una de las principales posturas de las AFP esa oportunidad. AFP Capital propuso un aumento de 50 mil millones de pesos, sujeto a las condiciones que aparecen en la lámina. AFP Habitat concordó con la propuesta de Moneda Asset Management en cuanto a aumentar el capital en 200 mil millones de pesos. AFP Provida también concordó en lo mismo, pero condicionado a que se firmara un convenio prejudicial o judicial, a que la junta extraordinaria definiera el precio y la fecha de colocación, a que no se destinara dinero a alguno de los planes de compensación y a que los fondos se destinaran para financiar y fortalecer la empresa.

Debido a que había varias posturas, AFP Cuprum solicitó un receso para llegar a acuerdo. Finalmente, todas las administradoras de fondos de pensiones y de fondos de cesantía, salvo AFP Capital, votaron por un aumento de 200 mil millones de pesos, para emitir un máximo de 250 millones de acciones, definir el precio en una nueva junta extraordinaria de accionistas a celebrarse en el futuro y respecto de las acciones que no se suscribieran en el primer período, se otorgara un segundo período preferente. AFP Capital vendió su participación accionaria con posterioridad.

Con motivo de dicha junta, se enviaron los oficios números 15589 al 15595, de 30 de junio de 2011, a través de los cuales la Superintendencia solicitó a las Administradoras de Fondos de Pensiones y a las Administradoras de Fondos de Cesantía que les indicaran los motivos por los cuales votaron el aumento de capital y, en el evento de que lo suscribieran, los estudios técnicos y las razones que las llevarían a suscribir tal aumento de capital. Las respuestas están siendo analizadas por la Superintendencia en este momento. Es necesario hacer presente, agregó el Superintendente, que cuando un accionista, sea una Administradora de Fondos de Pensiones o cualquier otro, concurre a una junta extraordinaria y vota por un aumento de capital, no necesariamente significa que va a suscribir el aumento de capital.

El tercer aspecto del oficio era aclarar ciertos temas

¿Qué protección tenían los fondos de pensiones? El sistema de pensiones chileno está estructurado como un sistema de capitalización individual y de multifondos. Como es sabido, están los fondos tipo A, B, C, D y E. Es importante destacar que el Fondo A es el más riesgoso y está expuesto a instrumentos de renta variable, y E es el más conservador. Los Fondos son voluntarios. Es decir, si un afiliado tiene sus recursos en dichos fondos es porque voluntariamente decidió que sus recursos estuvieran ahí. Los fondos obligatorios por ley son el B, C y D, asignándose los fondos por el tramo etario de la persona. Si los hombres y las mujeres de hasta 35 años no eligen fondos, son destinados al fondo B. Los hombres entre 36 y 55 años y las mujeres entre 36 y 50 años van al fondo C. Los hombres sobre 56 años y las mujeres sobre 51 van al fondo D. En este último caso, nunca se puede optar por el fondo A. Los pensionados por retiro programado, renta temporal, invalidez parcial o primer dictamen no pueden estar en los fondos A y B. Esta sería una especie de protección, atendido el hecho de que doctrinariamente es sabido que mientras más exposición a renta variable se tiene, hay una mayor variabilidad de la rentabilidad.

En cuanto a las inversiones de las AFP, el único objeto que deben tener es su adecuada rentabilidad y seguridad.

El sistema de fondos de pensiones también establece aquellos instrumentos que son elegibles para que los fondos de pensiones puedan invertir en ellos.

Como una manera de mitigar el riesgo de estas inversiones, el sistema está estructurado a través de la diversificación de las inversiones y hay una malla de límite que permite que los fondos estén diversificados.

Hay límites estructurales, por instrumentos, por grupos de instrumentos y por emisores.

El régimen de inversión se estableció con la reforma de 2008 y está visado por el Ministerio de Hacienda. En él se dice que la Superintendencia dictará el régimen de inversión de los fondos de pensiones, previa aprobación de un Consejo Técnico, integrado por personas con conocimiento en materia de inversiones.

Las inversiones son reguladas. La Superintendencia tiene controles financieros de límites, de transacciones, de precios, de conflictos de interés, de valoración. Hay clasificaciones de riesgos. Tienen que actuar los fondos de pensiones en mercados autorizados; debe haber un custodio de las inversiones y hay un sistema de rentabilidad mínima dentro de la ley.

Todas estas características son una forma de proteger el portfolio de inversiones que tienen las Administradoras de Fondos de Pensiones.

Por su parte, el decreto ley Nº 3.500 establece la responsabilidad fiduciaria de las Administradoras de Fondos de Pensiones porque por mandato legal están administrando recursos de terceros.

En ese mandato legal están obligadas las AFP a asistir a las juntas de accionistas en donde los fondos de pensiones tengan inversiones.

El directorio de la AFP tiene una responsabilidad central en la designación de candidatos a directores de sociedades en que están invertidos los fondos.

Su marco de referencia está dado por la normativa.

Las administradoras deben ser representadas por mandatarios designados por su directorio, los que deben pronunciarse respecto de cada acuerdo que adopten; deben dejar constancia de las votaciones en las actas de la junta; deben votar a viva voz en las elecciones de directorio.

Hay exigencias referidas a condiciones éticas y ausencia de sanciones o antecedentes por situaciones judiciales para los directores que elijan.

Hay prohibición para votar por el controlador de la sociedad o personas relacionadas con él.

Hay prohibición de votar por el accionista mayoritario de la sociedad o relacionados a él, que con los votos de la Administradora puedan elegir la mayoría del directorio. Hay prohibición de votar por accionistas mayoritarios de la Administradora o sus personas relacionadas. Hay prohibición de votar por directores o ejecutivos de la Administradora o de alguna de las sociedades del grupo empresarial al que ella pertenezca.

Lo que se cautela es que aquellas personas que resulten elegidas con los votos de las Administradoras tengan la suficiente independencia en el directorio de la sociedad.


Dentro de la misma pregunta se solicitó a la Superintendencia explicar cómo funcionaban los límites de inversión de los fondos de pensiones. Los fondos de pensiones tienen límites estructurales, límites por instrumentos o grupos de instrumentos y tienen límite por emisor. Los límites estructurales son los que se refieren a los instrumentos estatales, a la inversión en el extranjero, al límite conjunto, a los límites por fondo de pensiones, a la inversión en moneda extranjera sin cobertura cambiaria, a la inversión en instrumentos restringidos, al límite máximo y mínimo para instrumentos de renta variable, que determina el tipo de fondo. Estos límites están fijados en el decreto ley Nº 3.500.

Hay ciertos valores que debe fijar el Banco Central de Chile, dentro de un rango que le establece la ley, previo informe favorable de la Superintendencia de Pensiones.

Aclaró que en cuanto a los límites por instrumentos o grupos de instrumentos, se encuentran límites para bonos convertibles, para operaciones de préstamos de instrumentos nacionales, aportes de promesas de suscripción y pago de cuotas de fondos de inversión, derivados de inversión, depósitos de corto plazo. Por último, hay límites por emisor, separados por sectores: sector financiero, sector empresas, sector cuotas de fondos de inversión y fondos mutuos nacionales, sector extranjero y sector derivados.

El sistema de pensiones chileno persigue la diversidad de las inversiones, estableciendo diversos límites y una malla límite, de manera tal que si algún instrumento tiene un comportamiento negativo en el mercado su influencia sea la menor posible dentro de la variación o la rentabilidad que tenga el fondo de pensiones generales.

En el sector empresas, tomando el caso de La Polar, tienen bonos. El límite está determinado por el factor de riesgo del instrumento y del bono. Antes de que ocurriera este incidente, de la publicación del hecho esencial, los bonos estaban dentro del grado de inversión, por tanto el factor de riesgo era mayor y tenían mayor límite en su inversión.

El factor de riesgo estuvo en A en mayo. Fue bajando. Pero antes del 9 de junio, en que se produjo el hecho esencial, era A, al menos para Fitch, con un Outlook estable, explicó el señor Charme. Ahora es BB. Es importante señalar que esta clasificación de riesgo que otorgan las clasificadoras de riesgo determina el factor de riesgo y un mayor límite dentro de los fondos de pensiones.

En el caso de las acciones, se busca la liquidez de las acciones y la libre disponibilidad de las mismas. Las acciones de La Polar en ese sentido son líquidas así que el límite no les influye. Para las cuotas de fondos de inversión y fondos mutuos nacionales, es una malla compleja de límites que se van midiendo todas por valor del fondo, por porcentaje del emisor, y tienen que ir conjugando de manera tal que estén todas dentro del límite.

Acerca del rol de las clasificadoras de riesgo, expresó que la verdad es que las clasificadoras están reguladas en la ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores, y no son supervigiladas por la Superintendencia, sino que por la Superintendencia de Valores y Seguros. El objeto de las clasificadoras es clasificar los valores de oferta pública.

Agregó que cuando hay emisores de valores de oferta pública que emitan títulos representativos de deuda deben contratar, a su costo, la clasificación continua e ininterrumpida de dichos valores con, a lo menos, dos clasificadoras de riesgos diferentes e independientes entre sí.

Estas clasificadoras deben revisar continuamente dicha clasificación, según la información que el emisor le proporcione en forma voluntaria o se encuentre a disposición del público. Si el emisor contrata la clasificadora de riesgo, la entidad clasificadora puede requerir la información que, no estando a disposición del público, sea estrictamente necesaria para realizar un correcto análisis. Esta información podría mantenerse como reservada si el emisor así lo pide.

¿Cuál es la importancia de las clasificadoras de riesgos en los fondos de pensiones? Respondió que determinan el tipo de límite de la inversión de la deuda. Si un instrumento de deuda tiene una clasificación BBB o superior, va a límite general. Si tiene una clasificación inferior a BBB, va a límite restringido, que es un límite menor. Además, determina el factor de riesgo sobre el valor del fondo para aplicar el límite.

Señaló que también el decreto ley Nº 3.500 contempla la Comisión Clasificadora de Riesgos, que es una entidad con personalidad jurídica y patrimonio propio, que está integrada por un funcionario de la Superintendencias de Pensiones, por uno de la Superintendencia de Valores y Seguros, por otro de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y por cuatro representantes de las Administradoras de Fondos de Pensiones. Además, todos estos miembros tienen un miembro suplente y hay una secretaría administrativa que presta todo el apoyo técnico a la comisión. Son siete funcionarios, pero tiene distintos quórums dependiendo de la materia de que se trata, pero opera por mayoría. Si se quiere rechazar una clasificación de riesgo es un quórum especial, establecido en el D.L N° 3.500.

Los gastos administrativos de la comisión clasificadora de riesgos, tanto para los miembros como para la secretaría, están costeados por las administradoras de fondos de pensiones, en proporción a los fondos que administran. Las funciones de la comisión clasificadora de riesgos son: aprobar o rechazar cuotas de fondos mutuos y de inversión nacionales; aprobar o rechazar instrumentos representativos de capital extranjero; aprobar o rechazar las contrapartes para los efectos de las operaciones con instrumentos de derivados; rechazar las clasificaciones de riesgo de los instrumentos de deuda nacional clasificados por las clasificadoras privadas en grado de inversión; y a solicitud de la Superintendencia de Pensiones aprobar o rechazar otros instrumentos de oferta pública autorizados. En el punto rechazar las clasificaciones de riesgo, es donde se exige un mayor quórum.

Los procedimientos de aprobación son criterios metodológicos que se ha dado la propia comisión. La aprobación o rechazo de un instrumento se publica en el Diario Oficial para conocimiento del mercado y de las administradoras de fondos de pensiones. Para ejercer la facultad de rechazar la aprobación de instrumentos de deuda nacional con grado de inversión, la comisión clasificadora de riesgos debe solicitar una tercera clasificación al emisor. En estos momentos, la comisión clasificadora de riesgos está solicitando la tercera clasificación para instrumentos securitizados en el caso de un emisor particular, pero esta facultad se ha ejercido desde 2008, y se han rechazado clasificaciones de instrumentos más pequeños. Se pueden rechazar todas las clasificaciones disponibles, la indicativa de menor riesgo y, en el evento de que no se presente una tercera clasificación, se pueden desaprobar las clasificaciones.

Acerca de una situación particular que se ha dado con AFP Provida y con el Banco BBVA producto de lo que ha salido en la prensa y que la Superintendencia de Pensiones ha oficiado. La Superintendencia de Pensiones está con una fiscalización en curso, pues para ellos los incidentes que han ocurrido con La Polar han sido importantes. Es por eso que llevan una fiscalización de las transacciones que cada una de las AFP realizó. En particular, están fiscalizando lo que ocurrió en el proceso de emisión de estos bonos en diciembre de 2010 y que fueron comprados con AFP Provida. A ellos les pidieron información desde las grabaciones de la mesa de dinero hasta las justificaciones de cada una de las posturas que hicieron, pero la información les llegó recién el 15 o 16 de julio. Les pidieron información adicional, al igual que a la Bolsa de Comercio y a la Superintendencia de Valores y Seguros. Están analizando toda esa información para poder entender bien el objetivo y las razones que se tuvieron para esta transacción en particular. El Superintendente S. no pudo emitir mayor opinión porque están en pleno análisis de la fiscalización, pero cuando la terminen tendrán el informe respectivo. La fiscalización está en curso y han pedido información a la Administradora de Fondos de Pensiones, a la Superintendencia de Valores y Seguros y a la Bolsa de Comercio. Están analizando la información y han pedido información adicional a las mismas entidades. No han requerido información de la Superintendencia de Bancos, no obstante, si en el curso de la investigación es necesario, se solicitará. Existe un Comité de Superintendentes Financieros y el mismo artículo 18 bis del la ley General de Bancos permite el intercambio de información para una mejor fiscalización.

La Superintendencia, como regulador del sistema de pensiones en su conjunto y con el incidente de La Polar, está muy preocupada por lo que sucedió y por lo que pudieron haber hecho los fondos de pensiones. Este caso en particular salió a luz pública y en la prensa no ha sido una noticia muy liviana, por así decirlo. Por lo tanto, es responsabilidad y deber de los ejecutivos de la Superintendencia de Pensiones, como funcionarios administrativos y de un organismo público y regulador tener que investigar y poner un ahínco especial a esta transacción porque, sin emitir ningún juicio de valor, es relevante saber que está apareciendo un agente colocador de una empresa relacionada a una AFP, lo que no significa que la estén juzgando, pero deben recabar toda la información para estar convencidos de que la inversión que se hizo en esos bonos se ajustó al ordenamiento jurídico. El agente colocador de la deuda de La Polar en las emisiones de diciembre de 2010, fue el BBVA.

Recordó que la Superintendencia de Pensiones supervisa desde 2008 al Instituto de Previsión Social. En la fecha en que ocurrieron los hechos la institución estaba supervisada por la Superintendencia de Seguridad Social, pero sin perjuicio de ello, llamó antes de asistir a la Comisión, al director del instituto y habló con su director subrogante, señor Eugenio Silva, quien le dijo que iban a investigar los hechos relacionados con la venta de la base de datos a La Polar. Al respecto, la Superintendencia envió oficio pidiendo explicaciones.

Obviamente, en la contabilidad del IPS no hay ningún registro de esta venta de base de datos. Si es que es efectivo este hecho, es ilegal, pero una idea es que algún funcionario la entregó.

Con respecto a la inversión extranjera, la Comisión Clasificadora de Riesgo juega un papel importante en el sentido de que autoriza las bolsas de los países en los cuales se pueden comprar acciones, además aprueba los fondos mutuos y los instrumentos representativos de inversión extranjera en los cuales los fondos de pensiones tienen que invertir.

Eso se hace a través de una metodología que tiene la Comisión Clasificadora de Riesgo, en donde se aprueban los fondos en particular -no es una aprobación genérica- por tanto, ése es el resguardo que tiene la institucionalidad del sistema de pensiones para efectos de inversión en el extranjero.

En cuanto a que un mismo recaudador sea el que invierta, tiene un beneficio el que las administradoras de fondos de pensiones recauden las cotizaciones previsionales, porque su proceso de recaudación es bastante efectivo. El sistema contempla, el encaje, y éste es un espejo equivalente al 1 por ciento de la inversión del fondo respectivo. El encaje representa gran parte del patrimonio de las administradoras de fondos de pensiones, por tanto, las decisiones de inversión que tomen las administradoras de fondos de pensiones están redundando directamente en el patrimonio de la sociedad misma. Esta protección, fuera de las demás protecciones, indica que van a invertir responsablemente, porque tienen que invertir parte de su patrimonio en los mismos instrumentos que están invirtiendo para los afiliados.

Sobre si hay alguna investigación con la Comisión Clasificadora de Riesgo, la verdad es que la Contraloría General de la República es una entidad autónoma que tiene un representante, que es el señor Chrame, más un titular en la Superintendencia. La Contraloría hace sus análisis con información pública que existe en el mercado. Si quieren una clasificación de riesgo adicional se la tienen que pedir al emisor, y es éste el que contrata una clasificación de riesgo adicional. Entonces, todos los análisis que se hicieron en la Contraloría por el tema de La Polar se hicieron con información que en ese momento existía en el mercado, y los bonos estaban clasificados por las clasificadoras, al menos antes del 9 de junio, en la clasificación A. Además, el grado de inversión para un instrumento para una AFP es triple B, por tanto, cuando se analizó en la Comisión Clasificadora de Riesgo el tema de La Polar -se analizó muchas veces- para aprobar los bonos.

Sí se analizó con motivo del reconocimiento de las pérdidas por el deterioro en la cartera de créditos en sus estados financieros de diciembre, en que, él, como representante de la Superintendencia, en la sesión de marzo, planteó el tema de La Polar con motivo de lo sucedido, para que la secretaría hiciera un estudio acabado. El estudio se hizo conforme a la información que existía en ese momento en el mercado y, conforme a dicha información, la comisión decidió no pedir una tercera clasificación, porque se habían reconocido las pérdidas, se estaba blanqueando esta situación crediticia y se desconocían los eventos que posteriormente se dieron a conocer. Son representantes de las AFP los señores Isidoro Palma, Eugenio Valck, Carlos Díaz, Aníbal Silva, Julio Gálvez, Francisco Margozzini, Roberto Fuentes. El señor Martín Costabal es miembro del Consejo Técnico de Inversiones, no forma parte de la Comisión Clasificadora de Riesgo.

El Consejo Técnico de Inversiones fue creado en 2008. La Superintendencia de Pensiones dicta el régimen de inversión y el Consejo da su aprobación, previo visto bueno del Ministerio de Hacienda.

Don Juan Antonio Peribonio, Director del Servicio Nacional del Consumidor.

Trabajo realizado por el Sernac.

Señaló que de de acuerdo con los artículos 57 y 58 de la ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, el Sernac tiene la misión de informar, educar y proteger eficientemente a los consumidores, vigilando que se respeten sus derechos a través de la promoción de una cultura de consumo responsable y participativa entre los actores relevantes del mercado, con el fin de contribuir a su desarrollo y transparencia.

Precisó que sus objetivos estratégicos son:

1. Informar a todos los consumidores de aquellos aspectos relevantes relacionados con el mercado del consumo y con los principales bienes y servicios que ofrecen los distintos oferentes y proveedores del mercado, para que puedan tomar correctamente sus decisiones.

Para informar ha hecho sondeos de precios, investigaciones y campañas informativas, todas muy relevantes, porque permite a los consumidores tener la mayor cantidad de información posible antes de tomar sus decisiones de consumo, lo cual se demuestra con el trabajo en relación a los precios de los pasajes de buses interurbanos, lo que permitió posteriormente, a través de esa investigación del Sernac iniciar una investigación formal por parte de la Fiscalía Nacional Económica en materia de colusión de precios de los pasajes de buses interurbanos.

2. Educar a los consumidores sobre sus derechos y deberes.

Para ello el Sernac ha hecho trabajos específicos, como, por ejemplo, el curso de perfeccionamiento docente que, hasta la fecha, ha capacitado a aproximadamente 16 mil profesores.

3. Fomento de la participación ciudadana.

En este aspecto el Sernac realiza una orientación permanente y asesorías a todas las asociaciones de consumidores constituidas en Chile y que, a través de un fondo concursable, desarrollan actividades y proyectos específicos en materia de protección de los consumidores, razón por la cual también hace el seguimiento de dichos proyectos.

4. Proteger a los consumidores.

La ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, en la letra f) del artículo 58, faculta al Sernac, a través de dos facultades legales, para recibir reclamos de consumidores y promover entendimientos voluntarios, cuando los consumidores presentan reclamos por haberse visto afectados por una infracción a la ley del Consumidor o cuando sienten menoscabados sus derechos. En tanto, el Sernac tiene la obligación legal, porque así lo establece la ley del Consumidor, de propiciar entendimientos voluntarios que permitan buscar soluciones efectivas, rápidas y directas en favor de los consumidores que se sienten dañados producto de ese reclamo. Cuando eso sucede, el Sernac realiza la gestión de mediación, es decir, propicia entendimientos voluntarios entre una empresa infractora y el consumidor que ha reclamado, mediante una mediación que puede ser directa o individual, en cuyo caso se le da traslado a la empresa infractora para esperar una fórmula de solución. En caso de que esos reclamos sean masivos o afecten a un número importante de consumidores toma el nombre de mediación colectiva.

Cuando ambos procesos de mediación no resultan efectivos, no prosperan o porque a través de la mediación no se puede solucionar los problemas de los consumidores, queda la segunda facultad legal que entrega la ley del Consumidor, cual es el ejercicio judicial de la acción de protección, el cual, en este caso, pueden ser denuncias ante los juzgados de policía local por interés general, en cuyo caso se busca la aplicación de multas por infracción a la ley que afecta a los consumidores.

Cuando los hechos afectan a un grupo importante de consumidores, a un colectivo, entonces, se inicia un juicio colectivo, tendiente a tramitar una demanda ante los juzgados civiles. En este caso con el propósito de que se apliquen las sanciones y las indemnizaciones que correspondan.

El Sernac privilegia el camino de la mediación, porque es el más efectivo. Se puede dar variados ejemplos con respecto al éxito de muchas mediaciones realizadas, que han permitido, en pocos meses, solucionar el problema a miles y miles de consumidores en rubros tales como sistemas eléctricos, empresas de servicios básicos como las tarjetas BIP, tal como ocurrió hace un par de meses, o empresas sanitarias, puesto que a través de una mediación se han conseguido soluciones rápidas, en términos que por la tramitación de una mediación en un par de meses se logra una solución efectiva en favor de los consumidores, teniendo presente que el norte es protegerlos.

A la inversa, cuando eso no sucede, hay que recurrir a un juicio ante los tribunales, y un juicio colectivo hoy presenta la dificultad de tener una etapa previa, la de admisibilidad, que en promedio dura tres años para previamente entrar al fondo del asunto.

En otras palabras, desde que se instauró la ley del Consumidor, en el 2004, todavía no hay en Chile una sentencia definitiva de segunda instancia ejecutoriada que reafirme los derechos del consumidor por la vía del juicio colectivo. Por lo tanto, el Sernac siempre privilegia el camino más rápido y efectivo, pensando siempre en los consumidores.

Es así, entonces, que esta actividad que realiza el Sernac, en virtud de su función primordial, que es la de proteger a los consumidores, se realiza por las fuentes legales o los cuerpos normativos.

En primer lugar, la Constitución Política de la República, con su principio de legalidad. El Sernac, tal como cualquier otro órgano de la Administración del Estado, debe someter su acción a la Constitución Política y a las normas dictadas de conformidad a lo que en ella se dispone. Lo mismo en el artículo 7º, sobre los órganos del Estado, el Sernac actúa válidamente, previa investidura regular de sus integrantes, dentro de su competencia y en la forma en que lo prescriba la ley.

La segunda fuente inmediata de actuación es la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, que en su artículo 57 establece que el Sernac es un servicio público funcionalmente descentralizado y desconcentrado territorialmente en todas las regiones del país, depende y está bajo la supervigilancia del Presidente de la República, a través del Ministerio de Economía.

Los ejes principales del trabajo del Sernac.

Explicó que en el artículo 58 se establecen los cuatro ejes principales. Dicho artículo dispone que “El Servicio Nacional del Consumidor deberá velar por el cumplimiento de las disposiciones de la presente ley y demás normas que digan relación con el consumidor...”. Y se especifican en dicho artículo cuáles son las funciones: la de informar, educar, fomentar la participación ciudadana y la atribución de proteger a los consumidores a través de un sinnúmero de actividades que señala el mismo artículo.

La tercera fuente de actividad que debe tener presente el Sernac para realizar la labor de protección de los consumidores son todos los documentos y resoluciones internos del servicio, que son los manuales de procedimiento. En el caso de La Polar, se aplicó el procedimiento de mediaciones colectivas, vigente desde junio de 2008, razón por la cual, frente a casos de reclamos masivos, lo que debe hacer el Sernac es, además de aplicar las disposiciones constitucionales, legales y las resoluciones internas, en donde se contemplan los protocolos, los procedimientos internos que debe asumir el Sernac para poder realizar una mediación colectiva, con un flujograma de tablas de las etapas que se precisan para conseguir el objetivo final, cual es solucionar el problema que origina el reclamo de los consumidores.

Los convenios de interoperabilidad.

Finalmente, otra fuente importante de actividad que se debe tener presente son los convenios de interoperabilidad con las demás instituciones que participan en la defensa de los consumidores. De alguna forma, el Sernac lidera esta red de protección a los consumidores.

Lo que se hace a través de estos convenios es fijar los parámetros de la interoperabilidad que tenemos como servicio frente a las demás instituciones sectoriales o reguladores especiales.

Hay convenios con la Subsecretaría de Telecomunicaciones, con la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, con las Seremi de Salud, con la Superintendencia de Servicios Sanitarios, con la Superintendencia de Valores y Seguros y con la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.

Esos convenios, como cuarta fuente de trabajo, datan de 2004. Los celebra la dirección nacional del Sernac con los representantes de dichas instituciones.

¿Qué dicen esos convenios en materia de reclamos? Estos convenios de interoperabilidad establecen que cuando el Sernac no logra solucionar un reclamo, puede y debe enviarlo a la superintendencia respectiva en insistencia o, como también se podría denominar, en apelación. Cuando una empresa no acude al Sernac a una audiencia para mediación o, habiendo concurrido, no ofrece soluciones efectivas, el convenio con la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financiera establece que debe enviarse a dicho organismo, siempre y cuando diga relación con reclamos interpuestos en contra de bancos. Se excluye en forma expresa todo reclamo cuyo origen sea otro tipo de institución financiera, como una empresa de retail.

El siguiente convenio, que también data de 2004, es el que se suscribió con la Superintendencia de Valores y Seguros. En el mismo sentido, el numeral dos establece que en especificaciones y transferencias de casos, lo que hace el Sernac es transferir los reclamos que no logra solucionar, por la vía de la insistencia o de la apelación, siempre y cuando diga relación con casos cuyo origen diga relación con algún seguro. Es decir, todo consumidor que tiene un problema con alguna compañía de seguros y se siente vulnerado en sus derechos, reclamo que llega al Sernac y éste no logra solucionar, puede enviarlo a la Superintendencia, en virtud de ese convenio.

El Sernac se ha ceñido estrictamente al ordenamiento legal que se refiere a los convenios de interoperabilidad. Ellos se han cumplido íntegramente. Señalan que, con respecto a reclamos de insistencia o de apelación respecto a la Superintendencia de Bancos, sólo se envían los reclamos relacionados con bancos, y con relación a la Superintendencia de Valores y Seguros, sólo se le envían, por insistencia, los relativos a seguros.

Desde luego que, una vez que se conocen todos los hechos y están todas las cartas abiertas sobre la mesa, hoy 11 de julio de 2011, obviamente, con el cúmulo de antecedentes existentes, se estudia perfeccionar dichos convenios, porque son insuficientes. Claramente, cuando se dictaron no se tomaron en consideración otros aspectos relacionados con el quehacer del Sernac.

Fuentes directas del trabajo del Sernac.

Por lo tanto, resumió hay cuatro fuentes directas que el Sernac debe observar para poder realizar su trabajo, el que debemos llevar a cabo producto de la información que nos llega. Las preguntas que al respecto cabe formularse son cómo se informó el Sernac, cómo hace su trabajo, en base a qué información y cuál es la fuente de información que permite que el servicio pueda realizar el trabajo de protección.

Las fuentes de información.

Las fuentes de información del Sernac para desarrollar la labor de defensa de los consumidores son básicamente dos.

La primera de esas fuentes son los reclamos que formulan los consumidores y que llegan a través de la base de datos. Un reclamo es una descripción de hechos, es un relató de circunstancias que viven los consumidores frente a un proveedor, un oferente, una empresa, por sentir amagados o vulnerados sus derechos como consumidores.

Esta base de reclamos es el corazón del Servicio, porque a través de ese sistema se inyecta el insumo principal para poder realizar nuestra labor, ya que permite saber cómo están los distintos mercados en relación con los reclamos de los consumidores. Es una especie de fotografía del momento, que permite tomar decisiones importantes a la hora de observar hechos que afecten los derechos de los consumidores.

Relató que un tipo de reclamo de La Polar, muy similar a otros es el siguiente:

“Tengo una deuda desde el año 2009 con La Polar. Traté de llegar a un acuerdo para cancelar, pero no lo logré en su momento. Luego me llegó un estado de cuenta con diversas repactaciones que no he consentido. A la fecha, de una deuda inicial inferior a un millón de pesos, he llegado a una de más de dos millones de pesos. He ido a reclamar por esas repactaciones no consentidas y me señalan que éstas son automáticas y que yo las autoricé en el momento de firmar el contrato con la tarjeta. Pero yo tengo el contrato que firmé en su momento y no figura repactación automática alguna. Además, la ley es clara en que no pueden realizarme repactaciones sin mi consentimiento.”
Asimismo, el Sernac, en virtud de lo que establece el artículo 58, cuenta con la facultad de pedir a las empresas infractoras lo que se denomina la información básica comercial. ¿Qué es la información básica comercial? Está definida en la propia Ley del Consumidor. Son aspectos básicos de la actividad del proveedor, tales como las características del producto o servicio que se ofrece al público, precio de los productos o servicios y las condiciones generales de contratación del bien o servicio.

El Sernac no cuenta con facultades para pedir otro tipo de información a las empresas, sólo la información básica comercial, que está definida en el artículo 1 ° de la Ley del Consumidor.

Trabajo realizado por el nuevo Director

En 2010, una vez asumido el cargo de director del Servicio Nacional del Consumidor, se solicitó al departamento de recepción de reclamos que se incluyera un informe mensual de los principales reclamos de los consumidores que presentaran características de ser denuncias o hechos inusuales. Básicamente, denuncias masivas, de grupos de consumidores en relación con la misma causal.

Fue así como en julio de 2010, un mes después de haber asumido el cargo, el Sernac detectó 123 reclamos en contra de la empresa La Polar por repactaciones efectuadas sin el consentimiento de los consumidores. Los 123 reclamos corresponden al período de enero a junio 2010.

Si se considera que el universo de reclamos del Sernac supera los 200 mil reclamos y en el mercado financiero los reclamos superan los 50 mil, la cifra de 123 consumidores gravemente afectados en sus derechos aparece como menor, pero a pesar de ello con esos 123 casos inmediatamente se comenzó a trabajar, porque parecía importante que la base del reclamo fuera la misma causal, esto es, reprogramaciones no consentidas. La queja de los consumidores apuntaba a que ello había encarecido de manera excesiva sus deudas, lo que derivó en su aparición en Dicom.

A partir de esa información, se envía el oficio N° 10.301 a la empresa La Polar, con fecha 6 de julio de 2010, requiriendo información y señalando que había reclamos relacionados con repactaciones o renegociaciones no autorizadas. Al respecto, se requería información relacionada con el número de reclamos recibidos, el número de afectados y las acciones de solución que adoptaría la empresa. Ése es el primer acto jurídico-administrativo emanado del Sernac sobre el caso La Polar.

A través del oficio N° 10.301 se exigió a la empresa La Polar entregar los antecedentes de lo que estaba ocurriendo y las soluciones.

Posteriormente, ese oficio da inicio a la mediación colectiva, la que se rige por un procedimiento interno autorizado y aprobado por el Sernac desde 2008, que los obliga a seguir esa mediación cuando observan situaciones que afecten a un grupo colectivo de consumidores.

Las mediaciones colectivas.

Las mediaciones colectivas son un procedimiento que se sigue estrictamente, a pesar de ser desformalizado, en el sentido de que lo que persigue es buscar una solución a los consumidores que reclaman. En las reuniones se le exige todo por escrito a la empresa infractora, la que debe contestar por escrito lo que manifiesta verbalmente.

Ese oficio dio inicio a la mediación colectiva con la primera reunión oficial que mantienen los abogados del Sernac con los abogados de la empresa La Polar el 23 de agosto de 2010. En esa reunión se requiere a la empresa una solución completa y justa para todos los consumidores afectados.

Esa reunión, comenzó a las 15.30 horas, con la participación de los abogados del Servicio Nacional del Consumidor, las señoras Carolina Norambuena y Erika Isler y, por parte de la empresa La Polar, con los señores Andrés Escabini, gerente de asuntos legales de La Polar S.A., Guillermo Donoso y Jorge Uribe, y de la señora Romina Vitagliano, abogado de Empresas La Polar.

Fue la primera reunión que se lleva a cabo en virtud de esta mediación colectiva.

Con posterioridad, el 25 de agosto, el Sernac remite más reclamos, los que a la fecha ya alcanzaban a 349 casos sólo en 2010.

Hay un aumento explosivo de reclamos cuando se da a conocer esta situación general en 2011, pero en aquella época los reclamos eran más bien tímidos, en términos de que los afectados, los consumidores, estaban siendo vulnerados en uno de sus derechos principales: el derecho a la libre elección. En junio había 123 casos y en agosto 349.

De acuerdo al protocolo y manual de procedimiento internos de 2008, relacionado con mediaciones colectivas, el inicio de una mediación colectiva debe informarse al consumidor. Es probable que al iniciar la mediación colectiva y la empresa tomó conocimiento de su inicio, ésta se haya puesto en contacto con los clientes y, a la vez, otros consumidores pudieron haber tomado conocimiento de esta situación, que ya empezaba a afectar, puesto que se daban cuenta de que se estaban afectando sus derechos.

Cuando el Sernac recoge reclamos y no los convierte a un colectivo, esto es, no los transforma en una mediación colectiva, sino que simplemente hace una mediación directa o individual, si la empresa infractora no concurre a la mediación, guarda silencio o bien concurriendo no entrega soluciones efectivas, esos casos se archivan. En cambio, la virtud de una mediación colectiva es que cuando se transforman esos reclamos individuales en mediación colectiva pasan a formar parte de un colectivo y, en ese instante, todos los reclamantes o consumidores que habían reclamado empiezan a recibir información del desarrollo de la mediación colectiva.

El 25 de agosto remitieron los reclamos existentes a la fecha.

El 7 de septiembre de 2010, La Polar les contesta por escrito sobre los casos que ya le habían enviado. La empresa les señaló que está analizando los 349 casos, de los cuales informa que 101 de ellos ya estaban solucionados. Señala textualmente: “De todas manera puedo anticiparle que de los 349 casos enviados por ustedes, pudimos verificar que en 248 de ellos no recibimos reclamos de los clientes, por lo cual estamos analizando el fundamento y las posibles soluciones. Los 101 restantes estarían solucionados”.

Un hecho importante son las frases con las cuales concluían las comunicaciones escritas, porque hay algunas que se repiten en similares términos, tal como en esta carta, en la que señalan lo siguiente: “Aprovecho de reiterar la voluntad de La Polar de buscar una soluciyn a los casos en los cuales pudiera haber un error de nuestra parte de acuerdo con la legislación vigente, ya que forma parte de la filosofía corporativa el cuidado y protecciyn de nuestros clientes.”.

Por lo tanto, empieza una mediación colectiva con retroalimentación, con una empresa que va manifestando que las exigencias del Sernac comienzan a dar resultados.


Con posterioridad, el 21 de septiembre, La Polar responde a través de una comunicación escrita al Sernac, en términos generales, que se estaría dando instrucciones para investigar lo que estaba ocurriendo, y se compromete a informar el resultado final de la investigación interna.

El 27 de septiembre, la empresa hace presente al Sernac que todos los casos informados por dicho servicio se encuentran analizados y en proceso de regularización por parte de la compañía, y solicita, asimismo, fijar una reunión para exponer los resultados obtenidos.

El 28 de septiembre, el Sernac comunica a través de correo electrónico a La Polar el día y la hora de la reunión, la cual se fija para el 4 de octubre de 2010.

El 4 de octubre, se lleva a cabo una reunión entre los abogados de La Polar y del Sernac, en la cual La Polar presenta verbalmente la propuesta de compensación para todos los consumidores afectados. Se insiste, como corresponde de acuerdo con el protocolo y lo que establece el manual de procedimientos, en que esa propuesta debe hacerse por escrito.

En el acta y en la minuta de dicha reunión constan que en ella participan las mismas dos abogadas del Sernac, señoras Carolina Norambuena y Erika Isler, y por parte de la empresa La Polar, la señora Romina Vitagliano y los señores Andrés Escabini, Guillermo Donoso y Jorge Uribe.

El 28 de octubre, La Polar ingresa al Sernac distintas transacciones extrajudiciales realizadas con algunos clientes entre julio y octubre de 2010. Asimismo, adjunta certificados del Boletín de Informaciones Comerciales, lo que constituye otro hecho importante, pues permite observar que la empresa comienza a reaccionar frente a las exigencias del Sernac y a dar solución a los casos en cuestión.

El 4 de noviembre, ante la insistencia del Sernac, La Polar presenta la primera propuesta vía correo electrónico, la cual señala:

“La propuesta de la empresa La Polar es la siguiente:

1. Revisar cada caso con el objeto de evaluar la situación puntual de cada cliente.

2. Regularizar la situación de aquellos clientes que reclamaron, en caso de que corresponda.

3. Eliminar de los registros de morosidad los antecedentes comerciales de aquellos clientes regularizados en conformidad al punto anterior.”.

Agrega la comunicación: “Cabe hacer presente que se contactó a cada cliente solicitando en consecuencia su concurrencia a las distintas sucursales de La Polar, a fin de suscribir los documentos correspondientes a la regularización de sus cuentas y derivando dichos documentos conjuntamente con el informe de antecedentes comerciales del cliente al Sernac.”. Es decir, a esa fecha se destaca un acto concreto y oficial de parte de la empresa, el que supuestamente solucionaría los casos.

Posteriormente, el 5 de noviembre, el Sernac contesta dicha propuesta en forma inmediata, ante la cual se le señala que esa información era insuficiente. El Sernac le respondió que el punto 1 no explicitaba los criterios objetivos utilizados para el análisis de los casos y que el punto 2 no indicaba en qué consistía la regularización que planteaba La Polar, ni se mencionaba lo que se entendía por “en caso de que corresponda”. Asimismo, respecto del punto, 3 manifestaron a la empresa, por escrito, que con el objeto de analizar adecuadamente la solución ofrecida por La Polar se le solicitaba que remitiera la correspondiente liquidación de deuda respecto de cada uno de los casos, considerando como mínimo los siguientes antecedentes: el capital original adeudado que se dejó de pagar por parte del consumidor, los intereses aplicados a la deuda señalada, el detalle de los cobros de gastos de cobranza, el detalle del tratamiento de los seguros e impuestos y el saldo de cada deuda antes de cada una de las repactaciones no consentidas. Esa fue la respuesta que Sernac entregó a La Polar respecto de la primera propuesta que hizo llegar, la cual obviamente era insuficiente e incompleta.

Indicó que ese fue el motivo por el cual, con fecha 22 de noviembre y tras varias reuniones de análisis y seguimiento por parte del Sernac, La Polar entrega una propuesta formal consistente, básicamente, en revertir las repactaciones y los cargos; eliminar a los clientes de Dicom; plantear un nuevo plan de reprogramación de la deuda con un descuento en los intereses de acuerdo al número de cuotas y compensar el costo del reclamo con un canje en compras, entre otros compromisos.

Esa es la propuesta que llega al Sernac como respuesta a las exigencias que le formularon en torno a la mediación colectiva. Básicamente, la empresa señala que acogería todos los reclamos, que revertiría todos los casos, que daría facilidades de pago a todos los clientes y que, incluso, indemnizaría a los clientes con un cupón de canje. Además, en esa carta indicaba cuáles eran los requisitos para acceder a ello. Asimismo, señala que los clientes debían hacer ese trámite personalmente y cuál sería el requisito de comunicabilidad.

También, indica que resolvería todos los problemas en un plazo de sesenta días y se obligaba a la comunicabilidad, es decir, a informar adecuadamente a todos los consumidores afectados por ese caso, de manera que cada consumidor tuviera claro cuál sería la vía de solución.

Finalmente, el punto 7 de la propuesta, como se exige siempre en toda mediación colectiva iniciada por el Sernac, establece la acreditación de que los compromisos asumidos por la empresa oficialmente se dieran cumplimiento. ¿Cómo se logra la verificación del cumplimiento de los compromisos? A través de una auditoría externa que realice una empresa imparcial, para que pueda verificar el íntegro cumplimiento de esos compromisos. El Sernac no tiene las competencias ni la facultad legal para interiorizarse de la documentación financiera de ninguna empresa. Por lo tanto, a las empresas sometidas a una mediación colectiva se les exige que realicen un informe de auditoría externa, para que se puedan entregar toda la información oficialmente.

El 23 de noviembre, el Sernac recibe la propuesta de solución a los afectados.

Posteriormente, el 16 de febrero de 2011, el Sernac exige respuestas al trabajo realizado. Básicamente, la División Jurídica envía el oficio N° 2228, para manifestar a la empresa que debía tener el informe de auditoría externa.

El 22 de febrero, los abogados de La Polar acusan recibo del oficio señalado, manifestando que “se dará curso a la brevedad a la auditoría en los términos acordados.”
El 18 de marzo, los abogados del Sernac insisten en que la empresa entregue el informe de auditoría externa, que es el único elemento que permite verificar si aquella cumplió o no con las exigencias.

El 25 de marzo, el abogado de La Polar solicita la prórroga de dicho plazo, concediéndole hasta el 15 de abril.

El 14 de abril, el Sernac recibe el informe de auditoría externa, a través de Cruz Verde Consultores, empresa de auditores externos certificada y acreditada ante la Superintendencia de Valores y Seguros, que fue el requisito exigido por el Servicio.

El informe está fechado el 15 de abril de 2011 y fue evacuado por la empresa de auditores externos.

Dicho informe señala, a través de la carta remisora enviada por el gerente corporativo de Productos Financieros, señor Julián Moreno de Pablo, de fecha 15 de abril, que: “Se adjunta a ustedes el informe elaborado por los auditores externos Círculo Verde Consultores Limitada, el cual contiene la auditoría efectuada a la Propuesta por Mediación Colectiva al Grupo de Clientes de La Polar, según carta enviada al Sernac el 22 de noviembre de 201 0”.

Finalmente, esta carta remisora dice: “Confiados en haber dado cumplimiento a lo acordado, entendemos que con el informe acompañado se da término en forma exitosa a la Mediación Colectiva del antecedente”.

Es decir, les dicen, por carta, que les envían el informe de auditoría y ellos entienden que dan por concluido en forma exitosa.

Las mediaciones colectivas no concluyen con la propuesta de solución que hacen las empresas. Las mediaciones colectivas concluyen necesariamente con un informe de auditoría externa que, como servicio público, les permite dimensionar y evaluar correcta y adecuadamente todas las variables que forman parte del conflicto que está afectando a los consumidores. Por eso, revisaron concienzudamente el informe de los auditores externos que, en términos generales, señaló que la empresa había cumplido razonablemente con los requisitos o exigencias.

Sin embargo, el Sernac detecta, y constata, a través de este mismo informe, que existían casos regularizados y casos no regularizados.

Es decir, el compromiso de la empresa de resolver todos los reclamos de los consumidores, no se había cumplido -el mismo informe de auditoría externa lo señala-, razón por la cual, en forma inmediata, se tomó la decisión de enviar un oficio a la empresa, señalándole que no había cumplido con la mediación colectiva en los términos exigidos por parte del Sernac a través del oficio Nº 7197, de 25 de mayo de 2011, dado lo cual, al día siguiente, conforme a la ley del Consumidor, segunda facultad legal que tiene el Servicio Nacional del Consumidor, ejercieron, como corresponde, la demanda colectiva el 26 de mayo de 2011.

La acción judicial.

Mediante la acción judicial, el Sernac pide que se condene a la empresa a las máximas multas establecidas por la ley; que se le ordene revertir todas las repactaciones unilaterales que se hayan efectuado; que se terminen los cobros realizados indebidamente en relación a las renegociaciones, y que se condene a la empresa al pago de las indemnizaciones correspondientes.

El 2 de junio, enviaron la nota de prensa a todos los medios de comunicación social del país, a través del cual les informaban sobre la presentación de esta demanda colectiva por parte del Sernac.

El 9 de junio de 2011, como es de conocimiento público, La Polar envía a la Superintendencia de Valores y Seguros un hecho esencial mediante el cual reconoce haber hecho estas repactaciones indebidas, denunciadas por el Sernac.

Al 9 de junio de 2011, con el caso desatado, en el Sernac ya se habían presentado 2 mil reclamos tras hacerse pública la demanda colectiva contra la empresa.

Se establecen medidas de contingencia para mejorar la atención de los afectados, como la extensión del horario y habilitación de salas especiales.

En atención a este hecho, el Director solicitó al Departamento de Recepción de Reclamos -que es el departamento de Gestión Territorial y Canales- un informe detallado de todos los reclamos que hubiesen llegado al Sernac no solamente el 2010, sino que también los años anteriores.

Por supuesto, a partir de la demanda colectiva que interpuso el Sernac, que decía relación con infracciones a la ley del Consumidor, el 9 de junio la empresa reconoció públicamente, que esto lo venía realizando desde hace años.

En atención a este antecedente el Sernac pidió la ampliación de los informes, para conocer el historial con que SE contaba, por cuanto a todos les sorprendió esta situación, que, además, les hizo pensar que cuando una empresa es demandada colectivamente y presenta un hecho esencial de esta naturaleza, se debe a que la situación también va dirigida a otros aspectos.

Posteriormente, el 16 de junio de 2011, La Polar presenta un plan de compensación, que hizo público en los medios de comunicación mediante inserciones en los diarios.

En aquella ocasión señalaron que era insuficiente, que era inadecuado y que no satisfacía los requerimientos y necesidades de los consumidores.

El 17 de junio de 2011, La Polar entregó a la Superintendencia el segundo hecho esencial -muy relevante y sorprendente para todos-, mediante el cual reconoce que esta infracción gravísima a la ley del Consumidor venía cometiéndola desde hace más de seis años, afectando a más de 418 mil consumidores.

A partir de ese momento, el Sernac se abocó a estudiar la propuesta que había hecho la empresa por los diarios y concluyeron que era claramente insatisfactoria, insuficiente y confusa.

Por esta razón, mediante un oficio enviado el 22 de junio, que consideraba observaciones a la propuesta, exigieron que presentara una propuesta formal.

El 24 de junio de 2011, la empresa les remite una propuesta formal en la que hace una relación de cada una de las observaciones y especifica en qué consiste su propuesta.

El 28 de junio de 2011, el Sernac declara públicamente que la propuesta era insuficiente. Al respecto, le señalaron que la entrega de cupones equivalentes a mercadería de la misma tienda, o gift card, era una solución inconveniente e insuficiente, que no estaba a la altura de las circunstancias. También, les indicaron que cualquier plan de compensaciones debía comenzar con la devolución, en dinero, a todos aquellos consumidores que, a pesar de las repactaciones, habían pagado con exceso los cobros de La Polar. Por lo tanto, correspondía que ésta devolviera todo el dinero a los consumidores afectados.

Las mediaciones privadas.

La ley no contempla mediaciones privadas, secretas o públicas, sino la figura de la mediación, que consiste en que el Sernac propicia entendimientos voluntarios cuando un consumidor reclama contra una empresa, se traslada dicho reclamo a la empresa, con el propósito de que ésta proponga una solución. Eso es una mediación, la cual tiene que adecuarse a lo que establece la ley, al manual de procedimientos y a los protocolos internos del Sernac. Dicho manual data de 2008. En el caso de La Polar, se han ceñido íntegramente a éste, de modo que no existe posibilidad alguna de poner apellido a las mediaciones.

¿Qué dice ese manual con respecto a su publicidad? Las mediaciones se informan permanentemente al consumidor reclamante. El que hace el reclamo recibe información respecto de cómo avanza la mediación. La fuente del reclamo es el consumidor. Él es quien debe tener la información y, por lo tanto, el mismo manual contempla el momento en que hay comunicabilidad, la que se produce al final de la mediación, que termina con el informe de la auditoría externa. Recién ahí se procede a entregar información con respecto a la mediación que realiza el Sernac.

Por otra parte, es muy importante señalar que ni en la ley, ni el manual de procedimiento, ni en ningún otro ordenamiento legal se contempla la obligación de parte del Sernac de informar de las mediaciones a las instituciones reguladoras, sean la Superintendencia, la Subsecretaría o las Seremi.

El Sernac debe ceñirse estrictamente al principio de legalidad establecido en la Constitución Política. Siguiendo la misma lógica, se podría preguntar por qué no se informó a la Inspección del Trabajo, porque esta situación ha tenido ribetes o efectos laborales, o por qué no se informó al Servicio de Impuestos Internos. Extralimitar la norma es inconducente y absolutamente improcedente, porque aquí lo que aplica es el principio de legalidad.

Por otra parte precisó que es muy importante señalar que lo que el Sernac tiene a la vista son reclamos, descripción de hechos y relatos de circunstancias de consumidores que se ven afectados diariamente por un proveedor o empresa. De esos hechos no se puede derivar, ni por lejanía, otra infracción que no sea de la ley de Protección al Consumidor.

Comentó que hoy se sabe que hay infracción a la ley de Valores, a la ley de Sociedades Anónimas, a la ley de General de Bancos. Pero con 123 casos, desarrollándose una mediación colectiva en cumplimiento de la ley, ¿pudo el Sernac, por los asuntos que conoce -los reclamos-, desprender que pudiesen existir infracciones a otras leyes? ¿Pudo haber constatado que existía, por ejemplo, falsificación o abultamiento de los balances de La Polar? ¿Pudo haber descubierto que había negociación incompatible o uso de información privilegiada? Desde luego que no. Física y legalmente era imposible detectarlo, primero porque no estaba dentro de su competencia legal y, segundo, porque los funcionarios se dedican a proteger a los consumidores conforme a la Ley del Consumidor. El Sernac no trabaja con otras normativas.

El ejercicio de la acción colectiva, de la acción judicial, es de la mayor envergadura para el sistema de protección y también, por qué no decirlo, para todo el sistema económico del país. De manera que debe realizarse con prudencia, rigor y seriedad. Antes del ejercicio de una acción colectiva debe mediar un proceso serio de análisis de los hechos que ameritan ejercer la acción judicial colectiva, ya que todos conocen las implicancias que pueden tener el uso, el abuso o el mal uso de dichas acciones.

Sostuvo que hay que hacerlo con prudencia, rigor y, previamente, debe haber una mediación colectiva si vemos que la situación así lo amerita.

Así actuó el Sernac en este caso, pues inmediatamente después de concluida la gestión de mediación, que duró ocho meses aproximadamente, se tomó la decisión de ejercer la acción colectiva, que es lo que correspondía de acuerdo con la ley.

Destacó que tomó conocimiento de esa situación en junio, cuando le informaron de un hecho anormal, inusual, con 123 casos.

El universo de reclamos es del orden de 50 mil en materia de mercado financiero. Son 200 mil en total. Pero también hay que señalar que La Polar tiene alrededor de 1.200.000 tarjetas de crédito emitidas. A pesar de dicha información sobre 123 casos, actuaron en forma inmediata, porque les pareció inusual y grave que existiese esa cantidad de consumidores afectados.

¿Cuál es el criterio que establece el manual de procedimientos? Cada vez que haya 50 o más reclamos de consumidores cuyo origen sea el mismo, se debe activar la alarma e inmediatamente proceder a mediación colectiva. Si no se toma esa decisión, los reclamos pasan al archivo, que es lo que ocurrió en 2009 y en 2008.

Precisó que tomaron la decisión adecuada al momento y proporcional a lo que se estaba viviendo en 2010, con 123 consumidores que habían presentado reclamo. El Director tomó conocimiento de esa situación y ordenó la mediación colectiva, que era lo que correspondía hacer. Gracias a dicha mediación pudieron presentar la demanda colectiva, lo cual redundó en el conocimiento público de lo que estaba ocurriendo en la empresa y de los demás hechos por todos conocidos.

Asimismo, en el mismo momento comenzaron a revisar los contratos financieros en general, pues se pusieron a investigar las cláusulas abusivas de los contratos de los bancos, lo que les permitió mejorarlos, ya que se percataron de que efectivamente había cláusulas abusivas. Lo mismo ocurrió respecto del retail.

Simultáneamente, estaban trabajando en mejorar los contratos en favor de los clientes del sistema financiero y en la mediación colectiva del caso La Polar.

Agregó que era imposible que el Sernac tomara conocimiento de hechos que no fueran reclamos. Por ejemplo, el Sernac no tenía la menor idea, ni tiene por qué saberlo, de que esa empresa emitía bonos. No le corresponde saberlo; no tienen método para ello y la ley no les asigna dicha función. En consecuencia, es imposible que tomen conocimiento de situaciones que no sean hechos relacionados con infracciones a la Ley del Consumidor, que es su mandato legal, el que han cumplido íntegramente.

Con respecto a las denuncias que se hicieron a comienzos de 2010, relacionadas con situaciones de infracción, tomó conocimiento de ellas en junio. El nuevo Director asumió el cargo el 7 de junio de 2010. Dentro del análisis que debían hacer, referido al trabajo sobre las cláusulas abusivas, tomaron conocimiento de un informe relacionado con esa materia, que era genérico y que más bien decía relación con las trabas o barreras de salida que tenían los clientes y que se había enviado a comienzos de 2010. Por lo tanto, ésa era la información, que sabían que se había enviado a la Superintendencia.

Contactos del Director con La Polar.

No tuvo contacto personal con La Polar, porque las mediaciones colectivas se realizan entre los técnicos y profesionales del servicio y, desde luego, los de la empresa infractora, como consta en las actas. Ahí se señala, por ejemplo, quiénes participaron en las reuniones.

Además, no le corresponde saber quiénes son los integrantes del directorio de La Polar, como tampoco con quiénes tienen parentesco por afinidad o consanguinidad, ni si hay relación societaria entre algún director de esa empresa y alguna autoridad del país, y no lo sabía.

La gift card.

Acotó que es falso que la gift card haya sido propuesta por el Sernac. Eso se puede ver en los comunicados de prensa que han emitido en razón del caso La Polar. En ninguna parte se menciona, ni siquiera lejanamente, que haya sido así. Al revés, como se acredita con la propuesta de la propia empresa, el 24 de junio La Polar informó de manera escrita, oficialmente, que ofrecerían lo que denominaron un bono de compensación, de cinco mil pesos, que podría ser utilizado en cualquier tienda La Polar a lo largo del país. Fue una propuesta de La Polar, no del Sernac.

Evaluación del Sernac de su actuación.

Puntualizó que si no hubiese actuado el Sernac, esta situación de La Polar no sería noticia aún. Es probable que hubiese reventado en uno, dos o tres años más. Aunque eso ya es entrar en el campo de la ciencia ficción. Cuando el Sernac actuó, nada ni nadie hacía presagiar que existía una situación como la de La Polar. Lo que permitió que se descubriera fue el accionar del Sernac.

En consecuencia, el Sernac evalúa positivamente su accionar y piensan que han cumplido con su deber. Además, es su obligación legal hacer bien su trabajo en beneficio de los consumidores.

En este caso, los cartuchos estaban cargados con municiones. Si bien es cierto que las facultades pueden ser perfeccionadas, cuando se saben utilizar, esas municiones pueden provocar efectos como los que hubo en el caso de La Polar. Ocuparon las facultades que tenían y lograron un objetivo concreto, que es tratar de solucionar este problema que afecta a los consumidores. Lo más importante es que si había alguna empresa que pretendía incurrir en esas mismas prácticas futuro, claramente ya lo debe haber desechado, porque han erradicado este mal.

El sello Sernac.

El proyecto de ley del Sernac financiero considera una serie de alternativas y mejoras y dota al Servicio de nuevas herramientas. Sin duda, mejorará el trabajo, minimizará el riesgo, ayudará a prevenir, y encenderá señales de alarma.

El sello Sernac les permitirá, legalmente, revisar todos los contratos. Sin embargo, hay que señalar que con mil millones de leyes es igualmente posible cometer un delito o una infracción.

Estos hechos pasaron todas las barreras legales, por lo cual, aunque hubieran tenido todas las leyes habidas y por haber, esta infracción se podría volver a cometer. Sin embargo, el proyecto de ley de Sernac financiero es una gran herramienta, porque mejorará ostensiblemente la relación entre el cliente y las instituciones financieras.

Relación del Sernac con las autoridades.

Señaló que tiene un encargo especial del Presidente Piñera desde el primer día en que lo nombró en este cargo, cual es que haga el máximo esfuerzo para defender a los consumidores, sin distinciones y sin excepciones. Y lo han cumplido, como lo demuestran varias acciones, no sólo respecto del mercado financiero, pues han entrado de lleno en el mercado de los servicios básicos, como el sistema eléctrico, los sistemas sanitarios; han intervenido en el problema del Transantiago respecto de la tarjeta Bip, y han actuado en todos los mercados que tienen un número importante de reclamos.

Por lo tanto, para el Sernac todos los reclamos, sin ninguna excepción, son relevantes, y ésta no ha sido la excepción.

Indicó que el ministro de Economía fue informado del accionar del Sernac desde el primer momento, es decir, desde que empezaron a tomar decisiones en beneficio de los consumidores de La Polar. Por supuesto, informó al Presidente de la República, porque él ha expresado su especial preocupación por los consumidores.

El ministro de Economía clarificó sus expresiones, señalando que, ante un accidente, lo que hay que hacer es ir rápidamente en ayuda de las víctimas.

Para el Sernac, lo ocurrido es una brutal infracción a la ley del Consumidor y, en consecuencia, actuaron con todas las facultades que les entrega la ley.

Con respecto a las asociaciones de consumidores, la mediación colectiva no es secreta, pública ni privada, es una mediación colectiva. Es pública para los reclamantes, para los consumidores, y cuando concluye la mediación colectiva se da a conocer conforme a la ley, a la Constitución Política.

Todas las actuaciones del Sernac son públicas en virtud de la ley de transparencia. Sin ninguna duda.

Según el Consejo para la Transparencia, el nivel de cumplimiento del Sernac en materia de actuaciones públicas es de ciento por ciento con respecto a los objetivos de transparencia. Todas las actuaciones del Sernac están en su página web y todos pueden informarse a través de ella. Pero, una mediación, jurídicamente hablando, busca propiciar entendimientos voluntarios.

Añadió que el manual de procedimientos, que data de 2008, se ha aplicado íntegramente.

Con respecto a las asociaciones de consumidores, hay 76 y el Sernac realiza un trabajo permanente con ellas. Sin embargo, dentro del manual de procedimientos, no se incorporan dichas asociaciones como participantes activas de las mediaciones. Por lo tanto, cuando se comunica el resultado de la mediación y el hecho concreto de la demanda judicial del Sernac, fue informado públicamente a todo el país.

Reparación de los daños.

Con respecto a los daños el Sernac, ha exigido una reparación justa, adecuada y proporcional. Dentro de esta labor, gracias a las exigencias que presentaron, a partir de hoy, a los consumidores que, a pesar de las repactaciones, pagaron en exceso, se les va a devolver esa suma de dinero en efectivo. Eso es producto de la exigencia hecha por el Sernac.

Dijo que obviamente, han exigido a la empresa un plan de compensaciones completo, justo y adecuado. ¿Qué han dicho? Que si bien es cierto que existe un plan que presentaron con fecha 24 de junio y que hay algunos consumidores que, tal vez, atendidas sus particulares circunstancias, pueden acogerlo, la demanda judicial presentada por el Sernac continuará su trámite hasta el final, porque es el juez quien, en definitiva, fija los montos, las cuantías de las indemnizaciones. No le corresponde al Sernac hacerlo, porque cada consumidor sufrió daños y perjuicios distintos; por lo tanto, de acuerdo a la ley y a la Constitución Política, el juez es el encargado de realizar esa labor.

En relación con el daño moral, el número 2 del artículo 51 de la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, señala que una demanda colectiva no incorpora el daño moral. Por eso mismo la empresa debe presentar un plan de compensaciones completo, adecuado, proporcional y justo respecto de todos los daños ocasionados a sus clientes. El juez se va a encontrar con la tarea de fijar las indemnizaciones cuando llegue el momento de dictar sentencia.

Los reclamos anteriores.

Los reclamos recibidos de enero a junio eran 123. Cuando el Sernac conoció el primer hecho esencial de La Polar, el 9 de junio, se sorprendió. Naturalmente, sorprende que una empresa, producto de una demanda colectiva presente un hecho esencial, reconociendo que la denuncia y la demanda colectiva presentada contenía hechos ciertos, efectivos.

Siempre desde el ángulo de la perspectiva, dicha declaración va a servir para el juicio colectivo en el que están discutiendo una infracción a la ley del consumidor. Sin embargo, eso también originó otra actuación del Sernac: pidió expresamente al jefe del Departamento de Recepción de Reclamos que entregara un informe sobre la situación en los años anteriores, porque era sorprendente que la empresa hiciera esa declaración.

El 17 de junio de 2010, el jefe de dicho departamento evacuó un informe señalando que en 2008 hubo 98 reclamos contra La Polar por la misma causal, y que en 2009 hubo 182 contra la misma empresa por la misma causal. El resultado de la gestión que se hizo en aquella oportunidad fue que, de esos 182 reclamos, 150 fueron archivados, porque la empresa no respondió. Hay un informe completo que es considerado el antecedente previo a la actuación del Sernac en 2010.

Según lo informado, en aquellos años no se tomó ninguna acción destinada a combatir dicha infracción, de acuerdo con lo que proporcionalmente correspondía, esto es, realizar una mediación colectiva y posteriormente una demanda judicial. ¿Qué se hizo? Mediaciones directas o bilaterales, a través del sistema Sernac Facilita, disponible en internet. Se comunica a la empresa, pero cuando ésta no contesta, se archiva. No se hicieron las demás acciones que se hicieron en 2010.

El anterior director del Sernac no entregó información de ninguna especie.

Con respecto a otras empresas que están teniendo reclamos, el 75 por ciento de los que llegan al Sernac lo concentran tres mercados: el financiero, el de retail y el de telecomunicaciones. Permanentemente hay reclamos, pero han estado muy alertas vigilando nuestra base de datos.

Cuando hay 50 reclamos contra una misma empresa y por la misma causal, inmediatamente, hay que actuar. Sin embargo, de acuerdo al manual de procedimientos, han bajado ese umbral a cinco reclamos; es decir, cuando ven que una empresa tiene cinco reclamos con respecto a la misma causal, actúan inmediatamente. Se trata de una modificación que han incorporado al manual de procedimientos, porque entienden la sensibilidad que tiene esta base de reclamos para los consumidores.

A la luz de los antecedentes que obran en poder del Sernac y de esta Comisión, tal como se hizo una mediación colectiva, que precede a la demanda judicial colectiva, se pudo haber hecho lo mismo en 2008. Efectivamente, esa posibilidad existía, porque han aplicado ahora la misma Constitución Política, la misma ley, el mismo Manual de Procedimientos de Mediaciones Colectivas y los mismos convenios de interoperabilidad con la Superintendencia. De manera que no se modificó ninguno de los cuerpos normativos; se modificó la voluntad política del director del Sernac para tomar cartas en el asunto en forma directa.

Don José Roa, ex Director del Servicio Nacional del Consumidor.

Su participación en Sernac.
Expresó que entiende la razón de la invitación, ya que fue funcionario diez años del 
Sernac, organismo en el que partió como profesional, luego fue director regional, con posterioridad fue fiscal y después ganó un concurso de Alta Dirección Pública, a través de lo cual estuvo en el cargo de director del Sernac cinco años.

También, puede ser de utilidad el hecho de que él sea docente, ya que ha sido cinco años profesor de derecho del consumidor en la Universidad de Chile, particularmente, en el sentido de señalar cuáles son las medidas necesarias para que este tipo de situaciones no sucedan, al menos no de la manera en que ocurrieron.

Comentó que hay un documento público, la cuenta pública del Sernac desde 2005 a 2010, que habla sobre perspectivas futuras y, un conjunto de elementos, que cree son de utilidad para este caso.

En primer lugar, se indica que a propósito de la incorporación de Chile a la OCDE, hay un conjunto de planes de trabajo, entre los cuales hay uno en materia de crédito, porque la OCDE tiene ciertas directrices en materia de crédito, sobre las que había brechas en la realidad chilena.

Hizo un plan de trabajo que finalizaba en 2011. Existen otros en materia de comercio electrónico y de seguridad de productos, pero el de crédito es particularmente importante.

El mencionado plan de trabajo incluye la modificación a la Ley del Consumidor, que fue ingresada en 2009 por la Presidenta Bachelet, a propósito del caso de las farmacias y la aprobación del proyecto MK3, el cual incluyó el crédito universal, y la aprobación de un reglamento sobre crédito, que fue ingresado a la Contraloría en febrero de 2010, y que hasta el día de hoy no ha sido aprobado.

En la misma cuenta pública se hace mención a la denuncia que fue presentada por el 
Sernac por cláusulas abusivas en los contratos de adhesión de la banca y del retail ante la Superintendencia de Bancos, la que, a su juicio, tiene facultades, no sólo para sancionar la inclusión de cláusulas abusivas en las que se fundamentan este tipo de prácticas, sino también para instruir su eliminación en los contratos.

También informó sobre el plan de trabajo que incluye las acciones que estaban en curso, y se hace referencia a la denuncia ante la Superintendencia de Bancos, aspecto que es relevante, porque, a su juicio, tiene la facultad de solicitar la eliminación de esas cláusulas abusivas.

En ese documento además, que fue enviado a las nuevas autoridades, se enumeran los mercados más reclamados y se afirma que uno de ellos es el mercado del crédito; uno de cada cuatro reclamos son de ese mercado.

Se denuncian las prácticas más abusivas y recurrentes en este mercado y los cambios unilaterales del contrato. En ellos se designan ciertos casos específicos de modificación unilateral.

La primera de ellas es el cambio del precio, en este caso por las comisiones, como los casos de Cencosud y Jumbo Más, en los que se modificó unilateralmente la comisión a casi el doble.

Otro ejemplo es la renegociación de la deuda sin el consentimiento del consumidor.

A propósito de eso, junto con indicar este plan de trabajo, la denuncia que había sido presentada y los problemas del mercado del crédito, se propone un conjunto de medidas que sería razonable que la nueva administración implementara, entre ella, mesas de trabajo periódicas con las otras autoridades relacionadas con el mercado del crédito, el cual no sólo está compuesto por las tarjetas del retail, sino también por las cajas de compensación, que están bajo la Superintendencia de Seguridad Social, las compañías de seguro, que están bajo la Superintendencia de Valores y Seguros, así como los bancos y algunas multitiendas que están bajo la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.

Opinó que esto podría ser un buen resumen de las acciones que se dejaron en curso, porque en el Sernac tenían información respecto de que las repactaciones unilaterales eran una práctica transversal del mercado crediticio.

El Caso La Polar.

Respecto a esos 90 casos más los otros 180, indicó que apenas tuvo información sobre lo que apareció en la prensa, solicitó, a través de Transparencia del Sernac, el listado. En el Sernac hay 200 funcionarios, en el año se reciben 800 mil presentaciones, tiene oficinas en cada una de las regiones del país, convenios con más de 170 comunas, que representan el 80 por ciento de la población, y recibe consultas y reclamos a través de su página web y de un call center.

Recibió una carpeta con 300 casos. Reclama que se ha dicho que los había echado al basurero, pero enfatiza que ello no fue así. En el Sernac los casos se responden y se gestionan soluciones. Cuando no hay solución, pero sí antecedentes, se denuncia en tribunales.

Se remite a un ejemplo: navegando por la página web encontró que una multitienda, la empresa Falabella, fue sancionada por repactación unilateral. Al encontrar repactaciones unilaterales en Falabella se intuye cuál puede ser el comportamiento de las otras multitiendas.

Frente a esa práctica transversal, que no es una práctica comercial permanente como el caso La Polar, surgía en el mercado del crédito la pregunta ¿qué acciones de política pública se tomaron para enfrentar esta violación a los derechos de los consumidores? En primer lugar, se presentaron denuncias, pero lamentablemente las empresas pagan la multa y siguen violando la ley. Ejemplifica que si se mira la publicidad va a encontrar que tanto la frase “hasta agotar stock” como la utilizaciyn de letra chica no ha desaparecido y si se revisa la jurisprudencia puede encontrar metros lineales de sentencias condenatorias que le dicen: “Eso no está bien. Eso está mal. No debe hacerlo”, pero las empresas pagan la multa y siguen violando la ley. Por eso, se presentó, a propósito del caso de las farmacias, ese proyecto de ley, el 3 de junio de 2009, el cual, entre otras cosas, hace que los juicios colectivos sean más cortos.

El primero fue en 2004 y todavía no tiene sentencia definitiva, pero la empresa sigue, a juicio de los que presentaron la denuncia, infringiendo la ley. En el caso que mencionó con anterioridad, de Cencosud y Jumbo Más, en 2006, la empresa fue sancionada en primera instancia. El juicio todavía no ha terminado y la empresa sigue cobrando dicha comisión. Por lo tanto, era necesario agilizar y hacer más rápidos los juicios colectivos.

Además, se establece la obligación de que la empresa, una vez sancionada, cese la conducta, y se dispone un procedimiento especial. Esto es, no iniciar un nuevo juicio para que ésta no sea condenada nuevamente y tener que aportar todas las pruebas de nuevo, sino que ir al mismo tribunal que la sancionó y decir simplemente: “No obedeció su sentencia; aquí está el caso. Por favor, instrúyale a la empresa que deje de violar la ley”.

Junto con eso presentaron un reglamento en materia de créditos sobre prácticas ilegales y abusivas. ¿Cuál es la relevancia respecto de esto? Una de las dificultades que enfrentaban los consumidores, a propósito de las modificaciones unilaterales y la política de repactaciones o renegociaciones unilaterales del mercado del crédito, era la dificultad de la prueba. De allí que en este reglamento se establezca que cada vez que se haga una operación tenga un papel con un contrato bien estandarizado -esto es un reglamento y no un proyecto de ley, porque hay facultades para hacer eso-. Además, establece que el consentimiento tiene que ser normal, ya sea con la firma o por medio a distancia, lo que se encuentra regulado en la propia ley, procedimientos que justifican y prueban un consentimiento inequívoco.

Eso es bien relevante, porque, por ejemplo, cuando un consumidor paga el mínimo, en teoría, estaría pidiendo un nuevo crédito. Dicho reglamento ingresó a la Contraloría.

Se denunció ante la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras las cláusulas abusivas del retail y de la banca, solicitándole que para iniciar un procedimiento administrativo sancionatorio entre la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, no sólo se solicite que se multe a la empresa, sino otro aspecto que es fundamental: que se eliminen las cláusulas abusivas de los contratos. Eso es relevante, porque las empresas justificaban que las repactaciones eran legales, porque el contrato les permitía realizarlas a través de un mandato que habría firmado el consumidor. Esa es la defensa que hacen, como probablemente lo va a hacer Presto.

Precisó que lo que hizo como Director del Sernac fue analizar el conjunto de cláusulas abusivas y denunciarlas a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, para que las eliminaran del contrato. En consecuencia, al ser una práctica transversal del crédito, trataron de resolver el problema completo, mediante la eliminación de las cláusulas de todos los contratos de la banca y del retail. Ello ocurrió el 13 de enero de 2010. Todo esto fue público, comunicado y replicado por los medios de comunicación y está disponible en la página web. Por lo demás, no solamente para las instituciones públicas ni para los consumidores en general, sino también para la gente un poco más experta que busca esa información. Además, incluye La Polar y CMR.

El documento fue presentado el 13 de enero de 2010 y no tuvieron respuesta hasta el 11 de marzo, de lo cual deduce que estaban analizando algo. Nunca conoció la respuesta formal, ya que no fue pública. Siguió esta información a través de los medios de comunicación, y no apareció.

Se refirió a la circular Nº 17, la cual regula determinadas tarjetas del retail por mandato del Banco Central después de que el Sernac demandara a siete multitiendas por cobros de tasas de interés por sobre la tasa máxima convencional. Esa circular establece el contenido de los contratos, dentro de los cuales se hace expresa mención a las cláusulas abusivas de los contratos de adhesión de la ley del Consumidor. La misma circular dispone que se podrán aplicar sanciones en caso de incumplimiento de esa normativa. Lo señalado es sin perjuicio de las facultades generales y amplias que tiene la Superintendencia.

En conclusión, en relación con las repactaciones unilaterales, informó que el Sernac sabía de esta práctica del mercado del crédito y que se tomaron decisiones institucionales y sistémicas para erradicar la práctica del mercado del crédito. De ahí surge el proyecto de ley, el reglamento y la denuncia a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, todos conteniendo medidas orientadas a eliminar la práctica de las modificaciones unilaterales del contrato dentro de las que está la repactación unilateral.

Esas medidas de política pública, de una institución permanente del Estado como es el Sernac, por la información pública que tienen, no se continuaron, o al menos no se les dio la prioridad y la velocidad que le indicó al Ministro de Economía en el acta de entrega.

Relató que el Ministro de Economía del nuevo Gobierno preguntó al señor Roa si estaba en disposición de realizar la entrega programática de la institución a las nuevas autoridades. Su respuesta fue que sí, pero ad honorem. Frente a su respuesta, le pidió que consignara eso en la carta de renuncia. Así, en su carta de renuncia reiteró su disposiciyn “a colaborar ad honorem en el traspaso programático del cargo a la nueva autoridad que usted designe.”
Eso fue en marzo de 2010. Pero aunque le pidió que lo pusiera por escrito, no se le solicitó. Si hubiese participado, habría podido informarles in situ respecto de la cuenta pública, que fue enviada.

Asimismo, en una conversación telefónica con el Ministro Fontaine, a propósito del Sernac, le indicó la necesidad de aprobar el proyecto presentado por la Presidenta Bachelet, de aprobar el reglamento de crédito presentado y de insistir con la denuncia ante la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, ya que se trataba de un problema del mercado financiero. Él le dijo que lo entendía, pero que no querían quitarle protagonismo al proyecto del Sernac financiero.

A la luz de los hechos, concluyó, la denuncia ante la Superintendencia de Bancos tuvo los resultados que tuvo, que no fue público; el reglamento está en la Contraloría desde hace un año y medio, y el proyecto de ley que presentó la Presidenta Bachelet, que fue aprobado por esta Comisión de la Cámara de Diputados, la de Economía, sigue en el Senado, sin urgencia.

-Efecto práctico de la demanda colectiva del Sernac en caso La Polar.

Dijo que leyó con mucha atención la presentación del Superintendente de Valores y Seguros en la que dice, básicamente, lo que ha recogido el periodismo de investigación: que un accionista minoritario habría enviado una denuncia a la Superintendencia de Valores y Seguros que provocó la citación de la primera plana de la empresa La Polar, después de lo cual la empresa habría reconocido esto a través de un “hecho esencial”. Aparentemente, eso sería lo que explica el descubrimiento de todo lo que ha implicado el caso La Polar.

Sin embargo, añadió: el caso La Polar ha sido tratado como una sola unidad, pero en realidad tiene dos aristas distintas. La primera son las infracciones a la ley de mercado de valores por información falsa y balances maquillados y, la segunda, las repactaciones unilaterales.

Entonces, la pregunta es qué pasa si se retiran las repactaciones unilaterales de la ecuación. La verdad es que si las repactaciones no hubieran sido unilaterales, sino que bilaterales y, en consecuencia, legales, y si la empresa hubiese consignado la información de la misma manera, existiría exactamente el mismo problema, porque esto no se trata de si la repactación fue legal o ilegal, sino que lo consignaron más bien como un nuevo crédito y como un cliente saludable, no como un cliente moroso y repactado, legal o ilegalmente.

Por lo tanto, la relación directa entre esa denuncia y el descubrimiento del caso, al menos por lo antecedentes de la Superintendencia de Valores y Seguros y por esta arista, merecen una mirada de mayor profundidad.

Adicionalmente, la demanda que se presentó por la tarjeta Jumbo Más, de Cencosud, por modificación unilateral de la comisión de mantención, que tiene sentencia condenatoria de primera instancia en 2006, todavía está pendiente. Al respecto, se pregunta cómo consignaran esas comisiones que, a juicio de la autoridad, el Sernac, y de un tribunal de primera instancia, son ilegales. ¿Serán consignadas como ingresos o tendrán alguna glosa especial que al menos indique que eso está sujeto a algún litigio?

Explicó que tratar de trazar un vínculo causal entre una cosa y otra merece requiere una mirada mucho más profunda, porque, aparentemente, lo que gatilló todo esto fue la denuncia del accionista minoritario, la que obligó, en los hechos, a la primera plana de La Polar a reconocer todo lo que había sucedido, pero no por lo de las repactaciones unilaterales, sino por el delito de infracción a la ley de valores.

Sus críticas al actual Director del Sernac.

Dijo que le llama la atención la presentación que hizo el actual director del Sernac.

Hace un resumen de lo que planteó. Peribonio dijo que se enteró en junio, que en julio habló con la empresa, que el 23 de noviembre la empresa propuso un acuerdo y que éste fue informado, de acuerdo con la demanda colectiva, la que se puede buscar en la página del Poder Judicial, a cerca de 900 consumidores afectados.

Comentó que la solución para las cerca de 900 personas afectadas, incluía una gift card, un cupón por 2 mil pesos y que ésa fue la solución que aceptó la actual administración del Sernac.

Afirmó que dos cosas le llamaron la atención. La primera es que la diferencia entre una mediación o juicio individual y una mediación o un juicio colectivo es que la individual representa sólo a quienes firmaron la presentación, los que reclamaron, y, la colectiva, a los que reclaman y a los que no lo hacen. Ésa es la virtud principal de lo colectivo. Para eso trabajó el Sernac en 2004. Por lo tanto, que esta mediación colectiva tenga una solución colectiva para sólo 900 personas, las que reclamaron, sin que se haya informado al resto de los clientes, es una excepción a la regla general de las mediaciones colectivas que se tramitaron en el Sernac durante su período.

Lo segundo que le llamó la atención es que de este resultado se haya enterado la opinión pública cuando se presentó la demanda. En su período, todos los resultados de las mediaciones colectivas del Sernac eran públicos, informados en la página web y recogidos por los medios de comunicación. Esta mediación, en cambio, no fue informada al público en general, no fue informada a todos los consumidores, no fue informada en la página web, no fue informada a los medios de comunicación; sólo hubo conocimiento de ella cuando se produjo la decisión de demandar a la empresa colectivamente.

También le llaman la atención algunas omisiones. Por ejemplo, en la cronología de la mediación con La Polar no se menciona que durante los mismos meses el Sernac estaba - cita las palabras de su actual director- “negociando las cláusulas abusivas del mercado del retail y de la banca.”
La modificación unilateral del contrato tiene por fuente una cláusula abusiva de un contrato de adhesión. Asimismo, la demanda colectiva presentada el día previo a su participación en la Comisión, contra la empresa Presto tiene por fuente una cláusula abusiva de un contrato de adhesión.

Entonces, mientras se mediaba colectivamente con la empresa La Polar, se negociaban colectivamente las cláusulas abusivas del mercado del crédito. Y, aparentemente, fueron dos procesos que no tuvieron algún grado de conversación, porque mientras se mediaba por una parte, por la otra se eliminaba la cláusula abusiva. Pese a que se eliminó, el hecho siguió sucediendo.

Cuando se informa el resultado final se dice qué cláusulas fueron modificadas. Y está la cláusula del mandato que da origen a las repactaciones unilaterales y a dejar a la gente informada en el Boletín Comercial, no obstante haber repactado sus deudas y que esté la demanda colectiva recién presentada. Por su parte, la información de la página web del Sernac señala: “Las empresas deben aplicar los cambios comprometidos esta misma semana para que entren en vigencia a partir del 1 de marzo. Esto significaba que para quienes tengan contratos vigentes no se le pueden aplicar estas cláusulas desde ya”.

Eso es lo que dice la información de esa página web. No obstante eso, ha sabido que las repactaciones continuaron y dentro de eso se destaca el caso de Presto.

Además, cuando se informan los resultados de la banca, el director del Sernac hizo la siguiente declaración -la cual citó textualmente mostrando un cuadro-, “a todos los contratos vigentes se le aplican estos cambios, por lo que si una persona abrió una cuenta corriente hace 15 años se le incorporarán las cláusulas, pero no será en materias que son hechos consumados. Como por ejemplo si hubo aumento de comisiones tiempo atrás, no se pueden pedir de vuelta esos dineros”.

Eso no es lo que dice la ley del consumidor. La ley del consumidor establece una prescripción de la infracción, de seis meses, pero señala que se aplican las reglas generales respecto de la indemnización de perjuicios. Explicó que no entiende esto, ya que si estaban mediando colectivamente con La Polar, que son repactaciones hechas con una cláusula abusiva eliminada, entonces, ¿los hechos consumados son reclamables o no lo son? Mediaciones que pueden tener carácter secreto, cabe preguntarse cuántas otras mediaciones secretas habrá en curso. ¿Cuántos otros acuerdos con tarjetas de multitiendas, del retail o de la banca existen? ¿Cuántos hechos consumados se les han quitado a los consumidores? Agrega que no ha logrado responder esas preguntas.

Además, en el itinerario que presenta el actual director del Sernac se omite un aspecto que ha leído en la prensa, que el Presidente de la República dice que conocía la situación de La Polar a pocos meses de asumir su cargo.

El Código de Procedimiento Penal establece la obligación de denunciar aquellos delitos de los que se tome conocimiento en el ejercicio de un cargo, por lo tanto supone que el Presidente ha presentado una denuncia al Ministerio Público y que ese organismo habrá empezado a trabajar. Probablemente, algo similar habrá sucedido con el director del Sernac, que ha declarado por los medios que conocía la situación.

Sin embargo, hay algo más grave. Recordó que el director del Sernac señaló que el 23 de noviembre de 2010 se llegó a una solución, la cual, a diferencia de lo que históricamente se hacía, no benefició a todos los consumidores, sino que solamente a los que reclamaron. La mediación tampoco fue pública, sino que privada o secreta. Un mes después de la mediación secreta, el 23 de diciembre de 2010, La Polar vende bonos locales por 230 millones de dólares.

¿Qué hubiese pasado si esa mediación, como ha sido la práctica histórica del Sernac, hubiese sido pública? La empresa La Polar, dado que tenía la práctica de repactación unilateral, ¿se habría comprometido, entre otras cosas, a la entrega de un bono de descuento de 2 mil pesos? Si esto hubiese estado en conocimiento del público en general, en conocimiento de la Superintendencia de Bancos, de la Superintendencia de Valores y Seguros y de los ahorrantes que invirtieron su dinero, ¿qué habría pasado?

Si el Presidente de la República sabía esto a los pocos meses de asumir su cargo ¿qué coordinaciones forzó entre las personas que son de su directa dependencia?. Llama a recordar que el superintendente de Valores y Seguros y el superintendente de Bancos dependen directamente del Presidente y se relacionan con él a través del ministro de Hacienda, y que el director del Sernac depende directamente del Presidente de la República y se relaciona con él a través del ministro de Economía.

Debido a que el actual director del Sernac reconoció haber sabido esto, cabe preguntarse qué coordinación se llevó a cabo debido a esa situación. ¿Qué acción adicional dispuso cuando supo la noticia de que La Polar vendió bonos locales por 230 millones de dólares?.

Por lo tanto, si el Sernac tenía conocimiento de la práctica transversal del mercado del crédito, de las modificaciones unilaterales, incluida la repactación unilateral e inició un conjunto de acciones para resolver el problema en el mercado del crédito, lo hizo a través de un proyecto de ley presentado en el Congreso Nacional, de un reglamento presentado en la Contraloría, de una denuncia presentada ante la Superintendencia de Bancos.

A su juicio, si ellas hubiesen sido aprobadas, eso hubiese tenido un destino distinto y, probablemente, esa práctica hubiese terminado antes.

Algunas medidas a tomar.

Precisó que ahora, mirando hacia el futuro, los problemas que enfrentan los consumidores no se van a resolver únicamente con una demanda colectiva ni con la aprobación del Sernac financiero.

Ello debido a que las demandas colectivas tienen un tiempo de tramitación más largo que el que se esperaba cuando se aprobaron en 2004 y no garantizan, de hecho, el cese de la conducta. Por ejemplo, Jumbo Más Cencosud sigue cobrando la comisión alzada unilateralmente de manera ilegal. Por lo tanto, es necesario aprobar el proyecto que ya fue aprobado por la Comisión de Economía, el que establece un conjunto de modificaciones, entre otras, juicios colectivos más cortos y regulación de la mediación colectiva.

En segundo lugar, cree que debería retomarse el reglamento de crédito entregado a la Contraloría. ¿Puede requerir de algún ajuste a la luz del crédito universal aprobado en la ley de Mercado de Capitales? No necesariamente, porque se hizo en vista del proyecto de ley de Mercado de Capitales. Considera que debería aprobarse e insistir en la denuncia ante la Superintendencia de Bancos, la que tiene facultades para eliminar administrativamente las cláusulas abusivas, porque se ha visto que los acuerdos que las empresas asumen ante el Sernac, en los hechos, son violados. La Polar se comprometió a eliminar la cláusula abusiva, a no ocuparla, pero siguió realizando repactaciones unilaterales. La tarjeta Presto se comprometió a eliminar esas cláusulas abusivas y, sin embargo, siguió enviando gente a Dicom. Por lo tanto, correspondería aprobar ese reglamento al crédito.

Asimismo, resultaría conveniente regular la facultad del director del Sernac respecto de las mediaciones colectivas, de manera de evitar ese tipo de situaciones.

En el proyecto de ley presentado por la Presidenta Bachelet hay una propuesta de regulación explícita sobre las mediaciones colectivas, para evitar la dificultad de determinar qué se hace dentro del tribunal o fuera de él, determinar qué es público y qué es privado. Probablemente, haya que revisar también la regulación existente sobre los delitos de cuello y corbata, porque recuerda que si hay algún delito involucrado en este caso, no es por la práctica comercial sistemática de violar los derechos de los consumidores, sino que por infracciones a la ley de Valores, por uso de información privilegiada, por balance maquillado, etcétera.

En consecuencia, no hay un delito comprometido de una práctica comercial explícita de una empresa que determina violar sistemáticamente los derechos de sus clientes, de los consumidores, salvo la figura residual de estafa, pero en ese caso hay que convencer al Ministerio Público, para que no aplique el principio de oportunidad, porque, en general, lo que se hace es mirar individualmente los casos, más que en su globalidad, y hay dificultades concretas para poder realizarlo así.

Respuestas varias.

Respecto de las demandas colectivas.
Se presentaron siete demandas colectivas. La de ABCDIN a veces se toma como una, pero en realidad fueron dos demandas colectivas. Esta demanda fue la primera demanda colectiva del Sernac contra siete empresas del retail. Por lo tanto, fue bastante pública, tuvo muchísima difusión. Tuvo difusión la mediación fallida, la demanda colectiva y también tuvieron difusión los avenimientos con las multitiendas.

Hay que recordar que en este caso se hizo parte la Asociación de Consumidores y los avenimientos están en la Ley del Consumidor. Puede ser que haya alguna tendencia a confundir, a propósito de la frase avenimiento, pero en este caso los avenimientos, como dice la Ley del Consumidor en el artículo 53, letra b): “Todo avenimiento, conciliaciyn o transacción deberá ser sometido a la aprobación del juez quien puede rechazarlo si lo estima contrario a derecho o arbitrariamente discriminatorio”.

Todos estos avenimientos se dieron en el transcurso del tiempo: a algunos les tocó el feriado judicial, otros se demoraron más, y todos fueron sometidos al control jurisdiccional. Por lo tanto, no fueron secretos, no estuvieron fuera del marco del tribunal y fueron aprobados por un juez de la República.

Adicionalmente, el contenido del avenimiento, en lo principal, es que se cesa la práctica y que se cambian los contratos, que es la solución del problema en el futuro. Llama a recordar que después esto desembocó en que la Superintendencia de Bancos, por mandato del Banco Central, terminara haciéndose cargo de la supervisión de las empresas grandes, y además una reparación por el daño causado, que en ningún caso significó la renuncia de derechos por parte de los consumidores. Por lo tanto, los consumidores estuvieron en disposición de aceptarlas o rechazarlas. De hecho, tenían la posibilidad de demandar individual o colectivamente si estimaban que su daño era mayor. Esto fue público también.

Por lo tanto, no se trata de un avenimiento privado, sino de un avenimiento en el marco de un juicio colectivo, donde el juez tiene que aprobarla o rechazarla. En todos estos casos, lo que hizo fue aprobarlo. Además, hubo un avenimiento firmado por las asociaciones de consumidores con las empresas en el mismo juicio. Fueron avenimientos separados. Al menos da cuenta de los avenimientos que suscribió el Sernac.

Enfatizó que no tienen finiquito respecto de los derechos de los consumidores, entre otras cosas, porque el Sernac no tiene ninguna facultad para disponer de los derechos de los consumidores.

Dice lo siguiente: “Las partes dejan constancia de que este finiquito no se extiende a la facultad que asiste al Sernac y a Conadecus de ejercer las acciones que les correspondan en el caso de producirse hechos similares a los descritos en el acápite segundo del presente instrumento para el período posterior a la firma del presente avenimiento”.

Hay un finiquito entre el Sernac y una multitienda. Dice lo siguiente: “Se otorga mutuo finiquito respecto a las acciones planteadas que motivaron el presente juicio”.

Insistió en que los derechos de los consumidores afectados no fueron finiquitados, porque los consumidores afectados no eran parte en el juicio y, en consecuencia, el Sernac no finiquitó sus derechos, quienes tenían el derecho de haber presentado la misma demanda, quitándole la primera y la última página, si estimaban que el daño afectado no había sido reparado.

Acerca de presiones.

Niega haber recibido presiones y agregó que el trabajo del Sernac es resolver los problemas de los consumidores y esto resolvía el problema hacia el futuro por cese de la conducta, modificación de los contratos y, adicionalmente, reparación de los consumidores sin finiquitar sus derechos a una mayor indemnización si así los consumidores lo estimaban.

Dijo que no sabe de los casos que se le imputa haber botado a la basura y lo niega.-No logró conseguir el listado de los casos ni el listado de los juicios ni los sumarios y el contrato por los abogados de las demandas colectivas, ni los expedientes de las demandas colectivas ni las contrataciones respecto de las cláusulas abusivas ni los informes de éstas, ni la denuncia de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, ni el informe de la Contraloría sobre cláusulas abusivas ni el convenio SBIF y su renovación. Algunos de ellos los pidió por Transparencia.

Con respecto al reglamento presentado a la Contraloría, no se refería a las cláusulas abusivas, sino al contenido básico de contrato y forma de aceptación de los nuevos contratos lo que es vital para las repactaciones unilaterales, pues es muy distinto entender la aceptación normal con la firma o por medio a distancia, regulado por la ley del Consumidor, como una forma de aceptación del nuevo contrato, con un contenido mínimo que permita al consumidor saber con exactitud qué está contratando, a la práctica de las repactaciones unilaterales fundadas en un mandato que, a juicio del Sernac, era ilegal. Por lo tanto, el reglamento se refiere a eso.

Ahora, hubo una demanda colectiva, pública, anunciada y recogida profusamente por los medios de comunicación, e igual situación ocurrió con el conjunto de soluciones que se fueron dando a través del tiempo.

No es trivial ni casual, que se haya decidido demandar a siete multitiendas al mismo tiempo. Ello se debió precisamente al enfoque sistémico que se daba a la gestión de protección al consumidor en ese período. Es decir, se buscaba resolver el problema en su totalidad.

Se contrató un abogado externo para las demandas al retail, porque un servicio que tiene 200 trabajadores en todo Chile y debía enfrentarse a los siete estudios jurídicos más grandes de Chile, que representan a las empresas del retail, evidentemente requería un refuerzo para defender mejor a los afectados.

En el proyecto presentado en 2009 se propone: una forma de reglamentar las facultades en las mediaciones colectivas, no de restringirlas, porque permiten evitar este tipo de situaciones.

Y en cuanto al avenimiento, eso ocurrió en el marco de un juicio y fue revisado por un juez de la República. Pero el problema no fueron los avenimientos, el problema no fue llegar a acuerdos entre las partes, particularmente cuando eso no significó que los consumidores renunciaran a sus derechos; el problema, a su juicio, fue no haberlo hecho extensivo a todos los consumidores afectados, no obstante ser un acuerdo colectivo, y no haberlo informado, como era la práctica histórica del Sernac.

Sobre la práctica transversal y la distinción, hay que hacer dos distinciones que le parecen relevantes. La primera es la repactación unilateral como una política comercial permanente y la repactación unilateral como un conjunto de denuncias que llegan al Sernac, que puede ser la distinción entre un error y un horror: la distinción entre un error cometido por el funcionario que está a cargo de las cobranzas y las renegociaciones, que por alguna razón realiza una repactación sin el consentimiento o sin claridad sobre el consentimiento del cliente, versus una maquinación fraudulenta, con sistemas informáticos como el que hemos conocido.

La segunda distinción se refiere a la implicancia de esto sobre los balances. Insistió en que no hay vínculo causal entre una cosa y la otra. Las repactaciones, unilaterales o bilaterales pueden ser puestas en los balances de una manera o de otra.

De tal manera que el carácter de infracción a la ley del Consumidor, respecto de las repactaciones, no tiene ninguna influencia en los eventuales delitos cometidos en infracción de la ley de Valores. Por lo tanto, esa distinción es básica y, a su juicio, en este caso no hay vínculo entre la legalidad o ilegalidad de la repactación y los eventuales delitos por infracción a la ley del mercado de valores.

Respecto a la demanda por la tasa de interés máxima convencional, efectivamente hubo coordinación con las otras autoridades. La demanda colectiva fue presentada el mismo día o el día previo a que Ripley saliera a la Bolsa. Y es evidente que fue informada, porque era un hecho relevante que debía ser conocido por la comunidad de ahorrantes que quisiera invertir en esa empresa.

Parte del resultado de ese trabajo fue la decisión del Banco Central de poner bajo la Superintendencia de Bancos a las grandes multitiendas, con la regulación de la circular 17, que establece normas respecto de sus contratos y comisiones. Entre el mandato del Banco Central, la dictación de la circular 17 y su entrada en vigencia, hubo un proceso bastante arduo de adecuación de las prácticas del retail, de las que podrá dar cuenta el ex superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, que lideró dicho proceso.

En cuanto a la acción específica de repactaciones unilaterales, se denunciaron cuando hubo antecedentes, se obtuvo sentencia y se inició un conjunto de acciones sistémicas para resolver esta práctica que, entre paréntesis, no sólo se usa en las repactaciones unilaterales. En efecto, el hecho de que las empresas paguen la multa y sigan violando la ley y la dificultad del Sernac para poder ajustar el comportamiento de esas empresas a lo que dice la ley sucede también en otros ámbitos.

El proyecto de ley, así como el reglamento y la ley de mercado de capitales 3, que se aprobó con el crédito universal, fueron parte de las acciones que se implementaron en esta línea.

Sobre si el Sernac analizó lo relativo a valores en ese tiempo, afirmó, no es parte de las funciones del Sernac, ni de sus competencias, mirar cuáles son los efectos de esto en otros ámbitos, como pueden ser los balances y la credibilidad del mercado.

Lo que es relevante es la publicidad de la acción del Sernac. Una vez que las acciones están consumadas, evidentemente eso debe hacerse público, porque esa información tiene otras implicancias, distintas al alcance del que los funcionarios del Sernac puedan dar cuenta.

Se puede encontrar noticias de sentencias condenatorias por repactaciones unilaterales que no causaron nada. Si se analiza la prensa entre el momento en que el Sernac presentó la demanda colectiva y aquél en que se notificó el hecho esencial por parte de La Polar, se puede comprobar que no pasó nada. Al menos en los medios de comunicación nadie pensó que el hecho demandado colectivamente en el tribunal implicaría la realidad que luego se conoció por el hecho esencial que comunicó La Polar.

Sobre los hechos consumados, no hay hechos consumados. O sea, una empresa que infringe la ley debe reparar el daño causado, y eso está en tribunales. Por lo tanto, si una empresa tiene una cláusula abusiva y la aplica, evidentemente debe reparar el daño que cause. Eso implica, por lo pronto, devolución de los dineros mal cobrados.

En cuanto a los antecedentes sobre la mediación secreta, la verdad es que la demanda colectiva está en el sitio web del Poder Judicial. Si uno la lee, toma conocimiento de la mediación colectiva previa.

Ésa es la fuente de conocimiento respecto de la mediación. Aparece acá. Acá dice que se inició, que hubo una mediación, que se informó solamente a 900 personas. Si se revisa la página web del Sernac, las noticias que publicó en noviembre, diciembre, enero, se puede ver que nada de esto aparece. Y si se revisa los medios de comunicación de la época, se puede ver que tampoco en ellos apareció algo al respecto. Esto se develó al momento de presentarse la demanda colectiva.

Cree que el proyecto del Sernac financiero va en el sentido correcto, pero que se queda corto y, en ese sentido, las tareas de coordinación son muy relevantes.

Agregó que si se analizan los reclamos del Sernac se verá que los hay en contra de la Banca, donde existen reguladores; que uno de cada cuatro reclamos es en contra del mercado de las telecomunicaciones, donde actúa como supervisor la Subsecretaría de Telecomunicaciones; pero en el mercado del retail no existe ningún regulador específico respecto de la compra de un bien durable. Así también, si se analiza el resto de los reclamos, se puede comprobar que los hay en el mercado de la vivienda, en el mercado de la educación, en el mercado del transporte, todos los cuales tienen un supervisor directo. Entonces, la coordinación del Sernac con otras autoridades sectoriales, a su juicio, es un punto que debe ser analizado sí o sí, porque no es trivial que la mayor concentración de reclamos se produzca en aquellos mercados donde existe un supervisor, ya sea una superintendencia o una subsecretaría.

Sería razonable estudiar los niveles de independencia y el carácter unipersonal de todas estas autoridades, porque el carácter unipersonal genera este tipo de dificultades en materia de traspasos, de continuidad en la gestión y de información.

Con respecto a las facultades sancionatorias esto ha sido siempre un tema de discusión en el que hay voces disímiles en uno y otro sentido.

La propuesta del proyecto de ley presentado en 2009 fue acortar los juicios colectivos y establecer una regla para la reincidencia que acortara el proceso en general, además de la regulación de las facultades de mediación colectiva. Eso ha sido estudiado, por lo demás, en todos los países de la OCDE y en todos los países que tienen agencia de protección al consumidor -hay un comité de política de protección al consumidor en la OCDE- y todos ellos han señalado que este tipo de dificultades o problemáticas deben enfrentarse con una propuesta concreta, con un mecanismo de evaluación en el corto plazo, para luego ajustar la propuesta en los años siguientes, es decir, si se va a acortar el juicio colectivo y existe un procedimiento para hacerlo, hay que preguntarse cuál es la estimación del juicio colectivo, cuál es el mecanismo de evaluación y luego presentar los resultados de dicho estudio, señalando que la intención era acortar el juicio colectivo. Hay una suerte de ensayo y error permanente, pero que exige dentro de la misma ley, como sucedió en el estatuto pyme, una evaluación que esté incluida y financiada.

Don Álvaro Feller, Presidente de la empresa clasificadora de riesgos Feller Rates.

Rol de las Clasificadoras de Riesgo.
Indicó que una clasificación de riesgo es una opinión profesional sobre la calidad crediticia de un determinado emisor, sobre la capacidad que tiene ese emisor de pagar sus obligaciones financieras y la voluntad que tiene de pagarlas. Una clasificación también puede referirse a un instrumento específico. Por ejemplo, en el caso de La Polar, que de alguna manera está en tela de juicio hoy, además de una clasificación de solvencia, es decir, de la capacidad global de pagar sus obligaciones, Feller Rate también hacía alguna clasificación de ciertos instrumentos como, por ejemplo, algunos bonos y efectos de comercio.

Las opiniones se basan en el análisis profesional de diversa información que realizan los analistas, de la Clasificadora con amplia experiencia en la materia.
De acuerdo con ciertas metodologías -que son transparentes, ya que están en sus sitios web, en general, todas las grandes clasificadoras tienen lo mismo- y con su experiencia, las clasificadoras evalúan e interpretan información tanto pública como no pública que les hace llegar el propio emisor, u otras que recaban de otras fuentes, en la medida en que éstas estén disponibles.

Asevery que lo más importante es “lo que no son las clasificaciones de riesgo”. No son una garantía de pago de las obligaciones. No son recomendaciones para que el emisor ejecute determinado acto; no asesoran al emisor. No son medidas absolutas de probabilidad de incumplimiento. No es que ellos digan que un instrumento AA tiene equis por ciento de probabilidad de incumplimiento, y un instrumento BBB, un zeta por ciento de probabilidades, no es así. Y muy en especial, las clasificaciones de riesgo no indican conveniencia de una inversión.

¿Qué es lo que determina la conveniencia o no de una inversión? ¿En qué se debe fijar un inversionista? Uno de los elementos es ciertamente la clasificación de riesgo, pero fundamentalmente un inversionista debe hacer su propio análisis crediticio, sus propias proyecciones sobre la empresa y sobre el mercado y sus alternativas de inversión. También debe considerar el precio de un instrumento. Un instrumento puede tener la mejor categoría crediticia, AAA, pero tener un precio tan alto que de todos modos no sea rentable para el inversionista comprarlo. Alternativamente, un instrumento de peor calidad crediticia puede ser muy rentable si tiene un precio relativamente conveniente.

Es muy importante la composición de la cartera de inversiones. Esto es relativamente técnico, pero no basta con preocuparse sólo de la calidad crediticia o de la conveniencia de un instrumento en particular, sino de lo que se denomina cartera de inversiones.

También es muy importante para los inversionistas institucionales, como los fondos de pensiones y las compañías de seguros, la regulación que los afecta.

¿Qué mensaje clave da la institucionalidad chilena tanto al inversionista como al mercado? Esto es una práctica internacional. La Superintendencias de Valores y Seguros y la de Bancos e Instituciones Financieras siempre han reconocido el consenso internacional que existe sobre el rol de las clasificadoras de riesgo. Ambas instituciones fiscalizadoras han emitido esta frase textual en sus normas: “La opinión de las entidades clasificadoras no constituye en ningún caso una recomendación para comprar, vender o mantener un determinado instrumento”.

¿Cómo clasifican? Hay distintas escalas. La que se ven en la diapositiva, es la más conocida y es similar a la de “riesgo país”, que las clasificadoras internacionales hacen para la República de Chile. Se trata de un ranking. Se asigna el “triple A” (AAA) para aquéllas que tienen la mayor calidad crediticia; luego comienza a bajar a “doble A”, después a “A” y finalmente a “triple B”. Todas las anteriores constituyen lo que se denomina “grado de inversión” y corresponde a lo que regulatoriamente pueden adquirir los inversionistas institucionales.

Bajo el ranking anterior se encuentra lo que se denomina “grado especulativo” o “no grado de inversión”. Ahí, se sitúa la “doble B” hacia abajo.

La Polar, hasta antes de que se destapara este problema, estaba clasificada en “grado de inversión”, pero en el nivel más bajo, esto es, en el rango de las “triple B”.

¿Para qué sirven las clasificaciones?

Explicó que ayudan al inversionista a evaluar su riesgo, le permiten calibrar sus modelos de análisis de riesgo, establecer umbrales de riesgo y guías de inversión y les permite cumplir con la regulación.

Respecto al emisor, mejora su acceso al fondo. Las empresas se clasifican, porque quieren diversificar su financiamiento. Les mejora su presencia con los bancos; les permite obtener fondos de otra manera, ya sea de capital, de deudas, a través de bonos, efecto-comercio, acciones, etcétera. Comunica a distintos interesados o al mercado en general su calidad crediticia; le permite establecer políticas financieras y tener un patrón independiente de comparación. En otras palabras, el emisor, en vez de tener un espejo interno que le diga cuán bueno o cuán malo es en los distintos aspectos, especialmente en el financiero o en el modelo de negocios, tiene una opinión independiente profesional.

Para que las clasificaciones sean útiles se deben cumplir varias condiciones. Primero, que sean independientes. Si el clasificador está relacionado, de alguna manera, con el clasificado o tiene otro tipo de intereses, entonces, no sirve. Debe tener un conjunto importante de características éticas; tener calidad profesional, ya que puede ser muy bueno, pero también debe saber su negocio y tener experiencia; tiene que llevar a cabo un proceso transparente que permita dialogar y confrontar con otras personas. Debe ser oportuna; por ejemplo, después de lo ocurrido con La Polar, no puede recién ahí bajar su clasificación. Reiteró que debe ser oportuna. Finalmente, debe tener un historial de buen desempeño, pues la clave para determinar si las clasificaciones de riesgo sirven es conocer su historial y cuán exitosas han sido en pronosticar calidad crediticia; qué porcentajes de las cosas que están bien clasificadas, al final, cayeron en incumplimiento.

Las Clasificadoras tienen estrictos códigos de ética y de conducta, que son conocidos. Ambos están en el sitio web, e inspirados básicamente en las recomendaciones de la IOSCO, organismo que agrupa a los reguladores de valores de todo el mundo, principalmente de las economías más desarrolladas, de la cual ciertamente Chile es miembro.

Tienen profesionales idóneos. Contratan profesionales de las mejores universidades chilenas y muchos con estudios de posgrado tanto en Chile como en el extranjero.

Metodologías adecuadas y transparentes.

Señaló que siguen políticas y procedimientos muy estrictos para evitar conflictos de interés y asegurar la calidad Tienen comunicación permanente con el mercado. No sólo informan a las superintendencias, a las bolsas, sino que tienen diversos sistemas de correos electrónicos con varios cientos o miles de personas a las cuales envían sus comunicados de prensa en cuanto se produce algún cambio. Además, están sometidos a la fiscalización de una regulación estricta.

En Chile, los clasificadores de riesgo, cosa que no ocurre necesariamente en otros países, tienen una doble fiscalización, tanto de la Superintendencias de Valores y Seguros como de la de Bancos e Instituciones Financieras. Asimismo, de alguna manera, en forma indirecta, están bajo una suerte de supervisión de la Comisión Clasificadora de Riesgo.

¿Cómo ha sido el desempeño de las clasificaciones como indicadores de calidad crediticia? Hay que ver qué porcentaje de aquellas emisiones o entidades que han clasificado han caído finalmente en incumplimiento. Afirma que la industria de clasificación de riesgo de las principales clasificadoras internacionales y las principales de Chile, entre las que se incluye, tienen un historial de desempeño muy exitoso. No hay entidades que tengan un mejor historial de desempeño que las clasificadoras de riesgo en cuanto a predictores de calidad crediticia, aunque haya habido errores.

¿Cómo ha sido el desempeño de estas clasificadoras? ¿Han acertado a los incumplimientos? Muestra que en la primera columna dice “triple A”, “triple B”, “triple C” y “C”, que corresponde a aquellos instrumentos que inicialmente fueron clasificados en triple A. ¿Qué ha pasado a lo largo de la historia de ese instrumento? Un instrumento que inicialmente fue clasificado en triple A, al cabo de un año no registra incumplimiento. Al segundo año, aumentó a 0,03 por ciento de incumplimiento; a los 10 años, sólo registra un 0,79 por ciento de incumplimiento -menos de 1 por ciento-. Al final, a los 15 años tiene un 1,09 por ciento. Hay correlación.

En el caso de la triple B, más o menos donde está La Polar, al cabo de un año tiene un 0,25 por ciento; a los 5 años, 2,43 por ciento; a los 10 años, 5,22 por ciento y a los 15 años un 7,71 por ciento. Luego está la triple C.

Eso es lo que se le pide a un sistema de clasificación de riesgo de crédito: que haya una buena correlación, en el sentido de que aquellas cosas que están mejor clasificadas tengan una menor probabilidad de incumplimiento y viceversa, o sea, las que tengan la peor clasificación tengan un más alto porcentaje de incumplimiento.

Hasta el momento, en Chile no ha habido incumplimientos. Sin embargo, se puede hacer otro tipo de ejercicio denominado matrices de transición.

En Chile -un estudio que ellos hicieron dos años atrás-, en 449 emisiones a las que hicieron clasificación se encuentra una correlación bastante adecuada, es decir, que el movimiento que hubo de los mejores clasificados hacia clasificaciones inferiores fue muy bajo y que los que tenían clasificaciones más bajas en el inicio comenzaron a tener un mayor deterioro.

La institucionalidad chilena de las clasificaciones.

Las clasificadoras están insertas en el mercado de capitales, en el que se encuentran, por un lado, los principales agentes como los emisores, los inversionistas, los intermediarios, los auditores y los clasificadores. Por el otro, están las autoridades, los reguladores: el Banco Central, las tres superintendencias, incluyendo la de Pensiones que es muy importante, y la Comisión Clasificadora de Riesgo. Ésta última es una especie de clasificadora orientada solamente a las inversiones de los fondos de pensiones y está formada por cuatro representantes de los fondos de pensiones y tres representantes del Estado: el superintendente de Valores y Seguros o quien él designe que lo represente, el superintendente de Bancos e Instituciones Financieras o su representante y el Superintendente de Pensiones.

Los fiscalizan la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, la de Valores y Seguros e, indirectamente, la Comisión Clasificadora de Riesgo.

Las leyes que se les aplican son la Nº 18.045 sobre Mercado de Valores, la de Bancos, el DL 3.500 sobre Fondos de Pensiones y diversas normas que han sacado la Superintendencia de Valores y Seguros, la de Bancos e Instituciones Financieras y la Comisión Clasificadora.

Rol que se les asigna.

Primero, son una empresa de giro exclusivo, es decir no pueden hacer otra cosa. Toda actividad complementaria tiene que ser autorizada por la Superintendencia. Por ejemplo, no pueden hacer consultorías. Si quieren hacer algo específico, como una valorización, deben pedir un permiso explícito a la Superintendencia.

No tienen rol de auditora, lo cual es clave en lo que se denomina la división de funciones dentro de la institucionalidad del mercado chileno y, en general, en el mundo. Tanto la Superintendencia de Bancos como la Superintendencia de Valores, han normado claramente basados en la experiencia y consensos internacionales en la materia. Las clasificadoras no son auditoras.

¿A qué los obliga la Superintendencia y los distintos agentes?

La Superintendencia de Valores señala que el análisis hecho por las clasificadoras no es el resultado de una auditoría practicada al emisor, sino que se basa en información pública remitida a la Superintendencia de Valores y Seguros, a las bolsas de valores y en aquella que voluntariamente aportó el emisor, no siendo responsabilidad de la clasificadora -esta es la clave- la verificación de la autenticidad de la misma.

La Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, en su circular N° 18, establece una cuestión casi idéntica, en el sentido de que el Mercado de Capitales se basa en el principio de la buena fe, lo cual está implícito en la información que les entregan los diversos agentes.

Ahora, si existe manipulación de la información, o se les entrega información maliciosa, incompleta, falsa, etcétera, no es el rol de las clasificadoras actuar como auditor ni investigador de la veracidad de la misma. Todo ello, por cierto, dentro de un marco adecuado y razonable que no permite al clasificador actuar de manera negligente.

¿Por qué La Polar estaba clasificada en Grado de Inversión?

El 8 de junio, el día antes del hecho esencial del 9 de junio, en que el directorio de La Polar comunicó que la información que había entregado era distinta a la real, mantuvieron una clasificación para los bonos corporativos de La Polar en categoría BBB+, lo cual le significó estar en el rango inferior de Grado de Inversión, o en la escala de 1 a 7, cercana al 4, siendo la AAA un 7.

Al día siguiente, La Polar entregó una nueva información mediante un hecho relevante, por lo cual bajaron su clasificación a BB+, pero en la categoría de CreditWatch, que es una lista de observación especial, en este caso, en carácter negativo, pues quedaron a la espera de información más concreta para tomar una decisión especial, siendo lo más probable que la clasificación siguiera bajando.

El 17 de junio, luego de que La Polar entregara más información, ya era obvio que su situación financiera no se condecía con la clasificación, por lo cual la situaron en la categoría más baja dentro del grado de inversión, salvo D, que es cuando se cae en incumplimiento.

El 8 de junio de 2011 La Polar fue calificada con BBB+, porque a la luz de la información pública y de aquélla que les entregó el emisor, sumada a la que recabaron por sus medios de fuentes razonablemente aceptables-, conforme a los criterios y metodologías de Feller Rate, era la clasificación que le correspondía.

Enfatizó que Feller Rate estaba convencida de que esa calificación era razonable, puesto que los indicadores financieros eran acordes con una empresa clasificada en BBB+. Además, tenía diversos elementos positivos, un fuerte posicionamiento de la marca, extensa cobertura geográfica, amplia base de clientes y experiencia en crédito, muy orientada a personas de ingresos medios y bajos.

Sin embargo, Feller Rate reconocía varios problemas, como una alta sensibilidad al ciclo económico, intensa competencia de la industria del retail en esos segmentos, alto nivel de endeudamiento, acorde con su categoría, y deterioro en el tiempo de su cartera de créditos, pero dentro de rangos aceptables.

Feller Rate tenía claro el deterioro financiero de La Polar. Afirmó que así lo señalaron en sus diversos informes y comunicados, por lo cual fueron bajando su clasificación. De hecho, la clasificación más alta que alcanzó en julio de 2005 fue categoría A y Perspectivas Estables, pero posteriormente vino la crisis, dado lo cual en julio de 2009, aunque mantuvieron la categoría A, la bajaron a Perspectivas Negativas, pues lo más probable era que su clasificación siguiera en caída. Eso ocurrió en octubre de 2010, cuando la clasificaron en categoría A-, Perspectivas Estables. Finalmente, en mayo de 2011, antes de que se produjera la debacle y se diera a conocer esta nueva información pública más catastrófica, ya la habían bajado a categoría BBB+.

Ellos detectaron el incremento, tanto en el endeudamiento de la empresa, como en la deuda media, morosidad y mayor plazo de su cartera y así lo señalaron en diversos informes y comunicados. Ello explica por qué fueron bajando la clasificación de riesgo de La Polar.

Feller Rate se dio cuenta que La Polar mostraba peores números que su competencia y eso explica las importantes diferencias de clasificación al 8 de junio de 2011, agregó. Al compararla con otras empresas, si bien ninguna del retail estaba en AAA -Codelco está en AAA-, la mejor clasificada era Falabella, cuya categoría es AA, Ripley en A, y La Polar en el rango de la BBB, o sea, un peldaño sobre el Grado Especulativo.

Las renegociaciones pactadas -no las unilaterales- son una práctica usual en la industria, que conlleva ciertos problemas crediticios. Por lo tanto, siempre pidieron a todas las empresas del retail, no sólo a La Polar, y a entidades que se dedican a otorgar crédito, información acabada sobre la naturaleza de sus renegociaciones.

La Polar les entregó antecedentes sobre ellas en diversas instancias, les informaron sobre su política de renegociaciones y cómo ellos requerían un abono a la deuda para renegociar. Para renegociar con un deudor, éste tiene que mostrar voluntad y capacidad de pagar en las nuevas condiciones que se le están ofreciendo.

Por supuesto, nunca les informaron de prácticas que les parecieran irregulares ni nunca les hablaron de renegociaciones unilaterales, comentó. Tampoco recibieron, ni hubo información pública que les hiciera sospechar sobre irregularidades; tampoco de los antecedentes que les entregaron.

Según la información entregada por La Polar al día 8 de junio, indicaba que su cartera normal, sin renegociaciones, alcanzaba al 80 por ciento y que la cartera con renegociación normal era de 20 por ciento. Pero el 17 de junio, cuando se aclaró la información, el 80 por ciento de la cartera sin renegociación decreció a 20 por ciento, la cartera con renegociación unilateral, que era cero, aumentó a 64 por ciento, y la cartera con renegociación normal disminuyó a 16 por ciento.

Feller Rate revisó los informes de control interno de La Polar y los últimos que revisaron fueron los correspondientes a 2009 y 2010, preparados por PricewaterhouseCoopers, empresa auditora que les merecía la mayor confianza.

Estos informes no contenían ninguna observación relevante que hiciera pensar en problemas significativos, ni menos en irregularidades.

Superintendencia respectiva, a todas las bolsas de valores y a la Comisión Clasificadora de Riesgo.

Además, como señaló previamente, lo enviaron masivamente a través de correos electrónicos y lo pusieron en el sitio web. Lo divulgaron de la forma más amplia posible. O sea, el mercado, los reguladores y los fiscalizadores conocieron estos informes, esta información.

El sistema falló, dado que, a la luz de la nueva información, la clasificación BBB+ no era la correcta. Sin embargo, creen que como empresa no fallaron en su función de clasificadora, atendido el rol que les asigna tanto el mercado como la práctica internacional, reconocida ampliamente, y la legislación y el regulador nacional. Cree que cumplieron a cabalidad la tarea, pues asignaron las clasificaciones que correspondían conforme a la información disponible. Más aún, piensa que el desempeño del sistema de clasificación de Feller Rate, su capacidad predictiva como indicadores de virtuales incumplimientos en el futuro de las emisiones de deuda y de la solvencia de la empresa, quedó intacta.

¿Cómo corregir este problema, si es que hubo fraude o alguna cosa irregular? Cabe preguntarse si las clasificadoras de riesgo debieran realizar auditorías o establecer otros mecanismos para evitar fraudes en la información. Ciertamente, no es el rol que les corresponde, no es el rol que se reconoce internacionalmente a esta actividad, de acuerdo con las mejores prácticas, y no es la función que la institucionalidad chilena les asigna.

El principal responsable de la información es el propio emisor, basado en el concepto de la buena fe que inspira al mercado. No pueden hacer auditorias y no corresponde que las hagan, agrega. No es legal y sería ineficiente. No tendría sentido que ellos auditaran nuevamente lo que en este caso hizo PriceWaterhousecooper.

¿Cómo puede perfeccionarse la institucionalidad?

El caso de La Polar no es único, hubo otros, como Inverlink y Schwager. Y dice que puede nombrar muchos más si sigue hacia atrás, tanto en Chile como en el extranjero. Esos casos no sólo fueron importantes desde el punto de vista de su popularidad en los medios, sino también por el impacto que algunos de ellos causaron en el mercado. Cree que eso refuerza significativamente una idea que se viene madurando, aunque con cierta lentitud, respecto de la necesidad de perfeccionar los gobiernos corporativos, tanto de las empresas emisoras como de las administradoras de fondos de pensiones, que administran los ahorros de buena parte de los chilenos. En todos esos casos, La Polar, Inverlink y Schwager, hubo alguna falla en los gobiernos corporativos, por lo menos mirado a posteriori.

Dentro de la institucionalidad chilena todo emisor de deuda, como todo el que tenga obligaciones, incluidas las compañías de seguros, los emisores de bonos y los bancos, tiene el deber de clasificarse. Pero no es el caso de las AFP, pues la actual institucionalidad no exige que algún ente externo, independiente, evalúe el desempeño de las AFP como administradoras de fondos. Es decir, no se le orienta. ¿Cómo se sabe si la AFP A o la AFP B administra mejor los fondos? Él piensa que todas cumplen la regulación razonablemente, porque la Superintendencia de Pensiones las fiscaliza, pero no hay manera de saber cuál es la calidad de esa administración.

Dos recomendaciones regulatorias.

Primero, le parece muy importante ampliar el actual sistema de clasificación de riesgo en cuanto a establecer un sistema clasificatorio de la calidad de los gobiernos corporativos que sea obligatorio para empresas abiertas de cierto tamaño y, en especial, exigir una clasificación y una evaluación, que sea realmente independiente, de la calidad los gobiernos corporativos de las empresas en las cuales pueden invertirse los fondos de pensiones.

Segundo, cree que debería haber un sistema obligatorio de clasificación de las administradoras y de los fondos de pensiones, que son dos cosas distintas, de manera que el afiliado pueda informarse de cuán bien están administrando sus ahorros y saber cuál es la calidad de la administración. También podría extenderse esta obligación a otros agentes importantes que cubren riesgos de la población, como las Isapre.

Respuestas varias.

Dijo que hasta el momento Feller Rate no han llevado a cabo ninguna acción judicial, penal o civil por no haber sido recomendado hasta el momento por sus abogados.

La última baja de clasificación que efectuaron antes de junio, el 20 de mayo, fue dentro de un proceso de revisión, porque estaban emitiendo efectos de comercio, que son papeles más cortos.

Asimismo, la participación de Feller Rate en el proceso de emisión de los últimos bonos de La Polar, por ser una empresa a la que venían clasificando desde hacía muchos años, lo normal era que los mantuvieran bastante informados de cuáles eran sus planes y políticas financieras. Sin embargo, lo que Feller Rate no hace nunca es recomendar, pues simplemente les informan sobre la emisión de un bono con determinadas características y plazos y les piden que clasifiquen. Básicamente, ése es nuestro rol.

En cuanto a la consulta sobre si la Comisión Clasificadora de Riesgos les solicitó alguna información adicional sobre el caso La Polar, afirma que no ocurrió. En muchas oportunidades los ha invitado a hacer una presentación sobre algún tema específico, pero no sobre el caso La Polar, en los 8 ó 10 años que llevan evaluando.

Las clasificadoras de riesgo miden la capacidad de pago de los deudores, y respecto del caso La Polar les preguntaron de qué manera analizaban en forma detallada su situación y si tuvieran acceso directo a información sobre los deudores.

En el caso La Polar hay dos elementos en paralelo: la clasificación corporativa de La Polar, con sus respectivos bonos y, segundo, los bonos securitizados, que no son emitidos por La Polar, pero sí contra una cartera de La Polar.

En cuanto a la clasificación corporativa de La Polar, lo que hicieron fue recoger información de parte del emisor, que es normalmente agregada, de la cual solicitaron lo que creyeron razonable, de modo que si en la perspectiva general, después de la batalla, él se pusiera a pensar en qué información no solicitaron, reconoce sinceramente, que no se le ocurre.

Más aún, como hay filiales dentro de la empresa que administran activos, parte del trabajo que Feller hace, lo que está un poco unido al tema de securitización, la efectúa una unidad que cuelga de nuestra división de análisis financiero, que revisa cuál es la calidad de administración de esas carteras. Eso lo hicieron, y de acuerdo con la información que tuvieron a la vista estaba razonablemente bien.

En el marco de la securitización, recibieron paquetes completos de carteras, decenas, cientos o miles. Siempre recibieron información específica sobre deudores; tienen el listado de deudores con todas sus características financieras, hacen correr los respectivos modelos y llevan a cabo simulaciones, es decir, se establecen diversos escenarios de estrés, proceso en el que no hubo ningún problema. De hecho, los bonos securitizados, si bien los tienen en observación especial, aún están en categoría AA. En ese análisis, que les permite analizar carteras individuales, no se detectó ningún problema.

Por otra parte, no corresponde a un auditor externo determinar si hubo o no renegociación, pero cuando se audita un banco y se solicita a una empresa, sobre todo a las más grandes, ratificar el saldo de determinada cuenta corriente, lo normal es que esa consulta se conteste, pero no ocurre lo mismo con las personas. Por lo tanto, si les dijeran que como clasificadora de riesgos deben empezar a meternos mucho más a fondo, por ejemplo, tendrían que preguntar a la señora Juanita si fue objeto de una renegociación, pero la pregunta es cómo puede constar lo que se les informe. Tendría que ser una labor más propia de Investigaciones que la de un ente analítico-financiero como el de ellos.

La información recibida, tanto a nivel agregado como de detalle, era coherente entre sí. Aun más, como tiene dos clasificaciones paralelas, una de las cuales es la de las securitizaciones, que son carteras masivas a las cuales tienen acceso y que muestran ciertas tendencias, ese comportamiento de alguna manera se conversa cuando se va a hacer una clasificación de bono, y en este caso había coherencia entre toda la información; no había nada raro.

Acerca de si revisaron los emisores bancarios, tanto Feller Rate como Fitch Chile, que son los principales clasificadores de entidades bancarias del país, ciertamente recibieron información sobre renegociaciones, puesto que constituye un elemento importante en el análisis de las entidades orientadas hacia el crédito de consumo. Las renegociaciones son parte usual de la actividad bancaria, y si están realizadas como corresponde no deberían presentar ningún problema.

Para el análisis crediticio es importante que se identifique cuál es el monto y las características de la renegociación, porque significa que la persona ya tuvo problemas, de modo que representa una luz amarilla, en el sentido de que algo potencialmente riesgoso puede estar ocurriendo.

Respecto de la independencia, a las clasificadoras se les critica internacionalmente porque les paga el emisor, porque la misma entidad a la cual le ponen nota nos pasa una factura. Efectivamente, hay un conflicto de interés claro, pero eso se debe administrar, y él cree que todas las clasificadoras razonablemente buenas tienen mecanismos bastante eficientes para evitarlos. El principal mecanismo es la separación absoluta entre la parte comercial y la parte analítica.

¿Cómo se asignan actualmente las clasificaciones de riesgo en una empresa como Feller Rate? Primero, hay un analista designado a cargo de clasificar, por ejemplo, La Polar, que trabaja en un equipo multidisciplinario, con su jefe, con las áreas de securitización y de gestión financiera. Ese analista, cuando hay que hacer una clasificación a esa empresa, va a un comité formado por gente calificada, analistas senior, el cual, según el tamaño e importancia de la empresa, puede estar constituido por un número impar, de 3, 5 o más personas.

En ese comité el analista presenta su caso y se vota en forma democrática, y en él no tiene derecho a voz ni a voto ninguna persona del área Comercial, ni siquiera el gerente general, sin perjuicio de que puede asistir a la reunión, porque es el responsable legal de la empresa y de alguna manera debe verificar que las cosas se hagan bien. En otras clasificadoras puede que incluso eso sea aún más estricto, pero en su caso el gerente general puede asistir a esas reuniones, porque tiene la responsabilidad legal de las clasificaciones.

Las clasificaciones se deciden en forma democrática, puesto que puede que a veces en una clasificadora haya más profesionales seniors que en otra o que haya un gerente de área que tenga mucho más experiencia o más peso dentro de la empresa que un analista que lleva 3 ó 4 años, pero eso se decide en forma democrática, porque el peso del cargo de un funcionario y el del jefe no vale más que el del analista.

Más aún, para evitar presiones de parte de terceros, de clientes, de inversionistas y de asesores financieros, si bien se sabe quién es el analista y el jefe, porque asiste a las reuniones, no se sabe quiénes componen el comité de clasificación. De hecho ni siquiera llevan un registro posterior de cómo votó cada una de las personas, con el objeto de que el analista tenga independencia.

Hay una lista larga en materia de procedimientos, afirma reconociendo que han llevado a cabo las adaptaciones de la guía de su afiliado estratégico Standard & Poor’s. Además de lo señalado, están las recomendaciones de la Organización Internacional de Comisiones de Valores, Iosco. Ofrece enviar el Código de Ética y de Conducta, en el que se explica muy bien cómo se evitan esos conflictos de interés.

Se han planteado otras ideas, las que suenan muy razonable para evitar o administrar mejor los aparentes conflictos de interés, por ejemplo, que los inversionistas, como las AFP y los fondos mutuos, sean los que paguen a los clasificadores, pero cree que ese planteamiento tiene problemas de fondo y de forma.

El problema de fondo es que el inversionista tiene el mismo conflicto de interés. O sea, si el inversionista tiene papel en su portafolio y le bajan ese papel sufre una pérdida importante, situación que al administrador, eventualmente, le puede costar su trabajo.

Por su parte, probablemente los inversionistas quieren que la clasificación sea más baja, ya que de esa forma pueden comprar más barato.

El otro problema que tal vez es más fácil de solucionar, pero que tampoco es tan simple, dice relación con cuánto y quién debe pagar, es decir, cuánto debe pagar, por ejemplo, Provida o la Compañía de Seguros Cruz del Sur. Sin embargo, independientemente de quién pague, lo que importa es cómo son las políticas y procedimientos que tiene cada clasificadora para asegurar su independencia y que el proceso de clasificación sea íntegro.

Otra pregunta que se ha planteado dice relación con la naturaleza de la información reservada que recibieron de La Polar. Por motivos legales, no se pudo referir a información reservada, pero el tipo de información que típicamente les entregan dice relación con la composición de su cartera, la cual luego se hizo pública, en cuanto a qué es lo renegociado, así como con la mora y detalles de la estructura socioeconómica. A veces, las empresas pueden hacer pública esa información, pero todos los antecedentes que no son públicos y que les entregan para su trabajo están amparados por una suerte de secreto o confidencialidad, aspecto que es fundamental.


Reciben diversa información de carácter no público de parte de La Polar, pero no sabe si alguna vez les señalaron que era muy confidencial. Probablemente no fue así, pero el equipo analítico lo podrá ratificar.

Un aspecto que es muy importante es que normalmente las empresas hacen una presentación para entregar información, más que entregarla físicamente, y siempre le dan un carácter reservado, por razones de competencia, la que generalmente dice relación con sus planes y proyecciones, porque si La Polar u otras empresas quieren abrir oficinas, por ejemplo, en Calama, La Serena o Coyhaique no van a querer que el competidor de al lado se entere. Hay muchas situaciones de esa naturaleza.

Por otro lado, se planteó la consulta de si la deuda promedio de las personas de La Polar era más alta que las que integraban las carteras de empresas competitivas, si se habían dado cuenta de esa situación y si les habían dado luces al respecto. Respondió que sí se habían dado cuenta, y eso es parte de las razones por las cuáles fueron bajando la clasificación de La Polar, por ejemplo, respecto de Falabella, que estaba cinco o seis subcategorías por debajo.

Además, había otra explicación, porque la orientación de La Polar es distinta, de allí que, por ejemplo, el cliente de Falabella es distinto al de La Polar. Ellos nos hablaban de la orientación socioeconómica. y lo otro es que hubo un aparente declarado cambio en la política de La Polar, en cuanto a que ellos estaban financiando bienes durables o un porcentaje mayor de bienes durables, los que ciertamente requieren un mayor plazo.

Se refirió a la posibilidad de modificaciones legales, reiterando que sugirió analizar dos proposiciones, una de las cuales estaba relacionada con la mejora de gobiernos corporativos, en el sentido de que para hacerlos más transparentes se debería establecer una clasificación, una evaluación o algún método externo. Sin perjuicio de la labor de las clasificadoras de riesgo, eventualmente puede haber otras entidades que hagan evaluaciones de la calidad de los gobiernos corporativos de las empresas y de los fondos de pensiones, como administrador de los ahorros de las personas.

Como modificación legal, éstas son limitadas, pero no ve necesario hacer propuestas para mejorar el sistema de clasificación de riesgos y auditorías que impidan futuros fraudes, porque no sabe si lo ocurrido en La Polar es un fraude. Eso lo tendrán que decir los tribunales de justicia, sin perjuicio de que ciertamente hubo irregularidades en la entrega de información, por poner lo ocurrido en términos suaves.

No cree que haya algún sistema institucional o mecanismo que impida totalmente los fraudes. Aun más, está seguro de que casos como este por algún tipo de comportamiento fraudulento en el mercado de capitales ocurrirán en el futuro.

Si uno se pone a regular fraudes para tratar de que, a todo evento, ellos no se produzcan, se podrían generar dos problemas, uno de los cuales es que se podría trancar absolutamente el mercado de capitales, respecto del cual siempre se habla de bonos y de los efectos en el comercio, pero también se debe considerar los efectos que eso tendría para la gente, puesto que sin mercado de capitales no habría crédito para la clase media ni para la gente de menores ingresos. Por lo tanto, si se colocan demasiadas trabas se produciría el estancamiento del mercado de capitales, lo que sería inefectivo.

En la historia de la humanidad siempre ha existido la tentación de redituar la comisión de fraudes cuando quienes los cometen no son sorprendidos. Por último, no cree que haya fallas en la regulación actual, sin perjuicio de que la legislación es perfectible, pero hay que tener cuidado de no poner controles o sistemas que sean ineficaces y muy costosos desde el punto de vista social.

Explicó que el responsable de entregar información adecuada, fidedigna, completa y oportuna es la empresa. De acuerdo con las políticas de auditoría, en la medida en que la información sea relevante para reflejar los estados financieros sobre los cuales se está pronunciando la auditoría, el responsable es el auditor.

Desde el punto de vista de Feller Rate ¿qué le piden a la empresa? Que tenga ciertas características y parten de la base del principio de la buena fe cuando ella les entrega información. Pero, a veces, la buena fe no basta. Entonces, ¿qué más le piden? Le solicitan que como empresa forme parte de la institucionalidad y que sea fiscalizada por un ente que les dé confianza, en este caso, la Superintendencia de Valores y Seguros, que es la entidad que fiscaliza a La Polar. Además, piden que se audite, pero no por cualquiera y para ello la calidad de su información es la base necesaria para construir su estado financiero.

Si se observa a los emisores en el mercado de capitales, se verá que todos son auditados, en general, por una de las cuatro grandes entidades internacionales más una o dos de las más prestigiosas auditoras chilenas. En este caso, está auditado por Pricewaterhouse que, a la fecha, era una de las cuatro auditoras más grandes y prestigiosas del mundo.

Sostuvo que no es el indicado para proponer normas para evitar futuros fraudes, agrega que estos son inevitables y recuerda en Caso Magdoff. Si hubo irregularidades o inconsistencias en la entrega de información, no quiere ser juez. Sin embargo, cree que se podrían mejorar muchos procedimientos, tal vez, como se sugirió, llevar el asunto a supervisión consolidada, esto es, que a quienes están en el negocio crediticio, que no sean bancos o instituciones financieras, se les someta a una fiscalización especial por parte de la superintendencia, etcétera No obstante, cree que cuando un grupo de personas inteligentes, pero no muy éticas, arman, en forma adecuada, una buena trampa, siempre van a tener un determinado porcentaje de éxito.

Aclaró que su empresa, por normas de la Superintendencia de Valores y Seguros y de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, no recomienda comprar, vender o mantener instrumentos, sino que es uno de los elementos que un inversionista razonable, como las AFP, debe tener en consideración para hacer su propio análisis.

La comisión clasificadora de riesgo, en su composición, tiene tres representantes de organismos del Estado, de las tres superintendencias, y son los encargados de fiscalizar, cada uno en su área, el desempeño de las instituciones del mercado de capitales. Si hubiese una clasificadora estatal, a lo mejor sería más perspicaz, más técnica que Feller Rate, pero también la habría clasificado en el grado de inversión. Pero en el momento en que una clasificadora estatal diga que un bono está en el grado de inversión, el Estado pasa a ser, no sé si explícita o implícitamente, aval de ese papel.

Acerca del rol del estudio Gutiérrez, señaló que la a verdad es que si se lee el informe del 20 de mayo de 2011 de Feller Rate, que motivó una baja en la clasificación en La Polar, y lo compara con la posterior carta del estudio Gutiérrez, encontrará algunos fundamentos similares, aunque redactados de manera menos técnica. Ellos no descubrieron algo que nadie más había descubierto. Desde esa perspectiva tiene mucho mérito que haya preocupación por el mercado y por los accionistas, pero no cree que ellos hayan hecho un análisis en donde hayan descubierto cosas que el resto del mercado no descubrió, incluso con los fundamentos que se pueden ver en los informes de Fitch, antes y después de la declaración.

Doña Valeria García, director senior de la empresa Feller Rates.

Acotó que se ha comentado que la deuda promedio de La Polar era sobre un millón de pesos por cliente, pero afirma que se está cometiendo un error conceptual para calcularla, ya que se está tomando información publicada por la Superintendencia de Bancos, pero se están mezclando conceptos de flujo, en circunstancias de que debieron ocuparse conceptos de stock. Si se ocupa el stock de la cartera de colocaciones y se divide por el número de clientes con saldos, que sería la operación correcta para calcular la deuda promedio por cliente, se obtiene que esa deuda es del orden de aproximadamente 600 mil pesos, no de 1.200.0000 pesos, como se ha señalado.

Si bien esa deuda, en promedio, es mayor que la presentada por otros actores del retail, una de las explicaciones que recibieron al respecto, es que el segmento al que apunta La Polar tiene restringido el acceso al sistema bancario, en circunstancias de que los clientes de otras tiendas, como los de Falabella, tienen opciones de financiamiento que incluyen créditos de consumo y el uso de tarjetas bancarias. En el caso de La Polar la única fuente de financiamiento es una tarjeta, la que está disponible para avances en efectivo y para su utilización en el comercio asociado, de manera que tenía un uso más profundo dentro del segmento al que estaba dirigido.

Asimismo, había un cambio en el mix de productos hacia bienes durables, los que por su mayor valor tienen un mayor plazo promedio, el cual hacía que las personas registraran una deuda promedio. Esa es una de las explicaciones que eran consistentes con la información que se viene entregando.

Explicó que la deuda promedio se ha calculado tomando información de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, ejercicio en el que el numerador corresponde al flujo trimestral de colocaciones correspondiente a la cartera de La Polar y el denominador son los clientes que registraron saldos. Sin embargo, lo correcto es que el numerador sea el stock de colocaciones para poder hacer el cálculo de la deuda promedio. La prensa está mezclando peras con manzanas. Lo que la gente compra con su tarjeta durante el trimestre es la información que se está utilizando, no la deuda.

En cuanto a los avances en efectivo, por ejemplo, Falabella prácticamente no tiene comercio asociado y, por lo tanto, el avance en efectivo es una participación mínima de sus colocaciones. En el caso de La Polar, por lo mismo y dado que es un segmento con menor acceso a otras fuentes de financiamiento, tienen una red más amplia de comercio asociado y hacen un uso más extensivo y más profundo de los avances en efectivo y de ese comercio.

Don Marcelo Arias, profesional de la empresa Feller Rate.

Señaló que para complementar lo de los avances en efectivo y comercios asociados, en general en las tiendas comerciales y casas de retail tienen composiciones entre cartera originada en la misma compañía. Con operaciones de retail de la misma compañía distribuyen también en comercios asociados, distribuyen en avance en efectivo y es normal ver que cerca del 20 por ciento del flujo de las colocaciones son en avances en efectivo, entre el 10 por ciento y el 20 por ciento, dependiendo de las casas comerciales, y entre el 20 por ciento y el 30 por ciento en comercio asociado y prácticamente la mitad de las carteras las originan las propias ventas de la compañía, con ciertas diferencias, como en el caso de CMR.

Por lo tanto, el hecho de participar en avances es también una tendencia usual en la industria y, en general, los avances en efectivo son otorgados a gente segmentada, a gente que ha mostrado un mejor perfil crediticio, que ha mostrado un buen comportamiento de pago, y ésos son temas que se evalúan dentro de los seguimientos que ellos hacen.

Respecto de los bonos securitizados el bono vigente corresponde al patrimonio 22 de la securitizadora del BCI, y es un bono que tiene una cartera de respaldo, en términos de saldos de capital, del orden de 65 mil millones de pesos. La cartera total de La Polar es del orden de 700 mil o de 800 mil millones de pesos, de acuerdo a la última información. Por lo tanto, se está hablando de una cartera que es un poco menos del 10 por ciento de la cartera global de la compañía.

Los bonos securitizados son ventas de carteras, y contra los flujos de esas ventas de carteras que se segregan en vehículos de propósito especial se emiten bonos. Por lo tanto, el riesgo depende única y exclusivamente de la cartera que se adquirió y de la retroalimentación de nuevos créditos sobre esos mismos clientes a los que se les vendieron originalmente. En los bonos securitizados, cada vez que hay una nueva operación, lo que ellos hacen es pedir al ente originador información de su cartera global y con ciertas segmentaciones, porque los créditos, en general, los emisores los compran con ciertos filtros, es decir, entre otros, que no tengan morosidad al corte, que no tengan morosidad histórica, que las cuentas o los clientes tengan cierta antigüedad y que no tengan protestos en Dicom.

Por lo tanto, piden información de la cartera global de la compañía y solicitan información de las carteras segmentadas. Ahora, lo que se hace es trabajar en términos globales, en términos consolidados. Se trabajan estadísticas de deudas promedio, se trabajan estadísticas de plazos, se trabajan estadísticas de morosidades y con eso se obtienen los comportamientos o los escenarios con los cuales se proyectan los stress en los bonos securitizados.

La información con la que se trabaja no es directamente proporcionada y procesada por las compañías. En el caso específico de esta emisión -sobre la base de lo que establece el patrimonio 22 de la securitizadora del BCI-, el BCI trabaja con un administrador maestro, que es el que supervisa cuán bien lo hace el administrador primario que, en este caso, es La Polar o TecnoPolar formalmente. Ese administrador maestro lo que hace es recabar del sistema los datos brutos de La Polar, operación por operación, a través de bases de datos electrónicos, de archivos electrónicos, y ese administrador maestro procesa la información y genera estadísticas con comportamientos consolidados de cartera. Ese administrador maestro revisa los datos en conjunto con la securitizadora, los validan, evalúan consistencia y una vez que los datos son consistentes con la información que presenta la compañía y hacen sentido, se lo envían. Una vez enviados, nuevamente Feller Rate revisan éstos como también los comportamientos de cartera y trabajan sobre la base de esa información.

Luego, la información que se toma para los bonos securitizados no es el nivel de provisiones ni de gestión que registra la compañía, sino que la información que sale de los datos brutos de los sistemas de ésta, que se procesa por un tercero que evalúa su consistencia y que les entrega reportes de gestión, los cuales contrastan con la información que entrega la compañía y, en este caso, todo hacía sentido.

Dado todos estos filtros con que se compran las carteras, los datos del patrimonio separado son distintos del comportamiento de la cartera global de la compañía y no reflejan necesariamente el comportamiento global, pues se está hablando de un 10 por ciento de la cartera general. Hasta el minuto, el comportamiento de ese patrimonio separado ha sido favorable. Desde el punto de vista de la administración, las recaudaciones de los dineros se han llevado tal cual estaban comprometidas. Es una cartera seleccionada, con ciertos filtros que mejoran su comportamiento y la operatividad de ese patrimonio no se ha visto afectada.

En la actualidad, los bonos están en una situación de creditwatch negativo a la espera de obtener más información. Se ha solicitado due diligence especiales sobre la cartera del bono securitizado para ver si eventualmente esa cartera está contaminada con el tipo de renegociaciones que hace La Polar y que ha salido a la luz pública. A la espera de ello y de cómo la situación financiera que enfrenta La Polar, de aquí al futuro, pueda afectar su gestión sobre las recaudaciones del patrimonio, es que los tienen en una situación de revisión especial con implicancias negativas, pero el flujo está llegando y la cartera y la caja que corresponde que debió estar hasta la semana pasada, en realidad, estaba.

Doña Rina Jarufe senior director de la empresa Fitch Ratings.

Sostuvo que en cuanto a las últimas cobranzas de La Polar, la empresa no realizaba cobranzas judiciales en el pasado. Pero en un momento dado comenzó a realizarlas y ésa es la causa de que haya habido un cambio tan abrupto en los números. Se dijo que se habían puesto muy firmes y que habían cambiado su modalidad, con lo cual se suponía que lograrían una mayor recuperación de la cartera en mora.

Dijo que lo importante fue el cambio de la clasificación después de la emisión del bono. Pero eso se debe a que sólo después de la emisión del bono salieron los nuevos resultados financieros.

La clasificación de La Polar se basaba en un modelo que complementaba muy bien el negocio financiero con el de retail. El negocio financiero es relevante dentro de la estructura, porque es importante que la cadena crezca, y lo bueno de La Polar era que había crecido mucho. Si lo había hecho con locales arrendados o propios, era sólo parte de la estrategia. Tanto en el extranjero como en Chile las compañías deben decidir si prefieren tener puntos de por vida y ser dueños de ese activo o arrendarlos para tener alguna flexibilidad. Cuando la opción es esta última, para la Calificadora la cadena tiene una deuda extra, que no tiene la que compra los locales, así es que ajustan los indicadores crediticios. Pero hacerlo de una u otra forma, no es ni bueno ni malo.

Acerca de la importancia del negocio financiero en La Polar, comparado con otros, hay que ver quiénes son esos otros, porque aquí se distingue Falabella de Ripley y Paris. Después está Hites y Abcdin. Probablemente La Polar es más parecida a un negocio como Hites o Abcdin, pero con un retail muy potente, con una cadena geográficamente diversificada, que había crecido, y con una marca reconocida. Las tiendas de La Polar en fines de semana, estaban llenas, lo cual para Fitch era relevante. Tenía un buen merchandising. Era un caso de estudio: un buen retail acompañado de un buen negocio financiero, que se complementan bien. Es el modelo con que se ha desarrollado el retail en Chile.

¿Por qué es más relevante que en Falabella? Es obvio, porque Falabella tiene una tienda por departamentos, que es la más potente en Chile, con el 33 por ciento de la participación de mercado, en donde es muy importante el negocio financiero. Pero también tiene a Sodimac, donde la tarjeta se usa menos y a Tottus, donde es muy baja la participación. Asimismo, tiene negocio financiero en Perú, aunque no está tan desarrollado, en Argentina y ahora también en Colombia. Entonces, en el fondo, esos porcentajes pierden significación. Ésta, en cambio, es una tienda por departamentos en Chile donde es muy fuerte el negocio financiero. Ahora, ¿qué es lo más relevante? Que había que controlar la cartera. Obviamente, la fortaleza de la cartera era lo que uno podía controlar.

Hasta fines de 2010, con cifras a septiembre, que fue cuando se clasificó el bono, la morosidad que mostraba La Polar, tanto los estados financieros como los datos que ellos tenían y que no estaban publicados en los estados financieros, como la cartera renegociada y los tramos de mora, les hacían ver que la cartera se había estresado en 2009. La Polar fue particularmente agresiva al seguir prestando plata durante ese año, cuando los otros retailer fueron más conservadores y prefirieron cerrar la llave en atención a que no se sabía cuánto duraría la crisis. Esta empresa, en cambio, decidió acompañar a sus clientes, como ellos dicen. Después vino el terremoto, así es que tuvieron que hacer repactaciones especiales.

La cosa es que subió el número de clientes con repactación y luego bajó. Las cifras oficiales están en el informe entregado a la Comisión y muestran cómo subieron y cómo bajó el número de repactados. Esas son las cifras que tienen. También estaba el tema de las provisiones. ¿Cómo se provisiona una cuenta incobrable? Es bastante estándar. Y es información pública, al igual que los estados financieros.

Ellos tenían, a fines de 2010, entre 80.000 y 90.000 millones de pesos en provisiones, para una cartera de 700.000 millones de pesos, aproximadamente. Cuando publicaron la información actualizada hasta fines de diciembre, lo cual hicieron en marzo, dijeron que harían más provisiones. Eso fue algo inesperado para Fitch y para el mercado. Dijeron que la cartera se veía un poco más deteriorada y que hacia adelante podía haber algunas pérdidas, por lo que provisionaron 40.000 millones de pesos extras.

Con esos datos, con esas cifras, decidieron bajar la clasificación y le pusieron A-. Pero era algo que no esperaban.

Lamentó que no haya de los cruces de las tarjetas, pero de acuerdo a lo que se entiende del sector, a la intuición, a lo que uno escucha y a la información, piensa que para el cliente de La Polar probablemente esa tarjeta era su vía de endeudamiento. Entonces, que sea más alto que el de Falabella o que el de una u otra tarjeta no salta ninguna luz de alarma.

Sólo diría que la luz de alarma la hacen saltar las provisiones que deberían estado en los estados financieros, que a fines del año pasado eran 80 mil, que con información al cierre, a marzo de este año, eran 118 mil millones y que después se dijo que eran 528 mil millones en un cartera de 740 mil millones.

Ningún escenario de estrés ni ninguna mentalidad deprimida pudo haber proyectado una cosa así. Los repactados - repactados normales- eran 20 ó 25 por ciento, ninguno de esos datos ni ningún estrés los hubiera llevado al escenario de provisión de incobrabilidad.

Se refirió al estudio de la consultora Gutiérrez y Silva diciendo que parte mostrando un hecho que todos sabían y era público sobre la cartera: ¿Por qué durante el 2009 a La Polar le va bien mientras a todos les va mal?

Lo que ellos indican de esa forma es que la cartera de La Polar creció. Fue la única cartera que creció durante el 2009, y exactamente fue así porque todos los otros retailers dijeron: nosotros cerramos la llave, somos conservadores, no queremos prestar plata en época de crisis. Y La Polar dijo: vamos a seguir acompañando a nuestros clientes. Crecieron en la cartera y eso es lo que preguntan los abogados, por qué le va bien a La Polar. Sencillamente, lo que pasa es que mientras una cartera crece un poco, las otras cierran la llave en general.

El Sernac avisó que había 400 repactaciones unilaterales, cuando tuvo la demanda; después dijeron que eran 2.000.

Si les hubiese llegado antes la información del Sernac, habrían ido a La Polar para hacer todo lo que hacen cada vez que tienen una información que no conocen. Si les hubieran avisado que había 400 repactaciones unilaterales, les habría preocupado saber si eso es legal o no y que además había una demanda. Reitera que les hubiese preocupado y habrían seguido el caso, pero nada de eso tiene relación con los 528 mil millones.

Comento, asimismo, que el 70 por ciento de las ventas de La Polar se hacía a través de la tarjeta, quizá ahora esté más cerca del 60 por ciento, pero desde el 2003 se observó un proceso de penetración de la tarjeta que fue muy relevante. La complementación de los dos negocios siempre fue igual.

Lo que fue creciendo y que lo fue haciendo con toda la industria, fue que la tarjeta se comenzó a usar en algunos comercios asociados, sirviendo para hacer avances en efectivo. En ese sentido, La Polar fue bastante cautelosa de no dar esos cupos para que se comprara en otros lados, pero cuando la industria en general iba hacia allá, comenzó a incorporar comercios asociados. Pero el negocio está concebido así, el retail financiero en Chile es así y es bien característico de la industria.

Aclaró que los hechos esenciales a partir del 9 de junio no tienen nada que ver con el tenor de las cosas que habían escuchado, ni con la demanda del Sernac ni con lo que pudo haber levantado el estudio. Eso correspondía a cifras que existían, pero lo que responde la compañía el 9 de junio es que un tema que nadie había visto antes. Eso es una sorpresa.

Lo que dice la compañía a partir del 9, el 13 y el 17 son sorpresas absolutas.

Don Alejandro Bertuol, Gerente General de la empresa Fitch Ratings.

Reseña de la empresa.
Indicó que Fitch Ratings, que fue establecida en 1917 y reconocida por la Securities and Exchange Commission en 1975, es en la actualidad una de las tres mayores agencias internacionales de clasificación y cuenta con el reconocimiento de los principales entes reguladores a nivel mundial.

El origen de su filial Fitch Chile Clasificadora de Riesgo Limitada data de 1988, cuando dio inicio a las actividades de clasificación de riesgo privado en el país. Se encuentra registrada y es fiscalizada por la Superintendencia de Valores y Seguros.

En 2004 Fitch Ratings fue la primera agencia internacional en adoptar los principios del Código de Conducta de la International Organization of Securities Commissions (Iosco), con lo cual incorporó las mejores prácticas recomendadas para la industria clasificatoria de riesgo.

Clasificación de riesgo.

La clasificación de riesgo es una opinión independiente sobre la capacidad de un emisor o instrumento para cumplir en tiempo y forma con sus obligaciones financieras. Es una opinión sobre el futuro, basada en un análisis de factores cuantitativos y cualitativos enmarcados en sus metodologías de clasificación, las cuales son públicas e inscritas ante los entes reguladores. Cree que esto es muy importante, porque es una visión sobre el futuro y la capacidad de pago, a diferencia de una auditoría, que es una visión hacia atrás para validar y certificar información histórica.

Para la evaluación crediticia se incorpora información pública, información con carácter reservado presentada voluntariamente por el emisor y los estados financieros debidamente auditados, entre otros elementos.

Las practicas a nivel mundial, su metodología de clasificación y la normativa nacional no otorgan a las clasificadoras funciones de auditoría o de certificación de información.

Cómo actúa la empresa.

Fitch aplica una amplia y precisa gama de políticas, procedimientos y estructuras organizacionales destinadas a reforzar la objetividad, integridad e independencia de sus opiniones, entre las cuales se incluyen las siguientes:

Una rígida separación entre los aspectos analíticos y comerciales;

Los analistas que participan en la asignación de clasificaciones no participan en discusiones de honorarios y no tienen conocimiento de las condiciones comerciales acordadas;

-La remuneración de un analista o de un grupo analítico no tiene relación directa con los ingresos percibidos ni con los resultados de las clasificaciones;

-El equipo analítico tiene prohibido prestar servicios de asesoría a transacciones o clasificaciones;

-Las clasificaciones se determinan utilizando una estructura de comité que incorpora miembros independientes;

-Comités interdisciplinarios e independientes revisan todas las metodologías y criterios de clasificación que utilizan a nivel mundial, y

-Fitch cuenta con un equipo de compliance a nivel mundial que monitorea el cumplimiento de sus políticas, incluyendo el Código de Conducta, manejo de inversiones, criterios de clasificación, procedimientos y controles internos.
Cabe destacar que tras una revisión en 2009, Iosco declaró que Fitch cumple ampliamente con su Código de Conducta a nivel mundial y la SEC, que es estadounidense, dictaminó que los procesos de auditoría interna de Fitch son “robustos”.

Relación con empresa La Polar.

Fitch inició su cobertura analítica de empresas La Polar S.A. en julio de 2003, ocasión en la que le asignó una clasificación en escala nacional de A-.

Según las cifras de cierre de 2002, La Polar contaba con 20 locales y, en términos de participación de mercado, se acercaba al 7 por ciento.

Hacia adelante la compañía mostró crecimientos en ingresos promedios anuales superiores al 20 por ciento y un aumento sostenido en el número de locales, que llegó a 44, y en el tamaño promedio por local, que llegó a cerca de 4.000 metros cuadrados.

La rentabilidad operacional -margen Ebitda- se fue fortaleciendo de la mano del crecimiento de la cadena y de la generación de economías de escalas, a la vez que el negocio crediticio se manifestaba como un relevante generador de Ebitda operacional, en un modelo de negocios en el que la complementación entre el retail y el negocio financiero generaba rentabilidades atractivas y permitía cautivar clientes leales. El uso de la tarjeta de La Polar en sus tiendas se mantenía sobre el 70 por ciento, lo que no escapa de los rangos observados en la industria.

La clasificación de La Polar evolucionó positivamente hasta antes de la crisis económica, habiéndose asignado un Outlook positivo a mediano plazo en julio 2005 y subido a A en escala nacional en junio de 2006.

Con la llegada de la crisis macroeconómica, a finales de 2008, Fitch asignó un Outlook Negativo a todo el retail financiero, incluyendo La Polar.

Como fue explicado en la nota de prensa publicada en diciembre de 2008, el Outlook o tendencia negativa asignado a La Polar reflejaba el ajustado escenario macroeconómico imperante, donde se esperaba que un nivel de gasto en consumo más restringido y mayores tasas de desempleo pudieran profundizar la tendencia negativa que habían comenzado a mostrar las ventas comparables del sector de tiendas por departamento en Chile, así como una rentabilidad más acotada para el negocio crediticio, el que podría verse afectado por mayores tasas de incobrabilidad. Lo anterior impactaría la generación de flujo de caja operacional de La Polar, presionando sus indicadores crediticios.

Pasada la crisis, Fitch cambió a Estable desde Negativo el Outlook de la clasificación de La Polar en julio de 2010, reflejando la expectativa que la compañía continuaría exhibiendo una reactivación de sus ventas de retail, que se había reflejado en Same Store Sales, a marzo de 2010, con un 14,3 por ciento, comparado con el 9,3 por ciento durante el cuarto trimestre de 2009.

Se esperaba que el portafolio de créditos de su tarjeta propia mantuviera un comportamiento adecuado de pago, reduciendo los niveles de gastos en provisiones, considerando las favorables perspectivas de reactivación del consumo y las mejores señales de estabilidad económica.

Esto es muy importante. Es necesario destacar que la información entregada voluntariamente por La Polar era consistente con los estados financieros auditados y la información pública disponible, sin que existiera indicio alguno de que dicha información era manifiestamente distinta a la realidad, lo cual se hizo público por etapas después del 9 de junio de este año.

Luego de que en marzo de 2011 La Polar reportara en sus Estados Financieros al 2010 un aumento inesperado en sus gastos y provisiones, Fitch bajó las clasificaciones de La Polar y asignó un Outlook Negativo. Eso es marzo de 2010.

La acción de rating reflejaba el deterioro mostrado por el negocio crediticio y su efecto negativo en la rentabilidad operacional y en los indicadores de endeudamiento de la compañía.

El Outlook Negativo asignado reflejaba la posibilidad de que el deterioro en el perfil de riesgo de los clientes no presentara un cambio de tendencia en el corto plazo y se mantuviera la erosión en la rentabilidad operacional de la compañía.

la compañía, lo que impondría mayor presión al flujo de caja, incrementando potencialmente sus niveles de deuda y/o estrechando su liquidez.

Las revisiones respecto de la cartera de colocaciones para el negocio financiero se realizaban de acuerdo a la metodología de Fitch para el caso de Retailers Financieros. Se solicitaba información que incluía, respecto al tamaño de la cartera de colocaciones, el comportamiento de la mora por tramo, provisiones, gasto en riesgo, gasto en provisiones, gastos en castigos, castigos brutos y castigos netos, así como también se solicitaban indicaciones respecto de las políticas para el otorgamiento de las carteras y políticas de provisiones y castigos.

Respecto de la evolución de los indicadores de calidad de cartera, como fue informado por la compañía en reiteradas reuniones e información pública al mercado, si bien presentaba algunos signos de deterioro luego de la crisis económica de 2008, fue decisión de La Polar el acompañar a sus clientes durante el periodo de crisis.

Junto con ello, luego del terremoto del 27 de febrero, se realizaron algunas campañas de apoyo a los clientes de la zona afectada alivianando el cobro y renegociando en caso de ser necesario, lo que llevó a presentar nuevamente signos de deterioro en la calidad de la cartera, situación que según se nos informó, ya hacia fines del 2010 estaba siendo subsanada por parte de las áreas de cobranza a través de una mayor gestión.

Observó que los indicadores de riesgo de la cartera y en vista de la estrategia y el segmento de clientes al que apuntaba la compañía, no eran comparables con retailers tales como Falabella, los que apuntan a un segmento claramente menos riesgoso y tenían un manejo sobresaliente del riesgo de su cartera, lo cual estaba reflejado en su clasificación en escala nacional asignada por Fitch a Falabella de AA.


Falabella presenta indicadores de provisiones en rangos entre 3 y 4 por ciento y en los periodos de crisis, con aumentos materiales en el desempleo, llegaron a niveles en torno al 6 y 8 por ciento.

En aquellos retailers como Ripley y Cencosud, que exhiben un mayor riesgo crediticio, los niveles de provisiones se mueven habitualmente en rangos en torno y bajo el 10 por ciento, mientras que, como era de conocimiento público, la estrategia de La Polar apuntaba a un segmento menos bancarizado, dentro de los segmentos socioeconómicos C2-C3 y D, y por lo tanto era esperable que sus niveles de provisiones sobre colocaciones brutas se movieran en rangos de entre el 11 y el 15 por ciento.

En términos de la cartera renegociada, La Polar mostró un incremento durante el 2009, situación que fue revirtiéndose a partir del cuarto trimestre de 2009, cuando la economía y el retail mostraban signos de recuperación.

El porcentaje de renegociados que entregó la compañía para el año 2010 y primer trimestre 2011 se ubicaba bajo el 20 por ciento, lo que no estaba fuera de rango de los retailers comparables.

El 1 de junio de 2011 Fitch se reunió con ejecutivos de La Polar, a la luz de los resultados del primer trimestre de 2011, que estaban recientemente publicados, para analizar y conversar sobre la evolución que estaban proyectando.

En esa reunión del 1 de junio los ejecutivos comentaron que estaban fortaleciendo la gerencia de riesgo y que estaban creando una subgerencia de cobranzas para agilizar la gestión.

Se afirmó que toda la cartera con mora de más de 180 días estaba provisionada en un 99,9 por ciento, que estimaban que el monto de provisiones para el 2011 sería similar al de 2010, en el orden de 120 mil millones de pesos en provisiones y castigos, y que el porcentaje de renegociados llegaría a fin de año a un 15 por ciento. A su vez, se indicó que el free cash flow se esperaba positivo.

Se ve que las provisiones no estaban entre el 20 y el 15 por ciento; que las provisiones en 120 mil millones estaban muy escasas en relación con lo que surgió al mercado el 9 y luego el 17, que ciertamente la empresa no tenía la capacidad de generar un free cash flow positivo.

Luego, en junio 2011, en vista de la información que fue hecha pública a través de los hechos esenciales del 9, 13 y 17 de junio, la cual indicaba cifras con respecto al riesgo de la cartera de crédito diametralmente distintas a las que se habían analizado y a las entregadas por la empresa hasta la reunión sostenida el 1 de junio, Fitch bajó sucesivamente la clasificación hasta llegar a la Categoría C en escala nacional, que indica un alto riesgo de incumplimiento.

Por último, consideró, que es muy importante destacar que el proceso de clasificación de Empresas La Polar cumplió con los estándares, políticas y metodologías de Fitch Ratings. Lo que era imposible de conocer y tomar en cuenta en dicho análisis fue que la información suministrada por parte de la alta gerencia de la empresa al mercado, a los entes reguladores y a esta clasificadora era falsa.

Precisó que no han tomado aún la determinación de presentar una querella a raíz de la entrega de información que no se condice con la realidad, lo cual salió a la luz pública a partir de los hechos esenciales declarados el 9 de junio. Han facilitado toda la información a los entes competentes que están realizando las investigaciones del caso, pero no han tomado una decisión en orden a iniciar o no alguna acción judicial.

En cuanto a si la Comisión Clasificadora de Riesgo les solicitó una opinión o una reunión de trabajo para hablar sobre los fundamentos de las clasificaciones, lo hace con cierta frecuencia, pero no lo hizo en el caso de La Polar.

Por otro lado, agregó que los fundamentos fueron bien analizados dentro del proceso de la clasificación de riesgo. El cambio surgió de la información nueva que se entregó al mercado, la cual no se condecía con las provisiones que se estaban llevando a cabo.

El tema de fondo es la información con la cual se realizó el análisis. La clasificación estaba bien hecha según la información que recibían y que se entregaba al mercado. Fitch siempre ha reconocido el potencial conflicto de interés que existe no sólo con el modelo que impera a nivel mundial, donde el emisor paga, sino que esto se produce, como mencionó Álvaro Feller, en cualquier modelo donde alguien está contratando una opinión, bien sea un inversionista, bien sea un Estado, bien sea un ente regulador o el emisor. En todos los casos existe la posibilidad de presión.

El tema es saber cuál es el esquema que se maneja para gerenciar ese potencial conflicto. Está en el código de conductas.

Los insumos de información que trabajan como clasificadores son los de conocimiento público de mercado, los entregados por el emisor, los estados financieros y los conocimientos que tienen como Fitch a nivel mundial. Hoy tienen más de 60 mil clasificaciones asignadas en cien países. El proceso de clasificación en el comité es colegiado e incluye expertos en el área del retail a nivel regional que participan en sus comités. Entonces, es una visión bastante analítica y muy profunda, pero en el fondo se basa en la calidad de la información que reciben. No tenían ningún indicio de que la información que se les estaba suministrando no reflejaba la realidad de la empresa.

Añadió que la información sobre la cartera del negocio financiero, de moras, de provisiones, de renegociaciones, estaba bien evaluada dentro del contexto de la evaluación que tenían que hacer. Por lo tanto, esa clasificación estaba bien asignada, porque estaba basada en información que estaban recibiendo. Eso es importante destacarlo.

Con respecto a los conflictos de interés, tienen una política a nivel mundial. Son 99,6 por ciento propiedad de Fitch y deben regirse por todos los estándares que Fitch tiene a nivel mundial en términos de las exigencias. No sólo son las exigencias de los mercados nacionales donde operan, sino que también de un enfoque particular en la Unión Europea y en la CEE, y eso lo tienen que cumplir a nivel mundial.

Sobre lo que es el manejo de potenciales conflictos de interés, la separación de lo comercial con lo analítico es muy estricta y es fiscalizada.

La información reservada es en términos de la estrategia, en términos de información adicional que solicitaban de la cartera, del negocio, de las diferentes estrategias de financiamiento, desde el punto de vista de la normativa. También sus manuales, procedimientos y metodologías exigen que la clasificación sea continua, con un control y seguimiento continuo, pero que esté vigente en todo momento.

Cuando un emisor decide hacer una colocación o emitir al mercado conversa con ellos, desde el punto de vista de la flexibilidad financiera, en términos de información, las razones que tienen para hacer esta colocación, el impacto que puede tener en el perfil crediticio, pero no les consulta sí o no. Lo recomiendan y lo que hacen, dado el control y seguimiento continuo que tiene, es actualizar la información para la clasificación del instrumento que se va a emitir y las particularidades de éste. Pero la clasificación está vigente. La colocación que se hizo en septiembre es una actualización de una información que tenían y con eso se asigna la clasificación al instrumento.

Fitch tiene la clasificación del patrimonio Nº 22 de BCI Securitizadora en este momento en AA en escala nacional, con una tendencia negativa que obedece a las inquietudes que pudiesen existir en términos de contaminación de la cartera, pero no han visto la recaudación dentro del patrimonio. No se ve alterada en relación al ritmo que llevaba el año pasado y hay liquidez en el fondo. El BCI ha dejado de recomprar cartera de La Polar, por lo que está copiando dentro del patrimonio separado.

Don Luis Enrique Álamos, socio de la empresa Pricewaterhousecoopers.

Explico que la empresa La Polar no los autorizaba para asistir a la Comisión Para gestionar la autorización en La Polar mandaron una carta y llamaron a su presidente, don César Barros; pero el abogado de La Polar, don Juan Enrique Allard, no los autorizó a vulnerar el compromiso de confidencialidad, lo cual les provocó una frustración bastante grande. Pero realizaron una exposición y contestaron preguntas. Además, están en proceso con la Superintendencia y con las Fiscalías por lo que tienen una carta de confidencialidad.

No se sienten víctimas de todo esto, sino parte de las víctimas. Consideró que todo fue un engaño grande hecho por una serie de ejecutivos. Por eso, hicieron una denuncia pública en la que están especificados varios de los delitos que, a su juicio, cometió esa gente.

Alejandro Joignant, que es la persona que estuvo a cargo de la auditoría ha sufrido mucho, porque, para ellos, esto ha sido grave. Es un profesional que lleva 20 años trabajando en PwC y 10 años como socio. Tiene un MBA en la Universidad Católica, es ingeniero comercial y contador auditor. Realmente, tiene mucha experiencia. Al respecto, está convencido de que hizo una muy buena auditoría.

Luego, se refirió al tema de la confidencialidad. Explicó que tiene consigo el contrato suscrito con La Polar. En todos los contratos viene una cláusula que dice: “La informaciyn que obtenemos, accedemos o recibimos, sea en forma oral, por escrito o por cualquier otro medio, en el marco de la prestación de los servicios profesionales objeto de la presente carta de contratación, es considerada información confidencial y será utilizada exclusivamente para el cumplimiento de los servicios encargados por la presente, y no será divulgada a ningún tercero sin previo consentimiento del cliente, salvo que puedan ser solicitados por la Superintendencia de Valores y Seguros (u otra), los tribunales de justicia u otra autoridad, en cuyo caso nos veremos obligados legalmente a proporcionársela, bajo las condiciones de privacidad y confidencialidad que la ley establece”.

Agregó que tiene en su poder una copia de la carta que el socio principal dirigió al presidente de Empresas La Polar, don César Barros. Hoy, Empresas La Polar, a través de su abogado señor Juan Enrique

Allard, les informó telefónicamente que no los liberaba del deber de confidencialidad. Por eso, en la presentación se refirió a una empresa de retail de similares características a La Polar, pero no pudo referirse a temas específicos de dicha empresa.

Recalcó que era una lástima que no hubieran podido hacer algo más completo, como lo que habían preparado, con los ejemplos de La Polar, como era su intención, porque podrían haber dejado bastante más claro qué fue lo que les pasó en este caso. Su conclusión es que fueron víctimas de un engaño y deseó a la Comisión que pudiera seguir avanzando en su investigación hasta el final.

Luego respondiendo algunas preguntas de los señores Diputados opinó que le parece un exceso que algunas personas participen de 15, 20 ó 30 directorios.

Agregó que en ninguna parte del mundo se hacen auditorías de fraudes periódicas, pero cree que hacerla todos los años, en todos los clientes, es demasiado.

Opinó que la mayoría de los fraudes están ligados al sector financiero, de manera que cree que es una muy buena idea que en ese sector se lleve a cabo una auditoría de fraude o auditoría forense cada cierto número de años, pero en los sectores más riesgosos.

Recordó que el honorario que cobraron en el caso de La Polar, representa menos del 1 por ciento de los ingresos que tienen como firma. Por lo tanto, se sienten absolutamente independientes frente a La Polar. Como política, no pueden tener acciones ni bonos ni ningún tipo de instrumento de ningún cliente de Price en el mundo. Eso se cumple y está absolutamente seguro de que ninguna persona de la firma tenía relación económica con La Polar. Eso ha sido chequeado, lo mismo que la calidad del trabajo que hicieron, también fue chequeada por gente que vino del extranjero a corroborar que estaba bien hecho, además de la independencia. Por lo tanto, recalcó la independencia de PwC. Con toda responsabilidad. Asimismo, afirmó, que el problema no está en que al auditor le pague el propio cliente, porque el auditor arriesga su prestigio Su único activo es el prestigio y el talento de las personas que trabajan en Price.

Según la ley de Gobiernos Corporativos, en Chile no puede haber un socio que atienda a un cliente de auditoría por más de cinco años. En el caso de La Polar, Alejandro Joignant llevaba cuatro años atendiendo a ese cliente, con un máximo permitido de cinco años, de modo que en ese sentido ellos cumplían con la ley.

Puntualizó que PwC no tenía interacción con el Sernac, y cree que tampoco existe una interacción entre los distintos servicios públicos, porque por la prensa supo que el propio Superintendente de Valores y Seguros se enteró a través de los medios, de la situación de esta compañía con el Sernac.

Reiteró que todas las revisiones se hacen sobre la base de sus estadísticas, con un alto nivel de confianza, y llegan hasta los documentos fuente cuando las circunstancias así lo requieren.

Dijo que una auditoría, que es una compañía muy transaccional, como ésta, se basa principalmente en los controles, y siempre se baja a los documentos fuente, pero con distintas intensidades, según la calidad de los controles.

Don Renzo Corona, socio de la empresa Pricewaterhousecoopers,

Descripción de PricewaterhouseCoopers.
Dijo que PricewaterhouseCoopers Chile es una firma chilena que tiene el uso de la marca PricewaterhouseCoopers. Es una firma que se fundó en 1914, en Valparaíso, y que lleva casi cien años en este país.

La firma la conforman 36 socios y la integran más de 1.200 profesionales y técnicos. El personal está compuesto prácticamente por un 50 por ciento de hombres y un 50 por ciento de mujeres.

PwC es una de las firmas que cada año emplea la mayor cantidad de profesionales jóvenes recién salidos de las universidades. Considera a la empresa como una segunda universidad. Todos los años contratan del orden de 120 personas recién egresadas de las carreras de auditoría, ingeniería en sistemas e ingeniería comercial.

Tienen cinco oficinas a lo largo de Chile e integran varias asociaciones gremiales, como el Colegio de Contadores y el Instituto de Auditores. Participan activamente en distintas universidades, en las que muchos de sus socios y gerentes hacen docencia. Por último, cuentan con una lista de aproximadamente 2.000 empresas, que son sus clientes.

¿Qué cambiar a la luz de estas experiencias?

Lamentó que la explicación deba basarse sobre un caso teórico similar al de una empresa como La Polar, al no haber sido autorizado por Empresas La Polar para referirse al trabajo que hicieron allí.

En segundo lugar, sobre la base de su experiencia - reitera que PwC que es una firma que lleva casi cien años en Chile-, comentó las cosas que pudieran traducirse en mecanismos de mejora para reducir el riesgo de que situaciones como ésta vuelvan a ocurrir en el futuro.

Las empresas registradas.

Al respecto, señaló que les parece que sería una buena iniciativa que todas las empresas sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros estén obligadas a tener un comité de auditoría. Hoy no es así, puesto que el comité de directores que nació con la ley de Opas y que posteriormente fue ratificado en la ley de gobiernos corporativos, no es exigible para todas las compañías.

También les parece que sería interesante establecer que este comité sesionara, al menos, una vez al mes, porque no hay ninguna obligación en términos de la cantidad de sesiones que el comité debe tener.

Por otra parte, y recogiendo otras legislaciones, también les parece útil señalar que los miembros de ese comité deben ser independientes de la administración de la compañía y de la compañía misma. No es presentable que los miembros de ese comité hagan negocios con la compañía o tengan empresas que hagan negocios con la compañía. Asimismo, sus ingresos sólo deberían corresponder a su rol de directores y a su rol en dicho comité y no tener ningún otro tipo de interés en la compañía.

También les parece que al menos un miembro del comité debería ser un experto financiero contable.

Relató que la ley Sarbanes-Oxley de Estados Unidos obliga a que uno de los miembros del comité sea un experto financiero contable, y hay que designarlo; hay que señalar quién es el experto financiero contable, para tener una contraparte válida.

Por último, también les parece que sería interesante que se estableciera la obligación de que el comité se reúna con los auditores externos en forma periódica y que al menos una vez al año lo hagan sin la presencia de la administración. Lo que ocurre hoy, en la realidad, es que los auditores externos se vinculan principalmente con la administración y bastante poco con el directorio.

Agregó que otro tema muy interesante es establecer canales seguros para que personas al interior de la empresa, o del exterior, puedan hacer denuncias sobre malas prácticas. En otras legislaciones incluso se ha considerado, además de la protección para la gente que delata alguna mala práctica, la existencia de incentivos. En Estados Unidos, por ejemplo, una persona que delata una mala práctica en un contrato que vincula al Gobierno recibe un premio por el ahorro que eso significó para el Estado. Si sabe de alguna licitación en que hay algo que no procede, como que se está asignando a la empresa más cara o se está favoreciendo a alguien, lo denuncian. Esto ha resultado ser, como demuestra la historia, el canal más efectivo para detectar fraudes.

En relación con los directores y los ejecutivos de las compañías, en Chile mentirle al auditor externo es gratis. En otros países, si se prueba que un ejecutivo, o un director, mintieron a un auditor externo, podrían sufrir una pena con privación de libertad. Aquí eso no ocurre y la auditoría de estados financieros necesariamente se basa en la información que a entregan a la Auditora y el sistema de auditoría de estados financieros no está preparado para detectar información maliciosamente adulterada. Para eso existen las auditorías forenses.

Otro aspecto interesante, copia de otras legislaciones, es que ejecutivos y directores deberían tener la obligación de reintegrar los ingresos variables que han obtenido cuando se ha demostrado que los estados financieros con los cuales obtuvieron esos ingresos variables corresponden a información deliberadamente errónea.

Por último, un tema muy importante es que la remuneración variable de ejecutivos y directores no debe estar basada en los mismos indicadores; debe haber un control por oposición. No es una sana práctica que los ejecutivos y los directores tengan una remuneración variable basada, por ejemplo, en el precio de la acción. No es razonable. ¿Por qué? Porque tiene que haber un control por oposición de funciones entre los directores de una compañía y los ejecutivos de la misma.

En relación con los auditores externos, creen que también hay cosas que mejorar. Una de ellas es que los auditores no pueden solicitar información directamente a terceros. Señaló que ellos le preguntan a la compañía -porque no tienen otra forma de hacerlo- con qué abogados trabajan y le piden que les diga a esos abogados que les informen. Carecen de las atribuciones para pedir directamente la información que necesitan; no pueden, por ejemplo, pedir información a los bancos, a los clientes, a reparticiones públicas, etcétera. Todos los pedidos de información se hacen a través de la compañía.

Asimismo, les parece que el auditor externo debería tener la obligación de informar al comité de auditoría de todos aquellos casos en los cuales exista más de una alternativa de principio contable. Los principios contables a veces ofrecen alternativas. Un mismo hecho económico, una misma transacción se puede tratar de dos formas, y ambas son correctas. Son alternativas distintas para un mismo hecho. Les parece interesante que el auditor exponga ante el comité si una es más prudente que otra, si el mercado ocupaba más un criterio que otro, porque el hecho de que ambos sean aceptados no significa que eso no deba explicarse claramente.

Por otra parte, la contabilidad está llena de estimaciones. Por ejemplo, una estimación tremendamente importante es la provisión para incobrables de una cartera de clientes. Esas estimaciones, que pueden incidir significativamente en los estados financieros, son llamadas estimaciones contables críticas. Les parece interesante que los auditores externos se planteen ante el comité y debatan sobre las bases que se han utilizado para hacer las estimaciones contables críticas respecto de los estados financieros.

Por último, les parece que el auditor debería informar si ha tenido alguna potencial diferencia o alguna discrepancia con la administración, aunque esa discrepancia haya sido resuelta en buena forma. Y si no ha tenido ninguna discrepancia, les parece interesante que comunique por escrito al comité, informando que no ha tenido ninguna discrepancia.

Está convencido que la auditoría de estados financieros tiene utilidad, porque en una auditoría de este tipo se detectan muchos errores, lo que pasa es que no está diseñada para detectar fraudes cuando la información es maliciosamente adulterada.

Agregó que respecto al estado financiero todos culpan a Pricewatherhousecoopers, sin embargo, cuando alguien invierte, el estado financiero es un elemento más del proceso. En caso contrario, las corredoras de bolsa y las AFP no tendrían tremendos departamentos de estudio con gente muy especializada, pues sería tan fácil como tener a alguien que sepa leer un balance y ya está. Por lo tanto, cree que es una visión muy simplista tratar de hacer creer que alguien que invierte lo hace únicamente basado en un estado financiero.

Afirmó que las lecciones aprendidas sobre este caso forman parte de la autorregulación que tiene PricewaterhouseCoopers. La empresa pertenece a un instituto de firmas de auditores externos, motivo por el que también fueron invitados a la Comisión de Hacienda, en la que muchos de estos temas los presentaron con motivo de la tramitación del proyecto de ley sobre Gobiernos Corporativos.

Lamentó también no poder referirse al caso específico de La Polar, sin embargo, y producto de la presentación que han hecho sobre una empresa modelo, tiene la convicción de que el trabajo que hicieron en La Polar se ajusta a los mejores estándares. Además, esa empresa modelo es un buen ejemplo para poder ver el trabajo que hicieron en esta caso en particular.

Concluyó que toda obra humana es perfectible, por lo que sería soberbio y estúpido decir que esto no pudo hacerse mejor, pero en los 100 años de historia de la compañía jamás habían estado involucrados en un caso similar.

Don Sergio Tubío, socio de la empresa PricewaterhouseCoopers.


Expresó que cada vez que una empresa solicita una auditoría, normalmente dice: “queremos que nos auditen”. Y cuando se hace la primera aproximación para entender lo que necesita una empresa, realmente recorre muchas cosas. Si se toma la información contenida en los libros, se encontrarían muchos tipos de auditoría, lo que a veces confunde en términos de saber cuál es la necesidad real.

Qué se hace en una auditoría de estados financieros.

Sostuvo que algunas empresas tienen problemas fiscales y quieren que les hagan una auditoría fiscal y una revisión tributaria de todos los aspectos de cumplimiento respecto de las leyes fiscales; en cambio, otras piden auditorías sobre temas de cumplimiento legal. Todas esas cosas no son en sí una auditoría de las que hacen ellos para revisar estados financieros.

El auditor interno, que también existe en muchos tipos de compañías, es el que siempre está presente en las entidades revisando no sólo las cuentas y los procedimientos, sino que también los temas de operación, de eficiencia, de autorización y de control.

Muchas empresas les piden que les hagan auditorías de due diligences, que están focalizadas en los flujos que produce una compañía y en la recuperación de los activos.

Las auditorías forenses se hacen cuando existe la presunción de que hay un clima de fraude o en un ambiente complejo en el cual puede haber fraude.

También puede haber auditorías integrales, que incluyen estados financieros, controles, sistemas, cumplimiento legal, etcétera.

Indicó que para precisar el alcance del trabajo de PwC, señaló que éste es de auditoría de estados financieros, que es una especie particular de auditoría. Para tratar de simplificar esta explicación, esta auditoría tiene que ver con efectuar un examen sobre ciertos estados financieros en base a dos marcos. Es decir, no se hace como a cada uno le plazca, sino que existen normas que reglan el proceder, llamadas Nagas, Normas de Auditoría Generalmente Aceptadas, que en Chile son prácticamente idénticas a las internacionales. A través del cumplimiento de dichas normas, se puede verificar que los estados financieros cumplen con un estándar contable, que, en lo sustancial en Chile, son las Normas Internacionales de Información Financiera. Es decir, se puede verificar que los estados financieros no incluyen errores relevantes que hagan que no estén cumpliendo con ese marco contable en particular. Ese es el objetivo final de este trabajo. Ahora, si se pide expresamente, en otro tipo de entorno y con otros profesionales, se pueden realizar auditorías forenses, due diligentes y otros tipos de audito-
rías. Pero, en este caso concreto se está hablando de auditorías de estados financieros.

Cómo se hace una auditoría.

Explicó que una auditoría parte de un marco de referencia, que son las normas contables; implica un proceso de evaluación de la entidad y de los términos de referencia. En el fondo, existe un acuerdo preciso de cuál es el marco contable a cumplir, cuáles son los estados financieros y cuál es la comprensión del trabajo que se va a hacer.

Luego, todo esto genera un proceso relacionado con la evaluación del ambiente de control y con indagaciones vinculadas con el funcionamiento global de la compañía en términos de si el ambiente de control es saludable o no. El objetivo es entender cuál es el entorno de auditoría. Incluso, hacen dicha evaluación desde el proceso de aceptación de cada cliente y desde la renovación del contrato anual de auditoría, porque si detectan la existencia de ejecutivos con una trayectoria mala o cuestionable, la verdad es que ellos prefieren no aceptarlos como clientes.

Posteriormente, se procede a hacer una evaluación de los controles generales y del sistema. Esto significa entender si los sistemas, en términos de las segregaciones de funciones del área de sistemas o de los perfiles de acceso y demás aspectos, son realmente aptos para que podamos desarrollar una auditoría adecuada y confiar en entornos altamente transaccionales y en ciertos controles que se desarrollan de esa manera. También se hacen procesos de indagación a la gerencia.

Como consecuencia de todo ello, se elabora un plan concreto de auditoría y se pasa a efectuar pruebas detalladas. En el cuadro que muestra a continuación, explica que aparecen dos tipos de pruebas. Una de ellas tiene que ver con controles automáticos. En el mundo actual, todas las compañías masivamente transaccionales se mueven a nivel de sistemas. Hoy, todas las transacciones están contenidas en sistemas. Incluso, todos los comprobantes están en sistemas. Por ejemplo, cuando uno desea viajar en avión, no hay ningún papel que se mueva, sino que todo es transaccional a nivel de sistemas, como la venta del pasaje, el check-in, etcétera. O sea, hay todo un sistema que permite llegar desde una punta a la otra de la transacción con un registro adecuado.

También existe un esquema de pruebas de controles, las cuales son complementadas con lo que ellos llaman pruebas sustantivas. Éstas son pruebas físicas, de papel, y son tradicionales dentro de la auditoría. Por ejemplo, si existe un documento, hay que revisarlo; si existe una transacción que deja una huella, revisarla; si existen acciones legales, confirmarlas con un abogado. En otras palabras, son pruebas más tangibles.

Una auditoría se mueve entre las pruebas de controles y las pruebas sustantivas. Cuanto más perfectos son los sistemas, más evidencia y más satisfacción en la auditoría se obtiene a través de las pruebas de controles; y cuanto más débiles son, más es necesario apoyar en las pruebas sustantivas. En definitiva, en este proceso se recopila evidencia de auditoría a través de probar controles, testear que éstos funcionen perfectamente y que las transacciones sigan los flujos y las autorizaciones que deben seguir. Asimismo, si hay ciertas transacciones que no son posibles de procesar a través de esos sistemas, son rechazadas por el sistema. Lo mismo ocurre con las pruebas sustantivas.

Una vez que se recolecta suficiente evidencia, tanto de pruebas de controles como de pruebas sustantivas, se procede a evaluar aquello y se está en condiciones de emitir una opinión de auditoría, en términos de señalar si los estados financieros cumplen con los estándares adecuados. Es difícil explicar en forma rápida un proceso que demora mucho tiempo. De alguna manera, el foco de la auditoría se centra en verificar si los estados financieros cumplen con un estándar contable, que, de acuerdo con las normas de la Superintendencia de Valores y Seguros, son las Normas Internacionales de Información Financiera.

¿Cómo son las auditorías en una empresa de retail como La Polar?

Comentó que los equipos de trabajo que atienden a ese tipo de compañías son multidisciplinarios. Dado el tamaño de esa empresa, son equipos de alrededor de 15 personas en promedio. Y son multidisciplinarios porque se requiere de expertos en sistemas y procesos. De hecho, hay una completa revisión basada en sistemas y procesos. Hay gente que revisa temas tributarios. Si bien no es el foco de la auditoría, también hay que verificar las cuentas tributarias.

Por otro lado, hay un área puramente financiera, de retail financiero o retail puro, y de retail de tiendas por departamento -retail de consumo-. Y también, como existe un ala financiera, existe la participación de especialistas de riesgo de crédito y especialistas en instrumentos financieros. Es decir, el equipo de trabajo que se monta en estas auditorías es realmente grande en términos de cantidad y de especialidad también.

¿Cómo se distribuye habitualmente el trabajo en el año? La gente piensa que la Auditora está todo el año en una compañía y ésa es una de las grandes distinciones entre la auditoría interna y la externa. La auditoría externa de estados financieros no está llevándose a cabo todo el año, sino que normalmente tiene su foco en ciertas visitas a lo largo del año. En junio hacen una revisión limitada y una planificación, es decir, parten con la planificación, siguen con una revisión limitada, y hacen un prebalance y una visita de control interno. Durante todos esos tiempos se van haciendo procesos de revisión de controles, de pruebas sustantivas, etcétera, todo lo cual termina con la visita, que normalmente es entre enero y febrero, en la que se revisan los estados financieros definitivos al 31 de diciembre de cada año.

En retailers de tamaño medio, como este caso, en general se utilizan entre 4 mil y 6 mil horas de trabajo. Lo aclara para que se tenga una estimación de cuál es el esfuerzo que implica desarrollar estos procedimientos que no son pocos. Si se calculara cuántos papeles de trabajo en promedio tiene una auditoría, se vería que hay como 2 mil en cada base de auditoría. Y cada papel de trabajo normalmente tiene entre 3 y 5 procedimientos. En promedio, esa es la cantidad de procedimientos que se hacen. No es una prueba, sino que son muchísimas. Deben hacerse muchos muestreos estadísticos, pruebas sustantivas, pruebas de detalle, etcétera.

Lo primero que hay en la fijación de los términos de referencia es lo que la gente conoce como carta-contrato. Para ellos, es una carta que establece los términos de referencia, que garantiza que ambas partes, tanto el auditor como la empresa auditada, estén conscientes de en qué consiste este trabajo y de las limitaciones que tiene una auditoría de estado financiero, porque, por su naturaleza, tiene ciertas limitaciones, de las que ambas partes deben estar conscientes.

Esta carta tiene una sección donde se define su responsabilidad, el marco contable que se va a usar, el marco de normas de auditoría que se va a utilizar. También tiene una sección que define la responsabilidad por los estados financieros. Aquí están extractados párrafos genéricos de estas cartas, porque estas cartas no son un invento particular para este caso, sino que se firman por todas las firmas en el mundo, por todos los clientes en el mundo que requieren una auditoría, y corresponde a un estándar internacional en cuanto a su texto. Difiere sólo en puntos y comas la que puede firmar un cliente respecto de otro. Entonces, esa carta establece claramente que los estados financieros son de responsabilidad de la administración de la sociedad, como un acto donde la administración reconoce que ese estado financiero es de su cargo y de su propiedad y que, en definitiva, nuestra función es auditarlos. No son dueños de ese estado financiero ni responsables del mismo.

Además, la administración es responsable del debido registro de todas las transacciones, del mantenimiento de esos registros, de la salvaguarda de los activos y de la implantación de los controles internos. Ello está expresamente firmado por la compañía. Tiene secciones de responsabilidad por entrega de información y salvaguarda de los activos. Asimismo, en esa carta expresamente se comprometen a poner a disposición del auditor toda la información disponible en la compañía. También declaran y manifiestan que son responsables de la salvaguarda de los activos, de la prevención y detección de fraudes, de la prevención y detección de errores, etcétera. Es una carta donde se toma bastante conciencia por ambas partes de qué corresponde.
También se declaran las responsabilidades por eventuales manifestaciones erróneas y se incluyen ciertas cláusulas que son propias de las limitaciones de la auditoría. Explica que las limitaciones provienen, porque no se revisan todas las transacciones Se hacen revisiones muestrales, porque, de lo contrario, si quisiera verse todo, en este tipo de compañías que tienen millones y millones de transacciones, se podría estar 3 ó 4 años para revisar sólo un año operativo de la compañía.

Entonces, en esencia, la naturaleza de las pruebas es muestral, y mucha de la información es proporcionada por la compañía. Vale decir, si se quiere saber dónde hay stocks en una compañía, iré a revisar esos stocks en todas las bodegas donde se sabe que los hay. Pero si existe una bodega que no deja un rastro en la contabilidad y que nadie declara que existe, no hay manera de saberlo. Lo mismo ocurre si alguien trabaja con 10 abogados; sólo se sabrá que son 10 porque les pagan contra boleta o por lo que fuera. Pero si en realidad hay uno más y nadie lo declara, no hay manera de saberlo. Es decir, hay ciertas cosas que lamentablemente no hay manera de conocerlas si no es por manifestaciones de la propia gerencia. Eso hace que de manera inherente la auditoría tenga una limitación. Justamente aquí se dice expresamente que las auditorías están sujetas a esas limitaciones y que, por lo tanto, pueden no detectar errores, fraudes u otros actos ilegales con un impacto que pudiera ser directo y significativo sobre los estados financieros.

Existen otros párrafos, que PwC dejó impresos sobre este tipo de cartas que ellos firman. Es importante decir que tampoco una auditoría necesariamente va a detectar cuando existe encubrimiento mediante confabulación o encubrimiento malicioso de cierta información o falseamiento malicioso de cierta información. O sea, los errores normalmente se detectan, pero si es malicioso podría no detectarse ese dato.

Lo anterior es lo primero que se hace en el acto de comenzar a auditar.

Luego viene el proceso que explicó de manera genérica. Respecto a las gerencias se hacen indagaciones cruzadas a todas en general, ya que a veces llama la atención cuando las indagaciones no coinciden. Ese tipo de procedimientos se hace para entender si todo es consistente como marco general antes de pasar a las pruebas de detalle. De alguna manera, cuando se comienza a auditar transaccional mente esa entidad, desde el punto de vista sistémico, se comienza a mirar todo lo que tiene que ver con el área de IT, el área de tecnología, en cuanto a qué tan robusta es en el desarrollo de programas, qué tan robusta es en la administración del cambio y en la seguridad en los cambios a esos programas, de modo de garantizar que sean solamente aquellos autorizados.

Se revisa el acceso a los programas, los datos, las bases de datos e, incluso, los perfiles de datos, de quiénes tienen acceso a cada tipo de dato, de quiénes no, de quiénes deberían tenerlo y quiénes no, de acuerdo a sus funciones, etcétera.

Una vez que tienen satisfacción de que esos entornos generales funcionan bien, van a las pruebas de controles de las aplicaciones propiamente tales del sistema, es decir, si los accesos a las bases de datos y a los sistemas son adecuados. Entonces sí pueden verificar y de repente confiar -si son buenos los controles- en que determinadas transacciones se procesan de la manera en que el sistema sólo permite hacerlo.

Los ciclos transaccionales en los retailers que normalmente revisan tienen focos en los ingresos por ventas y cuentas por cobrar. Estas últimas se refieren a las carteras de crédito; existencias, proveedores y costos; remuneraciones y costos laborales. En ese sentido, estos sistemas son los más críticos. Obviamente, se complementan con un montón de pruebas sustantivas, incluyendo visitas a tiendas y centros de distribución, participación anual en inventarios, etcétera; y todos los temas de aspectos informáticos.

En la revisión de controles generales de tecnología, en La Polar se aplicaron más de 300 pruebas en distintas plataformas sistémicas de la compañía, entre las que están: todos los temas de autorizaciones, conformaciones de cuentas de usuarios, accesos, todos los registros de logs de auditoría del sistema, todo lo que tiene que ver con encriptar contraseñas, etcétera.

Una vez que están satisfechos de esos entornos y controles computacionales, bajan a las pruebas directas sobre las transacciones vivas y, en especial, a la vulnerabilidad del sistema. Como ejemplo de estas pruebas, sólo para controles a nivel transaccional de los ciclos relevantes -no para todos-, hay más de 100 pruebas: actividades de control sobre créditos y sobre ventas en los terminales POS. Estos terminales se encuentran en las tiendas donde se hacen básicamente todas las transacciones rutinarias -toda transacción del sistema de retail entra por ese punto de acceso de venta-, actividades de control sobre pagos, validar las actividades de control sobre cobranza, etcétera.

Ejemplos de pruebas de controles sistémicos en las aplicaciones de detalle.


Se efectúan pruebas de validación a los controles automáticos de los sistemas de clientes para verificar que permitan mantener un control de que las renegociaciones y operaciones efectuadas estén dentro de los rangos permitidos. En otras palabras, cuando se habla de renegociaciones en un retail financiero, se parte mirando la política, porque es obligatorio que tengan una política escrita y aprobada por el directorio. Una vez que ésta se analiza en profundidad y se comprende, y se llega a la convicción de que es la adecuada, se contrasta con los sistemas, para verificar que éstos sólo permiten procesamientos de acuerdo a esa política. Incluso, hacen pruebas intentando vulnerar los controles. Para ello, se les configura un perfil de jefatura de crédito superior al del nivel medio, y la auditora trata de vulnerar todos los controles que están previstos en la política. La única manera de satisfacerse y de poder concluir que es favorable es cuando se llega a la conclusión de que estos controles no pueden ser vulnerados. ¿Por qué? Porque el universo de transacciones es tan alto, que la mayor satisfacción de auditoría viene por la prueba de los sistemas.

Otro ejemplo de pruebas de detalle de renegociaciones.

Se seleccionan muestras estadísticas con alto nivel de confianza para verificar la aplicación de las políticas oficiales de la compañía: existencias de solicitudes de renegociación, existencias de pagarés firmado por el cliente, fotocopias de cédula de identidad, resúmenes de renegociación, firmado por el cliente, y autorizaciones. Todo esto se hace sobre la base de muestras estadísticas, desarrolladas en base a software de selección, donde se asigna un alto nivel de confianza para verificar que nada se escape.

Verificación de las provisiones de riesgo de crédito.

Se revisan en forma detallada los modelos que utilizan las distintas compañías del retail, la forma en que se digitaliza la evaluación y el riesgo para los distintos segmentos que, de alguna manera, están en línea con las mejores prácticas en materia de provisiones de riesgo. Se analizan los montos de castigo de la cartera, las tasas de provisión en comparación de la industria y se verifica que estén de acuerdo con los estándares para este tipo de cartera.

Otro de los procedimientos sustantivos que habitualmente se hacen son las confirmaciones a terceros. Por ejemplo, confirmación de abogados.

Se obtiene carta de confirmación de los asesores legales de la compañía para que nos informen respecto de causas, litigios, inscripciones de bienes u otros asuntos relevantes que existan en sedes judiciales, administrativas o en las que fuera. Los temas relevantes como una mediación ante el Sernac o demanda colectiva corresponden que sean informados por los asesores legales.

Una vez que se hace todo esto y que va retroalimentando prueba tras prueba la evidencia de auditoría, llega el momento en que hace la evaluación de si todos los procedimientos realizados son suficientes para sustentar la auditoría realizada. Ahí se debe decidir si se realizan más pruebas o si la auditoría se encuentra lista para ser firmada.

Cuando se considera que hay evidencias suficientes, se pide al cliente una manifestación escrita. La auditoría tiene ciertas limitaciones inherentes, reitera. Esta carta de confirmación de representaciones de la gerencia es una confirmación escrita de muchas cosas que no se puede obtener de papeles, de revisión de controles o de cualquier otro procedimiento de auditoría, por ejemplo, las cuentas bancarias y los abogados con los que opera. La única manera es preguntar. Pero también tiene como fin que la gerencia se haga responsable del estado financiero que está entregando. Ellos piden un certificado de gerencia, que es un párrafo estándar, pues lo firman todos los clientes a todas las auditoras, y que dice: “Reconocemos la responsabilidad de la gerencia en cuanto a presentar razonablemente los estados financieros, la situación financiera...” -etcétera-. “Asimismo, reconocemos nuestra responsabilidad de diseñar, implementar y mantener un sistema de control interno que asegure la preparación y presentación de los estados financieros de manera razonable, libre de representaciones incorrectas significativas, ya sea debido a error o fraude. Los estados financieros consolidados han sido aprobados por la administración superior y considera que éstos presentan razonablemente...”. Todas estas son manifestaciones confirmatorias que ellos les hacen respecto de que asumen la responsabilidad sobre esos estados financieros. Además, les indican que todas las actas de junta de accionistas y de reuniones han sido transcritas a los libros y que éstos son todos los que existen, que no conocen la existencia de irregularidades que impliquen a la gerencia o empleados que desempeñen cargos de importancia dentro de ésta, pues obviamente son los que pueden vulnerar todos los esquemas de control; que no conocen posibles violaciones a leyes y reglamentaciones; que no han existido notificaciones de organismos de control con respecto a incumplimientos o deficiencias en las prácticas de información financiera, que podrían tener un efecto significativo sobre los estados financieros. Todo esto, en definitiva, da el corolario final a la toma de responsabilidad por parte de ellos de la evidencia de auditoría que han obtenido. Y si realmente es consistente, se emite el informe final.

Esto es un proceso de auditoría que probablemente si se quisiera explicar con más detalles necesitaría todo un día, concluye.

Relación entre la auditoría externa de estados financieros y la detección de los fraudes.

En realidad, creen necesario, sobre todo en un país como Chile, que no tiene tanta cultura de lidiar con estos problemas, comprender en forma más profunda el tema del fraude, cómo se produce, cómo se detecta y qué cosas se pueden hacer para que no vuelvan a ocurrir. Para eso hay muchos estudios hechos por consultoras como PwC, pero prefirió presentar algunos tips de la organización más reconocida en el mundo en términos de estudios de fraude, que no tiene que ver con consultoras, sino que es gente independiente que hoy en día tiene capítulos en 150 países. Se refirió a la Asociación de Examinadores de Fraudes Certificados, que tiene sede en Estados Unidos.

Extractó algunos datos del último reporte que emitió -lo hace una vez cada dos años-, que incluye el estudio de 1.843 fraudes en 106 países, incluyendo casos de Chile. La verdad es que se pueden sacar muchas lecciones de este estudio en términos de qué pueden hacer las compañías y el mercado para cambiar un poco, explicó. Primero elaboraron estadísticas mediante las cuales establecen que todas las compañías pierden, en promedio, un 5 por ciento de sus ingresos producto de fraudes. Es espeluznante escucharlo.

También concluyen que, independientemente del país en que ocurra el fraude, las mecánicas, los métodos, las formas y manifestaciones han sido similares en todos los países; que la industria que normalmente se ve más afectada es la que tiene que ver con negocios financieros, como es el caso que en análisis, y que, en general, los perpetradores de alto nivel son los que causan las mayores pérdidas y los más difíciles de detectar, en términos de tiempo. Sacó fotos de algunos de los gráficos de este estudio donde se ve claramente que los fraudes realizados por este tipo de gente de alto nivel normalmente recae sobre el falseamiento de información financiera, que son los que más tardan en ser detectados. El gráfico muestra cuánto tiempo tardan en ser detectados, lo cual es consistente con lo que está pasando aquí.

Del mismo modo, estudian cuál el medio más utilizado para detectar los fraudes y, curiosamente, llegan a la conclusión de que es el soplo, esto es, el dato que alguien entrega a alguna otra entidad o persona que es capaz de levantar el tema. Y esto es consistente desde que comenzaron su primer estudio en el año 2002 en adelante; siempre es la primera causa por la cual se detectan los fraudes. De hecho, ellos muestran el gráfico en el que se aprecia que, en este caso, el soplo es la fuente de detección para un 40 por ciento de los casos; que la revisión de la gerencia es fuente para un 15 por ciento y que la auditoría interna lo es para un 14 por ciento. Lamentablemente, la auditoría externa representa solo un 4.6 por ciento.

También muestran todas las organizaciones víctimas y los controles antifraude que tenían. Obviamente, al ver cuáles son los controles antifraude, se llega a determinar cuáles son los mejores controles que una compañía debiera aplicar para que esto no le ocurra.

En lo que respecta a la delación compensada, se debe decir que es un mecanismo extremadamente eficiente, al igual que cierto tipo de hotline.

Las vacaciones mandatorias, cada vez que rota la persona, también son una fuente muy efectiva de detección de fraude.

Las auditorías sorpresa -no las externas-, también son un medio eficiente para la detección del fraude. Desafortunadamente, casi todas las organizaciones victimizadas tenían auditoría externa.

Las organizaciones que aplican el hotlines -línea de denuncia-, son las que más detectan los fraudes. O sea, queda en evidencia que este mecanismo debería implantarse de modo masivo para contribuir a que esto no avance o, al menos, para minimizar el riesgo.

Al final, el estudio llega a una serie de conclusiones que establecen que el fraude es un problema global y que si bien es similar en todos los países, no en todos se da una cultura antifraude desarrollada en otros mercados. Este es un aprendizaje a internalizar, pero se debe tener claro que en general ni los esquemas de control que montan las compañías ni ciertos aspectos que regulan los gobiernos corporativos incorporan todos estos temas antifraude.

Las organizaciones deberían implementar los hotline, para recibir estos tips independientes de manera anónima y segura. Esto se traduce en que las auditorías sorpresivas son una herramienta efectiva, lo mismo que el entrenamiento del personal en materia de fraude y de los comités de directores en la detección de las denominadas “banderas rojas” de fraude.

Lamentablemente, los gráficos no dan cuenta de que sea la auditoría externa la que detecta el fraude, porque no es subjetivo. Sin embargo, sin entrar en esa discusión, planteó que hay muchas tareas por hacer, en términos de desarrollar una cultura antifraude. En la medida en que la manera de hacer negocios se globaliza, también algunas malas prácticas llegan como parte de ese proceso de globalización.

Don Alejandro Joignant socio de la empresa PricewaterhouseCoopers.

Fue el socio encargado de atender a La Polar en estados financieros durante cuatro años. Indicó que se siente tremendamente frustrado al no poder comentar en detalle las pruebas de auditorías, las evidencias que han obtenido, las cartas que recibieron y las informaciones que obtuvieron. Tenían una presentación hecha con todos estos antecedentes. En lo particular, ha sido sometido al escrutinio de la firma, como corresponde a las circunstancias, proceso en el que se ha revisado su trabajo y se han hecho controles de calidad y de independencia extremadamente extremos.

Precisó que le pagan por ser independiente. Por lo tanto, insistió en la frustración de no poder revelar temas de La Polar, comentando que le afecta mucho la gente que tuvo algún detrimento en sus fondos previsionales, pero explica que esta camisa de fuerza que les puso La Polar es insoslayable.

Comentó que en la prensa habían informado de la existencia de eventuales servidores paralelos. Explica que al llevar a cabo una auditoría les informan respecto de qué servidores operan las transacciones, y sobre esos servidores específicos hacen todas las pruebas de auditoría. Eso se hace por un sentido de orden lógico, pues no tiene mucho sentido para una auditoría de estados financieros revisar un servidor que tenga, por ejemplo, relación con temas de mercadotecnia o cosas que no impactan directamente en los estados financieros.

Sobre las relaciones de la cartera, si toman la información pública que existe respecto de La Polar los rangos de provisiones de incobrabilidad que tenía La Polar eran sustancialmente mayores al promedio de la industria. Los niveles de castigo que surgen de las notas de estados financieros eran altísimos comparados con el promedio de la industria. Por lo tanto, toda la información que obtuvo le configuraba un escenario que le permitió firmar una opinión sin salvedades, como fue el caso. Si hubiese conocido la existencia de actos ilícitos por ningún motivo habría firmado una opinión en esas condiciones, sería un acto suicida, agregó.

Insistió en que estaba muy complicado por el hecho de que La Polar no les permitió liberarnos del secreto, pero es lo que les tocó vivir en este evento.

Don Stefan Larenas, Presidente de la Organización de Consumidores (Odecu).

Labor realizada por Odecu.
Informó que en 2009 habían hecho un estudio de todo el retail, principalmente de Falabella, La Polar, Ripley y los bancos asociados. Esa información la subieron a su página web.

También hicieron un estudio de cinco bancos, con apoyos internacionales de Consumers International y la Fundación Avina. Incluso un estudio sobre Ripley fue hecho con la Asociación Peruana de Consumidores, en el marco de su trabajo en responsabilidad social.

Por lo tanto, las cláusulas abusivas en los contratos del retail y de los bancos eran algo bastante conocido, porque ya el año 2009 ellos también habían presentado una demanda colectiva -la única y la primera- a siete bancos de la plaza por cláusulas abusivas en los contratos hipotecarios.

Hizo notar que las acciones colectivas en Chile tienen una demora. Ellos demandaron en 2006 y recién a fines del año pasado les dieron la admisibilidad de dos demandas. Mientras tanto han perdido otras dos contra los bancos.

Opinó que hay asimetría en estos procesos, porque las cláusulas abusivas han existido en los contratos del retail y en los bancos desde mucho antes de que estallara el caso la Polar.

Los otros casos tienen este tipo de cláusulas que en definitiva dan toda la potestad y las facultades al emisor del crédito, en desmedro del consumidor.

Para ellos este es un tema recurrente, que lamentablemente salta a la luz pública a propósito de ciertas personas o ciertos directores que exageraron en lo que se refiere a las repactaciones unilaterales.

Dijo que si bien ellos nunca detectaron que hubo repactaciones unilaterales, sí descubrieron que los contratos, en el caso específico de La Polar, eran conducentes a que estas cosas sucedieran, porque daban al retail, a La Polar, facultades poderosas para hacer lo que estimaran conveniente.

ODECU, que tiene el programa www.misdeudas.cl y que trabaja desde hace más de 10 años en protección al consumidor de la sociedad civil, no pretende demonizar el crédito, ya que ha significado para muchas personas el acceso a bienes y servicios que con su sueldo no podrían alcanzar.

Sin embargo, el problema del crédito, que también es el mandato de esta Comisión, es que existe una institucionalidad legal que facilita todo tipo de abusos. Menciona, específicamente, las cláusulas de aceleración, el anatocismo, es decir, intereses sobre intereses, y todo lo relacionado con las comisiones y cobros abusivos.

Por lo tanto, para ellos, el caso La Polar sólo grafica un hecho que ya era anómalo.

Cómo enfrentar esta situación.

Destacó que les parece muy positivo que el Sernac tenga una mesa de trabajo con el retail para eliminar cláusulas abusivas y desea que ojalá después el resultado sea transparente y las medidas administrativas sui generis, pero que son medidas administrativas en definitiva, como el sello Sernac.

Acerca de las cláusulas abusivas, ODECU había pedidos a las autoridades, tanto a las anteriores como a las actuales, que revisaran administrativamente la situación, porque era el mandato de la ley. Revisar administrativamente habría significado que muchas de las cláusulas que hoy están en cuestión no existieran, porque eran ilegales a la luz de la ley del consumidor. Pero ninguna autoridad administrativa lo hizo. Por lo tanto, el problema de La Polar permite mirar hacia adelante y tratar de hacer las cosas de la mejor manera posible, ya que el crédito llegó para quedarse. Es de esperar que sea un camino a una mejor calidad de vida y que no se transforme en un infierno para muchas personas, como hoy lo es.

No hay participación ciudadana.

Comentó que algunas veces se han reunido con la Superintendencia, pero sólo esporádicamente, al igual que con la Superintendencia de Aguas. Pero todo es siempre fragmentado, sólo para abordar problemas de la coyuntura. La única vez que se juntaron con el Sernac en forma regular fue con ocasión del problema de las farmacias, ya que el director de la época tenía dificultades y quería saber cuál era su opinión. Recién se instauró el consejo consultivo, pero hasta ahora sólo ha habido una reunión.

Ahora bien, el problema de fondo aquí tiene que ver con la participación ciudadana, con la enorme frustración que existe por la falta de participación ciudadana. Los invitan a los diversos consejos consultivos, pero sólo para que, con suerte, queden en un registro, porque no hay vinculación ninguna. Nadie pide que tengan facultades de legislar, de incidir, de fiscalizar, pero sí que se tome en cuenta su opinión. Y eso vale para todo.

En cuanto al Sernac, no han tenido posibilidades de interactuar con ninguna de las administraciones. La actual administración creó el consejo consultivo, la administración anterior creo otro consejo consultivo, pero no funcionó más que una o dos veces, salvo para la emergencia de las farmacias.

Forman parte de la Comisión de 2004, de la de 2003, para la reforma, como consta en la historia la ley, pero eso ocurrió porque ellos se hicieron invitar, no por iniciativa del Sernac. El Congreso Nacional ha sido mucho más receptivo para con las organizaciones de consumidores que el Sernac. Eso hay que decirlo.

El Sernac financiero.

El Sernac financiero no existía, y todo lo que pueda existir para orientar a los consumidores es positivo. El miedo que tiene ODECU es que se transforme en un hecho comunicacional y que, en definitiva, la gente diga: tenemos una nueva institucionalidad. Sostuvo que no tenemos una nueva institucionalidad, so no que nuevos funcionarios especializados.

Ahora, como no se trata de ser solamente negativos, le parece que el sello es algo interesante. Es un gran desafío, pero poner un sello a todos los productos financieros, con la capacidad administrativa que tiene hoy el Sernac, puede restarle credibilidad. Ojalá que no sea así.

El sello es lo que ellos estaban pidiendo, pero no como sello, sino que pedían medidas administrativas u observaciones administrativas a propósito de las cláusulas, porque eso está en la ley. Están las cláusulas de aceleración; las cláusulas abusivas de los contratos, el anatocismo y la tasa de interés. Había una inflación de 4 por ciento cuando la tasa de interés quedó fijada para el 50. Hoy día, la tasa de interés es de 50 por ciento. Eso no tiene pies ni cabeza. No tiene ningún sentido, ninguna lógica, ninguna racionalidad que se cobre ese tipo de tasas de interés. La aceleración es un artículo del Código Civil, como saben los abogados, y en definitiva queda bastante espacio para interpretarla.

La interpretación que hace hoy el emisor de crédito es declarar insolvente a la persona que se atrasó 15 días, un mes. Por lo tanto, al mes la persona es insolvente y le aceleran el crédito. El problema del crédito en Chile no es un problema en sí mismo; el problema del crédito en Chile es que en vez de transformarse en algo positivo para la familia, se transforma en un infierno.

Don Alejandro Pujá, coordinador de la Organización de Consumidores (Odecu).

Se refirió al estudio del contrato de La Polar, que realizaron en diciembre de 2009.

Ante la consulta de si lo hicieron llegar al Servicio Nacional del Consumidor, respondió que ello fue así, pero que carecen de registros para demostrarlo, pero la prueba de su realización está en su página web, desde mediados del 2010 junto a otros realizados en esa misma fecha, como el contrato de Falabella, tanto del banco como de la tienda, y del BancoEstado y antes entregaron los resultados a quienes financiaron el estudio, el organismo Red Puentes Internacional, lo que demoró la publicación en la web.

El estudio es de diciembre 2009, entregado al donante en esa fecha y publicado en la página web de Odecu a mediados del año 2010. El informe tiene 71 páginas y su objetivo fue revisar algunas cláusulas que, por su naturaleza de existir en todo tipo de contratos de la banca y retail chileno, deben socializarse para decidir si se deben eliminar o no del catálogo de cláusulas de toda la banca.

Como anécdota personal, agregó, antes de ser funcionario de ODECU, como 10 años atrás vio un artículo que se titulaba: “Bancos y financieras funcionan a lo Eurolatina”. Nadie entendía ese artículo, pero era muy sencillo. Hace 10 años, cuando poco o nada sabía de derechos del consumidor, el se dio cuenta de lo que hacía Eurolatina -caso conocido por todos hasta el día de hoy- era lo mismo que hizo la banca y el retail después. Lo único que ha pasado es que Eurolatina trabajaba en el ámbito informal, no era fiscalizada por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, pero las cláusulas, el modus operandi, es exactamente el mismo.

Respecto del caso La Polar, las cláusulas del mandato amplio e irrevocable -se refiere ya al contenido del estudio- cruzan todo el sistema de contratación chileno. La única diferencia es que en La Polar se llevó al extremo el uso de las facultades de este mandato; pero esas facultades están. De hecho, al término del Gobierno anterior, y enfatiza que lo dice sin el ánimo de defender ni proteger a nadie, si hay algo bueno que hizo la administración del señor Roa en el Sernac fue demandar a Cencosud por cláusulas abusivas en su contrato, caso que en la actualidad está en segunda instancia.

Dijo que le preocupa saber que una de las cláusulas -esto tiene que ver con la preparación de los jueces, con la cultura jurídica chilena- que la sentencia de menor instancia, en el caso de Cencosud, dejó fuera, porque el sentenciador estimó que no era una cláusula abusiva, la cláusula de mandato amplio e irrevocable que permitió hacer a La Polar todo lo que ha hecho.

Naturalmente, Odecu no está contra el mandato, que es una institución jurídica que se ocupa todos los días. De hecho, hasta se hacen matrimonios por mandato. Pero el caso La Polar implica un uso abusivo que atenta contra la naturaleza misma del mandato, que es un contrato de buena fe para el beneficio de quien lo otorga y no para su perjuicio. En casi todos los contratos de retail, la empresa o el proveedor puede reconocer deudas y generar los instrumentos, los títulos ejecutivos para hacer los cobros.

Comentó que en una mesa de trabajo a la cual convocó el senador Letelier, en la que tuvo ocasión de exponer, reconoció una contradicción institucional que tuvieron con este tema. Habían dicho a los consumidores -lo que aún está en su página web y fue un error- que si iban a repactar, solicitaran a La Polar que exhibiera el título, la letra o el pagaré en que constara su deuda. Luego de que lo publicamos se dieron cuenta de la ridícula sugerencia que estaban haciendo a la gente, porque si no hay títulos, el contrato, que cuenta con un mandato amplio e irrevocable, puede fabricarlo en cualquier momento. Entonces, es una indefensión total.

Extrapoló la situación a toda la banca. Hay casos, como el de BancoEstado, que está llevando a cabo demandas ejecutivas en juicios hipotecarios con la simple copia del mutuo original de una acción ya ejecutada hace 10 años. Es un chiste, porque basta una firma, sea en un mutuo hipotecario o en un contrato de estas características, para que una persona, literalmente, venda su alma al diablo y quede en absoluta indefensión.

Cláusulas abusivas de La Polar del estudio que hicieron en 2009.

Luego del estudio les quedó claro que el Sernac y los reguladores no leen la página web de ODECU. De hecho, éste fue el último contrato que analizaron. Basta leer la primera página de la introducción para darse cuenta de que en esa fecha, los que trabajaron en esto estimaron que el contrato de La Polar, siendo el más sofisticado de todos los que habían estudiado en ese momento -no estudiaron todos los que habían en el mercado¬, era el más abusivo.

Una de las cosas graves que tiene este contrato es que en él se habla mucho, tiene muchas cláusulas y, al final, el consumidor no entiende nada.

Este contrato parte con una situación que no habían visto habitualmente en otros contratos, cual es que se genera una relación contractual entre tres entes. Cuando el cliente de La Polar contrataba la tarjeta de crédito, no contrataba sólo con la empresa, sino también con una administradora. De partida eso es una irregularidad, porque le permite a la empresa evadir responsabilidades.

Explicó que en derecho del consumo, uno de los principios es que las empresas respondan directamente ante el consumidor. Afortunadamente, con el paso del tiempo, la jurisprudencia les ha ido dando la razón. Hay sentencias tan sencillas, como la que se dictó en Antofagasta en estos días respecto a una persona que se cayó en el pasillo de un supermercado. A pesar de que la empresa que hacía el aseo era un tercero, una empresa ajena, el sentenciador, con mucha lucidez, dijo que el supermercado debía responder y que podía repetir contra la empresa de aseo por la negligencia del operador de dejar el piso húmedo y causar el accidente.

Enfatizó que en el caso de La Polar -vaya uno a saber quiénes fueron los asesores jurídicos-, ya preveían este tipo de situaciones, es decir, cómo escapar de la responsabilidad. Por lo tanto, el contrato originalmente tenía tres partes: dos partes que representaban a la empresa y una parte que era el consumidor. Eso partía mal inmediatamente, en relación con las responsabilidades.

El contrato tenía cláusulas de eximición de responsabilidades, las cuales estaban redactadas en términos tan amplios, que excedían el ámbito normal que se reconoce a la exención de responsabilidad, básicamente, en el tema del caso fortuito y de la fuerza mayor.

El contrato no era entre dos partes, sino entre tres. Esto es muy interesante por las comisiones. Porque existe una distinción entre gastos y comisiones. En términos generales, se entiende que el gasto es objetivo. Cuando le mando al cliente la cuenta a su casa y el correo me sale 300 pesos, ése es un gasto.

La comisión es un cargo distinto por una operación que tiene un valor, el que, en estos casos, lo percibe el tercero que aparece en la relación contractual. La explicación que se da es que la comisión va a un tercero que no tiene relación con la empresa, porque es una persona jurídica distinta. Pero es cosa de que se empiece a revisar los controladores para darse cuenta de que es un holding.

Entonces, para avanzar en este tema que ODECU ha llamado la fragmentación del precio, precisó que no sólo se paga el valor, por ejemplo, de una lavadora, sino que el valor de la lavadora, más la comisión de la facturación, más el seguro, más el gasto de envío de correspondencia. Por lo tanto, la lavadora no saldrá los 100 mil ó 150 mil originalmente pactados, sino que mucho más.

La eximición de responsabilidad en el caso de La Polar es bastante grave, porque apuntaba, inclusive, a la labor de terceros que podían estar contratados para servir a los objetivos del crédito. Por ejemplo, si se utiliza un cajero automático que hace alguna operación fallida y retiene la tarjeta o aparece como que entregó el dinero cuando en realidad no lo hizo, hasta en ese caso, La Polar podía perfectamente eximirse de responsabilidad. Eso no es fuerza mayor o caso fortuito. Seguramente, es un problema de mala mantención del cajero automático, propiedad de un tercero al cual La Polar contrata. En fin, el tema de la propiedad de los cajeros y las comisiones es muy extenso y hay que revisarlo.

Pero, lo que quiso decir con todo esto es que la cláusula de eximición de responsabilidad era demasiado amplia y, por lo tanto, hacía que el consumidor no pudiese reclamar por ningún tipo de error, incluso, por aquellos que son imputables al actuar negligente del proveedor.

La naturaleza del crédito.

El contrato, a pesar de ser muy largo, explica poco. Una de las causas del endeudamiento en Chile -hay varias- es que la gente no entiende cómo opera su línea de crédito.

Las líneas de crédito funcionan con el famoso sistema de revolving, que hace muchos años puso de moda en Chile la tarjeta CMR Falabella, el crédito multirrotativo.

¿Cómo funciona el revolving? En forma muy sencilla, se otorga un cupo de crédito, el cual es utilizado por el cliente. A ese cupo de crédito se le calculan mensualmente los intereses. Se genera un pago único que, a veces, es un pago mínimo o un pago en cuotas, dependiendo de cómo pacte el cliente cada vez que hace la operación de compra, utilizando ese cupo. Luego, respecto del saldo, al mes siguiente, se calculan nuevos intereses. Ése es el famoso sistema de revolving. Todos los saldos pendientes de la línea de crédito que no fueron pagados por el cliente pasan a formar un nuevo capital, al cual se le aplica una nueva tasa de interés. Aquí tenemos una otra cláusula abusiva: una nueva tasa de interés, recalculada de acuerdo con las condiciones del mercado.

En el crédito antiguo, uno compraba un producto a una tasa fija determinada equis para todo el servicio o ejecución del crédito.

En el caso en comento eso no ocurre, porque el contrato tiene otra cláusula que reserva, a La Polar y a todo el retail, el derecho a recalcular mes a mes la tasa que se va a aplicar en el crédito. Por lo tanto, el cliente nunca sabe, ni al principio del crédito ni durante su ejecución, cuánto le saldrá el crédito. Quizá, recién cuando termine de pagar sabrá cuánto le ha salido, porque todos los factores que influyen en el valor del crédito fluctúan permanentemente. Y si no fluctúan permanentemente, la empresa se las ha arreglado para incluir cláusulas que permitan recalcular la tasa O sea, nunca se sabe lo que se va a pagar, por lo que se hace imprescindible que, de una vez por todas, se eche a andar la tasa anual equivalente.

Añadió que respecto de los planes de compensación, obviamente todos han sido insuficientes. Ellos no han seguido la pista a La Polar, porque el último plan de compensación que ofreció era tan malito que no vale la pena referirse a ello.

Lo que sí les preocupa son las externalidades. Obviamente, aquella persona que toma un crédito, que pierde un subsidio, todo eso es materia de demanda indemnizatoria que el sistema no permite. Primero hay que esperar los fallos, que con la actual ley se demoran cinco o seis años, y recién ahí se puede empezar a evaluar la posibilidad de acciones civiles indemnizatorias.

Es cosa de ver, por ejemplo, lo que ha pasado con el tema de las sanciones por los 
blackout de hace una década en materia eléctrica. Sólo este año o el año pasado han salido resoluciones de la corte con las que se sanciona y se confirman las multas, pero ¿quién se acuerda ahora de las acciones indemnizatorias para el pequeño comerciante que por motivos del corte de electricidad se le derritieron los helados? Nadie paga los helados que se derritieron. Entonces, claramente el daño moral está hoy en jaque en materia de acciones colectivas.

Cree en la institucionalidad y ODECU tiene la esperanza de que en la medida que las acciones colectivas avancen, sea posible llegar a alguna instancia, porque la ley contempla la creación de grupos, de subgrupos. O sea, no están hablando de daño particular, pero tal vez por la vía de la creación de los grupos o subgrupos se puedan agrupar los distintos niveles de daño y llegar a una especie de compensación general para quienes están en un nivel.

Naturalmente, la ley contempla la posibilidad de reserva de derecho, por lo tanto, el que estime que su daño es mucho mayor tendrá que alegarlo en su momento.

Ahora, les preocupa la posición del Estado chileno frente a estos tremendos problemas, porque La Polar ha reconocido que esto afectó a 400 mil clientes, pero al sentarse en esta mesa los parlamentarios han dicho que son en realidad 500 mil clientes. Conocen el caso español de una estafa piramidal muy grande, el caso Fórum y Afinsa -en internet se pueden enterar de qué se trata-, pero es el típico caso de inversión donde los que van llegando van financiando las ganancias de los que vienen después, y resulta que también afectó a 400 mil familias. Ante esta situación, el Estado español se metió la mano al bolsillo y sacó millones de euros y los entregó en subvención directa a las principales asociaciones de consumidores para atención personalizada, porque los casos como Afinsa, Fórum y Arte y Naturaleza, en España, y La Polar en Chile califican para atención personalizada, porque cada caso es totalmente distinto a otro.

En ese sentido, no es lo mismo el tipo que tenía una deuda de hace diez años, que por la vía de las repactaciones se la fueron extendiendo, por lo que tendrían un juicio de prescripción que hay que pelearlo, a la persona que ha contratado la tarjeta hace dos meses. Son cosas totalmente distintas.

No saben qué va a pasar. Obviamente, esperan que la acción colectiva avance y quizás por la vía de la auditoría puedan determinar grupos de daño y poder avanzar en eso.

Respecto del Sernac financiero, hoy el proyecto no es lo que ingresó. Su primera impresión, cuando conocieron el primer proyecto, fue que era un Frankenstein jurídico, una cosa que tomaron aquí, pegaron allá. Había temas de comunicaciones que después los sacaron y se ha ido concentrando en ciertas cosas, como la mediación obligatoria. Obviamente que es un avance, pero hay que ser más agresivos, por ejemplo, a través del tema del arbitraje, que hace rato está en su página web, y lo han dado a conocer en nuestras presentaciones ante esta misma Comisión con motivo de otros proyectos.

El arbitraje es una buena solución. Lo tienen los españoles, lo importaron los argentinos, ha funcionado súper bien. Y además es un elemento que las compañías serias, los proveedores decentes que quieren hacer las cosas bien, lo van a valorar, porque el consumidor español cuando decide comprarse una cámara fotográfica y tiene dos tiendas especializadas, pero sólo hay una que tiene el logo del sistema de arbitraje, ese consumidor educado, ante el mismo producto, ante el mismo precio, ante las mismas condiciones, va a preferir la tienda que está con el arbitraje porque le da más garantía de que si surge un conflicto en 30, 60 ó 90 días ese conflicto se va a resolver. Entonces, hay instancias donde se puede avanzar y no es tan difícil hacerlo.

Acerca de la autorregulación, ODECU cree que no funciona. Tal vez, resulte en Europa en algunas cosas, pero acá no funciona.

Tampoco les gusta no estar presentes en la mesa del retail con el Sernac. Creen que deben estar, porque van a hacer un maquillaje de cláusulas que no se van a tratar.

Hoy están todos de acuerdo en que es impresentable una cláusula de eximición de responsabilidad anticipada de parte de la empresa. La gran mayoría de las empresas va a acoger eso, pero, ¿qué pasa con la cláusula de aceleración que es mucho más fundamental? No la van a eliminar, pero al menos hay que morigerarla. El Banco Estado, en su política de cobranza dice: nosotros no aceleramos ni demandamos a nadie que tenga a lo menos seis cuotas o dividendos atrasados. Bueno, eso que es política de cobranza debe ser parte del contrato y, por lo tanto exigible y ello cambiaría la situación del cliente. Es muy distinto cuando aceleran el crédito a la segunda o tercera cuota a que lo hagan a la sexta. Sigue siendo malo que lo aceleren, pero por lo menos el cliente tiene un espacio de manejo mucho mejor.

Don Hernán Calderón, Presidente de la Corporación Nacional de Consumidores y Usuarios (Conadecus).

Indicó que Conadecus adhirió y se hizo parte inmediatamente que el Sernac interpuso la demanda colectiva. Por lo tanto, pueden entregar antecedentes, alegar y hacer todo lo que corresponde a quienes están en el mismo juicio.

Para ellos, es muy importante la Comisión Investigadora y agradeció que Conadecus haya sido invitado.

Falta una fiscalización seria por parte del Estado.

Aunque Conadecus no tenga tantas consultas como el Sernac, a través de las que recibe han podido entender a cabalidad lo que está sucediendo en el mercado.
Comenzó a operar a mediados del 2004. Nada explica por qué, dado que ha habido eventos y situaciones que han afectado a los consumidores, no sólo los de La Polar, sino que muchos más. Ha habido demandas a bancos.

A poco andar de la propia ley, hubo una situación que afectó a siete multitiendas que cobraron intereses durante tres meses sobre el máximo permitido. Y Conadecus y Sernac se dieron cuenta.

La Superintendencia no se dio cuenta. Resulta que después se percataron de que habían cobrado intereses sobre el máximo permitido. Esa situación se resolvió en 2005.

Después, se estableció otra demanda, vinculada también a tarjetas de crédito, en contra de Cencosud, en la cual también se hicieron parte con el Sernac. Anteriormente fueron los bancos Conadecus hizo la primera demanda colectiva que se hizo en Chile, a tres meses de entrar en vigencia la ley, por cobros de mantención en las cuentas de ahorro.

La Superintendencia en estos casos nunca ha estado presente en la defensa de los consumidores; siempre ha estado más preocupada de las utilidades de los accionistas que de los mismos consumidores. Por ello, han sostenido permanentemente que las superintendencias están dejando de lado una labor fundamental, que es la fiscalización y protección de los consumidores.

Comentó que en el caso de La Polar se vuelve a repetir lo mismo, porque según lo que entendemos hubo una grave negligencia de la propia Superintendencia. El compendio de normas del Banco Central le entrega atribuciones para fiscalizar y regular a los emisores de tarjetas de crédito. Y eso a él le parece suficiente para que la Superintendencia intervenga cuando ve que hay anomalías o irregularidades por parte de los emisores.

El caso La Polar se refiere a los clientes que tienen tarjetas de crédito. Por lo tanto, eso era suficiente para que hubiera intervenido este organismo. En este caso la principal responsabilidad radica en la falta de fiscalización por la Superintendencia de Bancos. Está claro que esta superintendencia no estuvo a la altura, no fiscalizó y no lo ha hecho desde hace muchos años, por lo cual hay algo que corregir.

Por lo tanto, añadió, para los consumidores la pesadilla ha sido la falta de rigurosidad y de protección específica de la Superintendencia. Porque muchas veces las propias resoluciones que dicta la Superintendencia de Bancos afectan directamente a los consumidores. Basta recordar el tema de las ventas atadas; se retracta y repone. ¿Quién las dicta? La Superintendencia.

La defensa contra las demandas colectivas asociadas a infracciones a la ley del consumidor, en su gran mayoría se basan en resoluciones de la Superintendencia de bancos para atacara¿ a los consumidores. En el caso, Conadecus contra BancoEstado, se ha argumentado permanentemente que hay una resolución de la Superintendencia de Bancos que permitía el cobro de las mantenciones de las cuentas de ahorro, si bien no estaba en los contratos. Ese ha sido el argumento principal para defenderse.

Los casos posteriores siempre han sido consecuencia de estas faltas de rigurosidad y de aplicación de una normativa y de atribuciones que tenía la propia Superintendencia de Bancos. Por eso cree que lo que puedan hacer organismos como el Sernac, que no tienen atribuciones para fiscalizar y regular, surge después de cometidos los hechos, habiéndose ya constatado las infracciones contra los consumidores. Por lo tanto, Conadecus actúa más reactivamente, cuando van constatando las infracciones, atropellos y abusos contra los consumidores.

En consecuencia, en este aspecto consideró que la principal responsabilidad recae en la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, que es el organismo que tiene que prevenir y estar pendiente de que estos hechos no ocurran. A lo mejor, la legislación es débil y no precisa, pero en algunos pasajes es bastante clara.

Por ello, cree que para estos casos es necesario hacer las modificaciones correspondientes a las leyes. Hay temas que regular en la Ley de Bancos; también hay que regular las atribuciones de la Superintendencia, de modo que se establezca con claridad y precisión cuáles son las tareas que tiene que cumplir. Asimismo, es necesario colocar énfasis en cuanto a que estas Superintendencias no pueden convertirse en las protectoras de los accionistas de las empresas en desmedro de los consumidores. Eso es lo primero que hay que tomar en cuenta. Esto sucede porque no se fiscaliza.

Rol de Conadecus.

En cuanto al rol que les correspondió, en 2008 tuvieron algunos reclamos, a través de su servicio de atención a los consumidores, en contra de La Polar, pero eran de diversos tipos, no sólo por repactaciones. Si bien hubo algunos casos, fueron menores, pero no una cantidad importante para levantar alertas y ponerlos en ese escenario.

En 2009 también les ocurrió lo mismo, pero fue generalizado. En su servicio de atención siempre hay muchos casos de distintas empresas del retail sobre cobros abusivos. Tampoco fue suficiente para levantar una alerta. En 2010 también tuvieron casos, pero no masivos.

A partir de 2011 les empezaron a llegar en forma muy reiterativa casos como los de La Polar. El sistema de atención de público de Conadecus contempla no sólo la atención presencial, sino también virtual, vía correo, email. Por lo tanto, se empezaron a poner alertas. En el caso de La Polar ya estaban estudiando hacer una demanda. Pero les sale más caro, porque eran menos casos.

Señaló que hasta el día de hoy, sólo en 2011, tienen más de 200 reclamos y siguen día a día recibiendo consultas. Les están respondiendo y orientando. También les han dicho cuál es el camino, porque en este caso tan especial creen que hay que aclarar cuáles son los daños a los consumidores, porque aquí hubo un daño directo a las personas a quienes que se les repactó automáticamente. Hubo muchas personas -lo han comprobado- que nunca estuvieron atrasadas, pero que fueron repactadas. Eso significa que hubo cobros abusivos, que deben ser devueltos.

Sostuvo que han dicho que para casos como éste, cuando el consumidor siempre estuvo al día y respondió al compromiso de pago, sin atraso e igual se le repactó, se le debe devolver el dinero con intereses, reajustes y una compensación. Les parece justo, porque es una apropiación indebida de dinero que no correspondía.

El segundo caso que han clasificado corresponde a consumidores que estaban atrasados y que hicieron un compromiso con la empresa. A pesar del atraso, igual respondieron, para lo cual muchos de ellos solicitaron créditos en un Banco. Muchas personas cancelaron el total de su deuda en La Polar, incluyendo las repactaciones, pero aún así están endeudados en el sistema financiero, con el cual respondieron. Hoy a muchas de ellas no se les está devolviendo el dinero en forma significativa y con los debidos intereses, reajustes y compensaciones. Algunas de esas personas pasaron a Dicom y también sufrieron un daño, pues estar en ese Boletín impide acceder a trabajos o solicitar créditos. Incluso, muchos consumidores perdieron subsidios del Estado, destinados a adquirir sus viviendas. No lo pudieron hacer, porque se encontraban en Dicom, y el sistema financiero no los aceptó. Por lo tanto, hay un daño a los más de cuatrocientos mil consumidores, que es la cifra entregada por La Polar, pero no saben si es exactamente esa la cantidad, y han sido muy claros en señalar eso.

Además, Conadecus ha solicitado realizar una auditoría a esa empresa para saber y calificar exactamente el daño producido a los consumidores y separarlos unos de otros. Hay personas que tienen deudas desde 2005 -y lo vienen manifestando hace bastante tiempo-, las cuales fueron objeto de repactaciones para mantenerlas vigentes, más allá del objetivo de la empresa de mantener las cuentas de esa manera, como subir su valor bursátil y todo lo que se ha conocido posteriormente. Pero, al regularizar su situación y eliminar esas repactaciones automáticas, se dieron cuenta que toda la deuda está prescrita y no puede demandarse, porque, además, en muchos casos las personas no hicieron la demanda para mantenerlos activos, como una cartera recuperable. Asimismo, han informado a los consumidores de que si la deuda tiene más de cinco años desde la última vez que hicieron algún abono o no abonaron durante ese lapso, definitivamente pueden acogerse a la prescripción, lo cual es válido en la situación en que se encuentran muchos de ellos hoy, porque obviamente causa un daño haberlos mantenido durante ese tiempo en Dicom o haberlos repactado esporádicamente sin haber consultado.

Las responsabilidades.

En general, estimó, que esa empresa debería haber sido intervenida. No debería haber seguido funcionando por la situación de caos que generó, pues afectó a los trabajadores y al sistema financiero chileno. La imagen de Chile bajó significativamente, porque esa empresa traspasó las fronteras, la cual en cierto modo era considerada como un ejemplo de financiamiento para los sectores de menos recursos.

Por lo tanto, creen y siguen considerando que una empresa con esas prácticas debería haber sido intervenida para haber resuelto la situación de otra manera.
Además, también creen que hay que perseguir las responsabilidades de quienes no hicieron la pega. Insisten en que el principal responsable de la falta de fiscalización fue la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, la cual, teniendo las atribuciones, pudo haberlo hecho. Es necesario aclarar la situación de responsabilidades de dicha superintendencia, la cual aparentemente hoy no está asumiendo ninguna sanción ni nada que corresponda a una institución que debió cumplir con el deber que le asignaba la legislación vigente. Eso es lo que creen necesario investigar, y quieren saber hasta dónde llega la responsabilidad de ese organismo.

Por último, consideró que la Cámara de Diputados debería solicitar una investigación clara y precisa y exigir a esa empresa que clasifique y entregue la información de sus clientes afectados, mediante una auditoría externa, de manera que se pueda determinar la situación, independientemente de la información que está entregando, para que los consumidores del país sepan cuántas personas fueron realmente afectadas y qué situación tienen, además de clasificarlas, porque hay de diferente tipo. Lo relevante en este caso es la manera en que se informe a los consumidores cómo van a resolver su situación ante una empresa que abusó durante años con los créditos que les entregaba. Ojalá que algún organismo considere realizar una auditoría, para saber realmente en qué situación están hoy los consumidores, cuántos se han acogido y en qué condiciones y quién podrá observar el comportamiento de La Polar hacia sus consumidores.

Precisó que el plan de compensación de La Polar es insuficiente, porque no resuelve el problema que provocó dicha tienda en el caso de las repactaciones automáticas y tampoco existe claridad suficiente de cuántos fueron los afectados.

Exigen una auditoría independiente externa que pudiera determinar cuál fue el universo de las personas afectadas y que clasificara a los consumidores según los distintos tipos de daños causados.

En segundo lugar, La Polar no está respondiendo con lo mismo que ella hace; si a través de las repactaciones cobraron de más a los consumidores, debe devolver ese exceso con intereses y reajustes, tal como ellos lo hacen. Es lo justo y correcto, pero no se está haciendo; tampoco ha habido una respuesta para los consumidores que tuvieron que endeudarse en el sistema financiero para poder responder, salir de Dicom y tener acceso a los beneficios.

En el caso La Polar tienen la decisión de seguir con el juicio y la demanda colectiva hasta las últimas consecuencias para que exista una verdadera reparación a los consumidores. Es algo que han conversado con el Sernac, puesto que Conadecus adhirió a la demanda interpuesta por Sernac, debido a lo cual han tenido reuniones de coordinación para tratar el tema de La Polar. En este caso, se estableció una coordinación y hay un criterio común de llegar hasta las últimas consecuencias.

Además de Conadecus, que como entidad adhirió a la demanda, ha habido una cantidad importante de demandas individuales patrocinadas por abogados; algunas han sido rechazadas por el juez por haber considerado que ellas obstruyen el juicio. Alrededor de 25 demandas individuales y el abogado solicitó la reposición. El juez rechazó 25 demandas del abogado señor Juan Pablo Crisóstomo por considerar que obstaculizaban el proceso. Ésa es la situación actual de las demandas. Esto va a continuar y el interés de Conadecus es seguir, como lo han hecho siempre, hasta obtener el pronunciamiento en los Tribunales y que estos sancionen, como es debido, a las empresas que cometen este tipo de atropellos a los consumidores.

Han tenido la coordinación correspondiente con el Sernac y éste ha aportado los antecedentes cuando los han solicitado; los respectivos abogados se reúnen permanentemente y se coordinan. Esa ha sido la actitud del Sernac en el caso de La Polar, por lo tanto, no tienen mucho que opinar porque creen que es lo que corresponde.

Con respecto al proyecto de ley del Sernac Financiero, si bien es un pequeño avance, es insuficiente y no resuelve el problema de fondo. El día que se firmaron las indicaciones al proyecto, le manifestó esto mismo al Presidente de la República; le dijo que los problemas de fondo de los consumidores eran otros, como la regulación de la tasa máxima de interés convencional y quién va a regular el retail. El retail ya no vende productos, vende servicios financieros y, por lo tanto, debe tener la regulación adecuada a esa actividad; la Superintendencia de Bancos tiene las atribuciones para regular a los emisores de tarjetas de crédito, tal como se las da el compendio de normas del Banco Central, pero debe tomarse en cuenta que hoy día su actividad principal son los servicios financieros. Por eso, tiene que haber claridad en quién y cómo va regular el retail. Dijo que ahí están colocando el acento.

También le manifestó al Presidente de la República el tema de la insolvencia familiar; los últimos informes del Banco Central indican que hay un aumento notorio en el endeudamiento y una baja en el ahorro. Además, en un futuro cercano se anuncian nubarrones en la economía mundial y lo más probable es que Chile entre en una crisis económica que va a ser devastadora para los consumidores. Hay que tomar las medidas pertinentes hoy.

Hay un proyecto de insolvencia familiar que está detenido hace años en el Senado, y que si bien tiene apoyo transversal, aún no ha sido patrocinado por ningún Presidente de la República; por lo tanto, cree que hoy se hace necesario que lo patrocine el Primer Mandatario. Es urgente una ley que enfrente el problema de la insolvencia familiar.

Hay mucho que regular y clarificar respecto de las atribuciones de las Superintendencias porque se han tergiversado; de hecho, ellas se han colocado de parte de los accionistas y no de los consumidores. En este caso, hay un tema muy importante: la Fiscalía Nacional Económica; hay un vacío que no fue llenado cuando se creó este organismo en 2003. La Fiscalía Nacional Económica no puede seguir siendo dependiente ni tampoco el Fiscal Nacional Económico debe ser nombrado por el Presidente de la República.

Esa entidad debe ser independiente absolutamente y con el mismo procedimiento, en caso de desafuero, que tiene un juez. Esto lo propusieron en 2003, porque es muy relevante lo que pueda hacer un Fiscal Nacional Económico. Puede acelerar o rechazar causas que son importantes.
Conadecus ha tenido una participación activa en la Fiscalía Nacional Económica. Hoy, el Tribunal Constitucional dio luz verde para revisar el recurso constitucional que presentó PAL en contra de LAN, lo que va directamente en contra del fiscal nacional económico.

Por lo tanto, hay que revisar esta entidad dirigida por un fiscal nacional económico para que cambie la forma cómo se nomina. Creen que eso les daría la seguridad de que fueran acogidas sus solicitudes y van a tener el control de un mercado que está absolutamente monopolizado, y que claramente perjudica a los consumidores. Este es uno de los aspectos que han manifestado.

Todo esto lo han dicho abiertamente y lo han manifestado en documentos y a través de distintas formas. Incluso, se los han hecho llegar a los parlamentarios, porque es urgente tener algo mucho mejor.

En cuanto al servicio al cliente, estimó que esta es una entidad empresarial más. No creen ni tienen confianza en que una empresa vaya a resolver problemas cuando son importantes las diferencias con los consumidores.

Conadecus cree en un sistema de arbitraje tripartito. Es la forma cómo se puede resolver los problemas de los consumidores. La empresa, como compromiso para que se le entregue el sello Sernac, tiene que adherir al sistema de arbitraje de forma obligatoria, y para él las resoluciones de ese arbitraje deben ser obligatorias y para los consumidores, voluntarias.

No se puede dejar que los consumidores pierdan su derecho a reclamo. Le parece que eso es algo importante, más allá de que le han solicitado, para plantear todos estos temas, una reunión hace 15 días al ministro de Economía, porque así como se reunió con el retail y con los empresarios, les parece justo que los consumidores también se reúnan con él para plantearle cuáles son sus opiniones y propuestas para mejorar la legislación. Hasta ahora no han tenido respuesta, pero esperan tenerla prontamente y así reunirse antes de que el proyecto del Sernac Financiero entre en su etapa final, porque es la oportunidad para introducirle algunas indicaciones importantes que permitan mejorar la situación y la protección de los consumidores en Chile. Cree que es importante definir este asunto.

Don Héctor Gutiérrez, Presidente de la Asociación de Protección
a los Consumidores (Aproc Viña).

Estimó que esta Comisión tendrá una extraordinaria relevancia en el ámbito económico, porque en el descontento social que hoy se está manifestando a través de las expresiones de los estudiantes, hay una fuerte rabia contenida. Las encuestas también demuestran que hay un gran descontento y una baja calificación de los representantes políticos.

Su organización de consumidores lleva funcionando alrededor de nueve años, y ha sido transitado un camino bastante sufrido, porque pareciera ser que los consumidores normalmente no validan mucho a las comisiones investigadoras y a los diputados. Este tema, que se ha ido acumulando desde hace aproximadamente diez años a la fecha, es uno de los más grandes rencores y respecto del cual se ha perdido la confianza especialmente en el Congreso Nacional. Se puede calificar con fundadas razones que el sistema económico chileno no es liberal ni de libertad económica sino de piratería económica.

Comentó que han participado en varias comisiones como la que investigó las alzas de agua potable, la cual fue presidida por el diputado señor Patricio Melero. También, estuvieron en la Comisión del Senado que trató el traspaso de los colectores de aguas lluvias a las empresas sanitarias, proyecto que logramos derrotar.

Además, enfatizó, su organización fue la única en Chile que participó en la Comisión del Senado que estudió la iniciativa que propuso la ampliación de la ley del Consumidor, la cual está vigente a partir de 2004. Tuvieron una muy buena acogida, puesto que la situación en 2003 de los consumidores chilenos, en especial la de los de la Región de Valparaíso, era muy grave, razón por la cual esta organización de consumidores salió a la palestra luego de su reactivación en 1972, por los abusos que cometió la empresa ESVAL en su región.

Recordó que el Servicio Nacional del Consumidor es el único organismo del Estado encargado de los consumidores. No hay otro organismo que cumpla con esa labor, de manera que la ampliación de sus facultades, mediante la modificación legal efectuada en octubre de 2004, permitió al Sernac abarcar diversas áreas en las que no podía intervenir, como en las de los servicios de agua potable y electricidad, porque había leyes especiales para tal efecto, las que supuestamente inhibían su accionar.

Gracias a esa modificación ahora el Sernac se puede involucrar en cualquier cosa, incluso, luego hasta en el tema bancario, sin necesitar atribuciones especiales.

Tuvieron muy buena acogida, en especial por parte del senador Andrés Chadwick, quien presidía la Comisión a la que concurrieron en el Senado, quien les dio todas las ventajas, porque a la primera sesión de esa comisión asistieron delegaciones empresariales que concurrieron a destrozar el proyecto. Por su parte, mostraron no sólo que eran ciudadanos honrados y trabajadores, sino que habían sufrido mucho por los abusos de las empresas, no obstante lo cual eran gente sana, que de ninguna manera pretendía abusar de las atribuciones que iba a otorgar esa legislación. Al contrario, hicieron presente que sólo querían defenderse.

Sin embargo, tuvieron una experiencia traumatizante con el Servicio Nacional del Consumidor, puesto que al requerir que el Sernac nacional obligara y supervigilara al Sernac de su región, pues habían notado algunas cosas raras, porque negaban sus propias facultades legales, las mismas que a partir de 2004 ellos habían logrado que se les diera, y le entregaron un informe técnico que habían elaborado, lo que pudieron hacer gracias a que su organización tiene capacidad tecnológica propia, lo que es difícil para la mayor parte de las organizaciones de consumidores, las que generalmente para tener la visión sobre determinadas áreas tienen que contratar técnicos o especialistas.

La posibilidad de contar con esa capacidad tecnológica les ha permitido cuestionar seriamente a diversas empresas, entre ellas a las de agua potable, que son extremadamente abusadoras y cuya impunidad, hasta el momento, es absoluta.

Los antecedentes que tienen sobre la gestión del señor José Roa son malísimos, ya que tuvieron que acusarlo dos veces a la Contraloría por graves incumplimientos legales de la propia ley del Consumidor. Él negaba sus atribuciones, y ellos le decían que sí las tenía. La Contraloría respondió que efectivamente el Sernac nacional y el regional tenían las atribuciones, pero que eran discrecionales. Plantean en un informe que si bien esas facultades eran discrecionales, cuando había excesos, con características delictivas, dejaban de tener ese carácter. El funcionario público tiene la misión y el Sernac tenía la capacidad legal -contaba con un abogado de primera clase, uno de los mejores de Chile, que es de su región- para traspasar el caso a la Justicia, al Juzgado de policía local, aunque sospechaban que debería haber sido enviado al Juzgado del crimen, porque las empresas hoy en Chile rebasan los límites de la legalidad, no respetan los derechos constitucionales de los consumidores, como ocurre con las sanitarias, que son empresas monopólicas de las que nadie se puede cambiar.

Finalmente, se fueron los funcionarios José Roa y Víctor Hugo Fernández, director nacional y regional del Sernac, respectivamente, sin haber cumplido con la ley. Presentaron a la Contraloría General de la República gravísimos antecedentes que decían que ellos no cumplían con la ley y mostraron los alegatos, porque simplemente las empresas eran poderosas. Hicieron un completísimo informe, regalado, porque esta organización es una institución que funciona casi por caridad. A propósito , está absolutamente comprobado, que el agua en su región cuesta 117 por ciento más cara que en Santiago. En la Quinta Región, en promedio, la cuenta de agua de una familia compuesta por cuatro personas es de aproximadamente 18 mil pesos, mientras que en Santiago, para una familia con las mismas características, esa cuenta asciende a menos de 9 mil pesos, en circunstancias de que se trata del mismo bien de uso público.

Esa es una de las grandes ventajas que tienen las empresas sanitarias, y es por esa razón que tiene una alta rentabilidad y sus acciones son muy apreciadas en la Bolsa. Hay inversionistas muy conocidos, incluso, descubrieron que entre ellos había un partido político, cuyo comité asesor le había recomendado invertir en acciones de ESVAL, porque sus ganancias eran notables.

En Chile hoy las empresas no se conforman con ganar lo que les corresponde, lo que se puede comprobar al observar el porcentaje anual de su capital. En el caso específico del agua, el rendimiento asegurado por ley es de 10,85 por ciento para los inversionistas, porcentaje bastante alto que implica que a los 9 años tienen recuperada su inversión o la doblan.

Señaló que probablemente el señor Roa cuando estuvo en esta Comisión señaló que no había grandes problemas, pero fue acusado por su organización a la Contraloría por faltas grave a la probidad.

Comentó que estuvieron muchos años intentando que se cumpliera la ley del Consumidor, pero el señor Roa se fue sin hacerla cumplir. En este caso específico le pidieron que aplicara la ley y que iniciara acciones colectivas con los estudios que le habíamos regalado, que eran absolutamente irrebatibles y tenían carácter profesional.

Otro caso de denuncia.

Contó que a la CGE, empresa que reemplazó a Chilectra, se le había cursado una multa de 4 millones de dólares por cambiar los medidores mecánicos por otros electrónicos, los cuales, con el tiempo, pierden precisión, porque son aparatos energizados permanentemente, destinados a detectar el cambio de consumo. No pueden reemplazar a los viejos, queridos y chilenos medidores, que son una especie de motorcito que gira cuando se consume corriente. Los nuevos medidores fallaron. Se comprobó que desde el 2008 las empresas están jugando con los sistemas de medición para obtener más ventajas. La Contraloría sabe de esa situación, lo mismo que otros organismos, entre ellos el Sernac, puesto que desde ese año ellos han estado efectuando la denuncia correspondiente, y lo han hecho con capacidad profesional, puesto que conocen los temas.

En el caso de Esval creen que hay dolo. Incluso, derechamente creen que el Sernac debió haber traspasado esto a la justicia.

Esta serie de distorsiones económicas, estas trampas, estos trucos de la economía chilena, están rebasando valores éticos y morales. Es más, hay avaricia, porque Esval tiene excelentes tarifas, pero mete la mano al bolsillo a los chilenos.

Sin embargo, el Sernac se inhibe cuando las empresas son poderosas. Ésta es la razón por la cual hay rencor, que se ve en la calle y se está manifestando, porque el tema no es único de ESVAL. Las empresas eléctricas, que han sido multadas dos o tres veces por instalar medidores electrónicos chinos, de mala calidad más encima. Pero se falla a favor de ellas.

También la famosa compañía de teléfonos, que tiene un sistema de cobro escandaloso. Innumerables veces ha sido denunciada, todos lo saben, es vox populi, pero nadie lo ha dicho. Tienen estudios sobre esa empresa.

Entonces, el Sernac, único organismo que debería proteger a los consumidores, estuvo restringido.

Dijo que han visto con mucho agrado la gestión del señor Peribonio, pero tienen que decir que estos informes volvieron a entregarlos después de que finalizó el gobierno anterior. Le pidieron al Presidente de la República que no privatizara Esval, y creyeron que esa solicitud había sido aceptada. La petición la entregaron al Sernac de Valparaíso, a la señora Ximena Olivares, y en Santiago al señor Peribonio, a quien entregaron copia del informe, actualizándolo con boletas que muestran que los abusos continuaban. Pero, el Sernac regional sigue haciéndole el quite a los grandes temas, porque las empresas son muy poderosas.

Lo que descubrieron es que estas grandes empresas son grandes financistas de campañas políticas. Tienen artículos que demuestran que existe una especie de inhibición y de antipatía a emprender acciones legales.

Sin embargo, las empresas, aprovechando esta verdadera impunidad y lo que pareciera ser una especie de protección, incurren en abusos que rebasan la legalidad y caen en el delito.

Luego, e refirió a una carta que hicieron llegar al Presidente de la República, firmada por la directora regional del Sernac Valparaíso y por la Superintendencia regional, en la cual demostraron que los organismos de Estado, entre ellos la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, normalmente funcionan para las empresas; quedan bajo el influjo de las empresas y hacen lo que éstas les piden. Explicó que allí hay una razón doméstica que les demuestra que los consumidores no existen, que no tienen vigencia ni presencia permanente para denunciar los problemas. Lamentablemente, hasta el momento, en Chile, no hay una organización nacional de consumidores. Además, hacer funcionar una asociación de consumidores es extremadamente difícil, porque son rechazados por las empresas y algunos sectores políticos.

En verdad, las organizaciones se encuentran en una situación realmente muy desagradable.

Don Andrés Sepúlveda, en representación de Gutiérrez y Silva Abogados.

Señaló que el trabajo que realizó el estudio Gutiérrez & Silva Abogados se debió a un requerimiento hecho por un accionista minoritario, Felipe Ponce, con el objetivo de consultar a las distintas superintendencias sobre el estado financiero de La Polar, particularmente por la imagen bursátil que tenía, y si reflejaban la realidad los números y datos publicados en la Superintendencia. El señor Ponce presentó varias inquietudes y detectaron varias anomalías, las cuales están explicadas en su informe.

Contexto histórico.

Relató que en abril pasado, llegó al estudio el señor Felipe Ponce, ingeniero comercial que tiene algunos valores en la bolsa. Le estaban ofreciendo -después llegaron muchos inversionistas minoritarios que representa Gutiérrez & Silva Abogados- adquirir acciones de Empresas La Polar. Se puso a ver los números, específicamente la información publicada por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. No le gustó mucho lo que vio y acudió al Estudio. Éste le encargó la realización de un informe técnico que recogiera esas inquietudes y, además, hacer análisis internos y un requerimiento de carácter administrativo, para efectos de consultas.

Empezaron a trabajar en el mes de abril y el viernes 27 de mayo se enteraron que Empresas La Polar, por medio de un hecho esencial, iba a solicitar en la próxima junta de accionistas un aumento de capital de 400 millones de dólares, de los cuales un 10 por ciento correspondía a indemnizaciones y compensaciones a gerentes y trabajadores por el buen desempeño que estaba mostrando la empresa. En atención a eso y al peligro inminente, se reunieron el lunes 30 de mayo y concluyeron el informe.

El martes 31 de mayo y el miércoles 1 de junio remitieron a los distintos reguladores y, en general, a todas las instituciones relacionadas que están a pie de página en la carta, por vía correo electrónico, el informe que mostraron a la Comisión Investigadora. Se lo enviaron a Empresas La Polar, a la Superintendencia de Valores y Seguros, al Banco Central, a las auditorías y las clasificadoras de riesgo, tanto a Fitch Ratings y Feller Rate.

Por lo que les comentó el mismo superintendente, una vez que hicieron las presentaciones por mano el jueves 2 y el viernes 3 de junio, se remitieron los antecedentes a Empresas La 
Polar y se le dio un plazo de cinco días para efectos de que respondiera al requerimiento que habían formulado. Paralelamente, se había hecho pública la presentación de la demanda del Sernac, lo que, sin duda, ayudó bastante para que el tema tuviese la celeridad correspondiente.

El miércoles 8 de junio se les reiteró el requerimiento hecho por la Superintendencia. En ese mismo instante se comunicó a la Superintendencia que había problemas con las provisiones que tenía Empresas La Polar.

El 9 de junio se informó a primera hora que había un problema con las provisiones, proyectado, en primera instancia, entre 150 mil millones y 200 mil millones de pesos, lo que provocó la gran caída. El resto son hechos públicos y notorios, de los cuales se han enterado, básicamente, por la prensa.

El 24 de junio se reunieron con el superintendente de Valores y Seguros, quien les agradeció por haber hecho el requerimiento. Básicamente, abandonaron la arista de carácter administrativo, por cuanto el mismo superintendente, señor Fernando Coloma, señaló que no había necesidad de insistir en el requerimiento administrativo, por cuanto la hipótesis que formuló el Estudio, dentro del acápite aprensiones, se encontraba verificada, lo cual era un hecho público y notorio, en atención a que las provisiones no estaban mal efectuadas y que sí había renegociaciones y una cartera inerte que se mantenía artificialmente vigente, razón por la cual se han dedicado a ver las aristas de carácter civil y penal. Por medio del señor Gutiérrez, están patrocinando querellas de varios inversionistas en contra de todos aquéllos que resulten responsables. Ese es más o menos el rol que cumplieron en este caso, el cual fue básicamente de carácter profesional.

Requerimiento.

Acotó que el requerimiento que presentaron decía relación con inquietudes que se centraban en la calidad de la cartera de La Polar, a su vintage, tamaño y desarrollo, rendimiento, deuda promedio por cliente, duration, estructura de ventas periódicas a crédito, naturaleza de las operaciones a crédito, flujo de provisiones y castigos y nivel de provisiones.

Como antecedente general, la información con que trabajaron es pública y se puede conseguir directamente en el portal de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. En estricto rigor, no es una auditoría en ningún caso. Simplemente, es un análisis comparativo entre las empresas de retail, y de ahí surgen las distintas inquietudes.

La primera gran inquietud dice relación con los comportamientos anuales. Exhibe una diapositiva donde se aprecia el tamaño de la cartera que iba poniendo cuatrimestralmente Empresas La Polar. En el primer gráfico se aprecia que entre los años 2008 y 2010 Empresas La Polar siempre mostraba aumento, período tras período, de modo que no reflejaba la crisis económica que se podía detectar en los demás competidores directos entre fines de 2009 y principios de 2010. Todas las empresas -Cencosud, Ripley y CMR Falabella- sufren una cierta depresión; pero no así empresas La Polar, lo cual era atípico.

Comenzaron a investigar desde lo más general hasta lo más específico.

¿Por qué razón la crisis económica no afectó a empresas La Polar y al contrario, se denota un claro crecimiento en circunstancias de que todos los demás operadores del rubro reflejan un declive entre 2009 y 2010? Explicó al efecto que al principio son preguntas muy genéricas y todas tienen respuestas y explicación. Después en el análisis en detalle se puede llegar a una conclusión distinta o al menos sostener una postura distinta, que es lo que se hace al final del informe.

Información del estudio.

La información con la que contaban era la publicada a diciembre de 2010, porque no tenían la que correspondía al cuatrimestre de marzo de 2011, cuyo número era muy superior, porque ya en marzo de 2011 la cartera de La Polar no era de 741 mil millones de pesos, sino que de 881 mil millones; y la de CMR no era de 879 mil millones de pesos, sino de 889 mil millones. Por lo tanto, la distancia era sólo de 8 mil millones de pesos entre CMR, que es el retail más importante de Chile y que cuenta con un multiformato, que incluye supermercados, tiendas de construcción y retail; y La Polar que tenía más bien un formato simple, pues sólo se dedicaba a la venta retail.

¿Cuál es la aprensión que se genera en torno al tamaño de la cartera? Que La Polar era la segunda empresa más grande del retail, la segunda en importancia. Trabajaron un poco con el sentido común, porque más allá de decir que son abogados, lo más importante es decir lo que no son. No son economistas, no tienen un PhD en economía ni magister en mercado financiero, no tienen un MBA. Trabajan desde hace tres años en un estudio de abogados y a partir de lo que entendían fueron construyendo una teoría y en razón de aquello sabían que La Polar no era la segunda empresa del retail más importante del país, sino que la cuarta

Observó que no podía ser más importante que Almacenes París, que también es una empresa multiformato, que tiene asociado supermercados, empresas de construcción. Lo mismo ocurría con Ripley que, aparentemente, tiene un desarrollo económico mayor, realizan mayores operaciones, que aparecen especificadas. Entonces, el tamaño de la cartera era atípico, sobre todo, porque las ventas por retail eran dos, cinco o diez veces más grandes en la competencia.

Ripley superaba en ventas a empresas La Polar por el doble, pero aún así era un tercio de La Polar; Almacenes Paris era tres veces mayor en ventas que empresas La Polar, sin embargo, los números decían que era la mitad de La Polar. Entonces, de ese análisis surgen dudas.

Consultas que formularon.

¿Cómo se explica este tamaño relativo de empresas La Polar en contraste con los demás operadores? y ¿Cuáles son las operaciones o transacciones que permiten a La Polar alcanzar esa dimensión, en el entendido de que todas las demás operadoras superan a La Polar en las ventas de retail?

Siguieron analizando los números y empezaron a ver los comportamientos estacionarios. Éstas son las colocaciones que se hacen en atención a las ventas que se realizan.

Explicó que les llamó la atención que en el tercer cuatrimestre de 2009 y el tercer cuatrimestre de 2010 se encontraban los mejores momentos que tenía la empresa durante el año.

Exhibe un gráfico que muestra que en las demás empresas del retail -Ripley, Cencosud, Falabella, Presto- siempre el cuarto cuatrimestre era el mejor, por las ventas de fin de año. Pero en el caso de La Polar era el tercero.

Comenzaron a ver cuál era la variación que tenía del segundo al tercer cuatrimestre la competencia versus La Polar. Por ejemplo, la variación de Cencosud era de -2,6 por ciento, es decir, la colocación se deprimía un poco. Lo mismo ocurría con CMR que era de un 0,25. Ripley bajaba casi en 10 por ciento, Presto aumentaba a un 3,25 por ciento. No obstante, la variación que tenía empresas La Polar del segundo al tercer cuatrimestre en 2009 era de un 84 por ciento y una situación muy similar ocurre en 2010 en que la variación también es a la baja en la competencia, mientras que La Polar destaca con un aumento de 41,36 por ciento.

Parece extraño. Así surgió la pregunta ¿qué transacciones permiten a La Polar crecer explosivamente por sobre su competencia en un trimestre bajo o normal y constituirse en el mejor trimestre del año para la empresa?

En definitiva, había una consulta que no se estaba respondiendo. ¿Cuál era la naturaleza de los servicios que estaba prestando empresas La Polar que la hacía crecer tanto? ¿Cuál era el ingreso que la estaba haciendo brillar?

Con respecto a la naturaleza de los servicios, vale decir cómo se descompone el ingreso. La empresa retail tiene ingreso retail: la venta del jeans, la camisa, tienen un ingreso financiero que es la tarjeta, los préstamos que realizan, también hay un ingreso relacionado al comercio asociado, pues cuando se vende y se acepta la deuda en un comercio asociado eso también reporta ciertos ingresos a la empresa.
En definitiva, se pusieron a analizar la naturaleza de los servicios, pero no lo pudieron identificar en los balances anuales que están publicados en la página web de La Polar. Entonces, comenzaron a revisar hacia atrás, particularmente, la información más importante que tenían era la información de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y encontraron el gráfico de 2007, que fue el único año en que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras lo publicó y en que solicitó esta información.

En 2007, se descomponen en tres los ingresos que tenían las empresas: avances en efectivo, que es parte del ingreso financiero, en compras y en pago de cuentas y otros servicios. Estos últimos corresponden al comercio asociado y además otros servicios, que es un indeterminado. No sabe de qué se tratan esos otros servicios.

Pusieron en detalle lo que les parecía más relevante en el acápite otros servicios. Así, para el 2007, empresas La Polar tenía en avances en efectivo operaciones por 16 mil millones de pesos, lo que representa un quinto de lo que entregaba CMR Falabella, que eran 95 mil millones de pesos; la mitad de lo que entregaba Paris, 36 mil millones de pesos; un tercio de lo que entregaba Ripley, 55 mil millones de pesos.

En cuanto a compras, el ingreso retail básicamente, es decir, el de las ventas de blue jeans y de poleras, era de 69 mil millones de pesos en empresas La Polar. CMR lo quintuplicaba, 319 mil millones de pesos; Johnson’s registraba 40 mil millones de pesos; Paris siempre en cuarto lugar; Ripley, tiene el doble de La Polar, 127 mil millones. No obstante, en otros servicios, la empresa La Polar registra 93 mil millones de pesos; CMR Falabella, 27 mil millones de pesos -hablando de cinco veces menos- y lo de Paris y Ripley es marginal, 1.000 millones de pesos. Entonces, lo que hacía crecer tanto a La Polar no eran las compras, no era la venta por retail, no era el ingreso por retail en ningún caso, tampoco eran los avances en efectivo así que no era directamente el ingreso financiero, que es prestar plata.

Si se suma el ingreso de retail con el ingreso que incorpora la compañía por avances en efectivo, para 2007 no representaba lo que se representaba en estos otros servicios, que era muy superior. Entonces, ¿qué son estos otros servicios? Claramente no era el retail y como el pago de cuentas o el comercio asociado son parte componente del ingreso financiero, estos otros servicios eran del negocio financiero. El negocio financiero de empresas La Polar era lo que hacía crecer a La Polar, pero no era en avance en efectivo y dudan que fuera el comercio asociado.

El ingreso financiero que queda es el de la renegociación. Cuando hay una deuda y se repacta, inmediatamente, eso afecta el ingreso y hace que la cartera crezca. Las cuentas por cobrar crecen y las provisiones bajan, pero no podían, como Estudio, acusar porque no tenían la información suficiente y no eran auditores.

Sólo tenían la inquietud personal y la consulta quedó en los siguientes términos: ¿Cuáles son los otros servicios de La Polar que superan con mucho las sumas de sus giros principales para 2007 y cuál es el estado actual de estos otros servicios? Suponían que si para 2007 estaba en esos términos, quizá para 2010 ó 2011 podía crecer aun más la diferencia.

La deuda promedio por cliente.

Muestra el gráfico que considera más revelador y el que les generó la inquietud directa con respecto al tema. Empezaron a analizar otros datos y a calcular la deuda promedio por cliente -que todos conocen- en base a un cálculo que hicieron. Tomaron el número de tarjetas vigentes y el tamaño de la cartera, hicieron la operación aritmética que les daba la deuda promedio por cliente. Respecto a esto se ha señalado que existen otros sistemas para calcular la deuda promedio, cosa que les indicaron los especialistas de la superintendencia. En realidad, suponen que son especialistas. Solamente tuvieron una audiencia con la Superintendencia de Valores y Seguros, y les explicaron que existían más sistemas, pero éste es el que aplicaron y el que les mostró una diferencia sustancial.

De todas maneras, aplicando los otros sistemas, tomando todas las tarjetas, no solamente las vigentes, igual la diferencia era más o menos parecida, sin perjuicio de que quizá la deuda promedio bajaba, lo cierto es que la diferencia permanecía.

La deuda promedio que calcularon por cliente con empresas La Polar fue de 1 millón 200 mil pesos y la de Presto de 596 mil pesos. Al final, todos eran menos de la mitad y en las FECU de la empresa La Polar -página 29 de su memoria anual de 2009- señalan que su mercado directo, el segmento objetivo al cual apuntaba el comercio y empresas La Polar era el C2, C3 y D, que para muchos es un segmento un poco más riesgoso que otros, para otros no, y dice relación más bien con las tasas de interés. Este segmento considera clase media, clase media baja y baja.

¿Cómo se explicaban las políticas crediticias que debía tener la empresa? ¿Eran correctas o no? El sentido común dice que si una dueña de casa tiene una deuda promedio que supera el millón de pesos, su capacidad de pago no le va a permitir pagar. Si es así, obviamente, la política crediticia está mal diseñada, mal estructurada, pues no es posible que no haya riesgo ahí. Si la Superintendencia dice que ahí no hay riesgo, estaría bien, pero, por sentido común y sin ser especialista, estimó que hay un riesgo sistémico que va a hacer que el nivel de incobrables aumente y con ello la imagen bursátil decaiga, ya que las provisiones deben ser mayores porque va a obtener de esa cartera, que se basa en cuentas por cobrar, menos dinero del que realmente está considerando.

¿Cómo se explica esta deuda promedio en el contexto con su competencia? y ¿Cómo se concilian los indicadores arrojados al calcular la deuda promedio por cliente y las políticas crediticias anunciadas en las memorias anuales de La Polar?

Esto se entiende como las proyecciones en el tiempo que va a tener la cartera.

En relación a lo anterior, lo que primero les llamó la atención es el tamaño del negocio financiero, el que, en el caso de empresas La Polar era prácticamente la mitad, en circunstancias de que en las demás operadoras del rubro siempre era de 20 por ciento, 8 por ciento, 6 por ciento, 5 por ciento, 15 por ciento, etcétera. En definitiva, estaban exigiendo un poco más de valoración, que se hiciera uso de las facultades establecidas en el artículo 12 de la ley general de Bancos para que la Superintendencia emitiera una opinión. Ello porque la facultad establecida en el artículo 12 no sólo le permite regular, solicitar información, respetar y supervigilar que exista un cumplimiento de las normas legales, sino que también les permite emitir opiniones de gestión, emitir valores, juicios subjetivos respecto de los analistas por parte de la Superintendencia en cuanto a si lo que está haciendo la empresa, desde el punto de vista financiero, es correcto o no. Entonces, lo que querían era que se jugara un poco más la superintendencia y diese una opinión.

Agregó que tiempo después, la Superintendencia les contestó que “tenía las manos amarradas” por cuanto no estaba obligada a fiscalizar, pero lo cierto es que no existe ninguna norma legal que le impida hacerlo porque el compendio de normas es de menor rango jerárquico que la ley general de Bancos y así lo dijo el señor Marshall, presidente subrogante del Banco Central, sosteniendo precisamente que tenía las facultades para hacerlo. En ese sentido, consideró que existen responsabilidades, un incumplimiento grave o una negación de hacer ejercicio de las funciones, labores y misión que tiene la superintendencia.

Tamaño de la cartera.

Si ésta se descomponía por las ventas de retail, ¿cuánto podía proyectar la cartera en el futuro? En realidad, esto era más efectista que técnico y lo que ellos decían era que si la tienda cerrara, solamente con las cuentas por cobrar, podía seguir obteniendo los mismos ingresos durante 2,6 años. Entonces, era el negocio perfecto.

De todas maneras, formularon preguntas. Han sido muy responsables con el uso de la información y generaron dos preguntas: ¿Cómo se explican estas diferencias notorias que existen entre el negocio financiero versus el negocio retail en La Polar, teniendo en consideración los demás operadores? ¿En qué momento y cómo La Polar acumuló - teóricamente- en su cartera 2,68 años de ventas futuras?

Finalmente, en el informe que elaboraron les surgieron ciertas aprensiones y miedos en atención a lo que habían analizado. Con respecto a ello, leyó lo siguiente: “En atenciyn al análisis expuesto en forma sucinta, cabe señalar que en nuestros representados han emergido ciertas aprensiones y temores sobre el verdadero estado financiero de La Polar, el cual no ha podido ser constatado por falta de informaciyn.”.

Expresó que no tienen suficiente información para determinar por qué se producen estas anomalías. Pero hacen un reconocimiento y como no son auditores ni tienen acceso a mejor información que la pública y a los balances que publicaba la empresa, formularon las preguntas. Si hubiesen tenido acceso a la información, no habría sido necesario hacer las preguntas y, quizás, habrían hecho directamente una denuncia.

Continuó leyendo: “En ese sentido, se ha especulado -no sin fundamentos- sobre la posible existencia de una cartera inerte e improductiva que permanece vigente -sin morosidad-...” En palabras sencillas, existen repactados que se mantienen artificialmente vigentes y que afectan directamente la situación financiera de empresa La Polar.

“En ese sentido, se ha especulado -no sin fundamentos- sobre la posible existencia de una cartera inerte e improductiva que permanece vigente -sin morosidad- y que por tanto, se podría considerar como parte integrante de los ingresos de la cartera, lo que derivaría en no constituir, conforme a las reglas de la realidad, las provisiones que realmente requiere La Polar, y que de alguna manera explicarían las cifras atípicas expresadas en el cuerpo de esta presentación.”
“Si bien, lo sostenido anteriormente es una conclusión que, en atención a la información disponible, es imposible de acreditar, no deja de ser cierto que aparece como una respuesta razonable a la atipicidad de La Polar frente a las demás operadoras.

“Si en los hechos las especulaciones aquí señaladas tuviesen algún grado de asidero, se generarían dos problemas importantes:

“1 ° Por una parte, el estado financiero de La Polar declarado podría incluir conceptos que se disputarían con las buenas prácticas crediticias, como lo es un volumen importante de clientes repactados, pero insolventes, atentando de esa forma su actual calificación en riesgos. Y por ende, existiría la probabilidad de que las personas o instituciones que tienen algún grado de participación en La Polar se vean perjudicadas por ese hecho. Este riesgo y el eventual perjuicio, proyectados en el tiempo, crecerían en magnitud.

“2° Y por otro lado, los organismos y mecanismos reguladores, internos y externos, encargados de evitar riesgos en el mercado de las tarjetas no bancarias, resultarían ser insuficientes o al menos ineficientes en este caso en particular, derivándose de aquello una responsabilidad conjunta en las repercusiones futuras, en el evento de que las aprensiones aquí expresadas se condijeran en los hechos.

“En razón de lo anterior, cabe preguntarse si:

¿Las provisiones de La Polar se encuentran bien constituidas y con la suficiencia necesaria?”. Ésa era la pregunta más importante y era la aprensión que tenían.

Enfatizó que no existe ninguna clasificadora de riesgo ni auditora que les haya ayudado y lo refleja la regulación que han requerido.

El estudio no es una auditoría.

Toda la información recopilada no constituye una auditoría, sino que un informe comparativo, con información publicada hasta hoy y que va a seguir siendo publicada. En la página web de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras hay un clic al final que dice “información de operadores de tarjetas de crédito no bancarias”. Se ingresa y se puede bajar toda la información.
Las preguntas pudieron haber sido más, agrega. De hecho, estuvieron viendo algunos aspectos que dicen relación a cómo se iba componiendo el ingreso en el tiempo y se dieron cuenta que La Polar nunca tenía suficiente liquidez y que, en definitiva, se alimentaba básicamente durante los últimos tres o cuatro años de aumentos de capital, ventas de bonos y préstamos que solicitaban a bancos. Eso se proyectaba en el tiempo y generaba una bola de deudas que se iba traspasando de año a año, pero Gutiérrez y Silva carecían de los antecedentes suficientes ni la calificación técnica como para formular una pregunta en ese sentido. Hoy, lo transparentan mucho más, porque tienen la tranquilidad de haber hecho un buen trabajo, por lo menos, con lo que se hizo y con la información que entregaron. Finalmente, eso es lo que ingresaron a la Superintendencia y, en razón de aquello, le pidieron respuestas a estas preguntas.

A partir de lo que ocurrió con empresas La Polar, reitera algo señalado desde el primer momento en que estalló el problema.

Los responsables.

Consideró que hay varios responsables. Los primeros, los más directos y que arriesgan, sin duda, algún tipo de responsabilidad de carácter penal son los administradores y gerentes de la empresa. En segundo lugar, los directores, que son los encargados básicamente de supervigilar el trabajo de la administración. En tercer lugar, los controles internos que, por ley de Sociedades Anónimas, entregan estas empresas registradas en el mercado de valores a auditoras externas así como también a clasificadoras de riesgo que considera son filtros para conocer el verdadero estado bursátil de las empresas. No obstante ello, considera que con la información pública disponible era posible detectar estas anomalías. Además, considera que hay responsabilidad por parte de los reguladores estatales, particularmente de las Superintendencias de Bancos e Instituciones Financieras, quien publicaba esa información, y la de Valores y Seguros, encargada de la regulación directa de estas empresas que se encuentran registradas. Obviamente, cada una de ellas tendrá que asumir las responsabilidades que correspondan.

Les parece que no son atendibles los argumentos de todos estos entes involucrados, principalmente, porque el trabajo que realizaron lo pudo haber realizado cualquier persona con mínimos conocimientos. Simplemente, era proyectar los gráficos y ver las anomalías en comparación a los demás operadores. De hecho, lo hicieron ellos sin ser especialistas y está seguro de que ha dejado claro el trabajo del Estudio Gutiérrez.

¿Cuál era el gran argumento del superintendente de Valores y Seguros, señor Fernando Coloma?

Señaló que el les decía: “tenemos más de mil empresas que vigilar y no podemos estar encima de cada una de ellas” Sin perjuicio de que ésa sea su obligación legal, razón por la cual se ganan la remuneración todos los funcionarios de la Superintendencia, lo cierto es que es un poco más atendible. Sin embargo, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras no puede dar la misma excusa, ya que son 8 ó 9 las entidades que ellos supervisan y, además, estaban los gráficos que proyectaban la información. Sólo había que cruzar datos. Las responsabilidades están relativamente claras, sobre todo, este reconocimiento de negarse a fiscalizar es más expreso que no cumplir la labor que les ha entregado la ley.

Acerca de don Felipe Ponce.

Informó que su cliente les pidió confidencialidad.

Ellos no conocían la existencia de repactaciones unilaterales; sí pensaban que había repactaciones contratadas sin solicitud de antecedentes, sin Dicom. Tampoco conocían la dimensión del problema; nunca pensaron que los valores bursátiles se degradarían en 80 por ciento con estas caídas. Pensaban que había un problema. Quizá fueron inocentes y no supieron dimensionarlo por no tener las habilidades y la información para hacerlo. La cuestión es que don Felipe Ponce se ha sentido un poco abrumado. Pero lo cierto es que no hay ninguna persona detrás de este tema, no hay ningún “Gran Hermano”. El informe que hizo está en su computador si quieren registrar desde cuando se empezaron a confeccionar los archivos, los gráficos.

Don Felipe Ponce sí es un entendido en la materia. Es ingeniero comercial; tiene estudios de posgrado. Se conocieron jóvenes. Él le insistió en que se lanzaran directamente a hacer los requerimientos. Se siente muy responsable de lo que ocurrió, pero debe defender su trabajo y da fe de que don Felipe Ponce no tiene ningún tipo de relación con empresas La Polar y que no hubo ningún soplo. Señaló que no conoce a nadie de empresas La Polar, aunque tiene entendido que tiene un ex compañero de colegio que trabaja en empresas La Polar, no sabe su cargo, pero es ingeniero egresado de la Universidad de Chile. Don Felipe Ponce no era parte del mandato que ellos ejercieron pero cree que tiene valores en la Bolsa. Lo cierto es que adquirió valores de empresas La Polar. Él le dijo que adquiriera lo mínimo que se pudiese adquirir en empresas La Polar, antes de presentar los requerimientos, a fin de no tener conflictos con la Superintendencia, porque, obviamente, ésta ha sido sumamente quisquillosa con ese tema; les ha solicitado dos o tres veces el número de las facturas, por medio de qué empresa adquirió, en fin, información que, por lo demás, no tienen ni tampoco le parece necesario exigírsela al señor Ponce.

Iniciaron el trámite administrativo que concluyó exitosamente. Don Felipe Ponce está muy contento con la labor que realizaron, por lo cual no van a insistir más en el tema administrativo, particularmente, porque el mismo superintendente les dijo que ya estaba todo respondido.

Qué más se le puede exigir a la Superintendencia.

En ese sentido, indicó, más allá de exigirle las responsabilidades que él pueda tener y la responsabilidad estatal que se pueda generar en torno a este tema, hoy existe mucha más información pública respecto del requerimiento que la que ellos obtuvieron. Y está seguro de que va a seguir saliendo más.

Ellos están involucrados en las querellas -y por esa vía también van a obtener información-, a través del abogado Ricardo Gutiérrez. No sabe si ya se habrá levantado la reserva en la Fiscalía, parece que sí, así es que seguramente van a tener acceso a más información, estimó. En todo caso, tiene entendido que aún no se terminan de realizar completamente las auditorías, pero, a través de un hecho esencial publicado hace algunos días, supieron que las provisiones eran un poco menores a las que se habían anunciado y que se iban a mantener.

Las querellas.

Expresó que las querellas penales son personales y están dirigidas, inicialmente, en contra de todos aquellos que resulten responsables. Está seguro de que van a salir personas individualizadas, pero para eso hay que esperar un poco a que se desarrolle más la investigación.

En cuanto a las demandas civiles, las acciones del Estudio Gutiérrez durarán unos cuatro o cinco años. Pero están recién evaluando a quiénes van a demandar. Hay que hacer un análisis específico y hay un abogado encargado al efecto. Están trabajando en ese tema, así es que no pueden comentar más al respecto.

IV. CONSIDERACIONES Y CONCLUSIONES APROBADAS POR LA MAYORÍA ABSOLUTA DE LOS DIPUTADOS PARTICIPANTES EN LA VOTACIÓN.

Votaron a favor las Diputadas señoras Cristina Girardi y Mónica Zalaquett y los Diputados señores Gonzalo Arenas, Guillermo Ceroni, Fuad Chahín, Gustavo Hasbún (en reemplazo del Diputado don Enrique Van Rysselberghe), Miodrag Marinovic, Frank Sauerbaum, Marcelo Schilling (en reemplazo del Diputado don Carlos Montes), Joaquín Tuma, Patricio Vallespín y Pedro Velásquez. En contra lo hizo don José Manuel Edwards.

Considerando:

1.- Que, según mandato dispuesto por la Corporación, corresponde analizar, indagar, investigar y determinar los errores, omisiones o negligencias de los encargados de la supervisión financiera del país, y las posibles fallas o vacíos en la actual legislación sobre la ley de sociedades anónimas, ley de mercado de valores, ley N° 18.010, de operaciones de créditos, de protección al consumidor y de las atribuciones de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, Superintendencia de Valores y Seguros, de la normativa dictada por el Banco Central y sobre la regulación y fiscalización de las empresas de auditoría externa y clasificadora de riesgo, con ocasión de la crisis financiera provocada por las malas prácticas crediticias de la Empresa la Polar.

2.- Que tales prácticas de la empresa La Polar S.A. se dieron a conocer en el mes de junio de 2011, consistentes en repactaciones unilaterales que originaron, a la postre, un fraude de tipo masivo. Situación de la mayor trascendencia, porque ha reflejado la fragilidad del sistema de supervisión financiera de nuestro país, dejando de manifiesto la gran asimetría de información existente en el mercado.

3.- Que uno de los problemas centrales derivados del caso La Polar, es que las empresas del retail, directamente o a través de filiales, se han ido transformando en importantes proveedores de crédito a consumidores, generándose en los últimos años, un verdadero “mercado financiero en la sombra”, que no está sometido a ninguna legislación especial que disponga su fiscalización en forma clara e integral.

4.- Que en virtud de esta investigación ha sido posible establecer que en la industria del Retail existen condiciones para que se puedan realizar abusos, fraudes, estafas masivas y otros delitos contra los consumidores y/o usuarios de instrumentos financieros no bancarios, así como contra la sanidad del sistema financiero nacional, lo cual se habría generado en el tiempo por la conjunción de múltiples factores, entre los cuales se pueden destacar los siguientes:

i).- Fallas de supervisión del gobierno corporativo de la empresa, en la auditoría de estados financieros y de la clasificación de riesgo y en el mecanismo de fiscalización delegada vía informe de procedimientos acordados de los auditores externos.

ii).- Concentración de las tareas de auditoría de estados financieros y del informe de procedimientos acordados en un solo auditor externo.

iii).- Influencia negativa de esquema de incentivos variables de los ejecutivos.

iv).- Falta de coordinación y traspaso de información en tiempo y forma entre los organismos reguladores.

v).- Fiscalización estatal insuficiente e incompleta, centrado en el normal funcionamiento de los pagos y no en el riesgo de la cartera de créditos.

vi).- Desde la mirada de los deudores, cobros excesivos de tasas de interés y repactaciones unilaterales masivas sin consentimiento de éstos.

5.- Que se advierte el cansancio de las personas ante los abusos que permite el actual sistema financiero. Es deber del Gobierno y del Congreso Nacional, como colegisladores, ocuparse de subsanar dichas debilidades a fin de impedir la comisión de hechos irregulares y delictivos que permitan el aprovechamiento, de cualquier forma, de los consumidores.

6.- Que no es aceptable que en nuestro país personas que cometen delitos económicos, que han defraudado a millones de chilenos, haciéndoles pagar costos indebidos y por ello generado un drama financiero de proporciones, tengan sanciones desproporcionadamente bajas.

7.- Que, esta Comisión no ha podido llegar a la convicción que estas prácticas irregulares no estén ocurriendo en otros oferentes de crédito no bancarios, por lo que hace un llamado urgente a las autoridades públicas respectivas, a fiscalizar con detalle dicho mercado.

8.- Que como pudo advertirse durante la etapa investigativa de esta Comisión, aquellas instancias colaboradoras de supervisión financiera, tales como auditoras externas y clasificadoras de riesgo, consideradas como filtros para conocer la verdadera situación financiera de las empresas, fueron negligentes e incapaces a la hora de detectar las anomalías.

Por otra parte, quedó establecido que el mercado, de empresas clasificadoras y auditoras, es altamente concentrado y que claramente habrá que profundizar en su regulación.

9.- Que el fraude que venía siendo perpetrado hace varios años por la empresa La Polar S.A. pudo conocerse gracias a la participación del estudio jurídico Gutiérrez y Silva, los que realizando un simple análisis de tipo económico de la información que estaba disponible en la red, lograron descubrirlo y comunicarlo a las entidades encargadas por ley de realizar tal cometido.

10.- Que, sin perjuicio de las responsabilidades que se detallan más adelante, esta Comisión manifiesta su honda preocupación ante lo débil, insuficiente y poco confiable que demostró ser nuestro sistema de supervisión financiera y de defensa del consumidor, fallando (con distintos grados de responsabilidad) todos los actores de nuestra actual cadena de supervisión financiera, al menos desde el año 2006 y que comprende: Los directores, las auditoras externas, las clasificadoras de riesgo, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y la Superintendencia de Valores y Seguros. Además, y aunque no son parte formal de la cadena de supervisión financiera, también vemos algún grado de responsabilidad en el Sernac y en el Banco Central de Chile.

Conclusión:
I. ENTES INVOLUCRADOS Y GRADO DE RESPONSABILIDAD. 


A.- Las responsabilidades ante deberes y obligaciones. el incumplimiento de sus deberes y obligaciones.


Éstas se refieren principalmente al actuar negligente de las instituciones destinadas a ser la primera barrera de control de la supervisión financiera en nuestro país.


1.- Ejecutivos y directivos de empresas La Polar S.A.

Son responsables directos los ejecutivos y directores (en especial los que formaron parte del comité de directores) de empresas La Polar S.A. en la perpetración de hechos graves de carácter delictual.

Sin perjuicio de la investigación en curso, esta Comisión considera que con su actuar se transgredió lo preceptuado en los artículos 10 y 59 de la ley de mercado de valores y 39, 41, 46 y 50 bis, de la ley de sociedades anónimas.

De los antecedentes aportados a esta Comisión aparece nítida tal responsabilidad de los ejecutivos de la empresa en la comisión de delitos, cuyo conocimiento y juzgamiento corresponde a los tribunales de justicia, toda vez que lograron falsear sus resultados financieros, y divulgar información falsa al mercado, hecho que se conoció el 17 de junio pasado a través de comunicado realizado por la propia empresa.
El procedimiento para concretar dicho fraude consistía en registrar la cartera morosa como “nuevos clientes”, a través de la figura de la repactación unilateral de las deudas, por montos superiores (pues se cubrían el capital adeudado, más intereses y reajustes), con lo cual se aumentaba fraudulentamente el valor de sus activos e ingresos, manteniendo la cartera artificialmente vigente y evitando las provisiones debidas.

A su vez, los directores de empresas La Polar, a juicio de esta Comisión, han faltado gravemente a su deber de eficiencia y lealtad para con la empresa, lo que se traduce en el hecho de preocuparse de estar informado de manera veraz y definir, en consecuencia, una política acorde a su real situación financiera, difundiendo la información esencial en forma inmediata.

El presunto desconocimiento por parte del directorio no los exime de su responsabilidad, a menos que se demuestre que adoptaron todas las medidas del caso tendientes a lograr una información cabal del quehacer de la empresa, lo que a juicio de esta Comisión no ocurrió.

El propio artículo 39 de la ley de sociedades anónimas establece claramente el derecho de los directores de ser informados plena y documentadamente y en cualquier tiempo de todo lo relacionado con la empresa.

El directorio de empresas La Polar S.A. ha transgredido en forma grave lo dispuesto en el artículo 10 de la ley de mercado valores, en cuanto a su obligación de entregar información veraz, suficiente y oportuna; es responsabilidad del directorio el adoptar una norma interna que contemple los procedimientos, mecanismos de control y responsabilidades que aseguren dicha divulgación. En el mismo sentido se expresa el artículo 46 de la ley de sociedades anónimas, el cual establece la obligación de los directores de entregar a los accionistas y al público, las informaciones suficientes, fidedignas y oportunas que la ley y la Superintendencia determinen.

Se arriba, entonces, a la convicción que los directores de empresa La Polar S.A. actuaron de manera negligente en el ejercicio de sus funciones, conforme lo preceptuado en el artículo 41 de la ley de sociedades anónimas, que establece que los directores deben emplear en el ejercicio de sus funciones, el cuidado y diligencia que los hombres emplean ordinariamente en sus negocios propios.

2.- Empresa de auditoría Pricewaterhousecoopers.

A juicio de la Comisión, es responsable por la negligencia y la falta de cuidado en el desempeño de su labor de auditoría. El grado de responsabilidad de esta empresa en los lamentables hechos conocidos e investigados por esta Comisión, revisten la más alta gravedad.

Los hechos indican que la empresa habría limitado su acción a la detección de errores contables, dejando de lado la revisión de la veracidad de la información entregada por la empresa y la detección de potenciales fraudes. La falta de diligencia con la que esta empresa realizó su trabajo, socavó profundamente la fe pública con la que debe funcionar el sistema financiero chileno.

A pesar de ser esta una materia que debe ser resuelta por la autoridad competente, la Comisión es de la opinión que la empresa auditora con su actuar podría haber transgredido lo preceptuado en los artículos 239, 246, 248 y 249 de la ley de mercado de valores.

El primero de los artículos de este cuerpo normativo señala que las auditoras deben “a) Examinar los montos, respaldos y antecedentes que conforman la contabilidad y los estados financieros”, “c) emitir sus conclusiones.... Indicando un razonable grado de seguridad, si están exentos de errores significativos...”. Los artículos restantes establecen su metodología de trabajo y las obligaciones de informar al directorio y a los supervisores de las deficiencias que detecten, la calidad que deben tener sus opiniones o informes y que responden de sus funciones hasta de culpa leve por los perjuicios que causaren.

3.- Las empresas clasificadoras de riesgo Feller Rate y Fitch Chile. 

A juicio de la Comisión, son responsables por la negligencia y la falta de cuidado en el desempeño de su labor.

En efecto, los hechos indican que tales empresas no habrían actuado con la debida diligencia al emitir opinión sobre la solidez financiera de la empresa La Polar S.A., expresada básicamente en su clasificación de riesgo. La falta de diligencia con la que estas empresas realizaron su trabajo, ayudaron al socavamiento de la fe pública que este caso trajo consigo al sistema financiero chileno.

A pesar de ser esta una materia que debe ser resuelta por la autoridad competente, la Comisión es de la opinión que las empresas clasificadoras de riesgo, con su actuar, podrían haber transgredido lo preceptuado en los artículos 84 y 93 de la ley de mercado de valores.

Tales preceptos legales señalan que estas entidades deben hacer su labor de acuerdo con la información que el emisor les proporcione en forma voluntaria o que se encuentre a disposición del público. Pero además, podrá requerir información adicional cuando sea estrictamente necesario para realizar un correcto análisis y que las clasificadoras de riesgo deben emplear en el ejercicio de sus funciones el cuidado y diligencia que los hombres emplean ordinariamente en sus negocios propios y responden solidariamente por sus actuaciones dolosas o culpables.

La Comisión, por otra parte, considera que no existe motivo plausible para explicar que empresas especializadas y con prestigio en el rubro bajen una clasificación de riesgo de una empresa en solo 8 días, desde AA- a C.

4.- Las administradoras de fondos de pensiones.

Les cabe responsabilidad desde dos puntos de vista: En su condición de entidades que designan a cuatro de los siete miembros de la Comisión Clasificadora de Riesgo del decreto ley N° 3500 y por su intervención en el nombramiento de directores en la empresa La Polar S.A.

Asimismo, se hace un llamado de advertencia para que, en su calidad de inversores de recursos de terceras personas, apliquen el máximo celo en el desempeño de la mencionada labor, debiendo disponer, a la brevedad, la revisión de todos los mecanismos que tiendan al señalado objeto.

Del mismo modo, cabe llamar la atención acerca del excesivo rol que la legislación y regulación sobre los fondos de pensiones le asignan a un agente auxiliar de la regulación y supervisión que le corresponde al Estado, como lo son los clasificadores de riesgo. Estas agencias son las que tienen la facultad legal de determinar qué instrumentos son elegibles o no para los fondos de pensiones. El caso La Polar demuestra que son falibles y lamentablemente las responsabilidades legales no están a la altura de las consecuencias de sus errores.

El Estado debe fortalecer su rol de protección de la calidad y seguridad de los instrumentos en los cuales se invierten los ahorros forzosos de los cotizantes. De hecho las facultades de la Superintendencia de Pensiones son mínimas, respecto de la calidad y seguridad de las inversiones, las que son definidas por la propia industria a través de la Comisión Clasificadora de Riesgo y el Comité Técnico de Inversiones.

5.- Comisión clasificadora de riesgo.

La CCR está conformada por siete miembros, cuatro de ellos representantes de la industria, que no pueden ser ni gerentes ni directores de AFP, y los otros tres son representante de cada uno de los Superintendentes (SBIF, SVS y SP).

La CCR es un órgano autónomo, con personalidad jurídica y patrimonio propio, financiado por la industria, y cuya función es aprobar o rechazar ciertos instrumentos de inversión (no todos) para ser elegibles por los fondos de pensiones o la de rechazar la clasificación de riesgo de instrumentos de deuda.

Para el caso de La Polar, la responsabilidad de la CCR alcanza a la posibilidad de rechazar Bonos y Efectos de Comercio (no a las Acciones).

El artículo 99, letra a), del D.L. 3500 establece como una función de la Comisión Clasificadora de Riesgo, la siguiente: “a) Aprobar o rechazar los instrumentos representativos de capital, deuda y cobertura de riesgo susceptibles de ser adquiridos con recursos de los Fondos de Pensiones, de conformidad a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 45.”
La letra b) del mismo artículo, por su parte, dispone: “b) Asignar una categoría de riesgo, de aquellas señaladas en el artículo 105, a los instrumentos de deuda a que alude la letra a) anterior, salvo que se trate del rechazo de un instrumento en la forma establecida en el inciso quinto del artículo 105, en cuyo caso no procederá tal asignación.”.

Como consecuencia de ello, la CCR debió evaluar los instrumentos de La Polar, antes que la AFP invirtieran en ellos y, de haberlo hecho, pudo haber ocurrido que algunos de ellos no hubieran podido ser transados por las AFP.

La responsabilidad de la CCR estriba, en este caso, en que no ejerció la facultad de rechazar la clasificación de los bonos y efectos de comercio emitidos por La Polar, en particular la última emisión de bonos de diciembre de 2010, demostrando negligencia en su actuar.

La cuestión de fondo es si corresponde mantener esta delicada función en un organismo privado donde prima la visión de la industria, en circunstancias de que se trata de un ahorro forzoso por ley.

La misma cuestión surge respecto del Consejo Técnico de Inversiones, que define el Régimen de Inversiones y los límites de inversión, donde la industria carece de un real contrapeso. Cabe señalar que este Consejo es presidido por el socio principal de una agencia clasificadora de riesgo, lo que da lugar a un serio conflicto de interés.

B.- Las responsabilidades institucionales:

Las instituciones que se indican y quienes han estado a su cargo durante el período en que se cometieron los hechos objeto de la investigación, comparten, a juicio de esta Comisión, en distintos grados una importante responsabilidad en cuanto a la falta de regulación, previsión y/o fiscalización de los hechos ocurridos en empresas La Polar S.A., a lo menos desde el año 2006 hasta la fecha.

La Comisión determinó que la información en poder de las Superintendencias de Bancos, Valores y Seguros, AFP, la Comisión Clasificadora de Riesgo, decreto ley N° 3500, y el público en general, era suficiente para levantar una razonable sospecha del comportamiento financiero, y real situación interna en que se encontraba la empresa investigada.

Por lo anterior, todos los órganos fiscalizadores mencionados anteriormente son solidariamente responsables de lo ocurrido, habiendo actuado a lo menos con falta de la debida diligencia y cuidado en sus labores fiscalizadoras.

En general, estos problemas dejan en evidencia el inmovilismo que ha caracterizado a las instancias públicas encargadas de la regulación del sector. Si bien, antes de la crisis financiera internacional de los últimos 10 años, se podía alegar que se carecían de antecedentes para indagar en el tema; después de ella, resulta inaceptable que no se hubiera iniciado una investigación general sobre la posibilidad que estuvieran en operación actividades delictivas de esta naturaleza, lo que atañe también tanto al Ministerio de Hacienda como al Banco Central, al menos durante los últimos 10 años.

6.- La Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (SBIF).


Es responsable por la negligencia en el ejercicio de sus facultades fiscalizadoras, al menos desde el año 2006, ya que no dio estricto cumplimiento a lo preceptuado en los artículos 2, 12, 16 de la Ley General de Bancos.

En efecto, las normas ya citadas de la Ley General de Bancos establecen las facultades de la SBIF para fiscalizar a los emisores de tarjetas de créditos tanto bancarias como no bancarias.

En relación a las normas dictadas por el Banco Central para la fiscalización de los emisores de tarjetas de crédito no bancarias, la propia entidad estableció ante esta Comisión que: “La supervisión de la regulación dictada por el Banco se encuentra encomendada por ley a la SBIF con las facultades generales que se otorgan con tal finalidad en el Titulo I de la Ley General de Bancos”.

Asimismo, confirma lo anterior, el hecho que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, luego que se conociera el problema de La Polar, tuvo un carácter proactivo, ejerciendo a plenitud sus facultades legales.

7.- La Superintendencia de Valores y Seguros (SVS).

Es responsable por la negligencia en el ejercicio de sus facultades fiscalizadoras y la falta de cuidado en el desempeño de su labor, al menos desde el año 2006.

La supervisión que realiza la SVS se construye sobre los informes entregados por los auditores externos y las empresas clasificadoras de riesgo y complementariamente con revisiones propias de manera selectiva para verificar la veracidad de la información financiera presentada.

La SVS no advirtió que los estados financieros presentados por la Empresa La Polar SA. no eran consistentes, a pesar de tener facultades de fiscalización directa y no sólo delegadas.

8.- La Superintendencia de Pensiones.

Tiene responsabilidades en cuanto no se perciben acciones luego de la crisis financiera internacional de los últimos 10 años para enfrentar eventuales comportamientos fraudulentos de los gestores de los instrumentos en los cuales se pueden invertir los fondos de pensiones. Esta omisión contribuyó a que la crisis de La Polar afectara gravemente a dichos fondos.

9.- Banco Central de Chile.

Es responsable en cuanto a no precaver la falencia en la regulación de las tarjetas de crédito no bancarias, dado el surgimiento de un verdadero “mercado financiero en la sombra”, demostrando que la regulación dictada por ese órgano el año 2006 se encuentra claramente obsoleta.

En ese sentido, en materia de regulación del sistema financiero y del mercado de capitales, son atribuciones del Banco Central, de conformidad con el artículo 35 numeral 7: “Dictar las normas a que deberán sujetarse las empresas cuyo giro consista en la emisión u operación de tarjetas de crédito o de cualquier otro sistema similar y que se encuentren bajo la fiscalizaciyn de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras”.

10.- Sernac.

Si bien el Sernac no es una institución llamada a realizar funciones de supervisión financiera, sí es importante señalar que desde el año 2006, a lo menos, se tuvo conocimiento de casos de repactaciones unilaterales, que debieron ser comunicados a la autoridad encargada de la supervisión financiera. Finalmente es necesario señalar que el Sernac debió actuar con la anticipación suficiente, mediante un proceso de mediación o de interposición de una demanda colectiva.

Propuestas:

1.- La Comisión Investigadora insta tanto al Gobierno como al Congreso Nacional, en su rol de entes coadyuvantes del proceso legislativo, a impulsar los cambios legales necesarios en términos tales que permitan evitar que este tipo de casos vuelva a ocurrir.

2.- En el ámbito legislativo. La Comisión apoya la necesidad de incrementar los costos asociados a los delitos económicos y financieros. Se propone un incremento en la severidad de las penas asociadas a este tipo de delito de forma tal de terminar con la sensación colectiva de impunidad que se tienen respecto a estos hechos. Las actuales penas son bajas y en la mayoría de casos los autores no sufren sanciones privativas de libertad.

2.1.- Debe existir un tratamiento especial y más severo respecto de quienes cometen fraudes o estafas a grupos de personas, afectando el patrimonio de mucha gente y dañando severamente la fe pública. No sólo se deben aumentar las multas posibles de aplicar, como sanciones infraccionales, sino, también, las penas privativas de libertad. Al respecto, se propone establecer la figura del fraude colectivo, cuando las víctimas de esta acción delictual sea un grupo de personas, o que mediante el uso de ésta se afecte, en el tiempo, de manera individual, a una gran cantidad de ellas.

2.2.- Asimismo, la Comisión propone que se revisen e incrementen las sanciones de tipo administrativo para los organismos de control, supervisión y fiscalización del sector financiero, ya sean públicos o privados, que incurran en negligencia o falla de servicio en el cumplimiento de sus obligaciones. También se propone que cuando estas negligencias afecten colectivamente a grupos de personas exista un agravante que los haga corresponsables solidariamente de los perjuicios generados.

2.3.- Deben realizarse cambios normativos a las empresas auditoras y clasificadoras de riesgo, de manera que éstas recaben la información que procesan y analizan desde la fuente y no las que le sean aportadas por los propios escrutados, esto es, que se logre una verdad “real” y no meramente “formal” de las cifras que se manejan. De ahí que se requiera:

i.- Estudiar el otorgamiento de una facultad para pedir información a terceros para contrastar información.

ii.- Establecer su carácter de objeto único, un límite de plazo para cambiar auditores externos y ampliar sus facultades para solicitar información adicional para realizar su trabajo.

iii. Diseñar y aplicar mecanismos para reforzar el esquema de fiscalización y regulación de auditores externos y clasificadores de riesgo.

iv.- Establecer un Comité de expertos auditores que fiscalice el trabajo de los auditores externos.

v.- Exigir por regulación firmas de auditoría distintas para la auditoría de estados financieros y para el informe de procedimientos acordados.

vi.- Perfeccionar y aumentar las penas ante la figura del engaño o mentira intencionada a los auditores por parte de los ejecutivos de una empresa.

vii.- Revisar la legislación que se aplica actualmente a las clasificadoras de riesgo. En particular, analizar si son suficientes las exigencias que deben cumplir y si existen incentivos correctos para que desempeñen adecuadamente su rol.

viii.- Modificaciones a la Comisión Clasificadora de Riesgo del D.L. 3500, tanto en lo relativo a su integración como a hacer responsables a sus miembros por negligencia en el desempeño de sus funciones, incluyendo la tipificación de un delito para los casos de grave negligencia.

2.4.- Es menester realizar, a la brevedad, cambios normativos a los Gobiernos Corporativos de las Sociedades Anónimas. Establecer, entre otros, la obligación de contar con un Comité de Auditoría, aumentar las responsabilidades legales y patrimoniales de los directores ante fraudes y regular el sistema de incentivos de los altos ejecutivos de tales Sociedades.

2.5.- Se requiere que el Gobierno haga presente la urgencia para el tratamiento legislativo del proyecto de ley sobre “tarjetas de crédito”, actualmente radicado en la Comisión de Economía de la Cámara de Diputados.

En consecuencia, se solicita al Ejecutivo que en el marco de este informe estudie la factibilidad de acelerar el trámite parlamentario de los proyectos de ley señalados, realizando los perfeccionamientos necesarios o, en su defecto, que presente proyectos alternativos que recojan el espíritu de la Comisión, en el sentido de incrementar los costos asociados a las estafas o fraudes cuando éstos tengan un carácter colectivo y público.

3.- En materia de perfeccionamiento de nuestro sistema de supervisión financiera, esta Comisión participa de las propuestas realizadas por la llamada Comisión Desormeaux,, conocida oficialmente como “Comisiyn de Reforma a la Regulaciyn y Supervisiyn Financiera”, se sugiere adoptar un modelo de Twin Peaks o de regulación por objetivos, que agrupa las tareas de supervisión y regulación financiera en dos grandes áreas: la supervisión de solvencia, por un lado, y la de conducta de mercado, por el otro, además de una Comisión de Pensiones. Este modelo permite un tratamiento adecuado de los conglomerados financieros, presenta un menor riesgo de duplicaciones y arbitrajes regulatorios y separa los objetivos entre los que existe un mayor riesgo de conflicto.

En el esquema propuesto, se crearía además, de las dos comisiones ya señaladas, un Consejo de Estabilidad Financiera (“CEF”), establecido por ley (no por decreto como es actualmente) cuyos miembros serían el Ministro de Hacienda (quien lo presidiría), el Presidente del Banco Central de Chile (“BCCh”) y los Presidentes de tres nuevas Comisiones: de Solvencia (“CS”), de Conducta de Mercado y Protecciyn al Consumidor (“CCM”) y de Pensiones (“CP”).

4.- Mejorar el proceso de otorgamiento de créditos evitando la toma excesiva de riesgo. Generar un tratamiento más simétrico de los créditos. Entre el crédito bancario y el crédito de las casas comerciales, las Cajas de Compensación y otras instituciones que, por ejemplo, entregan créditos para comprar automóviles, para que no existan instituciones a las que se les apliquen normativas menos exigentes que otras.

Además la fiscalización de las operaciones de crédito de casas comerciales y cajas de compensación, y en general de todos los oferentes de crédito sin distinción, deberían ser fiscalizadas en forma expresa y directa por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.

5.- Consolidar el sistema de información de deudores. Chile no tiene un sistema de información consolidado. El ciudadano que lleva sus cuentas con prudencia es indistinguible del que ya se endeudó más allá de lo prudente.

6.- Establecer nuevos esquemas de coordinación y traspaso de información en tiempo y forma entre los reguladores. Establecer por ley el objetivo de supervisión estatal de la calidad de la cartera de créditos y de evaluación de la suficiencia de provisiones por parte de la Superintendencia, en especial a empresas que entregan crédito y que hacen oferta pública de valores.

7.- Sernac Financiero. La Comisión propone mejorar el proyecto del Sernac Financiero, poniendo especial atención en lo siguiente:

i.- Otorgar mayores facultades: en materia de capacidad para exigir información de los oferentes sospechosos de conductas abusivas respecto de sus clientes, en el orden interpretativo de la ley de defensa del consumidor, y de carácter normativo y sancionatorio.

ii.- Sanciones efectivas que aseguren que las conductas abusivas no se repetirán.

iii.- Reforzar la función de ministro de fe.

iv.- Obligación recíproca en cuanto a coordinar y compartir información con agencias sectoriales.

v.- Perfeccionar los procedimientos de las acciones de clase para hacerlas más expeditas.

vi.- Promover la acción de las asociaciones de consumidores.

8.- Tasa Máxima Convencional (TMC). Debe ser revisada tanto en sus niveles como en la de su concepto.

9.- Recomendar el estudio de la figura de la “Delación del Fraude Financiero”, como atenuante de responsabilidad para el primer delator y a condición que no se haya dado inicio a una investigación sancionatoria o a una mediación colectiva.

10- Establecer programas masivos de educación financiera por parte de las Instituciones del Estado que se definan.

11- Prevención sobre el proyecto de ley sobre “modernización y fomento de la competencia” (boletín 7440-05), radicado en el Senado.

Actualmente se discute en el Senado un proyecto de ley sobre “modernización y fomento de la competencia” en el mercado financiero que apunta en la dirección contraria a los recientes desarrollos en los mercados avanzados e incluso de las propuestas del Informe 
Desormeaux. En efecto, ese proyecto traspasa numerosas normas legales del decreto ley 3500 al Régimen de Inversiones que maneja del Consejo Técnico de Inversiones, un órgano híbrido en el que prima la visión de la industria y donde se definen nada menos que los límites de inversión de los fondos de pensiones. De paso, aumenta la autonomía de la Comisión Clasificadora de Riesgo.

Entre otras cosas, el proyecto elimina la multa legal por déficit de encaje que señala el decreto ley N° 3.500 de 1981, una de las piedras angulares del sistema de pensiones al comprometer el patrimonio de la AFP con el rendimiento del fondo administrado. Sustituye este elemento clave por una multa a discreción de la Superintendencia con un rango del 1 % al 100% del déficit, debiendo la SP atender a las causas del déficit para determinar la multa. Así, mientras el sistema de pensiones es cuestionado por sus pérdidas en el caso de La Polar, el proyecto reduce la sanción por déficit de encaje.

12- En síntesis, la discusión sobre reformas a la regulación de los mercados financieros requiere de una mirada coherente y un análisis metódico acerca del desempeño del marco regulatorio y sus agencias, así como tomar lecciones de las experiencias de otros mercados. Urge poner esta discusión en su real perspectiva y relevancia y adoptar ahora y no mañana las reformas que subsanen las insuficiencias que el caso La Polar ha dejado crudamente al descubierto poniendo en duda nuestra condición -o más bien autopercepción- de país en el umbral del desarrollo.

Al tratarse fundamentalmente de asuntos reservados a la iniciativa exclusiva del Poder Ejecutivo, corresponde al Gobierno abordar con el sentido de urgencia que este grave caso amerita el envío de las reformas legales que son imperativas.

En mérito de las conclusiones y proposiciones aprobadas, la Comisión acordó -por la unanimidad de los miembros presentes-, remitir sendos ejemplares de este informe a S.E el Presidente de la República, y a los señores Fiscal Nacional del Ministerio Público, Presidente del Consejo de Defensa del Estado y Contralor General de la República.

Se designó Diputado Informante al señor Gonzalo Arenas Hódar

Tratado y acordado en sesiones de fechas 15, 20 y 22 de junio, 06, 11, 18 y 20 de julio, 01, 03, 08, 10, 17, y 31 de agosto, 07 de septiembre, y 05 de octubre de 2011, con asistencia de las Diputadas señoras Cristina Girardi y Mónica Zalaquett y de los Diputados señores Gonzalo Arenas (Presidente). Guillermo Ceroni, Fuad Chahin, José Manuel Edwards, Miodrag Marinovic, Carlos Montes, Frank Sauebaum, Joaquín Turna, Patricio Vallespin, Enrique Van Rysselberghe y Pedro Velásquez.

Asimismo, en diversas sesiones hubo los siguientes reemplazos: Diputado señor Jorge Burgos a Diputado señor Fuad Chahín; Diputado señor Marcelo Díaz a Diputado señor Carlos Montes; Diputado señor Hasbún a Diputado señor Enrique Van Ryselberghe; Diputado señor Juan Carlos Latorre a Diputado señor Patricio Vallespín; Diputado señor Pablo Lorenzini a Diputado señor Patricio Vallespín; Diputado señor Nicolás Monckeberg a Diputado señor José Manuel Edwards; Diputado señor Nicolás Monckeberg a Diputado señor Frank Sauerbaum, Diputado señor Alejandro Santana a Diputado señor Frank Sauerbaun, y Diputado señor Marcelo Schilling a Diputado señor Carlos Montes.

Asisten además la Diputada señora María Antonieta Saa y los Diputados señores Osvaldo Andrade, Felipe Harboe, Pablo Lorenzini, Carlos Montes, Nicolás Monckeberg, Ricardo Rincón, Alberto Robles, Jorge Sabag y y Carlos Vilches.

Sala de la Comisión, a 06 de octubre de 2011.

(Fdo.): ROBERTO FUENTES INNOCENT1, Secretario de la Comisión.”
9. Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto de ley que regula el pago de las tarifas eléctricas de las generadoras residenciales. (boletín Nº 6.041-08 (S)).

“Honorable Cámara:


La Comisión de Hacienda informa el proyecto de ley mencionado en el epígrafe, en cumplimiento del inciso segundo del artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y conforme a lo dispuesto en los artículos 220 y siguientes del Reglamento de la Corporación.

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS


1.- Origen y urgencia


La iniciativa tuvo su origen en el H. Senado, mediante una moción del H. Senador Antonio Horvath.



2.- Disposiciones o indicaciones rechazadas


Ninguna.


3.- Disposiciones que no fueron aprobadas por unanimidad


Ninguna.


4.- Se designó Diputado Informante al señor Von Mühlenbrock, don Gastón.
-o-

Asistieron a la Comisión durante el estudio del proyecto el señor Rodrigo Álvarez, Ministro de Energía y el H. Senador señor Antonio Horvath. Concurrieron, además, el Subsecretario (S) de Energía, señor Hernán Moya, el Abogado de la División Jurídica, señor Gonzalo Carreño, y el profesional de la División de Seguridad y Mercado Eléctrico, don Gerardo Marti, ambos del Ministerio de Energía.


El propósito de la iniciativa consiste en incentivar la producción de generación eléctrica residencial como la energía solar y eólica y, además, las microcentrales hidroeléctricas en los sectores rurales, estableciendo descuentos en el pago de los consumos eléctricos.


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos, con fecha 30 de junio de 2011, hace referencia a la indicación sustitutiva del proyecto. La diferencia fundamental respecto de la versión anterior radica en que se admite la posibilidad de que el pequeño generador de energía eléctrica, a través de fuentes renovables no convencionales, obtenga ingresos mediante la inyección de sus excedentes. Con el objeto de facilitar lo anterior, se establece que los ingresos obtenidos por esta vía serán considerados ingresos no constitutivos de renta para todos los efectos legales y las operaciones que dan origen a tales ingresos se considerarán operaciones no afectas al Impuesto al Valor Agregado.


En la tabla siguiente se muestra la estimación de costo fiscal asociado al no pago de impuesto a la renta sobre los ingresos obtenidos de la inyección de excedentes. La estimación se basa en las proyecciones del Ministerio de Energía respecto del número de instalaciones que se espera para cada año y la energía generada por estas instalaciones. Se ha supuesto una inyección equivalente al 40% de la energía generada y una tasa de Impuesto a la Renta promedio de 35%.


Los resultados muestran una pérdida de recaudación creciente, pero inferior a los $ 100 millones anuales durante los tres primeros años de vigencia de la ley, la que se iría elevando hasta alcanzar una cifra cercana a los $ 2.000 millones en 2020.


Cabe señalar que no hay una pérdida de recaudación asociada a la no afectación de las operaciones con el Impuesto al Valor Agregado, puesto que se trata de una exención intermedia que no afecta al consumo final de la energía inyectada. En efecto, dicha energía pagará IVA cuando sea vendida por las empresas eléctricas a los consumidores finales.

	
	
	2013
	2014
	2015
	2016
	2017
	2018
	2019
	2020

	Instalaciones
	N°
	500
	1.500
	3.450
	6.555
	11.799
	20.258
	32.093
	48.140

	Instalación Promedio
	KW
	1.0
	1.3
	1.6
	1.9
	2.2
	2.5
	2.8
	3.1

	MW instalados
	MW
	0.5
	2.0
	5.5
	12.5
	26.0
	50.1
	89.9
	149.2

	Factor de Planta Promedio
	%
	24%
	23%
	22%
	21%
	20%
	20%
	20%
	20%

	Energía generada
	MWh
	1.051
	3.929
	10.638
	22.91
	45.478
	87.855
	157.437
	261.458

	Energía Inyectada (40% de la generada)
	MWh
	420
	1.572
	4.255
	9.165
	18.191
	35.142
	62.975
	104.583

	Precio Generador Residencial s/IVA
	$/kwh
	53
	53
	53
	53
	53
	53
	53
	53

	Energía Vendida Generador Residencial
	MM$
	22
	84
	226
	487
	967
	1.869
	3.348
	5.561

	Menor recaudación de Impuesto a la Renta (tasa promedio de 35%)
	MM$
	8
	29
	79
	171
	339
	654
	1.172
	1.946



En el debate de la Comisión el señor Rodrigo Álvarez explicó que el net billing o net metering es una tecnología que permite al usuario final generar energía eléctrica para su propio consumo e inyectar los excedentes a la red de distribución, lo que a su vez permite el ahorro de consumo eléctrico desde la distribuidora, la autogeneración de energía eléctrica y el “almacenamiento” de la energía no consumida en la red de distribución, pudiendo estos ahorros ser medidos y cuantificados.


Agregó que, en general, en países desarrollados existe la posibilidad de autogenerar energía eléctrica y de inyectar los excedentes. Ello se ha dado principalmente en Europa y Estados Unidos, aunque se trata de una tecnología relativamente nueva y que está en pleno desarrollo en el resto del mundo. Añadió que la mayor parte de las instalaciones de generación de clientes particulares corresponden a instalaciones fotovoltaicas -o PV, por sus siglas en inglés- y en menor medida también a pequeños aerogeneradores.


A modo de ejemplo, destacó que en Italia e Inglaterra el sistema de net metering está enfocado en clientes comerciales y residenciales, con límites por unidad de 200 kW y 11,8 MW, respectivamente. Asimismo, en el caso de Estados Unidos, 43 estados, además de Puerto Rico y el Distrito de Columbia, tienen ya una política en esta materia, que ha provocado un fuerte crecimiento de las instalaciones fotovoltaicas residenciales desde el año 2001 a la fecha. 


En cuanto a la legislación vigente en Chile, señaló que cualquiera persona tiene hoy libertad para producir energía eléctrica en sus dependencias (casas, oficinas, parcelas, industrias, etcétera) y autogenerar de ese modo su propia electricidad, teniendo como incentivos para ello los altos precios de ésta en el mercado, la seguridad del suministro y la independencia energética. Sin embargo, existen también desincentivos a la autogeneración, como son sus mayores costos variables cuando se realiza en base a combustibles fósiles; una inversión inicial importante, sin perjuicio de algunos subsidios que se han creado para facilitarla; una demanda difícil de prever; costos asociados a baterías, y otros costos de mantención y operación.


Con respecto a la iniciativa en estudio, expresó que ella tuvo su origen en una moción del Senador Horvath, ingresada a trámite legislativo en agosto de 2008, la cual fue objeto de indicaciones por parte del Ejecutivo en noviembre de 2010, para hacerle adecuaciones de carácter técnico, y en julio de 2011, con los propósitos que se describen a continuación.


En primer lugar, se modifica el artículo 149 de la Ley General de Servicios Eléctricos (LGSE), haciendo una diferenciación del esquema de net billing (medios de generación no convencionales con capacidad instalada igual o inferior a 100kW) con respecto a los pequeños medios de generación distribuida (PMGD) regulados en el decreto Nº 244, de 2006, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción (con excedentes de potencia suministrables al sistema de hasta 9.000 kW).


En segundo lugar, se incorpora en la citada ley un nuevo artículo 149 bis, que da derecho, a los usuarios finales sujetos a fijación de precios que dispongan para su propio consumo de equipamiento de generación de energía eléctrica por medios renovables no convencionales, a inyectar la energía que de esta forma generen a la red de distribución a través de los respectivos empalmes. Acotó el señor Ministro que existe mucho interés de las compañías distribuidoras en estas instalaciones, porque no sólo agregan capacidad, sino que también aportan estabilidad al sistema. Las tecnologías permitidas son aquellos medios de generación no convencionales definidos en el artículo 225, letra aa), de la LGSE.


Otros aspectos del funcionamiento de este sistema se relegan a la dictación de un reglamento, que deberá fundarse en los siguientes principios: la seguridad de las personas y los bienes; la confiabilidad del servicio eléctrico; la seguridad operacional del sistema y de las redes de distribución; la evolución tecnológica prevista en este tipo de dispositivos, y el resguardo de la tarifa de los clientes que no posean instalaciones de generación. Este reglamento deberá establecer las condiciones técnicas de la conexión; las especificaciones técnicas del equipo de generación; las inyecciones máximas admisibles por distribuidora o sector de ésta, y por instalación, y el mecanismo para determinar el costo de las adecuaciones a la red de distribución, cuando sea necesario realizarlas. 


Para hacer efectivo el net billing, se consagra además la responsabilidad de la distribuidora de preservar los estándares de seguridad (de equipamiento y conexión) exigidos por la normativa, así como la protección del cliente en su relación contractual con la distribuidora, y se faculta a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles para resolver los reclamos y controversias que se susciten entre ellos.


El mismo artículo contempla un sistema de valorización de las inyecciones de energía al Precio de Nudo Promedio que las empresas distribuidoras traspasan a sus clientes regulados conforme al artículo 158 de LGSE, relegándose al reglamento el establecimiento de mecanismos para efectuar dicha valorización en el caso de los Sistemas Medianos. Adicionalmente, se dispone que en la valorización se reconocerán las menores pérdidas medias de la empresa distribuidora producto de las inyecciones del cliente, las que se calcularán con ocasión del Valor Agregado de Distribución (VAD).


Se señala además que, de existir un excedente en la cuenta del usuario, se descontará en la o las boletas subsiguientes y que, transcurrido el plazo establecido en el contrato, los remanentes que no hayan podido ser descontados en las respectivas facturaciones deberán ser pagados al cliente por la concesionaria según el mecanismo determinado en dicho contrato, cuyas menciones mínimas también se especifican. 


Finalmente, se consagra el principio de no afectación de terceros, según el cual las obras adicionales y adecuaciones que sean necesarias para permitir la conexión y la inyección de excedentes de los medios de generación residencial, deberán ser solventadas por cada propietario de tales instalaciones y no podrán significar costos adicionales a los demás clientes.


Se han agregado además al proyecto los artículos 149 ter, 149 quáter y 149 quinquies, que contienen normas sobre pago de remanentes de energía no descontados, certificación de inyecciones realizadas por el cliente a través de medios de generación no convencionales y apoyo al desarrollo de la actividad de autogeneración. En este último caso, se establece que las inyecciones de energía de los clientes que sean contribuyentes relativamente simples o pequeños no se considerarán operaciones gravadas por el Impuesto al Valor Agregado y que los ingresos y compensaciones que perciban por concepto de la inyección de excedentes no serán constitutivos de renta. Quedan sujetos a esta exención y exclusión, por ende, los contribuyentes personas naturales y los de primera categoría acogidos a algún sistema de renta presunta o de contabilidad simplificada, no pudiendo acogerse a ellas los contribuyentes de primera categoría obligados a declarar su renta efectiva según contabilidad completa.


El Senador Horvath agradeció la disposición de la Comisión por sacar adelante esta iniciativa, que ha sido claramente perfeccionada por las instancias parlamentarias y por el Ejecutivo.


Planteó que las energías renovables no convencionales (ERNC) han alcanzado un adelanto tecnológico significativo en términos de costos, que las ponen en ventaja frente a las producidas con combustibles fósiles, cada vez más escasas y caras, y con efectos ambientalmente adversos absolutamente indeseables. Agregó que el 16% del consumo eléctrico en Chile es residencial, por lo que el efecto que el sistema de net billing puede tener en la provisión de energía es bastante significativo. Mencionó que sólo en Santiago existe un potencial de 16 mil hectáreas aptas para instalaciones fotovoltaicas, ya no se están pagando patentes y los materiales se han vuelto muy accesibles al común de la gente, elementos todos que hacen muy atractivo el desarrollo de esta actividad.


Por otra parte, abogó por introducir algunas modificaciones al proyecto para explicitar algunos temas que hasta ahora se entendían implícitos en él, como por ejemplo, la posibilidad de que puedan acogerse a los beneficios de esta ley los sistemas medianos de generación, y otros como la cogeneración y la implementación de redes inteligentes, todo lo cual, sumado a la eficiencia energética y al ahorro asociado al net metering tendrá un positivo efecto para toda la población.


Advirtió, no obstante, la inconveniencia de relegar al reglamento tantas materias como prevé la iniciativa, ya que teniendo claro que las distribuidoras van a pagar lo mismo que ellas cobran a sus clientes por los excedentes de electricidad que éstos generen, lo lógico es que el sistema comience a operar lo antes posible. Tampoco se prevé que las distribuidoras deban hacer exigencias a sus clientes en lo que respecta a los medidores porque tanto los antiguos como los modernos pueden funcionar en ambos sentidos. 

Añadió que esta propuesta tendrá, por último, un enorme efecto educativo en las personas, contribuyendo a cambiar sus hábitos de consumo, pero haciendo también que ellas se sientan parte de la solución a un problema propio y de todo el país.


Intervinieron sucesivamente a continuación los Diputados señores Montes, Jaramillo, Auth y Robles.


Respondiendo a las consultas y observaciones de los Diputados presentes, el Ministro de Energía señaló que las ERNC están alcanzando hoy costos de producción bastante competitivos, salvo la energía mareomotriz que tiene algunas particularidades. De hecho, en Chile hay grandes proyectos en desarrollo, como son el parque eólico Talinay, que produciría 500 MW en total y que se está llevando a cabo aun antes de modificarse la ley que fomentará ese tipo de energías, haciéndolas más rentables. 


Agregó que en zonas donde no haya condiciones para aprovechar la energía del viento o del sol, dependiendo del desarrollo de las distintas tecnologías, podrán incorporarse al sistema plantas mini hidroeléctricas o de pasada, como también generadoras en base a biomasa.


Refiriéndose a la meta trazada en materia de ERNC, recordó que el objetivo es que éstas lleguen al 10% de la matriz energética el año 2024 y, aunque no está seguro de que ello se pueda cumplir, tiene el convencimiento personal de que es necesario trabajar para lograrlo y su Cartera está de hecho elaborando diversos proyectos legislativos en esa línea. Así, junto con las modificaciones para impulsar el desarrollo de las energías renovables, se introducirán enmiendas a la Ley de Geotermia (Nº 19.657) para solucionar problemas de superposición de normas que han tenido este tipo de iniciativas. Se prevé también destinar cerca de 85 millones de dólares al desarrollo de nuevas tecnologías como las plantas de concentración solar y aprovechamiento de las energías mareomotriz y undimotriz, entre otras.


Señaló además que el proyecto en estudio permitirá inyectar a la red toda la electricidad generada en forma residencial -y no sólo el remanente- y acceder a los beneficios tributarios que en él se establecen, siempre que no se exceda el límite de 100 kW de capacidad instalada o el que se establezca en definitiva.


El Senador Horvath destacó por último que, según un estudio de Bloomberg (New Energy Finance), las mini centrales hidroeléctricas, la energía eólica y la biomasa tienen en Chile claras ventajas en materia de costos frente a las centrales térmicas y los grandes proyectos hidroeléctricos, restando modificar la Ley de Servicios Eléctricos para que puedan competir en igualdad de condiciones. Asimismo, según un estudio de la Asociación Chilena de Energías Renovables y Alternativas, entre la cota 500 y la cota 1.000 hay posibilidad de extraer 18 mil MW sin inundar ningún valle, desde Aconcagua hasta Puerto Montt, para lo cual ya se están desarrollando tecnologías de producción a baja escala.


La Comisión de Minería y Energía dispuso en su informe que esta Comisión tomara conocimiento del artículo único aprobado por ella.


Puesto en votación el artículo único del proyecto, fue aprobado por 8 votos a favor y una abstención. Votaron por la afirmativa los Diputados señores Auth, don Pepe; Godoy, don Joaquín; señora Goic, doña Carolina; Jaramillo, don Enrique; Montes, don Carlos; Ortiz, don José Miguel; Robles, don Alberto, y Von Mühlenbrock, don Gastón. Se abstuvo el Diputado señor Marinovic, don Miodrag.


Tratado y acordado en sesión de fecha 28 de septiembre de 2011, con la asistencia de los Diputados señores Godoy, don Joaquín (Presidente); Auth, don Pepe; Jaramillo, don Enrique; Lorenzini, don Pablo (Goic, señora Carolina); Macaya, don Javier; Marinovic, don Miodrag; Montes, don Carlos; Ortiz, don José Miguel; Recondo, don Carlos; Robles, don Alberto; Santana, don Alejandro; Silva, don Ernesto, y Von Mühlenbrock, don Gastón, según consta en las actas respectiva.

 
Concurrieron, además, el Diputado señor Nicolás Monckeberg y el Senador señor Antonio Horvath.


Sala de la Comisión, a 7 de octubre de 2011.

(Fdo.): JAVIER ROSSELOT JARAMILLO, Abogado Secretario de la Comisión.”
10. Informe de la Comisión de Educación, Deportes y Recreación, recaído en el proyecto de ley que modifica la ley 20.248, de subvención escolar preferencial. (boletín 
N° 7187-04).

“Honorable Cámara:


La Comisión de Educación, Deportes y Recreación pasa a informar, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, sobre el proyecto de ley individualizado en el epígrafe, originado en un Mensaje de S. E. el Presidente de la República, y con urgencia calificada de “suma”, a partir del 29 de septiembre de 2010, fecha en que se dio cuenta de la urgencia vigente en la Sala de la H. Corporación.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.

1.- IDEA MATRIZ DEL PROYECTO.


La idea matriz o central del proyecto se orienta a continuar mejorando la calidad de la educación de aquellos alumnos calificados como prioritarios, esta vez mediante un incremento de la Subvención Escolar Preferencial (SEP) establecida en la ley Nº 20.248, que beneficia a los establecimientos educacionales subvencionados que atienden a dichos estudiantes prioritarios, esto es, a aquellos pertenecientes a familias socio-económicamente vulnerables. 


Con tal propósito, la presente iniciativa introduce diversas modificaciones en la citada ley, las que tienen como principales objetivos aumentar la subvención escolar preferencial; perfeccionar algunos mecanismos establecidos en ella que dificultan los procedimientos que se llevan a cabo para su correcta implementación y, de este modo, hacer de dicha subvención escolar preferencial un instrumento que contribuya más eficazmente a la mejora de los resultados de aprendizaje de los estudiantes más vulnerables del país; y, finalmente, adecuar a la Ley General de Educación (actualmente vigente), las referencias que en la ley Nº 20.248, se hacen a la (derogada) Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza.

2.- NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL.


El articulado del proyecto no contiene normas de carácter orgánico constitucional ni de quórum calificado.

3.- ARTÍCULOS DE COMPETENCIA DE LA COMISIÓN DE HACIENDA.


Requieren ser conocidos por la Comisión de Hacienda los números 2, letra d); 5; 7; 10, letra d); 11; 12, letra a); y 14, letra b), del artículo único, permanente, y los artículos segundo y tercero transitorios.

4.- APROBACIÓN EN GENERAL DEL PROYECTO.


La iniciativa fue aprobada en general por la unanimidad de las señoras diputadas y señores diputados presentes en la votación (9 votos a favor).

5.- ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADOS POR LA COMISIÓN. 


La Comisión rechazó por unanimidad la letra a) del número 15 del artículo único.

6.- DIPUTADO INFORMANTE.


Se designó diputada informante a la señora Hoffmann, doña María José.

-o-
II. ANTECEDENTES GENERALES.

a) El mensaje y sus fundamentos.


En el mensaje que da inicio a este proyecto de ley, el Presidente de la República destaca que su programa de gobierno contempla duplicar la subvención en un plazo de ocho años. Acentúa que este compromiso fue reiterado en el Mensaje Presidencial del 21 de mayo, al anunciar para el año en curso un aumento de la subvención para los alumnos más vulnerables del país.


Al respecto, informa que este proyecto de ley persigue cumplir dicho compromiso al proponer aumentar la subvención escolar preferencial, dirigida a los alumnos prioritarios -dada su condición de vulnerabilidad socioeconómica- que asistan a establecimientos educacionales subvencionados que hayan firmado el respectivo “Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa”, en conformidad a la ley.


Agrega que la evidencia internacional demuestra que todos los alumnos pueden alcanzar altos niveles de aprendizaje, no obstante lo cual, educar a los de mayor vulnerabilidad socioeconómica tiene un costo más alto. Por ello, enfatiza, se ha reconocido la necesidad de focalizar los recursos en aquellos alumnos, entregando un financiamiento diferenciado según el nivel socioeconómico de éstos. 


Informa que en la actualidad la subvención escolar preferencial llega al 45% de los niños que asisten a establecimientos educacionales subvencionados y, si bien en su entrega se recoge el principio de focalización mencionado precedentemente -mediante el establecimiento de criterios que permiten determinar quiénes son prioritarios-, es posible mejorar aun más la orientación de dicha entrega. Ello, a objeto de beneficiar a los alumnos prioritarios más vulnerables.


Haciendo presente las dificultades que han obstaculizado la implementación de esta ley, menciona las diversas limitaciones y cargas administrativas que se imponen a los establecimientos educacionales, especialmente a sus equipos directivos. Por dicha razón estima importante realizar ciertos ajustes al cuerpo legal de forma de lograr un mayor impacto de los recursos que se están invirtiendo en los alumnos más vulnerables. Destaca, asimismo, que el Ministerio de Educación está trabajando para optimizar los procesos internos del sistema de subvención escolar preferencial.


Además, señala, este proyecto actualiza las referencias que mantiene la ley N° 20.248 al D.F.L. N° 1, de 2006, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, actualmente derogada, adecuando dichas remisiones a la Ley General de Educación, hoy vigente. 

b) Informe Financiero.


El informe financiero de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda señala que el incremento -que propone esta iniciativa- del valor vigente de la subvención para los alumnos prioritarios que no están en el 20% más vulnerable es, en promedio, de un 14%, y para los que sí están en dicho porcentaje es de un promedio de 28%.


Añade que el mayor gasto fiscal mensual que representa este proyecto para el año 2010, se estima en $ 2.943.043 miles. Se supone que el total de alumnos prioritarios por quienes se paga la SEP este año -distribuidos entre pre kínder y 6° básico-, alcanza a 701.229 niños. De ellos, 320.965 se encuentran entre aquellos que provienen de las familias caracterizadas dentro del 20%, más vulnerable del país, y 380.264 son niños prioritarios que no están en dicho 20%.


Agrega que, a contar del mes de marzo del año 2011, en que se incorpora a la SEP el 7° básico, el mayor gasto fiscal anual se estima en $ 38.219.221 miles. Ello supone 812.056 alumnos prioritarios, de los cuales 397.778 alumnos son del 20% más vulnerable y 414.278 del resto. Para el año 2012 el mayor gasto fiscal anual sería de $ 40.717.559 miles, ya que se incorpora ese año el 8° básico, por 10 meses. Ello supone 921.738 alumnos prioritarios, de los cuales 454.124 son del 20% más vulnerable y 467.614 del resto.


Finalmente, señala que en régimen el mayor gasto fiscal anual por estos incrementos de la SEP sería de $ 41.566.276 miles; y que el mayor gasto correspondiente al año 2010, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Ministerio de Educación. 

c) Contenidos del proyecto.


Señala en su mensaje el Primer Mandatario que esta iniciativa -estructurada de un artículo único permanente, comprensivo de dieciocho numerales, y tres artículos transitorios- aborda los siguientes aspectos fundamentales:

- Focalización y aumento de la Subvención Escolar Preferencial y los aportes adicionales que contempla la ley. 


El proyecto propone un incremento de la SEP, el cual se distribuirá de manera diferenciada a fin de beneficiar a los alumnos prioritarios que más lo requieren. Así, para dichos alumnos que pertenezcan al 20% más vulnerable del país, el incremento propuesto es de un 28% y para el resto de un 14%.


La ley clasifica a los establecimientos -según el resultado de aprendizaje de sus alumnos- en las siguientes categorías: “autónomo”, “emergente” o “en recuperación”. No obstante recibir todos ellos igual cantidad de recursos, su entrega depende de la clasificación lograda, creándose así una gradiente de autonomía en su disponibilidad según el desempeño de los colegios, reconociéndose un grado de autonomía mayor para aquéllos de mejor desempeño.

-Utilización de recursos.


Las áreas en que se permite utilizar los recursos de la SEP están definidas por ley en el Plan de Mejoramiento Educativo que debe elaborar cada sostenedor con el objeto de cumplir con el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa. Si bien dichas áreas son amplias y las acciones que comprende cada una de ellas no son taxativas, han surgido ciertas dudas sobre el destino de esos recursos, que este proyecto busca despejar.


En cuanto al Plan de Mejoramiento Educativo, se propone entregar mayor autonomía a los sostenedores para que puedan focalizar los recursos en las áreas que consideren más deficitarias. Así, se faculta al sostenedor -al elaborar dicho Plan- para elegir, dentro de las áreas que establece la ley, al menos una de ellas, sin obligarlo a adoptarlas todas.


Esta propuesta busca establecer claramente qué gastos pueden financiarse vía SEP. Al efecto, se incluye dentro de las acciones en el área de gestión de recursos, la preparación y capacitación de equipos directivos; incentivos al desempeño de éstos, de los docentes, y de otros funcionarios del establecimiento educacional, basados en instrumentos transparentes y objetivos; y, la contratación de personal. Estas acciones, buscan que los sostenedores puedan generar capacidades técnicas y pedagógicas permanentes al interior de sus establecimientos.


Asimismo, y también en el área de gestión de recursos, se faculta a los sostenedores municipales para utilizar recursos en evaluaciones docentes complementarias a las que regula el Estatuto Docente.


Respecto de los establecimientos clasificados como “emergentes”, se propone ampliar las posibilidades de utilización del aporte de recursos adicionales que se les otorga para financiar los compromisos del Plan de Mejoramiento Educativo.

-Mayor autonomía para los sostenedores. 


La ley vigente establece que el Mineduc debe proponer -tanto a los municipios rurales como a las escuelas municipales rurales- Planes de Mejoramiento Educativo a desarrollar conjuntamente entre escuelas de distintas comunas, y con apoyo del Ministerio.


Empero, dadas las especiales condiciones de dichas escuelas rurales uni, bi o tri docente, así como aquellas de multigrados o en situación de aislamiento, se plantea sustituir el deber ministerial de proponer Planes de Mejoramiento a desarrollar conjuntamente entre distintas comunas, por una facultad que opere previo requerimiento de los municipios rurales. Así, y considerando que cada municipio es el responsable del resultado de los establecimientos que administra, es más adecuado que puedan decidir, de acuerdo a sus realidades comunales, si les resulta más eficiente actuar individualmente o en conjunto con otras comunas.

- Rendición de cuentas de establecimientos autónomos.


En estos establecimientos se evalúa el cumplimiento de las obligaciones contenidas en el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, en especial la retención de los alumnos prioritarios con dificultades académicas y el cumplimiento de los logros académicos de todos los alumnos.


Dentro de las obligaciones que debe contemplar dicho convenio está la rendición de cuentas referente a la utilización de la SEP, en cuya virtud el sostenedor debe presentar anualmente al Mineduc un informe sobre el uso de dichos recursos y de los demás aportes legales. 


Como dicho proceso desconcentra la principal labor de los equipos directivos de los escuelas, se propone que aquellos que han demostrado un buen rendimiento se los exima de esta obligación. Lo anterior no obsta a que el Ministerio fiscalice el adecuado uso de los recursos.

-Establecimientos clasificados “en recuperación”.


La ley establece tres categorías para la clasificación de los establecimientos adscritos a la SEP, de acuerdo a los resultados educativos de sus alumnos, a saber: “autónomos”, “emergentes” y “en recuperación”.


Respecto de las escuelas clasificadas en la última categoría, el trabajo que realiza el Ministerio de Educación es mucho más fuerte que en las otras dos, por estimarse que los establecimientos con bajo desempeño académico requieren de una serie de medidas especiales que la ley contempla.


Así, las escuelas “en recuperación” que apelen de ello, deben ser evaluadas por un panel de expertos cuyo informe deberá ser considerado por el Subsecretario de Educación al resolver la apelación. Este panel lo conforman tres personas: una designada por el Mineduc, otra por el sostenedor del establecimiento y, la tercera, por una persona o entidad evaluadora externa incorporada al Registro Público de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo.


Para potenciar la mejora de los resultados de estos establecimientos, se propone agilizar el proceso de apelación, homologándolo a los procesos de las otras categorías, para poder así destinar sus esfuerzos a dicha mejora. Se elimina la evaluación del panel de expertos por estimarse innecesaria una instancia que reevalúe una clasificación que se realiza en base a criterios objetivos como es el SIMCE.


Por otra parte, los sostenedores de estos establecimientos tienen obligaciones adicionales al Plan de Mejoramiento Educativo. Así, deben cumplir con el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos “en recuperación” que establezca un equipo tripartito conformado por un representante del Mineduc, por el sostenedor, o un representante que éste designe, y por una persona o entidad externa con capacidad técnica sobre la materia, elegida por el sostenedor.


El proyecto propone modificar la forma de cumplir las referidas obligaciones adicionales al Plan de Mejoramiento Educativo, reconociendo una mayor relevancia y autonomía al trabajo del propio establecimiento. Así, se elimina el equipo tripartito obligando al sostenedor a elaborar y cumplir el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos “en recuperación”. Sin perjuicio de ello, para su elaboración podrá contar con el apoyo de una persona o entidad externa con capacidad técnica sobre la materia, incorporada al Registro Público de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo. Este plan deberá ser aprobado por dicho Ministerio de Educación.


Cabe tener presente que los establecimientos clasificados “en recuperación” arriesgan perder su reconocimiento oficial, razón por la que se considera de gran importancia este cambio por cuanto carece de lógica sancionar a un sostenedor que no es autónomo en la realización del mencionado plan de mejoramiento.


Para cumplir las medidas de reestructuración contenidas en el Plan, la ley entrega las siguientes atribuciones: redestinación de tareas y/o funciones; destinación del docente a otro establecimiento del mismo sostenedor; y desarrollo de planes de superación profesional para los docentes. En esta área se propone otorgar nuevas atribuciones a los sostenedores. Así, junto con facultarlos para utilizar los recursos de la SEP para financiar dichas reestructuraciones, podrán declarar vacante el cargo de director y llamar a un nuevo concurso para proveerlo.


Para que los sostenedores de estos establecimientos cumplan las obligaciones adicionales del Plan de Mejoramiento Educativo, el Mineduc realiza un aporte económico extraordinario, cuya rendición debe ser visada por una persona o entidad externa. Empero, se estima que el rol de fiscalizar la rendición y el buen uso de los recursos es una atribución que compete al Ministerio por lo que propone eliminar dicha norma. 


La ley dispone que, si el establecimiento “en recuperación” no logra los resultados académicos esperados, el Mineduc informe a la comunidad escolar dicha situación y ofrezca a las familias la posibilidad de buscar otro centro educativo. Sin embargo, para que eso surta efecto se requiere apoyar con recursos a las familias que decidan cambiar a sus hijos de establecimiento si no cuentan con ellos. Con tal fin, se les otorga facilidades de transporte para acceder a otro centro educativo y se perfeccionan los mecanismos de información. 
-Dirección de los establecimientos.


Los sostenedores de establecimientos adscritos a la SEP deben mantener a disposición del Mineduc, por un período mínimo de cinco años, un estado anual de resultados que dé cuenta de todos los ingresos provenientes del sector público y de los gastos. Además, deben enviar al Ministerio dicho estado de resultados cuando uno o más de los establecimientos bajo su administración estén clasificados como “emergentes” o “en recuperación”. Dado el excesivo trabajo administrativo que enfrentan los directores de establecimientos educacionales en desmedro de la labor más importante que deben realizar, esto es, abocarse al mejoramiento de la calidad de la educación, el proyecto busca alivianar dicha carga administrativa proponiendo rebajar el lapso que el sostenedor debe mantener a disposición del Mineduc dicho estado anual de resultados, disminuyéndolo a un mínimo de dos años. Además, se establece que la obligación del sostenedor de enviarlo al Ministerio será aplicable sólo para los establecimientos clasificados como “emergentes” o “en recuperación”.

- Adecuaciones legales.


Se realizan necesarias adecuaciones legales (actualizaciones de referencias) en la ley N° 20.248, que creó la SEP, derivadas de la derogación de la LOCE y la entrada en vigencia de la Ley General de Enseñanza.


Asimismo, se flexibiliza la aplicación de las mediciones de los estándares de aprendizajes ya que la actual ley las restringe a 4° y 8° básico, sin embargo las pruebas no necesariamente deben realizarse en esos niveles.


Finalmente, se elimina la restricción para que nuevos establecimientos educacionales suscriban el convenio que les permite ingresar a la SEP, ya que dada la redacción actual de la disposición se entendería que dichos convenios solamente podrían celebrarse hasta febrero del año 2011.

III. DISCUSIÓN DEL PROYECTO.


Durante el análisis de esta iniciativa, la Comisión de Educación contó con la asistencia y colaboración de los señores Fernando Rojas Ochagavía, Subsecretario de Educación, y Raúl Figueroa Salas, Jefe de la División Jurídica de dicha Secretaría de Estado.


En calidad de invitados, asistieron:


En representación de la Asociación Chilena de Municipalidades, su Presidente, señor Claudio Arriagada; el Director del Departamento de Educación, señor Raciel Medina; el abogado, señor Armando Aravena; y, el asesor de finanzas municipales, señor Roberto Delpín Aguilar.


En representación de Educación 2020, su Coordinador Nacional, señor Mario Waissbluth; la Directora Ejecutiva, señora Adriana del Piano; la Coordinadora del área de educación, señora Soledad Diez; y, la señora Patricia Schaulson. 


En representación de la Asociación Metropolitana de Padres y Apoderados (Amdepa), su Presidente, señor Eduardo Catalán Contreras, y el señor Ismael Calderón Varas.

a) Síntesis de las exposiciones formuladas en la Comisión.


El señor Fernando Rojas Ochagavía (Subsecretario de Educación), junto con destacar el compromiso del Gobierno en orden a destinar más recursos para la educación, reiteró que esta iniciativa constituye un primer paso en la meta de duplicar, en ocho años, la subvención escolar preferencial.


En ese contexto, la subvención escolar preferencial, vigente desde 2008, tiene como fundamento la idea de que los niños más vulnerables y carenciados requieren de mayores recursos para obtener una educación de calidad, exigencia que está asociada a un plan de mejoramiento de los establecimientos educacionales para que los recursos entregados sean eficientemente utilizados. 


En cumplimiento de ello, el proyecto propone aumentar los recursos de la subvención escolar preferencial en un 20% promedio. Destacó que hoy la SEP beneficia a más de 700.000 niños con un costo de alrededor de 182 mil millones de pesos, cantidad que para el Ministerio de Educación aún no es suficiente.


El proyecto intenta mejorar la focalización de los recursos, por cuanto los resultados de la última encuesta Casen demuestran que los porcentajes de índice de pobreza en la infancia todavía son preocupantes. La SEP hoy beneficia al 45% de los niños hasta sexto básico. Lo que hace esta iniciativa, es proponer un incremento diferenciado para el 20% de los niños que -de acuerdo a la ficha de protección social- son los más vulnerables. Así, este aumento sería del orden de un 28% para los más vulnerables, y para el resto de los niños prioritarios definidos de acuerdo a la ley SEP, el incremento propuesto es del 14 %. Este incremento de 20 %, promedio, permitirá, por ejemplo, que un establecimiento que imparta enseñanza parvularia y básica -entre pre kinder y cuarto básico-, con régimen de jornada escolar completa y que se encuentre adscrito a la SEP o tenga el convenio asociado, reciba $82.000 mensuales, por niño. En la actualidad el mismo establecimiento recibe la suma de $75.000 mensuales, por niño.


Señaló, asimismo, que el proyecto permitirá enfocar mejor el uso de los recursos en aquellas iniciativas o programas de mejoramiento de las áreas que se determinen como prioritarias o presenten más debilidades. En ese contexto, se les da autonomía a los establecimientos -que hoy no existe-, para elegir una de las cuatro áreas para trabajar su plan de mejora. Recordó al respecto que, de acuerdo a la normativa vigente, el plan de mejora está acotado a cuatro áreas obligatorias -gestión curricular, liderazgo escolar, convivencia y gestión de recursos- estando todos los establecimientos asociados a la SEP obligados a trabajar en cada una de esas cuatro dimensiones. Destacó que dentro de los aproximadamente 7.000 establecimientos educacionales adscritos a la SEP, hay realidades muy distintas que ameritan esta autonomía.


A continuación, refiriéndose a algunas disposiciones del proyecto que son más explícitas en cuanto al uso de los recursos, reconoció que la ley SEP -no obstante la importancia que ha tenido para los sostenedores-, tiene deficiencias de implementación importantes. Al respecto, sostuvo que de acuerdo al estudio “Planes de Mejoramiento SEP: Sistematización, Análisis y Aprendizajes de política”, realizado por el Centro de Políticas y Prácticas en Educación de la Universidad Católica de Chile, por encargo del Mineduc, existen una serie de aspectos a mejorar, mencionando por vía ejemplar el hecho de que con esta ley se crearon expectativas que se han visto erosionadas por la falta de claridad acerca de su uso; la existencia de una serie de complejos procedimientos que dificultan la accesibilidad de los recursos; y, la poca fluidez en la información entregada. 


Al respecto señaló que el Ejecutivo, haciéndose cargo de la necesidad de flexibilizar dichos aspectos, y reconociendo que existen materias administrativas -internas del Ministerio de Educación- que deben ser modificadas con dicho propósito, plantea a través de este proyecto de ley, de manera explícita, que los programas de mejoramiento educativo pueden incluir preparación y capacitación de equipos directivos, evaluaciones docentes complementarias a las que establece el Estatuto Docente y programas de incentivos y desarrollo a docentes, equipos directivos u otros funcionarios del establecimiento. 


Agregó que otro problema planteado, por los propios alcaldes, es la confusión que existe en cuanto a contratar a los profesionales idóneos para cubrir los requerimientos de los alumnos más vulnerables, que hacen necesario contar con más horas docentes para reforzamiento y tratamiento psicopedagógico y psicológico. Esta confusión tiene su origen en un Dictamen de la Contraloría General de la República que ha interpretado que, en estos casos, sólo puede contratarse personal a honorarios. Esta interpretación restrictiva ha impedido en muchos casos que los establecimientos contraten personal idóneo para sus requerimientos. Por ello, el proyecto específico que puede contratarse personal mediante cualquier modalidad, según lo requiera cada establecimiento. 


Clarificó en seguida, que dentro de las referidas dificultades están los problemas administrativos vinculados a la rendición de cuentas. En ese sentido, se flexibiliza la norma, estableciéndose que ya no deberán mantenerse durante cinco años los archivos de las respectivas rendiciones, sino que sólo dos años. Además, se realiza un distingo, en el sentido de eximir de una cuenta tan detallada a los establecimientos educacionales que han tenido un buen desempeño y, en consecuencia, han sido catalogados como “autónomos”, manteniéndose, sin embargo, bajo la tuición generalizada del Ministerio de Educación. 


En cuanto a la elaboración de los Programas de Mejoramiento, explicó que la normativa actual dispone que todos los establecimientos “en recuperación” tienen que ser asesorados necesariamente por una ATE (Asistencia Técnica Educativa), las que no existen en todas las comunas de Chile y, además, no garantizan per se la mejora en el plan educativo. Al respecto, el proyecto entrega más autonomía a los establecimientos manteniéndose en el Ministerio la facultad de aprobar esos planes de mejora, pero sin forzar la existencia de las mesas tripartitas que hoy existen. 

Por último, señaló que este proyecto actualiza las referencias que mantiene la ley 
N° 20.248 al decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, actualmente derogada, adecuando dichas remisiones a la ley Nº 20.370, General de Educación.


Por su parte, el señor Raúl Figueroa Salas (Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación), consultado sobre la conveniencia de eximir a los establecimientos “autónomos” de ciertas exigencia en sus rendiciones de cuentas, explicó que la intención del proyecto no es impedir que estos establecimientos rindan dichas cuentas, ya que esa es una obligación que está en la Ley General de Educación. Aclaró que iniciativa apunta a eliminar la carga de exigencias establecidas en la ley SEP que constituyen costos administrativos engorrosos y, que atendidos los buenos resultados de los establecimientos “autónomos”, no se justifican. Agregó que hay sostenedores que han llegado al extremo de tener que contratar un bodeguero para hacerse cargo de toda la documentación que se exige entregar al Ministerio de Educación.


El señor Claudio Arriagada (Presidente Asociación Chilena de Municipalidades) señaló que la Asociación Chilena de Municipalidades valoraba el establecimiento de la SEP, debido a que la posición crítica del municipalismo sobre el actual sistema de financiamiento de la educación, se basaba precisamente en que se daría igual tratamiento a todos los niños, niñas y jóvenes, sin considerar su origen, ni las condiciones del contexto de donde provienen. Destacó que dicha Subvención, en parte, se cargo de aquello, no obstante que su diseño es complejo, tanto desde el punto de vista legal como de los mecanismos de implementación establecidos por el MINEDUC, lo cual sumado a la diversidad, en cuanto a capacidad de gestión de las comunas, han contribuido a que dicha iniciativa no genere todo el beneficio que se esperaba.


Explicó que, en virtud de lo expuesto se plantearon al Ministerio de Educación las dificultades que estaban teniendo los equipos comunales, manteniéndose una adecuada disposición al diálogo que se vio reflejada en la Ley N° 20.452, que ha permitido hacer uso de recursos de la SEP, en el financiamiento de iniciativas asociadas a los efectos del terremoto del 27 de febrero.


En seguida, indicó los siguientes aspectos que deben ser mejorados en materia educacional:


I. Existen nudos críticos estructurales cuya falta de solución pone en riesgo la efectiva aplicación de la SEP para el financiamiento educacional. No existe claridad respecto de las prestaciones que se incorporan en la Unidad de Subvención Educacional (USE), lo que lleva a la conclusión de que esa unidad de cálculo es arbitraria y mientras no se determine y corrija el costo real del servicio educativo, existirán municipios con déficit, con la tendencia a hacer uso de los recursos SEP para financiar otras obligaciones.


II. Respecto del aumento de los recursos, de acuerdo a datos del MINEDUC, cerca del 40% de los mismos, hasta el año 2009, no fueron gastados, por lo que más recursos podría significar una mayor dificultad. En esa línea sería más efectivo tratar de corregir el déficit estructural de la subvención regular.


A continuación, refiriéndose específicamente al proyecto de ley en análisis, realizó las siguientes observaciones:


1. La incorporación de la SEP tiende a hacerse cargo de la desigualdad de origen de los niños, sin embargo, no incorpora aspectos climáticos y geográficos.


2. El artículo primero transitorio del proyecto señala que los convenios de igualdad de oportunidades y excelencia educativa celebrados entre los sostenedores y el Ministerio de Educación, que a la fecha de publicación de la ley N° 20.248 (el 1°de febrero de 2008) estuvieren vigentes, deberán adecuarse a las disposiciones de la ley, en proyecto, antes del inicio del año escolar 2012. El Plan de Mejoramiento SEP, principal instrumento de gestión, fue aprobado a mediados del año 2009, por lo cual el plazo de 4 años no podrá cumplirse, contemplándose en el proyecto de ley sanciones por no cumplimiento de metas.


3. Los Planes de Mejoramiento Educativo (PME) son diseñados anualmente, con orientaciones ministeriales, como marco de las acciones a implementar durante la ejecución del Convenio de Igualdad de Oportunidades. Por ello, es imprescindible contar con la necesaria flexibilidad que permita ajustar dichos planes de acuerdo al avance del año escolar, permitiendo su ajuste permanentemente, como repuesta a acontecimientos no previstos en su diseño inicial.


4. Si bien se introducen flexibilizaciones al uso de los recursos, no se abordan temas tales como: la posibilidad de financiar iniciativas de transporte escolar de niños prioritarios; incorporar la contratación de funcionarios no profesionales, necesarios para dar cumplimiento a iniciativas no profesionales contempladas en el plan de mejoramiento; el pago de derechos laborales de funcionarios contratados por la SEP; gastos de administración central, etc. Algunos usos citados se permiten pero a través de instructivos ministeriales de dudosa validez legal.


5. Se permite expresamente la contratación o aumento de horas a docentes en ejercicio pero no se considera que la Contraloría podría interpretar que esas contrataciones o aumento de horas afectan la obligación establecida en el Estatuto Docente, que exige una proporción en el personal docente de 80% de titularidad y 20% a contrata, y en consecuencia, el municipio podría ser sancionado con la retención de la subvención.


6. El inciso sexto del artículo 30, vigente, señala que “los honorarios de cada persona o entidad pedagógica y técnica de apoyo serán pagados por el sostenedor que requiera sus servicios”. La Contraloría General de la República ha interpretado esta norma haciendo imperativa la modalidad de contratación a través de contrato de honorarios. Si bien el proyecto de ley reemplaza la palabra “honorarios” por “costas”, debe establecerse con claridad que la contratación se hará por los mecanismos legales existentes, es decir, Estatuto Docente, Código del Trabajo u Honorarios, dependiendo de la función a realizar y su duración.


7. Debe evaluarse la incorporación de la enseñanza media a los beneficios de la SEP. 


El señor Mario Waissbluth (Coordinador Nacional de Educación 2020) manifestó que la organización que representa apoya esta iniciativa legal tanto en cuanto al aumento de subvención educacional como en cuanto a la flexibilización en su utilización. 


A continuación, se refirió a la necesidad de reformular integralmente la estructura de financiamiento de la educación, debido a que ésta se ha ido complejizando progresivamente. En efecto, a la subvención escolar base se le fueron agregando otras subvenciones con fines diversos y las asignaciones que perciben o pueden percibir los profesores (subvenciones, bonificaciones, etc.), son tan numerosas, que resulta imposible saber si éstas se cumplen o sirven el propósito para el cual fueron creadas. Por lo anterior, los costos de transacción asociados a la gestión del sistema escolar son extremadamente altos tanto para el MINEDUC como para los sostenedores, directivos e incluso los propios profesores, lo que además dificulta la fiscalización de los recursos.


Explicó que una reforma educativa hace necesario contar con una estructura de financiamiento modernizada y, en consecuencia, sugirió que el incremento de la SEP sea transitorio hasta fin del 2011, solicitando al Ejecutivo que asuma el compromiso, en ese plazo, de presentar una estructura integral de financiamiento de la educación que debiera incluir datos sobre el costo real de educar a los niños, según grado de vulnerabilidad y tipología de escuelas, incluyendo especialmente las escuelas rurales y los liceos técnicos.


En relación al contenido específico del proyecto de ley, efectuó los siguientes comentarios.


1. En cuanto monto del aumento de la subvención: El incremento que propone el proyecto es de un 28 % para aquellos alumnos prioritarios que pertenezcan al 20% más vulnerable del país y para el resto de los alumnos un 14%. Es indispensable contar con un estudio que determine cuánto cuesta educar a un alumno prioritario contabilizando las particularidades y requerimientos de las aulas vulnerables: dotación óptima de docentes, horas lectivas del profesorado, cantidad de alumnos por sala, escala de la escuela, apoyos pedagógicos, etc. 


2. Debe contemplarse la posibilidad de extender gradualmente la subvención preferencial hasta 4° medio, ya que no existen estudios que avalen el hecho de que en la educación media se hayan superado los problemas y desventajas de aprendizaje derivados de la vulnerabilidad, y los resultados en la PSU demuestran enfáticamente lo contrario. 


3. De acuerdo a las modificaciones que se proponen para el artículo 8° de la Ley 
N° 20.248, se concluye que uno de los aspectos centrales del proyecto es el mejoramiento de la gestión de los recursos humanos a través de la capacitación de equipos directivos, incentivos al desempeño, evaluaciones docentes complementarias, etc. Sin embargo, es indispensable garantizar que estos profesionales sean de excelencia y de acuerdo a un reciente estudio del Centro de Estudios de Políticas y Práctica de la Educación de la U. Católica, de los docentes recién ingresados a las escuelas municipales, el 80% de ellos obtuvo menos del 60% de respuestas correctas en la Prueba Inicia, fenómeno que se repite en las escuelas particulares subvencionadas. Es necesario por lo tanto, que se exijan los resultados de la prueba INICIA a nuevos profesores que se contraten de planta con cargo a la Ley SEP, exigiendo estándares mínimos.


Relacionado con lo anterior, se propone, con cargo a la subvención preferencial, destinar recursos para indemnizar o retirar personal de la escuela por mutuo acuerdo entre empleador y trabajador, de manera de permitir el ingreso de nuevos profesionales. 


4. Dentro de la autonomía que se entrega a los sostenedores en el proyecto, se propone facultar al sostenedor de una escuela en recuperación, para declarar vacante el cargo del director y llamar a un nuevo concurso, medida que debería extenderse a todas las escuelas y no sólo las clasificadas en la categoría de recuperación. (Artículo único, N° 10, que modifica el art. 26 de la Ley 20.248)


5. Varias de las exigencias y compromisos que la subvención preferencial exige, suponen un mínimo necesario de capacidad técnica de parte de los sostenedores, que no siempre existe, siendo 130 los municipios que no tienen personal en el área técnico-pedagógica y 170 los que no cuentan con personal para hacer diagnóstico ni evaluación de sus escuelas. Se propone al efecto dictar un Reglamento especial que simplifique la implementación de la SEP en las escuelas más pequeñas, y que obligue al MINEDUC a prestar ayuda en la formulación de los planes.


6. Es preciso consagrar expresamente en este proyecto, que los incrementos de la SEP propuestos no pueden estar sometidos a la excepción de uso dispuesto por la Ley N° 20.452, en razón del terremoto de febrero.


7. Respecto a eximir de la rendición de cuentas de la utilización de la SEP a las escuelas clasificadas como autónomas, con el objeto de liberar a los establecimientos educacionales de labores administrativas, se propone en cambio, contemplar o aumentar los recursos que se transfieren a los establecimientos, para apoyar la gestión administrativa. (Artículo único, 
N° 6 letra b) que modifica el art. 11 de la Ley 20.248)


8. El proyecto en trámite confiere facultades a la Agencia de Calidad en materia de asistencia técnica pedagógica, además de establecer un registro de instituciones que puedan brindarla. Es preciso evitar la duplicidad de funciones por parte de diversos organismos y el Mineduc debería reglamentar claramente cuándo se está frente a circunstancias excepcionales que ameriten que el propio Ministerio opere como ATE, pues de lo contrario se abre la puerta a confusiones.


9. En cuanto a las entidades que entregan Asistencia Técnica Educativa (ATE) existe un despliegue insuficiente y heterogéneo en su calidad, lo que hace necesario efectuar una revisión de la reglamentación y acreditación de las ATE, en coherencia con los apoyos técnico-pedagógicos que contempla el proyecto en trámite sobre Sistema Nacional de la Calidad de la Educación pre escolar, básica y media.


10. De acuerdo a la ley vigente, para las escuelas en recuperación, un equipo tripartito conformado por un representante del MINEDUC, el sostenedor y una persona o entidad externa con capacidad técnica sobre la materia, deben establecer el Plan de Mejoramiento Educativo. El proyecto de ley elimina esta obligación, permitiendo al sostenedor solicitar apoyo a una persona o entidad externa con capacidad técnica sobre la materia. Esto implica un riesgo importante de cierre de escuelas que no podrán mejorar, con el consecuente trastorno a esa comunidad educativa. (Artículo único, N° 10, letra a), que modifica el art. 26 de la Ley 20.248)


11. Se propone, por último, independientemente de las necesarias mejoras en los procesos internos del Mineduc, incluir una forma de financiamiento-puente, que permita a las escuelas solventar los requerimientos más urgentes.


El señor Ismael Calderón Varas (en representación de la Asociación Metropolitana de Padres y Apoderados (Amdepa)), luego de destacar la importancia de contar con instancias de diálogo entre los padres y apoderados, por una parte, y el Ministerio de Educación y demás autoridades encargadas de la educación en Chile, por otra, se refirió a la subvención preferencial, anunciada por el Presidente de la República en su Mensaje del 21 de mayo del año 2010, según el cual, se estableció un plazo de 8 años para su completa implementación, subvención dirigida a los alumnos “prioritarios” que asistan a establecimientos educacionales subvencionados y que hayan firmado el convenio de igualdad de oportunidades y excelencia educativa.


En seguida efectuó las siguientes observaciones respecto del proyecto de ley en análisis:


1. Esta iniciativa legal consagra tres tipos de alumnos, según el establecimiento educacional al que pertenecen, a saber, autónomo, emergente o en recuperación, categorías determinadas según los resultados de los aprendizajes de sus alumnos. Respecto a la calificación de alumnos prioritarios rechazan dicho nombre porque afectaría su dignidad.


2. Respecto la letra c) del número 2 del artículo único del proyecto -que sustituye el N° 4 del artículo 8° de la ley 20.248-, proponen agregar en él que los asistentes de la educación reciban incentivos al desempeño.


3. Respecto de la letra b) del número 6 del artículo único del proyecto, -que agrega un nuevo inciso segundo al artículo 18 de la ley 20.248-, proponen su eliminación, de manera que la rendición de cuentas establecidas en el artículo 7° sea obligatoria, sin distinguir la clasificación del establecimiento educacional, estableciéndose además que las familias deban ser informadas acerca del uso de los recursos invertidos en el plan mejoramiento educativo.


4. En relación al objetivo de la iniciativa de entregar una mayor autonomía a los sostenedores, consideran que con el propósito de obtener un mejor control -y debido a las malas experiencias en materia de fiscalización de las subvenciones-, dicha autonomía no debe existir, cualquiera sea la clasificación que tengan los establecimientos educacionales.

-o-
b) Discusión y votación general del proyecto.


La Comisión de Educación, Deportes y Recreación, compartiendo los fundamentos y objetivos generales expresados en el Mensaje para legislar en el sentido propuesto, y luego de escuchar las explicaciones de las autoridades de gobierno, de la asociación Chilena de Municipalidades, de Educación 2020 y de la Asociación Metropolitana de Padres y Apoderados (Amdepa), procedió a dar su aprobación a la idea de legislar, por la unanimidad de los diputados presentes señores Aguiló, Bobadilla, González, Hasbún, Kast, Rivas y Verdugo, y señoras Hoffman y Girardi.

c) Discusión y votación particular del proyecto.


La Comisión dio al articulado del proyecto el tratamiento que se describe a continuación.

Artículo único, número 1.


El texto del mensaje es del siguiente tenor:


“Artículo único.- Introdúzcanse las siguientes modificaciones a la ley N° 20.248, de subvención escolar preferencial:


1) Reemplázase en la letra e) del inciso segundo del artículo 7º la frase “21 del decreto con fuerza de ley Nº1, de 2006, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza,” por la siguiente frase “37 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N° 1 de 2005, en adelante Ley General de Educación,”.


Puesto en votación el encabezado del artículo único y su número 1, fue aprobado sin enmiendas, por siete votos a favor (de los diputados señores Bobadilla, Gutiérrez (don Romilio), Hasbún, Kast, Rivas y Verdugo, y de la diputada señora Hoffman); un voto en contra (de la diputada señora Girardi) y ninguna abstención.
Número 2.


El texto del mensaje es del siguiente tenor:


2) Modifícase el artículo 8º de la siguiente forma:


a) En el inciso primero sustitúyase la expresión “en cada una” por la siguiente “en al menos alguna”.


b) Agrégase en el numeral 2, a continuación de la expresión “tales como” la frase “preparación y capacitación de equipos directivos;”.


c) Reemplázase el numeral 4, por el siguiente:


“4. Acciones en el área de gestión de recursos, tales como la definición de una política de perfeccionamiento para los docentes del establecimiento, destinada a fortalecer aquellas áreas del currículo en que los alumnos han obtenido resultados educativos insatisfactorios; implementación de sistemas de evaluación de los docentes; incentivos al desempeño de los equipos directivos, docentes y otros funcionarios del establecimiento, basados en instrumentos transparentes y objetivos; fortalecimiento de los instrumentos de apoyo a la actividad educativa, tales como biblioteca escolar, computadores, Internet, talleres, sistemas de fotocopia y materiales educativos, entre otras.”.


d) Agrégase un inciso segundo nuevo, pasando el actual segundo a ser tercero y así sucesivamente:


“Para el cumplimiento de las acciones mencionadas en los numerales precedentes, el sostenedor podrá contratar docentes y el personal necesario para mejorar las capacidades técnico pedagógicas del establecimiento y para la elaboración, desarrollo, seguimiento y evaluación del plan de mejoramiento. Asimismo, y con la misma finalidad, podrá aumentar la contratación de las horas de personal docentes y de otros funcionarios que laboren en el respectivo establecimiento educacional.”.


El Diputado señor Bobadilla formuló una indicación aditiva a la letra c) del número 2 del artículo único -que modifica el N° 4 del artículo 8° de la ley vigente-, para intercalar en él, a continuación de la frase “materiales educativos” los vocablos “y transporte escolar”. 


Esta indicación recoge la inquietud planteada por la Asociación Chilena de Municipalidades, en orden a permitir el uso de la subvención escolar preferencial para la contratación de medios de transporte para los alumnos, especialmente en zonas rurales, que lo requieran.


Fue aprobada la indicación por cinco votos a favor (de los diputados señores Bobadilla, Kast, Rivas y Verdugo y de la diputada señora Hoffman); tres en contra (de los diputados señores González y Gutiérrez (don Romilio), y de la diputada señora Girardi) y ninguna abstención.


Puesto en votación el número 2, con la indicación precedentemente aprobada, fue también aprobado por la unanimidad de los diputados presentes señores Bobadilla, Gutiérrez (don Romilio), Hasbún, Kast, Rivas y Verdugo, y señora Hoffman.

Número 3.


El texto del mensaje es del siguiente tenor:


3) Modifícase el artículo 9º de la siguiente forma:


a) Sustitúyase en el inciso primero en las letras a), b) y c) la frase “por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley 
Nº 18.962,” por la siguiente “en conformidad a lo dispuesto en el artículo 37 de la Ley General de Educación,”.


b) Sustitúyase en el inciso tercero la frase “21 del decreto con fuerza de ley Nº1, de 2006, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.” por la siguiente: “37 de la Ley General de Educación.”.


En relación con la letra a) de este número, se hizo presente que la frase que se desea sustituir en las letras a),b) y c) del inciso primero del artículo 9° vigente, que se propone reformar, no es el mismo en todos y cada uno de los tres literales aludidos.


 En consideración a lo anterior, los diputados señores Bobadilla y Hasbún, formularon una indicación para intercalar la siguiente letra b), en el N° 3 del artículo único, pasando la actual letra b) a ser c):


“b) Sustitúyense, en las letras b) y c) del inciso primero del artículo 9°, la frase “por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del citado decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006,” por la siguiente: “en conformidad a lo dispuesto en el artículo 37 de la Ley General de Educación,”.


Fue aprobada la indicación por siete votos a favor (de los diputados señores Bobadilla, Gutiérrez (don Romilio), Hasbún, Kast, Rivas y Verdugo, y de la diputada señora Hoffman); un voto en contra (de la diputada señora Girardi) y ninguna abstención


Puesto en votación el número 3, con la indicación aludida, fue aprobado por cinco votos a favor (de los diputados señores Bobadilla (Presidente), Gutiérrez, Kast, Rivas y Verdugo); un voto en contra (de la diputada señora Girardi) y ninguna abstención, con la sola enmienda, por las razones ya expresadas, de eliminar en él las referencias a las letras b) y c) del referido inciso primero del artículo 9°.

Número 4.


El texto del mensaje es del siguiente tenor:


4) Modifícase el artículo 11 de la siguiente forma:


a) En el inciso primero, elimínese la siguiente frase:”de 4º y 8º básico, según corresponda,”.


b) Sustitúyase en el inciso primero del artículo 11 la frase “21 del decreto con fuerza de ley Nº1, de 2006, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, el Ministerio de Educación” por la siguiente: “37 de la Ley General de Educación, la Agencia de la Calidad de la Educación”.


c) Reemplázase en el inciso tercero a continuación de la expresión “El Ministerio de Educación”, la frase “deberá proponer a los municipios rurales y a los establecimientos educacionales municipales rurales,” por la frase “a solicitud de los municipios rurales podrá proponer”.


Puesto en votación el número 4, fue aprobado sin enmiendas por cinco votos a favor (de los diputados señores Bobadilla, Gutiérrez (don Romilio), Hasbún, Kast y Rivas); un voto en contra (de la diputada señora Girardi) y ninguna abstención.

Número 5.


El texto del mensaje es del siguiente tenor:


5) Modifícase el artículo 14 de la siguiente forma:


a) Reemplázase el cuadro de Valor de Subvención en USE por el siguiente:

Valor Subvención en USE:

	
	Desde 1° nivel de transición hasta 4° año de la educación básica
	5° y 6° año básico
	7° y 8° año básico

	A: Establecimientos educacionales autónomos
	1,60
	1,06
	0,54

	B: Establecimientos educacionales emergentes
	0,80
	0,53
	0,27



b) Agrégase el siguiente inciso segundo:


“En el caso de los alumnos identificados como prioritarios en virtud de los criterios establecidos en las letras a) o b) del artículo 2 de esta ley y que, además, pertenezcan a familias caracterizadas dentro del 20% más vulnerable del país, según el instrumento de caracterización socioeconómica vigente, el valor unitario mensual por alumno, expresado en unidades de subvención educacional (USE), según la categoría del establecimiento educacional, será el siguiente:

Valor Subvención en USE:

	
	Desde 1° nivel de transición hasta 4° año de la educación básica
	5° y 6° año básico
	7° y 8° año básico

	C: Establecimientos educacionales autónomos
	1,79
	1,19
	0,60

	D: Establecimientos educacionales emergentes
	0,895
	0,595
	0,30



Puesto en votación el número 5, fue aprobado sin modificaciones por la unanimidad de de los diputados presentes señores Bobadilla, Gutiérrez (don Romilio), Hasbún, Kast, Rivas y Verdugo, y señoras Girardi y Hoffman.

Número 6.


El texto del mensaje es del siguiente tenor:


6) Modifícase el artículo 18 de la siguiente forma:


a) Sustitúyase en el inciso primero la frase:”aplicados al 4º y 8º año de educación general básica, según corresponda, durante el periodo a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº1, de 2006, del Ministerio de Educación.” por la siguiente frase: “a que se refiere el artículo 37 de la Ley General de Educación.”.


b) Agrégase un inciso segundo nuevo, pasando el segundo a ser tercero y así sucesivamente:


“Sin perjuicio de lo anterior, la rendición de cuentas establecida en el artículo 7º letra a) no será obligación en el caso de los establecimientos clasificados como “autónomos”.”.


Puesto en votación este número, fue aprobado sin enmiendas por siete votos a favor (de los diputados señores Bobadilla, Gutiérrez (don Romilio), Hasbún, Kast, Rivas y Verdugo, y de la diputada señora Hoffman); un voto en contra (de la diputada señora Girardi) y ninguna abstención.

Número 7.


El texto del mensaje es del siguiente tenor:


7) Modifícase el artículo 20 de la siguiente forma:


a) Reemplázase en el inciso primero la expresión “refiere la letra B” por la siguiente “refieren las letras B y D”.


b) Agrégase en el inciso segundo entre las frases “para contratar” y “servicios de apoyo” la frase “, entre otros,”.


c) Reemplázase en el inciso tercero la expresión “la letra B” por la siguiente “las letras B y D”.


d) Reemplázase en el inciso cuarto los siguientes guarismos:


i) “0,7 USE” por “ 0,80 USE”

ii) “0,465 USE” por “0,53 USE”

iii) “0,235 USE” por “0,27 USE”

e) Agregáse un nuevo inciso quinto, pasando el quinto a ser sexto y así sucesivamente:


“Tratándose de los alumnos a que se refiere el inciso segundo del artículo 14 este aporte adicional será de 0,895 USE por los alumnos que cursen desde el primer y segundo año de transición de la educación parvularia y hasta el 4º año de la educación general básica; de 0,595 USE en el caso de los alumnos que cursen 5º y 6º año de la educación general básica y de 0,30 USE por los alumnos que cursen 7º y 8º año de la educación general básica.”.


Puesto en votación el número 7, fue aprobado en los mismos términos, por la unanimidad de de los diputados señores Bobadilla, Gutiérrez (don Romilio), Hasbún, Kast, Rivas y 
Verdugo, y señoras Girardi y Hoffman.

Número 8.


El texto del mensaje es del siguiente tenor:


8) Sustitúyase en el inciso primero del artículo 23 la frase “por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº1, de 2006,”por la siguiente frase “en conformidad a lo dispuesto en el artículo 37 de la Ley General de Educación,”.


Puesto en votación el número 8, fue aprobado, sin enmiendas, por siete votos a favor (de los diputados señores Bobadilla, Gutiérrez (don Romilio), Hasbún, Kast, Rivas y Verdugo, y de la diputada señora Hoffman); un voto en contra (de la diputada señora Girardi) y ninguna abstención.

Número 9.


El texto del mensaje es del siguiente tenor:


9) Reemplázase el artículo 25, por el siguiente:


“Artículo 25.- Las escuelas que sean clasificadas “en recuperación”, en relación con lo establecido en el artículo 23, y que apelen de ello, deberán enviar a la Secretaría Regional Ministerial de Educación correspondiente los antecedentes que a su juicio permitan revisar dicha clasificación, para que sean remitidos al Subsecretario de Educación, quien resolverá la apelación en los plazos establecidos en el artículo 22.”.


Puesto en votación este número, fue aprobado sin modificaciones, por siete votos a favor (de los diputados señores Bobadilla, Gutiérrez (don Romilio), Hasbún, Kast, Rivas y Verdugo, y de la diputada señora Hoffman); un voto en contra (de la diputada señora Girardi) y ninguna abstención.

Número 10.


El texto del 0mensaje es del siguiente tenor:


10) Modifícase el artículo 26 de la siguiente forma:


a) Reemplázase el numeral 2 del inciso primero por el siguiente:


“2) Elaborar y cumplir el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales “en recuperación”. Éste deberá ser aprobado por el Ministerio de Educación y podrá ser elaborado con apoyo de una persona o entidad externa con capacidad técnica sobre la materia, de aquellas incorporadas en el registro a que se refiere el artículo 30, elegida por el sostenedor.


El Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales “en recuperación” abarcará tanto el área administrativa y de gestión del establecimiento como el proceso de aprendizaje y sus prácticas; y deberá estar elaborado antes del inicio del año escolar siguiente al de la dictación de la resolución a que se refiere el artículo 23.”.


b) Reemplácese en el inciso segundo del numeral 3 la frase “el Informe de Evaluación de la Calidad Educativa” por la siguiente: “el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales “en recuperación”.”

c) Agrégase en el numeral 3 del inciso primero la siguiente letra d):


“d) Declarar vacante el cargo de director debiéndose llamar a un nuevo concurso para proveerlo.”.


d) Agrégase el siguiente inciso final nuevo:


“Los recursos entregados en virtud de esta ley podrán ser utilizados para financiar las reestructuraciones a las que se refiere este artículo.”.


Puesto en votación el número 10, fue aprobado por siete votos a favor (de los diputados señores Bobadilla, Gutiérrez (don Romilio), Hasbún, Kast, Rivas y Verdugo, y de la diputada señora Hoffman); ningún voto en contra y una abstención (de la diputada señora Girardi).

Números 11, 12, 13 y 14.


El texto del mensaje es del siguiente tenor:


11) Modifícase el artículo 27 de la siguiente forma:


a) Reemplázase en el inciso segundo la frase “aplicará la subvención establecida en la letra A del artículo 14,” por la siguiente “aplicarán las subvenciones establecidas en las letras A o C del artículo 14 según corresponda,”.


b) Elimínase en el inciso tercero, la siguiente oración: “La rendición de estos recursos deberá ser visada por la persona o entidad externa.”.


12) Modifícase el inciso segundo del artículo 28 de la siguiente forma:


a) Agrégase después de la expresión “centro educativo”, reemplazando el punto seguido (.) por una coma (,) la siguiente frase “y facilidades de transporte para su acceso, lo que se regulará vía decreto suscrito por el Ministerio de Educación y el Ministerio de Hacienda.”.


b) Reemplázase la oración final que comienza con “Esta comunicación…”, por la siguiente: “Esta comunicación la efectuará el Ministerio de Educación por carta certificada a cada uno de los apoderados y familias del establecimiento. Dicha comunicación podrá efectuarse por cualquier otro medio que el Ministerio de Educación determine, siempre que se cumpla con el objeto de informar directamente a cada uno de los apoderados y familias del establecimiento.”.


13) Elimínase en el inciso segundo del artículo 29 la letra h).


14) Modifícase el artículo 30 de la siguiente forma:


a) Agrégase al final del inciso primero, reemplazando el punto final (.) por una coma (,), la siguiente frase “todo lo anterior sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 8º.”.


b) Reemplázase en el inciso sexto la expresión “honorarios” por “costos”.


Puestos en votación los números 11, 12, 13 y 14, fueron aprobados, separadamente sin enmiendas, por siete votos a favor (de los diputados señores Bobadilla, Gutiérrez (don Romilio), Hasbún, Kast, Rivas y Verdugo, y de la diputada señora Hoffman); un voto en contra (de la diputada señora Girardi) y ninguna abstención.

Número 15.


El texto del mensaje es del siguiente tenor:


15) Modifícase el artículo 32 de la siguiente forma:


a) En el inciso primero, reemplázase la frase “mínimo de cinco años” por la siguiente: “mínimo de 2 años”.


b) Reemplázase en el inciso segundo la frase a continuación de la expresión “antes referido,” por la siguiente “de cada uno de los establecimientos bajo su administración que estén clasificados como “emergentes” o “en recuperación”.”.


En relación con la letra a), los integrantes de la Comisión manifestaron su preocupación por esta norma, por cuanto su aprobación podría entorpecer la labor fiscalizadora de la Contraloría General de la República, al establecerse un plazo menor para la obligación de los sostenedores de conservar la documentación asociada a la SEP. 


Puesta en votación la letra a) del número 15, fue rechazada por la unanimidad de los diputados presentes señores Bobadilla, Gutiérrez (don Romilio), Hasbún, Kast, Rivas Verdugo, y señoras Hoffman y Girardi.


Puesta en votación la letra b) del número 15, fue aprobada sin enmiendas por siete votos (de los diputados señores Bobadilla, Gutiérrez (don Romilio), Hasbún, Kast, Rivas Verdugo, y de la diputada señora Hoffman); un voto en contra (de la diputada señora Girardi) y ninguna abstención.

Números 16 y 17.


El texto del mensaje es del siguiente tenor:


16) Reemplázase en el artículo primero transitorio, inciso primero, la frase: “21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Educación,” por la siguiente: “37 de la Ley General de Educación,”.


17) Reemplázase en el artículo segundo transitorio, inciso primero, la frase: “21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Educación,” por la siguiente: “37 de la Ley General de Educación,”.


Puestos en votación los números 16 y 17, fueron aprobados sin modificaciones por siete votos (de los diputados señores Bobadilla, Gutiérrez (don Romilio), Hasbún, Kast, Rivas Verdugo, y de la diputada señora Hoffman); un voto en contra (de la diputada señora Girardi) y ninguna abstención.

Número 18.


El texto del mensaje es del siguiente tenor:


18) Reemplázase el artículo undécimo transitorio por el siguiente:

“Artículo undécimo.- La atribución del Ministerio de Educación para suscribir los convenios de la presente ley podrá ejercerse hasta que entre en operación el Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.”.”

Puesto en votación este número, fue aprobado en iguales términos por seis votos (de los diputados señores Bobadilla, Gutiérrez (don Romilio), Rivas, Verdugo, y de la diputada señora Hoffman); un voto en contra (de la diputada señora Girardi) y ninguna abstención.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS.


El texto del mensaje es del siguiente tenor:


Artículo primero transitorio.- Los convenios de igualdad de oportunidades y excelencia educativa celebrados entre los sostenedores y el Ministerio de Educación, que a la fecha de publicación de esta ley estuvieren vigentes, deberán adecuarse a las disposiciones de esta ley antes del inicio del año escolar 2012.


Artículo segundo transitorio.- El mayor gasto fiscal que irrogue la presente ley durante el año 2010, se financiará con los recursos contemplados en el presupuesto del Ministerio de Educación.


Artículo tercero transitorio.- Los aumentos en el monto de los recursos entregados en virtud de la ley N° 20.248, establecidos en esta ley, regirán a contar del día primero del mes siguiente a la fecha de publicación de la misma.”.


Puestos en votación los artículos primero, segundo y tercero transitorios, fueron aprobados sin enmiendas por la unanimidad de los diputados presentes señores Bobadilla, Gutiérrez (don Romilio), Kast, Rivas, Verdugo, y señoras Hoffman y Girardi.

-o-
PROYECTO DE LEY APROBADO POR LA COMISIÓN.


Por las razones expuestas y por las que en su oportunidad dará a conocer la señora Diputada Informante, esta Comisión recomienda aprobar el siguiente proyecto de ley, al cual, además, en virtud del artículo 15 del Reglamento de la H. Corporación, se le han introducido algunas modificaciones de forma, que no se detallan y que se incluyen en el siguiente texto:

PROYECTO DE LEY.


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 20.248, de subvención escolar preferencial:


1) Reemplázase, en la letra e) del inciso segundo del artículo 7º, la frase “21 del decreto con fuerza de ley Nº1, de 2006, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza,” por la siguiente: “37 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N° 1 de 2005, en adelante Ley General de Educación,”.


2) Modifícase el artículo 8º de la siguiente forma:


a) Sustitúyese, en el encabezado del inciso primero, la expresión “en cada una” por “en al menos alguna”.


b) Agrégase, en el numeral 2, a continuación de la expresión “tales como”, la frase “preparación y capacitación de equipos directivos;”.


c) Reemplázase el numeral 4, por el siguiente:


“4. Acciones en el área de gestión de recursos, tales como la definición de una política de perfeccionamiento para los docentes del establecimiento, destinada a fortalecer aquellas áreas del currículo en que los alumnos han obtenido resultados educativos insatisfactorios; implementación de sistemas de evaluación de los docentes; incentivos al desempeño de los equipos directivos, docentes y otros funcionarios del establecimiento, basados en instrumentos transparentes y objetivos; fortalecimiento de los instrumentos de apoyo a la actividad educativa, tales como biblioteca escolar, computadores, Internet, talleres, sistemas de fotocopia, materiales educativos y transporte escolar, entre otras.”.


d) Agrégase un inciso segundo, nuevo, pasando el actual segundo a ser tercero, y así sucesivamente:


“Para el cumplimiento de las acciones mencionadas en los numerales precedentes, el sostenedor podrá contratar docentes y el personal necesario para mejorar las capacidades técnico pedagógicas del establecimiento y para la elaboración, desarrollo, seguimiento y evaluación del plan de mejoramiento. Asimismo, y con la misma finalidad, podrá aumentar la contratación de las horas de personal docentes y de otros funcionarios que laboren en el respectivo establecimiento educacional.”.


3) Modifícase el artículo 9º de la siguiente forma:


a) Sustitúyese, en la letra a) del inciso primero, la frase “por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962,” por la siguiente: “en conformidad a lo dispuesto en el artículo 37 de la Ley General de Educación,”.

b) Sustitúyese, en las letras b) y c) del inciso primero, la frase “por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del citado decreto con fuerza de ley N°1, de 2006, “por la siguiente: “en conformidad a lo dispuesto en el artículo 37 de la Ley General de Educación,”.


c) Sustitúyese, en el inciso tercero, la frase “21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza. “ por la siguiente: “37 de la Ley General de Educación.”.


4) Modifícase el artículo 11 de la siguiente forma:


a) Elimínase, en el inciso primero, la siguiente frase: “de 4º y 8º básico, según corresponda,”.


b) Sustitúyese, en el inciso primero, la frase “21 del decreto con fuerza de ley Nº1, de 2006, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, el Ministerio de Educación” por la siguiente: “37 de la Ley General de Educación, la Agencia de la Calidad de la Educación”.


c) Reemplázase, en el inciso tercero, la frase “deberá proponer a los municipios rurales y a los establecimientos educacionales municipales rurales,” por la siguiente: “a solicitud de los municipios rurales podrá proponer”.


5) Modifícase el artículo 14 de la siguiente forma:


a) Reemplázase el cuadro de Valor Subvención en USE, por el siguiente:

Valor Subvención en USE:

	
	Desde 1° nivel de transición hasta 4° año de la educación básica
	5° y 6° año básico
	7° y 8° año
básico

	A: Establecimientos educacionales autónomos
	1,60
	1,06
	0,54

	B: Establecimientos educacionales emergentes
	0,80
	0,53
	0,27



b) Agrégase el siguiente inciso segundo:


“En el caso de los alumnos identificados como prioritarios en virtud de los criterios establecidos en las letras a) o b) del artículo 2° y que, además, pertenezcan a familias caracterizadas dentro del 20% más vulnerable del país, según el instrumento de caracterización socioeconómica vigente, el valor unitario mensual por alumno, expresado en unidades de subvención educacional (USE), según la categoría del establecimiento educacional, será el siguiente:

Valor Subvención en USE:
	
	Desde 1° nivel de transición hasta 4° año de la educación básica
	5° y 6° año básico
	7° y 8° año básico

	C: Establecimientos educacionales autónomos
	1,79
	1,19
	0,60

	D: Establecimientos educacionales emergentes
	0,895
	0,595
	0,30



6) Modifícase el artículo 18 de la siguiente forma:


a) Sustitúyese, en el inciso primero, la frase “aplicados al 4º y 8º año de educación general básica, según corresponda, durante el periodo a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº1, de 2006, del Ministerio de Educación. “ por la siguiente: “a que se refiere el artículo 37 de la Ley General de Educación.”.


b) Agrégase un inciso segundo, nuevo, pasando el segundo a ser tercero, y así sucesivamente:


“Sin perjuicio de lo anterior, la rendición de cuentas establecida en el artículo 7º letra a) no será obligación en el caso de los establecimientos clasificados como “autónomos”.”.


7) Modifícase el artículo 20 de la siguiente forma:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “refiere la letra B” por “refieren las letras B y D”.


b) Agrégase, en el inciso segundo, entre las frases “para contratar” y “servicios de apoyo”, la frase “, entre otros,”.


c) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “la letra B” por “las letras B y D”.


d) Reemplázase, en el inciso cuarto, los siguientes guarismos:


i) “0,7 USE” por “0,80 USE”

ii) “0,465 USE” por “0,53 USE”

iii) “0,235 USE” por “0,27 USE”

e) Agregáse un nuevo inciso quinto, pasando el quinto a ser sexto, y así sucesivamente:


“Tratándose de los alumnos a que se refiere el inciso segundo del artículo 14 este aporte adicional será de 0,895 USE por los alumnos que cursen desde el primer y segundo año de transición de la educación parvularia y hasta el 4º año de la educación general básica; de 0,595 USE en el caso de los alumnos que cursen 5º y 6º año de la educación general básica y de 0,30 USE por los alumnos que cursen 7º y 8º año de la educación general básica.”.


8) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 23, la frase “por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº1, de 2006, “ por la siguiente: “en conformidad a lo dispuesto en el artículo 37 de la Ley General de Educación,”.


9) Reemplázase el artículo 25, por el siguiente:


“Artículo 25.- Las escuelas que sean clasificadas “en recuperación”, en relación con lo establecido en el artículo 23, y que apelen de ello, deberán enviar a la Secretaría Regional Ministerial de Educación correspondiente los antecedentes que a su juicio permitan revisar dicha clasificación, para que sean remitidos al Subsecretario de Educación, quien resolverá la apelación en los plazos establecidos en el artículo 22.”.


10) Modifícase el artículo 26 de la siguiente forma:


a) Reemplázase el numeral 2 del inciso primero, por el siguiente:


“2) Elaborar y cumplir el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales “en recuperación”. Éste deberá ser aprobado por el Ministerio de Educación y podrá ser elaborado con apoyo de una persona o entidad externa con capacidad técnica sobre la materia, de aquellas incorporadas en el registro a que se refiere el artículo 30, elegida por el sostenedor.


El Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales “en recuperación” abarcará tanto el área administrativa y de gestión del establecimiento como el proceso de aprendizaje y sus prácticas; y deberá estar elaborado antes del inicio del año escolar siguiente al de la dictación de la resolución a que se refiere el artículo 23.”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo del numeral 3, la frase “el Informe de Evaluación de la Calidad Educativa” por la siguiente: “el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales “en recuperación”.”.


c) Agrégase, en el numeral 3 del inciso primero, la siguiente letra d):


“d) Declarar vacante el cargo de director debiéndose llamar a un nuevo concurso para proveerlo.”.


d) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“Los recursos entregados en virtud de esta ley podrán ser utilizados para financiar las reestructuraciones a las que se refiere este artículo.”.


11) Modifícase el artículo 27 de la siguiente forma:


a) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “aplicara la subvención establecida en la letra A del artículo 14,” por la siguiente: “aplicaran las subvenciones establecidas en las letras A o C del artículo 14, según corresponda,”.


b) Elimínase, en el inciso tercero, la siguiente oración: “La rendición de estos recursos deberá ser visada por la persona o entidad externa.”.


12) Modifícase el inciso segundo del artículo 28 de la siguiente forma:


a) Agrégase, después de la expresión “centro educativo”, reemplazando el punto seguido (.) por una coma (,) la siguiente frase: “y facilidades de transporte para su acceso, lo que se regulará vía decreto suscrito por el Ministerio de Educación y el Ministerio de Hacienda.”.


b) Reemplázase la oración final que comienza con “Esta comunicación…”, por la siguiente: “Esta comunicación la efectuará el Ministerio de Educación por carta certificada a cada uno de los apoderados y familias del establecimiento. Dicha comunicación podrá efectuarse por cualquier otro medio que el Ministerio de Educación determine, siempre que se cumpla con el objeto de informar directamente a cada uno de los apoderados y familias del establecimiento.”.


13) Elimínase la letra h) del inciso segundo del artículo 29.


14) Modifícase el artículo 30 de la siguiente forma:


a) Agrégase, al final del inciso primero, reemplazando el punto final (.) por una coma (,), la siguiente frase: “todo lo anterior sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 8º.”.


b) Reemplázase, en el inciso sexto, la expresión “honorarios” por “costos”.


15) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 32, la frase a continuación de la expresión “antes referido,” por la siguiente: “de cada uno de los establecimientos bajo su administración que estén clasificados como “emergentes” o “en recuperación”.”.

16) Reemplázase, en el inciso primero del artículo primero transitorio, la frase “21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Educación,” por la siguiente: “37 de la Ley General de Educación,”.


17) Reemplázase, en el inciso primero del artículo segundo transitorio, la frase “21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Educación,” por la siguiente: “37 de la Ley General de Educación,”.


18) Reemplázase el artículo undécimo transitorio por el siguiente:


“Artículo undécimo.- La atribución del Ministerio de Educación para suscribir los convenios de la presente ley podrá ejercerse hasta que entre en operación el Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- Los convenios de igualdad de oportunidades y excelencia educativa celebrados entre los sostenedores y el Ministerio de Educación, que a la fecha de publicación de esta ley estuvieren vigentes, deberán adecuarse a las disposiciones de esta ley antes del inicio del año escolar 2012.


Artículo segundo.- El mayor gasto fiscal que irrogue esta ley durante el año 2010, se financiará con los recursos contemplados en el presupuesto del Ministerio de Educación.


Artículo tercero.- Los aumentos en el monto de los recursos entregados en virtud de la ley N° 20.248, establecidos en esta ley, regirán a contar del día primero del mes siguiente a la fecha de publicación de la misma.”.

-o-

Sala de la Comisión, a 8 de octubre de 2010.


Tratado y acordado en sesiones de fechas 14 y 28, y 5 de octubre de 2010, con la asistencia de los miembros titulares de la Comisión, diputadas señoras María José Hoffmann Opazo y María Antonieta Saa Díaz; y diputados señores Sergio Aguiló Melo, Sergio Bobadilla Muñoz (Presidente), Rodrigo González Torres, Romilio Gutiérrez Pino, Gustavo Hasbún Selume, José Antonio Kast Rist, Manuel Monsalve Benavides, Gaspar Rivas Sánchez, Gabriel Silber Romo, Mario Venegas Cárdenas y Germán Verdugo Soto; y la concurrencia, en calidad de reemplazantes, de las diputadas señoras Cristina Girardo Lavín y Clemira Pacheco Rivas, y del diputado señor Luis Lemus Aracena. 

(Fdo.): ANDRÉS LASO CRICHTON, Secretario de la Comisión.”
9. Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto de ley que regula el pago de las tarifas eléctricas de las generadoras residenciales. (boletín Nº 6.041-08 (S)).

“Honorable Cámara:


La Comisión de Hacienda informa el proyecto de ley mencionado en el epígrafe, en cumplimiento del inciso segundo del artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y conforme a lo dispuesto en los artículos 220 y siguientes del Reglamento de la Corporación.

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS


1.- Origen y urgencia


La iniciativa tuvo su origen en el H. Senado, mediante una moción del H. Senador Antonio Horvath.



2.- Disposiciones o indicaciones rechazadas


Ninguna.


3.- Disposiciones que no fueron aprobadas por unanimidad


Ninguna.


4.- Se designó Diputado Informante al señor Von Mühlenbrock, don Gastón.

-o-

Asistieron a la Comisión durante el estudio del proyecto el señor Rodrigo Álvarez, Ministro de Energía y el H. Senador señor Antonio Horvath. Concurrieron, además, el Subsecretario (S) de Energía, señor Hernán Moya, el Abogado de la División Jurídica, señor Gonzalo Carreño, y el profesional de la División de Seguridad y Mercado Eléctrico, don Gerardo Marti, ambos del Ministerio de Energía.


El propósito de la iniciativa consiste en incentivar la producción de generación eléctrica residencial como la energía solar y eólica y, además, las microcentrales hidroeléctricas en los sectores rurales, estableciendo descuentos en el pago de los consumos eléctricos.


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos, con fecha 30 de junio de 2011, hace referencia a la indicación sustitutiva del proyecto. La diferencia fundamental respecto de la versión anterior radica en que se admite la posibilidad de que el pequeño generador de energía eléctrica, a través de fuentes renovables no convencionales, obtenga ingresos mediante la inyección de sus excedentes. Con el objeto de facilitar lo anterior, se establece que los ingresos obtenidos por esta vía serán considerados ingresos no constitutivos de renta para todos los efectos legales y las operaciones que dan origen a tales ingresos se considerarán operaciones no afectas al Impuesto al Valor Agregado.


En la tabla siguiente se muestra la estimación de costo fiscal asociado al no pago de impuesto a la renta sobre los ingresos obtenidos de la inyección de excedentes. La estimación se basa en las proyecciones del Ministerio de Energía respecto del número de instalaciones que se espera para cada año y la energía generada por estas instalaciones. Se ha supuesto una inyección equivalente al 40% de la energía generada y una tasa de Impuesto a la Renta promedio de 35%.


Los resultados muestran una pérdida de recaudación creciente, pero inferior a los $ 100 millones anuales durante los tres primeros años de vigencia de la ley, la que se iría elevando hasta alcanzar una cifra cercana a los $ 2.000 millones en 2020.


Cabe señalar que no hay una pérdida de recaudación asociada a la no afectación de las operaciones con el Impuesto al Valor Agregado, puesto que se trata de una exención intermedia que no afecta al consumo final de la energía inyectada. En efecto, dicha energía pagará IVA cuando sea vendida por las empresas eléctricas a los consumidores finales.

	
	
	2013
	2014
	2015
	2016
	2017
	2018
	2019
	2020

	Instalaciones
	N°
	500
	1.500
	3.450
	6.555
	11.799
	20.258
	32.093
	48.140

	Instalación Promedio
	KW
	1.0
	1.3
	1.6
	1.9
	2.2
	2.5
	2.8
	3.1

	MW instalados
	MW
	0.5
	2.0
	5.5
	12.5
	26.0
	50.1
	89.9
	149.2

	Factor de Planta Promedio
	%
	24%
	23%
	22%
	21%
	20%
	20%
	20%
	20%

	Energía generada
	MWh
	1.051
	3.929
	10.638
	22.91
	45.478
	87.855
	157.437
	261.458

	Energía Inyectada (40% de la generada)
	MWh
	420
	1.572
	4.255
	9.165
	18.191
	35.142
	62.975
	104.583

	Precio Generador Residencial s/IVA
	$/kwh
	53
	53
	53
	53
	53
	53
	53
	53

	Energía Vendida Generador Residencial
	MM$
	22
	84
	226
	487
	967
	1.869
	3.348
	5.561

	Menor recaudación de Impuesto a la Renta (tasa promedio de 35%)
	MM$
	8
	29
	79
	171
	339
	654
	1.172
	1.946



En el debate de la Comisión el señor Rodrigo Álvarez explicó que el net billing o net metering es una tecnología que permite al usuario final generar energía eléctrica para su propio consumo e inyectar los excedentes a la red de distribución, lo que a su vez permite el ahorro de consumo eléctrico desde la distribuidora, la autogeneración de energía eléctrica y el “almacenamiento” de la energía no consumida en la red de distribución, pudiendo estos ahorros ser medidos y cuantificados.


Agregó que, en general, en países desarrollados existe la posibilidad de autogenerar energía eléctrica y de inyectar los excedentes. Ello se ha dado principalmente en Europa y Estados Unidos, aunque se trata de una tecnología relativamente nueva y que está en pleno desarrollo en el resto del mundo. Añadió que la mayor parte de las instalaciones de generación de clientes particulares corresponden a instalaciones fotovoltaicas -o PV, por sus siglas en inglés- y en menor medida también a pequeños aerogeneradores.


A modo de ejemplo, destacó que en Italia e Inglaterra el sistema de net metering está enfocado en clientes comerciales y residenciales, con límites por unidad de 200 kW y 11,8 MW, respectivamente. Asimismo, en el caso de Estados Unidos, 43 estados, además de Puerto Rico y el Distrito de Columbia, tienen ya una política en esta materia, que ha provocado un fuerte crecimiento de las instalaciones fotovoltaicas residenciales desde el año 2001 a la fecha. 


En cuanto a la legislación vigente en Chile, señaló que cualquiera persona tiene hoy libertad para producir energía eléctrica en sus dependencias (casas, oficinas, parcelas, industrias, etcétera) y autogenerar de ese modo su propia electricidad, teniendo como incentivos para ello los altos precios de ésta en el mercado, la seguridad del suministro y la independencia energética. Sin embargo, existen también desincentivos a la autogeneración, como son sus mayores costos variables cuando se realiza en base a combustibles fósiles; una inversión inicial importante, sin perjuicio de algunos subsidios que se han creado para facilitarla; una demanda difícil de prever; costos asociados a baterías, y otros costos de mantención y operación.


Con respecto a la iniciativa en estudio, expresó que ella tuvo su origen en una moción del Senador Horvath, ingresada a trámite legislativo en agosto de 2008, la cual fue objeto de indicaciones por parte del Ejecutivo en noviembre de 2010, para hacerle adecuaciones de carácter técnico, y en julio de 2011, con los propósitos que se describen a continuación.


En primer lugar, se modifica el artículo 149 de la Ley General de Servicios Eléctricos (LGSE), haciendo una diferenciación del esquema de net billing (medios de generación no convencionales con capacidad instalada igual o inferior a 100kW) con respecto a los pequeños medios de generación distribuida (PMGD) regulados en el decreto Nº 244, de 2006, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción (con excedentes de potencia suministrables al sistema de hasta 9.000 kW).


En segundo lugar, se incorpora en la citada ley un nuevo artículo 149 bis, que da derecho, a los usuarios finales sujetos a fijación de precios que dispongan para su propio consumo de equipamiento de generación de energía eléctrica por medios renovables no convencionales, a inyectar la energía que de esta forma generen a la red de distribución a través de los respectivos empalmes. Acotó el señor Ministro que existe mucho interés de las compañías distribuidoras en estas instalaciones, porque no sólo agregan capacidad, sino que también aportan estabilidad al sistema. Las tecnologías permitidas son aquellos medios de generación no convencionales definidos en el artículo 225, letra aa), de la LGSE.


Otros aspectos del funcionamiento de este sistema se relegan a la dictación de un reglamento, que deberá fundarse en los siguientes principios: la seguridad de las personas y los bienes; la confiabilidad del servicio eléctrico; la seguridad operacional del sistema y de las redes de distribución; la evolución tecnológica prevista en este tipo de dispositivos, y el resguardo de la tarifa de los clientes que no posean instalaciones de generación. Este reglamento deberá establecer las condiciones técnicas de la conexión; las especificaciones técnicas del equipo de generación; las inyecciones máximas admisibles por distribuidora o sector de ésta, y por instalación, y el mecanismo para determinar el costo de las adecuaciones a la red de distribución, cuando sea necesario realizarlas. 


Para hacer efectivo el net billing, se consagra además la responsabilidad de la distribuidora de preservar los estándares de seguridad (de equipamiento y conexión) exigidos por la normativa, así como la protección del cliente en su relación contractual con la distribuidora, y se faculta a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles para resolver los reclamos y controversias que se susciten entre ellos.


El mismo artículo contempla un sistema de valorización de las inyecciones de energía al Precio de Nudo Promedio que las empresas distribuidoras traspasan a sus clientes regulados conforme al artículo 158 de LGSE, relegándose al reglamento el establecimiento de mecanismos para efectuar dicha valorización en el caso de los Sistemas Medianos. Adicionalmente, se dispone que en la valorización se reconocerán las menores pérdidas medias de la empresa distribuidora producto de las inyecciones del cliente, las que se calcularán con ocasión del Valor Agregado de Distribución (VAD).


Se señala además que, de existir un excedente en la cuenta del usuario, se descontará en la o las boletas subsiguientes y que, transcurrido el plazo establecido en el contrato, los remanentes que no hayan podido ser descontados en las respectivas facturaciones deberán ser pagados al cliente por la concesionaria según el mecanismo determinado en dicho contrato, cuyas menciones mínimas también se especifican. 


Finalmente, se consagra el principio de no afectación de terceros, según el cual las obras adicionales y adecuaciones que sean necesarias para permitir la conexión y la inyección de excedentes de los medios de generación residencial, deberán ser solventadas por cada propietario de tales instalaciones y no podrán significar costos adicionales a los demás clientes.


Se han agregado además al proyecto los artículos 149 ter, 149 quáter y 149 quinquies, que contienen normas sobre pago de remanentes de energía no descontados, certificación de inyecciones realizadas por el cliente a través de medios de generación no convencionales y apoyo al desarrollo de la actividad de autogeneración. En este último caso, se establece que las inyecciones de energía de los clientes que sean contribuyentes relativamente simples o pequeños no se considerarán operaciones gravadas por el Impuesto al Valor Agregado y que los ingresos y compensaciones que perciban por concepto de la inyección de excedentes no serán constitutivos de renta. Quedan sujetos a esta exención y exclusión, por ende, los contribuyentes personas naturales y los de primera categoría acogidos a algún sistema de renta presunta o de contabilidad simplificada, no pudiendo acogerse a ellas los contribuyentes de primera categoría obligados a declarar su renta efectiva según contabilidad completa.


El Senador Horvath agradeció la disposición de la Comisión por sacar adelante esta iniciativa, que ha sido claramente perfeccionada por las instancias parlamentarias y por el Ejecutivo.


Planteó que las energías renovables no convencionales (ERNC) han alcanzado un adelanto tecnológico significativo en términos de costos, que las ponen en ventaja frente a las producidas con combustibles fósiles, cada vez más escasas y caras, y con efectos ambientalmente adversos absolutamente indeseables. Agregó que el 16% del consumo eléctrico en Chile es residencial, por lo que el efecto que el sistema de net billing puede tener en la provisión de energía es bastante significativo. Mencionó que sólo en Santiago existe un potencial de 16 mil hectáreas aptas para instalaciones fotovoltaicas, ya no se están pagando patentes y los materiales se han vuelto muy accesibles al común de la gente, elementos todos que hacen muy atractivo el desarrollo de esta actividad.


Por otra parte, abogó por introducir algunas modificaciones al proyecto para explicitar algunos temas que hasta ahora se entendían implícitos en él, como por ejemplo, la posibilidad de que puedan acogerse a los beneficios de esta ley los sistemas medianos de generación, y otros como la cogeneración y la implementación de redes inteligentes, todo lo cual, sumado a la eficiencia energética y al ahorro asociado al net metering tendrá un positivo efecto para toda la población.


Advirtió, no obstante, la inconveniencia de relegar al reglamento tantas materias como prevé la iniciativa, ya que teniendo claro que las distribuidoras van a pagar lo mismo que ellas cobran a sus clientes por los excedentes de electricidad que éstos generen, lo lógico es que el sistema comience a operar lo antes posible. Tampoco se prevé que las distribuidoras deban hacer exigencias a sus clientes en lo que respecta a los medidores porque tanto los antiguos como los modernos pueden funcionar en ambos sentidos. 

Añadió que esta propuesta tendrá, por último, un enorme efecto educativo en las personas, contribuyendo a cambiar sus hábitos de consumo, pero haciendo también que ellas se sientan parte de la solución a un problema propio y de todo el país.


Intervinieron sucesivamente a continuación los Diputados señores Montes, Jaramillo, Auth y Robles.


Respondiendo a las consultas y observaciones de los Diputados presentes, el Ministro de Energía señaló que las ERNC están alcanzando hoy costos de producción bastante competitivos, salvo la energía mareomotriz que tiene algunas particularidades. De hecho, en Chile hay grandes proyectos en desarrollo, como son el parque eólico Talinay, que produciría 500 MW en total y que se está llevando a cabo aun antes de modificarse la ley que fomentará ese tipo de energías, haciéndolas más rentables. 


Agregó que en zonas donde no haya condiciones para aprovechar la energía del viento o del sol, dependiendo del desarrollo de las distintas tecnologías, podrán incorporarse al sistema plantas mini hidroeléctricas o de pasada, como también generadoras en base a biomasa.


Refiriéndose a la meta trazada en materia de ERNC, recordó que el objetivo es que éstas lleguen al 10% de la matriz energética el año 2024 y, aunque no está seguro de que ello se pueda cumplir, tiene el convencimiento personal de que es necesario trabajar para lograrlo y su Cartera está de hecho elaborando diversos proyectos legislativos en esa línea. Así, junto con las modificaciones para impulsar el desarrollo de las energías renovables, se introducirán enmiendas a la Ley de Geotermia (Nº 19.657) para solucionar problemas de superposición de normas que han tenido este tipo de iniciativas. Se prevé también destinar cerca de 85 millones de dólares al desarrollo de nuevas tecnologías como las plantas de concentración solar y aprovechamiento de las energías mareomotriz y undimotriz, entre otras.


Señaló además que el proyecto en estudio permitirá inyectar a la red toda la electricidad generada en forma residencial -y no sólo el remanente- y acceder a los beneficios tributarios que en él se establecen, siempre que no se exceda el límite de 100 kW de capacidad instalada o el que se establezca en definitiva.


El Senador Horvath destacó por último que, según un estudio de Bloomberg (New Energy Finance), las mini centrales hidroeléctricas, la energía eólica y la biomasa tienen en Chile claras ventajas en materia de costos frente a las centrales térmicas y los grandes proyectos hidroeléctricos, restando modificar la Ley de Servicios Eléctricos para que puedan competir en igualdad de condiciones. Asimismo, según un estudio de la Asociación Chilena de Energías Renovables y Alternativas, entre la cota 500 y la cota 1.000 hay posibilidad de extraer 18 mil MW sin inundar ningún valle, desde Aconcagua hasta Puerto Montt, para lo cual ya se están desarrollando tecnologías de producción a baja escala.


La Comisión de Minería y Energía dispuso en su informe que esta Comisión tomara conocimiento del artículo único aprobado por ella.


Puesto en votación el artículo único del proyecto, fue aprobado por 8 votos a favor y una abstención. Votaron por la afirmativa los Diputados señores Auth, don Pepe; Godoy, don Joaquín; señora Goic, doña Carolina; Jaramillo, don Enrique; Montes, don Carlos; Ortiz, don José Miguel; Robles, don Alberto, y Von Mühlenbrock, don Gastón. Se abstuvo el Diputado señor Marinovic, don Miodrag.


Tratado y acordado en sesión de fecha 28 de septiembre de 2011, con la asistencia de los Diputados señores Godoy, don Joaquín (Presidente); Auth, don Pepe; Jaramillo, don Enrique; Lorenzini, don Pablo (Goic, señora Carolina); Macaya, don Javier; Marinovic, don Miodrag; Montes, don Carlos; Ortiz, don José Miguel; Recondo, don Carlos; Robles, don Alberto; Santana, don Alejandro; Silva, don Ernesto, y Von Mühlenbrock, don Gastón, según consta en las actas respectiva.

 
Concurrieron, además, el Diputado señor Nicolás Monckeberg y el Senador señor Antonio Horvath.


Sala de la Comisión, a 7 de octubre de 2011.

(Fdo.): JAVIER ROSSELOT JARAMILLO, Abogado Secretario de la Comisión.”
10. Informe de la Comisión de Educación, Deportes y Recreación, recaído en el proyecto de ley que modifica la ley 20.248, de subvención escolar preferencial. (boletín 
N° 7187-04)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Educación, Deportes y Recreación pasa a informar, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, sobre el proyecto de ley individualizado en el epígrafe, originado en un Mensaje de S. E. el Presidente de la República, y con urgencia calificada de “suma”, a partir del 29 de septiembre de 2010, fecha en que se dio cuenta de la urgencia vigente en la Sala de la H. Corporación.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.

1.- IDEA MATRIZ DEL PROYECTO.


La idea matriz o central del proyecto se orienta a continuar mejorando la calidad de la educación de aquellos alumnos calificados como prioritarios, esta vez mediante un incremento de la Subvención Escolar Preferencial (SEP) establecida en la ley Nº 20.248, que beneficia a los establecimientos educacionales subvencionados que atienden a dichos estudiantes prioritarios, esto es, a aquellos pertenecientes a familias socio-económicamente vulnerables. 


Con tal propósito, la presente iniciativa introduce diversas modificaciones en la citada ley, las que tienen como principales objetivos aumentar la subvención escolar preferencial; perfeccionar algunos mecanismos establecidos en ella que dificultan los procedimientos que se llevan a cabo para su correcta implementación y, de este modo, hacer de dicha subvención escolar preferencial un instrumento que contribuya más eficazmente a la mejora de los resultados de aprendizaje de los estudiantes más vulnerables del país; y, finalmente, adecuar a la Ley General de Educación (actualmente vigente), las referencias que en la ley Nº 20.248, se hacen a la (derogada) Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza.

2.- NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL.

El articulado del proyecto no contiene normas de carácter orgánico constitucional ni de quórum calificado.

3.- ARTÍCULOS DE COMPETENCIA DE LA COMISIÓN DE HACIENDA.


Requieren ser conocidos por la Comisión de Hacienda los números 2, letra d); 5; 7; 10, letra d); 11; 12, letra a); y 14, letra b), del artículo único, permanente, y los artículos segundo y tercero transitorios.

4.- APROBACIÓN EN GENERAL DEL PROYECTO.


La iniciativa fue aprobada en general por la unanimidad de las señoras diputadas y señores diputados presentes en la votación (9 votos a favor).

5.- ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADOS POR LA COMISIÓN. 


La Comisión rechazó por unanimidad la letra a) del número 15 del artículo único.

6.- DIPUTADO INFORMANTE.


Se designó diputada informante a la señora Hoffmann, doña María José.

-o-
II. ANTECEDENTES GENERALES.

a) El mensaje y sus fundamentos.


En el mensaje que da inicio a este proyecto de ley, el Presidente de la República destaca que su programa de gobierno contempla duplicar la subvención en un plazo de ocho años. Acentúa que este compromiso fue reiterado en el Mensaje Presidencial del 21 de mayo, al anunciar para el año en curso un aumento de la subvención para los alumnos más vulnerables del país.


Al respecto, informa que este proyecto de ley persigue cumplir dicho compromiso al proponer aumentar la subvención escolar preferencial, dirigida a los alumnos prioritarios -dada su condición de vulnerabilidad socioeconómica- que asistan a establecimientos educacionales subvencionados que hayan firmado el respectivo “Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa”, en conformidad a la ley.


Agrega que la evidencia internacional demuestra que todos los alumnos pueden alcanzar altos niveles de aprendizaje, no obstante lo cual, educar a los de mayor vulnerabilidad socioeconómica tiene un costo más alto. Por ello, enfatiza, se ha reconocido la necesidad de focalizar los recursos en aquellos alumnos, entregando un financiamiento diferenciado según el nivel socioeconómico de éstos. 


Informa que en la actualidad la subvención escolar preferencial llega al 45% de los niños que asisten a establecimientos educacionales subvencionados y, si bien en su entrega se recoge el principio de focalización mencionado precedentemente -mediante el establecimiento de criterios que permiten determinar quiénes son prioritarios-, es posible mejorar aun más la orientación de dicha entrega. Ello, a objeto de beneficiar a los alumnos prioritarios más vulnerables.


Haciendo presente las dificultades que han obstaculizado la implementación de esta ley, menciona las diversas limitaciones y cargas administrativas que se imponen a los establecimientos educacionales, especialmente a sus equipos directivos. Por dicha razón estima importante realizar ciertos ajustes al cuerpo legal de forma de lograr un mayor impacto de los recursos que se están invirtiendo en los alumnos más vulnerables. Destaca, asimismo, que el Ministerio de Educación está trabajando para optimizar los procesos internos del sistema de subvención escolar preferencial.


Además, señala, este proyecto actualiza las referencias que mantiene la ley N° 20.248 al D.F.L. N° 1, de 2006, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, actualmente derogada, adecuando dichas remisiones a la Ley General de Educación, hoy vigente. 

b) Informe Financiero.


El informe financiero de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda señala que el incremento -que propone esta iniciativa- del valor vigente de la subvención para los alumnos prioritarios que no están en el 20% más vulnerable es, en promedio, de un 14%, y para los que sí están en dicho porcentaje es de un promedio de 28%.


Añade que el mayor gasto fiscal mensual que representa este proyecto para el año 2010, se estima en $ 2.943.043 miles. Se supone que el total de alumnos prioritarios por quienes se paga la SEP este año -distribuidos entre pre kínder y 6° básico-, alcanza a 701.229 niños. De ellos, 320.965 se encuentran entre aquellos que provienen de las familias caracterizadas dentro del 20%, más vulnerable del país, y 380.264 son niños prioritarios que no están en dicho 20%.


Agrega que, a contar del mes de marzo del año 2011, en que se incorpora a la SEP el 7° básico, el mayor gasto fiscal anual se estima en $ 38.219.221 miles. Ello supone 812.056 alumnos prioritarios, de los cuales 397.778 alumnos son del 20% más vulnerable y 414.278 del resto. Para el año 2012 el mayor gasto fiscal anual sería de $ 40.717.559 miles, ya que se incorpora ese año el 8° básico, por 10 meses. Ello supone 921.738 alumnos prioritarios, de los cuales 454.124 son del 20% más vulnerable y 467.614 del resto.


Finalmente, señala que en régimen el mayor gasto fiscal anual por estos incrementos de la SEP sería de $ 41.566.276 miles; y que el mayor gasto correspondiente al año 2010, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Ministerio de Educación. 

c) Contenidos del proyecto.


Señala en su mensaje el Primer Mandatario que esta iniciativa -estructurada de un artículo único permanente, comprensivo de dieciocho numerales, y tres artículos transitorios- aborda los siguientes aspectos fundamentales:

-Focalización y aumento de la Subvención Escolar Preferencial y los aportes adicionales que contempla la ley. 


El proyecto propone un incremento de la SEP, el cual se distribuirá de manera diferenciada a fin de beneficiar a los alumnos prioritarios que más lo requieren. Así, para dichos alumnos que pertenezcan al 20% más vulnerable del país, el incremento propuesto es de un 28% y para el resto de un 14%.


La ley clasifica a los establecimientos -según el resultado de aprendizaje de sus alumnos- en las siguientes categorías: “autónomo”, “emergente” o “en recuperación”. No obstante recibir todos ellos igual cantidad de recursos, su entrega depende de la clasificación lograda, creándose así una gradiente de autonomía en su disponibilidad según el desempeño de los colegios, reconociéndose un grado de autonomía mayor para aquéllos de mejor desempeño.

-Utilización de recursos.


Las áreas en que se permite utilizar los recursos de la SEP están definidas por ley en el Plan de Mejoramiento Educativo que debe elaborar cada sostenedor con el objeto de cumplir con el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa. Si bien dichas áreas son amplias y las acciones que comprende cada una de ellas no son taxativas, han surgido ciertas dudas sobre el destino de esos recursos, que este proyecto busca despejar.


En cuanto al Plan de Mejoramiento Educativo, se propone entregar mayor autonomía a los sostenedores para que puedan focalizar los recursos en las áreas que consideren más deficitarias. Así, se faculta al sostenedor -al elaborar dicho Plan- para elegir, dentro de las áreas que establece la ley, al menos una de ellas, sin obligarlo a adoptarlas todas.


Esta propuesta busca establecer claramente qué gastos pueden financiarse vía SEP. Al efecto, se incluye dentro de las acciones en el área de gestión de recursos, la preparación y capacitación de equipos directivos; incentivos al desempeño de éstos, de los docentes, y de otros funcionarios del establecimiento educacional, basados en instrumentos transparentes y objetivos; y, la contratación de personal. Estas acciones, buscan que los sostenedores puedan generar capacidades técnicas y pedagógicas permanentes al interior de sus establecimientos.


Asimismo, y también en el área de gestión de recursos, se faculta a los sostenedores municipales para utilizar recursos en evaluaciones docentes complementarias a las que regula el Estatuto Docente.


Respecto de los establecimientos clasificados como “emergentes”, se propone ampliar las posibilidades de utilización del aporte de recursos adicionales que se les otorga para financiar los compromisos del Plan de Mejoramiento Educativo.

-Mayor autonomía para los sostenedores. 


La ley vigente establece que el Mineduc debe proponer -tanto a los municipios rurales como a las escuelas municipales rurales- Planes de Mejoramiento Educativo a desarrollar conjuntamente entre escuelas de distintas comunas, y con apoyo del Ministerio.


Empero, dadas las especiales condiciones de dichas escuelas rurales uni, bi o tri docente, así como aquellas de multigrados o en situación de aislamiento, se plantea sustituir el deber ministerial de proponer Planes de Mejoramiento a desarrollar conjuntamente entre distintas comunas, por una facultad que opere previo requerimiento de los municipios rurales. Así, y considerando que cada municipio es el responsable del resultado de los establecimientos que administra, es más adecuado que puedan decidir, de acuerdo a sus realidades comunales, si les resulta más eficiente actuar individualmente o en conjunto con otras comunas.

-Rendición de cuentas de establecimientos autónomos.


En estos establecimientos se evalúa el cumplimiento de las obligaciones contenidas en el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, en especial la retención de los alumnos prioritarios con dificultades académicas y el cumplimiento de los logros académicos de todos los alumnos.


Dentro de las obligaciones que debe contemplar dicho convenio está la rendición de cuentas referente a la utilización de la SEP, en cuya virtud el sostenedor debe presentar anualmente al Mineduc un informe sobre el uso de dichos recursos y de los demás aportes legales. 


Como dicho proceso desconcentra la principal labor de los equipos directivos de los escuelas, se propone que aquellos que han demostrado un buen rendimiento se los exima de esta obligación. Lo anterior no obsta a que el Ministerio fiscalice el adecuado uso de los recursos.

-Establecimientos clasificados “en recuperación”.


La ley establece tres categorías para la clasificación de los establecimientos adscritos a la SEP, de acuerdo a los resultados educativos de sus alumnos, a saber: “autónomos”, “emergentes” y “en recuperación”.


Respecto de las escuelas clasificadas en la última categoría, el trabajo que realiza el Ministerio de Educación es mucho más fuerte que en las otras dos, por estimarse que los establecimientos con bajo desempeño académico requieren de una serie de medidas especiales que la ley contempla.


Así, las escuelas “en recuperación” que apelen de ello, deben ser evaluadas por un panel de expertos cuyo informe deberá ser considerado por el Subsecretario de Educación al resolver la apelación. Este panel lo conforman tres personas: una designada por el Mineduc, otra por el sostenedor del establecimiento y, la tercera, por una persona o entidad evaluadora externa incorporada al Registro Público de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo.


Para potenciar la mejora de los resultados de estos establecimientos, se propone agilizar el proceso de apelación, homologándolo a los procesos de las otras categorías, para poder así destinar sus esfuerzos a dicha mejora. Se elimina la evaluación del panel de expertos por estimarse innecesaria una instancia que reevalúe una clasificación que se realiza en base a criterios objetivos como es el SIMCE.


Por otra parte, los sostenedores de estos establecimientos tienen obligaciones adicionales al Plan de Mejoramiento Educativo. Así, deben cumplir con el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos “en recuperación” que establezca un equipo tripartito conformado por un representante del Mineduc, por el sostenedor, o un representante que éste designe, y por una persona o entidad externa con capacidad técnica sobre la materia, elegida por el sostenedor.


El proyecto propone modificar la forma de cumplir las referidas obligaciones adicionales al Plan de Mejoramiento Educativo, reconociendo una mayor relevancia y autonomía al trabajo del propio establecimiento. Así, se elimina el equipo tripartito obligando al sostenedor a elaborar y cumplir el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos “en recuperación”. Sin perjuicio de ello, para su elaboración podrá contar con el apoyo de una persona o entidad externa con capacidad técnica sobre la materia, incorporada al Registro Público de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo. Este plan deberá ser aprobado por dicho Ministerio de Educación.


Cabe tener presente que los establecimientos clasificados “en recuperación” arriesgan perder su reconocimiento oficial, razón por la que se considera de gran importancia este cambio por cuanto carece de lógica sancionar a un sostenedor que no es autónomo en la realización del mencionado plan de mejoramiento.


Para cumplir las medidas de reestructuración contenidas en el Plan, la ley entrega las siguientes atribuciones: redestinación de tareas y/o funciones; destinación del docente a otro establecimiento del mismo sostenedor; y desarrollo de planes de superación profesional para los docentes. En esta área se propone otorgar nuevas atribuciones a los sostenedores. Así, junto con facultarlos para utilizar los recursos de la SEP para financiar dichas reestructuraciones, podrán declarar vacante el cargo de director y llamar a un nuevo concurso para proveerlo.


Para que los sostenedores de estos establecimientos cumplan las obligaciones adicionales del Plan de Mejoramiento Educativo, el Mineduc realiza un aporte económico extraordinario, cuya rendición debe ser visada por una persona o entidad externa. Empero, se estima que el rol de fiscalizar la rendición y el buen uso de los recursos es una atribución que compete al Ministerio por lo que propone eliminar dicha norma. 


La ley dispone que, si el establecimiento “en recuperación” no logra los resultados académicos esperados, el Mineduc informe a la comunidad escolar dicha situación y ofrezca a las familias la posibilidad de buscar otro centro educativo. Sin embargo, para que eso surta efecto se requiere apoyar con recursos a las familias que decidan cambiar a sus hijos de establecimiento si no cuentan con ellos. Con tal fin, se les otorga facilidades de transporte para acceder a otro centro educativo y se perfeccionan los mecanismos de información. 
-Dirección de los establecimientos.


Los sostenedores de establecimientos adscritos a la SEP deben mantener a disposición del Mineduc, por un período mínimo de cinco años, un estado anual de resultados que dé cuenta de todos los ingresos provenientes del sector público y de los gastos. Además, deben enviar al Ministerio dicho estado de resultados cuando uno o más de los establecimientos bajo su administración estén clasificados como “emergentes” o “en recuperación”. Dado el excesivo trabajo administrativo que enfrentan los directores de establecimientos educacionales en desmedro de la labor más importante que deben realizar, esto es, abocarse al mejoramiento de la calidad de la educación, el proyecto busca alivianar dicha carga administrativa proponiendo rebajar el lapso que el sostenedor debe mantener a disposición del Mineduc dicho estado anual de resultados, disminuyéndolo a un mínimo de dos años. Además, se establece que la obligación del sostenedor de enviarlo al Ministerio será aplicable sólo para los establecimientos clasificados como “emergentes” o “en recuperación”.

-Adecuaciones legales.


Se realizan necesarias adecuaciones legales (actualizaciones de referencias) en la ley 
N° 20.248, que creó la SEP, derivadas de la derogación de la LOCE y la entrada en vigencia de la Ley General de Enseñanza.


Asimismo, se flexibiliza la aplicación de las mediciones de los estándares de aprendizajes ya que la actual ley las restringe a 4° y 8° básico, sin embargo las pruebas no necesariamente deben realizarse en esos niveles.


Finalmente, se elimina la restricción para que nuevos establecimientos educacionales suscriban el convenio que les permite ingresar a la SEP, ya que dada la redacción actual de la disposición se entendería que dichos convenios solamente podrían celebrarse hasta febrero del año 2011.

III. DISCUSIÓN DEL PROYECTO.


Durante el análisis de esta iniciativa, la Comisión de Educación contó con la asistencia y colaboración de los señores Fernando Rojas Ochagavía, Subsecretario de Educación, y Raúl Figueroa Salas, Jefe de la División Jurídica de dicha Secretaría de Estado.


En calidad de invitados, asistieron:


En representación de la Asociación Chilena de Municipalidades, su Presidente, señor Claudio Arriagada; el Director del Departamento de Educación, señor Raciel Medina; el abogado, señor Armando Aravena; y, el asesor de finanzas municipales, señor Roberto Delpín Aguilar.


En representación de Educación 2020, su Coordinador Nacional, señor Mario Waissbluth; la Directora Ejecutiva, señora Adriana del Piano; la Coordinadora del área de educación, señora Soledad Diez; y, la señora Patricia Schaulson. 


En representación de la Asociación Metropolitana de Padres y Apoderados (Amdepa), su Presidente, señor Eduardo Catalán Contreras, y el señor Ismael Calderón Varas.

a) Síntesis de las exposiciones formuladas en la Comisión.


El señor Fernando Rojas Ochagavía (Subsecretario de Educación), junto con destacar el compromiso del Gobierno en orden a destinar más recursos para la educación, reiteró que esta iniciativa constituye un primer paso en la meta de duplicar, en ocho años, la subvención escolar preferencial.


En ese contexto, la subvención escolar preferencial, vigente desde 2008, tiene como fundamento la idea de que los niños más vulnerables y carenciados requieren de mayores recursos para obtener una educación de calidad, exigencia que está asociada a un plan de mejoramiento de los establecimientos educacionales para que los recursos entregados sean eficientemente utilizados. 


En cumplimiento de ello, el proyecto propone aumentar los recursos de la subvención escolar preferencial en un 20% promedio. Destacó que hoy la SEP beneficia a más de 700.000 niños con un costo de alrededor de 182 mil millones de pesos, cantidad que para el Ministerio de Educación aún no es suficiente.


El proyecto intenta mejorar la focalización de los recursos, por cuanto los resultados de la última encuesta Casen demuestran que los porcentajes de índice de pobreza en la infancia todavía son preocupantes. La SEP hoy beneficia al 45% de los niños hasta sexto básico. Lo que hace esta iniciativa, es proponer un incremento diferenciado para el 20% de los niños que -de acuerdo a la ficha de protección social- son los más vulnerables. Así, este aumento sería del orden de un 28% para los más vulnerables, y para el resto de los niños prioritarios definidos de acuerdo a la ley SEP, el incremento propuesto es del 14 %. Este incremento de 20 %, promedio, permitirá, por ejemplo, que un establecimiento que imparta enseñanza parvularia y básica -entre pre kinder y cuarto básico-, con régimen de jornada escolar completa y que se encuentre adscrito a la SEP o tenga el convenio asociado, reciba $82.000 mensuales, por niño. En la actualidad el mismo establecimiento recibe la suma de $75.000 mensuales, por niño.


Señaló, asimismo, que el proyecto permitirá enfocar mejor el uso de los recursos en aquellas iniciativas o programas de mejoramiento de las áreas que se determinen como prioritarias o presenten más debilidades. En ese contexto, se les da autonomía a los establecimientos -que hoy no existe-, para elegir una de las cuatro áreas para trabajar su plan de mejora. Recordó al respecto que, de acuerdo a la normativa vigente, el plan de mejora está acotado a cuatro áreas obligatorias -gestión curricular, liderazgo escolar, convivencia y gestión de recursos- estando todos los establecimientos asociados a la SEP obligados a trabajar en cada una de esas cuatro dimensiones. Destacó que dentro de los aproximadamente 7.000 establecimientos educacionales adscritos a la SEP, hay realidades muy distintas que ameritan esta autonomía.


A continuación, refiriéndose a algunas disposiciones del proyecto que son más explícitas en cuanto al uso de los recursos, reconoció que la ley SEP -no obstante la importancia que ha tenido para los sostenedores-, tiene deficiencias de implementación importantes. Al respecto, sostuvo que de acuerdo al estudio “Planes de Mejoramiento SEP: Sistematización, Análisis y Aprendizajes de política”, realizado por el Centro de Políticas y Prácticas en Educación de la Universidad Católica de Chile, por encargo del Mineduc, existen una serie de aspectos a mejorar, mencionando por vía ejemplar el hecho de que con esta ley se crearon expectativas que se han visto erosionadas por la falta de claridad acerca de su uso; la existencia de una serie de complejos procedimientos que dificultan la accesibilidad de los recursos; y, la poca fluidez en la información entregada. 


Al respecto señaló que el Ejecutivo, haciéndose cargo de la necesidad de flexibilizar dichos aspectos, y reconociendo que existen materias administrativas -internas del Ministerio de Educación- que deben ser modificadas con dicho propósito, plantea a través de este proyecto de ley, de manera explícita, que los programas de mejoramiento educativo pueden incluir preparación y capacitación de equipos directivos, evaluaciones docentes complementarias a las que establece el Estatuto Docente y programas de incentivos y desarrollo a docentes, equipos directivos u otros funcionarios del establecimiento. 


Agregó que otro problema planteado, por los propios alcaldes, es la confusión que existe en cuanto a contratar a los profesionales idóneos para cubrir los requerimientos de los alumnos más vulnerables, que hacen necesario contar con más horas docentes para reforzamiento y tratamiento psicopedagógico y psicológico. Esta confusión tiene su origen en un Dictamen de la Contraloría General de la República que ha interpretado que, en estos casos, sólo puede contratarse personal a honorarios. Esta interpretación restrictiva ha impedido en muchos casos que los establecimientos contraten personal idóneo para sus requerimientos. Por ello, el proyecto específica que puede contratarse personal mediante cualquier modalidad, según lo requiera cada establecimiento. 


Clarificó en seguida, que dentro de las referidas dificultades están los problemas administrativos vinculados a la rendición de cuentas. En ese sentido, se flexibiliza la norma, estableciéndose que ya no deberán mantenerse durante cinco años los archivos de las respectivas rendiciones, sino que sólo dos años. Además, se realiza un distingo, en el sentido de eximir de una cuenta tan detallada a los establecimientos educacionales que han tenido un buen desempeño y, en consecuencia, han sido catalogados como “autónomos”, manteniéndose, sin embargo, bajo la tuición generalizada del Ministerio de Educación. 


En cuanto a la elaboración de los Programas de Mejoramiento, explicó que la normativa actual dispone que todos los establecimientos “en recuperación” tienen que ser asesorados necesariamente por una ATE (Asistencia Técnica Educativa), las que no existen en todas las comunas de Chile y, además, no garantizan per se la mejora en el plan educativo. Al respecto, el proyecto entrega más autonomía a los establecimientos manteniéndose en el Ministerio la facultad de aprobar esos planes de mejora, pero sin forzar la existencia de las mesas tripartitas que hoy existen. 

Por último, señaló que este proyecto actualiza las referencias que mantiene la ley 
N° 20.248 al decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, actualmente derogada, adecuando dichas remisiones a la ley Nº 20.370, General de Educación.


Por su parte, el señor Raúl Figueroa Salas (Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación), consultado sobre la conveniencia de eximir a los establecimientos “autónomos” de ciertas exigencia en sus rendiciones de cuentas, explicó que la intención del proyecto no es impedir que estos establecimientos rindan dichas cuentas, ya que esa es una obligación que está en la Ley General de Educación. Aclaró que iniciativa apunta a eliminar la carga de exigencias establecidas en la ley SEP que constituyen costos administrativos engorrosos y, que atendidos los buenos resultados de los establecimientos “autónomos”, no se justifican. Agregó que hay sostenedores que han llegado al extremo de tener que contratar un bodeguero para hacerse cargo de toda la documentación que se exige entregar al Ministerio de Educación.


El señor Claudio Arriagada (Presidente Asociación Chilena de Municipalidades) señaló que la Asociación Chilena de Municipalidades valoraba el establecimiento de la SEP, debido a que la posición crítica del municipalismo sobre el actual sistema de financiamiento de la educación, se basaba precisamente en que se daría igual tratamiento a todos los niños, niñas y jóvenes, sin considerar su origen, ni las condiciones del contexto de donde provienen. Destacó que dicha Subvención, en parte, se cargo de aquello, no obstante que su diseño es complejo, tanto desde el punto de vista legal como de los mecanismos de implementación establecidos por el Mineduc, lo cual sumado a la diversidad, en cuanto a capacidad de gestión de las comunas, han contribuido a que dicha iniciativa no genere todo el beneficio que se esperaba.


Explicó que, en virtud de lo expuesto se plantearon al Ministerio de Educación las dificultades que estaban teniendo los equipos comunales, manteniéndose una adecuada disposición al diálogo que se vio reflejada en la Ley N° 20.452, que ha permitido hacer uso de recursos de la SEP, en el financiamiento de iniciativas asociadas a los efectos del terremoto del 27 de febrero.


En seguida, indicó los siguientes aspectos que deben ser mejorados en materia educacional:


I. Existen nudos críticos estructurales cuya falta de solución pone en riesgo la efectiva aplicación de la SEP para el financiamiento educacional. No existe claridad respecto de las prestaciones que se incorporan en la Unidad de Subvención Educacional (USE), lo que lleva a la conclusión de que esa unidad de cálculo es arbitraria y mientras no se determine y corrija el costo real del servicio educativo, existirán municipios con déficit, con la tendencia a hacer uso de los recursos SEP para financiar otras obligaciones.


II. Respecto del aumento de los recursos, de acuerdo a datos del MINEDUC, cerca del 40% de los mismos, hasta el año 2009, no fueron gastados, por lo que más recursos podría significar una mayor dificultad. En esa línea sería más efectivo tratar de corregir el déficit estructural de la subvención regular.


A continuación, refiriéndose específicamente al proyecto de ley en análisis, realizó las siguientes observaciones:


1. La incorporación de la SEP tiende a hacerse cargo de la desigualdad de origen de los niños, sin embargo, no incorpora aspectos climáticos y geográficos.


2. El artículo primero transitorio del proyecto señala que los convenios de igualdad de oportunidades y excelencia educativa celebrados entre los sostenedores y el Ministerio de Educación, que a la fecha de publicación de la ley N° 20.248 (el 1°de febrero de 2008) estuvieren vigentes, deberán adecuarse a las disposiciones de la ley, en proyecto, antes del inicio del año escolar 2012. El Plan de Mejoramiento SEP, principal instrumento de gestión, fue aprobado a mediados del año 2009, por lo cual el plazo de 4 años no podrá cumplirse, contemplándose en el proyecto de ley sanciones por no cumplimiento de metas.


3. Los Planes de Mejoramiento Educativo (PME) son diseñados anualmente, con orientaciones ministeriales, como marco de las acciones a implementar durante la ejecución del Convenio de Igualdad de Oportunidades. Por ello, es imprescindible contar con la necesaria flexibilidad que permita ajustar dichos planes de acuerdo al avance del año escolar, permitiendo su ajuste permanentemente, como repuesta a acontecimientos no previstos en su diseño inicial.


4. Si bien se introducen flexibilizaciones al uso de los recursos, no se abordan temas tales como: la posibilidad de financiar iniciativas de transporte escolar de niños prioritarios; incorporar la contratación de funcionarios no profesionales, necesarios para dar cumplimiento a iniciativas no profesionales contempladas en el plan de mejoramiento; el pago de derechos laborales de funcionarios contratados por la SEP; gastos de administración central, etc. Algunos usos citados se permiten pero a través de instructivos ministeriales de dudosa validez legal.


5. Se permite expresamente la contratación o aumento de horas a docentes en ejercicio pero no se considera que la Contraloría podría interpretar que esas contrataciones o aumento de horas afectan la obligación establecida en el Estatuto Docente, que exige una proporción en el personal docente de 80% de titularidad y 20% a contrata, y en consecuencia, el municipio podría ser sancionado con la retención de la subvención.


6. El inciso sexto del artículo 30, vigente, señala que “los honorarios de cada persona o entidad pedagógica y técnica de apoyo serán pagados por el sostenedor que requiera sus servicios”. La Contraloría General de la República ha interpretado esta norma haciendo imperativa la modalidad de contratación a través de contrato de honorarios. Si bien el proyecto de ley reemplaza la palabra “honorarios” por “costas”, debe establecerse con claridad que la contratación se hará por los mecanismos legales existentes, es decir, Estatuto Docente, Código del Trabajo u Honorarios, dependiendo de la función a realizar y su duración.


7. Debe evaluarse la incorporación de la enseñanza media a los beneficios de la SEP. 


El señor Mario Waissbluth (Coordinador Nacional de Educación 2020) manifestó que la organización que representa apoya esta iniciativa legal tanto en cuanto al aumento de subvención educacional como en cuanto a la flexibilización en su utilización. 


A continuación, se refirió a la necesidad de reformular integralmente la estructura de financiamiento de la educación, debido a que ésta se ha ido complejizando progresivamente. En efecto, a la subvención escolar base se le fueron agregando otras subvenciones con fines diversos y las asignaciones que perciben o pueden percibir los profesores (subvenciones, bonificaciones, etc.), son tan numerosas, que resulta imposible saber si éstas se cumplen o sirven el propósito para el cual fueron creadas. Por lo anterior, los costos de transacción asociados a la gestión del sistema escolar son extremadamente altos tanto para el MINEDUC como para los sostenedores, directivos e incluso los propios profesores, lo que además dificulta la fiscalización de los recursos.


Explicó que una reforma educativa hace necesario contar con una estructura de financiamiento modernizada y, en consecuencia, sugirió que el incremento de la SEP sea transitorio hasta fin del 2011, solicitando al Ejecutivo que asuma el compromiso, en ese plazo, de presentar una estructura integral de financiamiento de la educación que debiera incluir datos sobre el costo real de educar a los niños, según grado de vulnerabilidad y tipología de escuelas, incluyendo especialmente las escuelas rurales y los liceos técnicos.


En relación al contenido específico del proyecto de ley, efectuó los siguientes comentarios.


1. En cuanto monto del aumento de la subvención: El incremento que propone el proyecto es de un 28 % para aquellos alumnos prioritarios que pertenezcan al 20% más vulnerable del país y para el resto de los alumnos un 14%. Es indispensable contar con un estudio que determine cuánto cuesta educar a un alumno prioritario contabilizando las particularidades y requerimientos de las aulas vulnerables: dotación óptima de docentes, horas lectivas del profesorado, cantidad de alumnos por sala, escala de la escuela, apoyos pedagógicos, etc. 


2. Debe contemplarse la posibilidad de extender gradualmente la subvención preferencial hasta 4° medio, ya que no existen estudios que avalen el hecho de que en la educación media se hayan superado los problemas y desventajas de aprendizaje derivados de la vulnerabilidad, y los resultados en la PSU demuestran enfáticamente lo contrario. 


3. De acuerdo a las modificaciones que se proponen para el artículo 8° de la Ley 
N° 20.248, se concluye que uno de los aspectos centrales del proyecto es el mejoramiento de la gestión de los recursos humanos a través de la capacitación de equipos directivos, incentivos al desempeño, evaluaciones docentes complementarias, etc. Sin embargo, es indispensable garantizar que estos profesionales sean de excelencia y de acuerdo a un reciente estudio del Centro de Estudios de Políticas y Práctica de la Educación de la U. Católica, de los docentes recién ingresados a las escuelas municipales, el 80% de ellos obtuvo menos del 60% de respuestas correctas en la Prueba Inicia, fenómeno que se repite en las escuelas particulares subvencionadas. Es necesario por lo tanto, que se exijan los resultados de la prueba Inicia a nuevos profesores que se contraten de planta con cargo a la Ley SEP, exigiendo estándares mínimos.


Relacionado con lo anterior, se propone, con cargo a la subvención preferencial, destinar recursos para indemnizar o retirar personal de la escuela por mutuo acuerdo entre empleador y trabajador, de manera de permitir el ingreso de nuevos profesionales. 


4. Dentro de la autonomía que se entrega a los sostenedores en el proyecto, se propone facultar al sostenedor de una escuela en recuperación, para declarar vacante el cargo del director y llamar a un nuevo concurso, medida que debería extenderse a todas las escuelas y no sólo las clasificadas en la categoría de recuperación. (Artículo único, N° 10, que modifica el art. 26 de la Ley 20.248)


5. Varias de las exigencias y compromisos que la subvención preferencial exige, suponen un mínimo necesario de capacidad técnica de parte de los sostenedores, que no siempre existe, siendo 130 los municipios que no tienen personal en el área técnico-pedagógica y 170 los que no cuentan con personal para hacer diagnóstico ni evaluación de sus escuelas. Se propone al efecto dictar un Reglamento especial que simplifique la implementación de la SEP en las escuelas más pequeñas, y que obligue al MINEDUC a prestar ayuda en la formulación de los planes.


6. Es preciso consagrar expresamente en este proyecto, que los incrementos de la SEP propuestos no pueden estar sometidos a la excepción de uso dispuesto por la Ley N° 20.452, en razón del terremoto de febrero.


7. Respecto a eximir de la rendición de cuentas de la utilización de la SEP a las escuelas clasificadas como autónomas, con el objeto de liberar a los establecimientos educacionales de labores administrativas, se propone en cambio, contemplar o aumentar los recursos que se transfieren a los establecimientos, para apoyar la gestión administrativa. (Artículo único, 
N° 6 letra b) que modifica el art. 11 de la Ley 20.248)


8. El proyecto en trámite confiere facultades a la Agencia de Calidad en materia de asistencia técnica pedagógica, además de establecer un registro de instituciones que puedan brindarla. Es preciso evitar la duplicidad de funciones por parte de diversos organismos y el Mineduc debería reglamentar claramente cuándo se está frente a circunstancias excepcionales que ameriten que el propio Ministerio opere como ATE, pues de lo contrario se abre la puerta a confusiones.


9. En cuanto a las entidades que entregan Asistencia Técnica Educativa (ATE) existe un despliegue insuficiente y heterogéneo en su calidad, lo que hace necesario efectuar una revisión de la reglamentación y acreditación de las ATE, en coherencia con los apoyos técnico-pedagógicos que contempla el proyecto en trámite sobre Sistema Nacional de la Calidad de la Educación pre escolar, básica y media.


10. De acuerdo a la ley vigente, para las escuelas en recuperación, un equipo tripartito conformado por un representante del MINEDUC, el sostenedor y una persona o entidad externa con capacidad técnica sobre la materia, deben establecer el Plan de Mejoramiento Educativo. El proyecto de ley elimina esta obligación, permitiendo al sostenedor solicitar apoyo a una persona o entidad externa con capacidad técnica sobre la materia. Esto implica un riesgo importante de cierre de escuelas que no podrán mejorar, con el consecuente trastorno a esa comunidad educativa. (Artículo único, N° 10, letra a), que modifica el art. 26 de la Ley N° 20.248)


11. Se propone, por último, independientemente de las necesarias mejoras en los procesos internos del Mineduc, incluir una forma de financiamiento-puente, que permita a las escuelas solventar los requerimientos más urgentes.


El señor Ismael Calderón Varas (en representación de la Asociación Metropolitana de Padres y Apoderados (Amdepa)), luego de destacar la importancia de contar con instancias de diálogo entre los padres y apoderados, por una parte, y el Ministerio de Educación y demás autoridades encargadas de la educación en Chile, por otra, se refirió a la subvención preferencial, anunciada por el Presidente de la República en su Mensaje del 21 de mayo del año 2010, según el cual, se estableció un plazo de 8 años para su completa implementación, subvención dirigida a los alumnos “prioritarios” que asistan a establecimientos educacionales subvencionados y que hayan firmado el convenio de igualdad de oportunidades y excelencia educativa.


En seguida efectuó las siguientes observaciones respecto del proyecto de ley en análisis:


1. Esta iniciativa legal consagra tres tipos de alumnos, según el establecimiento educacional al que pertenecen, a saber, autónomo, emergente o en recuperación, categorías determinadas según los resultados de los aprendizajes de sus alumnos. Respecto a la calificación de alumnos prioritarios rechazan dicho nombre porque afectaría su dignidad.


2. Respecto la letra c) del número 2 del artículo único del proyecto -que sustituye el N° 4 del artículo 8° de la ley 20.248-, proponen agregar en él que los asistentes de la educación reciban incentivos al desempeño.


3. Respecto de la letra b) del número 6 del artículo único del proyecto, -que agrega un nuevo inciso segundo al artículo 18 de la ley 20.248-, proponen su eliminación, de manera que la rendición de cuentas establecidas en el artículo 7° sea obligatoria, sin distinguir la clasificación del establecimiento educacional, estableciéndose además que las familias deban ser informadas acerca del uso de los recursos invertidos en el plan mejoramiento educativo.


4. En relación al objetivo de la iniciativa de entregar una mayor autonomía a los sostenedores, consideran que con el propósito de obtener un mejor control -y debido a las malas experiencia en materia de fiscalización de las subvenciones-, dicha autonomía no debe existir, cualquiera sea la clasificación que tengan los establecimientos educacionales.

-o-
b) Discusión y votación general del proyecto.


La Comisión de Educación, Deportes y Recreación, compartiendo los fundamentos y objetivos generales expresados en el Mensaje para legislar en el sentido propuesto, y luego de escuchar las explicaciones de las autoridades de gobierno, de la asociación Chilena de Municipalidades, de Educación 2020 y de la Asociación Metropolitana de Padres y Apoderados (Amdepa), procedió a dar su aprobación a la idea de legislar, por la unanimidad de los diputados presentes señores Aguiló, Bobadilla, González, Hasbún, Kast, Rivas y Verdugo, y señoras Hoffman y Girardi.

c) Discusión y votación particular del proyecto.


La Comisión dio al articulado del proyecto el tratamiento que se describe a continuación.

Artículo único, número 1.


El texto del mensaje es del siguiente tenor:


“Artículo único.- Introdúzcanse las siguientes modificaciones a la ley N° 20.248, de subvención escolar preferencial:


1) Reemplázase en la letra e) del inciso segundo del artículo 7º la frase “21 del decreto con fuerza de ley Nº1, de 2006, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza,” por la siguiente frase “37 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N° 1 de 2005, en adelante Ley General de Educación,”.


Puesto en votación el encabezado del artículo único y su número 1, fue aprobado sin enmiendas, por siete votos a favor (de los diputados señores Bobadilla, Gutiérrez (don Romilio), Hasbún, Kast, Rivas y Verdugo, y de la diputada señora Hoffman); un voto en contra (de la diputada señora Girardi) y ninguna abstención.

Número 2.


El texto del mensaje es del siguiente tenor:


2) Modifícase el artículo 8º de la siguiente forma:


a) En el inciso primero sustitúyase la expresión “en cada una” por la siguiente “en al menos alguna”.


b) Agrégase en el numeral 2, a continuación de la expresión “tales como” la frase “preparación y capacitación de equipos directivos;”.


c) Reemplázase el numeral 4, por el siguiente:


“4. Acciones en el área de gestión de recursos, tales como la definición de una política de perfeccionamiento para los docentes del establecimiento, destinada a fortalecer aquellas áreas del currículo en que los alumnos han obtenido resultados educativos insatisfactorios; implementación de sistemas de evaluación de los docentes; incentivos al desempeño de los equipos directivos, docentes y otros funcionarios del establecimiento, basados en instrumentos transparentes y objetivos; fortalecimiento de los instrumentos de apoyo a la actividad educativa, tales como biblioteca escolar, computadores, Internet, talleres, sistemas de fotocopia y materiales educativos, entre otras.”.


d) Agrégase un inciso segundo nuevo, pasando el actual segundo a ser tercero y así sucesivamente:


“Para el cumplimiento de las acciones mencionadas en los numerales precedentes, el sostenedor podrá contratar docentes y el personal necesario para mejorar las capacidades técnico pedagógicas del establecimiento y para la elaboración, desarrollo, seguimiento y evaluación del plan de mejoramiento. Asimismo, y con la misma finalidad, podrá aumentar la contratación de las horas de personal docentes y de otros funcionarios que laboren en el respectivo establecimiento educacional.”.


El Diputado señor Bobadilla formuló una indicación aditiva a la letra c) del número 2 del artículo único -que modifica el N° 4 del artículo 8° de la ley vigente-, para intercalar en él, a continuación de la frase “materiales educativos” los vocablos “y transporte escolar”. 


Esta indicación recoge la inquietud planteada por la Asociación Chilena de Municipalidades, en orden a permitir el uso de la subvención escolar preferencial para la contratación de medios de transporte para los alumnos, especialmente en zonas rurales, que lo requieran.


Fue aprobada la indicación por cinco votos a favor (de los diputados señores Bobadilla, Kast, Rivas y Verdugo y de la diputada señora Hoffman); tres en contra (de los diputados señores González y Gutiérrez (don Romilio), y de la diputada señora Girardi) y ninguna abstención.


Puesto en votación el número 2, con la indicación precedentemente aprobada, fue también aprobado por la unanimidad de los diputados presentes señores Bobadilla, Gutiérrez (don Romilio), Hasbún, Kast, Rivas y Verdugo, y señora Hoffman.

Número 3.


El texto del mensaje es del siguiente tenor:


3) Modifícase el artículo 9º de la siguiente forma:


a) Sustitúyase en el inciso primero en las letras a), b) y c) la frase “por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley 
Nº 18.962,” por la siguiente “en conformidad a lo dispuesto en el artículo 37 de la Ley General de Educación,”.


b) Sustitúyase en el inciso tercero la frase “21 del decreto con fuerza de ley Nº1, de 2006, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.” por la siguiente: “37 de la Ley General de Educación.”.


En relación con la letra a) de este número, se hizo presente que la frase que se desea sustituir en las letras a),b) y c) del inciso primero del artículo 9° vigente, que se propone reformar, no es el mismo en todos y cada uno de los tres literales aludidos.


 En consideración a lo anterior, los diputados señores Bobadilla y Hasbún, formularon una indicación para intercalar la siguiente letra b), en el N° 3 del artículo único, pasando la actual letra b) a ser c):


“b) Sustitúyense, en las letras b) y c) del inciso primero del artículo 9°, la frase “por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del citado decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006,” por la siguiente: “en conformidad a lo dispuesto en el artículo 37 de la Ley General de Educación,”.


Fue aprobada la indicación por siete votos a favor (de los diputados señores Bobadilla, Gutiérrez (don Romilio), Hasbún, Kast, Rivas y Verdugo, y de la diputada señora Hoffman); un voto en contra (de la diputada señora Girardi) y ninguna abstención


Puesto en votación el número 3, con la indicación aludida, fue aprobado por cinco votos a favor (de los diputados señores Bobadilla (Presidente), Gutiérrez, Kast, Rivas y Verdugo); un voto en contra (de la diputada señora Girardi) y ninguna abstención, con la sola enmienda, por las razones ya expresadas, de eliminar en él las referencias a las letras b) y c) del referido inciso primero del artículo 9°.

Número 4.


El texto del mensaje es del siguiente tenor:


4) Modifícase el artículo 11 de la siguiente forma:


a) En el inciso primero, elimínese la siguiente frase:”de 4º y 8º básico, según corresponda,”.


b) Sustitúyase en el inciso primero del artículo 11 la frase “21 del decreto con fuerza de ley Nº1, de 2006, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, el Ministerio de Educación” por la siguiente: “37 de la Ley General de Educación, la Agencia de la Calidad de la Educación”.


c) Reemplázase en el inciso tercero a continuación de la expresión “El Ministerio de Educación”, la frase “deberá proponer a los municipios rurales y a los establecimientos educacionales municipales rurales,” por la frase “a solicitud de los municipios rurales podrá proponer”.


Puesto en votación el número 4, fue aprobado sin enmiendas por cinco votos a favor (de los diputados señores Bobadilla, Gutiérrez (don Romilio), Hasbún, Kast y Rivas); un voto en contra (de la diputada señora Girardi) y ninguna abstención.

Número 5.


El texto del mensaje es del siguiente tenor:


5) Modifícase el artículo 14 de la siguiente forma:


a) Reemplázase el cuadro de Valor de Subvención en USE por el siguiente:

Valor Subvención en USE:

	
	Desde 1° nivel de transición hasta 4° año de la educación básica
	5° y 6° año básico
	7° y 8° año básico

	A: Establecimientos educacionales autónomos
	1,60
	1,06
	0,54

	B: Establecimientos educacionales emergentes
	0,80
	0,53
	0,27



b) Agrégase el siguiente inciso segundo:


“En el caso de los alumnos identificados como prioritarios en virtud de los criterios establecidos en las letras a) o b) del artículo 2 de esta ley y que, además, pertenezcan a familias caracterizadas dentro del 20% más vulnerable del país, según el instrumento de caracterización socioeconómica vigente, el valor unitario mensual por alumno, expresado en unidades de subvención educacional (USE), según la categoría del establecimiento educacional, será el siguiente:
Valor Subvención en USE:

	
	Desde 1° nivel de transición hasta 4° año de la educación básica
	5° y 6° año básico
	7° y 8° año básico

	C: Establecimientos educacionales autónomos
	1,79
	1,19
	0,60

	D: Establecimientos educacionales emergentes
	0,895
	0,595
	0,30



Puesto en votación el número 5, fue aprobado sin modificaciones por la unanimidad de de los diputados presentes señores Bobadilla, Gutiérrez (don Romilio), Hasbún, Kast, Rivas y Verdugo, y señoras Girardi y Hoffman.

Número 6.


El texto del mensaje es del siguiente tenor:


6) Modifícase el artículo 18 de la siguiente forma:


a) Sustitúyase en el inciso primero la frase:”aplicados al 4º y 8º año de educación general básica, según corresponda, durante el periodo a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº1, de 2006, del Ministerio de Educación.” por la siguiente frase: “a que se refiere el artículo 37 de la Ley General de Educación.”.


b) Agrégase un inciso segundo nuevo, pasando el segundo a ser tercero y así sucesivamente:


“Sin perjuicio de lo anterior, la rendición de cuentas establecida en el artículo 7º letra a) no será obligación en el caso de los establecimientos clasificados como “autónomos”.”.


Puesto en votación este número, fue aprobado sin enmiendas por siete votos a favor (de los diputados señores Bobadilla, Gutiérrez (don Romilo), Hasbún, Kast, Rivas y Verdugo, y de la diputada señora Hoffman); un voto en contra (de la diputada señora Girardi) y ninguna abstención.

Número 7.


El texto del mensaje es del siguiente tenor:


7) Modifícase el artículo 20 de la siguiente forma:


a) Reemplázase en el inciso primero la expresión “refiere la letra B” por la siguiente “refieren las letras B y D”.


b) Agrégase en el inciso segundo entre las frases “para contratar” y “servicios de apoyo” la frase “, entre otros,”.


c) Reemplázase en el inciso tercero la expresión “la letra B” por la siguiente “las letras B y D”.


d) Reemplázase en el inciso cuarto los siguientes guarismos:


i) “0,7 USE” por “ 0,80 USE”

ii) “0,465 USE” por “0,53 USE”

iii) “0,235 USE” por “0,27 USE”

e) Agregáse un nuevo inciso quinto, pasando el quinto a ser sexto y así sucesivamente:


“Tratándose de los alumnos a que se refiere el inciso segundo del artículo 14 este aporte adicional será de 0,895 USE por los alumnos que cursen desde el primer y segundo año de transición de la educación parvularia y hasta el 4º año de la educación general básica; de 0,595 USE en el caso de los alumnos que cursen 5º y 6º año de la educación general básica y de 0,30 USE por los alumnos que cursen 7º y 8º año de la educación general básica.”.


Puesto en votación el número 7, fue aprobado en los mismos términos, por la unanimidad de de los diputados señores Bobadilla, Gutiérrez (don Romilio), Hasbún, Kast, Rivas y Verdugo, y señoras Girardi y Hoffman.

Número 8.


El texto del mensaje es del siguiente tenor:


8) Sustitúyase en el inciso primero del artículo 23 la frase “por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº1, de 2006,”por la siguiente frase “en conformidad a lo dispuesto en el artículo 37 de la Ley General de Educación,”.


Puesto en votación el número 8, fue aprobado, sin enmiendas, por siete votos a favor (de los diputados señores Bobadilla, Gutiérrez (don Romilio), Hasbún, Kast, Rivas y Verdugo, y de la diputada señora Hoffman); un voto en contra (de la diputada señora Girardi) y ninguna abstención.

Número 9.


El texto del mensaje es del siguiente tenor:


9) Reemplázase el artículo 25, por el siguiente:


“Artículo 25.- Las escuelas que sean clasificadas “en recuperación”, en relación con lo establecido en el artículo 23, y que apelen de ello, deberán enviar a la Secretaría Regional Ministerial de Educación correspondiente los antecedentes que a su juicio permitan revisar dicha clasificación, para que sean remitidos al Subsecretario de Educación, quien resolverá la apelación en los plazos establecidos en el artículo 22.”.


Puesto en votación este número, fue aprobado sin modificaciones, por siete votos a favor (de los diputados señores Bobadilla, Gutiérrez (don Romilio), Hasbún, Kast, Rivas y Verdugo, y de la diputada señora Hoffman); un voto en contra (de la diputada señora Girardi) y ninguna abstención.

Número 10.


El texto del mensaje es del siguiente tenor:


10) Modifícase el artículo 26 de la siguiente forma:


a) Reemplázase el numeral 2 del inciso primero por el siguiente:


“2) Elaborar y cumplir el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales “en recuperación”. Éste deberá ser aprobado por el Ministerio de Educación y podrá ser elaborado con apoyo de una persona o entidad externa con capacidad técnica sobre la materia, de aquellas incorporadas en el registro a que se refiere el artículo 30, elegida por el sostenedor.


El Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales “en recuperación” abarcará tanto el área administrativa y de gestión del establecimiento como el proceso de aprendizaje y sus prácticas; y deberá estar elaborado antes del inicio del año escolar siguiente al de la dictación de la resolución a que se refiere el artículo 23.”.


b) Reemplácese en el inciso segundo del numeral 3 la frase “el Informe de Evaluación de la Calidad Educativa” por la siguiente: “el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales “en recuperación”.”

c) Agrégase en el numeral 3 del inciso primero la siguiente letra d):


“d) Declarar vacante el cargo de director debiéndose llamar a un nuevo concurso para proveerlo.”.


d) Agrégase el siguiente inciso final nuevo:


“Los recursos entregados en virtud de esta ley podrán ser utilizados para financiar las reestructuraciones a las que se refiere este artículo.”.


Puesto en votación el número 10, fue aprobado por siete votos a favor (de los diputados señores Bobadilla, Gutiérrez (don Romilio), Hasbún, Kast, Rivas y Verdugo, y de la diputada señora Hoffman); ningún voto en contra y una abstención (de la diputada señora Girardi).

Números 11, 12, 13 y 14.


El texto del mensaje es del siguiente tenor:


11) Modifícase el artículo 27 de la siguiente forma:


a) Reemplázase en el inciso segundo la frase “aplicará la subvención establecida en la letra A del artículo 14,” por la siguiente “aplicarán las subvenciones establecidas en las letras A o C del artículo 14 según corresponda,”.


b) Elimínase en el inciso tercero, la siguiente oración: “La rendición de estos recursos deberá ser visada por la persona o entidad externa.”.


12) Modifícase el inciso segundo del artículo 28 de la siguiente forma:


a) Agrégase después de la expresión “centro educativo”, reemplazando el punto seguido (.) por una coma (,) la siguiente frase “y facilidades de transporte para su acceso, lo que se regulará vía decreto suscrito por el Ministerio de Educación y el Ministerio de Hacienda.”.


b) Reemplázase la oración final que comienza con “Esta comunicación…”, por la siguiente: “Esta comunicación la efectuará el Ministerio de Educación por carta certificada a cada uno de los apoderados y familias del establecimiento. Dicha comunicación podrá efectuarse por cualquier otro medio que el Ministerio de Educación determine, siempre que se cumpla con el objeto de informar directamente a cada uno de los apoderados y familias del establecimiento.”.


13) Elimínase en el inciso segundo del artículo 29 la letra h).


14) Modifícase el artículo 30 de la siguiente forma:


a) Agrégase al final del inciso primero, reemplazando el punto final (.) por una coma (,), la siguiente frase “todo lo anterior sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 8º.”.


b) Reemplázase en el inciso sexto la expresión “honorarios” por “costos”.


Puestos en votación los números 11, 12, 13 y 14, fueron aprobados, separadamente sin enmiendas, por siete votos a favor (de los diputados señores Bobadilla, Gutiérrez (don Romilio), Hasbún, Kast, Rivas y Verdugo, y de la diputada señora Hoffman); un voto en contra (de la diputada señora Girardi) y ninguna abstención.

Número 15.


El texto del mensaje es del siguiente tenor:


15) Modifícase el artículo 32 de la siguiente forma:


a) En el inciso primero, reemplázase la frase “mínimo de cinco años” por la siguiente: “mínimo de 2 años”.


b) Reemplázase en el inciso segundo la frase a continuación de la expresión “antes referido,” por la siguiente “de cada uno de los establecimientos bajo su administración que estén clasificados como “emergentes” o “en recuperación”.”.


En relación con la letra a), los integrantes de la Comisión manifestaron su preocupación por esta norma, por cuanto su aprobación podría entorpecer la labor fiscalizadora de la Contraloría General de la República, al establecerse un plazo menor para la obligación de los sostenedores de conservar la documentación asociada a la SEP. 


Puesta en votación la letra a) del número 15, fue rechazada por la unanimidad de los diputados presentes señores Bobadilla, Gutiérrez (don Romilio), Hasbún, Kast, Rivas Verdugo, y señoras Hoffman y Girardi.


Puesta en votación la letra b) del número 15, fue aprobada sin enmiendas por siete votos (de los diputados señores Bobadilla, Gutiérrez (don Romilio), Hasbún, Kast, Rivas Verdugo, y de la diputada señora Hoffman); un voto en contra (de la diputada señora Girardi) y ninguna abstención.

Números 16 y 17.


El texto del mensaje es del siguiente tenor:


16) Reemplázase en el artículo primero transitorio, inciso primero, la frase: “21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Educación,” por la siguiente: “37 de la Ley General de Educación,”.


17) Reemplázase en el artículo segundo transitorio, inciso primero, la frase: “21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Educación,” por la siguiente: “37 de la Ley General de Educación,”.


Puestos en votación los números 16 y 17, fueron aprobados sin modificaciones por siete votos (de los diputados señores Bobadilla, Gutiérrez (don Romilio), Hasbún, Kast, Rivas Verdugo, y de la diputada señora Hoffman); un voto en contra (de la diputada señora Girardi) y ninguna abstención.

Número 18.


El texto del mensaje es del siguiente tenor:


18) Reemplázase el artículo undécimo transitorio por el siguiente:

“Artículo undécimo.- La atribución del Ministerio de Educación para suscribir los convenios de la presente ley podrá ejercerse hasta que entre en operación el Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.”.”

Puesto en votación este número, fue aprobado en iguales términos por seis votos (de los diputados señores Bobadilla, Gutiérrez (don Romilio), Rivas, Verdugo, y de la diputada señora Hoffman); un voto en contra (de la diputada señora Girardi) y ninguna abstención.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS.


El texto del mensaje es del siguiente tenor:


Artículo primero transitorio.- Los convenios de igualdad de oportunidades y excelencia educativa celebrados entre los sostenedores y el Ministerio de Educación, que a la fecha de publicación de esta ley estuvieren vigentes, deberán adecuarse a las disposiciones de esta ley antes del inicio del año escolar 2012.


Artículo segundo transitorio.- El mayor gasto fiscal que irrogue la presente ley durante el año 2010, se financiará con los recursos contemplados en el presupuesto del Ministerio de Educación.


Artículo tercero transitorio.- Los aumentos en el monto de los recursos entregados en virtud de la ley N° 20.248, establecidos en esta ley, regirán a contar del día primero del mes siguiente a la fecha de publicación de la misma.”.


Puestos en votación los artículos primero, segundo y tercero transitorios, fueron aprobados sin enmiendas por la unanimidad de los diputados presentes señores Bobadilla, Gutiérrez (don Romilio), Kast, Rivas, Verdugo, y señoras Hoffman y Girardi.

-o-
PROYECTO DE LEY APROBADO POR LA COMISIÓN.


Por las razones expuestas y por las que en su oportunidad dará a conocer la señora Diputada Informante, esta Comisión recomienda aprobar el siguiente proyecto de ley, al cual, además, en virtud del artículo 15 del Reglamento de la H. Corporación, se le han introducido algunas modificaciones de forma, que no se detallan y que se incluyen en el siguiente texto:

PROYECTO DE LEY.


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 20.248, de subvención escolar preferencial:


1) Reemplázase, en la letra e) del inciso segundo del artículo 7º, la frase “21 del decreto con fuerza de ley Nº1, de 2006, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza,” por la siguiente: “37 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N° 1 de 2005, en adelante Ley General de Educación,”.


2) Modifícase el artículo 8º de la siguiente forma:


a) Sustitúyese, en el encabezado del inciso primero, la expresión “en cada una” por “en al menos alguna”.


b) Agrégase, en el numeral 2, a continuación de la expresión “tales como”, la frase “preparación y capacitación de equipos directivos;”.


c) Reemplázase el numeral 4, por el siguiente:


“4. Acciones en el área de gestión de recursos, tales como la definición de una política de perfeccionamiento para los docentes del establecimiento, destinada a fortalecer aquellas áreas del currículo en que los alumnos han obtenido resultados educativos insatisfactorios; implementación de sistemas de evaluación de los docentes; incentivos al desempeño de los equipos directivos, docentes y otros funcionarios del establecimiento, basados en instrumentos transparentes y objetivos; fortalecimiento de los instrumentos de apoyo a la actividad educativa, tales como biblioteca escolar, computadores, Internet, talleres, sistemas de fotocopia, materiales educativos y transporte escolar, entre otras.”.


d) Agrégase un inciso segundo, nuevo, pasando el actual segundo a ser tercero, y así sucesivamente:


“Para el cumplimiento de las acciones mencionadas en los numerales precedentes, el sostenedor podrá contratar docentes y el personal necesario para mejorar las capacidades técnico pedagógicas del establecimiento y para la elaboración, desarrollo, seguimiento y evaluación del plan de mejoramiento. Asimismo, y con la misma finalidad, podrá aumentar la contratación de las horas de personal docentes y de otros funcionarios que laboren en el respectivo establecimiento educacional.”.


3) Modifícase el artículo 9º de la siguiente forma:


a) Sustitúyese, en la letra a) del inciso primero, la frase “por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962,” por la siguiente: “en conformidad a lo dispuesto en el artículo 37 de la Ley General de Educación,”.

b) Sustitúyese, en las letras b) y c) del inciso primero, la frase “por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del citado decreto con fuerza de ley N°1, de 2006, “ por la siguiente: “en conformidad a lo dispuesto en el artículo 37 de la Ley General de Educación,”.


c) Sustitúyese, en el inciso tercero, la frase “21 del decreto con fuerza de ley Nº1, de 2006, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza. “ por la siguiente: “37 de la Ley General de Educación.”.


4) Modifícase el artículo 11 de la siguiente forma:


a) Elimínase, en el inciso primero, la siguiente frase: “de 4º y 8º básico, según corresponda,”.


b) Sustitúyese, en el inciso primero, la frase “21 del decreto con fuerza de ley Nº1, de 2006, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, el Ministerio de Educación” por la siguiente: “37 de la Ley General de Educación, la Agencia de la Calidad de la Educación”.


c) Reemplázase, en el inciso tercero, la frase “deberá proponer a los municipios rurales y a los establecimientos educacionales municipales rurales,” por la siguiente: “a solicitud de los municipios rurales podrá proponer”.


5) Modifícase el artículo 14 de la siguiente forma:


a) Reemplázase el cuadro de Valor Subvención en USE, por el siguiente:

Valor Subvención en USE:

	
	Desde 1° nivel de transición hasta 4° año de la educación básica
	5° y 6° año básico
	7° y 8° año básico

	A: Establecimientos educacionales autónomos
	1,60
	1,06
	0,54

	B: Establecimientos educacionales emergentes
	0,80
	0,53
	0,27



b) Agrégase el siguiente inciso segundo:


“En el caso de los alumnos identificados como prioritarios en virtud de los criterios establecidos en las letras a) o b) del artículo 2° y que, además, pertenezcan a familias caracterizadas dentro del 20% más vulnerable del país, según el instrumento de caracterización socioeconómica vigente, el valor unitario mensual por alumno, expresado en unidades de subvención educacional (USE), según la categoría del establecimiento educacional, será el siguiente:

Valor Subvención en USE:
	
	Desde 1° nivel de transición hasta 4° año de la educación básica
	5° y 6° año básico
	7° y 8° año básico

	C: Establecimientos educacionales autónomos
	1,79
	1,19
	0,60

	D: Establecimientos educacionales emergentes
	0,895
	0,595
	0,30



6) Modifícase el artículo 18 de la siguiente forma:


a) Sustitúyese, en el inciso primero, la frase “aplicados al 4º y 8º año de educación general básica, según corresponda, durante el periodo a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº1, de 2006, del Ministerio de Educación. “ por la siguiente: “a que se refiere el artículo 37 de la Ley General de Educación.”.


b) Agrégase un inciso segundo, nuevo, pasando el segundo a ser tercero, y así sucesivamente:


“Sin perjuicio de lo anterior, la rendición de cuentas establecida en el artículo 7º letra a) no será obligación en el caso de los establecimientos clasificados como “autónomos”.”.


7) Modifícase el artículo 20 de la siguiente forma:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “refiere la letra B” por “refieren las letras B y D”.


b) Agrégase, en el inciso segundo, entre las frases “para contratar” y “servicios de apoyo”, la frase “, entre otros,”.


c) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “la letra B” por “las letras B y D”.


d) Reemplázase, en el inciso cuarto, los siguientes guarismos:


i) “0,7 USE” por “0,80 USE”

ii) “0,465 USE” por “0,53 USE”

iii) “0,235 USE” por “0,27 USE”

e) Agregáse un nuevo inciso quinto, pasando el quinto a ser sexto, y así sucesivamente:


“Tratándose de los alumnos a que se refiere el inciso segundo del artículo 14 este aporte adicional será de 0,895 USE por los alumnos que cursen desde el primer y segundo año de transición de la educación parvularia y hasta el 4º año de la educación general básica; de 0,595 USE en el caso de los alumnos que cursen 5º y 6º año de la educación general básica y de 0,30 USE por los alumnos que cursen 7º y 8º año de la educación general básica.”.


8) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 23, la frase “por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº1, de 2006, “ por la siguiente: “en conformidad a lo dispuesto en el artículo 37 de la Ley General de Educación,”.


9) Reemplázase el artículo 25, por el siguiente:


“Artículo 25.- Las escuelas que sean clasificadas “en recuperación”, en relación con lo establecido en el artículo 23, y que apelen de ello, deberán enviar a la Secretaría Regional Ministerial de Educación correspondiente los antecedentes que a su juicio permitan revisar dicha clasificación, para que sean remitidos al Subsecretario de Educación, quien resolverá la apelación en los plazos establecidos en el artículo 22.”.


10) Modifícase el artículo 26 de la siguiente forma:


a) Reemplázase el numeral 2 del inciso primero, por el siguiente:


“2) Elaborar y cumplir el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales “en recuperación”. Éste deberá ser aprobado por el Ministerio de Educación y podrá ser elaborado con apoyo de una persona o entidad externa con capacidad técnica sobre la materia, de aquellas incorporadas en el registro a que se refiere el artículo 30, elegida por el sostenedor.


El Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales “en recuperación” abarcará tanto el área administrativa y de gestión del establecimiento como el proceso de aprendizaje y sus prácticas; y deberá estar elaborado antes del inicio del año escolar siguiente al de la dictación de la resolución a que se refiere el artículo 23.”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo del numeral 3, la frase “el Informe de Evaluación de la Calidad Educativa” por la siguiente: “el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales “en recuperación”.”.


c) Agrégase, en el numeral 3 del inciso primero, la siguiente letra d):


“d) Declarar vacante el cargo de director debiéndose llamar a un nuevo concurso para proveerlo.”.


d) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“Los recursos entregados en virtud de esta ley podrán ser utilizados para financiar las reestructuraciones a las que se refiere este artículo.”.


11) Modifícase el artículo 27 de la siguiente forma:


a) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “aplicara la subvención establecida en la letra A del artículo 14,” por la siguiente: “aplicaran las subvenciones establecidas en las letras A o C del artículo 14, según corresponda,”.


b) Elimínase, en el inciso tercero, la siguiente oración: “La rendición de estos recursos deberá ser visada por la persona o entidad externa.”.


12) Modifícase el inciso segundo del artículo 28 de la siguiente forma:


a) Agrégase, después de la expresión “centro educativo”, reemplazando el punto seguido (.) por una coma (,) la siguiente frase: “y facilidades de transporte para su acceso, lo que se regulará vía decreto suscrito por el Ministerio de Educación y el Ministerio de Hacienda.”.


b) Reemplázase la oración final que comienza con “Esta comunicación…”, por la siguiente: “Esta comunicación la efectuará el Ministerio de Educación por carta certificada a cada uno de los apoderados y familias del establecimiento. Dicha comunicación podrá efectuarse por cualquier otro medio que el Ministerio de Educación determine, siempre que se cumpla con el objeto de informar directamente a cada uno de los apoderados y familias del establecimiento.”.


13) Elimínase la letra h) del inciso segundo del artículo 29.


14) Modifícase el artículo 30 de la siguiente forma:


a) Agrégase, al final del inciso primero, reemplazando el punto final (.) por una coma (,), la siguiente frase: “todo lo anterior sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 8º.”.


b) Reemplázase, en el inciso sexto, la expresión “honorarios” por “costos”.


15) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 32, la frase a continuación de la expresión “antes referido,” por la siguiente: “de cada uno de los establecimientos bajo su administración que estén clasificados como “emergentes” o “en recuperación”.”.

16) Reemplázase, en el inciso primero del artículo primero transitorio, la frase “21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Educación,” por la siguiente: “37 de la Ley General de Educación,”.


17) Reemplázase, en el inciso primero del artículo segundo transitorio, la frase “21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Educación,” por la siguiente: “37 de la Ley General de Educación,”.


18) Reemplázase el artículo undécimo transitorio por el siguiente:


“Artículo undécimo.- La atribución del Ministerio de Educación para suscribir los convenios de la presente ley podrá ejercerse hasta que entre en operación el Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- Los convenios de igualdad de oportunidades y excelencia educativa celebrados entre los sostenedores y el Ministerio de Educación, que a la fecha de publicación de esta ley estuvieren vigentes, deberán adecuarse a las disposiciones de esta ley antes del inicio del año escolar 2012.


Artículo segundo.- El mayor gasto fiscal que irrogue esta ley durante el año 2010, se financiará con los recursos contemplados en el presupuesto del Ministerio de Educación.


Artículo tercero.- Los aumentos en el monto de los recursos entregados en virtud de la ley N° 20.248, establecidos en esta ley, regirán a contar del día primero del mes siguiente a la fecha de publicación de la misma.”.

-o-

Sala de la Comisión, a 8 de octubre de 2010.


Tratado y acordado en sesiones de fechas 14 y 28, y 5 de octubre de 2010, con la asistencia de los miembros titulares de la Comisión, diputadas señoras María José Hoffmann Opazo y María Antonieta Saa Díaz; y diputados señores Sergio Aguiló Melo, Sergio Bobadilla Muñoz (Presidente), Rodrigo González Torres, Romilio Gutiérrez Pino, Gustavo Hasbún Selume, José Antonio Kast Rist, Manuel Monsalve Benavides, Gaspar Rivas Sánchez, Gabriel Silber Romo, Mario Venegas Cárdenas y Germán Verdugo Soto; y la concurrencia, en calidad de reemplazantes, de las diputadas señoras Cristina Girardo Lavín y Clemira Pacheco Rivas, y del diputado señor Luis Lemus Aracena. 

(Fdo.): ANDRÉS LASO CRICHTON, Secretario de la Comisión.”









*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata; IND: Independiente. PRI: Partido Regionalista de los Independientes. PC: Partido Comunista. PRO: Partido Progresista.





